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la ley relativas a la constitución de la Laja tic giran- 
lin. al destino de los valores en ella debitados, a la deter- 
minación eme establezca si la indemnización \mr acciden- 
te forma parte o no del haber hereditario, son cuestiones 
de fon:Ui míe no determinan la jurisdicción y <|iie deben 
plantearse ante el juez o tribtmal que sea compílente ]>or 
expresa dis[>nsición de la ley ó I*»r aplicación de los pre- 
ceptos y normas generales que rigen la maUria, como en 
el snt> ith- v\ juez de la sucesión. (Artículo 32S4. Códi- 
go em. IVig. 407. 
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Httht ' ontífit 'Ht, pase. — Con las reservas qae emanan de la Cons- 
titución y de las ltyes tintadas con arreglo a ella, sobre el 
Patronato Nacional, dclie concederse el pase a la Bula 
Pontificia instituyendo < íbisjMi de la Diócesis de Tucu- 
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( ittiitatUut </,■ h itistuufM, La providencia fie autos despué* 
fiu contestada la demanda importa una citación especial a 
las partes pata dícuir semencia interlt teutona « definitiva 
Kn tnl condición na puede suponerse abandono de la cau- 
sa ,k ' paite de mi litigante, ni atribuirse a éste mgligenfia 
tn la tramitación, qite jn<tífi,¡nc una declaración de pe- 
rención de la instancia. P% 2¿6. 

Canon nthuuo. Véase "Tacto c^usorjo T \ 

í f/'J íí i/.- /»iíií.v. /ií fi,/ , /,■[ ii/i'ívf. K| cirácier de exigióle 
por la via ejecutiva del* resultar del documento mismo 
(art. J5X ley 50). no teniéndolo las facturas que no acre- 
ditan míe Ea persona míe las subscribe haya estado facul- 
tada legalmente para obligar al deudor. É%. 24. 

tmirn-to unir ht ley. Jjgjj comercio no es asunto at marfil M 
hi 4;eión de la ley y de la autoridad de los magistrados 
-mo. pur t-1 contrario, una actividad mimieiosamcnu- re- 
glamentada y difen ncinda (Je la común legislación. 2S 

t ttutpttvuria. Las euest iones de competencia sólo pueden re- 
lerirse a juicios pendientes y no corresponde a los ya fe- 
uecidos, cuino ocurre con un juicio ejecutivo concluido 
por sentencia de trance y remate. 

\'" procede la acumulación de un juicio ejecutivo a luí 
¡uício universal de concursé requerida éün posterioridad 
i la Sentencia de rcmale. R%. 2d. 

^-iiutia, Todas las euistiones rehtivas a la d¡>trifnieión 
del lialier hcti-litario entre acreedores comunes de una 
Slícesión o herederos de ln misma, ñém decidirse ante 

i- 
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el jiK Ji une conoce en el juicio sueentrio, quien ejerce ju- 
risdicción res|nvto (k- las demandas concernientes a fus hii- 
nvs hereditarios hasla ta partición inclusive. El concurso 
iwstcrior de itn heredero, no puede afectar este principio 
fie carácter gcmral. y no ejerce atracción respecte» de las 
aetu:i:iones que con motivo de la distribución de esc haber 
hcrelitario se hubieren producido en el juicio suceso- 
rio, Í*ajj. 39. 

Cmnptti-ucM. — ívl Juez local ipie comenzó a entender en un 
juicio de prescripción treintenaría, conserva su enmpeten- 
cia rcsfHcio del mismo, aún cuando medie un pedido de 
inhibitoria formulado por el Juez de Sección correspon- 
dente, y dicho pedido se liasa sólo en gestiones hechas an- 
te él, tcudknlcs a acreditar el fuero federal, que no cons- 
tituyen formal demanda ni concreta aposición a los pre- 
ttmüdos derechos de quienes iniciaron rl juicio de infor- 
mación ame ta justicia local. IVij*. 89. 

GompciCttCta, — l)el>e considerarse como abierto y tu trámiu- 
un juicio sucesorio, mientras no se haya practicado y apro 
hado la partición y adjudicación de los bienes hereditarios, 
no obstando el haberse dictado en él la correspondiente 
declaratoria de herederos y hitarse efectuado el pago de 
tas contribuciones nacionales y provinciales. 

En estas condiciones nada obsta at planteo de un con- 
flicto jurisdiccional, quedando reducida, en el caso, la con- 
tienda, a determinar el último domicilio del causante, an- 
tecedente fundamental, en que los jueces apoyan su com- 
petencia. Pájí. 144. 

Competencia, — Corresponde a la Justicia Federal con arreglo 
p Jo dispuesto por el articulo 3'\ incisos 3* y # de la ley 
núnu ro 4S. e iguales inciso;» del artículo 2.í y articulo 34 det 
Código Criminal, el practicar las actuaciones necesarias 
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|iíira el esclarecimiento de un delito <|iu* ajame. f>nm>i 
fucir. -uncí ido |k>r «no u más empleados de correos, <n 
alguna ríe las dej tendencias de esa rej*arlieión . IVi^, 16^, 

t tnit^iit iit iu. I-íis cuestiones de competencia sólo pindén re- 
lerirse a juicios pendientes y Hf> corresponde a los ya fe- 
necidos, cuyo conocimiento no puede sit man rin de una 
cuestión de esta índole , Kág\ 

CptnpefámM. Corre-|winde al Juc/. del Crimen de la fruvñv 
etí conocer en la causa orne» miente a un delito común co- 
metida en jurisdicción territorial de ésta, en condiciones y 
circunstancias íjuc no ealifieau el hecho como una infrac- 
ción di carácter federal. N'o modifba esta conclusión la 
circunstancia de haber sido cometido <1 delito en nn con- 
ven en marcha, toda vé* qüé dicho delito no atería t;i se- 
-iiriílad y el irá fien ferroviariu. I'ág. 

■ , 

( pmftéfíWekr. Apareciendo prima facfc i|iie el cielito fué come- 
tido en esta Capital. curres] mnde al Juez, de Instrucción 
di la misma el conocimiento de la cansa. I'ág, ¿41 . 

í mhí/'é (. fu tu. — La circunstancia de haberse extendido en Santa 
l'e un cheque falso enyn l>ago rehusó un Manco de esia 
Capital sobre el que fué girado, en razón de la falta de 
provisión de fondos, no implica oue sea a<piél el lugar def 
delin , pius la infracción no consistiría en dicho acto, sino 
en el de pretender |>agar lo debido por ese medio doloso, 
condenado por Ja ley y realízalo en e] caso, en esta Capi- 
tal, donde, tu consecuencia, se habría consumado el ;-io 
ilícito materia del procedo en trámite, IVig. 24Í 

Cm»pft&tfcm Manifestándose en un testamento estar la tenta- 
dura di unir i liada en jurisdicción fiel Juez de la Provincia, 
corrohirada isla afirmación con otras enunciaciones con- 
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eer en el juicio testamentario. Pág. 248. 

i itwpíUcucm. — i\l conocimiento de un juicio ele quiebra eorres- 
1 Minsk al Juez del lugar en donde el fallido tiene su princi- 
|>al establecimiento de comercio, sin que pueda sur alte- 
rad:», jurisdicción por la circunstancia de hallarse el co- 
merciante matriculado en otro lugar y el hecho de haber 
conocido otro Juez con anterioridad, en el juicio de convo- 



í umpsh'ttt íti. -La jurisdicción para conocer de las caucas ci- 
viles y criminales corresponde, en general, a la justicia in- 
dinaría, y sólo excepcionalmcnte en los casos determinado^ 
en forma expresa |Kir la Constitución. la ley de Procedi- 
mientos, y leyes especiales, coni| K*te a los tribunales del 
fuero federal, debiendo en consecm ncia, interpretarse res- 
trictivamente la procedencia de dicha jurisdicción. 

N'n obstante y a los efectos de entender tn la denuncia 
soljre adulteración de un cheque girado sobre el Banco de 
la Nación por un Juez en lo Civil de esta Capital, que por 
su naturaleza constituye im delito común, cuyo juzgamien- 
to debería por tal concepto, corresponder a la justicia or- 
dinaria, procede observar, que los caracteres rKI delito no 
jrulomman stíftjffa es | «ríales circunstancias prevista*, en la 
let, c(jmo es la del lugar en que el hecho delictuoso se ha 
cometido. > que puede hacer derivar la conqietcncia juris- 
diccional común hacia el fuero de excepción. 

Es indi Urente a los efectos de determinar la jurisdicción, 
il sitio en que se ha realizado la adulteración del docu- 
mento sobre que versa el proceso (acto preparatorio del 
(U lililí. pues el delito propianunte dicho se habría come- 
litio en el lianco de la Nación al jKrcibir h suma di-fratt- 
dada, y es pues competente en consecuencia en el caso, el 
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Juez de Sección de la Capital Federal, ya (pie el Bafóp 
lia sido creado por Uy del Congreso j»ara fines de admi 
nistrieión piihlica y prosperidad genera) y está por lo tan- 
tu sujeto exclusivamente a la jurisdicción de las autorida- 
des nacionales y fuera del alcaucí 1 de la jurisdicción de fas 
l'rovinctas. Pág. 

l'rimtuttf. - Véase "SeuUncia única, en cauris criminales"' . 

■ 

Cheque falso. Véase "Competencia". 



Ihmattda muirá h Sacian. — La Nación no puede ser llevada a 
juicio sin su consentimiento, cuando en ejercicio de atri- 
tmeiotie» y facultad* s inherentes a la soberanía, dicta le- 
yes o las reglamenta por el órgano de sus pod-res. deter- 
minando las condiciones a tpie han de ajustarse los con 
cesiortaríos en unteria dt* tarifas ferroviarias. 

La?» acciones contra la Nación por actos ejecutados en 
el ejercicio de tales facultades, no pueden ser juzgadas sino 
con Stt consentimiento, esto es. con la correspondiente ve- 
nia legislativa . Pag. 102. 

Di recito de exporíatiou tic frutos del país y sus derivados, — Xo 
procede la devolución de lo piulado en concepto de derecho 
de exportación de frutos del país y sus derivados, aún cuan- 
do t\\ el momento del cobro no existiera ley que lo autori- 
zara : en razón de halarse sancionado la ley número 10,í>4f* 
como prórroga de la número 10.349. Pág, XO. 



Derechos de puerto. — En razón de lo establecido tu el art 

de la ley 2346, el Fisco Nacional nada debe percibir por 
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muelle, almacenaje y eslingaje dentro de la zoua de con- 
cesión del Dock Siul, Fallo: tomo 155. pág. 34. |£g. <>. 

ftesutojo, — El desalojo contra el inquilino causa agravio Él pro- 
pietario o [x veedor juríclico (artículos 2495 y 2496, Código 
Civil ), y en cuiisecueiicia. tiene éste, derecho a defender stt 
situación antes del fallo, siempre que se haya presentarlo 
t u tiempo y forma, en (os autos respectivos. Pág. 12.V 




hrttu de hecho. — Kl error de hecho no perjudica desde que no 
se ha alegado negligencia culpahlc del acreedor (artículo 
Código Civíh, y el dtutlor queda (jhligado a reconocer 
el crédito omitido con arreglo a lo que expresamente de- 
termina sobre el particuhr el articulo 797 del Código ci- 
tado. (Faltos, tomo 154. página K5, considerando 4'h 
Página .104, 

t'.M cft'tthi de fttlht de pcrsoin rfa y tic faltó tic derecho, -— Cu- 
rres[Kindc rechazar la ex-epción dilatoria de falta de per- 
stnvdúlad en el demandante, si el oponente no di muestra 
que el poder del actor sea insuficiente D que "el demán- 
dame no reum* las calidades necesarias |»ara presentarse 
en juicio". 

i -«"' excepción de " falta de derecho" no figura entre h\> 
que laxativamente enumera el artículo 72 de la ley iii'i- 
mtro 50. Pág. .118. 

I: Acepción de ¡iicowf>etcitciti lie ¡itrisdkáón v urraiifo. — \.i pne- 
de prosperar la excepción de incompetencia fundada en 
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I» vecindad del actor fuera fie la Provincia demandada, 
si il excejjciomnte no ha producido pruel*a ninguna en 
ajKiyi) <le su aserte», tal como I" manda en caso de contra- 
dicción, e! precepto del derecho romano incorporado a 
nuestro régimen de enjuiciamiento, rcus ó» twaf'ii ndtt fu 
itcttir; tasto más si v\ actor ha cornil torada <n forma in- 
* hjnalile la intornrición ofrecida en la demanda en recan- 
(lo de la jurisdñt:ióti de la Corte Suprema. 

La lev número 50 en su artículo 74 sólo autoriza la ar- 
, ticntaeióu dilatoria del arraigo fiara los casos en que el ac- 
tor Si v extranjero no domiciliado en el fiáis. Pag. .110. 

tixcrpctt'm. Véase "Falta de iwrsoucría" . 

W&vfrriéki Véase 





a una 



— No coi 
extradición solicitada, cuando son 
remitidos, r (tildando asi ahierto el pniecilimieuto 
la Nación reipuriente. el Ministerio Fiscal o el propio re- 
querido, acumulen mayores pruel«s tendientes a aclarar 
de éste . 



aus- 



limieuto de esta naturaleza (extradición >, 
cepttMrs de afeitar las relaciones internacionales, la ju- 
risdicción de h Corle Suprema delie interpretarse como de 
Ip mayor amplitud y comprende, en consecuencia, la fa- 



cultad de fijar el alcance de la sentencia en recurso 
Página 116. 

lixinidkwn. La calificación legal fie los hechos imputados al 
requerido, incumbe a los Tribunales de la Nación requi- 
rinUf. .inte lo> cuales trantit t el proceso respectivo. Esta 
calificación ts la única que dehe tenerse en cuenta a los 
efecto» de la extradición y ella no puede ser modificada 
por los Jueces de la Nación requerida, pues, en los pedí* 




dos de extradición, no se abre un 
mente dicho, sino sólo un procedimiento para 
la identidad de la persona cuya entrega se : 
plimiento de Uks requisitos que. al el 
tactos con !as naciones requirientes o las leyes 
les. Página 236. 




r 

Palta éé pt r.win ria. — Curre* j tunde la cxteixrióii de falta de per- 
sonalidad <lel apoderado, cuando el escríltano que extendió 
el poder, se limitó a transcribir en éste, tan sólo la parte 
pertinente de actas y estatutos no otorgados o protocoliza- 
dos jxir él, y que constituían en relación al poder los docu- 
mentos habilitantes a que se refieren los artículos 1003 v 
1004 fiel Código Civil. 1%. 151. 



G 



Camuíhi tU- la 




.— [jí garantía de la in- 
de la defensa en juicio consagrada por el ar- 
la Constitución no requiere que las causas se 
en varias instancias. 



hjmddad, . trt. \f) CnustitiuitUt XacianaL — I-i igualdad que ga- 
rantiza el art. 16 de la Constitución, no importa otra cosa 
que la al>olición de los fueros personales y la prohibición di- 
que se establezcan exi n -iones o privilegios que excluyan a 
^ uno. de lo que concede a otro en iguales 
Página 28. 
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impuesto a la transmisión t/ratuita de hs bienes. — Si la división 
ele las deudas y de las cargas debe hacerse en considera- 
ción al valor de la parte de cada unu de los herederos 
aún dentro de cada tslirpc o rama, es evidente t|iie la Di- 
rección dt Kscuclas de la Provincia de Huenos Aires no 
ha podido lomar otro valor que el representado i>or aqué- 
lia, a los efectos de la determinación de la tasa aplicable, 
esto es, la de 16 y no la del 18 'í como se ha hecho. 
Página 34. 

Impuestos establecidos por una Provincia. — V éase "Recurso 
extraordinario". — El impuesto establecido ñor una Pro- 
vincia sobre productos que son objeto de venta fuera de 
la jurisdicción de la mi>ma. es violatorio de la Constitu- 



ía denominación dada al gravamen no es suficiente para 
definir el carácter de éste. Pag. 62, 

tmpMStO interno ai expendio tic afcoitoL — Véase 
traordinario". 



impuesto sobre efectos cu depósito. — Gravitando d impuesto 




lus ar- 



ta un verdadero derecho 
ticulos 10 y 1 J de la Constitución 

No es kgal el impuesto que grava el giro de un capital 
que se realiza fuera de la jurisdicción de la Provincia, con 



Ks inconstitucional el art. 5" de la lev de impuesto al co- 
mercio y a la industria de h Provincia de Unenos Aires, 
jxir el año 1925, por ser repugnante a los arts. 10 y 11 de 



£7 Y 
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la Uinstit uñón fesHonal. ya cjue grava el tránsito He íns 
mercaderías ini] untadas o SÉ libre circulación dentro de 
la República. Pájr. 

fitcompctemia de jttrínitWióu. — - No debe conside rarse producida 
la prórroga de jurisdicción por el hecho de que una de las 
1 ¡artes fia aetirra), se presentara en tin juicio que no se 
seguía ci mira día, y i*n calidad de tercero perjudicado |>or 
un einlnrgo, pidiendo su levantamiento, En tales condi- 
ciones corresponde rechazar la ewcjiciún de inenmpeten- 
cia de jurisdicción .pie se le opone. Pag. 15! . 

f ui oHsiitucioiiathfiul de íe\\ í Ltts de ta Prw'weta de Mendoza, 
it limeros K54 y . — Xo obstante hacer las provincias 
uso fegf£t(fto de su* íacultadis im|>ositivas al sancionar le- 
yes como las número K54 y *>2S en cnanto éstas realizan un 
fin manifiestamente de interés público cual es el de pro- 
veer á la asistencia de los ancianos y de los inválidos, ta* 
hs facultades no son ilimitadas y deben ejercerse de acuer- 
do a principios ipie se encuentran en su liase misma, esta 
Meciendo los impuestos con arreglo a un sistema de impar- 
cía I ¡dad y uniformidad a fin de distribuir :on justicia ta 
carga, pues toda imposición que se apoye en otras razones 
. responda a otros propósitos no sería un impuesto, siim 
ijo; y aún cuando razones de previsión, policía, asis- 
tí solidaridad social fundamenten el impuesto, ha de 
ser éste de carácter general >' a cargo de todo* los hal li- 
tantes de la Provincia, ya que es igualmente general el lle- 
ne f icio que arpié! establece y como consecuencia Ta obliga* 
rión de íú\ Mirlarlo. 

IW intirés público debe entenderse no >ólo al míe con- 
u tupín h provisión tle los gastos absolutamente necesarios 
a la continuada y organizada existencia del gobierno, sino 
al cpie también comprende otros tendientes a subvenir el 
bienestar tle la -wiedad y anticipa al presente la futura 
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felicidad cM pueblo. Por ello las razones tle natural equi- 
dad, «latitud y lwncf ¡cencía, no están fuera de lugar cuan- 
do el bienestar del pueblo se Irtlte en cuestión y puedan 
ser tomados en vista en la imposición de las públicas car- 
cas: Lis contri buemnes o impuestos se distinguen de las 
extorsiones arbitrarias en que aquéllas se istablecen de 
acuerdo con alguna regla, que distribuye el peso sobre to- 
dos los cindadanos". 

Xo es esa la solución adoptad» por la Lev de la Provin- 
cia de Mendoza número 854, pues el análisis de sus re- 
cursos muestra que ellos no se mantienen dentro de lími- 
tes razonables, y no están nni|>oco autorizados |x>r el uso 
general , 

Los artículos 10 y 11 de la ley número 854 de ta Pro- 
vincia de Mendoza sobre creación y sostenimiento de la Cn 
ja Obrera de Pensión a la Vejez e Invalidez, vulneran los 
principios de igualdad y de uniformidid proscriptos |x>i- 
el art. \ti fie la Constitución Nacional (*ea (jue su trate de 
la prima de un seguro, sea que se trate de un impuesto). 

Ajustándose Ja ley núnuro 928 de la Provincia de Meti- 
ctata a las exigencias de uniformidid c igualdad fiel hu- 
ya que 





el patrimonio de la Caja por ella i 




tffiémitisaaóu di- danos y perjuicios. — Existiendo la evidencia 
de la ctil labilidad de los funcionarios, empleados u obre- 
ros de la administración, en el liedlo en que se funda el 
actor para reclamar indemnización. |*>r las beritías, priva- 
ción e Ínca[Micidad para el trabajo, el listarlo es el respon- 
sable pm los daños consecutivos a esa culpa. Pág. 257. 
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hthUtuúni. ■ l-a demanda ¡«jr |Kq,'u de una jubilación no es una 
acción civil de las previstas en la ley 3,952 y por tantti no 
se le puede fiar curso sin previa venía legislativa. (Fallos, 
tomo 9, página 3W), ln que continúa siendo verdad des- 
pués de sancionada la ky 4349. I *á¿f . 403. 

JnNIacwn. utrt. 35. ley 4349). — Xu >e hallan cop^iáMos en 
la excepción del articulo 35 de ta ley número 4349, cu cuan- 
to al rlericho de acumulación de sueldos para fijar el mon- 
to de la jubilación, tos que conjuntamente con la función 
«leí profesorado, lian desempeñado un cargo o*e carácter 
puramente administrativo, f Secretario Tesorero del Cole- 
gio Nacional de /tijuy,, que no puede ser considerado ni 
equiparado de profesor. IVig. 230. 

Juhifat'Ume* y pensiones de empleados ferroviarios, — Véase "Rr- 
curso extraordinario'*. 

Júbltadmtes y pensiones, [ley 10*650), — Los henef icios acor- 
dados |Hir Ims artículos 23 y 24 de la lev número K).(>50 
contemplan la siluacióu de los empleados u obreros que se 
retiren del servicio n queden ct sanies y a quienes no Jes 
asisten derec]m> a una jubil;!:ióu de las que dielia lev es- 
tablece: r- decir, nata de bciu ficios i]e una importancia 
menor. 

Si n<i cm procedente limitar lus servicio* a los efectos de 
una jubilación se enerva el motivo de aplicarla a un caso 
de in leinnización, puesto que es elemental que el que pue- 
de lo más, puede lo muios. JYig. 347. 

Jttfriiueiones y pensíimes de empleados y ohreras ferroviarios. — 
MI término de cinco anos que establece el art. 34 de la ley 
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10.650. dil>e contarse en el casa desde ta videncia de la 
ley 1 1 -308. o sea> desde el 16 de Enero de 1924. (Nadie 
puede perder por inacción un derecho tic que carece) . 

El precepto del art. 33 de la ley 10.650, tiene en cierto 
modo su carácter corred i vo. como sanción a los hecho* 
y actos que se consideran fallas al liuen servicio y el prin- 
cipio general es une siempre debe aplicarse la ley más fa- 
vorable al reo o sujeto de la infracción, (art. 2* del Có- 
digo Penal j . Pág. 15. 

Jubilaciones y pensiones de empleados ferroviarias, jubilación de 
invalidez* — Xo habiéndose cuestionado la inteligencia del 
articulo 33 de la lev 10.650. en cuanto exige que la exo- 
neración sea "por mal desempeño de los deberes, del cargo", 
.sino que se lia discutido si los actos imputados al actor 
afcctalh-m solamente a su conducta privada, independiente 
de su condición de empleado de la Caja o si. por el con- 
trario, se relacionan y afectan al servicio público, no pro- 
cede el recurso extraordinario del art. 14, ley 48. Pág. 22. 

Jubilaciones y pensiones de empleados ferroviarios. — l)e las dis- 
posiciones de las leyes 9653 y 10.650 (artículos S v y 20, 
inciso 1*), se deduce que la jubilación por invalidez se 
acuerda al empleado ti obrero que en la fecha de su cesan- 
tía justifique haber prestado diez años de servicios, sin 
que modifique esta doctrina la circunstancia de que pos- 
teriormente la ley 11 .308, redujera a cinco años ese tiem- 
po (cuando ya el obrero no se hallaba en el trabajo) . 
Pácina 18. 

Jubilaciones y pensiones de empleados ferroviarias* — Para go- 
zar de los beneficios de la ley 10.650, es necesario que las 
condiciones de edad que exige el articulo 22 de la misma, 
concurran en el momento de dejar el servicio. Pág. 177. 

Jurisdicción. — \ ease *'Conq>eteneia". 
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Ley 10,650. — Véase "Jubilaciones y pensiones cíe empleados 
ferroviarios". 

/.<*v 10.f>50. — Véase "Recurso extraordinario y jubilaciones y 
pensiones de empleados ferroviarios". 

I.ey 11 .290. Jrt. 33. Inc. 9* — . Véase "Recurso de hecho". 

Ley 11.570. — Xu es vtnlatorio de ¡os preceptos constitwíontt- 
les. ni afecta ta división de los [xxlcres del Estado ni las 
atribuciones concedidas a cada uno de ellos, la competeu- 
cia y procedimiento determinado por la ley número 1 1 .570. 
Página 386. 

i.ty He f enrocar riles. — - La Constitución Nacional y las leyes de 
Ja Nación son la ley suprema del país, estando obligadas 
las Provincias a conformarse a ellas, no obstante cualquier 
disposición en contrario de las leyes o constituciones pro- 
vinciales. Pági na 319. 

Ley # prúcif radón numero 10.9%. — El procurador matricu- 
lado en el Registro de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación de conformidad a la ley número 10.996 se encuen- 
tra autorizado para actuar en tal carácter ante todos los 
tribunales fcdcralisdc la República. RaR. 430. 

Ley 4933 ittrí. 10), diioiucum de ta abanado. — Corresponde 
que la Nación devuelva a la actora la suma que ésta ha 
alionado ]>or introducción de bolsas, siempre que se hayan 
cumplido con los requisitos que establece el articulo 10 de 
la ley número 4933. Pág. 222. 



* 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



% 

461 



Lr\ tic ferrocarriles número 2873. — ► Teniendo en cuenta la Ley 
General de Ferrocarriles núnuro 2873. corresponde decla- 
rar que la Ley de Ferrocarriles Provinciales no es de apli- 
cación ni rige para los ferrocarriles nacionales, y no debe, 
cu conseciieUjia, prosperar la defensa hecha por la Pro- 
vincia de lluenos Aires, amparándose en el artículo 104 
de la citada ley de ferrocarriles provinciales. T*ág. 319. 

Liheriao tic tnrimju 1.a libertad de trabajar y ejercer toda 
industria licita consagrada por ti art. 14 de la Constitu- 
ción que tío es absoluta, no puede considerarse coartada 
por leyes como la 4661, que la reglamentan y qne han 
sido dictadas consultando motivos de seguridad y salu- 
bridad pública e inspirados en razones de interés gene- 
ra! . 1 Vu;. 28 . 



"Xo intnn'ur" — L*n nuevo jki/o |X*r forado dentro de |KTtenen- 
cias correspondientes a una mina, desalíñela, registra- 
da y en explotación, no constituye tina nueva exploración 
ni un nuevo acto de explotación, sino la continuación fie 
los trabajos de la misma mina y son éstos, precisamente, 
los que no pueden suspenderse legalmente. La apertura 
fie nuevos |wos o continuación de las existentes no viola, 
en consecuencia, la medida de no innovar decretada por 
la Corte Suprema. Pág. .Í39. 



!\uiit comisoria — Realizada la venia de una mina con pacto 
comisorio, el vendedor no pierde el derecho de ejercer los 
actos conservatorios como lo es el de discutir la proce- 
dencia del canon minero, desde que la falta de pago del 
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P 



W< FALLOS ÜK LA COR i b StJfBEM* 

misino determina la caducidad de la propiedad de ta mina, 
inciso 5" articulo 4, ley número 10.273. 

K.\ístiuidrt la rctroversión cu virtud del |»act(> comiso- 
rio, es procedente la reivindicación por parte «UJ propic- 
tarín (vendedor», si el gobierno fie la Provincia donde la 
mina si- encuentra declaró mi caducidad e incautóse de 
illa tu razón de la falta de pago de caito» y conforme 
■ lo une dispone ej artículo 5' de la lev 10.273. modifi- 
catoria ild Código <|e Minería. 

JwaHicidu que la actora es la dueña de la mina, co~ 
rresponde a ella el jxiyo fie canon minero que establece 
* el artículo 4'\ inciso 1*', de la ley número 10.273. desde 
su transferencia a ta eoni| «mía compradora hasta la re- 
adquisición plina del dominio en virtud del fallo judicial 
que declaró válido el contrato de compra- venta y proei- 
dcnti el pacto comisorio. 

OirrespHide al propietario el pago del canon y san 
ció» (pie procediere en caso omiso, di litro del término 
legal establecido en el artículo 5* de la ley 10.273. el que 
tinpc/ará a correr desde la notificación de la sentencia, 
f*ág. 2S0. 

¡'atente de suntitud y urtifiaufo de lustre — Existiendo exj cre- 
sas disposiciones reglamentarías — encuadradas estas úl- 
timas di el artículo «6. in;iso 2" de la Constitución — 
tpie con sagran la obligación de i«itente sanitaria y certi- 
ficada de lastre, en los términos exigidos |w>r el Dcpar 
lamento Xaeiniial de Higiene, Administración de Aduana 
y Ministerio de Hacienda, corrt solide rechazar la de- 
manda que una comjiañía de navegación entabla contra 
el Gobierno Nacional por devolución ríe lo abonado en 
concepto de derechos y multas por la falta de jmlcnte de 
cuidad y certificado de lastre de un vapor, con motivo 
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de mis viajes entre Hnenos .Vires y el puerto dtl Carmelo 
í'K, O. del Uruguaya. Pág. 201, 



Pensión tt la vejes e invalides — Ver "hiconstitucionatidad de 
ley". 

Pcnsián* heiieftt ¡arias de — Xiugum disposición legal establece 
que los beneficiarios de lina |Kítistón dtben encontrarse 
in el ¡kiis en el momento del fallecimiento <le1 causante, 
ni los priva del derecho de gistiouar desde el extranjero 
por intermedio de nn mandatario, sn reconoemiíent". 

Kl pago se liará efectivo cuando el interesado se dn- 
uñrilia en el país y desde la fecha en míe se adquiera 
dicho domicilio, debiendo considerarse perdido el tiempo 
transcurrido desde el fallecimiento del causante hasta esa 
LTpOll unidad, por nn haber ti interesado cumplido con la 
exigencia de la radicación establecida ]>or la lev, Pág. n S. 

Peritaje — Tratándose de mi dictamen producido por peritos 
con titulo sttí ¡dente y sietulo sus conclusiones, terminan- 
icnitnte asertivas, el Tribunal tiene míe considerar a aqué- 
llas como la verdad legal (articulo \7#), Código supleto- 
rio), tanto más, tratándose de un peritaje puramente téc- 
nico, en que la mayoría de los peritos es lógicamente de 
mayor valor, ya míe ti número de éstos reviste especial 
importancia en materia ajena al conocimiento de los ma- 
gistrados judiciales. Pág. 2!1. 

Prescripción — Opuesta jmr la parte demandada la defensa de 
presen |>ciáii de la acción fundada en los artículos 1986 
y 4023 del Código Civil, procede su eximen preferente, 
ya ((tic si su confirmación procediere resultaría inoficio- 
so y abstracto el pronunciamiento sobre las demás cues- 
tiones involucradas en la litis contestatio. 
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!-as gestiones administrativas ni suspenden ni intt- 
rnmqicu ta preserijición . T-i ley 3952, sobre demandas 
contra la X ación, no es un óliicc para presentarse ante la 
justicia con el fin de e vitar que se cumpla la prescrip* 
eión. J\íg. 323. 

' tiSirifíióu decenal {aplicación de titulo) — A los efectos «li- 
la prescripción decenal, el título delw aplicarse en rtatidad 
y no de una numera putativa al inmueble poseidu. Y tal 
es la conclusión a que corresponde arriliar rjoj nuestra 
legislación no sólo a mérito de lo prevenido |>or el artículo 
4011 del Código Civil, sino también porque de acuerdo 
Con la regh cid articulo 2411 del citado Código: la po- 
sesión fundada sobre un título comprende sólo la exten- 
sión de su título. (Kallos. tomo 141. pág. 42K) . I*ág, 211. 

/'r< -scripcióu en el recurso extraordinario — l-a cuestión refe- 
rente a la prescripción no es de jurisdicción de la Cofcte 
Suprema en el recurso extraordinario que prevé el art. 
14 de la ley 4S y el if f de la ley 4055. porque está regido 
sólo |>or el Código Pena). Art. 15 de la ley 48. I*ág. 2K. 

Pr&teült {derechos aduaneros) ■ E* necesaria la protesta pre- 
via y reserva en el acto de l>agar los derechos aduaneros 
que se consideran ilegales. ¡Mira que proceda una demanda 
por repetición de lo fwgado en concepto de tales derechos, 
r Ka líos, tomo 153. página 350). l'ág. 312. 

Pméha — Lis diligencias de prueba deben ser pedidas dentro 
det término, con exrqjción de las posiciones ^ (Artículo 
ilii Códtgn de iWtdimienios de la Capital y ley 39KI >, 
Pág. 221, 

l* rucha {junios de interdicto) — Xo eurresponde la apertura a 
prueba en los juicios de interdicto, Pág. 197 . 
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i-hi\ corresponde hacer luga* a la demanda. Artículo 185, 
Ley m 50. 1%. %. 



Recurso de lucho (Ley 3594 interpretación) \a Jey 3594 Cf , 
de carácter loen! y puede ser interpretada definitivamente 
in>r los tribunales Incales cuando no ha sido tachada de 
inconstitucional o en relación a los códigos comunes. 
1%. $. 

AVrwrjto rfr hecho — Nn procede el recurso extraordinario del 
artículo 14. ley 48. contra una resolución que establece que 
determinada suma dé diñen* ha sido extraída de un llano, 
por medios dolosos, cmisist entes en la exhibición jxir un 
tercero, de un poder iniciado, debidamente inscripto en 
el k.íjistro de Mandatos, y que se pierde i>ara el deudor, 
en cuenta corriente, quien esta obligado a devolver aque- 
lía suma. Pág. 5. 

Recurso de hecho — El articulo 33 de ia ley número 11.290 att 
utrizu a exigir el sello de diez pesos, al interponer eí 
rtrtirsn de hecho, puesto que sin ello no seria t*»siMe cum- 
plí) con lu dispuesto respecto de la notificación al al- 
lante de la resolución confirmatoria, pnts requerir el sello 
después del fallo, importaría ciar aviso de la sentencia con- 
firmatoria en otra forma de la ordenada |xir la ley. Tal 
exitfetj.ia no perjudica, pues en s« caso, el sello se de- 
vuelve al interesado. 1%. 272. 

Recurso de revisión — El recurso de revisión autorizado por el 
artículo 551. inciso 4" del Código de Procedimientos en 
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lo Criminal, no huerta volver a ju/tfiir de nuevo el deli- 
to ya juzgado, sitio tan sólo determinar la |iemi que co- 
rrespondí hiii« nnr al reo tcon arreglo a lo dispuesto en 
los articulo* 2"' y ,J05 del nuevo Código Piñal. 

La (Mina establecida por el artículo 79 del nuevo Código 
IVnd es más lienijma que ta establecida por el artículo 
17. capitulo l". inciso I " de la ley 41S9. |u>r lo que co- 
rrí s|n»ndt hacer ht^ar a la revisión solicitada, sustituyen- 
do la de presidio por la de reclusión |»or el termino de 
diez > seis años y seis meses y accesorias legales, a un 
procesado condenado por el delito de homicidio simple, a 
-n i) ir la peiv. de diez y sirte años y seis meses de la pri- 
mera de la> pena* mencionadas. Pag. 198. 

h'trunn c.vli-tiorii murió lis proei dente el recurro extraordi- 
nario i|ue autoriza ei art. 14 de la ley X* 48, cuando el 
caso federal lia quedado planteado en autos, con la ojjor- 
huí:' invocación fie ^aramias constitucionales, y en razón 
■ le la denegación del di recito fundado en ellas. Pátf. 62. 

Recurso t-xirtumitiHtrio — La referencia a determinado artículo 
de la Constitución Nacional y ta afirmación de baliers;- 
viulado ósie. no autoriza el recurso extraordinario dil art. 
t-I de la ley numero 4X. *i no se expresa en qué consiste 
tal violación. 

* 

ram|*oco basta, a lo* fines del mismo, la exposición he- 
elt;« con posterioridad ante la forte Suprima, relativa al 
caso federal, porque íliclia exposición es extemporánea. 

Xo M* consitiera sentencia definitiva a los efectos del 
art. 14 de la ley 4S. aquella contra ta cual se interpuso y 
concedió el recurso de 'inapliealiitidad de ley o doctrina 
!eíral"\ qw confiere a la Suprema Corte de la Provincia 
é. Buenos \ires el pronunciamiento final, dentro de la 
j uri st I iecióii U >cal . 1 *ájj , $ 1 . 
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h'amso crtravrdiuario iv» pn»ccdenU> el recurso extraordi- 
iiari.i ruando la interpretación de disposiciones contenidas 
m una ley nacional, ha sido materia de discusión y la 
decisión fina! resulta contraria al derecho fundarlo en di- 
cha ley. 1%. 83. 

AV¡í f ™> extraordhhirw i Ley 1 1.308) — \l\ precepto contenido 
en el art 2-' ele la Ley 1 1.3GK tiene por mi clara redacción 
y su espirita, efecto retroactivo, y Como natural conse- 
cuencia, la prescrijKrión, para los favorecidos por él. no co- 
mienza sino desde la vigencia de la lev que les amfwra. 

Recurso exífmráimrío ( /.«y tO.630) — C uando la separación de 
un empleado u uhnro ha oIk decido a un movimiento huel- 
guista, tus términos establecidos por la Ley N* 10.650 de- 
ben comenzar a contarse desde ta vigencia de la Ixv W 

A análoga conclusión rlelie arriarse en h>s casos de pe- 
dido de indemnización previstos |M>r el art. 46 de la citada 
Ley 10.650. Pág. 83. 

Recurso cxiruflrdimmn — Xo procede el recurso extraordinario 
cuando Ta sentencia recurrida resuelve sólo cuestiones de 
hecho y prueha: no existiendo, además, un pronuncia- 
miento definitivo que haga cosa juzgada, Pá^. 87. 

Recurso e.vtmordhntno — l*roc«de el recurso extraordinario 
cumulo la interpretación del artículo 47 de la tey 10.650 
fué materia de discusión, y la decisión final resultó con- 
•traria al detecho fundado en dichn ley. 1%. 98. 

■ * 

Recurso txtrm» dimitió -~ Procede el recurso extraordinario 
cuando la sentencia definitiva es contraria al derecho in- 
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voeado |hT el rfiirrente, sosteniendo la ínconstituciona- 
lidad de la l.ey X' 11.287 en sita artículos 3* y &* 

No estando eti jue^r itin^úu interés jurídico o econó- 
mico, oo corres) anide a h Corte Suprema el pronunciarse 
sobre la supueMa disconformidad entre una ley y la Cons- 
titución Nacional, pues tal pronunciamiento significaría 
el entrar al vedado terreno fie los pronunciamientos ahs- 
1 ráelos. < Fallos tomo 124, pagina 24ÍS). Pág. 110. 

Recurso eximonihutno — Procede el recurso extraordinario 
contra la resolución de «rácter definitivo de im Juez de 
Primera Instancia de la Capital, cuando ttita de las partea 
invocando titulo de propietaria o poseedora del bien ma- 
teria del juicio de desahija miento, ha pedido intervención 
cu el mismo, conforme al dereclio y obligación que con- 
sagra el articulo 1527 del Código Civil, por ser el deman- 



gada. no obstante la invocación hecha u|n»rtuna y reite- 
radamente ile las garantías de los artículo* 17 y 1S de la 
Constitución Nacional. La negativa de audiencia, a dicha 
parte. o contraria al artículo 1H de la Constitución Na- 
cional. ( Fallos tomo 121. página 285 y otros). Por. 12,1 

Recama t'Xli-iionHwrío Procede el recurso extraordinario 
cuando la interpretación del artículo 47 de la ley 10.650 
fué rintería de discusión y ta decisión final resultó con-, 
traria al derecho fundado en dicha ley. Pájj. 126, 



Recurso ixtritmditttítio — Ninguna disposición legal establece 
que los beneficiarios de tina pensión dclwii encontrarse en 
el |mis en el momento del fallecimiento del causante, ni 
los priva del derecho de gestionar dísde el extranjero por 
intermedio de un mandatario, su reconocimiento. 





' F.t pa«o ^ hará efectivo cuando el interesado se do- 
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micilie t*il < I ]Kiis y desde l;i techa en que >v adquiera dicho 
domicilio, debiendo considerarse perdido el tiempo trans- 
currido desde el faHeániietito deí causante Insta esa opor- 
tunidad, iwr no hubcr el interesado cumplido con la exi- 
gencia ríe la radicación establecida |*.r la ley. Pág. 126. 

hWitrso txíraordhiario - \'u procede il recurso extraordinario 
dd artículo 1-1 de h Lev 48 enandu ha sido interpuesto 
contra una cmstión de orden procesal, como es la t|ue 
fija un límiur a h*¡> lestigos que pueden ofrecerse en el 
(triodo de prueba, fundada en el interés de la buena a<l- 
minfet ración de justicia. Í3& 

Ktvttrso extraordinaria Es improcedente el recurso extraordi- 
nario interpuesto contra una resolución de carácter pro- 
cesal. Pág. líil . 

Mémm exiraordmiria (Ley UtfóO) - Kstá al margen del re- 
curscj extraordinario iMa cuestión formal reglamentaria 
sobre el pmceclimú uto a seguirse, para que los aportes de 
cuotas debidas por los jubilados (art. 14, Ley 10,650), se- 
ñalicen en mi integridad. IVig. Iíi8. 

- 

Recurso extraordinario — T.a Corte Suprema, en los recursos 
extraordinarios del artículo 14 de ta Lev 4S, no puede 
entrar en el examen de las pruebas rendidas en los juicios 
resistivos, al objeto fie resolver si él^sjian sido o no 
bitu apreciadas, l'ág. 171. 




tit án so eximantiiirah — K1 impuesto interno correspondiente 
a! alcohol, es al expendíp de éste, vale decir, a su venta 
en calidad de tal y no puede afirmarse que exista esta 
operación en el empleo de aquél para preparar substancias 
desnaturalizantes . En el caso, tanto más cnanto que «lidia 
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substancia fué adquirrla por , Fisco, que iwgó l>°r cada 
litro un precio inferior al impuesto que se dice eludido. 
IV IK4. 

Recurso extraordinaria lAt'v 1U.65ÜJ — Está al margen del re- 
curso extra* irdinario md'i cuestión formal reglan temaría 
Mil»rt el procedimiento u seguirse, para que los aportts de 
cuotas debidas por los jubilados (artículo 14. Ley 10/i50) 
st realicen en su integridad. Pág. 2?5, 

RtcitrsQ i m7 moni iiutr ¡o — Kl procedimiento administrativo no 
exchm la intervención judicial i|tie puede ser provocada 
por via de recurso o por acciones ordinarias. Pág. .Wi. 

}fp£Í$F$ti t-xít-tntt'iiithiritt -■• Encuadra dentro de los términos de 
los articulo* 14. inciso de ]a Ley N* 48, y 6 tf tle la Ley 
N v $055 y es por lo tanto procedente, el recurso txtra- 
iiírdinário interpuesto contra un fallo pronunciado en un 
j nieto contencioso administrativo. Pág. .Wi. 

kctmitdfcitctón Ver pacto comisorio. 

{tt'hvñdu'm'ion — Tratándose de un juicio reivindicatorío de una 
fracción <ie litrra de propiedad de la Nación, situada en 
el Puerto de La Plata, nr> puerEe ésta contó eesionaría de 
la Provincia de 1 Sueños Aires, según título invocado y no 
'[¡-cutido, adquirir sobre el Iñen cuestionad", mayor ni 
mejor (krecho que el que tenía su ccriente. i J'resirtp- 
cíunes y doctrina de los arts. §353. 2354. 2383 y 2fi03 del 
Código Civil). 

Kinanando_ el titulo que los demandados opuneu a la 
acción reí v i nd ¡caloría, de !:i misil ía provincia cedente, re- 
presentada por todos y cada uno de los poderes institu- 
cionah s, en tanto procedan en la órbita de sus atribucio- 
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ik*>. > hahienclti d po kr judicial reeouocidu míe a»mé1lo* 
«•sus causíi-hatMcntes. km denm.-trado, <| nieta, pacifica e 
iniim rnimjiida posesión con ánimo fie dueños durante el 
tiempo nefario para usucapir, tal reconocimiento &m* 
promete a la iWmeia misma en el pronunciamiento, ya 
pe ésta no puede considerarse tercero cuyo* derechos que- 
dan a salvr>. cuando el Ministerio Riscal la ha rtprcsen- 
tadn en \&s actuaciones, ha dado mi conformidad a las 
mismas y a la resolución aprokitoria. 

Xo puede la Provincia (jnitar valor al procedimiento 
judicial con sólo manifestar con posterioridad gjfe se con* 
-idera tercero no afectado |ior el mismo, ya (pie tilo re- 
sulta irwuncilíahle con la misión y majestad de la justicia, 
cmi la seriedad tkl poder administrador, con la finalidad 
de las leyes orgánicas y con las ¡,-aramías a la esiahilidad 
de los dcrichos. 

Uü podiendo la Provincia invocar tales principios, im 
corresponde tampoco su invocación por (jarte de su ce- 
si* mam la Xaetón. 1%, 4fí. 



s 

Sirrrhirio t í,rtorai (ley U..W) — Xo corresponde al Sccreta- 
rio ICIcctoral dtl Juzgado Letrado de un Territorio Na 
eionat. el actuar como Eserilmno de Escrituras PúMicas 
• pie corresponde a los Secretarios de juzgad ó. de aemrdo 
con lo dispuesto |*>r la Ley 1532 modificada por la nú- 
mero >o62. por no ser las disposiciones de éstas aplica- 
Mes al caso. El articulo 6" de la Lty 1 1..W deslinda el i- 
ramente las funeiones que compete a los Secretrios Elec- 
torales > Pag. 417. 

Sii/iinta so fot la vhh - En el concepto de Mauros s nl»re la vida. 
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itn sólo ». t hallan comprendidos aquello-, contratos en qne 
el riesgo para el asegurado se halla o *iir-iituulo |»or la po- 
síMliirted di una muerte pn matura, lítto taiiiIiiOn los con- 
trato* para el Yuso di- villa" o a término fijo, en los cua- 
les el derecho al calila! cxi^íMe e n uu plazo determinado, 
queda subordinad" a la sobrevivencia del asomado tu 
la fecha pactada. 

Las compañías que celebran convenciones de esta itr- 
dblfe| deben payar d impuesto menor qne corresponde a las 
|i!Ímas del seguro ríe vida- Pái*. 13_\ 

Süttt&t&á definitiva Ver reenr>o extraordinarin. 

.s.-titntttti íOíiVif. t(Of/(í.í triiiiiihth\< C uando las nenas im- 
pneMas como cxm secuencia de dos procesos criminales, (y 
Uniendo ni entina que el presidí» del antiguo CódigOj 
equival» a la* reclusión actual j. exceden del máximum le- 
gfil dt u-imiemeo años, que para la reclusión admite el 
tVu]íf;ii ni -n estructura yemral. t! junado tiene derecho 
segóti (fe artículos fS y ?S del Código l'enat. a (|iie el 
I rilmnal qu«- haya aplicado la pena mayor, (en el caso 
la í 'orte Suprima, dicte nna sentencia imita, aplicando 
[as reiría- ili aqm il< » artículos y >\u alterar las devlara- 
cfoilCJ di liedm contenidas en la* otra>. IVig. 156. 
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Po» titmHim Samh contra et tonteo Español del Río de ta Pla- 
to, sobre devolución de una suma de dinero. 

Sumario: l* No procede el "^^^J^ 
U ley 48, contra una ru.olnc.ut, que establece que deter 
ainada suma de dinero ha sido extraída de un Banco por 
.nedins dolnsos. enlístenles en la exhibición por un terce- 
ro de un poder f rapado, debidamente inscripto en el Kt- 
S tro de Mandatos, y que se pierde para * M« 
- cuenta corriente, quien está obligado a devolver aquella 

suma. 

2* La ley es de carácter local y puede ser interpre- 
tada definitivamente por,** júnales locales cuando no 
ha sido tachada de inconstitucional o en relación a los có- 
digos comunes. 

Caso: Ut explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 20 de 1930. 

Suprema Corte : 

En esta causa seguida por Ibrahim Saram contra el Banco 
Español del Río de la Plata, sobre devolución de 
dinero debitada por el primero en el referido Banco y que 
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ha sido retirada por un tercero invocando una falsa representa- 
ción del actor, lo que se ha decidido en definitiva es si la víc- 
tima de tal defraudación es el Banco o el depositante. 

V a tal conclusión se ha llegado por interpretación y aplica- 
ción de disposiciones de derecho común, y muy especialmente por 
lo que. respecto a la valide/ de los mandatos, establece el ar- 
tículo 11S4 del Código Civil. 

No hay en todo ello cuestión federal alguna que pueda mo- 
tivar la intervención de V. E. en el recurso extraordinario de 
apelación creado |w>r el art. 14 de la ley 48. el que ha sillo in- 
terpuesto para ante esta O trie y acordado por ta Cámara Fe- 
deral de Apelación de la Capital. 

Ks verdad que en la causa ha invocado el demandado el ar- 
ticulo i*-' de la ley 5594 «pie crea un Registro de Mandatos en la 
Capital de ta Nación y que a dicha disposición se ha hacho re- 
ferencia en la sentencia de fs. 41 1. 

Peni no es esta la cuestión predominante de] litigio ni la 
que constituye et fundamento del fallo. 

Aunque a>i no ítu-ra. ta referencia accidental hecha en la 
precitada disposición legal y su invocación por el recurrente, 
nunca podría constituir un caso federal, toda vez que dicha dis- 
posición, por ser de carácter local, no puede tener preferente 
aplicación frente a disposiciones de derecho común, como son 
la;» aplicadas para resolver esta causa. 

La ley creadora del Registro de Mandatos en esta Capital, 
lo mismo que sus similares que dictan las provincias, es de ca- 
rácter local, aunque esté destinada a producir efectos fuera de 
dicha Capital. 

Ku lodo caso se trataría, COtlio he dicho, de la aplicación 
preferente del Código Civil ante disposiciones de esa ley local, 
lo que, como es notorio, no puede provocar una cuestión federal- 
No resultando de autos, tampoco, que dicha ley local haya 
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curso t raido a esta Lorie Suprema, > a-M 

declararlo. /jrfí¿|| PÓ* 

FALLO PE LA CORTE StrPBEMA 

Buenos Airea, Marzo 14 de 1930. 

v vi ■ Fl recurso extraordinario deducido a h. de cs- 

, m l : o ,r don N.rahim Sarán, en el juido — 
/lUncn li^ol de! Río <U- la H-. devoluc.on 
y entrega de una suma de dinero, y 

Considerando : 

,,, í^gW. ,«ra convencerse que ""^^^¡S 
«i Wí. 

n „ t afecto, en .1 fallo recurrido se ha «untado y re 

S1 ,,u; .*,.«*«■. « ... 

h, sido eximida |«.r medios dolo**, consientes tu la cMnu 

cunvia corriente, filien tsU nnn^ 

Oue la invocación por el demandado de la ley 
- \ t(mpr u ri iidc/ del falso mandato, en cuanto oblígate a 
para sostener m \anot/. w i« m noró una cues- 

Z rcconocimieu.u por el «anco, no envn Ivc U 1 -o u « « 
«6» federal, por ÉMi se um de una ley loc.d que puede . 
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interpretada definitivamente pnr lus tribunales locales, cuando 
no es tachada de inconstitucional en la furnia va expresada o en 
relación a los códigos comunes. (Art. 6, ley 4055). 

One a mayor abundamiento, puede agregarse como se ha 
alegado en autos. «pie aún cuando aquella ley 3.5°4 fuera de 
efectos nacionales o generales dentro del país, la interpretación 
que le lia dado la Cámara a qtto no aparece en pugna con la Cons- 
titución ni con el Código Civil, argumentos míe tampoco han si- 
do formulados oportunamente. 

(Jtie el recurso extraordinario, por su naturaleza excepcional, 
no importa la adinisión de una nueva instancia, sino que. como 
SU propio nombre Id indica, mantiene el juicio abierto al solo 
efecto de sostener, en su caso, la supremacía de la Constitución, 
los tratados y las leyes del Congreso, como reza la ley 48. cuan- 
do existe conflicto entre aquéllos o su interpretación, y las de- 
cisiones definitivas de ]n> tribunales smi contrarias de dicha su- 
premacía, lo que no ha ocurrido en el sub ¡it t '. 

Por estos fundamentos, de acuerdo con lo dictaminado por 
el >eñor Procurador General y la constante jurisprudencia de es- 
ta Corte, .se declara mal concedida la apelación extraordinaria 
traída f>or la |*arte demandada. (Fallos: tomo 108. pág 171 ; to- 
mo 117, pág. 15: tomo 114, pág. 113; tomo 153, págs. 333 y, 
JínK. Devuélvanse para su cumplimiento, previa la re|K)SÍción del 
papel ante el inferior. 

J. FlCU'EBOA ALCORTA. — ROBERTO 

Kkpf.tto. — R. Guido La valle 
— Antonio Saga na. 
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Compañía Hispano Americana de Electricidad contra el Gobier- 
no Nacional, sobre cobro de peso* por derechos de puerto. 

S tutumo : En razón ele lo establecido en el art. 8* de la ley 234o. 
el Fi.cn Nacional nada debe percibir por muelle, almao 
naje y eslingaje dentro de la zona de concesión del Dock 
Sud. Fallo: tomo 155. pág. 34. 

Coso: \. o explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DFI. .1 t'EZ FE DE KA!. 

Buenos Airea, Agosto 12 de 1920. 

Y Vistos: Los promovidos por la Compañía His|rann Ame- 
ricana de I Electricidad contra la Nación, sobre cobro de pesos 
en devolución por derechos de puerto. 

Y Considerando : 

1" y uc la adora manifiesta en su demanda de fs. 10, que 
tiene instalada tina usina al Uirde del D'>ck Sud donde recibe 
de l»s larctis de ultramar «rundes cantidades de combustible. 
Expresa que la ley 2346 establece en su art. 8v que los derechos 
de puerto que se cobren en el canal, corresponderán por mitad 
al Gobierno y a los concesionarios; los de muelle, almacenaje y 
eslingaje, pertenecerán a la empresa y de acuerdo con ese texto 
la actora v su antecesora lian entendido siempre tpie los dere- 
chos de almacenaje y eslingaje correspondían a la Compañía del 
Dock Sud y no al Fisco Nacional. Pero, la Aduana que había 
aceptado ese procedimiento, comenzó en 1917 a exigir el pago 
del eslingaje y a pesar de sus gestiones la actora dice haberse; 
visto obligada a efectuar esos pagos al Gobierno, con protesta. 
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Señala que promedió reclamación administrativa y que el 
Poder Ejecutivo ha denegado l;i devolución perseguida* 

[moca la lev 234í>. alude al criterio contradictorio del P. K. 
en materia del cobro y exoneración del paj-o de eslingaje, cita 
una sentencia del suscripto solare el lema y luego de ni ras refle- 
xiona ^«licita so haga lugar a la demanda por devolución de 
diez y » \lm mil trescientos sesenta y seis pesos oro sellado, 
equivalentes a cuarenta y un mil setecientos cuarenta tiesos con 
cuarenta centavos moneda nacional, con íuierescs y costas. 

Contesta la demanda el señ«>r Procurador Fiscal, a fs. 25, 
ateniendo que sin desconocer el derecho que el art. S v de la ley 
_M4o acuerda a la Compañía del Dock Sud, entiende que lo pa- 
gado \mv la actota al Ímsco. en concepto de eslingaje, lo ha sido 
legítimamente en virtud de resoluciones dictadas y fundadas en 
los arts. 4 v 11 de la ley 11.248, concordantes con los arts, 5 y 
10 de la ley 4928 que deslindan el doble carácter de servicio e 
nnpm-tn que revi-te el eslingaje. 

Agrega que la ley 234f. ha concedido al Dock Sud derecho 
[jara eohrar el eslingaje como tasa retríhutiva de los servicios 
-pie preste con >us elementos propios. |>oro no cuando no los 
presta, y si la aciora lia dopachado el earhóu con sus elemen- 
tos sin utilizar los del Dock Sud. éste no ha pódido cobrarle na- 
da a titulo de impuesto, que sólo el Estado tiene indiscutible 
facultad legal y constitucional para eohrar. 

Solicita, finalmente, se rechace la demanda, con costas. 

J" f >tu- ;iicnta la forma en qué se trabó la litis contcstaiio. 
ptirdi' -ieeirM- que la otu-líón a resolver en ole pleito es de puro 
derecho, luda vez que no se ha hecho ohjecióu a tas sumas abo- 
nadas p'-r la CUOta a la Nación, materia de su demanda. 

Sostiene la adora que en virtud de lo establecido "ti el 
art. & de la ley 2346, el eslingaje corresponde i>crcib¡r!o a la 
Empresa del Dock Sud. mientras que la Nación replica que a 
ella y no al Dock Sud corresponde percibirlo en mérito de lo 
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dispuesto en las leyes 492S y 11.24**. (¡ue aclaran el verdadero 
alcance del arrila mencionado precepto legal. 

En el juicio seguido por el Fisco Nacional contra la Com- 
ixiñía del Dock Snd sobre cobro de pesos et| concepto del cin- 
cncina pnr liento de derechos de permanencia, la demandada 
reconvino por cobro del imj>orte total de los derechos de eslin- 
gaje cobrados según decía, arbitrariamente |>or el Fisco a con- 
signan! mes de mercaderías de senil arcadas eu el Dock Sud, has- 
ta Junio 30 de 1919. 

Al resolver dicha cansa en Agosto M de 1923, dijo el sus- 
cripto textualmente lo siguiente: 

"tjue la t'omjKiñia del Dock Sud en su reconvención ha in- 
cluido el importe total de los derechos de eslingaje cobrados, se- 
gún ella, arbitrariamente por el Fisco a consignaciones de tncr- 
cadenas desembarcadas en el Dock Sud hasta Junio 30 de 1919 
cuyo monto se establecerá en este juicio en expediente admi- 
nistrativo." 

"1.a pericia de ís. 110 y 1S/ fija en átenla y siete mil ciento 
setenta pesos con veintisiete centavos m. ..nía nacional, equiva- 
lentes a veintinueve mil orinientos cmcucn'a y cuatro pesos con 
noventa y dos cenlavns oro sellado el importe del eslingaje per- 
cibido por el Fisco desde 1904 hasta el 31 de Diciembre de 1921." 

Dicho l.i que antecede, comande manifestar que atenta 
la naturaleza de esta compleja causa, debe decidirse en sentido 
negativo la cuestión propuesta por el señor Procurador Fiscal 
relacionada con t-1 cumplimiento del requisito contenido en el ar- 
ticulo 1" de la ley 30$2| ;i cargo de la l imunmia. pues el Fisco 
al contestar ta reo invención sostuvo que no podía prospera* en 
cuant' al eslingaje por "o haher<e n clamado previamente e-os 
derechos al P. ¿ y míe éste los hubiera denegado. 

Agregaba la sentencia (¡ue la Compañía del Dock Sud "ha 
podido plantear mi reconvención en cuanto al importe del es- 
lingaje 'pie a ella sola atribuye en m totalidad el ari. H" de la 
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lev 2346, fl l'oek j"*" ta<,( ' l " ;, » IOf ' iuUpr lu ^ ) 

de epntíiwto recamos a! respecto, según se observa a fs. 10*. 
127 12S. 132. 137 v W. en cuyas piewis se advierten decretos 
tld P E qi» reconocen el derecho del Dock Suri a percibir m- 
toramente los derechos de eslingaje de los vapores que efec- 
túan operaciones en sus muebles. 

La referida M-ntencia del suscripto fué confirmada en Oc- 
tubre V <le 1024 por ta Cámara Federal de la Capital en esta 
parte sin reserva ni salvedad de ninguna especie, pues encontró 
arreglado a derecho cuanto se deja transcripto anteriormente. 
Véase "Gaceta del Foro" números 2231 y 2S8& 

Y al decidir en definitiva la Suprema Corte dicha causa en 

íulSn 12 ppdn. expresó textualmente: "que en cuanto a los de- 
íeehos de Síngaje cobradas indebidamente |»r el Fisco, atento 
lo oue resulta de los términos explícitos del art. »' «le la ley 

m cnrres| K >ude reproducir W consideraciones aducidas ,»r 
la Silencia de 1- Instancia, admitidas por el tribunal ü *fe W 

ra ÍCSolvet su la contrademanda. \ ease Gaceta 

del Foro*" número 4273. 

De lo apuesto se desprende sin lugar a dudas, que tanto el 

suscripto, como la Cámara Federal y la Suprema l orte Naco- 

nal entienden que el art. » de la ley 234n .tribuye en su ota- 

Hdafl los derechos de eslingaje .pie se cobren en el canal del 

Dock Sud a e-ta Compañía y tm a la Nación 

.V < fue aparte de las reflexiones expuestos por el suscripto 
en sentencia dictada en 24 de J*h*o de 1928. en el juicio se- 
guido mter-partes por el mismo motivo que el generador del 
presente pleito, cal* traer a cuent: en esta oporimudad l«>ra 
reforáar aún más si cabe ole fallo, el confirmatorio de aquella 
sentencia, prenunciado i>or la Cámara Federal de la Capital con 
techa Julio 2<> ppdn. Véase "Gaceta del Foro" X<* 4277. 

|\>r las consideraciones que preceden, faltó: decorando que 
la dación debe devolver a la sociedad actora Compañía Hispano 
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Americana de Klectncidad. la cantidad reclamada en la demanda 
de diez y ikIio mil treáckntoa sesenta y seis pesos oro sellado o su 
equivalente de cuarenta y un mil setecientos cuarenta i>e*os con 
cuarenta centavo, moneda nacional, indebidamente obrada en 
concepto de eslingaje, ('un intereses estilo Banco de la Nación 
a contar desde la notificación de la demanda. Costas i«»r su or- 
den atenta la naturaleza y novedad de la causa en el momento 
de tralursr la litis. Notifique», remugase el sellado y opor- 
tunamente archive*, previa devolución de los antecedentes ad- 
ministrativo* a su procedencia. 

Saúl M. Escobar. 



SEMENCIA DE LA CÁMARA FEnEHAL t>E APRI.AC1ÓN 

Buenos Aires, Noviembre 14 de 1929. 
Vistos y Considerando : 

Es cuestión que DO interesa jara la solución de este pleito 
la relativa; a si la Compañía del Dock Sud tenía o no derecho a 
cobrar eslingaje a la demandante por cargamentos llegados a sus 
muelles en los esos en que no le hubiese prestado los servicios 
corresi«mdieiUes. Hasta con averiguar si al Fisco le asiste ese 
derecho; así lo ha declarado este irihunal en caso análogo segui- 
do entre las mismas partes (Julio 29 de 1929). confirmado por 
la Corte Suprema en Septiembre 27 de l f >29. 

Eil razón de lo establecido en el art. 8* 'le la ley K* 2346, 
debe concluirse que el Fisco nada debe peftífeü por muelle al- 
macenaje v eslingaj. dentro ríe la zona de concesión del Hock 
Sud como se ha resuelto i>or la Corte Suprema. Julio 12 del 
corriente año, y por esta Cámara eu el juico fiel Fisco Nacional 
entura la mencionada comí «mía. 

\\>t ello y mi> fundamentos, se confirma, sin costas, la sen- 
tencia de fs. 209 que declara que la Nación del* devolver a la 
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sociedad actora, Cdmpañia His|tano Americana de Kleetrieidad. 
la cantidad de diez y oehu mil trescientos sesenta y seis pesos 
,,rn sellad" mi r.|in\ ¡ilrtur de cuarenta \ un mil setecientos 
cuarenta i»esus con cuarenta centavos moneda nacional, indehi- 
damente cohrada cu concepto de eslingaje, con intereses estilo 
Banco de la Nación, a contar desde la notificación de ta deman- 
da, - Rodolfo S. /vrivr. — Marcelino Escalada. — ti. ■ Nám* 
Amhorcm. - - José Marcó. 



FALLO [1E LA CORTE SUPRF.MA f 1 ) 

Bueno* Aires, Marzo 14 de lfiSO. 

V V'istO? : 

IW h» fundamentos de la sentencia apelada y las conclu- 
siones sentadas p..r este Tritutnal en el juicio seguido por el 
Fisco Nacional contra la fnmpañia Dock Sud de Buenos Aire- 
Limitada. -.1'i-e cnl.ro de pesos, fallado el 12 de Julio de 1920, 
conclusiones que >e dan aquí 1">r reproducidas en su |K.-rtinen- 
te aplicación al /wtfirc, y de conformidad, ademas, con lo 
resuelto p.»r esta Corte en la causa seguida entre las mismas 
parte- ttomo 155. p%. -í4 u >, se confirma la sentencia apelada, 
fórtí fiques* ) devuelvan-*- al tribunal de procedencia donde >e 
repondrá el papel. 

J. Fin t i: roa Au corta. — Roberto 

RkPETTO. — K. GülOO I .AVALLE. 

Antonio SaíUKXa. 

\ l \ Cotí rWlias veintiocho de Marzo y siete de Abril, la Corte 
.Suprema »v pronuncio en ipual sentido. i>n las eau>»s sejruidas 
i-ivtre la* mismas imites, per devulueii.n de pesos. 
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Jh», 1 aureand Mayoral cúittm la Cojo Socioml de JuWaeionfS 
v Pensimcs dé Emphúüos y Obreros ¡u*rroi>¡anos, sobre 
jubilación* 

Situaría: V Kl lénnitw» «le cinco añas que establece el art. de 
la ley ÍO/ÓO, del* contar» en el caso desde la videncia de 
la lev 1U0X. .. sea. desde el 1<> «1c Enero de 1924. (Nadie 
puede perder por inacción un derecho de <|ue carece). 

2» Fl precepto del art. 33 de la ley 10.650. tiene en cierto 
modo un carácter correctivo, coro» unción a los hechos y 
acta» que se consideran fallas al huen servicio y el pnncipio 
K eueral es que siempre <lehe aplicarse la ley roas favorable 
al reo o sujeto de la infracción (art. del Código 1'enaíj. 

Omi: Lp explican las piezas siguiente.: 



SENTENCIA PE LA CÁ M ARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Septiembre 6 de 1929. 
Vistos y Considerando : 

El Directorio de la Caja en el expediente sobre devolución 
de aportes agregado, Ka reeofiOCfdo que el recurrente quedo ce- 
sante por huelga en Febrero de 1921. 

1-1 art. y «le la lev LIJOS diseñe que los obreros que 
bavan quedado n-anb- con motivo rl: movilícenlos huelguistas, 
nn'^unlen ser privólos por esta causa «leí derecho de devolución 
de sus aporte* «> jubilación. 

Kn consecuencia, el féfmWQ «le cinco años que establece el 
arr *U de la lev 10*50. debe rentarse en el caso, desde la vigen- 
cia de la lev 11.308, o sea. el 16 de Enero de 1924 Uegp la 



te 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



solicitud de Í-. o I tu- presentada a.'.tes que se extinguiera el de- 
recho de Mayoral para pedir jubilación. 

I'nr ello y de acíierdií con lo resucito por este tribunal en 
el no.» de l'aíilo Prudente, falladi i el 2 de Septiembre de 192*). 
n revoca la resolución apehida de K 22. En consecuencia, vuel- 
van estos autos sin más trámite a la Caja para <|iie substancie 
v decid* la ilicitud de jubilación por retiro vohmtario de I-au- 
reauo Mayoral. - Rodolfo S. Ferrfr. — Marcdim Escalada. 
H. A. Nasar Atuhorvw, — J. /*. Liana. 



¡5ICTAM KS OLI. I'KIKTKADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre :tl de 192!*, 

Suprema Curte: 

Se ha discutido en la presente causa la interpretación que 
erre-quinde dar a ios art$, 34 de la ley N* 10.ÍÓD y * de ta 
X" ll.,U¡,S, sobré jubilaciones y pensiones de empicados ferro- 
viaria. \ la división lia sitio contraria a lo sostenido ]H»r la Caja 
de dietta institución, fundada en tale- disposiciones legales. 

Ha quedado, así, planteado el caso federal que autoriza la 
intervención de V. K. eu el recurso extraordinario de apelación 
-lile, fundado en el art, 14 de la citada lev 4S, se ha interpuesto 
cniitra la sentencia de fojas .í2 y ha sido concedido. 

Ku cuanto ai fondo del asunto, adhiero :i Ib sostenido jhjc la 
t aja Ferroviaria, toda vez tjtie ta ley N*" U.308 aparece dic- 
tada cuando el interesado había dejado, gomo empleado, de ejer- 
cer stis funciones de tel. 

So\. por ello, de opinión, que corresponde revocar la si li- 
li neia apelada de ís. 32 cu la luirte que ha podido ser malerki 
del recurso. 

Horado k. Lamia, 
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Buenos Airea, Marzo 17 de 1929. 

V Visto* : Kl recurso extraordinario de la Caja de Jubilacio- 
ne> y I 'elisiones de Empleados y Obreros Ferroviarios contra 
el fallo de la Cámara Federal de Apelación de la Capitfu en los 
autos (le Laureano Mayoral contra dkha Caja pqr jubilación, y 

Considerando: 

Out* a la época en que el obrero Mayoral quedó cesante i*or 
huelguista (3 de Febrero de 1921), esa circunstancia o causa se 
consideraba cimio "mal desempeño de deberes", art. 33 de la ley 
10.650, que solo daba derecho a la devolución de aportes y al 
acoger*- a ese único heneficio, el obrero no liaícía una opción 
que implicara renuncia de otro Iwncficiu, el de la jubilación, que 
no le corres] x india. 

Une la ley 11.30* aclaró, -obre el particular, el art. 33 de 
la ley 10.650. diciendo en su art. 2. que "los obreros que hayan 
tpteilado cesantes con motivo de movimientos huelguistas, no pue- 
den ser privados por esta causa del derecho de devolución de sus 
aportes o jubilación": es decir, que según el tiempo <le servicios 
y edad, serian acreedores, como cesantes, a uno u otro heneficio 
con forme a la kv en vigencia. 

Que esta aclaración y ampliación de ln ley. en beneficio 
de los obreros y empleados ferroviarios, abre recién, desde su 
vigencia, el término para que los interesados accionen en de- 
manda de jubilación y. en consecuencia, recién entonces comen- 
zó también a correr lénnino tic prescripción porque, como es 
lógico, nadir puede perder, por inacción, un derecho de que 
carece; v m- es, por to tanto, aplicable el art. 3 del Código 
Civil. 

(jtie, como natural corolario, no puede aplicarle al sit'> tttr 
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el fallo de esttoi Corle eo el easu de \ntonto Turres v. taja de 
fundaciones y Pensiones ferroviarias. inserto en el Imito 15?, 
pág. 232, |«>rqiic c| art. 2 de la ley 11,308 está redactado en tér- 
rainos de ciar.» efecto retroactivo al decir "lo- obreros <|titf luyan 
inu-dado i'c-unies" y t<>* obreros "M ,H ' quedaren cesante»?* 
como tendría que ser para referirse solo al futuro. 

Que él precedo 4*1 art. 33 tic la ley 10,650 tiene en cierto 
modo Mi carácter correctivo, eónfjO sanción a lo? hechos y ncto> 
, n ,i- sé consideraban faltas al buen servicio y el principio «ene- 
ral es qué siempre dtl»r aplicarse la ley mis favorable al reo o 
sujeto de la infracción iart. 2> del Codito Penal), por h que, 
hal>íén4ose decidido pur el legislador que la huelga tío era falta 
neto de muí desempeño de funcione-, dehe su sentido aplicar- 
si a l.i* casos en que, bajo el imperio <fe la ley anterior, se consi- 
dérala la huelga ionio infracción reprensible. 

En mi mérito y nido il señor Procurador General, se con- 
firma la resolución apelada en cnanto pudo ser materia del re- 
curso* Bagase salier y devuélvanse los autos, 

J; Ficueboa Amorta. — R. Grino 
Lavalle. — Antonio Saoaksa. 



(Jqh Euritjiti' i'affa \¿u sucesión), contra la Caja Xarioiuit </«■ 
JuhUaciotws y i\ n¿¡on,s </*• litnph\uh.< Fcrroxwrios, solw 

rio: I)*- las deposiciones de las leyes 9653 y KUóu (ar- 
tículos ,í \ 20. inciso l' f t, -e ikduce que la juliilación por 
invalide/ se acuerda al empleado ti obrero que en ia fecha 
<U -n cesantía justifique haber prestarlo dieas anos de servi- 
Ctos, -iu (pe modifique esta doctrina la circunstancia de 



DE TUSTICIA DE LA NACIÓN 



19 



cinc posterior-- 1.309, redujera a cinco años ese 

tiempo (cuando , ro no se hallaba en el trakajoi. 

Cizia : Lo explican las piezas salientes: 



KKSOTI t fÓX [>K LA CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires. Agosto 2 de 

Vistas estas actuaciones promovidas por doña Josefa (¡aiu- 
ki de Vago por si y sus hijos, don Dionisio, don l.uis Argentino 
y doña Victoria Ya«>o. con el propósito de acogerse a Im-. hcne- 
í icios de la pensión en su carácter de viuda e hijos, respectiva^ 
mente, del ex empleado del Ferrocarril del Swl. don Knriqtfe 
\"a«i-, resultando de los documentos acomunados y probanzas 
acumuladas, justificada debidamente la pelonería invocada por 
la recurrente, asi como también míe el causante había prestarlo 
servidos en la aludida empresa ferroviaria por espacio de siete 
(7) años, siete (7) meses y catorce ( 14) días : y 

Considerando: 

( hie tratándose de una pensión pedida ]ior los deudos de un 
empleado fallecido en ejercicio de su cargo, sin haber obtenido 
ni alegado derechos :i juhilación. el caso está regido por la dis- 
posición del art. l'\ ínc, b) de la Ley 11.074. qtíe e^ge como 
condición la prestación fie m.;s de diez años de servidos. 

Que no alcanzando los servicios prestados por el causante 
al miñimum que se deja expresado, es evidente fpte los postu- 
lantes carecen de derecho al beneficio «me -í.-stiuji;m, 

IjPor estos fundamentos, atento lo dictaminado por la Aseso- 
ría Legal, lo aconsejado por la Comisión de Pensiones y de con- 
formidad con lo acordado por el Directorio en mi sesión del ¿Q 
de julio ppdo.. se resuelve: 



20 



FALLOS DE LA CORTE SUPREM A 



T> No baéer luyar al pedido tic pensión Etirmúlaiio por doña 
|t»i-í;i (lamba de Vago p<>r -i y p..r lnj"> don Dionisio, don 
Luis Argano y ¿toña Victoria Vago, en su carácter de viuda e 
1,ij,,s legítimos, respectivamente; del ex empleado del Ferfocarril 
del Sttd, don Enwciíie Vage¿ 

2 previa notificación a la interesada, areliivesc. 

/. flrfcio. 

SENTENCIA PE LA CÁMARA FEDERAL PK APELACION 

Buenos Aires, Octubre 25 de 1929. 
Vistos y Considerando-:: 

Don Enrique Vago falleció el 23 de Ahí ti de IM21. a los 
cuarenta y tres años de edad, en el ejercicio de su Cargo, ha- 
biendo prestado siete años, siete meses y catorce días de servi- 
cios t N. -. 14 y H> ). 

Kl ;irt. 20, inc. 1" de la ley X 10.IÓO, preceptuaba qu*- ca- 
ra la procedencia de la jubilación por invalidez era menester una 
antigüedad en d servicio de diez años. 

La Tinte Suprema ha decidido en los casos de José l'ereyra 
y Amonio Torres, fallados en Agosto 12 de 1929, que la modi- 
ficación de ese precepto introducido por éj art. 1". inc. í) de la 
li v ll,30S. vigente desde l-jiero lf» ile 1*>24 y i|tte reduce la an- 
tigüedad a cinco año>, no tiene efecto retroactivo. 

Siendo a>i. aunque -e probara la invalide/ it;'l cansante con 
anterioridad a >u deceso, carecería de los servicios necesarios 
para que la jubilación por invalide/, le correspondiera, 

por ello y de acuerdo con 1n resuelt-i por este tribunal en 
el caso de Emilio Ruttimán, fallado en Septiembre 13 dé 1929, 
se confirma la resolución apelada de ís. 19 que deniega el pedido 
de pensión formulad. i por doña Josefa Gamba de Vago, Dioni- 
sio, Luis Argentino y Victoria Vago, en su carácter de viuda e 
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Jnjos de don Knn.|uc Vas¡«>. 1* vuélvanse sin mas irámite. 

tá^b y. /••.'•'"■• - ^ - * •'■ ^ 

chofitut. — Josr Marco* 

DICTAMEN PROCURADO» GKNKRAI. 

Buenos Aires, Enero 2 de 1030- 

Suprema Oírte : 

I % sentencia de U. 30 dictada en las presentes actuaciones 
,mt la Cantara Federal de Ablación de la Capital, es ajustada 
: t derecho y a la doctrina de V. K.. .,ue en el mtffl» fallo w 
menciona, 

í^y por elln de opinión que corresponde confirmarla en la 
parte cute Ira podido ser materia del feptrso. 

Horotio K. l.itrrrla. 



FAUJO DE LA CORTK SUPREMA m 

Buenos Aires. M«r/,o IT de IDÍÍO. 
Vistas y Considerando: 

IW s t »s fundamentos v la jnrisprudeneia de esta Corte <to- 
1U „ |« oáíís 232 v se confirma la resolución recurrida 

de la Oimarn l-ederal de Apelación de la Capital, que no hace 
, ucaf a ta pniMÓn de la viuda e hijos tk- Enrique Vago, en las 
actuaciones contra ta Caja de Jubilaciones y Pensione* «te < ftre-- 
n,s y empleados Ferroviarios, liarse saU-r y devuélvanse te* 

autos. . 1 1 * ■ . . n^ri 

[, FlGÜESOA Al.i'OKTA, — K- HHl 

L avalle. - - Antonio Sacar na. 

mm la misma fecha la Corte Superna se i;;';¡'¡»;¡^;^" 
sión>, n*>r idéntico motivo. 
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Don Manuel Méndez Casarte tjo contra la Caja Xaciotial de Jtt- 
hilacioucs y Pensiones de lenificados Vcrrmiarios, sobre 
jubilación de invalidez. 

Sumario: No habiéndose cuestionado la inteligencia del artículo 
3.Í de I;t ley l(U>5(*. en cuanto exige que la exoneración 
«va "por nía] de>< ni| >t*fn ► de deliere** del cargo", stii* » inte 
si" ha discutid" si In-. ai'tM-i imputados al actor afectaban 
solamente a su conducta privada, íttctepeiiclic-nti- de -n con- 
dición de empleado de la Laja u si. j>or el contrario, >e 
relacionan y afectan al servicio público, no procedí- él fe- 
curso extraordinario del art. 14. ley 48; 

Casti: Ij> explican las pie/as guíente»: 

IM( I AMEX JH 1 riíOlV KAOOK OMNER.M. 

Bui-no» Aires, Diciembre 31 de VX2\K 

1.a -etueneia api lada de K H*> contiene consideraciones de 
hecho y pruclm en virtud de las cuales lia quedado decidida esta 
causa V une. coinii In nhserva el propio recurrente a fs. \if>. se 
refieren al ouiccpio del mal desempeño de sus funciones. <pie 
diii rmino >n separación del cargo que ejercía. 

La- circunstancias de esa exoneración; asi como la apre- 
ciación de tas demás cuestiones de hecho aludidas, no admiten 
revisión ante esta forte Suprema en el recurro creado j>or el 
artículo N fie la ley 4N. 

Es por ello que considero ajustada a derecho la densgacién 

fiel recurro referido, decretada a fs, 112. |H.»r la t ámara We- 
deral de Apelación de la Capital y así pido a V fe * sirva 
declararlo. 

Horacio K. Larreta. 
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l- AU.O I>i: LA COKTK Sl't*KK M A 

Buenos Aires, Mano 17 de 1930, 

Amos y YUos: 

Los de auej* por recurso extrao^o ^^.^ 
ÍMeruuc*. d r presentante de ddn Jl«n Manuel Mr.«l« Ca- 
1 ^ c ñntra el íalU, <le la amara F«lerul de A^acu». de la 

emplead > ferniviariu, 

V Considerando: 

,„,, el ¡tmdatn.iii" de b dítfcgatoria de jwbibciíin ¡sta 
circule- ™ de ,uc e. *m « ™£ *¡ 

(■crrovinrios de InuciiK'" '« 1 — '■ -i-ñuta 

l n.u.ltiri-1 de "111111 sene "' !,l -'" s al " ,,,tt " 
los uní"" princip-ili-s. resultaría uc m» 

rio* a la mond y disciplina administran™. 

, m entura a» * lueja el af.cu.do 

.te !■«.•> conceptúa que, cuando má», * «catana * .. 
Si «1« "«onduiu, .. ¡niHoralidad .«mmA —m» - " 

'nnconal ..,„.„.:, ,..r lo ,„,.■ hul,o iujnsu rpretacun y .., ■ 

enrió., dd av.. 33 de la ley 10*50 V c.ms¡ K .,icn,,. pror.,l,.nc,a del 
rm ,r-o extraordinario, en mérito de lo f^fW -'1 .uso 
» del M. H de la ley 4» y art. (V de ta ley 4055. desde U«e ae 

|e ha prtTOdo de un derecho fundado en ley nacional. 

, „„. ,,„„„ |„ «presa el señor I .-«curador (¡enera!. .... se 

ha cuestionado en loa autos en esamc». la iniclu-cncia del art. 

de h lev N« 10.650, en cuati... exige nue la exoseraeran >... 

««,, mal desempeño dé los del*"* '™ «W- s,n0 f sc . '" 

„Lcuti<l.. si los actos imputados al señor Mcndc* Casancoo «,«*. 

tetón ..tatúente a bu conducta privada. ,nde|,end.c 1 „e de s« 
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condición til* empleado de l;i Caja u si, |mr el contrario, se re- 
lacionan y afretan al servicio público y ello es, indudablemente, 
una cuestión de hecho, de prueba que ha sitio apreciada con ej 
criterio administrativo y procesal irrevisable |>or esta Corte se- 
gún la roncante jurisprudencia. (Fallos: tumi» 133. p%. 116; 
tomo 139. páí,'. 416. entre otros). 

Kn mi mérito se declara improcedente la queja. N'otiíitptese, 
reponga-e el papel, archive-r y devuélvanse los principales con 
transcripción de la presente. 

J. FlGUEROA Al. CORTA. k. GUIDO 

Lavalle. — Antonio Saiíarna. 



/'(»« ['teto/ ¿Yurv/// contra la Provincia tic San Juan, sobre co- 
hro tic ffeSOS, 

Sumario: Kl carácter fie exígible. \»n la vía ejecutiva debe re- 
sultar del documento mismo (art. 253, ley 50), no tenién- 
dolo las facturas que no acreditan que la persona une las 
sülJSCrilw haya estado facultada legalmente para ubicar al 
deudor. 

CUSOI \m explica el siguiente: 



RESOLI CIOX DE LA i ORTE SVWü \i v 

Buenos Aires, Marzo 2 I de liUlfl. 

I*" n presentado, constituido ml domicilio legal y acretlitada 
n manto hubiere tugar por derecho, la jurisdicción originaria 
de esla Corte Su|«rema, atento lo que resnlia de ta precedente 
información. 
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Respecto ild procedimiento que se pretende imponer a 
oía cansa, y teniéndose presente. 

I" Oue v\ reconocimiento solicitado se encamina a pru>arar 
la vía ejecutiva contra la provincia demandada (articulo 250. 



3" Que las, facturas tic fs, 1 a 6, aún er el supuesto de qira 
fuesen reconocidas por su firmante, no constituyen instrumento 
que traiga aparejada ejecución, con arreglo al art. 29 «le la ci- 
tada ley. 

3<' (Jtte el carácter de exigíale p*ir la via ejecutiva del* 
resultar del documento mismo art. 253. ley citada ,', y las fac- 
turas de referencia no acreditan que la jiersona que las suscril* 
haya estado facultado legalmente para obligar a la provincia 
de San Juan. 

4'-' fíue siendo inoficioso decretar medulas procesales que 
manifiestamente no conducen a la finalidad legal que autoriza 
su producción, el reconocimiento solicitado es improcedente. 

I'or ello no ha lugar a lo ¡wcliilu y hágase así saber. Rep. 
el paiw!. 

J. KliiCRROA Al.COfíTA. — R. (..('IDO 

Lavau.e. — As'TONro ¡t-agarna. 



tSe pedia que en la audiencia que st- señalara se citase al 
firmante de las facturas atfr^adas a los autos, a efectos de reco- 
nocer su firma). 
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¡ton Marcelo Halhi contra don .IhrttJtam Xúñec. por cobro de 
crédito hipotecario: sobre incompetencia de jurisdicción. 

Sumario: 1" t-as cuestiones de competencia sólo puchen referirse 
t juicios |)cndicntes y no corresponde a los ya fenecidos, 
cuiiin ocurre con mi juicio ejecutivo concluido l>« >r senlen- 
dé trance y remate. 

2" Xo procede la acumulación <k- un juicio ejecutivo a 
mi juicio universal de concurso, requerida con posteriori- 
dad a ta sentencia de remate. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



imr.VMV.N mu, vmn tkaiwh <;kxkral 

Buenos Airrs, Febrero 13 de 1930. 

Suprema Corte: 

En la fecha en que, a Es. 421 de estos autos sobre ejecución 
de un crédito hipotecario, se presentó el Judien del concurso del 
demandado, ya >e hahia dictado sentencia de trance y remate y. 
e/ecutáiiduse la misma, se balda vendido el inmueble gravado, 
acordándose al comprador ] a posesión del mismo. 

Se trata, como se ve. de un juicio ejecutivo terminado por 
Demencia de remate. 

Ijü |K?tictón itirmuladá i*or el expresado sindico ije que es- 
ta- actuaciones se acumulan al juicio universal de concurso del 
deudor es improcedente, toda vez que las cuestiones sobre com- 
pelencía. como la resuelta en esta causa, sólo pueden referirse 
a los juicio- pendientes y no a los ya fenecidos. 
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la doctrina uniforme de V. E. (154: 2K> y jurispru- 
dencia atli citada'. 

Soy por ello de opinión que el recurso traído a decisión de 
esta Corte Suprema contra la sentencia que den tejía ¡a acumu- 
lación de estos es improcedente. 

Julián / J d-. 
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Buenos Aires* Mario 24 de 1930. 

Y Vistos: El recurso extraordinario traído pur el sindico 
del concurso de Abrahatn N'úñez ett los autos seguidos por Mar- 

Y Considerando : 

Ouc el juicio sulirt- ejecución hiixrtecaria está terminado, 
habiéndose llegado en él hasta la venta en remate de los bienes 
res|>cetivos, según consta de autos. 

Que el incidente sobre incomi>et encía de jurisdicción íun- 
dado en la naturaleza del procedimiento de concurso cuya uni- 
versalidad excluye la intervención de otro juez que no sea vi del 
mismo concurso en todas las demandas promovidas contra el 
concursado, no es aplicable al caso de autos, i*>r la circunstancia 
apuntada en el considerando anterior. Así lo ha resuelto la uni- 
forme jurisprudencia de esta Corte al decidir que las cuestio- 
nes semejantes a la promovida en el suh jiuiu *-, "sólo pueden re- 
ferirse a juicios pendientes, y que por consecuencia no corres- 
txmden a los ya fenecidos." (Fallos: tomo 154; pág. 216). 

Que. ix>r otra parte, la sentencia apelada ha resuelto que el 
tundirse, áe autos, es pomenor a la sentencia de trance y remate 
del juicio ejecutivo invocado puf el recurrente. 
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esto y lo* fundamentos concordantes del precedente 
dictamen del señor Procurador General, se confirma la sentencia 
de fs. 529 vta. rn cuanto ha podido ser materia del recurso ex* 
traordiitari». Notifíquese y devuélvase previa reposición del 

J, Fidueroa Alcorta. — R. Guido 
I «avalle. — Antonio Sagarna. 



Simias Uarthicc, qutretta seguida .•» su contra, por infracción a 

Sitnuwio: 1 : U» cuestiófi referente a la prescripción no es de ju- 
risdicción de la Corte Suprema en el recurso extraordinario 
(|ue prevén el art. 14 de la ley 48 y el 0» de la ley 4055. ix>r- 
que está regido solí» jior el Código Penal. Art. 15 de ta 
ley 48. 

2" 1.a igualdad que garantiza e! an. lo de la Gmsttt lición, 
tío ímpofta otra COga que la abolición de los fueros per^niales 
v la prohibición de que se estable/can exenciones o privile- 
gios que excluyan a uno. de lo que concede a otro en igua- 
les circunstancias. 

3" La libertad de trabajar y ejercer toda industria licita 
consagrada por el art. 14 de la Constitución eme no es aliso- 
hita, no puede considerarse coartada |w»r leyes como ta 
Ata A. que la reglamentan y que han sido dictadas consul- 
tando motivos de seguridad y salubridad pública e inspira- 
dos en razones de interés general . 

4" Kl comercio no es asunto al margen de la acción de 
la ley y de la autoridad de los magistrados sinó, por e! con- 
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trario, una actividad minueiosaineute reglamentada y dife- 
renciada de ta común legislación civil. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DK Jl'KÜ CORHKtTlDNAl- 

Buenos Aires. Agusto ¡í de 11)21*. 

\ i-iii: Esta querella tí* a ta cual se encuentran acu- 

muladas las números 11.567 y 15.415, seguidas ,»>r la represen- 
tación del Departamento Nacional del Trakijo. contra don San- 
tos Martínez, con negocio de almacén y despacho de bebidas, si- 
mado en la calle Vele/. Sársficld N* 202. por infracción a la 
ley 4661. 

Considerando; 

(Juc las infracciones a la ley 4661 que se le imputan en las 
presente* ,,u.-rella> a Santos Martine?.. resultan de autos SUÍi- 
fienlemenu compro! sidas por las denuncias qt» ÍOímuían los ins- 
pectores del Departamento Nacional del Traliajn, don Antonio 
González, a fs, 2, don Emilio I larra Herrera, a fs. 4 y 8, corro- 
aradas en todas sus partes por los agentes de policía que in- 
tervinieron en las constataciones de las infracciones. Efi las dos 
últimas querella, declaran Estanislao < ion /alez, a fs. 14. Isidoro 
l'aniagua. a fs. 15. y no habiéndose podido hacer declarar al 
agente fie milicia Julián Uuíz, \w las circunstancias que se ex- 
presan en la nota de fs. 12. Que el querellado Martínez en su 
exposición de ts. 11 y 12, opuso la excepción de falsedad del he- 
cho imputado, lo que no probó ni intentó probar en forma al- 
guna, además taehó de inconstitucional la ley 4661, excepción 
ésta que es imprudente y se rechaza, dado (pie. esta ley ni 
altera ni siquiera lesiona los principios consagrados en el ari 14 
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de la Constitución Nacional pues pila reglamenta d ejercicio de 
comerciar. 

Por til-., de acuerdo con el ari. <»'■' <lc la ley -V*!, fallo: 
condenando :i don Santos Martina. twr infracción a la referida 
ley a pagar mía multa de cien pesos monería nacional, en cada 
mía de las querellas número 7M2. 11.56/ y 15.415. y en todas 
al iki(í«» de las costas <lel juicio. Para el caso de no oblar las 
multas impuesta», que en total ascienden a la suma de trescientos» 
pe«os moneda nacional, deberá cumplir el arresto equivalente 
a veintiún «lías. Consentida o ejecutoriada que sea la presente 
resolución, archívese el expediente. - Antonio i'. OMüjado. — 
Aun mi : Jortjc />. ücltrá». 



v| \T1 \(1A 111 LA CAMA KA I>E APELACION F.S KN I.O CRIMINAL 

V COKRIiCClONAI. 

Buenos Aire*, Septiembre 6 de 1929. 

V Vistos; 

Que el recurso de nulidad no se ha fundado y ninguna 
de ta>" di*|N liciones expresas de la ley aparecen violadas pa- 
ra que pueda el tribunal declararla de oficio, y en cnanto al de 
apelación: Ajustándose ta sentencia apelada de ís. 27 que con- 
dena a Santo> Martinc/. a fpgar trescientos pesos moneda na- 
cional di mulla Q Miírir en su defecto veintiún días de arresto, 
; . las coligancias de autos y dispusiciones leales en ella citadas, 
se confirma con cosías y devuélvase. — ¡ umi Olmos. — K 
/ Qríhe. — Jorge li. Cotí, — Ante nú ¡ A* L. Bert$k 
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UtCTAMFN DEL PROCURADOR OENKRAL 

Buenos Aire* Diciembre 31 de któ». 

Suprema Corte ; 

Se alega en ta presente causa seguida contra Mar- 
tínez ante el Juez Correccional de la Capital de la Nación, que 
la lev 4661 que prescribe el descanso dominical, vulnera las ga- 
rantías con h agradas puf los arts. 14, 16 y 19 de la Constitución 
Nacional y está en pugna con los preceptos contenidos en los 
arts, 2H y 1.001 del Código Civil. 

Desestimada dicha defensa, el querellado Martínez ha dedu- 
cido para ante esta Curte Suprema recurso extraordinario de 
apelación contra ta sentencia que lo condena como infractor a la 
referida ley. recurso que le ha sido concedido y procede, en mi 
opinión, toda vez que. atento lo precedentemente relacionado, en 
ta causa ha quedado planteado el caso federal que autoriza la 
intervención de Y. E. 

En cuanto al fondo del asunto, la ley que prohibe el trabajo, 
en detenui natías condiciones, en los día^ domingo, es de carácter 
local, destinada a rey ir en la Capital y Territorio* Nacionales y 
ha >id«i dictada por .1 Congreso, ejercitando la facultad confe- 
rida en el art, 67. inciso 27 de la Constitución Nacional, 

De ello infiere el procesado la primera violación constitu- 
cional en cuanto la ley re feríela contiene prohibiciones que no 
rigen en las provincias, entendiendo que con ello se afecta el prin- 
cipio de igualdad consagrado i>or el art. 16 de la Constitución. 

Pero olvida que. como lo ha declarado uniformemente \ 
E., tal igualdad no importa otra cosa que la al w lición de los fue- 
ros jier sonales y la prohibición de que se establezcan exenciones 
o privilegios que excluyan a uno de lo que se concede a otro en 
iguales circunstancias. 
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Y la iey impugnada no consagra exce|>ciones de tal natura- 
leza, *irndo. por otra parte, indiscutible el derecho que cada 
provincia tiene de darse sus propias instituciones Incales, sin 
ajustara- a las que rigen en otr- provincia (art. 105 <Ie la Cnnsv 
lit lición Nacional). 

Kn ellr» i medí- radicar, como es obvio, la desigualdad (pie se 
pretende. 

Kn cnanto a la invocación del art. H de la misma Constitu- 
ción que garantí' la libertad de hatajar y ejercer toda industria 
lícita, no puede considerarse coartada dicha libertad, (pie cons- 
litucionahnente tampoco es absoluta, con leves que. como la im- 
pugnada la reglamentan y que lian sido dictadas consultando 
ni. ni veis de seguridad y salubridad pública e inspiradas en otras 
razones fie interés general. 

Lo precedentemente dicho hace innecesario ocuparse de la 
referencia que se hace al art. 19 de la Constitución, toda vez que 
eJ ni i Milu carece de aplicación al caso de autos por tratarse de 
acciones que han dejan lo de ser privadas para convertirse en he- 
chos cuya exter ion/ación cae bajo el dominio de las disposiciones 
de la ley aludida. 

Kn lo <p*e respecta a los arts. 28 y 1.001 del Código Civil 
míe se suponen contrarios a los precqrtos de la ley 4661, es 
évideme el error {le tal afirmación, ya que al referirse el pri- 
nuTo dr "dichos artículos a los plazos en los actos jurídicos, > el 
segundo, a la oportunidad en que pueden otorgarse las escritu- 
ras públicas, cciitnuplan situaciones fundamentalmente distintas 
de las que motivan este litigio. 

fui lo expuesto, soy de opinión que currespnntle desesti- 
mar las incon>tilue¡onalidades alegadas y confirmar la sentencia 
apelada de í*. 31, en la parte que lia podido ser materia del 
recurso. 

Horado K. l.arn-tti. 



m: ji str ia m la s ación 
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Buenos Airts, Marzo 24 de 11*30. 

V Vistos: El recurMi eNtHiordinario de don Santos Martí- 
nez, comerciante de esta Capital contra el fallo de la Cámara 
de Apelaciones en lo Criminé y Correccional que lo condeno t *>r 
infracción a la ley tic Descanso Dominical X- 4661. y 

t msiderando: 

í lúe la cuestión referente a la presetipéion que a última 
hora plantea el r,curmu C , fúétá de la oportunidad que señala el 
att S de la K-v 4055. no es de jurisdicción de esta Corte Supre- 
ma en el recurso extraordinario que preven el art. 14 de la ley 
.V 4S y el art. & de la ley 4055. i urque está regula solo |«,r el 
Cooigo Penal ian. 15 «le la ley 48), y. además, en él caso, *c 
trata de una cuestión de hecho y primita. 

Qm en cnanto a (o alegada inconslimcionalidad de fe ley 
jtfóí, porque disposiciones restrictivas sólo alcanzan a los 
cohterciames de la Capital Pederal y afectan asi. al par !a igual- 
dad v la libertad de trabajo, induátria y comercio consagrado* 
¡¡n ¡os arts. 14 v Id de la t ana Fundamenta! de la Nación, el 

dteümen del sef.or Procurador General P&ík en evidencia su 
ineficacia. 

( hic el Congreso, neniando cpoio legislatura local en mérito 
de lo que inscribe el art. U7. inciso 27 dc¡ la Constitución, ha 
dictado la lev en examen, por razones de buen orden, de higiene 
v de moralidad, prottiMendq el despacho de bebidas alcoholice 
en los dias ni que la población se entrega al descanso y esparci- 
mientos lícitos: es decir, ejercitando el *>jder de policía", cuya 
crtiMituciunalidad v carácter local ha sido fijado por la juris- 
prudencia de la Suprema Corle Federal de los Estados L nidos 
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y |wr esta Corte Suprema (lonf. Fallos: tomo 154. pág. 5 y los 
allí citados |> 

Que no estibe, en el caso cuestionado, ningún exceso regla- 
mentario c|ue punía encuadrarse en el ait. 28 de la Constitu- 
ción pormie él comercia no es asunto al margen de la acción 
de la ley y de la autoridad de los magistrados como arguye el 
recurrente sitio, por el contrario, üna actividad minuciosamente 
reglamentada y diferenciada de la común relagislación civil; y 
cuando el legislador cree que el e.\|>eiulin y consumo de cienos 
artículos debe ser restringido y aún prohibido, en virtud de razo- 
nes onno las ijtu- tu i*i trinan la ley en examen aplica conceptos no 
meramente de derecho privado, sinó de orden y trascendencia 
pública, cuya apreciación por lo demás no puede ser discutida 
ni rectificada p»r la justicia, salvo cuando la regulación adop- 
tad;' es arbitraria, opresiva o no razonable (Cooley, "CbnstttU- 
tiona! L:imitatiou>". S* edición, volumen II, pág. 1-Í28)., lo que 
tu» está demostrado en autos. 

En mi mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador ( ¡eueral. >e confirma la resolución apelada en 
atante lia podido -er materia del recurso, Haga*- saber, devnél- 
vaim los autos. 

J. j^IGUKKoA Al.COHTA. - K. * »l * ItHJ 

I . wai.i.i:. — Antonio Sagarna. 



Doña mmfwia Matíd BtysMe i/<- Tlwmfson y #fm. mütm 
Pfovimia de Buenos .lins. sobre tlevoliuum </<■ ümto e 
iiH ottstihtcioinilidtHl </.■ /, y. 

Sitiihirin: Si la división de la> deuda- y <íe las cargas debr ha- 
cerse en consideración al valor de la parte que cada uno «le 

los heredero- ncibe nuu dentro de cada estirpe o rama, es evi- 
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déme que la DirccciOn de Escudas tic la Provincia de Buenos 
Aires, no "a podido tomar otro valor que el representado 
por aquélla, a los efectos de la determinación de la tasa 
aplicable, esto es, la de 10 % y no la del 18 % como se ha 
hecho. 

Gim>: Lo explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN T»l.]. l'Koa-KAftOH OENKRAI. 

Buenos Aires, Muy.» 21 úv li>29. 

Suprema Corte: 

Don Alhertn íí. M'-nlie en representación de doña Winií re- 
da Drysdale de Thomson y otros, demandan a la Provincia de 
Buenos Aires por devolución de la suma de setenta y nueve mil 
ciento once pesos con . dienta y tres centavos moneda nacional y 
.us intereses, agnados, según ellos, indebidamente, en concepto 
,1, ¡mpucMns a la trasmi>ión gratuita de bienes, de acuerdo con 
las descripciones de la ley vidente en dicha provincia sobre pa- 
pel aliado, én virlud de la cual la liquidación del impuesto se ha 
verificado tomando en cuenta al aplicar ta tosa progresiva, no 
el motilo de cada hijuela* sinó el (cual del acervo hereditario. 

Sostienen los actores que el gravan cuyo pago se les ha exi- 
gido y que ellos h.n verificado bajo protesta, ségfin consta en 
atítOS, es viutmoriu del principio de igualdad impositiva que 
girante el art. 16 de la Cousüiuei'in Nacional* 

] , t Provincia contestó la demanda sin desconocer la existen- 
cia de los hechos articulados. 

I.a cuestión, pues, de derecho planteada en estos autos, no 
difiere de la resuelta por esta Cork- Suprema con f'-.ha l« de 
\nviembre tic 1927 en la CSttóa segütda contra la misma Provm- 



36 



KAU.OS [>K LA CORTK Sl'PKLM A 



cía ele líuenos Aires \*n clon Juan H. Drysdale t S. C X. 14 1 ): 
147). 

Y. [•:. declaró 1*1» ella la ineutMitucionalidad fiel impuesto 
aplicada. 

De acuerdo con elidía sentencia, soy de opinión c|ttc corres- 
ponde mantener, apllcánclóla al cs$a de riutt ><. la referida «1* tc- 
triua de Y. Ei 

¡loratin A\ l. anchi . 
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líut'itiis Aires. Marzo -'i de l!^ÍO. 

Y Victos : l.-if juicio seguido por dufia Wini frióla Maud 
Drysdale de Thomson, don Malcon B. Drysdale y duna \na 
María l*eard de Dr\*dale por derecho propio y eti nombre de 
mh bíjos menores de ( dad doña Doii^al y d<>ii Ucrek \\ eith I )rv>- 
dale, contra la Provinera de Buenos ?\lre$, sobre ineunstitucio- 
nalidad del impuesto a la herencia, del cual resulta: 

Que a í-. J 1 ' comparece el procurador Alberto 1!. Monlie 
< !i reí refinación «le la> personas nombradas, demandando a la 
Provincia ti» Buenos Aires paira «|ue sea condenada a restituir 
dentro del plazo de diez días, la suma de S 79.11 1.83 centavos 

moneda nacional con su> intereses desde el día del pago del im- 
puesto \ ademas Ya- costas del inicio. 

Que fallecida doña Juana Drysdale de Malhrán. se inicio 
cu esta Capital su juicio ab intcstato en el cual fueron declarados 
heredero. ^1 tu imano de la eai^rmie don Juan llanah Drysdale. 
y >ih sobrinos carnales doña Winifreda Matul Dry-daie. Mal- 
c* din I'.. Dry-dale y UeyinaldO keith Drysdale. en representación 

del hermano r^émúerto doñ Jo-e Worman Drysdale. 

Que al ><»liciiai>c la protocolización e iu-cripción de la de- 
claratoria de hereden* ni la l'rovincia «le Unenos Aires, con re- 
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laciun a los bienes ubicados en ella, él GtfSfcfc <&«ier*j de Kdu- 
ración practicó la liquidación del UmmeMo * trasmisión gra- 
tuita de bienes en É fórtna (** certificado que 
acompaña. 

í>ue la liquidación es correcta y la aceptan sus maullantes 
cnanto al número y valor de lüs bienes, pero la rechaxa en 
cnanto a tos porcentaje qw aplica dedueidn del «Oor tetaVde 
los bienes trastttóos, por M ue el impuesto liquidado cu taMor- 
m e> o.mrari,, al principio de igualdad que ensaca la Lo,„- 

nnu-i-n. o.u... 1.:, -ni.. d Varad,, p-r la < ei, numer - -"a 

sos recientes Miado* efl contra la Provincia demandada y con 
motivo de la misma ley impugnada a los cuales se remite. 

Oue. en resumen. corresjMmdia abonar al hermano y a tos 

sobrinos de ta causante ]*>r concepto de impuesto c intereses, la 

cantidad total de S ió2.(>72.<>" y habiendo pábulo bajo protesta 
h de peso, 731784.73, ta Provincia de Buenos Aires ha pwet- 
hidü de ma. la suma de S 70.1 1 1 03 moneda nacional . 

n„e corrido trabado * la demanda fué evacuado a !*. 46 
por eldoctor Roberto Parry, en representación de la l'rovmcia 
de Unenos \¡re*. expresandóí a) que de acuerdo con la Jims- 
prudencia >olo corresponde devolver a los actores la suma de 
$ 39.556.94 centavos moneda nacional: b) que los intereso adeu- 
dados por la provincia ÜO curren desde la lecha del pago, sino 
desde la notificación de la demanda y c) que de1.cn imponerse 
las costas a los actores por haber incurrido en plMS fietim 

I toe acerca «le lo primero la diíereneia entre la suma re- 
clamada v la revotada, se explica porque "se ha pretendido 
formar tamas hijuelas como sohrinos haya, lo que es un error, 
pues existe para dichos sobrinos una sola hijuela cunsmmda jX* 
la pane alícuota a que el padre de ellas tenia derecho en los bie- 
nes del causante. Los sobrinos deben abonar, por le tanto, 
dice ta escala del 18 ''< porque la hijuela importa $ £361.110.77 
moneda nacional v UO la del lü f qne los «etores pretenden 
aplicar. 
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fjue a fs. 47 vta. abrióse la causa a prueba produciéndose 
ta que expresa el certificado de fs. 50 a ís. 52. alego sobre el Mé- 
rito di* la producida solamente la parte adora, llamándose autos 
;« fs. 57 vta. 

Y Considerando: 

Oue el representante de la Provincia demandada ha recono- 
cido "ii obligación de restituir a los actores, de acuerdo COtl la 
jurisprudencia sentada p<»r esta Corte en los juicios sonidos 
l">r Luciano Seré y otros contra la Provincia de Unenos Aires, 
la suma de S .V.556.94 centavos moneda nacional. 

Que ta negativa a devolver la diferencia cutre la suma re- 
damada en la demanda i í 7'UILK* moneda nacional i y la re- 
coraodda 39:556M m. ti. ). proviene segúti la Provincia, de 
que para los sobrinos que concurrieron a ta sucesión de doña 
Juana IJrysdalc de Malí irán cu representación de su padre pre- 
til uert o. hermano de la causante, existe una sola hijuela cons- 
tiniida |hi]- la parte alícuota que Imhiera correspondido al her- 
mano representado. En otras palabras, si la tasa se determina 
en relación al monto i^tal de lo que hubiera recibido el benuanu 
de la caucante si viviera, ella seria de 18 como la dice la 
ProvWia. y si por el contrario se derivase del valor de bus hi- 
juelad do cada uno de lis sobrino-, ^ólo sería del lf> % como lo 
Sostienen Io> demandantes. 

Mut esta ( orle resolviendo la misma cuestión, ha llegado a 
la conclusión de i pie s¡ de acuerdo con el Codito Ovil la divi- 
-■ión di v la> deudas y de las cargas sucesoria- debe hacerse en 

m sideración al valor de la parte que cada uno de tos herede- 
ros recibe, aun dentro de cada rama □ estirpe, es evidente que la 

1 bivcdou de Escuelas de la Provincia de Itueuns Aires no ha 

podido tomar otro valor que el representado por aquélla a los 

electos de ta determinación de la tasa aplicable, esto es, en el 
caso de 16 % y no la del 18 fe como lo entiende la demandada. 
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Las razones de derecho aducida en el jmc.o seguido p^r dona 
Laura Pacheco de del Solar Dorrcg» y otros contra la mtsma 

Provincia 4e Buenos Aires, son de ^f^Zfm X 
* caso y se dan aquí ,x>r reproducidas, faltos: tomo 156, pa 

gina 219. 

Oue en cuanto a los interese, deben abonarse a partir -del 
dia de la notificación de ta demanda, de acuerdo con « m - 
-aplicado por este tribunal a todos los casos smnlare* al protnte. 

En s« mérito de conformidad con lo dictaminado por el se- 
flor IV-enradnr Cneral j n r n «luciendo las consideraciones con- 
cordantes del «crim de f* *>. « «celara que 
Buenos A.res debe restituir a los actores en el termino de &S* 
días la suma de setenta y nueve mil ciento once pe** 
n v iré* centavos motila nacional con sus intereses a est ío de 
L y J7«S 2 Banco de la Nación desde el día de la 
ción de la demanda. Sin costas, por mediar reconocimiento res 
necio de una ,«nc de la suma reclamada y haber dado la otra 
S i - nUón de derecho. Notifiquese y arcmvesc previa 
reposición del pape!. 

J. Fl CUERO A AUORTA. - KottERTO 

Repetto, — Guiño Lavalle 
_ AsTosro Sacakna. 



MU, .... cwnrm Cmtíf.-«rf« * 

hal.fr berecte™ entre w«e<tores eonumo de uiu Hieew» 
" EUkr» * I. «ta», d«bW decid»* an.c d p*«q* » 
,„,,. en ol juicio .««orio. qden ejerce >«"f ™™ ^ 
peen. <lc b¿ mmm cweertMeme. => I"* 1,tred " a 
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rios hasta 1;í partición inchtttvo. Kl concurso posterior «le 
un heredero, no put'cU- afectar este principio de carácter 
plural, y nu ejerce atracción reelecto de las aciuarii unes que 
con motivo <le la distribución de ese liader hereditario se, 
hubieren producido en el juicio sucesorio. 

Oistt; Lo explican las pie/as siguientes: 

vista FISCAL 

Mendoza. Marzo 9 de 1929, 

Séñi o* 1 uez : 

Este Ministerio m> tiene objeción alguna que hacer al pe- 
dido que formufa i" sindicatura de este concurso cutí repícelo a 
la i\ pedición de exlu irlos al señor Juez en lo C "¡vil de la Capital 
Fedcral> doctor Carlos \. Varangot, y en lo> juicios a '¡tu- 
hace referencia, a íin de que dicho magistrado disponga se liljrc 
oficio al lia neo de la Xaeión Argentina para que éMe transfiera 
a ta orden de I*. S. como Jtteí del concurrí di- María Luisa 
[';tvluv>ki de l'allvé* el saldo que depositó en la nieiu tonada ins- 
titución el Banco Hipotecaria Kacional. como remanente del re- 
man- de un bien inmueble de la sucesión Pavlovski 

1.a sucesión de Varón Pavdovski y de doña María Luisa Mo- 
lina de Pavlovski, ha desaparecido en >u imidad |>or encontrar- 
se representada en este caso por la concursada por imperio de la 
partición practicada y aprokida en dicho* autos, de modo. pues, 
que ha desaparecido por dicha división el Enero de atracción une 
la mi-ma ejercía con respecto a todas las demandas por acciones 
personales, en virtud de obligaciones del difunto <> por la que la 
sucesión contrajere |>or medio de administradores o representan- 
tes legales en clesempeño fie su mandato. 

La partición ha puesto mi limite al juez de la «-ncoión : en 
adelante cada heredero representa su cansante | M, r la parte que le 
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ha correspondido en la misína. asi que cualquier demanda que se 
deduzca lo será en el domicilio del heredero demandado y por 
la l uirte recil >ida. Con la adjudicación a ta señora de Hall vé *mi 
la sucesión de su pudre quedó ésta representando a dicha suce- 
sión \ al ser declarada en concurso por L*. S. lo» herederos de- 
hen ocurrir al mismo en razón de su universalidad. 

Kl Dt. K.Mlrimie/ ¡n el tomo .V 1 de mi comentario al Códij-o 
de Profanemos fie b Capital l-Vdcral, díee. página IS": "El 
juicio de concurso de acreedores es por sil naturaleza universal, 
y atráe asi, como el de testamentaría, lodo-, los pleitos en que 
el delld'-r -ra parte como demandado..., etc." M:'h adelante 
agrega: ""I-a propia naturaleza del juieio, la imposibilidad que 
existiría dt hacer euctivas la- preferencias acordadas |*>r el Có- 
digo Civil a ciertos créditos, y sobre todo, que existen leyes na- 
cionales trae establecen qué jueces han de conocer de los juieio- 
(inivc rsdes. mu ncinnainlo expresamente el concurso de acreedo- 
res, determina la obligación de llevar al juez del concurso todos 
los juicio?, que tramiten contra el concursado donde quiera que 
esa tramitación se produzca." 

I'or lo anteriormente expuesto, constancias dt- autos y lo 
manifestado m el escrito en vista, punte U. S. proveer de con- 
formidad a lo solicitado. 

Mit/uc! ./. Caiwtilhts. 

Al io DEL jrt-z EN lo Civil V misas 

Memlozu, Marzo 18 dt- 102!», 

Auto- \ Vistos: 

Las* actuaciones caratuladas "Concurso Marta Luisa l'av- 
toviski 1 *. autos X" 33;Q49 ( y juicio "María Luisa l'avlovski de 
Bal! vé. por concurso necesario, segunda pieza", vi oficio de fs. 71 
v las planillas de t-. <>o y 70: a mérito de lo peticionado en e] 
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indica y con la- *nlk ilaciones «puntadas, y a electo de plantear- 
se t u su caso la contienda Jo competencia correspondiente, de- 
biendo expedirse a tal efecto, copias aut< »r izadas de las piezas a 
que se refieren lo> puntos I a 9 inclusive, haciéndose saber Igual- 
mente en dichos exhorto* al señor Juez exhortado, qué el doc- 
tor Cario* Gallego Moyana ha quedado facultado para el dili- 
genciatníeuto de tos miamos con todas tas facultades «|ñt- le fue- 
ra necesarias a la consecución de su objeto. Proveyendo el oficio 
de K 88, trábese embargo en todos los honorarios iiue el doctor 
Alejandro f >ríila tenga a cobrar en los juicios antes mencionados, 
debiendo ponerse las anotaciones omin es «le práctica. Copíese, 
h ágase salier y repóngase. 



VISTA KISCAI. 

Sefü ir J uez : 

Corresponde que C S, de por plan'eada la cuestión de com- 
petencia, haciéndolo salier al s.-fior Juta exhortante, a fin de 
c|ue remita los autos a la Suprema Corte Kacioiial. 

La cuestión planteada en autos a juicio del Fiscal, es clara, 
toda vez que se trata de un juicio sucesorio de los causantes, ini- 
ciado en la Capital Federal, habiéndose declarado concursadas en 
la mistua jurisdicción a las re*(*'Cti"as sucesiones. 

I-.I concurso que se lia dee.eiado en Mendoza con respecto a 
una df las herederas, como hija de los cansantes en las sucesio- 
nes que tramitan en la Capital Federal no surte ¡fuero de atrac- 
ción. 

Ks principio general de derecho que el |üitriiirmio es indi- 
visible v «pie ííf'HTal sólo se admiten dos excepciones: la del 
beneficio de ainipeteneia y la separación de patrimonios ojie lus 
acreedores de la sucesión pueden solicitar cm respecto a í< >s acree- 
dores de los herederos (art. .343.5 del Codujo Civil j. 
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En el caso de autos, los aeradores de los causantes se han 
presentado en las sucesiones concurrida-* haciendo valer sus de- 
rechos de talé». Mientras no s v abonen sus respectivos créditos, 
con i-I monto del acervo hereditario, no | Minien pretender los 
acreedores de los her*deros.¿ alterar un derecho expresamente 
consagrado j>or la ley en favor de los acreedores de la sucesión. 

Mu nada modifican estas conclusiones el hecho de haher con- 
venido tas tres hijas de los causantes, herederas en aquella su- 
cesión, una partición de los l,¡rm> hereditarios, no sólo por cuan- 
to tales convenios de las herederas no pueden afectar los dere- 
chos di los acreedores de la sucesión, si que también, porque en 
aquella estipulación se esiahleeia expre-amenie lo que por otra 
partí determina la ley. que las herederas recihirian la suma in- 
dicada, una vez atinadas tas deudas de la sucesión. Aún más, 
I» funciones de la comisión liquidadora de« i-nada en esta Ca- 
pital con el consentimiento de la heredera concursada, cuando aún 
no Itahia sido declarada tal. no puede afectarse por actos de esta 
res. -huiones judiciales en sit concurso, posteriores al ini>mo, 
Poi estes consideraciones y las aducidas en autos, corres- 
ponde dar imr planteada la cuestión de cooipeteuda eri la forma 
indicada. 

Desp. Agostó 13 de 1929; 

l-i ritantlc Cefiitcjfont, 



AITO OKI. .1 11/ J \ l.o CIVIL 

llui-m»s Aire-, Agosto lrt úv 1Í«S». 

Aul<» > \ iMos: 

Siemlo innecesario el oficio ordenado por el auto di* I-. 56 
Vta.. déjase sin efecto l'ara resolver la inhihitoria planteada en 
la rogatoria de ís. 1. oídas las partes interesadas a fs. 4Í, 49 y (tí 
v lo dictaminado precedentemente por el *-nor Agente E' iscal : y 
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Considerando : 

I fue el concurso 4c una heredera decretado en Mendosa, no 
¡mi n iría ta atracción de estás actuaciones, por ser illas un inci- 
dente de h»s dé carácter universal '|u<- se hallan radicadas <*1 esta 
jurisdíceíórt por razón del domicilio *1c los causantes epie las ori- 
ginaron (lo> espOSOS Aaróu l'avluvski y «l«>fia María Luisa Mu- 
lina dé l'avluv>ki \. 

I fue adema», decretado el concursó de N sucesiones de los 
nombrados, se lian cumplido unIus tos trámites determinados por 
la ley procesal para el concurso civil «le acreedores, faltando co- 
mo tramitación ¡complementaria la ¿Ibtriliución definitiva de los 
fondos que ha dejiositado el Banco Hipotecario \acional. para 
ln cual debe tenerse presente las convencióla-, celel iradas ni los 
autos principales entre los acreedores y los herederos de las su- 
cesiones concursadas; 

Que mientras no se alionen los crédiuw a lo> acreedores, 
un es jM^ilile dcterniiiiiir el -aldn <|ite Ha tic corresponder a los 
herederos sobre el cual únicamente pueden invocar derechos los 
acredorc* tic aquéllos, solicitando las medidas di- seguridad (pío 
estimen pertinentes. 

I'or estas dOftsider:iciones, las aducidas a fs. 41, 49 y 60, lo 
dictaminado por el >*Tior Agenté Fiscal, y l« »■ dispuesto ]mr el 
art. *K ¡nc. di de la ley X" 4055, dando pnr planteada la cues- 
tión di- euiuprirueia. lio se líacc htyar a la iran-L-reucia de fon- 
do, pedida, debiendo, a mis efectos, elevarse estas acotaciones a 
la Suprema O ir ir de ju-tieia di- la N'aciúii, y hágase saher al 
■.efmr |ue/ exhortante, con transcripción integra de esta resolu- 
ción, Jiara tpte a su vez remita las actuaciones correspondientes 
al mismo tribunal, Notifique Várela. Rep, la foja. - - Curios A. 
l'nraiujaL — Ante mi : Coito F, Pffi& 
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DICTAMEN IJKl. PROCURAD*» GE NKKAI. 

Buenus Aires, Febrero 21 de IMO. 

Suprema Corte: 

Kmre el |mv .1.- 1" lit-iniu-iü ni lo Civil de la Capital de 
b Nación v d de fctul clase de Mendo/a. na l ™ klllíí «J** 
tióa de coniiíeieiícia para conocer en la distribución de míos fon- 
dos (fcposfladu* en el llana» *U- la Nación (casa central L prove- 
nientes do nna venta ordenaba por el Banco gujotecano Xacm- 
nal en ejecución de una obligación hipotecaria instituida a fa- 
v..r de este ultimo sobre bienes de la sucesión de don Aaron 
Pavlcwrski -pH" tramita el jugado del primero de los non* 
lirados magistrados; 

S«.p 1 ,nnios sobre tos cuales no existí- divergencia entre los 
jiteces en contienda los une se relacionan con la existencia y tra- 
mitación en la Capital dé la Nación de las sucesiones del refe- 
rido l'avWski v su esposa, as '-orno i|tte en dichos juicios uni- 
versales y mis incidentes, se di^iuso la venta de referencia. 

Kstá probado, asiirusnto, q« postmprtnente, una de las lie- 
rederas de los esposos PávloVski fué concursada en Mendoza. 

Es en este Últimp juicio en el une se ha resuelto recabar del 
juez de las sucesiones referidas la transferencia de los expresa- 
dos fondos depositados por entender el juez que, p<r serlo del 
concurso, los últimos deben consignáis*! ;i SU exclusiva orden. 

May en ello un evidente error, en mi opinión. U»s f. nidos 
depositados perú-tucen a la sucesión y no a la heredera concur- 
sada, en cuyo juicio m- reclaman. 

La jurisdicción sobre la> sucesiones comprende. según el 
ai- i. 3284 del Código Civil, la > deiuatulas concernientes a los bie- 
nes hereditarios, basta la partición inclusive. Tal partición no 
existe en autos. 



46 KAl.Uis Dtg LA COffiE SUPREMA 

h.i clin nula* !a> cuestión?!» relativas a !a distribución fie 
ese haber hereditario entre acreedores comunes tlf.- la Sucesión o 
herederos de la uii>ma, deben decidirse ante el juez que conoce 
en <*1 juicio sucesorio de lus caucantes. 

\ : J coiu'nrxi |>ii>tí*n**r de un heredero un punir al retar este 
principio de* carácter genera] y no ejerce atracción respecto de 
arpuellas actüacíi mes. 

Los, acreedores dé ese hereden» concursado deU-n ocurrir 
|inr -i o (Nir itUíTiuefliii de mi representante legal, el sindico, al 
jtticie- MiccMirit» haMa dejar terminada la liquidación de los de- 
rechos hereditario., de mi deudor, pudieudo recalar, entre mulo, 
toda? la> medida^ de scgüridád y garantías sobré tales derechos. 

Los bienes sucesorios, así como lo* fundos oue euinimngan 
e| acervo sucesorio, deben permanecer a la orden y bajo la juris- 
dicción del juez de la sucesión. 

Soy |« ir ello de opinión que la presente contienda del>e dirt- 
mirse en Í;ivr-r «le la competencia del juez de la Capital de la 
Nación. 

y¿¡/j'iiit Pos, 



PALLO LH-. L.v COUTK m l'kl M.\ 

[iueiios Aires, Marzo :',>• de 1íi:íU. 

Auto* y Vistos; !.<•> 'le contienda de competencia trabarla 
entre un Juez dé l 4 Instancia en lo Civil de cMa Capital y otro 
en í. Civil \ Minas de Mendoza, para determinar a cual de !<>- 
■luí jueces compele ta jurisdicción ipic recíprocamente se atribu- 
yen sobré el remanente de fondos derivados de una ejecución 
bipi «icaria. 

¥ Considerando: 
(Jne el Juez de Meud««/a. al requerir le sean transferidos a 
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SU orden tos tanáfíé de que se trata, invoca su carácter de Juez 
del concurso «le la señora María Luisa Psvkivski de Baltve. de- 
clarada heredera en la sucesión -le don .Varón I'avlovski y su es- 
posa doña Maria Luisa Molina de Pavlovski. juico sucesorio 
Laiméllte en concurso y que tramita ante el juez exhortado. 

(Tuíen a s u vez mantiene su competencia para distribuir los fon- 
dos en cuestión, por cuanto "el concurso de «na heredera de- 
erciado en Mendoza no importa la atracción de estas actuaciones 
,H.r srr ellas un incidente de las de carácter universal que se 
hallan radicadas en esta jurisdicción. 

One en tales condiciones, el punto fundamental de la con- 
tienda consiste en establecer si en el juicio sucesorio se ha prac- 
licado la división de la herencia, como lo afirma el Juez de Men- 
dos al aceptar las conclusiones del síndico del concurso de la 
señora de hall vé. o .si los convenios concluidos al respecto entre 
las herederas solo constitnvcn "liases o normas a seguir para 
dividir la herencia", pero sin que tales convenios hayan tenido 
cumplimiento en forma albina, como lo sostiene la representa- 
ción del concurso de la sucesión y los acreedores del mismo. 

One el examen de los autos acreditan esta última afirma- 
ción/esto es, que la partición de la herencia no se ha realizado, 
míe lo convenido al respecto ha sido subsiaticialmeme modificado 
por actuaciones posteriores, «pie a ninguno de los herederos se 
le ha hecho adjudicación de su porción hereditaria, y en conse- 
cuencia se ha sostenido con verdad que tos fondos del remanen- 
te materia de la contienda no son de propiedad de la heredera 
concursada en Mendoza, sino de la sucesión, como parte inte- 
grante del acervo hereditario, y en esta situación, es evidente la 
competencia que sostiene en el caso el Juez de la Capital. 

por estas consideraciones y los fundamentos» de los escri- 
tos de fs. 41 y 60, exigiente del exhorto en trámite, así como 
los de autos de ís. 69* y de acuerdo con lo expuesto eu su die- 
, fuñen de ís. 103 por el señor Procurador General, se declara 
que la competencia jurisdiccional en el suh judia- corregíale al 
lúe/ d< !a Capital. Remítanse los autos respectivos a los juec» 
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tu cs¡iuienda. iranscri hiél «lose esta resolución en 1<» <U1 concur- 
sa abierto ante d Juez en lo Civil y Mina* «le Mein loza. Rc- 



J. I* IfJt'KROA Al, CORTA, — RotíEkTO 

Rki'ktto, — k. Guido t, a valle, 

— ANTONIO SaCAKNA. 



Pisto Xaaanai contra don fosé PincetU y otros, sobre n h-imli- 
ctttfáh. 

\¡iui,hii> : ] ■ Tratándose de un jimio reivindicatorío «le una frac- 
ción de lierra ile propiedad de la Nación, situada cu el Puer- 
to íle I.a Piala, nu puede ésta GiMMO cecinaría «le la Provin- 
cia ile Buenos Aire>. según til ti lo invocado y no discutida, 
adquirir ¡sobre el bien cuestionado, mayor ni mejor derecho 
mu* el i¡ue tenia su cédeme, (Prescripciones y doctrina de 
¡os : t rts. 2353, 2354. _W3 y ¿ííUÍ <le| Código C ivil), 

2" Kinanando el titulo que los demandado» oponen a la 
acCióii reivindicatoría, de la misma provincia Cedetlfé, repre- 
.iu;nl¡' por todos y cada uno de lita poderes institucionales, 
mi tanto procedan en la órbita de *us atribuciones, y ha- 
biemd <■! poder judicial reconocido 'pie aquéllos o >ib cau- 
sr.-hahieut' -. lian di mostrado, quieta, pacifica e ininterruhl- 
I ¡da |»u sesión con ánimo de dueños durante el tiempo nece- 
sario par;- usucapii . tal recoiiiK'iniieiuu compromete a la 
Provincia misma en d pronunciamiento, ya que ésta no pue- 
d< considerar»! tercero cuyo> derecho» quedan a salvo, cuan- 
do el Ministerio Kiscal la ha representado en las actuacio- 
nes, lia daítn mi conformidad a la» inicuas y a la resolución 
aprobatoria. 

3 X< pticdi la Provincia quitar valor al procedimiento 
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¡«dicta! con sólo manifestar con interioridad que m oíi- 
¡dder* tercero no afectado por el mismo, ya que dio resultó 
inconciliable con ti misión y majotad de la justicia, con la 
seriedad del poder admffiistrador, con la finalidad de las le- 
ve; orgánicas y con fea garantías a la estabilidad ik- los 
derechos. 

4" No púdiend© la Provincia invocar tales principios, no 
corresponde tamjjoco 5ti invocación por pane de su cesto- 
naria la Nación. 

Cuso! Lo explican las piezas siguientes: 



SENTENCIA DEL JUK2 PEÍJERAt 

La PlaU, Noviembre 20 de lSp8. 

"i Viátos: el presente juicio seguido por el Fisco Nacional 
contn- don Ju*é l'incetti y don Luis Itntvi. sobre reivindicación, 
de mi estudio, resulta; 

['rimero. (Jue a fs. '> c«m fecha h de c Jeuibre «le 1927, se 
presenta el señor Procurador Fiscal, fundando la acción en los 
luientes luchos y consideraciones: al que de acuerdo ;i lo dis- 
puestci en l;is actuaciones administrativas míe acompaña, de ins- 
trucciones recibidas y en ejercicio de la represen (ación «pie le con- 
fiere la ley ¿M>7, inicia acción reivindican «ría respecto de una 
fracción de tierra de propiedad del Estado, situada en el puerto 
de I-*» Plata, hartados de Ensenada, detentada indebidamente p" r 
los deníarttlados; qWc la tierra es la señalada con el X" 74 en el 
plana que [ireseuta, teniendo la ubicación, dimensión y linderos 

1|tu ,, t . X |,rcsa. plano i[lH debe ooi-l- í= i :tr-i ■ o >!i) < t..vt- m- 

ttrgrann del escrito: fu i pie el dominio fiscal nacional emerge de 
la compra que hizo la Nación a Sa Provincia de Buenos Aires 
del puerto de La Plata, según contrato </</ referendum de 29 de 
Agosto de l'HJd ratificado p.r el M. Congreso Nacional y Le- 
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gistat tira de Hítenos Aires por las leyes 44.16 y de 4 de Octubre 
ile l'*>4 respectivamente, debidamente protocolizado ante el cs- 
criliamri Jerónimo P. Marros, en la Escribanía General de Go- 
bierno ífc la- Nación, cu 15 de Noviembre de PH 1 ante el escri- 
liano don Enrique (tarrido e inscripto en el KegUtro de !a Pro- 
piedad de esta Capital. bajo el N v 112.445. serie D. en 21 de 
Diciembre de \9í% no acompasando testimonio del titulo por no 
tenerlo a disposición lo que linee présente a los efectos de cum- 
plir con el art. 10 de la lev 50; e) que a su vez, la Provincia de 
Uuenos UreS, enajenante (Jel | tuerto, tema sobre éste il derecho 
originario de dominio que reconoce a los Hitados particulares el 
are. me 1 ' del (. odigo ( ¡vil. de^de que no trasmitió a ter- 

ceros ese dominio ames de transferirlo a ia Nación; d) que por 
el art. I ', segunda parte de la ley nacional N'-' 4436. se estableció 
que el licchu de la cesión del puerto no suponía el reconoci- 
miento como de propiedad privada de los terrenos e instalacio- 
nes existentes en poder de particulares sin título legal y i«ir el 
contrari*' que la provincia transferiría a la Nación, todos los de- 
rechos privilegios, derechos y acciones para hacerlos valer cu la 
oportunidad, modo y iorma que creyere conveniente, de lal mo- 
do que la Nación ademas de -er propietaria era cesionaria de los 
'¡h :tvho> \ acciones de jMisesión y dominio que tenia la provincia, 
sobre la isla Santiago, con referencia a los detentadores de Tie- 
rra ÍT-cal. o iiuni-os. sin titulo legal, existente- dentro de ella; 
c) que la tradición del puerto, se hizo a la Nación e.l 9 tle Octu- 
bre tle I'HI4. y que tanto la provincia como la Nación, han afir- 
mad., n iieiadamente el dominio y posesión fiscal j>or diversas 
leve-, decretos y mensuras, que constituyen al tenor de los ar- 
ticulo* 2551, 2384, 2445 y 2506 del i odigo Civil, actos públicos 
e mduhiladi »■* di- posesión tnitniux doiuiiti, entre los cuales exis- 
ten: decreto del Poder Ejecutivo Nacional de 17 de Diciembre 
■ le 1 v " ordenando ta mensura de la i-da Santiago qtte st- realizó 
en el año l^'i; 2* mensura del ingeniero Krause del año ISV2, 
tle la isla Santiago; decreto del Poder Ejecutivo de la Pro- 
vincia de 24 de Pebrero de l'*04 citando a los ocupantes de tie- 
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na en ta isla Santiago, püa que fcn&P <M tonino pei^órto 
vi- presentaran solicitando en arrcndaimemo sus resj >ectivos totes, 
Paj„ ai»erc¡l»iiiiH-mi» de inmediato desalojo, como in>tru>os: 4'-' ley 
fíe la provincia de U de Enero de W*7 declarando iuenajenahlcs 
los terrenos de la isla Santiago; 5" decreto del Poder fcjecuiivO 

Nacional de 30 <le Mar/,, «le l«H>5 di>|ioimiido la men>ura do los 
terrenos comprendidos dentro del puerto de U Plata: Ú> mensu- 
ra (os ingeniero* Valentín Virasoro. Víctor M. Herrera y Jus- 
to Y. Escolar, del puerto de L* Plata c isla Santiago* realizada 
i! 4 de Marzo de l'Hi": 7" derretí i del Poder Ejecutivo Nacional 
de 5 «le < k-tiilirc de 1**04 fijando el '» del nií>nii> me- > año. |«- 
ra la recepción lujo inventario, del puerto de U Plata; y S" de- 
rroto del Poder Ejecutivo provincial de 5 de Octubre de 1904, 
comisionando al Administrador .leí puerto de La Plata para ve- 
ril icai el inventario v entrega del mismo: ti funda el derecho 
«i los arta 2342, inc. t-\ 2506., 2521. tuc. 4*, 2601, 2o<>-\ 2o03, 
2758. 2759. 2790, 2442. 2435, 2438 y 2439 del Código Civil, 
para terminar solicitando >e condene a los demandad.»- aja res- 
titución del terreno deslindado en los términos del art. 2794 del 
Código Civil, en todos sus accesorios, frute* >■ productos reata- 
dos, o (nte htttóere dejado de percibir, costos y costas procesales. 

Segundo. Qu« corrido traslado de la demanda, ésta se con- 
testa a ís. 3i. por los reivindicados, quienes, para soltóte* su re- 
chazo con co>ta> aducen: at que son propietarios del intnuehle 
situado en esta ciudad, partido de la Ensenada, adquirido de don 

Juan íí Aimiar con lecha 4 de Mayo de P'12 ante el escribano 
señor Acolas KVzzano. inscripto «i el Registro de la Propiedad 
el 7 de Mayo del mismo año, tajo el K* 35.31(1. serie A.: b) que 
dicho inmueble se compone de 86 m. cts. de frente, toma to- 
da ta cuadra de la calle La Merced entre la.s de líolivia y Chile. 
letliendG ttesdenitoa metros de fondo en dirección al X L . tor- 
eando una superficie de 25.OS0 metrnri cuadrados, que lindan 

,„.r el trente al S. < ». con la citada calle de L:i Merced: por el 
S. E. con la de Uohvia > don Damián Echeverría ; por el X. O, 

calle Hule, en medio con Li Sandro Xúuez y por el X. EL con Luis 
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(iarcia, íraecmu «pie onista «le la manzana () 4 del plano oficial 
del pueblo ilc Ensenadla y los terrenos contiguos hasta c«>mple- 
lar « I tonda de Efesoientoj. metros ; acompaña los antecedentes del 
titulo; t f ipic posétdo dicho inniu<l>lc por >u, antccctorcs < K--< h 
tiempo inmemorial, llegóse a obtener el dominio «|e| mismo |Hir 
prese ri] u- ion treintcnaria a liase «le «h*ctaract«ine> dé tesiitíos eali- 
íir.i.io-. cuya fuerza probatoria dio lu^ar a su aprobackúl judicial 
\ obtención de titulo. \-í lo demuestran lo* antecedentes mcu- 

cmnádOS, <_>uc el derecho de propiedad adipiirido oiiero^ament ■. 
con recélente Inietia le y cuya pos«,-,ioii ejerciiaii parifica \ pú- 
blicamente desde el año 19)2, sin intcrriipei«'in alguna cuidando 
«le el como ><■ cniila «le cosa propia, cxij,'c sn «lefensa: que la si- 
Utacion del inmueble que poseen no puede equipararse a lo dt 
otro* .|ii«- han >i<lo materia «le reivindicación, pues legalmente 
lo- ampara el titulo «pie exhiben, < htc poseedores con justo 
mulo y Inicua fe; han ejercitado vibre el innmelile lo* avío- po- 
-i- .-T... dé práctica, mejorando el nrretio. payando impuesto. 
levantaiuUi construcciones, cúltivand« >lo. plantando montes, todo 
dentro rJe UU pcrhnetr«i alambrado, sin «pie jama* se haya produ- 
cido iuierrupei«"ni alguna. habiciul«»e realizado la |M>tfiesI>jn con 
indudable ánimo «le «hieñn, (Jue la extensión alwireada por el ti- 
tulo de propiedad, capa/ «le prescribir p«>r ser un bien privad", 
se eucueitira consofíetó en >u> patrimonios ya .pie a la posesión 
treintenaria «pte es su origen se une la de diez y más, e.m jusi . 
titnl > v buena fe. 

I >tt« I;! dentauda délte ser rechazada en cuanto signifique vio- 
lentar tlii lt" úmlo. ( >ue iodo cnanto poseen fuera de el. como dc- 
c. !• -¡iminit Corresponde, y que e« la cx!cn-mn «pn supera a 1"> 
th -.), ni .- menos «le ñmilo y «alíenla y seis metr.» sesenta cen- 
tímetro .!« frente, queda reconocido como «leí actor, a cuyo efec- 
to rt tiran de inmediato el alambrado existente, hasta dejarlo a 
sajen, ton la consiguiente previa indemuizacit'in «le nulas las me- 
joras realizadas y accesorias de ley. «pie deberá extenderse a la 

pane del terreno en litigio si la demanda se declara pr«.>cui lente: 

deja constancia de «|iie las levo, decreto- y supuestas mensuras 
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invocas O» la demanda. mngUfl efcet.. innrruptivo de pre-crip- 
cjftl iHKdeft significar, pura terminar fundando el derecho en 
£ JS -M= 1. 2355. 235S. 2362, 2377. 2384. 2411. 2423. 242, 
2428. 2524. ¡moa 4". 5". G» y 7". 3'J74. 3'Mtf. 3<>51. 3*"'. 44)10. 
4i:4'» v 2342. inciso l* dd C Vnli S n < ivil 

tercero < fue abieiíó el juicio a prm-la se produjo la ceM- 
ü.a.ta poí" «1 actuario a í* 109 y habiendo las partes aleado 
aot*r« su mérito la causa quedo para >entcncia. 

Y Considerando: 

IViiiK-m: ( )m- «o oblante advenir rl suscripto una peque- 
ña diferencia en fe superficie que los antecedentes administrati- 
vo* -le tV 1 a 8 y deman.Ia de fe. 9 asignan a la tierra cuestionada, 
cutí la que surge del titulo de 30 y contestación de fs. 32. el 
sflenri- yuar.la-l.. por las portes litigantes Sñ el de la dis- 

cusión, es má> <jue ggficknte para evidenciar Ir» \éM6&á del m- 
imul.li niateiin de este Pció concurriendo a robustecer este cr* 
teri.. la circunstancia de concordar la ubicación de algunos tic los 
lindero- de la tracción. establecidos en el plano de fs. 5 con !<•> 
que se mencionan en la escritura dé ÍS. 30. 

Secundo. QttC suponiendo hqmtélicanicnte acertada la acla- 
ración que los demandados concretan en d alegato de ís. 115. 
acerca del error en que lia incurrid., la demanda, atribuyéndole 
il carácter de isla a la CXtenitiÓn de tierra «pie |H*e¿fe m> es jm>- 
ftlhte -Indar que la que es Objeto de |* presente reivindicación, esta 
comprendida dentro de la superficie de tierra transferida por el 
Gobierno de la Provincia al de la Nación, que se menciona cu el 
att. 2'. lena II del contrato "<i referendum, testimoniado a 47 
Como se vera mas adelante, Que aclarados estos puntos que ha- 
brian pedido determinar COtl íiiMones en el análisis de los hechos 
v el derecho alegado, corresponde entrar de lleno al fondo de] 
asunto. 

Tercero. ' >ue tal como se ha trabado la litis, es necesario de- 
jar establecido ante todo al tenor del art. 275S del Códigu Civil. 
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si el reivindicante h;i acreditado el carácter de titular del domi- 
nii. del bien que se ha deslindada, y consiguientemente, si tuvo 
la ]>oses¡ón del mismo, requisitos indispensable* l>ara que la ac- 
ción real deducida sea viable. 

Cuarto, Que en cuanto al primer requisito, el ututo invo- 
cado por el Risco emana del dominio eminente que sohfe la 
tierra ejercía la Provincia de hítenos Aires, quien la trans- 
firió a ta Nación que obra como sucesora de aquélla. ;i 
mérito de tos términos del Convenio fie adquisión del puer- 
to de La l'lata y los terrenos denominado* '"awKadizo-" que fi- 
guran entre el rto Santiago y el pueblo de Ensenada, limitados 
al < K por e] arroyo doña Rora, euiivetiio celebrado entre ambas 
entidades políticas d i 1 * «le Ayusto do ratificado por ley ña- 
dí mal N* 4436 y provincial de 4 de < íctubre de l'XH. 

Que en esta situación, el actor no necesita exhibir otro título 
Instando invocar las leyes y decretos» para acreditar el dominio 
que se atribuye arts. y 2^90). 

Quinto. Que para contrarrestar y enervar en sus efectos ju- 
rídicos el titulo invocado por la Nación, los demandados apo- 
yan Sus derechos tic únicos dueños, en las constancias que sur- 
gí u dd instrumento público, acompañado a f>. M), del cual resul- 
ta que en 4 de Mayo de VH2 don Juan H. Aginar transfiere en 
condomonio y por parte- iguale!) ;i los señores Luis lira vi y José 
Pincetti una tracción de terreno situada en el pueblo de Llnsena- 
dá, cuyo írenie. que se compone de 86.60 nits.. toma toda la 
cuadra de la calle 1*a Merced entre las de Itolivía y Chile, te- 
niendo tn -denlo- uniros de fondo en dirección al X. 1*1.. o sea 
Una -upi i íicii de 25 .'MI ineiros cuadrados, con los siguientes lin- 
den»: |»ir el frente ;il S. < >. cu la calle La Merced : por d S. E. 
con la de Itoiíviü j don Damián Kchcverria ¡ por el X. < >. calle 
Citóle en medio con don Listmdio Xúñe/ y por el X L. con don 
Lui> (jarcia, terreno que formaba la man/ana señalada en el pla- 
no oficial di dicho pueblo con el X" ''4 y los terrenos anchad i/us. 
o inicuos ttasta completar el fondo de trescientos metros. A don 
jltaii \Í. .Xguiar U correspondió por halterio adquirido por pres- 
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,n,HMÓn , M ,r la sesión de más de treinta años tenida ,-r el y 
J antecesores don P*lro Duhau y don Luís loca, ° 
iustííkó en la información producida ame el setor Juez tic 
Ltancia de esta Capital doctor Dermidio A. tascan* c^«- 

,,4!,,^ fué protocolizado por ante el «**■»•> de esta ciudad. 
Z Horacio 'sala con fecha t3 de Abril de MI y s« .estimo- 
„i0 k inscribió en el Registro de la Propiedad el ls del miMU" 
mes bajo c¡ V M) f t2¿ -rrie \ < ü. 2/1 información t-n la que 
dictaminó favorablemente el ,eñnr Agente Fiscal con» consta 
a Fojas 22. 

Sexto, j nie así pkttteadte los »wd«* y fundándose el dere- 
cho de ambas partes en las constancias y fuerza proliat.ina que 
emcp'i de rada uno de los mstrumcim» púlaos, leyes y decre- 
tos une ,e han relacionado, corresponde decidir de acuerdo con 
fes dis,H,sieiones legales une r\&n **#>• si d títl,, ° 'l uc 
rentan lo* demandados puede considerarse eficaz, trente al del 
actor Desdé luego, u<> es dable olvidar, como ya se dice en el 
considerando cuarto, que el titulo ¡avocado ix>r el actor emana 
del dominio eminente que sobre ¡a tierra ejercía la Provincia de 
BñeñOS fes, 'juien U. transmitió a la Nación "sin perjuicio de 
legítimos derechos de terceros" (art. últ parte dd contrato 
dr adquisición del puerto is. 47). 

rechos v situaciones de terceros, ajenos desde luc K " al convemo 
de venta celebrado entre los poderes públicos, quedaba perfecta^ 
mtJte evidenciado que todo articular, ocupante de tierra, que 
acreditara su derecho a poseer al »una de las fracciones compren- 
dida- en la zona mOttVfl del contrato, exhibiendo títulos cuya 000 
dad resultara inatacable legal y jurídicamente, estaba excluido 
de la cesión de derechos que la Provincia bacía a la Nación so- 
bre UK terrenos mencionados, y amparado imr el principio ex- 
cejdonal contenido por el referido art, 2* del contrato. 

One analizad. > el título de los demandados, ningún motivo 
q defecto legal existe a juicio del proveyente, para rechazar el 
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valor jurídico <|iu- encierra romo instrumento publico (art. M 7'>, 

itu - , 1', Cód. Civil i. en lauto que rodeado de las -olenmidade* 
rci|uerida» pniri».- ttliaeicnteniente la adquisición por titulo < »i if- 
mso. ild íntnnel.lc cuestionado (arts. 994, 995 y 907 «leí 
Codito ( ivih realizado el 4 «le Mayo de 1912. 

Séptimo. • Mu si bien el antecedente originario del título 
de l«>s demandados proviene de una ¡n formación de posesión 
tninictiana (pues Aguiar asi Id obtuvo, considerando 5*) apro- 
Unía *Yu cuanto lia luyar \*tr derecho" desde <[IU' se traía <le un 
inicio voluntario ei) el (|Ue no interviene uira partí- <|u< contra- 
diga lo que aquella persigue, no es, menos ciertu que la objeción 

formulada no atañe a la esencia, a las solemnidades ni a la-» for- 
mas del título mismo <i"*' éxWfoeii los demandado*, perfecto y 
hábil ele una transferencia, sitio al origen del que procede el del 
.tino t >i.r en el dominio Siendo asi. pariré indudable i|tie quien 
atao I"- electos juridiei i» ijui- emergen de aquella» actuaciones, 

¡i' i" derun-trar fii auto», ijiie la informadon de Afiliar, enaje- 
nante de l'ravi \ I incetti adolecía de vicio* insanable... -.niieicn- 
temenu eficaces para declarar su nulidad, vale decir, que se tra- 
taba de una información carente de valor legal en t-u- juicio, 
prueta (|ue debió extenderse también a tleniostrar la falta de 
sesióu efectiva que sobre la misma tierra ejercieron los primiti- 
vo» poseedores don Pedro I Julián y don Luis Pocai y cuyos de- 
rechos transfieron a Aguiar i«'r escrituras públicas de fechas 8 
de Junio de l'W y 25 de Noviembre de W10 respectivamente 
< testimonio de í» 14 y 15 I. 

^ ¡a demostración de estos extremos resultaba necesaria 
l»tr tratarse de terreno* que en el año 1800, época en que perte- 
necían a don Juan Manuel Miliario, habían salido del dominio 
privado de la provincia -»in ijue por ningún acto posterior, ley o 
decreto, m baya demostrado que la provincia rcadqn ¡riera "vi do- 
nitnk dt lo», iriisnios, hecho i|tie surge del informe espedido por 
!a oficina de tierra» i». 22 vía. > J.ii. y cuyo* dalos aparecen 
extraídos de las constancias existentes en el libro "1 ierras de la 
Kusenadft" depositado en ta secretaría del Concejo Deliberante 
•i; esta ciudad escritura í». \ \\. 
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i hu la ]>arie adora n.. ha construido enervar la prueba que 
emergí tk esta constancia, cuya bondad no es |M»>ih!c poner en 
duela por tratarse «Id informe «le la rq>ariicmu pública destinada 
a! contralor \ vigilancia. dentro 4d resorte administrativo, tic to- 
das la- gestione* (pie se relacionen ilirectaiuente om las tierras 
de propiedad fiscal. 

! Vtavo. <_>ue si bien el actor en su alefato de fs. 111. in-inúa 
alguno- detecto-, originario-» de l;i información, es de toda pro- 
cedencia recordar une al respecto la Corle Suprema de Justicia 
Nacional lia dejado establecido "«[ue esta iníorniaeion aprobada 
judicialmente, fué producida con intervención del señor Agente 
Kiscal. «puen representando en ese acto el i«trim«»nio de la l'ro- 
viuci.' de Buenos Airo dio ¡tu aquiescencia en aquel sentido juz- 
gando l<uena la iníormación po-esoria" ("(¡aceta del Foro". 16 

de Abril de 1924, pág. 330). 

1 >ui r\\ i-e sentido los demandados llravi y Pincettí pueden 
unir su ]»>-e>ión a la de mi anteee-or Vguiar. y éste a la de lo» 
primitivo-, jxjseedores Pocal y Duhau (arts. 2475 y 247ó 1. toda 
ve/ «nú no habría demostrado <[ue se adquirió jmr violencia 
o clandestinamente (ai*. 2.V.4. Cód. Civil). 

I'ero aún suponiendo hi|*rtéticainentc «pie no aceptara, 
este hecho, los demandado* pueden invocar en s tl favor, como lo 
batí lucho, la posesión decenal con justo titulo y buena te que 
ampara el art. 3999 arts. 4000 y 4010. sobre torio cuando se ha 
coiw-uidt demostrar, como ha ocurrido en el .vir/* judke, el ejer- 
cicio de aetÓS posesorios que revi la el ánimo de jHiseer la cosa 
para -1. a titulo de Unteos dueños, tales como el payo de impues- 
tos 1 cer fs, 7*< a 93) su arrendamiento, etc. (art. 23S4>. actos 
inherentes desde luego al tiempo de su ]H,-esÍón. tranquila, pú- 
t tica o ininterrumipda (contestación 5" pregunta, declaración.* 
.le fs. I0Í, |Q2, Kt5. 106, 107 y IOS interrogatorio de fs. 100) 
OM\\{ (miera ipic. la prueba de la falta de posesión anterior, basa- 
di' en instrumentos públicos, debió cortesponderle al actor (con* 
-i.h >. L -entim... j>nes cuno dice Oumot "-i prueUi «pie ii« 
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al cmnirtun y al fin. es lucra de duda que 96 pf^UTOe 
que he poseído datante el tiempo iwtermedk». segan la regla 

párrafo 421 >. 

Xuvnio. Que alguna duda pudiera existir después de los 
ra/unamientos ""anteriores, es oportuno recordar que la ley ha 
creado en favor del actual poseedor que en ai .ovo de mi po<cMon 
exhitiiére titulo traslativo de dominio, la tendón de que ha 

yméih* désele ta fecha del titulo (art. C. C, » y como los de- 
mandado* pueden unir su posesión a la de Aguiar. y é>tc a su 

vex a ta de l'ocal v l^ahan (arts. 2475 y 2476) por no concurrir 
las circunstancias oustattvas del art. >MA. el titulo de tos de- 
mandados se remonta a la ¿« cha de lo posoión de Duhau. 

Décimo Que nn ea posBle aeeptat como acto iutcrrunuvo 
d, | a preacripcióni la mensura practicada por el ingeniero Krau- 
se el año 1H92. Kl hicn qüe en" esj* juicio >e demanda, estal* 
, fluido de dicha operación por no formar parte de isla alguna, 
v referirse la mensura solamente a los terrenos de propiedad pu- 
i tica conocidos por monte Santiago (art 1 • del decreto del Po- 
der Ejecutivo Provincial del 17 -le Diciembre de 1K90, J>- 43 vta. ) 

Si algttU error ha existido en creer que esta mensura alcan- 
zar i n la tierra litigios, simada como so ha visto en el pueblo 
de ta Eitsenada, él se repite cuando se insiste en demostrar que 
bs demandados Bravi y Pjncerti no ocupaban parte alguna de 
la isla, que no presentaron títulos, ni Éormularon proteáita alguna 
; t la operación (informe de fs» 4.V punto 4 i. 

I-, ,-o como hacerlo >i se trataba de una medida que e» na- 
da pcr}udicaba sus derechos de propietario*, y que aludía, des* 
di ¡negó a una cosa completamente distinta? Y extendiéndonos 
.-i. grado di conjeturas a aceptar hijarteticamente que la ménsu- 
la alcanzara la tierra en cuestión ;es acaso Uravi y PíncCtti quie- 
nes debían figurar en el año t^'2 como ocupantes y formular 

protestas. >i recién en 1912 SQU propietarios de esa fracción.-' F.n 
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esc caso tos informes debieron referir si* a los primitivas posee- 
dores que eran los i|tte en esa época ocupaban la tierra, iratan- 
dose |H»r lo demás «le tina u-*>raoián sin valor alguno, por no 
haberse hecho la puhlicaeíón de edictos y citación de linderos 
(ver informe de fs. 44. arts, 7M, 767 y 76*. Código de Procedi- 
mienti is de la I 'roviucia }, 

Qm tampoco constituye un acto interropttvo de la proscrip- 
eíón. en este caso, el decreto del Poder Ejecutivo de la Provin- 
cia de 24 de Febrero de P»(>4. invitando a los leedores de tie- 
n;i> í i -cales a solicitarlas en arrendamiento Hs, 57] j^njue co- 
mo 1.» ha dicho la Suprema Corte de Justicia en el juicio Fisco 
Nacional contra |osc \'ulponi sohre reivindicación, solo impor- 
taría demostrar con ello el attinuts de la posesión. Pero es que 
este aiuttmj), agrega, no basta para conservar eternamente la po- 
sesión cuando otro la tiene materialmente y con el animus fo.ssi- 

Décimo primero. Que de todo lo anterionnenie expresado 
■ Miriíe la eficacia del titulo de los demandados para enervar el 
pretendido derecho del actor máxime cuando la situación de las 
parto, apa race definida \»*r la clara y terminante disposición de! 
articulo 27' >2 del Código Civil 

Por totlos estos funda memo- y definitivamente juzgando, 
fallo: no haciendo luga* a ta presente demanda, sin costas. 

A\ Ltgnisatnón. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FKDKftAL 

La Hato. Septiembre 23 de 1929. 

V Vistos: estos autos iraido* por la parte aetora en apela- 
ción de la sentencia <Ic Es. 122. 

Puf >us fundamentos y los de la parle demandada en t-sta 
instancia, se confirma dicha sentencia. Notiíiquese y devuélvase. 
I . Haifi — Antonio /.. Murcnuito. — Julio f¡. Efhctjaray. 



/ 
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Buen»* Ainfs. Marzo 2H Av VXio. 

Y Vistos: El juicio del Gobierno Racional contra José l'in- 
coui y l.ui- líiavi jjor reivindicación, venido i«»r recurso di- ape- 
lación ordinaria contra el falto de la Cámara Federal íle U Pif- 
ia que absuelve a los dentójndados.. y 

Considerando : 

( ni.- N.ici.'iii. como eeáiottaria de ja Provincia de Buenos 
\Ír»-s" M-un liuil.. que invoca y lio te di-cnn- autOS, «0 pudo 
adquirir sobre el bien cuestionado mayor ni mejor derecho qué 
el qué tenía su cedenti . conforntó a las can-ótica- |#e*ertt,>eÍOr 
llcs > doctrina de los art-. B53¡ y 2M>3 del Código 

Civil. • 

t >tu- t i título que oiKwen los demandados a la acción reivin- 
dicatoría emana, tíii realidad* de ta misma provincia cedente citya 
entidad está renrestóiiada por iodos y cada un-. ,,t * pnctew* 
n «titncíonales del Estado en tanto procedan en la órbita de aus 
atrilmeiones; y a>i. cuando el poder judicial reconoció que f'in- 
Cí»tti y Uravi. o >ns rausi Italmiit.-.. Iial.ian dnuoMra.1i. quieta, 
f«ié£f?ca «• itiintcvnmii , 'da posesión; con átttmo >W diu-ñ- -. dttran- 
i, el tiempo m&&éa J^ara usucapir y dispuso Ia> mscri|>ct6tíes 
cunsignieut^ conu/ronu-tio a la Provincia misma « » el pronuncia* 
inieiUO. <|iif no era lercero, etijfOS drm-li.» se <lt j;iitíiu a sajvo^ 
desde que el Ministerio Fiscal la representó en tos actuaciones* 
di., confonnidad a las manías y .* la mokmm aprobatoria; 

Qtoti conforme a to dispiMHSto en lo- art>. 7si y 7sj d.-u v.- 
digo de Procedimientos en lo Civil Comercial de la l^oyineia 
de línenos Vires, el jwws que intervino en la- actuaciones sobre 
prescripción treintava! del cau-adnl.imu- de los demandados, en- 
tendió y decidió que la provincia im halña n^IMfestado preten- 
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sionc- ;il bien tk- i|ut- se trafa. que b Municipalidad de 1.a líala 
nunca había teñid® derecho de ninguna dase al misino y que la 
información testimonial ofrecida para probar la jiosesióu i » « r el 
tiempo necesario jiara prescribir por vi particular IKnai-a pina- 
mente los requisitos de ley. Kn caso contrario, de cualquiera du- 
da, es indudable que el Fiscal habría pedido y el Juez resuelto 
la incompetencia y el ocurra donde y en la forma tjwc corre» 
ponda que preceptúan el art. 783 del Código de enjuiciamiento y 
la práctica judicial; 

Que la infamación para prescribir que el Código de la 
Provincia de Buenos Aires y otras leyes similares en el i«ii>. 
han incorporado a >ik preceptos, carecería de eficacia "i a pesar 
del reqúérimiénto al Litado de maní testación <- informes sobre 
derechos pretendidos por él 11 oposición a los invocados por 
Otras personas y a pesar de la citación y act nación fiscal aqttél 
se reservara el derecho fie i|uitar n»l>> valor a «helio procedimien- 
to judicial o»ii sólo manifestar, en «-I futuro, que considera 
tercero no afectado por el mismo* Es inconciliable con la misión 
y majestad de la justicia, con la seriedad del poder administra- 
dor, con la final ida< i di- la- leyis orgánicas y con la- -aramias 
a la estabilidad «!«■ ios defechos, tal extremo que surge auspieia- 

do en la U -is del actor en segunda instancia y se da por repro- 
ducido a fs. 148: esta c orte Suprema lo ha desestimado en el 
fallo que se registra en el tomo 1-M). p%, 120: y si la Provincia 
de Unenos ¡Vires 110 pudo invocarla, tampoco puede hacerlo >u 
cisionaría, la Nación, como queda expresado. 

<_»ue. adema.- «leí tituló fuudatlo en la prescripción treinta- 
ñal que el vendedor tranfirtó a Pineettt y P.ravi. esto- han podi- 
do invocar, con éxito, su personal posesión de «liez año- con ju- 
lo mulo y buena fe. qne consoliila. .-i cabe, su condición de due- 
ños de acuerdó con los neis. 3999 y 4010 del Código Civil ilus- 
trados por la UOta del cudi fieador a! segundó de h«s preceptos 
mencionados \ que elimina toda duda -odre el carácter y trascen- 
dencia del litult» discutido y sohre la Inicua fe del adquirentc. 
La inervación fiscal de í-. 136 vía. y 157, Capítulos 1 y II d« 
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la expresióíl d* agravios en segunda instancia. es ineficaz por- 
que >e refiere al valor de las declarad- mes testimoniales <le la 
información que no fueron observadas m la instancia, que fuc- 
ron debidamente apn-bi-la. por .1 Mim-lcno Kiscal y por e! 
Juez tli- la cansa y porque, en verdad, no se ha aducido ni pro- 
bado ninguna Causa do inhabilidad de esos testimonios y ni de 
defecto de forma del título; ni de mala fe ríe los demandados en 
üu posesión decenal. 

( ¡tic, Finalmente, las tierras a que se refieren l<^ documen- 
tos v actuaciones habilitantes de la demanda ( Mensura de Krau- 
se, Decreto del Poder EJeetitivo de 17 de Diciembre de 1890), 
refieren a bienes públicos situad.* en la Isla de Monte San- 
tiago \ tiu a las de la Ensenada, en que se encuentra la propie- 
dad fie l'iucetli y liravi y que no forman («irle de ninguna isla: 
luego, pue*., la cosa demandad» íio corresponde al título y re» 
cando- invocados por el actor y. en consecuencia. é>to> no pue- 
den oponerse a lo> títulos y derechos de sus poseedores. 

En su mérito y por los del fallo de te. 122 que la sentencia 
Ncnrrida da por reproducidos, se confirma en todas sus partes, 
sin costas. Noli lámese y devuélvanse. 

f. 1'lüL-EROA AUOlíTA, — RoBKRTO 

Ri.petto. — R. GülBO Lavallf„ 
— Antonio Saca k na. 



Soeiedttd Anónima Másscy Haréis Compauy Limited det Cumuló 
contra el Poder iíieeuiir» de la l'eoviueni de Hítenos .lites. 
!>• imtnda ettuteneioso-admiiiisfmtiriK 

Sttíwrw: I Es procedente el recurso extraordinario que autori- 
za el art. 14 de la ley N- 4S. cuando el caso federal ha que- 
dado planteado en atttos, con la oportuna invocación de «a- 
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rautia* constitucional^, y en razón iic la denegación del de- 
rechn fundado en ellas, 

2» lil impuesto establecido i>or una Provincia >obre pro- 
ductos <|iu- son objeto «le venta ínera de la jurisdicción de la 
misma, e> violatorio de la Constitución Nacional. 

3» La denominación dada al gravamen no es suficiente 
para definir t i carácter de éste. 

41 Gravitando el impuesto sobre electos, que se encuen- 
tran con carácter de deporto en la Provincia y <|Ue n«> m.u 
objeto de transacción dentro de la misma, tal gravamen 
afecta la libre circulación e imparta un verdadero derecnO 
de tránsito violatorio de l<»s artículos 10 y 11 de la Consti- 
tución Nacional. 

5* No es legal el intpuesto que grava el giro de un capi- 
tal ime se realiza fuera de la jurisdicción de la Provincia, 
con mengua de las disposiciones de la ley Suprema de la 
Nación. 

o K-, inconstitucional el art. 5* de la ley de impuesto al 
comercio y a la industria de la Provincia de finen-»- Aires. 
|.or el añ<i 1 * por ser repugnante a los art-,. 10 \ II de la 
Constitución Nacional, ya i,'te grava el tránsito de las mer- 
caderías importadas o su libre 1 ireulación dentro de la Re- 
pública. 

COSO! Lo explican la> pie/as Unientes: 



ACUERDO l»K t A Sl t'HF.MA CORTE HF. JUSTICIA 

En ta ciudad de La Plata, a veintisiete de Noviembre de mil 
novecientos veúitiodio, reunida la Suprema Curte de Justicia en 
acuerdo ordinario para protmuciar sentencia definitiva en la 
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causa 15. X * 17. 5W. carautlatla : "Sociedad Anónima Massey Ha- 
rria d.nipany Limited del Canadá entra I'. K. Dt-in. Cont. 
Adni/ '. s t procedió a practicar la insaculación prescripta p»r el 
are. 17.1 ilr |a Constitución, resultan»!» que en la votación debía 
observarse i>or los señ»>res Jueces el orden siguiente: Doctores 
Migue*, Líallesieros. de la Colina, Üellepijine. 



■V intreedentes : 

l.p. Sociedad Anónima Massey I larris Limited <U-I Canadá, 
se úte>cuta auL- esia Corte promoviendo acción conteneioso-ad- 
umiiMialiva nmir.i la resolución <k'l P. E. que N? iSbtígA a pagar 

la mam d< 21;.351 |k>-..> moneda nacional. 

Manifiesta que tienen en Mármol un depósito pnr el cual 
haci cireitlar Ja- máifuinas que recibe desdé -n fábrica «W Ca- 
nadá. M-.lrsiinamh.la> ya sea al interior de la República » al ix- 

irariii!'... según l«> ilispon^a la ea-.i <lr comercio <!<• la C apital 
Federal. «1 que se halla contemplailo por el ;in. 10 de la Cnns- 
litucion de la Nación, que le llatna circulación territorial y que 
declara Ubre en é interior de la República. 

-•elidía que oportutiamente se falle esta demanda, Haciendo 
lu-nt n ella, con costas. 

i ..rri.lo irasla.l.. al *eñor I-Wat de K-tado. cMe 1" evacuó 
pidit n<!. el r echa/o de la acción CJrttl coMa». 

I Jamados autos y hallándose la causa en estado '!«■ dictar 
femeneja, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las si- 
túenles cnrsiiimes: 

! .1 - proccdenti ta demanda-? Caso afirmativo. 
2' ¿lia intuía. la? 

\ i;> primera cuestión el señor Juez doctor Mtgitt». «líj.» : 
La cuestión irai.la a este tribunal, es de aquellas que afectan al 
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<|,nvhn administrativo. ¡tU® - trata de la aphcaoon de la ley de 
iml , u ,-,o> v pretensiones d,l recórtente, -tan en pugna ewf 
b decisión admmfetf^-a b nace *«• J"* *** 

p„r esto¿ «wl 1 " Codg. Con». Adm. y nota del codmcador a este 
artículo, voto ]nir la afirmativa. 

\ l ' Driniera cuestión, el «Por Juez doctor Ballesteros, dijo: 
Cousidm. .que. en este caso, en que - de la uucrpreiacwn 
j e h ley al Cotnercio v a la Industria, sohre cuya base fe* de 
n -..Kcr'-.c la Utilidad del tributo <,uc se exige a la <■ .ciclad ac- 
tor*, corresponde la jurisdicción contcncitis^admtmsttattW. d« 
cotifornM eon lo dispuesto , N ,r el are y del i.Miíí" «le u 
materia. Voto pnr la afirmativa. 

\ la primera cn«M¡o„. el doctor de la Colina, .lijo: De la 
exposición de hechos de la demanda, resulta que el caso ipe la 
motiva no constituye Catts» contcnctoso-administrativa. i*»r cuan- 
to no encuadra en la «octón legal y doctrinaria de lo une por 
esto se entiende. El an. 1" del Código de la materia, ^taha-a- 
une a los efectos <le la jurisdicción conferida a esta Corte por el 
• t , t 157 inc 3» de la Constitución, >e reputaran causas conten- 
cioso-adimnistrativas. la- que inicien los articulares o alguna 
attW ridad administrativa, reclamando contra alguna rcsohicu.n 
,,, )m i«iva dictada por el l'oder Kjccutivo, Municipalidades, etc., 
v en la cual >c vulnera un derecho de carácter ad.nmiM.anvo es- 
'tahUcido a favor del reclamante por nna ley. decreto , te. \ en 

el fiift iuttkc la lev invocada i^r el recurrente no te acuerda 
t1P derecho ^eesisteiuc de ial naturaleza y w* *" ,,ll,m T n t 

«erado por el decreto a que el niMno hace referencia: lejos de 
,Mo toda la argumentación se ha* en clausulas de las Consti- 
tución Federal y «le la Provincial, enyo desconocimiento o in- 
fracción por les', decreto. podra,, dar h, K ar a demandas de 
((lr;i , b ,,. ,,,ro no a reclamación,, de la mdoU- de la tuterptiesta 
,Kir más (Ule se ¡nVOtttie una ley de carácter administrativo : es 
!ndi*l*n*abte la existencia del derecho preexistente a que se re- 
ívr el art 1" citado v mi concordante el 1*. inc. .í". o que el caso 
encuadre en alguna de las d iliciones qué, sin alterar el con- 
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lev. pti»to que el capital en giro resulta invertido en las maqui- 
naria* expuestas en Mármol, y la negociación que se efectúa es 
la de compra» vento de esas máquinas. 

5" Que acefKar la doctrina del actor imanaría estimular 
h infracción de la ley, ya que Kisiaria m apareciera celebrada 
1? transacción fuera de la Provincia pafa que no añonara el im- 
pucsU ninguna empresa comercial establecida m ella con sus ne- 
gfótéi efectivos. 

tjue el aludido impuesto no tralxi la libre circulación de 
las mercaderías, ni su transito por el territorio del Estado, por 
cuya rtLióti no pueden decirse violado? lo- art? 10 y 11 de la 
Constitución Nacional. 

i 

7 ijue tampoco b e»t;'i¡ el art. 9 de la Cou?ntuaon de la 
Provincia, puesto que el demandante no ha demostrado que se 
encuentra >in la protección debida a su derecho de propiedad. 

Por esta.- y demás cotisiderae iones espuestas en el acuerdo 
qut antecede, áe ilesísima la presente demanda, liábase saber, 
ftep Lt- fojas la parte aetora tart. 72 del Cod. de ProcedimUsi- 
tos Civil y de lo Cont. Ádm, ► . Devuélvanse lo* antecalentes 
agregado* y archívense los autos. - fe &. MiffMS, — Luis F. 
Drih*piá*x\ — t\¡rhs . í. áÉMítVft — X. k — Ante 

mi : /. Marcm^ Iliuyo. 



HKT^MKX W.l. l'KOt -fKAnOR <;í:SERAL 

Bacnos Aires, Mayo ¿i de 

Suprema LVrte: 

La Sociedad Anónima Massey Harris Limited del Canadá, 
demando a la Provincia de Buenos Aires j>or devolución de vein- 
tiún mil trescientos cincuenta y un peso? moneda nacional, que 
había abonado Ka jo protesta en concepto de impuoto al capital 
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en (fiiv. el que confiera impréceseme por ser contrario a tas 
garaúnas dt lihre tránsito iutrrprovincial de mercaderías, M 
grado en los arts. o. 10 y 11 Je la Cotwimicion Nacional. 

Iji demanda ftíé deducida ante la Corte Suprema de Justi- 
cia di la Provincia y. habiendo sido rechazada, se ha denegado 
$ la actora «1 recurso extraordinario de apelación jxira ante esta 
Corte Suprema que interpuse fundado en el art. 14 de la ley 4& 

ffi caso federal que autoriza didto recurso ha quedado, en 
mi opinión, plantado en lo* autos con la oportuna invocación 
de tal -aramias constitucionales reieridas y en razón de la de- 
ntición del derecho fundado en las clausulas constitucionales 
preindicada*. 

Kl recurso deducido es. asi, proeedeme y pido a V. E. se 

■ 

íirva declararlo. 

En cuanto al t onda del mismo, la cuestión de derecho phn- 
tcada no difiere deja resuelta por esta Corte Suprema, crin le- 
cha Ahril 27 de t$ZS (tSSh en la cau*a seguida contra la 
misma lYovincia ger la West India OB Compam. 

V. K declaró en ella la incoustitueioiialidad del impuesto 
aplicado. 

IV acuerdo con e?ta semencia, soy de opinión que corees- 
ponde mantener la doctrina de V. E. revocando, por tos tunda- 
memos de Ikha doctrina, la sentencia apelada en ia parte que 
ha p*xhdo >cv materia del recurso. 

orada f?. ímrikfa. 
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Bui?n*A* Aire*. Junio 5 de 1929. 

Autos v Vistos; 



Por la* ratones expuestas en et precédeme dictamen «leí se- 
ñor Procurador General, se declara procedente el recurso, y auto* 
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a la oficina a lo* efectos del art. do ta íey X o -1055. señalán- 
dose lo* tunes y viernes o el siguiente dia hábil si alguno de 
aquellos no lo inore fiara nntiíieaeii>iic* en «.ce ntaria. Hadase 
satier y repóngase et papel. 

A. BKhUE.io. — j. KkU EROA Ai - 
corta, — Rouerto Kephtto. — 
K. Gt iw Lavaile. - Antonio 

SaOAKNA. 

■ 
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But tio* Aires Mario 31 de 

V Vistos : 

Estos amos scgtüdus (H*r ta Sociedad Anónima Massey Ha- 
rria Cotupany Limited dit Canadá. Wl juicio contencioso admi- 
lüstrativo contra el Poder Lvfeeutivo de la Provincia de Buenos 
Aires reclamando de mu resolución por la cual se le obliga a 
pai;ar la Mima di- veintiún mil irescinitoí cincuenta y un peso* 
moneda nacional en concedo de -impuesto y multa at comercio e 
industrias jur i-l año I l> J5. venido> i*>r apelación extra- »r linaria 
de la sentencia definitiva de ís. 121 dictada por la Suprema Ciar- 
te de la Provincia deQ¿ueuos Aires, recurso míe ha sido declara- 
do procedente por aun» de is. I5J, 

Y Considerando: 

Dtté se¡*ün r ígnita (Je lo> htvhos prolwdos en esta causa, ta 
paru actom tiene establecido sobro ta estación Mármol del Fe- 
rrocarril >ud. en la Provincia de Bueno* .Vires un deposito de 
maimtnas agrícolas eorre*iH>ndicnre al comercio que. en el ramo, 
ejerce en ta Capital Federal. 
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Por m circunstancia dicha pane ha sido a ^ r 

el impuesto aJ o.^rcio e industrias exigióle a todo comerciante 
o industrial que ejerza algún ramo de comercio o industria en 
la Provincia, según la ley respectiva de 19 >5. 

Redamada la resolución de la Dirección General de Ren- 
ta* que impoma aquella oWigacion ante el Poder Ejivm» v. este 
pot órgano del Ministerio de Hacienda, continuo aquella. dan- 
do luew a la demanda cimtenci«>#o-adniinÍstrat¡va de que i^- 
tru.vee.ta m** y a la sentencia de tojas 1 21 de la Suprema fc*- 
te de la Provincia. 

Que la demandan» ha sostenido durante el juicio, que su 
deposito de Marmol no está comprendido dentro de la ley de 
impuesto al comercio e industria, por cuanto aquel deporto no 
Zdíka d ejercicio del comercio dentro de la Provincia, toda 
v¿ que la Compañía de Canadá realiza venta* solamente cti la 
Capital Federal donde ejerce el comercio, donde están sus 011- 
erna* *us empleados, v donde esta matriculada y lleva su conta- 
bilidad, en tanto que el debito de Marmol sol. funciona a etec- 
UK de cargar v descamar Las mercaderías, dándoles el desuna 
que se ordena desde la Capital Federal. según las ^-raciones 
de venta alli realizadas. 

Que según el actor, el impuesto aplicado, a mérito de man- 
tener Wde,vsit o. importa «ravar la nr^Iaciott terntonal de 
los efectos importados y. en consecuencia- la violación del art. 10 
de la Constitución Nacional- 

One a este respecto el señor Fiscal 4* F>tado ha sostenido 
m* en el deposito de Mármol se realizan actos de comercio, co- 
mo en cualquier almacén de la Provincia donde esta los electos 
depositados v en exhibición hasta el momento que son vendió* 

v * los lleva al aerador. El ffl* * t%* 
e*á «Meado, radicado en Marmol. Provecía de Bue- 
„o> Aires y sujeto con siguientemente al impeno de s^ teye, im- 
positivas. , 

One la íuprenta Corte de la Provincia en su fallo de ts 1-1 
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eMaMecidn fus jutuM- M«ni)'iitt> ; a i tjne >i Inen t> exacta la 
afirmación de la |*arte adora en cuanto arirumenia que los con- 
trai >•*• tlr compra-venta >e convienen en la Capital Federal, tam- 
bién K> i-* -¡ue mi ejecución, mi cumplimiento, tiene librar en la 
Provincia i«»f la entrega de la mercadería objeto del referido 
contrato: bi j*>r tanto el depósito tic Marmol constituye el tte- 
¡pocto indino de la compama, la nuon de ser de su* actividades 
comer cíales, la esencia y fundamento de su existencia: c\ que aun 
euand" contrato-* apare /can Mt*criptos en la Capital Federal, 
á ■ Jt -ja de ejercerse en la Provincia el comercio en la medida y 
con cí alcance exigido por el an. . . . de la ley. pucMo que el ca- 
pia! eti i;iro resulta invertido en las maquinaria» expuesta.» en 
MátttK»! > 3a nc^ococwn que «*e efectúa es la de compra- venia 
ác c*a- máquinas; di et aludidlo impuesto no traía la libre cir- 
culación de lafcs mercaderías ni su tránsito por el territorio del 
h-í:i-¡-'. -. -'T ana ra.ro:i no pueden decirse violadlo» los arts. 10 
3 II i\c l.i t. 'oiiMÍweion Nacional; c\ en mérito de las razone* 
concretadas en los anteriores pumos se desestima fit demanda. 

Que. abierto el recura© extraordinario solo la parte acto ra 
ha prenotado memorial a h. reatirmando el derecho sus- 
tentado éíí ¡a demanda con la invocación de la jurisprudencia de 
está G ru. en casos muk james. 

■ Jie, en con¿eeueneia, de lo expuesto la cuestión sustancial 
a resolver en esta causa, y única que puede mt objeto del reeur- 
- tvr- t ::dm.irio, versa sntire la inconstitucional i dad de la dis- 
postcióti <lel art. de la ley de impuesto al comercio y a !a in- 
dusiria urente en la Provincia de Buenos Afee* en et año U>¿?, 
i - cuanto a«jtu-l!a disposición es repugnante a los arts, 10 y 1! 
tk h Constittidón N'acional. ya que grava el tránsito de las mer- 
cad* rn* -.injertadas ,> mi libre circulación dentro de la Repú- 
blica. 

Que la actora ha acreditado en. autos, sin reparo* por pane 
di a ".mandada: a) que el asiento de mis navios esta en, ta 
Capital Federa! ;.b. que en ella se llevan a caN> la» ventas de tos 



1 

tria que 
no st 



75 

DE JUSTICIA PE LA NACION 

fuera de la iWncia: y o q« esta* veuta> han sid* expresa- 
menú- alcanzada» por ti impuesto eue?tionauo. 

IV ^tos hechos se desprenden las Mguiem» consecuencias ; 
( K* i%m$ el impuesto s*b ftU para todo ramo e indw- 
K ^ eiewa ai ü IVovincia. no in.ede aricarse a U* que 
, eier/an en elU toda ve, que la Multad im^sitiva de las 
provine a* comprende los amemos de producción tern ■ - 
riai v todo otro que pudiente del exterior o de otras ? ro^ 
se h.Vt> incorporado a su propia tiquea genera > >ea _ n* « na 
de transiciones dentro de >n jurisdicción (arts. IW y iw <w ia 
CflNtinrffa Nacional: Fallo,: *WhO Hfc pag. f cterto 

«*¿ lev impugnada dice -que el impuesto se t.qmdara haya o 
no venta"- en la provincia", pero ese concepto es P""""^ 
que Ím*m U ley- ya que es evidente que 
A de llenos Aire, en los términos de la clauca traían e*a 
gravatM, operaciones realizas fuera de su termono * ia 
mL alia d. *u gestad jurisdiccional, invade otra, ,nri>dicuo- 
riwn, llc.ar a ^tableccr reglas al comercio interprovm- 
,ial en tanto la íunsprudencia de esta Corte ha constado m- 
nmmmm, m ¿ establecido por una P^iiKia so- 

te pr,,luctos que son obieto de venta, mera de la l^.sdKv on 
de li inferna e* velatorio de la Constitución arts, V*. 1U. u. w> 
inciso 12 y Fallos: tomo pag- 2$> * 

> Qtt« !a denominación dada al gravamen no es surieteme 
|tt ra"u finir é cárter de este, pues a tal efecto y para estaUe- 
ct-r -r conformidad con la Constitución Nacional, i*bc estarse a 
la realidad de las cosa, y a la manera coeno inc.de el muniesto. 
«or cuanto de otro modo podrían burlarse los propósitos de aque- 
ta con reMHVto a la UW-rtad de drcuhrión du ta» productos y 
o-mprometersc gemente los intereses del comer™ «menor. 
\ Fallo citado, tomo U5* . 

Fn el caso, en el dq^sit, de Marmol las maquinarias objeto 
del comercio de la actora en te Capital Federal. *ou gravadas en 




*• FALLOS D£ LA CORTE SUPREMA 

rebetón a bs venta* que se realizan en esta, es decir. se gravan 
actos ile comercio llevados a cabo fuera de la jurbdia*ión pro- 
vincial, pues es endenté que en vi referido depósito no se efectúa 
venia alguna, como resulta de autos. 

3* Que no ajustándose el impuesto cobrado a la actora, a 
las knses de su (trepa institución, y gravitando, en tanto. sobre 
efectos, que no son objeto de transacción alguna dentro de la 
Provincia, debe llegarse a la conclusión que ta! gravamen cti unos 
c:,-". afee ta la libre ciraf.Teióu de los objetos importad"? y que 
por esa circunstancia han pagado e! respectivo arancel aduanero, 
y en "tros, cuando mñ girados a «ira provincia, importa un ver- 
dal tero derecho de tránsito, en violación, en anillas situaciones, 
de las disposiciones de los arts. 10 y 1 1 de b Cana Fundamental. 

tjue el argumento de que ka i o tos principios enunciados po- 
drían los comerciantes sin escrúpulos defraudar las rentas de la 
Provincia, manteniendo grandes depósitos en elía y realizando mis 
venta?, rn ta Capital, no es aceptable desde que el Estado podría 
oponer a esta maniobra otras defensas prohibitivas o limitativas 
que la hicieran muy onerosa y por tanto imposible de practicar. 
Mas cualquiera sea el perjuicio posible, no puede aceptarse 
sea un impuesto lega 1 aquel que grava el giro de un capital que 
se realiza fuera de la jurisdicción de la Provincia, con mengua 
de disposiciones expresas de la ley suprema de 1a Nación i ar- 
ticula SI >. 

Oue no habiendo discusión sobre el monto de la suma de- 
mandada ni sobre la respectiva protesta, corresponde declarar que 
el impuesto cabrado a la Compañía actora. en las o un liciones a 
une >e refiere este litigio es violatorio de ta Constitución Nacuv- 
na!. V entrando al fondo de la causa, de acuerdo cor. lo dispuesto 
en et#tfc b> ck la ley 4S. por los fundamentos expresados, los 
e< "acordantes de fallo tonto 151. pág. °J, tos pertinentes invoca- 
dos por la actora. en su ntemorial de ís. lóJ y lo dictaminado por 
el señor Procurador Genera!, se revoca la >eut encía apelada de 
i-. 121. declarándose que la Provincia esta obligada a devolver a 
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la Compañía actual la sunu de veintiún mil trescientos cincuen- 
ta v un (>esos moneda nacional dentro del plazo de treinta día*, 
c.'ú ma? tos intereses a estilo de I*** que cobra el Hancu de la 
Nación, desde el dia de la nomieaeión de ia demanda y sin eos- 
ras, atento a la naturaleza de ¡a cuestión debatida. Notiíiquese 
y devuélvanse previa reposición del papel. 

J. FlGVEROA ALCOSTA. — RoBEtTO 

Repetto. — R. Gr roo L avalle. 

— AMOMO >At.ARNA. 



X O T A S 

GbB fecha diez de Marzo de mil novecientos treinta, la Cor- 
te Suprema de conformidad con lo dictaminado por ci Procura- 
dor Genera!, no hizo lugar a los recursos de hecho deducidos por 
dor. Federico Cros*. sindico del concurso de don Francisco \ és- 
poli. en la causa sentida por éste contra don Fortunato de la 
liaza, sobre reivindicación, en razón de que contra la semencia 
pronunciada por la Cámara de Apelaciones de EMores. Provincia 
de Buenos Aires, no se había interpuesto recurso alguno para 
ante ía Suprema Corte Nacional en los términos del articulo 14 
tle la lev 48. y porque el plazo legal i*ira la apelación corre sin 
pvriuicio de lo* recursos que se entablen para ame otros tribu- 
nalvs locales, sin jurisdicción para pronunciarse sobre las cues- 
tiona de derecho federal : agregándose que la incidencia poste- 
riormente promovida ante la Suprema Corte de b mencionada 
provincia, relativa a la recusación de algunos de su* miembros, 
no podía constituir un caso federal, por cuanto dicha incidencia 
era de carácter procesal y quedo resuelta por interpretación de 
disposiciones de ta lev de la materia y de la propia Constitución 
de la Provincia, con la amplitud de jurisdicción, que a los Esta- 
do* provinciales acuerda el an. 103 de la Constitución Nacional, 
de darse sus propias instituciones lócale* y de regirse por días. 
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En la mi*ma focha y por los fundamenta del dictamen del 
Procurador General, se declaró improcedente la queja deducida 
í«*r iloña María Moriega de Cotoáta en autos con la Caja Xaci«>- 
nal de Jubilaciones y tensiones de Empleado* Ferroviario*. ««mre 
pensión, por no halarse llenado ta* exigencia* del art. 15 de la 
ley 4S. toda vez que el auto arlado, al resolver h inapclabilidad 
de una resolución de la Caja Ferroviaria, decidía sobre puntos 
de derecho procesal, ajeno» a los que el art- 14 de la ley 4.< ci- 
tada, conquiera recurriUe* páf» ante la Corte Suprema. 



F-u la misma techa se declaró improcedente la queja dedu- 
cida por iMtgneJ Rodríguez, en ta querella contra Roberto \\ a$;- 
ner. p>r deíratidacioti. por resultar de la propia exposición del 
recurrente, que no se había planteado en la causa ninguna de las 
Htiuaeiniies previstas por c! an 14 de la ley 4f*. pues, la sentencia 
andada se liabta limitado a interpretar y aplicar el Código re- 
nal y a considerar punta* de hecho y de pruel>a 



i-. n Ja mi -nía techa se dtxiaro improcedente la queja dedu- 
cida por la Municipalidad del Rosario en amos con los señores 
Pete/. Scfimitd y Chiodi, sobre cobro de impuestos, por cuanto 
del fallo de! Jmv de 1* Instancia y los fundamentos de la queja 
ouur;« el interpuesto, reMitiaKl que en el pleito, iniciado ante la 
justicia de I*a/. se cuestionó la conformidad o contradicción 
con los ari>. 10 v II déla Constitución Xacional, de la Ordenan* 
7a tieneral de Impuestos que. kvsada en el art. 4o de !a Ley 
Orgánica de las Municipalidades Santa tecinas, establece" un gra- 
vamen fiscal de irarodnectón, control e inspección a las carnes y 
deuiaí product o> de ongeit animal, que de afuera .lleguen al Mu- 
nieipio de Rosario «arts. 20t\ 207 y 208 1, y en tale* «Epn^iÉÍ©- 
nes eí recurso extraordinario es manifiestamente imon >ee h-me. 
mms los ciar»»- términos del art. 14 de la ley X" *S. cuya fina- 
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tidad ha >úlo mantener et superior contralor y preeminencia de 
la Constitución Nacional que consagra el art, M de la Carta 
Fundan* mal. mediante el o ■nocimietuo "y decisiones de la C -ne 
Suprema. supremo interprete de la misma. 

_ __ 

En catorce del mismo *e declaró ininri védente ta queja ,;e- 
ducklz por Wts&ehm Fandiño Posse. contra una Tesoiue^n de la 
Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correceioiiai de la Ca- 
\ itai. en nu:ou de no expresarse por el recurrente, cual era la 
resolución de qut se interponía recurso, ni la relación que exis- 
tía entre ella y las cláusulas constitucionales que se pretendían 
viradas, todo lo cual es indispensable de acuerdo con el art. 15 
de la ley 48. 



Kr i!ie¿ \ siete del mismo se declaró improcedente la queja 
deducida por doi* >ixi<> Maldonado en auto* con la Cara Nació- 
nal d* jubilación^ y Pensiones de Empleados Ferroviarios. >■>- 
bre jubilación por invalide/, por no aparecer de la propia expo- 
sición del recurrente, que en la causa se hubiera planteado algu- 
na de las cuc.-tioiies ü derales enumerada.- en el art, 14 II» ley 48. 



En ía mÍMiu techa no se hizo lugar a la aclaratoria - 'icua- 
da jtor Antonio Alejandro Veniui contra resolución dvtada por 
la Corte Suprema en el recurso de queja deducido por el mis- 
mo, en la cansa seguida en su contra. p.»r defraudación ( véase 
nota de Febrero 3* del corriente año,, en rarón de que la apre- 
ciación jurídica de los actos por los que se enjuicia al recurrente, 
fes decir, si *« aei«»> puramente de carácter civi! o han a-uuud • 
los contornos de verdadero* delitos, es materia regida por los 
Códigos Civil > IVnal, extraña a la jurisdicción del Tribunal en 
el recurso extraordinario, eonv* lo preceptúa el an. !? de la 
lev 4S. 



8J 



r.-u.i.os iík la corte si'Phkma 



I-.n veinticuatro del mismo no se hizo lugar a la queja dedu- 
cida ¡Hir itmi Ricardo J. de Eliri contra Aníbal L!. Dastuge, sobre 
cobro de i«*sos, incidente sultre recusación, por no aparecer de 
la propia ex j m isicióu del recurrente, c]ue se tratara de alguno de 
los casos previstos i**r el art. 14 de la ley 48, y no liaberse lle- 
nado tampoco los requisitos exigidos por el art. 15 de la ley 



Hn la misma fecha no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida \»ir don Manuel Pose en autos con el De] vtr lamento 
Nacional del Trabajo, por infracción a la ley 4661, en razón de 
tratare de una cuestión de procedimientos, como es !a referente 
a ta renuncia o desistimiento de la acción en los juicios sobre in- 
fracción a la expresada ley, extraña por su naturaleza al recurso 
extraordinario, según lo ha declarado esta Corte Suprema, en 
mi constante jurisprudencia. Tomo 117. pag. 281. 



Mu veintiséis del misino, de conformidad con t>> dictamina- 
do por el señor Procurador General, se declaró improcedente la 
qtieji- deducida por don Ricardo C Aldao, en la causa míe le si- 
guen don Tomás J. de Anchorena y don Mateo Cinerez, por da- 
fu ■ intencional, en razón de que la invocación del art, 18 de la 
Constitución Nacional, hecha j>or el recurrente, no basta por sí 
sola ]iara hacer viable el recurso extraordinario, tanto más cuan- 
to que, no se había demostrado ni surgia de los autos principá- 
is, que dicha disposición tuviera relación directa e inmediata 
con los antecedentes de la causa; agregándose, además, que la 
sentencia arlada se fundaba puramente en preceptos de derecho 
común y puntos de hecho ajenos, [xjr su naturaleza, al recurso 



citada. 



■ 
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Don Urnestn Mtuftia en tiis autos "Porretti, Antonio, contra Vi- 
cente Muí/lía, sobre acrión tu'f tutoría." Recurso de hecho. 

Sumario: í« La referencia a determinado artículo de la Consti- 
tución Nacional y la afirmación de ha1»erse violado éste, no 
autf triza el recurso extraordinario del art 14 de la ley uú- 
mero 4?í, si iki se expresa en qué consiste tal violación. 

2' Tampoco lasta, a los fines del mismo, la exposición 
hecha con posterioridad ante la Corte Suprema, relativa al 
caso federal, jorque dicha e.\|«>sición es extenqxiránea. 

3 V No se considera sentencia definitiva a los efectos del 
art. 14 de la Jey 48. aquella contra la cual se interpuso y con- 
cedió el recurso de "inapticahilidad de ley o doctrina legal", 
que confiere a la Suprema Corte de la Provincia de Bue- 
nos Aires el pronunciamiento final, dentro de la jurisdic- 
ción local. 



niCTAMKN DKt. PKOLL KAOOK CHNEUAL 




No se cumplen en la ablación interpuesta a fs. 685, ninguno 
de los requisitos exigidos por los arts. 14 y 15 de la ley 48 p;ira 
la procedencia del recurso extraordinario que se ha deducido 
para ante V, E. y que, en mi opinión, ha sido justamente de- 
negado. 

En efecto, no se funda allí la queja ni se demuestra la re- 
lación directa e inmediata que pueda existir entre el caso resuel- 
to y la garantía federal que se supone vulnerada. 



-■ 
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cuestión federal no resulta asi planteada legalmente, 
rumo ln tiene resuelto uniformemente esta Corte Suprema. 

\'o hasta a ta] fin decir simplemente, como lo hace el re- 
currenu. que se lia violado el art, 18 de la Constitución Nacional 
si no se expresa en qué consiste tal violación, como tampoco 1 «as- 
ta ln t\|H ilición que recién ante Y. E. se hace precedentemente, 
rclativ;» al caso federal, porque rlíclia exposición es extemporá- 
nea, como también ln tiene decidido VVE. 

Por ello soy de opinión que corres]* mde declarar bien de- 
negada la apelación interpuesta a fs. r>S5. _ 



ta i.i. o w. la coktk si-i'kkma 

Buenos Aires, Abril 2 de 1S>30. 

Aut<* y Vistos: I-a queja de don Ernesto Muflía por apela- 
ción extraordinaria denegada contra el fallo de la Cámara de 
Apelaciones de 1 Mores. Provincia de liuenos Aires, recaída en el 
juicio de Antonio l'orretti contra Vicente Mut;lia ]ior acción 
ne^atona. y 



(Jue, como justamente lo observa el señor Procurador < ¡eiu - 
ral. el señor Mustia no cumplió, al interponer el recurso ex- 
traordinario ante la Cámara de Dolores, con los requisitos que 
( apresamente meweiótta y exijie el ari. 15 tle la ley nacional X" 4S 
v gegtin tos cuales, el fundamento de la queja debe aparecer de 
los autos y tener una relación directa e inmediata a las cuestio- 
nes de validez de lo.s artículos de la Constitución, leyó, tratado? 
o comisiones en disputa. to que dehe ser expresado |mr el re- 
currí uu-; pero el representante del señor Muglia se limita, a 
fs. 685 de los auto?, principales, vcniilos en concepto de inínr- 
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me, n manifestar que "entabla recurso de inconstitucional i dad 
para ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación por viola- 
ción del arr. IX de la Constitución Nacional, todo de acuerdo 
con el art. 14 de la tey nacional N v 48. En tales términos la ju- 
risprudencia constante de esta Corte interdice la viabilidad del 
recurso. Fallos: tumo 121, pág. 144. 

Que a mayor abundamiento, calie observar, como lo hizo la 
Cámara de Dolores, al denegar la apelación extraordinaria (fs. 
óS5 vía. > . (pie no se trata de sentencia definitiva, art. 14, ley 48, 
porque contra el fallo apelado se interpuso y se concedió "recur- 
so de inaplícabilidad de ley o doctrina legal'*, preceptuado en los 
arts. 318 y siguientes del Código de Procedimientos en Materia 
Civil y Comercial de la Provincia de Unenos Aires, que confiere 
a la Suprema Corte de dicha provincia el pronunciamiento final, 
dentro de la jurisdicción local, sobre las cuestiones del suidas. Ese 
recurso está en trámite como surge de los autos (fs. 683 y si- 
guientes). 

En su mérito se declara bien denegado el recurso e impro- 
cedente la queja. Hágase salier, repóngase el papel, devuélvanse 
l"s principales cmi testimonio del presente y archívese. 

J. Figi eroa Alcorta. — R. Guipo 
La valle. — Antonio Saga» na. 



Doíia Muría Martines de Fernández contra ta Caja de /abitado- 
nrs v Pensiones de Empleados ferroviarios* sobre devotn- 
eimi de aportes. 

Sumaria: l- Es procedente el recurso extraordinario cuando la 
interpretación de disixjsicioncs contenidas en una ley nacio- 
nal, lia sido materia de discusión y la decisión final resulta 
contraria al derecho fundado en dicha ley. 
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2^ Citando la sqiaración de un empleado u obrero ha obe- 
decido a un movimiento huelguista, los términos establecidos 
(>or la ley 10.650, deben comenzar a contarse desde la 
vigencia de la ley 11.308. 

3 tf A análoga conclusión del>c arribar se en los casos de 
l>edido de indemnización previstos por el art. 46 de la cita- 
da ley 10.650. 

El precepto contenido en el art, de la ley 11.308 
tiene |Hjr su clara redacción y su espíritu, efecto retroacti- 
vo, y como natural consecuencia, la prescripción, para los 
favorecidos por él. no comienza sino desde la vigencia de la 
ley que les ampara. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Noviembre 29 de 1929. 

Vistos y Considerando: 

F.l causante abandonó el servicio durante la huelga de Abril 
de 1918 (ís. 18) y falleció en 4 de Enero de 1926. 

Él art. 2* de la ley 11.308 establece que "los obreros que 
hayan quedado cesantes con motivo de movimientos huelguistas, 
no pueden ser privados por esta causa del derecho de devolu- 
ción de sus a|>ortcs o jubilación." 

Este Tribunal aplicando ese precepto en el caso de José 
Sánchez Suárez, fallado el 30 de Marzo de 1927. estableció que 
debía considerarse que el causante falleció en el ejercicio de su 
cargo. 

Por otra parte, esta Cámara en numerosos casos tiene re- 
suelto que cuando la separación del servicio del empleado u 
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obrero, ha oliedecido a un movimiento huelguista, los términos 
establecidos en los arts. 25 y 34 de la ley 10.650 deten comenzar 
a contarse desde la vigencia de la ley 11,308. A análoga conclu- 
sión del* arribarse cuando se trata de un pedido de indemniza- 
ción previsto en el art 46, 

Desde el 16 de Enero de 1924, fecha de la vigencia de la 
lev 11.308 hasta el 4 de Enero de 1926. en que falleció Fernán- 
dez, han transcurrido menos de dos años. 

Por tanto, se revoca la resolución apelad: de fs. 23 y se 
acuerda a liaría Martínez de Fernández. María del Carmen. 
Francisco, Jorge y Virtudes Fernández, en su carácter de viuda 
c hijos de Jorge Fernández, la indemnización que solicitan. De- 
vuélvase sin más trámite. — Marcelino Encalada. — /?. A. Ma- 
zar Anchar i na. — Ja.u' Marcó. 



DICTAMEX DKL PRÜl t RAOOK GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1930. 

Suprema Corte: 

En la causa sobre devolución de ajiortes solicitada de ta Ca- 
ja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferro- 
viarios |X>r doña María M. de Fernández, ha sido materia de 
discusión la interpretación de disposiciones contenidas en la ley 
respectiva número 11.308, habiendo sido la decisión final contra- 
ria al derecho invocado por la Caja, fundado en dicha ley. 

Existe, así, el caso federal, y de acuerdo con lo resuelto por 
V. E. en casos análogos, el recurso extraordinario de apelación 
procede, atento lo dispuesto por el art. 14 de ta ley 48. 

Ha sido, pues, en mi opinión, bien concedido para ante V. E. 

En cuanto al fondo del asunto, adhiero a lo resuelto por la 
Cámara Federal que acuerda la devolución pedida y que, en lo 
Ijertinente, concuerda, además, con la doctrina de esta Corte Su- 
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prona (154 : 280 (. a que sé refiere la cita dé la Caja en su re 
solución de fs. 29. 

Soy, jHtr ello, ríe opinión que corresponde confirmar la sen 
tcueia en ta parte que ha podido ser materia del recurso. 

llorihio A\ Larretü. 



FALLO ItF. LA CORTE Sl'l'HKMA 

Buenos Aires, Abril 2 de 1930. 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario de la Caja Nacional de Jubilacio- 
¡ies y I 'elisiones de ( >breros y Empicados Ferroviarios contra la 
¿emenda de la Cámara Federal de Apelación de ta Capital en 
las actuaciones de doña María Martínez de Fernández, sobre in- 
demnización, como viuda del obrero ferroviario José Fernán- 
dez, y 

Considerando : 

Que está basada la demanda en la circunstancia de «pie 
su esjKiso, don Jorge Fernández, obrero del ferrocarril Buenos 
Aires al Pacífico, quedó cesante en 1918 a consecuencia de huel- 
ga, circunstancia que no lia sido discutida por la Caja, fallecien- 
do en 1^26 (ís. 1), |K»r lo que. de acuerdo con el art. 46 de la 
ley 10.650 y art. 2 1 -' de la ley 11.308, procede la iniemnizacíón 
adecuada de los servicios prestados desde el 15 de Mayo de 1911 
hasta la fecha de la cesantía, 29 de Abril de 1918 (fs. 18). Co- 
rresponde dilucidar previamente si, conforme a la primera ley 
de jubilaciones y * pensiones ferroviarias, el causante tuvojlere- 
cho rt indemnización, |mrqtie de llegarse a una concíusipurffir- 
mátíva ta prescripción alegada por la Caja debería referirse al 
un miento de su cesantía de acuerdo con el art. 34 de la misma ; 
pero, ante el texto claro del art. 33. indudable resulta la caren- 



JiZ JUSTICIA DE LA NACIÓN 



87 



cia úti todo tlcrecho por |iarte de Fernández [ior no tener el mí- 
nimum dé añi>s cíe servidos que prescribe el art. 22 ni la edad 
i|ne menciona el art. 23. 

Que. en consecuencia, el derecho invocado se apoya en el 
art. » de la ley 1 1.308, el cual expresa que "los obreros que ba- 
jan quedado cesantes con motivo de movimientos huelguistas, 
no pueden ser privados por esta causa del derecho de devolución 
de sus aportes o jubilación" : y, como lo ha resuelto esta Corte 
Suprema, en el juicio de Uiureano Mayoral contra la misma Ca- 
ja. |>or jubilación de fecha 17 de Marzo del corriente año, ese 
precepto, tiene, [ior su clara redacción y su espíritu, efecto re- 
troactivo y, como natural consecuencia, la prescripción, para los 
favorecidos por él, no comienza sino desde ta vigencia de la ley 
que les ampara. 

En su mérito. Jos fundamentos de la recordada resolución 
y los del dictamen del señor IVocuradoiT General, se confirma la 
sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia del recurso. 
Hágase salter y devuélvanse los autos, 

J. FmcF.ROA A (.corta. — R. Guido 
í .avalle. — Antonio Sagarxa. 



Ihnt Tito E. Martina contra fa Caja Nadonal de Jubilaciones y 
Pensiones tic Empicados Ferroviarios sobre jubilación ex- 
traordinaria. 

Sumario: Xo procede el recurso extraordinario cuando la sen- 
tencia recurrida resuelve sol» cuestiones de hecho y prue- 
Iki; no existiendo, además, un pronunciamiento definitivo 
que haga cosa juzgada. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno» Aires, Diciembre 31 de 1929. 

Suprema Corte: 

La sentencia de fs. 45 resuelve una cuestión de hecho y pruc- 
ba cuya revisión no corres|w>tide a V. I£. en el recurso extraor- 
dinario de apelación que se ha interpuesto fundado en el ar- 
tículo 14 de Ja ley 4S. 

Tampoco constituye cuestión federal de la previstas en la 
disposición legal citada, la une se formula n ís- 46. relacionada 
con la sanción de la ley de jubilaciones y ilusiones. 

Soy por ello de opinión «pie corres] Kinde íleelarar nial con- 
eedidos a ts. 4K y 50 los recurrí >s de apelación) deducidos para 
ante esta Corte Suprema, 

Horacio R. Larrchi. 



FALLO EME IÁ CORTE SI I'RKMA 

Buenos Aire», Abril 4 de 1930. 

Y Vistos: El recurso extraordinario de la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones de Obreros y Empicados Ferrovia- 
rios contra el fallo de la Cámara Federal de Apelación de ta Ca- 
pital en los autos Tito li. Martínez. por jubilación extraordina- 
ria, y 

Considerando: 

, • -t 

yue el fallo recurrido, revocatorio de la resolución de la 
Caja se Cunda en el informe fiel Departamento Nacional de Hi- 
giene de fs. 43 el cual expresa que el obrero Martínez se encuen- 
tra, en la actualidad, en la imposibilidad de continuar en su em- 
pleo anterior en la empresa del Ferrocarril de Buenos Aires al 

""1 
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Padfico o en otro compatible con su actividad habitual o pre- 
paración comproliada y que es necesario «n tratamiento y obser- 
vación de seis meses, por lo menos, para el diagnóstico definitivo 
según el cual se sabrá-si ta inutilización es permanente o tem- 
poraria. 

Que. en tal concepto, no sólo se trata de una cuestión de 
hecho, cxtrafu ¡ti recurso extraordinario, como lo observa el se- 
ñor Procurador General, sino que, en realidad, no hay pronuncia- 
miento definitivo, que haga cosa juzgada, porque, recién des- 
pués del tratamiento aconsejado, conforme a lo dispuesto en el 
art. 28 de la ley 10.650, se hará definitiva la indemnización o se 
dejará sin efecto. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador General, se declara que no procede el recurso 
extraordinario. Hágase Saber, devuélvanse. 



Doña Xicohisa Cátewes ¿e .Uticrctc; prescripción Irewtemiria; 
Gpntkmla de carnet inda. 

Sumario: El Juez local que comenzó a entender en un juicio 
de prescrí|)ción treintenaria. conserva su compete. .da res- 
pecto del mismo, aún cuando medie un pedido de inhibito- 
ria formulado por el Juez de Sección corres poi id iente, y 
dicho ixxlido se basa sólo en gestiones hechas ante él. ten- 
dientes a acreditar el fuero federal, que no constituyen 
formal demanda ni concreta oposición a los pretendidos 
derechos de quienes iniciaron el juicio de información ante 
la justida local. 




Caso: Lo explican las piezas siguientes; 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

Auiua> las constancias d«* autos y encontrándose justifi- 
cada ta nacionalidad argentina di* la> iwrti's y la distinta vecin 
dad, rorresporafc que L". S. declare su competencia, en virtud 
de lo dispuesto iior el art. 100 de la Constitución Nacional, 
y 2?. ttte. j* dt la ley 4H; y mandar librar el oíicio al señor 
Juez de I Viniera Instancin y Primera Nominación en lo civil 
y Comercial de la provincia a cargo del doctor Jorge R, Avila, 
ctm rl testimonio a ijite hace referencia el art. del t ód. de 
l'rocwliinientos de Justicia Federal. 

Ftsrulía, Muyo \i de l»-»». 

P. P. Olivero. 



ALTO DEL JVrttZ FEDERAL 

Santiago, Junio 14 de 1923. 

Y Vistos: \j¡l contienda de competencia promovida por el 
|>r. Kicardo Achával con motivo de un juicio sohrc prescrifí- 
ciiin tníiitenaria que se tramita ante el Juzgado de la IVovin- 
cia y, 

Ci msideraudo : 

<Jiu con la información sumaria corriente de fs, 8 a 13, 
se justifica que el Dr. Achával es argentino y vecino de la 
ciudad de Curdo! a. y dona X ¡colasa Cáceres de Alderete, de 
idéntica nacionalidad, vecina de esta provincia. 

Oue dada esta circunstancia, es iududahle tpíe el caso cae 
dentro le la jurisdicción de la justicia federal de conformidad 
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culi 1" dispuesto por el art t 100 de la Constitución Nacional, 
y >-\ inc. % de la ley número 48 de 14 de Septiembre de 1H63. 

Que en consecuencia el Jugado es comitente liara enten- 
der en el mencionado juicio. 

Por estas consideraciones, resuelvo: declarar la competen- 
cia de este Juzgado para intervenir en et presente juicio, a cu- 
yu efecto librase oí icio ni señor Juez local, acompañando tes- 
timonio de las piezas a <pie se refiere el art. 46 del Código de 
I . Hágase salier. transmítase y repóngase . 

Jasé /. C áceres. 

VISTA FISCAL 



Tratándose de la confirmación del derecho de dominio, de- 
he seguirse la regla forum re¡ sUae; en consecuencia, cualquier 
incidente (pie se origine con motivo de esta causa debe seguir 
el fuero del principal, Por ello S. S. debe mantener su com- 
petencia. 

Pisen lia. Agosto 24 de 1929. 

fí. R. Pafamko. 



AUTO ORI- JI F.Z KS I.O OVIL V COVF.RCIAI. 

Santiago del Estero, Septiembre 26 de 192». 

Y Vistos : El pedido de inhibitoria formulado por el señor 
Juez Federal de Sección en su nota de fs. 33, a raíz de la 
contienda de competencia promovida por el señor Ricardo Acliá- 
val, de ta que dan cuenta las copias agregadas a fs, 30 y 32 vta.. 
oído el actor en su escrito de fs. 34 y el dictamen del señor 
Fiscal de 1» Instancia agregado a fs. 35 vta. 
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Considerando: 

1" <Jne en el stib judice se trata de un juicio sobre pres- 
cripción treintenaría, sobre un inmueble denominado "Ton)" 
"Pozo", jurisdicción del Departamento Giménez de esta pro- 
vi neia. donde tiene su domicilio real la actora. como consta en 
l;t escritura de poder corriente a fs. 2 y demanda de ís. 5* 
íjue siendo asi. es indudable, que los jueces con i piten tes para 
entender en este juicio son los locales, conforme a lo estatuido 
ut los arts. i». 10. 100 del Código Civil, concordante con el in- 
ciso I * del articulóte del Código de Procedimientos Civiles de 
esta Provincia. 

fjue dada la naturaleza del juicio de prcscri|>eión trein- 
lenaria de un inmueble, donde la acción se inicia sin determinar 
la persona ti personas con las i|iie delie seguirse el tnnuite, y 
encontrándose debidamente comprobado en estos autos el do- 
micilio real de la actor» y la ubicación del inmueble que ha mo- 
tivado esta incidencia, piensa el prnveyente que esta clase de 
juicios no se encuentran regidos por las reglas de incoad- 
leticia de jurisdicción establecidos en el articulo 100 de la Cons- 
titución Nacional y cu la ley número 48 del año 1863. 

IW estns fundamentos, resuelvo: declarar la competencia 
riel juzgado a cargo del proveyente para seguir entendiendo en 
los untos que lia motivado el presente pedido de inhibitoria: 
debiéndose nacerle salier esta resolución al señor Juez exhortan- 
te. En consecuencia remítase este expediente a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación a fin de que establezca la ju- 
risdieción a que corresponda. Sin costas. Hágase saber y trans- 
críbase. — Jorge R, Avita. — Ante mí > B, Chamarreta. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR «ENERAL 

Buenos Aire*. Febrero 28 de 1930. 

Suprema Corte: 

Dona Xicolasa Cáeeres de A Me rete inició juicio informa- 
tivo para acreditar la prescripción treintenaria respecto a un 
inmueble ubicado en el Lugar "Toro Pozo", jurisdicción del 
L>ei*artamento Giménez de la provincia ele Santiago del Estero, 

El Juez ele Primera Instancia y Primera Nominación en 
lo Civil y Comercial de la Capital de dicha provincia, ante 
quien se iniciaron las actuaciones, ordenó la citación de los que 
se considerasen con derechos al inmueble pretnrlicado a fin 
de que se presentasen haciéndolos valer en el término de ley. 

El doctor Achával. vecino de la provincia rie Córdoba, 
COtnparedó en el carácter últimamente indicado ante el Juez 
Federal de Santiago del Estero, solicitando se promoviera cues- 
tión ]>or inhibitoria al magistrado provincial para conocer en la 
causa de referencia atenta su distinta vecindad con el actor. 

Aceptada dicha petición por el Juez Federal, quedó plan- 
teado el conflicto de competencia que a V. E. correspondí 5 
dirimir de acuerdo con lo dispuesto i*»r el art. 9" de la ley 4055. 

La causa seguida ante el Juez provincial no es de juris- 
dicción voluntaria, como éste lo entiende. 

Ha dejado de serlo para convertirse en contenciosa en 
virtud de la oposición formulada por el Dr. Achával, invocan- 
do sobre el mismo inmueble materia de ta información dere- 
chos de dominio y posesión. 

Y, en la causa contenciosa que deberá tramitarse, corres- 
ponderá intervenir al Juez con jurisdicción competente por ra- 
zón de la materia o de las personas. 

Se ha acreditado en tal sentido la jurisdicción federal por 
razón de la distinta vecindad del impugnante, doctor Achával. 
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Corresponde, por ello, el conocimiento ríe esta causa al 
Juez Federal (le Santiago del Estero, debiendo en tal sentido, 
en mi opinión, dirimirse la presente contienda de competencia, 
la que resulta análoga a la decidida en igual forma por está 
Corte Suprema, registrada en el tomo 153. página 9. 

Tal es mí dictamen, 

Julián * 3 as. 

* 

FALLO I1K LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, Abril 7 de 1330. 

Autos y Vistos: 

Los de la presente contienda de competencia entre el Juez 
federal de Santiago del Estero y el de lo Civil y Comercial 
de la misma Ciudad, de los que resulta: 

Qav durante la secuela ante el último, de la información 
sobre prescri|»ción treintañal iniciada por Xicnlasa Laceres de 
Atdcxete, se presentó al Juez de Sección mencionado, Kicardo 
Achával, y diciéndose afectado en su posesión y dominio sobre 
el terreno a que se refiere aquél juicio, acreditó que tanto la 
titular de la información como el presentante son de naciona- 
lidad argentinos y veeinos de distintas provincias, pues él re- 
side en (. ordolja en tanto que la señora de Alderete en Santia- 
go. One |>or estas circunstancias reclamó |Kira el procedimiento 
de autos h jurisdicción federal, a lo que accedió el Juzgado 
librando el consiguiente oficio inhibitorio al Juez provincial, 
por halierse hecho contencioso el juicio de información, en ra- 
zón de la gestión de Achával. (Véase autos de fs. 15 y 18 vta. 
expediente del Juzgado nacional^ 

One el Juez requerido, jM>r resolución de fs. S7 de 1o> 
auto?, respectivos, mantuvo su competencia fundado en que el 
de información es un juicio de jurisdicción vf vi untaría, bien 
entablado por consiguiente ante la jurisdicción local de! lugar 
de la situación del inmueble. 
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Que elevados los autos a esta Corte por am1>os jueces con- 
tendientes. corresj>onde a ésta resolver la cuestión de comi*- 
leneia de acuerdo con Ifi establecido en el articulo 9 tle la ley 
N* -W55. y 

Considerando : 

Que el señor Juez Federal de Santiago del listero no ha 
debido dar curso a la gestión de Achával. ya (¡tic el escrito de 
fs. 4. con (|iie fué iniciada, no constituye demanda alguna, ni 
aún siquiera tina formal oposición concreta a los pretendidos 
derechos de Da. Xiculasa Cáceres de Alderete. en cuyo caso 
hubiera correspondido la intentara ante el Juez provincial, obli- 
gando asi a aquella a formalizar el juicio respectivo ante la 
jurisdicción que hoy invoca Achával inoportunamente. 

Que las actuaciones informativas no han adquirido toda 
vía e¡ carácter de contencioso respecto de Achával, desde que 
éste al ocurrir a ía justicia federal lo ha hecho sin entablar ac- 
ción alguna, pudiendo agregarse que se lia limitado a acreditar 
el fuero con relación a la señora de Alderete y en miras a una 
futura posible demanda. 

One bajo tal concepto y no pudiendo atribuirse al Juez, 
fie Sección el propósito de atribuirse jurisdicción sobre un 
asunte» que no es contencioso aún en relación a la parte que 
se ampara en el fuero federal (art. 2" ley 27*), no es aplicable 
la jurisprudencia invocada del tomo 153 pág. 9, cuya doctrina 
concuerda con las precedentes consideraciones. 

Por estos fundamentos y oído el señor Procurador Gene- 
ral, se resuelve que el señor Juez en lo Civil, conserva, por 
ahora, su competencia para entender en la causa stih lite. De- 
vuélvanse estos autos al Juzgado de st: procedencia y los agre- 
gados |Kir cuerda al Juez Nacional de la Sección Santiago del 
Kstero con transcri|Hrióu de la presente resolución, previa re.- 
posición del papel. 

Roberto Repetto. — R. Guido 
La valle. — Antonio Sagarka, 
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Don Femando Cabrera y Compañía contra la Provincia di- 
Mendoza, sobre cobro de pesos. 

Sumario : Declarada rcltelde la parte demandada y producida 
por el actor la pruelxi pertinente que justifique su derecho, 
ciirresjwmde hacer lugar a la demanda. Artículo 185, Lev 
. número 50. 

■ 

Caso. Ijj explican las piezas siguientes: 
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Bu^no» Aires, Abril 7 de 1930. 

V Vistos: El juicio de Fernando Cabrera y Compañía 
contra la provincia de Mendoza \hít cobro de pesos, del que 

Resulta: 

fjue a f¿¡, 9 se presenta el señor Miguel A. Sheahan Do 
mínguez representando a Fernando Cabrera y Compañía, do- 
miciliados en esta Capital y manifiesta: Que sus mandantes, 
como cesionarios de Francisco lirondo, son acreedores de fe 
provincia mencionada en el exordio por la suma de $ 9.793,30, 
]K>r concepto de gastos y mejoras efectuadas en una obra pú- 
blica, deuda reconocida oficialmente por el Gobierno mendoci- 
no en virtud de lo ciuil se extendió a favor de U rondo el do 
cimiento de f s . 4, endosado a Cabrera y Compañía ; y, como 
no se efectuara el pago al vencimiento se hizo el protesto en 
i'^n na <tue prescrilie el Código de Comercio, el que tampoco 
surtió el efecto de decidir al deudor a la cancelación de su 
deuda, Furnia su acción en los arts. 33, 42. 750, 1623 y 1036 
del Código Civil, y 614 y 624 del Código de Comercio, Pide 
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sentencia condenatoria por la suma reclamada, intereses, gas- 
tos y costas. 

Acreditado el fuero — fs. 14 — se admitió ta demanda y 
se dio traslado a la provincia — fs. 15 — la que, debidamente 
notificada — fs. 18 a 19 — se hizo presente por intermedio de 
su apoderado el Dr. Üalmiro Terán — fa, 22 — péro no con- 
testó la demanda y fué declarada rebelde, fs. 26 y 27, abrién- 
dose la causa a pruelia, ís. 27 vta. 

Que la parte achira prohijo, en tiempo y forma, la que- 
dare de fs. 29 a 55. sobre cuyo mérito alegaron las partes 
fs. 5*> y 61, llamándose autos para definitiva previa reposi- 
ción en Febrero 21 del año en curso, fs. 62 vta., quedando 
en estado de sentencia el juicio el día l v de los corrientes; y 

Considerando : 

Que, declarada rel»elde la parte demandada, el actor olaen 
flrá lo que solicita si í itere justo, art. 185 de la Ley 50, de 
manera que con los solos documentos acompañados a la de- 
manda. Cabrera y Com|jañia bahian definido la justicia de 
su causa dado que ninguna objeción puso en tela de juicio ¡a 
corrección y eficacia legal de los mismos. 

Que, ello no obstante, los actores produjeron aliundantc 
y pertinente pruelia documental de la causa de la obligación del 
Gobierno de AÍemtoza : del recoiiocimiento de la misma en los 
expedientes res¡»ectvos; del cumplimiento, |*>r parte de liron- 
do, de las que lariginabaii' su crédito ; de la función desempe- 
ñada por los suscriptores del documento de fs. 4 conforme al 
art. 104 de la Ley de Contabilidad de Mendoza. 

En su mérito y de acuerdo con las disposiciones legales 
invocadas en la demanda, se hace lugar a la misma en todas 
sus partes, debiendo la provincia, demandada pagar a los acto- 
res dentro de diez días. Ja suma de nueve mil setecientos no- 
venta y tres pesos con treinta centavos moneda nacional, gas- 



98 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

tos del protesto del documento de fs, 4. los intereses de todo 
ello, desde el día de la notificación de la demanda a estilo de 
los que cobra el Banco de la Nación Argentina ; más las costa* 
del juicio. Xntifíquesc. repóngase el papel y archívese. 

J. FlGUEROA AlXORTA. — RORERTO 

Repetto. — R. Guido Lavalle. 
Antonio Sacar na. 



Don Emilio Sayar, (su sucesión), contra la Caja Nacional de 
Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, so- 
bre pensión. 

Sumario: l v Procede el recurso extraordinario cuando la in- 
terpretación del artículo 47 de la ley 10.650 fué materia 
de discusión, y la decisión final resultó contraria al de- 
recho fundado en dicha ley. 

Ninguna, disp lición legal eslahlece que los bene- 
ficiarios de una pensión deben encontrarse en el país en el 
momento del fallecimiento del causante, ni los priva del 
derecho de gestionar desde el extranjero (>or intermedio 
de un mandatario, su reconocimiento. 

3*> E\ pago se hará efectivo cuando el interesado se 
domicilie en el país y desde la fecha en que se adquiera di- 
cho domicilio, debiendo" considerarse perdido el tiempo 
transcurrid» dpdc el fallecimiento del causante hasta esa 
oportunidad, por no lialtcr el interesado cumplido con la 
exigencia de la radicación establecida (>or ta ley. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



9» 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDEHAL DE APELACIÓN 

Buenos Aires, Febrero 6 de 1939 

f 

Vistos y Considerando: 

Que d derecho a gozar de jubilación de Jos padres de] em- 
pleado jubilado cuando aquéllos estuviesen exclusivamente a 
cargo de éste, "corresponderá de acuerdo al articulo 39 de la 
ley 10.650, desde el día del fallecimiento del causante". 

Que disposición alguna de ta ley supedita la adquisición 
del derecho a la pensión a la circunstancia de que los derecho- 
habientes estén domiciliados en el país, aún cuando el art, 47, 
inc. 4* establece, como causa de extinción de la pensión, el 
domiciliarse en el extranjero sin permiso previo del Congreso, 
conio ocurre en la disposición del art. 24 de la ley 9688, que 
priva del derecho a percibir indemnización alguna por acciden- 
tes de trabajo a los sucesores del obrero que no residieran en 
el país en el momento del accidente. 

Por ello y de acuerdo con el dictamen de la Asesoría le 
trada corriente a fs. 36 y el voto de la minoría de fs. 28, se 
revoca la resolución de fs. 30; y en consecuencia se acuerda 
la pensión solicitada, la que se hará efectiva cuando los padres 
del causante se domicilien en el país o adquieran el correspon- 
diente permiso para domiciliarse en el extranjero. Devuélvase 
sin más trámite. — José Afanó. — Marcelino Escalada. — ¿. 
Ai Xasar Andtorcna. — /. P. Luna, — Rodolfo S. Fcrrcr, 
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DfCTAMRS DEL PHOCLKAlXlk liKXKKJ 

Hílenos Airen. Marzo 2ÍÍ do 1ÜÍ10, 

p * 

Suprema Corte: 

| ji la causa sobre pensión solicitada de la l aja Xaeionat 
de Jubilaciones y Pensiones de Kmpleados Ferroviarios por 
\"ictriite Sayar y su esposa, en su carácter de padres del em- 
pleado jubilado y falleeido, Kmilo Sayar* ha sido materia do 
disensión la interpretación que correspi iínde dar al inciso 4* del 
articulo 47 de la ley t0 650 en cuanto establece que la pensión 
se extingue ptr domiciliarse el lieuefieiario fuera del país, sin 
ol correspondiente permiso del Congreso Xarion.il. 

Ijk decisión final lia sido contraria al derecho invocado 
IMtr la Caja, fundado en dicha ley. 

Kxiste, asi, el caso federal, y de acuerdo con lo resuelto 
por V, K. en causas análogas, el recurso extraordinario pro- 
cedo atento lo dispuesto por el articulo 14 de la ley 4fí. 

Ha sido, pues, en mi opinión, bien concedido para ante 
V. K. 

Kn cuanlo al fondo del asunto: Resulta de autos que al 
fallecer el empleado jubilado su> referidos padres se encon- 
traban en el extranjero, desde iloncle otorgaron mandato para 
qno se gestionase aquí el reconocí miento de los derechos a la 
pensión que les concede la ley precitada. 

N'inguua disposición de la misma establece que tOjS lienc- 
t ¡ciar i os de una pensión deben encontrarse domici liados en eí 
país en el momento del fallecimiento del causante, como suce- 
de en el caso del articulo 14 de la ley 96K8. 

V tanqioco en esta ley, ni en 4349. art. 52. inciso 4", n¡ 
en la anterior referida X* 10/»50. existe la prohibición de ges- 
tionar desde ti extranjero el recoimciuiieut" de tales derechos, 
por intermedio fie un mandatario. 
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De ello se deduce que el derecho a pensión puede ser so- 
licitado tu tales circunstancias y delw\ si procede, ser recono- 
cido, haciéndose efectivo el |>aiio recién cuantío el interesado 
se domicilie en el |iais y desde la lecha en que se adquiera di- 
cho domicilio. 

K! tiempo transcurrido hasta ese día desde el del faltecí- 
tnieiiio (Ul causal He. dcl>e considerarse perdido a los fines de 
la perecí tción de la pensión, i>or no haber el interesado cumplí - 
do la exigencia de radicación, establecida en la ley. 

Tal es. en mi opinión, da solución adoptable y que contení- 
(•la todas la* prescripciones legales sobre la materia. 

En ese sentido creo eme corresponde confirmar la senten- 
cia apelada de fs. 44. de la Cámara Federal de la Capital, en 
la parte que ha podido ser materia del recurso. 

Moruno K. UrrcUi. 



i .\u.o un i.a cok ti- si no: vi a 

Bu mus Aires. Abrí) t <ln 1930. 

Y Vistos: El recurso extraordinario contra el fallo de la 
Cámara Federal de Apelación de ta Capital, en las actuaciones 
del señor Vicente Sayar y esposa contra la Caja Nacional tic 
Tuhilacioues y Pensiones fie Obreros y Empleados Ferroviarios, 
por pensión |>or muerte del obrero Emilio Sayar. 

Por los fundamentos de la resolución recurrida y la del 
señor Procurador General en su precedente dictamen, que sí* 
dan por reproducidos, se confirma en la jarte que ha ¡íodido 
ser materia del recurso. H%ase saber y devuélvanse iu¿ autos. 

i 

j. FroLERoA Alcorta. — Roberto 
Repetto. — R, Guido Lavalle 
— Antonio Sacarna. 
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Ferrocarril de! Sud contra el Gobierno Nacional, sobre nulidad 
c itnoluliC de decretos del Poder Ejecutivo e indemniza- 
ción de daños y perjuicios. 

Sumario: 1 M \¿\ Nación no puede ser llevada a juicio sin su 
consentimiento, cuando en ejercicio He atribuciones y fa- 
cultades inherentes a ta soberanía, dicta leyes o las regla- 
menta ñor el árgano de sus i>oderes. determinando las con- 
diciones a que han de ajustarse los concesionarios en ma- 
teria de tarifas ferroviarias. 

2* Las acciones contra la Nación por actos ejecutados 
en el ejercicio de tales facultades, no pueden ser juzgadas 
sino con su consentimiento, esto es, con la correspondiente 
venia legislativa. 

loso: Lo explican las piezas siguientes: 

SENTENCIA DFX JUEZ FEDERAL 

Bueno» Aires, Diciembre 31 de IMS. 

Y Vistos : Los promovidos por la Empresa del Ferrocarril 
Hel Sud contra la Nación, sobre nulidad e invalidez de decreto? 
del P, E. e indemnización de daños y perjuicios. 

Y Considerando: 

1' Que la actora pretende la declaración de nulidad de 
diversos decretos dictados por el P. E. que intervienen las 
tarifas de aquélla e imponen su rebaja por conceptuar que han 

dejado de ser razonables y justas, y ordena poner en vigencia 
un nuevo sistema de tarifas formulado por la Dirección General 
de Ferrocarriles a>i como persigue la actora la declaración 
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<U- tjiir está hal ti 1 ti. nía para restablecer sus tarifas reemplazadas 
según queda dicho, y la indemnización <lc los daños y iky juicios 
ij nc el proceder dd P. E. 1c ocasiona. 

2* (Juv la actora sostiene que la Nación ha procedido en 
este caso en su carácter fie persona jurídica y procura f raerla 
a juicio amparándose en el incumplimiento de sus obligaciones 
contractuales, de lo que infiere que no es -necesario promedie 
previa venia legislativa en este caso, 

Al efecto invoca jurisprudencia de la Corte Suprema míe 
estima aplicable en la presente oi>ortunidad , 

3 V (Jne sea cual sea el parecer de la actora. lo cierto es. 
que a juicio del suscripto la intervención del P. E, en las 
tarifas de las empresas ferroviarias acogidas a la ley 5315, 
como la actora. constituye por parte de la Nación un acto esen- 
cialmente público, potttieo, de gobierno o de soberanía, confe- 
rido a dicho P. E. por el art. 9 de la ley 5315. cuyo acto pro- 
duce trascendentales efectos sobre la economía nacional, estan- 
do él armónicamente contemplad» por las disposiciones de la 
ley 2873 en sus arts. 33 y 44 y art, 71 de ta misma, con la 
redacción dada por ta ley 6320. 

4" Que en consecuencia, al dictar el P. E. los decretos de 
12 de Junio. Julio 23 y Septiembre 14 del corriente año, fs. 14. 
16, 18 y 20, ha ejercitado actos que revisten innegables carac- 
teres de función pública, regidos por preceptos de derecho pú- 
blico, que no ha sido ni podido ser materia de contrato alguno 
con la empresa actora, contemplado por disposiciones de dere- 
cho privado, de lo que se desprende que |>ara poder llevar a 
la Nación ante tos tribunales de Justicia con el fin de que se 
verifique las declaraciones que persigue la actora, es impres- 
cindible exista su consentimiento expresado por, el órgano de 
sus poderes competentes al efecto, ésto es, con la correspon- 
diente venia legislativa, que no ha sido solicitada y concedida 
en el suh lite.. Suprema Corte, tomo 80, página 390; tomo 
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112, página 402 y otros, según dice ese Altu Tribunal en el 
tomo 124, página 43 de su colección de fallos. 

\j06 fallos del tomo 105, página 172 y tomo I4f>. página 
.ISS invocados ¡n>r la empresa en l j 1 escrito (pie antecede, ti- * 
tienen aplicación en este asunto, desde 'que, en uno de ellos se 
ven ti latón acciones jtor devolución de impuestos nacionales con- 
tra la Nación, f nuda* los en estar la demandante exenta de mi 
pago en virtud de contrato, y como ln pretendido era obtener 
una exinanición vomvnuia. la demandada estaba eomprendida 
en los términos y propósitos de la lev 3952, y en el otro, apa- 
recía halterse producido entre la Empresa del Puerto del Ru- 
strió y la Nación, parto contratantes, desinieligencias rcs|wrt*i 
a ln ejecución de una de las estipulaciones principales del con- 
trato comprendidas también entre las <jue autorizan a deman- 
dar a la Nación eu los términos de ln ley .V>52. es decir, sin 
necesidad de venia legislativa, p»npie se trata de cuestiones 
regidas directamente i*or el contrato y en que la Nación no 
actúa como entidad política, soberana y eti mi carácter esen- 
cialmente público. 

Mu el presente caso, no calie la menor iluda de que las 
atribuciones de la Nación, en cuanto a intervenir eu las tari- 
fas de la actora. mluciéndtilas a limites justos y razonables, 
importa, hay que ginerio bien de relieve, una función de ca- 
rácter público que no ha sido llevada mediante estipulaciones 
a la esfera d; relaciones del derecho privado y que no implica, 
como quiere sostenerlo la adora, arrogarse una facultad dis- 
crecional de goliR-mo contratante para interpretar mis propia^ 
convenciones y menos aún, erigirlo en juez y parte a la vex y 
autorizarlo implícitamente para alterar las obligaciones del cotl- 
trat0, desde que al intervenir en las tarifas como \n tía hecho, 
uso dr atribuciones claras y defitüdas conferidas pur la ley, pues 
de lo contrario, la pasividad del IV H. "convertiría a los fe- 
rrocarriles i|uc monopolizan el tráfico interno, en los directores 
supremos de la economía nacional, con menoscabo de la función 
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superior ijiu- incumbe ;i los poderes público* y basta con nini- 

gita de l;i solieran ta" . Suprema inrlv, tomo 146. página 2Mt. 

* 

En síntesis cal* decir aquí, que esa es ta función superior 
ejeieiila pir el I 1 . K, en salvaguardia de la sol»eranía 4c la 
Nación: esa es la función que pretende discutir la actora sin 
venia <le) Congreso» y esa es la función que no puede ser nía* 
teria de pleito hasta lanío la Nación no otorgue el permiso 
legal eorrcs|>ondienic, bien fácil tic obtener jior lo demás, aten- 
ta la liberalidad que siempre ba caracterizado al respecto al 
II. Congreso Nacional. 

Por las consideraciones que precedan, y fie conformidad 
con lo expuesto y |*edido por el señor Procurador Fiscal en su 
dictamen de fs, 31 vta., resuelvo; no fiar curso a la demanda 
entablada por la Km presa del Ferrocarril del Sud contra la 
Nación solare nulidad e invalidez de decretos del P. E. e in- 
demnización de daños y perjuicios, en virtud fie carecer ta ae- 
lora fie la competente venia legislativa para promover el pre- 
sente juicio. 

Y átenlo a que la empresa actora en su escrito f|ue ante- 
cede conmina a los funcionarios públicos y en especial a los 
judiciales, para que se abstengan de promover incidencias, — co- 
ata la del señor Procurador Fiscal con su dictamen fie fs. S\ 
vta. — . que vteibltmcnte no tienen más propósito que dar Utr- 
uas tí los jttiaos, ocasioMfttdo pérdida (fe tiempo, hágase sal**- 
a los f i ríñanles fie dicho escrito, qtw deben conducirse con ma- 
yor moderación en sus apreciaciones y abstenerle de imputar 
gratuitamente cargos a Jos funcionarios, que como el señor Pro- 
curador Ki>cal en estos autos, emiten sus dictámenes y dictan 
sus resol ucit mes con arreglo a su leal salier y entender, y como 
quiera qi.. al coincidir el juzgado con dicho dictamen, también 
puede ser alcanzado jmr las inadmisibles apreciaciones de re- 
ferencia, se impone esta llamada a la cordura, N'ottfíquese, re- 
póngase el sellado y oportunamente archívese. 

Saúl M. Esrobar. 
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SENTENCIA DE LA IÁMAHA FEDERAL DE APELACION 

Hueiio* Aires, Junio 5 de l!*2!t. 

Vistos estos autos seguidos jH>r la Empresa del Ferroca- 
rril rid Siul contra ia N'ación. por nulidad + invaliden de decre- 
tos del f\ Ev. Nacional, |>or los que interviene en las tarifas 
de la actora y daños y perjuicios : y 

Considerando : 

Que se discute en el estado actual de los autos, si el P. 
E. at intervenir en las tarifas ferroviarias de la actora, ha 
obrado como poder administrador o como persona jurídica, 
sosteniendo esto último la empresa apelante, y en consecuencia, 
la innecesidad de obtener h venia del H. Congreso para que 
el Juzgado pueda dar curso a la demanda. 

<Jui' al establecer el art. f> w de la ley que "el l*. K. 
intervendrá en ta formación de las tarifas de todos los ferro- 
carriles, teniendo presente los intereses generales del país y la.- 
leyes-contratos de concesión'*; el 44 de la ley 2873, que "las 
tarifas relativas al transporte de pasajeros y mercaderías, se- 
rán razonables y justas", y el artículo 71, inciso 8° de la misma 
(según ta modificación hecha por la ley 6330), que atribuye 
a la dirección de ferrocarriles que informe al P. E. en su ca- 
rácter de poder administrador público, según así resulta mani- 
fiesto de la letra y espíritu de esas disposiciones legales. 

Por ello, y atenta la doctrina del fallo de esta Cámara en 
la causa Juan B. Gómez contra Ferrocarril Central Córdoba, 
confirmado ix>r la Corte Suprema, y los fundamentos aducidos 
jnir el ti ffito que ameuerdan con e>ia. se con firma ta sentencia 
apelada, y declárase en consecuencia, que la actora necesita de 
la venia del H. Congreso para que el juzgado pueda dar curso 
a la demanda. Sin costas por no existir mérito para imponerlas. 
— Marcelino $$m&á#* — B, M. AV-wr .Unhorcna. — J. P. 
Luna. 
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FALLO UE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Abril 7 de 1IKÍ0. 
Y Vistos y Considerando : 

Que es un principio reconocido que la Nación no puede 
ser traída a juicio sino con su consentimiento expresado por el 
órgano de sus poderes competentes al efecto. Fallos Tomo 23 
página 103; Tomo 26 página 201 ; Tomo 80 página 399; Tomo 
i 19 página 414; Tomo 124 página .19; y otros. 

Que como una excepción a ese principio general, el artícu- 
lo l* de la ley X* .1952 dispone que. con los requisitos que 
expresa, "los tribunales federales y los jueces letrados de los 
Territorios Nacionales, conocerán de las acciones civiles que se 
deduzcan contra la Nación en su carácter de persona jurídica, 
sin necesidad de autorización previa legislativa". 

Que el alcance del recordado artículo quedó claramente 
determinado en Ta discusión legislativa del Honorable Senado 
(Diario de Sesiones» año 1900, pág. 221), debiendo entendér- 
selo en et sentido de que la venia no era necesaria eti los casos 
en que la Nación se hubiera obligado en su carácter de persona 
jurídica. Fallos, Tomo 119, pág. 414. 

Que en esta causa el Ferrocarril del Sud demanfla a la 
Nación por incumplimiento de contrato, por violación de la oMt- 
gación de no hacer derivada del art. 9* de la ley N" 5315, 
e indemnización de daños y perjuicios, y solicita la consiguiente 
declaración de nulidad del decreto del Poder Ejecutivo Nacio- 
nal de 13 de Junio de 1928. y del confirmatorio de 23 de Julio 
que interviene las tarifas del ferrocarril en su conjunto, e im- 
l>one su rebaja por conceptuar que han dejado de ser razona 
bles y justas, así como la del de 14 de Septiembre, que aprue- 
ba y ordena poner en vigencia desde el día primero de (\-tu- 
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hre un «nevo sistema de tarifas f^rnuitnilu por la Dirección 
(¡cueral de Kcrroearriles . 

ÍJue. aunque en la demanda, el Ferrocarril del Sud invoca 
cu ajioyo de su derecho sólo t-'l ¡o"L c >" ile la ley X'-' 5315, al cual 
atribuye carácter contractual entendiendo, por consiguiente, que 
del iid« i a esa circunstancia no es necesaria la venía legislativa 
a mérito de lo resuello por esta Curte en los fallos registrado?, 
en lo> "IV unos 105 página líi6. y I4ó página 37.1, es lo cierto, 
i|HC el Poder Kjeeutivo en los decretos cuya nulidad se pide, 
lejos de admitir que la discusión debía hacerse dentro del con- 
tenido del art. 9" tle la ley X" 5315. ha expresado "que cu 
cuanto a la ley X" 5315 regla situaciones absolutamente distin- 
tas, refiriéndose tan sólo en esa materia a un máximum de 
utilidades permitido a la?* Kmpresas ferroviarias, y no como 
se pretende interpretar que el ó.S '< establecido en la regla- 
mentación de la misma, es la garantía de la ley a los capitales 
invertidos"; y agrega, después de reafirmar las facultades del 
Poder Kjccutivo para reglamentar la ley X" 2873 conforme 
al me. - arL «Hr» de la. Constitución Nacional, "que el funda- 
mento de la determinación a tomarse por el P. I 7 .. se liasa e** 
la leal interpretación de los actos (pie sirvieron de anteceden- 
te a los aumentos acordados anteriormente, fundamentos que 
hoy >e olvidan, corresponde dejar sentado que, ahora como en- 
tonces, el P. K. reafirma sus facultades legales y privativas 
para apreciar ta calificación de la justicia y razonahiliclad de las 
tarifas" . 

(Jue estas transen liciones muestran que el Poder Kjceu- 
livo. cotí razón o sin ella (ya que la determinación de este pun- 
to presupone la decisión mi>ma del litigio), al dictar los decre- 
tos cuya nulidad constituye el fin primordial de la acción, ha 
entendido ejercitar funciones hien definidas de poder público, 
fundándolas no solo en razones de hecho relacionadas cotí Jas 
circunstancias en iptc fueron aprobadas las tarifas en vigor en 
la fecha del decreto, sin.i también en los artículos 44 y 49 de la 
ley X" 2873. 
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(Juc, es de ti nía evidencia que cuando la Nación pcü: el 
órgano 'le sus jmdercs, dicta leyes o las reglamenta, determi- 
nando las condiciones a que han de ajustarse los concesionarios 
en materia de tarifas ferroviarias no procede en el carácter 
de fwrsoua jurídica, es decir fíe personas fiel derecho privado, 
ya que pone en ejercicio atril me iones y facultades inherentes a 
la sotn-rania csijcc ¡alíñente regidas por el derecho público, y 
en tal caso las accione* contra la Nación jnir actos ejecutados 
en ejercicio de tales facultades, no pueden ser jugadas sino 
con su consentimiento, esto es con la correstHHidiente venia 
legislativa. Kallos. Tomo 124. página 39: lomo 122, pág. 402. 

One la actora ha invocado como antecedente para cohones- 
tar su tesis, de no ser necesaria la venia del Congreso, los fallos 
de esta Curte registrados en los Tomos 105, pág. 172. y 1 -h» 
página Este viltinit i ahule a una demanda deducida i>or 

la Sociedad Puerto del Rosario contra la Nación tendiente a 
obtener la constitución de un tribunal arbitral para dirimir cier- 
tas dificultades relativas al destino que ha de darse a las can- 
tidades percibidas como impuestos en el Puerto del Rosario, 
Para llegar a la conclusión fie que en el caso no se requería ve- 
nia legislativa, se tuvieron presentes" estas dos circunstancias 
que. desde luego, lio concurren en el caso de autos: a) que se 
trataba de cuestiones regidas directamente |Hir el contrato, y 
en las cuales la Nación no actuaba como entidad política; b\> 
que la constitución fie la jurisdicción arbitral había sido libre- 
mente pactada |>or las partes, en mérito de la correspondiente 
autorización legislativa, y ello importaba ciertamente un con- 
venio anticqiafto sobre la no necesidad de la venia, puesto que 
creaba una jurisdicción ad rn>e. 

Kn cuanto al caso del Tomo 105, debe observarse que 
como lo hizo constar la Corte, la propia resolución administra- 
tiva denegatoria fie las pretensiones del Ferrocarril de Huiré 
lííos. sólo invocó como razones las derivadas de la interpreta- 
ción de un contrato, sin hacer mérito como ocurre en el cus.i 
tle autos, de consideraciones nacidas del contralur ferroviario 
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y de las autorizaciones que ai respecto c * Poder Eje- 

cutivo la ley N* 2873. 

En mérito de estas consideraciones, se rma la sen- 
tencia apelada. Notiííquese y devuélvanse, reponiéndose el pa- 
pel en el juzgado de origen. 

J. FlGUEROA ALDORTA, — ROBERTO 

Repetto. — R. Guido Lavalle 



Doña Netfa Ammunzzini de Acconero ¿ontra d Consejo Natio- 
nal de Edueacum, sobre devolución de dinrro. 

■ 

Sumario : 1* Procede el recurso extraordinario cuando la senten- 
tencia definitiva es contraria al derecho invocado por el re- 
currente, sosteniendo la incomtitueionalidad de la ley núme- 
ro lt .287 en sus artículos 3° y 6*. 

2* No estando en juego ningún interés jurídico o eco- 
nómico, no corres|>onde a la Corte Suprema el pronunciarse 
sobre la supuesta disconformidad entre una ley y la Cons- 
titución Nacional, pues tal pronunciamiento significaría el 
entrar al vedado terreno tle los pronunciamientos abstrac- 
tos. (Fallos tomo 124, pagina 248). 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 



SENTENCIA DEL JUEZ JIE PAZ 

Buenos Aires, Septiembre 15 de 1!»Í8. 

Autos y vistos: 

Doña Nella Ammazzini de Accornero en representación dé 
sus hijos menores, solicita se condene al Consejo Nacional de 



» JUSTICIA DK LA NACIÓN 



tlt 



Educación a devolverle ciento (ios pesos cun cincuenta centavos 
Mima jugada bajo protesta como impuesto a la herencia, e 
inifjugna at efecto el art, 3" de la ley 1 1 .287, que dice es inconsti- 
tucional por violar el principio de igualdad establecido en el 
artículo 16 de la Constitución Nacional — acta de fs. 5 — Ha- 
ce varias consideraciones sobre el derecho que la asiste y pide 
se haga lugar a la acción con intereses y costas. 

Contesta el Consejo Nacional ile Educación sosteniendo 
la validez del precepto impugnado y de la liquidación del im- 
puesto practicada, afirmando su razón en la práctica constante 
de diez y seis años de vigencia de las leyes que lo contenían, 
y pide el rechazo de la demanda, con costas, haciendo presente 
que el fallo citado por la actora y del que presentó copia agre- 
gada a f s. 4. es inaplicable al caso por tratarse cu el de una ley 
de la provincia de Buenos Aires, fs. 8 vta. 

l\»r tratarse de una cuestión de puro derecho, el juzgado 
acordó un nuevo traslado por su orden, conforme con el art. 
105 del Código de Procedimientos, que fué evacuado a fs. 1 8 
y 20 i*)r la fiarte actora y demandada, resistivamente, en los 
cuales cada una de ellas amplió su argumentación legal en a]m- 
yu de las respectivas tests sostenidas en la demanda y contes- 
tación. 

V considerando: 

fjiR' d prjncipio de igualdad ante la ley del art- 16 de nues- 
tra Carta Kttndawemal, implica tratamiento igual a igualdad de 
drcunsinncias : "supone simplemente que todos los habitantes de 
la Xación están sujetos a los mismos deberes, gozan de los 
mismos derechos, y están tutelados por las mismas garantías" 
(Montes de Oca, Lecciones de Derecho Constitucional); "con- 
siste en que no se establezcan excepciones o privilegios que 
excluyan a unos de los que se concede a otros en iguales cir- 
cunstancias" (Corte Suprema, tomo 16, página 118; tomo 127, 
página 18, etc). En materia impositiva el principio es el mismo 
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*'y se cumple cuando etl condiciones analtas se imponen gra- 
v amenes iguales a lo> contribuyentes** (Corte Suprema. íiaeeta 
«Irl Fimi. lomo 71. página 129). 

(Juc el articulo impugnado. 3" ik* la ley 11.287. en cuanto 
fija ti total del caudal sucesorio para establecer según >u mi Hi- 
to, si -mi n np iuqmnibles las distintas porciones que lo*, herede- 
ro- reciban, viola t>e principio de igualdad |H)r mi contem- 
plar la analogía de &t naciones exigida* jxir el articulo 16 de 
la Constitución Nacional, ya que de la aplicación de aquél. re- 
Milla que puede haber herederos o tincad"* en iguales circuns- 
tancias, de igual grado de parentesco y que recilmu igual suma, 
v que. sin embargo, sea pasible cié un impuesto su hijuela en 
unos casos y en otros uo. según >ea mayor o menor de ficho mil 
tiesos el acervo hereditario, sin que se tenga en cuenta ¡vira 
nada la suma que cada uno de ellos reciba: ln que hace que entre 
a modiíiear -u situación, es decir, que sean tratados en forma 
distinta y de>Ígual |mr la ley, |M>r obra de un factor completa- 
mente ajeno a ca<la uno de ellos, que no del ten ser contempla 
dos en conjunto sino individualmente, que es como la Constitu- 
ción contempla y ampara a Indos y cada Uño de los habitantes 
del jxiis. 

(Jue este es el criterio sostenido j K , r \ n Suprema Corte, 
entre otros casos, en la sentencia de Noviembre 18 de 1927. ci- 
tada jwir la parte adora, y por el suscripto en el secundo con- 
siderando de esta resolución ((¡aceta del Foro, tomo 71, pá* 
gina 129), c¡ue es aplicable el caso sub judice |Mir ser análogo, 
podiendo reproducirse en éste casi todos los argumentos. por 
ni» decir todos, en ella hechos. 

IW estas consideraciones, fallo: Condenando al Consejo 
Nacional de Kctucacíón a pagar á doña Nclla Animazzini de Ac- 
cornero. en representación fie sus hijos menores, y dentro de 
tercero dia, la suma de ciento dos |ktsos con cincuenta centavos 
m[n. t -y declaro qtic el art, 3* de la ley 11.287, es repugnante 
al principio de igualdad del artículo 16 de la Constitución Xa- 
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ci<mal en la forma «|ik* he dejado expuesta. Sin costas, por con- 
siderar cjue el Consejo Nacional cíe Induración ha pulido con- 
siderarse con derecho a percibir el impuesto a la herencia de 
acuerdo a la ley vigente, en tanto no fuera declarada ésta ile- 
gal. Revéngase la estampilla. 

C. L. Qncsa<ia, 

SENTENCIA nEL jriiZ EN LO CIVIL 

Huertos Aires. Mayo TA de M2E>. 
Autos y Vistos: Considerando: 

■ 

Que según se infiere de la demanda y la sentencia, el actor 
reclama la devolución de la suma pagada en concepto de ím- 
puesu» sucesorio, arguyendo <jue el art. 3* de la ley 11.287 v> 
inconstitucional jxtr cuanto quebranta el principia de igualdad. 

Que definidos en esos términos la petición del actor y los 
fundamentos míe la abonan, es evidente su falla de interés en 
el litigio. |>or<|ue si el pronunciamiento definitivo llegara a es- 
tablecer la inconstitucional btlad impetrada, y desaparición en con- 
secuencia de la efectividad del precepto invocado |>ara el caso 
en litigio, el actor no podría invocar ningún otro precepln legal 
míe lo amparara para llegar a la exención del impuesto. 

Que la declaración de inconstitucinnalidad sólo puede traer 
como consecuencia virtual la maoÜcahilidad del precepln, pero 
no la alteración de sus términos a extremo tal de sustituir y al- 
terar la disposición legislativa. 

Por ello, oído el señor Agente Fiscal, se revoca la senten- 
cia apelada, sin costas por existir mérito para eximir a la parte 
vencida. Rep. la foja. — Roberto Rusín'ilhaso. — Ante mi : En- 
rique Aramia. 
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DICTAMEN DEL l'ROi l'KAÍX»K GENERAL 

Rueños Airea, Knero 2 de 193». 

Suprema Curie: 

Mn la presente causa seguida ame el Juzgado de Paz de ta 
Sección 15* de ta Capital de la Nación, |>or doña Xella Atnmázíi- 
ni de Accornero contra el Consejo Nacional de Educación, sobre 
cobro de |jesos, ta parte adora lia impugnado de inconstitucio- 
nalidad la }ey 11.287 sohre impuesto a las herencias en cnanto 
en sus arts. $> y 6* violan el principio de igualdad impositiva 
consagrado por el articulo lo de la Constitución . 

1^1 sentencia definitiva dictada es contraria al derecho in- 
vocado \mr la recurrente. 

Se cumplen, pues, los requisitos exigidos |*ir el artículo 14 
de la ley -Í8 / queda el caso federal dehidamente planteado y 
en condición de ser resuelto por V . K. 

Soy \*it ello de opinión que corresponde declarar la pro- 
cedencia del recurso deducido. 

Horado A*. Larrcta* 



FALLO DK LA CORTE SI* PRESTA 

Buenos Airea, Abril fi de 1930. 

Y Vistos ; Los autos de doña Nella Animazzini de Accornero 
cernirá el Consejo Nacümal de Kducacíón ¡wr repetición de di- 
nero pagado en concepto de impuesto sucesorio; venidos (>or 
recurso extraordinario contra el fallo del juzgado de Primera 
Insiancia en lo Civil de esta Capital; y 

Considerando: 

One la demanda se fundó en ta circunstancia de que. pre- 
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ccptuando el art. 3* de la ley X" 11. 2K7 de Impuestos a las Suce- 
siones en la Capital Federal y Territorios Nacionales, ta exen- 
ción del gravamen |iara "las sucesiones y donaciones en líne:i 
recta, ascendente y descendente y entre esposos, cuyo monto 
total sea menor fie $ 8.000"'. tal articulo resulta violatorio del 
principio de igualdad <|ue consagra el art. 16 de la Constitución 
Nacional, según resulta de la interpretación que. referida a im- 
puestos sucesorios, ha dado esta Corte a aquella garantía esta- 
bleciendo que la imposición fiscal debe calcularse y graduarse 
sobre el monto de cada hijuela o porción individual de cada 
heredero o donatario y uo s<jhre el haber hereditario total, (caso 
Urysdale v. Provincia fie I lucilo* Aires publicado en "(¡aceta 
del Foro" de Noviembre \9 de 1927 (pie acomuna. 

Que. en términos tales, resulta justa la sentencia recurrida 
que sin entrar a la cuestión constitucional misma que se plan- 
lea, niega interés jurídico y económico al actor cu su resolu- 
ción, porque el efecto del pronunciamiento reclamado — nu- 
lidad o ineficacia del art. 3'' de la ley ti, 287 -- no podría, so 
pretexto de interpretación, darle una vida nueva, contraria al 
texto claro, inconfundible del mismo cuando dice "monto totat" 
de tas sucesiones o donaciones que se desgravan ; ese efecto tie- 
ne -que ser el de considerar como inexistente el dicho articulo y 
su exención, quedando, en consecuencia, sujetas a impuesto, las 
herencias y filmaciones todas, cualesquiera sean las líneas y 
grados de parentesco, el acervo sucesorio y las | arciones indi- 
viduales de cada heredero o beneficiario; vale decir, firmes las 
cuotas legadas |ior los actores. 

(>ue no es aplicable al suh lite, el criterio d¡sc~¡iimiativo 
de esta Corle en el caso que el actor recurrente cita, y que se 
ha reiterado en el juicio Comas Juaquín (su sucesión) contra 
la Provincia de Corrientes sobre la misma cuestión jurídica, 
fallado en 26 del presente mes, porque, eliminado el art. 39 
de la ley fie la provincia de Buenos Aires, o el similar de la 
tic Corrientes, quedaban los preceptos generales contenidos en 
el art. 24 de la primera y de la segunda, sancionando el grava- 
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mi n a cada herencia, legado o donación, conforme a! ^rad-» de 
parentesco y al halxr sucesorio o donado, que se interpretó, 
para acordarlos a la norma constitucional argüida, &>flSó 
eú>rtea individuales atento lo «me disponen el an. y cun- 
a>rdantes, del Código ti vil. Kn el caso de autos, se repite, no 
iNÍ>te ningún enunciado ante la anulación o eliminación 

del arl. .V. permita a la Justicia interpretar ta exención referida 
a "mirtilo parcial", "hijuela", "porcia hereditaria" u oirá lo 
eneión similar y adecuada a las pretensiones del recurrente. 

(Jue. asi concretado el caso o pleito y tal como lo ha con- 
Mderado el ii quo t la Corte no podría pronunciarse sohre la sn- 
puesta disconformidad entre la ley y la Constitución sin entrar 
al vedado terrino de los pronunciamientos abstractos, pues no 
pinina resolver, in especie, la repetición oh jeto de la demanda, 
aún reconociendo esa disconformidad, (Coní. Fallos t. 112 T 
pa-, .172: l. 24. pá*¡. 24S; t. 9| pág. 290: Ü í : fl¿ pág. ffi$ 
v el fallí» de 10 de Febrero del año en curso in re "Procurador 
V'Ucal de Salta contra el Poder Kjecutívo Nacional, objetando 
SU traslado. 

l.ii mi mérito se confirma el fallo recurrido. Hadase sa- 
ber y devuélvase. 

J, FlC.l KKOA AUOHTA. — K. t;t*II>0 

Lavau.k. — AntosioSaüakna. 



I.uh Xi-ni, (Su ertradkdó»% a solicitud dr ¡m atitoridatifs 
M Reino dt' ftidiit. 

Sittuorio: l' No cnrrespíiule hacer Ingar de inmediato, a una 
extradición solicitada, cnando son insuficientes los dato- 
remitidos, quedando asi abierto el procedimiento para ilud- 
ía Nación reiuiirieute. él Ministerio Fiscal o el propio re- 
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(¡uendo, acumulen mayores pruelwts tendientes a aclarar la 
identidad de este, 

2*-' Kn procedimientos de esta naturaleza (cxtrailicióii i, 
susceptibles de afectar las relaciones i iiternacii niales, la ju- 
risdicción de la Curte Suprema det>c interpreta rse comí* de 
la mayor amplitud y comprende, en consecuencia, la íaeul- 
tari de fijar el alcance de Ja sentencia en recurso. 

siguientes : 



ÍUA W-L Jl'EX l-KMKKAt, 



Aire», Febrero 5 do I»29. 

■ 

Y Vistos: espedido de extradición de Luis Xcrvi, hijo de 
Giácomo y de Josefina Locatefü. nacido el 1 de (Jelubrc de 
1891 en Bonate Sopra, provincia de Bergamo, formulado |x»r 
la Emlnjada de Italia. 

Y Considerando: 

- 

V Que se m ilícita la extradición |Hir haliersc expedido con- 
tra el requerido órdenes de captura por el Presidente de la Cor- 
te de Anises de Hérgamu, y |>«r el Procurador del Rey ante 
los tribunales de Como. Milán, Uérgamo y Turín. en virtud de 
las sentencias dictadas |ior esns tribunales contra el requerido, 
por los delitos de incendio intencional, falsificación continuada 
de 1 Unios de crédito, falsificación y estafa, quiebra y estafa y 
falsificación y estafa, delitos previstos en el art. 6 V del tratad* > 
de extradición celebrado con Italia (fs. h É 79, 95 vta., 97, 101 
vta. y 10fí vta,) . 

2* Hue de fs. -SO a 83 vta.. curre la traducción de las co- 
pias de las dis|nisieinncs legales aplicables a los hechos impu- 
tados . 
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3 V Kl detenido que niega ser la jjersona requerida, afirma 
que *yi verrladcro nombre es I-uis Maiuoni. que es hijo de 
Giaomio Mmunihí y de Josefina l.oeatelli, y que ha nacido tu 
lirt sda el día 2 de < fctiibrr de Ii*JO, 

Xo presentado el detenido ningún documento compro- 
batorio de que su verdadero nombre sea Luis Manzoni ni ha 
justificado tamjwieo que >ca cierto lo que declara a fs. 172 y 
en sil escrito de fs. 17H sobre la destrucción de su |>asaporte y 
demás documentos de identidad . 

4 V El Conocimiento que demuestra poseer d prevenido ea 
su escrito de fs. 1K4 tle los antecedentes y pormenores de los 
fin vesos seguidos en Italia contra Xervi. estando enterado de 
que las autoridades italianas requirieron su extradición a las de 
Barcelona, y el cni|ieño puesto liara demostrar que la acción 
penar contra Xervi se encuentra preseripta. son circunstancias 
inexplicables en quien no se considera la |*i>oua requerida, ya 
que no le interesaría en modo alguno que la acción estuviera O 
no extinguida, desde que no estaría sujeto a ninguna sanción 
penal si no fuera la persona imputada. 

Ambas circunstancias, unirlas ~a los malos antecedentes del 
detenido, quien registra varios nombres distintos en su pron- 
tuario {Milicia! (fs. I75h y en el proceso que se le ha sL*guiri.i 
ante el Juzgarlo del Crimen de esta Capital {fs. 214 1. y el 
hecho confesarlo |mr el prevenirlo de halwr usado en alguna 
ocasión el nombre ríe Luis Xervi. constituyen presunciones gra- 
vee de la falsedad de sus declaraciones con las que ha preten- 
dido negar su 'ven ladera identidad suministrada a fs. 112 y 113. 

5° Kn lo que respecta a la falta de notificación al requeri- 
do de las sentencias cuyas copias se adjuntan, en que se funda 
la defensa para jiedir que no se conceda la extradición, cabe 
advertir que según lo tiene resuelto reiterar lamen le la Suprema 
Corte de Justicia en los fallos que se registran en el tomo 90, 
pag. 421. y tomo 114. páginas 265. 378 y 395. los condena- 
dos en rebeldía |»or los tribunales italianos deben ser conside- 
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r.iflu> como simples procesados, pues st-^úti las leves italianas 
tienen derecho a i*-dir la rcajiertura de sus procesos al compa- 
recer ante sus trilniuales. 

6* I-i prescrqieión altamía por el requerido en su escrito 
de fs. es improcedente, por cuanto los hechos que se le 
imputan lian tenido lugar en los año* l l >19. 1920 y 1**21 , y de 
aenerilf) con lo dispuesto en los arts. 55. 62. inc. i 1 ', y <V7 del * 
Código Penal, no lia transcurrido desde entonces a la fecha 
el tiempo necesario («ra que se ojíete la prescripción de la ac- 
ción jienal, no habiéndose aportado tai ii] meo a los autos nrueUi 
alguna de que se encuentre proscripta la acción con arreglo 
a la legislación italiana. 

7 V listando cumplidos todos Itis requisitos estalrfccidos en 
el tratado íle extradición celebrado con Italia y habiendo sido 
condenado el requerido a la j*iia de cinco años de prisión por 
los trilHíiiaies de esta Capital. |*na míe según certificado de- 
is. 214 cumple el 12 de Enero de 1932, del** concederse k 
cxiradkión solicitada, entregándose el requerido a las autori- 
dades italianas, después de agotada la |wna que actualmente 
purga. 

l*or estos fuñí lamentos y disposiciones legales citadas, fa- 
llo: concediendo la extradición de Luis Nervi solicitada por las 
autoridades italianas, a las que será entregado el requerido des- 
pués de cumplir la pena que le fué impuesta por la justicia del 
crimen ele la Capital. 

Notifiques*, remítanse estas actuaciones originales al Mi- 
nisterio de Relaciones Exteriores y Culto, dejándose testimonio 
de las pieza* pertinentes, y líbrese oficio al director de la Cár- 
cel de Encausados ordenando que Luis Nervi sea anotado a 
disposición del Ministerio ele Relaciones Exteriores y Culto 
una vez cumplida la pena (pie actualmente purga en esa cárcel. 



L. Janlus. 
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SKNTKNl'IA IIK LA t AMA HA 

Hm-ium Airen, DicÍPmlíre 18 de 192!». 
Vistos y Considerando: 

Kn la nota ilc la KmlKijada de Italia ( f s. 250. traducida a 
K después de manifestar la ¡twuosilwudad de obtener las 

impresiones digitales y los dato* antro|*>mctrieos tbl individuo 
solicitado ni ex tradición, se consigna la siguiente filiación del 
requerido UttS Ncrvi: "Kstatnra 1 metro y 60 cons.: corpu- 
lencia minuta; piel rosada: caUza jwmeña. cabello canoso: 
calvicie frontal: rostro descarnado: frente e-trecha: ojos cas- 
Liños miopes; nariz rectilínea; orejas separadas: labios peque- 
ños; 1>oca de ángulos caído; : mentón largo: lar lia y bigotes; 
ninguna seña particular". 

En el informe expedido |*>r la Dirección de la Peniteu 
ciaria Nacional a solicitud de esta Cámara (fs. 258). se ex- 
pesa que Luis Manzuni o Luis Caster Lucas o Luis Nervi Ló- 
cate! Iñ "es hijo de Santiago Manzoni y Josefina Locaielli. am- 
bo* fallecidos, nacido en el pueblo de Hrcscia. Italia, el 2 de 
( ictubre de l&M), ríe estado soltero, profesión comerciante, sabe 
leer y escribir, de I.6Ü 1:2 de estatura, color del cutis blanco 
rosado, cabello completamente canoso, rostro carnoso, frente 
neta ligeramente estrecha, cabeza mediana 0.55, tórax 0.95 de 
circunferencia, ojos verdosos, nariz dorso ligeramente undu- 
lado, nariz liase ligeramente levantada, orejas medianas lóbu- 
los adheridos, lutea mediana ángulos caídos, labios delgados, 
mentón normal, Imrlm y bigote afeitado, señas particulares, ci- 
catriz ile quemadura maxilar inferior izquierdo como de tres 
cent i metros, otra cicatriz cortante en la mano derecha cara pal- 
mar y un lunar negro en la frente L. M. \ 

Comparados amitos documentos resultan iliferencias entre 
los datos que contienen y que este Tribunal ha cormliorado en 
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presencia del detenido, 1.a "calvicie frontal" que se menciona 
cu el primero <k- Ins. documentos citados, no se esijecifica en 
el segundo ni existe como lo ha comprobado esta Cámara: "ojos 
castaños miopes", se dice a fs. 249 y en el informe ét fs. 25S 
"ojos verdosos" ; "corpulencia robusta", y se trata de tina ]kt- 
sona de cuerpo enjillo: "orejas separadas", "mentón largo'* y 
ninguna seña imrticular se expresa en la comunicación de la 
Embajada, y en el informe de la Penitenciaría "orejas media- 
nas lóbulos adheridos", "mentón normal" y cicatriz de mtemadu- 
ra maxilar inferior izquierdo nmi» de tres centímetros, otra ci- 
catriz corlante en ta mano derecha cara palmar y un limar 
negro en la frente L. M. 

IX' lo expuesto surge que no coincide la filiación del re- 
querido facilitada por el Gobierno de Italia con la del sujeto de- 
tenido a la orden del Tribunal, siendo de aplicación en todo 
caso lo dispuesto en el art. 13 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. 

Por ello se declara que son insuficientes los datos remitidos 
y, en consecuencia, que no corresponde hacer lugar |x>r ahora 
a la extradición solicitada, quedando así revocada la sentencia 
recurrida de f*. 215. — Rodolfo S. Fcrrcr. — Marcelino Es- 
catada. — tí. A. .Vfijur Amhorcm. — /. P. Luna. — José 
Marcó, 

DICTAMEN DEL PROCURADOR (¿KNERAL 

Buenos Aires. Marzo 31 de 1930. 

Suprema Corte : 

Puf los fundantentos tle la sentencia de primera instan- 
cia y con sideraciones concordantes sostenidas por el Ministerio 
Fiscal, pido a Y. K. revoque el fallo apelado de fs. 266 y acuei- 
de la extradición de Luis N'crvi solicitada i>or la autoridades 
italianas,' el que delwrá ser entregnido una vez que cumpla la 
pena impuesta por la justicia del crimen de esta Capital. 

Horacio K. Larrría 



IALLU IJK I.A UtKTC St I'KKMA 

Ruchos Aire». Ahríl » de 

Y Vistos: 

Estilé autns sobre extradición de í.nis Ncrvi, requerida por 
el Reino de Italia, venidos ni ablación de la sentencia de ta 
Cámara hederá! de Ablación iSHTiente a fs. 266. y 

OinsUlcraiuIii: 

<Juc la semencia dictada i*>r la í amara a qiw a fs. 266 re- 
suelve "que no corresponde hacer lugar por ahora a la extradi- 
ción Mil ¡citarla'" lo que significa mantener el procedimiento ahier- 
to. (lamió asi Jugar a que la Nación requeriente, el Ministerio 
h'iseal o el propio requerido, acumulen mayores pruclias para 
aclarar la verdadera identidad de esle último. 

1.a circunstancia particular del caso, en míe se trata de la 
extradición de un indi vino r|ite, como detenido, aparece conde- 
nado ¡«ir nuestros tribunales y cuya jiena vence en Knero de 
19J2. quita loda urgencia actual del asunto y demuestra, por ni ra 
parle, que la resolución de la Cántara un causa gravamen irre- 
parable, pues < leí te entenderse Indicamente, que cualquier nue- 
vo procedimiento míe se intente, ha dé quedar terminado antes 
fie la fecha mencionada, sin que puede prolongarse la detención 
de Luis Ncrvi o Man/oni. jx.r motivo tic su extradición, más allá 
de aquella lecha. 

One en procesos judiciales de la naturaleza del presente, sus- 
ceptible de efectuar las relaciones internacionales, la jurisdicción 
ile esta Oírle di lie interpretarse como de la mayor amplitud y 
comprende, en consecuencia, la facultad de fijar el alcance de 
la sentencia en recurso. 



JUSTICIA 



Por t'stü.s fundamentos y Imjo el concepto expresado, jsc 
con firma el fallo de fs. 2&&. Molifiqúese y devuélvase. 

J. FlGlTEROA AlXORTA. — ROBERTO 

Repetto, — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Sacar na. 



Doña Isabel Vvntámlez de Súñez en tos tintos " Maseias . liber- 
to contra Miguel l : torio, sobre desalojo". 

Sumario: 1" Procede ti recurso extraordinario contra la resolu- 
ción de carácter definitivo ele un Jues de Primera Instan- 
cia tle la Capital, cuando una de las partes invocando tí- 
tulo de propietaria o poseedora del bien materia del juicio 
tic desalojamiento, lia |»edido intervención en el mismo, 
conforme al derecho y obligación que consagra el artículo 
1527 del Código Civil, por ser el demandado inquilino 
suyo, y esa intervención le hu sido denegada, no obstante 
la invocación hecha oportuna y reiteradamente de las ga- 
rantías de los artículos 17 y de la Constitución Nacional. 
La negativa tle audiciencia, a dicha liarte, es contraria al 
artículo 18 de la Constitución Nacional. (Fallos tomo 121. 
página 285 y otros). _ 

Kl desalojo contra el inquilino causa agravio al 
propietario o prjseedor jurídico (artículos 2495 y 2496, Có- 
digo Civil), y en consecuencia, tiene éstt\ derecho a de- 
fender su situación antes tlel fallo, siempre que se haya 
presentado en tiempo y forma, en los autos respetivos. 

Cuso: Lo explican las piezas siguientes: 
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lili TA M EN DEL l'KÜCCKAUQR l¡EJi£RAL 

Huellos Air:'*. Ft-briTn ¡M <1" lfloO. 

Suprema Oírte: 

Iji sentencia de í>, 1(1 vt a. f|iie mi Una el desalojo de Miguel 
Florín en el juicio i|«r le sij-tu- AIUtio U. Mascias. no puedv 
afniar al recurrente de ís. U que es un H'wm extraño a 
la causa, como asi se reconoce en la misma sentencia y a fs. Jl 
\ i -i mtra (piien, lógicamente no (nxlría ejecutarse ésta. 

Además la referida resolución de fs. 10 vía, n<> es definí- 
tiVrt ( Artículo 14 ik> la ley 4S I pues .leja alticrta al pelicinnaii- 
le las vius para hacer valer sus derechos aule mtien enrrcs|Hinda. 

Soy por ello de opinión ígtífi lia sid" Ireu denegado |Kira 
ame \ . I-;. el recurso extraordinario de i.|H-lación interpelo 

a &>m. 

Ja /í'iÍíí Pitz. 

FALLO l»K LA HWy-. ■.[■Í'KEMA 

Biu-no* Aire*. Ahril ¡1 de liKW. 

Autos y vistos: La queja tfe Doña Tsalicl Fernández ríe 
Sime/ jHir apelación extraordinaria denegada en el juicio de 
AHierid K. Maseia contra Miguel FWin por desalojo" radi- 
cado en el Jítógactu de \\u. de la Sección 23 de esta Capital v 
definitivamente resuelto por el Sr. Juez de I 1 » Instancia Mr. 
GramMi : y 



Considerando : 



' lite la resolución in el juicio ¡fumario de desahijo tiene 
el carácter de sentencia definitiva ipie preven el art . 14 (le la 
Ley 40 v el an. ó de !a Ley 4055 porque, de acuerdo con el 
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Código ile Procedimientos en materia Civil y Comercial no que- 
da al vfiíctiliK a diferencia del juicio ejecutivo, la vía ordinaria 
sobre t i misino asunto aunque | nivela ejercitar acciones |H>sesorias 
o reales que no rearan el agravio de la privación, por lo menos 

temporaria, del uso y goce del inmueble cuestionada Así ío 
ba establecido la constante jurisprudencia <le esla Corte romo 
resulta de lo> tallos insertos en los tomos 12S \w¿. 417: y Ul 

pag. 1S2 y 4(11. 

I \}ik. en el sub Hit-, la Mieesión de dona Isaliel Fernández 
de Xúuez, por intermedio de su legítimo representante Don 
Enrique A. Martina, invocando titulo de propietaria y noseederá 
del bien materia del juicio de desalojamiento que Don Alberto lí. 
Mascia Hgue contra Don Miguel Florín ha p&Mü intervención 
en el mismo conforme al derecho y obligación que consagra el 
art. 1527 del Código Civil, pues el demandado Florín es inqui- 
lino suyo Ikijo contradi según el mismo lo reconoció y consta 
de documentos privados que corren agregados a t& 3 y 19 
de los autos "Hugo Mascia contra Miguel Florio por desalojo": 
y esa intervención le ha sido denegada no obstante la invoca- 
ción hecha oportuna y reiteradamente, de la garantía de los 
arts. 17 y 1H de la Constitución Nacional. 

One. en tales términos, es procedente el recurso extraor- 
dinario pues si el inquilino posee por y para el propietario o 
jMiscedor jurídico arts. 2495 y 249o t Código Civil, no puede 
desconocerse que el desalojo contra aquél causa tigra vio irre- 
parable a éste y en consecuencia tiene derecho a defender su 
situación antes que ese fallo se produzca, siempre que, como mi 
se ba desconocido en este pleito, se haya presentado en tiempo 
y forma a los autos respectivos. Kl art. 1527 del Código Civil 
invocado por el recurrente tiene ese alcance. 

Que en los fallos que se citan ]>or el Sr. Martínez y se 
mencionan en el primer considerando de la presente, esta Corte 
Suprema ba declarado que ta negativa de audiencia cu el jui- 
cio de desalojo a la persona que se presenta invocando |>osesión 
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dd bien cuestionado "es «contraria ;i la ¿¿aramia del art. 18 de la 
Constitución. £t£un la cual, es inviolable la defensa en juicio 
de la i*rsona y 'le lo» derechos, garantía <pie consiste s^gutí leí 
reiteradamente resuella |>or esla Curte, en que el litigante debe 
ser oido y encontrarse en condiciones de ejercitar sus derechos 
CIJ la forma y eoii las solemnidades istahk'cida?* iH»r la ley de 
procedimientos ( hallo-, Tunm 121 páj;. JX3 y otro->. 

"Oue cualesquiera que fuesen los motivos míe imdiera ha- 
cer valer el reeurreute para sostener sus prenteusíones. deU- 
srr nido por los trámite* del juicio correspondiente con aireólo 
;t la ley de i-tijuic ¡amiento 

Qtif tales jititieipiOS se vulneran si. CDÉtio en la resolución 
recurrida, se limita a denegar ta intervención en el juicio al 
recurrente, dieiéndosele "No siendo (larle*. lo i|tie importa re- 
solver sin defensa precisamente la cuestión (pie se plantea. 

En su mérito: >e declaran procedentes la queja y el mur- 
«I extraordinario denegado; y. resultando tic las precedentes 
consideraciones, sin necesidad de mayor substanciación, que es 
injusta la senteneia del a aua. se la revoca, fiel tiendo volver los 
aulos para que, jmr los tramites de ley se substancien y resuel- 
van las pretensiones de la recurrente. Háganse salier y repónga- 
se el papel. 

J. Fn;i eroa Alcorta. — Roberto 

lÍEPETTO. — R. Gl'lDO I. A VALLE. 

— Antonio Sacar na. 



Ih'tt i hit Fftmé, {su sutcsióm. futura la l aja Xacío- 

mil i/r Jiihihn-itiih-s y I't'itsioiws tlt' Hmph-aJos ! : rrwv ia- 
ritis. .íc/»rr ¡>atsi»M 

Sumario: I" Procede el recurso extraordinarin cuando la in- 
lerpri'tacióit del articulo 47 di' la lev HMoO fué materia de 
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discusión y la decisión fina! resultó ci ultra ria al derecho 
fundado eri c lidia ley. 

i" Xinguna dis|Misk-ióii legal establece que li.s lu-ne- 
fictarios «le una pensión delwn encontrarse en el pars en el 
momento del fallecimiento del causante, ni los priva del 
derecho de gestionar desde el extranjero por interinedio de 
nn mandatario, mi reconocimiento, 

3' f K1 l*ago se liará efectivo cuando el interesado se 
domicilie en el \m> y desde la fecha en míe se adquiera 
dicho domicilio, debiendo considerarse perdido el tiempo 
transcurrido desde el fallecimiento del causante hasta esa 
Opiruinidad. por no luiher e! interesado cumplido con la exi- 
gencia de ta radfcíirüiit esta blec ida por la lev. 

Caín: Lo explican la-* piezas siguientes: 

SENTENCIA XiF. LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Rutmns A Ir»' a, Febrorn 7 de IJtrtti, 

\" Vistos : 

J%r las consideraciones aducidas \mr este tribunal en el 
caso análogo «te Km ¡lio Sayar, fallado el sri> del corriente, se 
revoca la resolución apelada de fs, 5o y en consecuencia» se 
acuerda la pensión solicitada la que se hará efectiva cuando 
los recurrentes se domicilien en el jiaís u adquieran el corres- 
lK,iHlieiile permiso para domiciliarse en H extranjero. — .Uar- 
viiiut) Est'ulwh. — h\ A* Xtisar Awhorem* — José Mará*. 
En disidencia: /. t.umt, — Rodolfo S. Pcrreh 
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lliSIliKXHA 

Tur ta> consideraeioiic* fie nuestra voto en d p*so diario 
,K.r la mayoría, consideramos o,uc los rwiirmiio OH tienen -1 
dea ello a Machar lo> l«net icios que la ley trtorjiík y <|ne en t& 
los termino-, < luí «i- confirmarse la resolución apelada 



IMt TAMl-N 1»KI. l'WfitTHAmiK Hl* VIvkAL 

buenos Airfs. Abril I fe «»■ 

Suprema forte : 

Kii la can- a >ol»rf pensión solicitada de la faja Nacional 
de |ubitaCRHies v Pensiones de Hmpleados Kcrroviarios |>or 
Kduardn Dal \ Yrme y Alfonsina Dal \"mnf. en su carácter de 
padre > hermana, respectivamente, del nnplcado juhiladn y falle- 
cido, Animen Dal Verme, ha sidn malma de discusión la W- 
irrpretaeión -pie cott^ponde dar al inciso 4* del artículo 47 de 
la ley número HMoO. en cnanto establece míe la pensión se 
extingue ppr domiciliarse el lieneficiarin futra del i«ús, sin ti 
cor redundiente |ienuiso del Congreso Nacional. 

1.a dnisión final lia sido contraria al ttereíbo invocado 
por la faja, fundado en dicha lev. 

Kxistr. asi, el caso federal, y de acuerdo cíitl lo resuello 
pur V. K. en causas análogas, el recurrí extraordinario proce- 
de atento 5o dispuesto por el an. 14 de la ley 4S. 

Ha sido, pues, en nti opinión. hien concedido para ante V. K 

m cuanto al fondo del asunto: Reinita de autos que al fa- 
íteeer el empleado jubilado. M peticionantes se eucoutralsin do- 
miciliados en el extranjera desde donde otorgaron mándalo 
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para <pu* se e,eslionasc atjui ti rccniim imienlo tic los derechos 
a la pensión que se Ies concede la ley precitada, 

Ninguna disposición de la misma establece que tus benefi- 
ciarios de una pensión deben encontrarse en el i>aís en el mo- 
mentu del fallecimiento del causante, como sucede en el caso 
del :irt. 14 de la ley 

Y fafnpOCO en esta ley ni en la número 434 f > ( art. 5*. ine 
4', ni en la anterior referida numero 10, o. SO c.\iMr la prohibición 
de gestionar desde el extranjero el reconocimiento de tales de 
rechos, |ior intermedio de un mandatario. 

De ello se deduce eme el derecho a ¡tensión puede ser so- 
licitado en tales circunstancias y delie. si procede, ser reconocido, 
haciéndose el fiago recién cuando el interesado se domicilie efl el 
país y desde la íeclia en ipu- se adquiera elidió domicilio. 

El tiempo transcurrido hasta ese día desde el del fallecí 
miento del causante del* considerarse perdido a los fines de la 
percepción de la pensión por no haber el interesado cumplido 
la exigencia de radicación establecida en la ley. 

Tal i >, t u mi opinión, ta única solución adoptable y que con- 
Irmpla i"<la- la> pi escripiiono incales sobre la materia. 

En c-c sentido creo tpie corresponde confirmar la senten- 
cia apelada fie fs. K2, de la t ámara Federal de la Capital, en la 
parte tpn lia podido ser materia del recurso, 

Horatiú A'. f,arr t <tth 

FALLO lili LA CORTE stTKF.MA (1 t 

Hilónos Airea, Abril 11 de tillíO 

Y Vistos; El reeursn extraordinario contra el falto de la 
(Aunara Federal fie Apelación de la Capital en las actuaciones 
Eduardo Hal Yerme y Alfonsina Dal Verme contra la Caja 
Nacional de jubilaciones y Pensiones de Obreros y Empleador 
Ferroviarios pat pen-ión, pur muer le del empleado Améríco 
Ual Wnne. 



FALLO* HE LA CURTE 51PRKMA 

- 



Pof bs fundamentos de la rc-oluciún recurrida y lo- «Id 
-eúor Procurador General en -u i»recedente dictamen, que se 
dan i*i ir rcpn «lucidos, se confirma en la jtaric que lia (nulido 
ser malcría dd rmir^i. I la-a-e >aWr y devuelvan-* los untus. 



Ul Con fecha veintitrés del mismo. La Corte Suprema se 
muTiuru iM en iguai sentid» en las cateas sobre pensión seguidas 
contra la Caja úv Empleados Ferroviarios por las sucesiones de 
don Franchio boandro D'Olíveira, don Juan Bautista Maréelo U- 
hrarí. d<m William Thomas RidKway y don Chark-s Turnias Peake. 



Pmmmo t : m$ÜQ /*a£t\ en la cmm &#i«dü ai íh coma, for 

Sumario; No procede el rearan extraordinario del artículo 1-1 
(Je la ley 48 plantío ha sitU» iiUerjiueM.i contra una cues- 
tión de atém t«n«ce>al. como e> Ja que fija mi limite a |ih 
lotizo* que pueden oíreeerx- en el período de pruclj^, fun- 
da, ia en el interés de la buena administración de justicia. 

( '<!.<!<: L.i explican la- piezas siguientes: 



A1TO 1»K. 'I'KZ l»X CULMEN 

BU»- i)t>s Aires, I>u i+'mbre 11 de 1929. 

Siendo excesivo el número de testigos jara probar el lie 
cito nmthv. de este incidí nte. >v reduce a cuatro, debiendo ma 
niíestar el ductor Kandiño l'ose- jnir cuides nula. Huma 'lo 
rtm ~ Aiitt- mi: V TfmwUm Lustra. 



J. FlCt'KROA A I-CORTA. — RüBERTO 

Repetto. — R. Grino Lavalle 
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Rueños Airea, Marzo 7 de 193u. 

Y Vistos: 

Kl artículo " ( J del Código de l Wedimientos, al expresar 
<|ite los testigos no jjodrán mt nunca más de seis para cada 
caiwi ríe reculación, autoriza a con! nr rio sensu el ofrecimiento 
en este número, siendo entonces improcedente la limitación :i 
cuatro hecha en el auto a (je la do, 

Ln cuanta a la incnustitucicinatidad alegada de la citada 
dis|*>sición legal, carece de todo fundamento, pues liltcrtad de 
defensa ño fjuiere decir uso ilimitado y arbitrario de medios 
para realizarla. 

]\>r ello se reforma el auto mencionado, aumentándose a 
>eis el número de los testigos ipie ] Hidra presentar el recusante 
en esta incidencia. Devuélvase. — Hamos. — Frmjoni Ztntila. 
— Ortiz tic Rosas, — Ante mi : . iníbal I. Iriharne. 



J'ALLO VE LA CORTE St'PKEMA 

Stlenos Aires. Abril 11 de IS^I». 
Vistos y Considerando: 

One según lo estahlcee el inciso 4 V del artículo 43 de la 
ley X" 50. es causa de recusación "la amistad íntima entre él 
Juez y el litigante"', 

Oue de acuerdo a los términos y al espíritu de la ley, la 
recusación planteada no e s procedente, ya <jue, en, la especie 
sul) lite se trata de un proceso rjue se sigue |*ir denuncia de 
un funcionario, miemhro de la administración de justicia, en 
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cuiii|ilui iiL'iitti de un tld>er impuesto por c! cnrgn que desempeña 
y no de un litigante como lo determina la cláusula legal referida, 
Qm\ por lo demás, asi lo hace constar el apelante, cuando 
a r—. (t vuelta del "incidente de recusación promovido por la 
parte acusada contra el señor Agente Fiscal. Ur, Pastor Achá- 
val Kodrigu.cz, manifiesta : "Por otra parte, se trata de una 
causa Manida de oficio, sin querellante ni parte civil {icrjudi- 
cada- por manera que un tieni|Ki mayor que pueda emplearse 
en la ejecución que ofrezco a nadie perjudico". 

*Jue, en cuanto al recurso extraordinario interpuesto, tra- 
tándose di- una resolución que decide sobre cuestiones de orden 
procesal, o uno es la que f ija un limite a los testigos que pue- 
di u ofrecerse en el periodo de prueba fundada en el interés de 
1:i bliena administración de justicia, que no tiene relación cotí 
el articulo \X de la Constitución Nacional, que nada dice a 
e-e respecto y, que según resulta del articulo 11 de la ley nú- 
mero 4*. rio puede ser revisado )»n esta Corte, lia sido eviden 
tcmvnte mal concedido. 

lili mi mérito, no lia lugar a la recusaciones deducidas ni 
al recurro extraordinario . Notifiquesc y devuélvanse. 

J. FlOlÜKOA AlXORTA. — RoüERTO 

Kkpetto. — R. Ge IDO La VALLE, 
— Antonio Sagarna. 

j 



Svi'tetUttl - litjt utiiu: <!<■ Atiorra " Ri\*omjnisttr" ouitrn l(t . l<fmi 
ttistmi'íihi (¡Mu ral th' íittf iwMos Internos. Mififf aftlit'áfittú 
(fe mttltti. 

S ¡t nutrió: l-In el concepto de seguros sohre la vida, no sólo se 
hallan comprendidos aquellos contratos en que el riesgo jta* 
ta el a-t »urado *e Italia constituido pojf la r»isíhftitfád de 
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utia muerte prematura, sino laminen Tos contratos para A 
'Vaso «te vida" o a termino fijo, ni los cuales el déwcho 
a! capital txíjfihlc cu un pía/., determinado, queda subordi- 
nad- * a la sobrevivencia del asegurado cu Ja feelia pactada 

i" T^'is compañías que celebran convenciones de esta 
¡tufóle, del ten |iagar el impuesto menor míe corresponde a 
ta* primas de] seguro de vida. 

Cuso: Lu explican las piezas siguientes: 



SI.MIM'IA DE |. \ ADMINISTRA* lÓN PE I M PUESTOS INTERNOS 

Buenos AJtps». Julio 26 de 192Í. 

V Vistos estos autos SjE* 544, Sección l* t año 1 r, 27. seguido 
contra la Sociedad Argentina de Ahorro Reconquista, resulta, 
que en lecha l v de Octubre de P>27 en la ciudad de Avellaneda, 
Provincia de Huertos Aires, levantaron los empleados señores 
M. 1. Castagnei y Julián IWicla (¡«nena un acta haciendo enlis- 
tar (jue la suciedad no se encuentra insí ripia en los registros 

de esta Adminiíí ración, ni ni a impuestos- por las i.|*Taciones 

c|lie efectúa. 

Ouc la interesada en su defensa manifiesta que no está 
obligada iw>r la ley 1 1.J52 porque no efectúa seguros, como asi 
lo han reconocido las autoridades de la Provincia de Rueños 
Aires, según lo ccftnpruelia con los documentos que agrega. 

ÍJue el Control de Según* en mi informe sostiene que se 
trata fie operaciones gravadas por la ley citada- y que no ha- 
biendo satis tedio el impuesto procede ta aplicación del art. M* 
de la ley 3704. 

fjue el Mi'n.r Asesor Letrado comparte el criterio del Con- 
trol, y 

Considerando ¡ 
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Que la causante tiene organizado un negocio cuyo objeto 
es realizar participaciones de ahorro. 

Que examinados su estatuto y el Reglamento de ta Caja 
t| e Ahorro, que lo íntegra, resulta: 

Une |«ira lomar una "itíirtieipaeiün <le ahorro" es preciso 
pagar"? JO.— ni n. de ingreso y $ 120.— injn. anual, como 
amia fija durante 10 años, 

One el que toma la partid pación se denomina "suscrilor " 
u "asi teiado". y el llamado a beneficiarse con ella, "beneficiario'". 

Que para mantener los derechos del "hciieíiciario" es pre- 
ciso que el "asociado" viva durante los diez años del contrato, 
o en caso contrario, la i*rsoua que en su reemplazo indique 
el beneficiario. 

Que los adherentes inscriptos en el mismo año forman una 
"asociación fie ahorro", y durante los 10 años de su vigencia de- 
lien pagar puntualmente las cuotas, porque en caso contrario 
se los tiene por desistidos y pierden todo derecho, inclusivo 
el de recuperar lo pagado. 

Que ¡ti término de los dicsí años se reparte el inH de las 
cuotas cobradas, de las sumas ingresadas t H >r eualqu r otro 
concepto y de todos los intereses acumulados, entre los Iwne- 
f Ruanos cuyos suseritores hayan cumplido las obligaciones re- 
glamentarias durante tos 10 anos. 

Que del cálculo de probabilidades tenido en cuenta |xir la 
fumih-una, se desprende que en el periodo de 10 años, dismi- 
nuye a preciablemente el número de los que pagan las diez cuo- 
tas, de niodo que cada lienef iciario aproíiehando los abandono- 
pnrdc retirar al final una cantidad de S 5.000 m'n. como má- 
ximo, 

(Jue a -i prcMiuada- la- eonrcsp.nde considerar si 

la s.pcración explotada e* de ahorro n de segurn fie ahorro, 
tomo lo deiumiinan la- - ciñas compañías en el país. 

Que a pesar de revé- t cieña forma de previsión, sus ca- 
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raeteristiea> má> responden a la ii.it u raleza del seguro míe del 
ahorro. 

Que el ahorro cu su aspecto económico y comercia] se so- 
mete en forma invariable a tris condiciones que consultan su 
niiuraleza. a saber: 

1" La seguridad ofrecida i»or el depositario para admi- 
nistrar y devolver los capitales nne 1c confían; 

2r La recuperación en el tiempo cuneen ido de lodo el di 
ñero depositado, con el acrecentamiento ele los intereses; 

39 La modicidad del interés. 

Que v] aliorro no es im simple negocio nuc lleve implí- 
cita la perspectiva de 1 menas ganancias ni acepta la menor culi- 
tingeneia azarosa . 

Que recordadas estas condiciones elementales del aliorro, 
confirmadas por la teoría y la práctica del mismo, puede afir- 
marse con certeza otie no tiene elementos esenciales comunes 
con ta operación explotada por "Reconquista". 

Que el Código de Comercio en su arL 4 l >2 define el con- 
trato de seguros en los siguientes términos: "El seguro es un 
contrato por el cual una de las partes se obliga, mediante cierta 
prima, a indemnizar a la tura fie una pérdida o de un daño 
o de ta privación de un lucro esperado ipic |iodria sufrir un 
acontecimiento incierto" . 

Que todo suseripior espera lucrar con los pagos parciales 
de los demás suseriplores, que desistan fortuita o voluntaria- 
mente ante* de cumplirse los diez años. 

Que la* cuotas abonadas por ledos los Miseri plores tienen 
el carácter de primas de seyun^, hechos a favor de aquellos f¡ue 
cumplan in ledramente, durante diez años, las condiciones re- 
glamentarias. 

Que las Compañía- "i Vttinax" de Avellaneda e "Independen- 
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era' de Ka Plata, efectúan idéntica operación denominándola 
'* Seguro Mutuo cíe Ahorro ', lo que vale como reconocimiento 
de lo expresado por el suscripto, por parte tic terceros inte- 
resados en esta interpretación. 

Qttfi nr» es fM.^ihlr qne en la práctica se frustren los pro- 
pósitos virtuales de estas asociaciones de ahorro, porque los 
cambia de domicilio une son aquí tan comunes como los cam- 
inos de fortm.a: la psicología del pueblo insuficientemente dis- 
ciplinado en l;i atención inctódira de obligaciones a largo plazo 
como las exigidas ] h ir la operación a examen, — la propaganda 
contraria de las demás compañías de seguros y las dudas sobre 
la bondad del negocio que subiere d análisis del mismo, pue- 
den hacer ilusorio el "lucro esperado". 

Que para emitir este juicio, el prove vente observa que los 
balances de la Compañía, en el primer año. liquidan papos de 
comisiones que suman ca«Í el total de las cuotas pagadas por 
los mi se ri plores. 

One estudiado bien el punto resuda que el 20 f ' r que esta 
clase de compañías deducen del total de las Asociaciones de 
Ahorro, con destino a ¡»aslos de administración- ellas lo cobran 
tomando para -i las dn- primeras cuotas, destinando la primera, 
al pago de comisiones a sus agentes. 

One del restante 10 ' í , o sea la segunda cuota, salen los 
gast'is de administración y el beneficio a que tienen derecho 
los acción i -l a- . 

1 1 Hic hay una contradicción entre el interés demostrado por 
está dase de o >mpañia~. en gratificar a lo> agentes con el 1U '} 
de lo que cada asociado debe pagar durante los diez años, eu- 
tregándule integro e>e 10 ' \ , cj^tic es el imparte de la primera 
cuota, como se comprueba en los balances de "Reconquista", 
ia-ertos en la memoria agregada a í.v , y el de cobrar la 
.-equnda cuota, que sale de la Asociación de Ahorro para el 
activo dt- Ja Compañía, en concepto del 20 r,'. [ara gastos, y 
el desinterés en continuar recordando, urgiendo y facilitando 
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a l"s >u>mpifire> el pago *ít- todas la> demás emitas, hasta la dé- 
cima, con et consiguiente gravamen jxira la Administración de 
las "Asociaciones de Ahorro", que en el presente caso es "Re- 
conquista". 

Que lus considerandos anteriores, necesarios para la me- 
jor comprensión de! caso, alejan la menor iluda de que no se 
trata de una operación de ahorro, y sí de un seguro "sui gé- 
neris" de. especulación, cuyos resultados no corresponden al 
proveyente determinar. 

Que como puede verse en el acta de fs. II y 12 y en la 
Memoria agregada, "Reconquista" usa para expresar los con- 
ceptos en su contahilidad las palabras "póliza" y "prima", im- 
propias del negocio asegurador. 

Que la defensa opuesta en base de lo resuelto por la Di- 
rección de Rentas de la Provincia de Hueros Aires, sólo prueha 
que a juicio de esa Repartición, "Reconquista" no es un Banco 
ni una Compañía de Seguros de Vida ; lo que no implica tiegar 
que sea una Gmi|>añía de Seguros de Ahorro "sui géneris", 
operación que tiene algún parecido al seguro de capital diferido. 

Que no estando asegurada la duración ni la pérdida de la 
vida humana como valor económico, la tasa aplicable es de 
$ 1.40 % del art. 1S de la ley 11.252. 

Por tanto se resuelve : íitq>oncr a "Reconquista", Sociedad 
Argentina de Seguros, la obligación de abonar en concepto de) 
impuesto que establece el art, 1S de la ley 11.252, la cantidad 
de ($ 739.95 m u.) setecientos treinta y nueve pesos con no- 
venta y cinco centavos moneda nacional, o sea el 1.40 % del 
tutnt cobrado a tos aseguradores "asociados"' ; y una multa de 
(S 7.3^.50 m'n.) siete mil trescientos noventa y nueve pesos 
con cincuenta centavos de igual moneda, equivalente a los diez 
tantos de los impuestos omitidos, como lo prescribe el art. 36 
tle la ley 3764. y ($ 100.— >. cien pesos moneda nacional, por 
la omisión de inserción, declaración de primas, etc. Kstas 
sumas deberán ser depositadas en el Banco de la Nación Ar- 
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gemina a la urden He esta Administración, a la que presentará 
los justificativos del caso. 

Tome razón Contaduría y Control de Seguro*. Ccrtiíapic 

Mímanos >i hay denunciante. Xotifiquese y repóngase el se- 
llado, 

* ■ • 

Chmlio L. Xcwt¡!& 

s 

I 

SENTENCIA DEL JL'ÉJS FEDERAL 

La Plata. Marzo 11 de 1929. 

Y Vistos: c&ta ablación interpuesta por "Reconquista, So- 
ciedad Argentina fie Ahorro", contra la resolución condenato- 
ria «le la Administración General de impuestos Internos de 
fs. 25. contra la cual expresa agravios la apelante a fs. 37 y 
la contesta el señor Procurador Kiseal a fs. 49: habiéndose 
consentido por las partes, la providencia de "autos", de fs. 50. 

Y Cons iderando : 

1" fjue la Administración de Impuestos Internos condena 
a la Sociedad recurrente a alionar la multa del décuplo de los 
impuestos cuyo pago !e imputa hatier. omitido, pues considera 
dicha administ ración que las operaciones que la apelante reali- 
za con el nombre de "asociaciones de ahorro", equivalen a con- 
trato ile seguro que. no siendo de vicia, se halla sujeto al im- 
puesto del uno con cuarenta por ciento sohrc las primas, esta- 
blecido en el ari. 1K de la ley 11.252. 

Kntretauto. el negocio constitutivo del objeto de la com- 
pañía multada consiste en emitir M p<iftÍCÍ| aciones de ahorro*' 
para la formación de cijas cU- ahorro entre sus asociados de 
cada año; cajas de ahorro que componen su capital |Hir medio 
de la acumulación de las cuotas al niñadas |*>r los sttscritores 
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durante diez años: las alionadas por los suscritores que \mr 
cualquier motivo hayan incurrido en la caducidad de su partí- 
junción; las alionadas por las par licitaciones de lus asociados 
que hayan fallecícUv ; las sumas que por cualquier otro conceptn 
ingresen en la asociación del año y por todos los intereses acu- 
mulados del misino capital. El capital reunido se distribuye al 
final de ese plazo entre los beneficiarios sobrevivientes, no pu- 
diendo exceder de cinco mil |)esos por cada participación; y él 
excedente, si lo hubiere, se entregará a prorrata en proporción 
a tas partes suscritas, entre todos los suscritores de los asociados 
fallecidos comprendidos en la asociación de cada año. 

~~ 2* Que la Sociedad "Reconquista" pide que el juzgado re- 
voque la resolución de que ajwla, pues niega que ella celebre con 
su suscritores contrato de seguro alguno. Y como sostiene 
que ella constituye una variante de las antiguas "tontinas". vea- 
mus si efectivamente la o|wración que practica excluye su cla- 
sificación en alguna de las especies de contrato de seguros le- 
gisladas en el Código de Comercio. 

,1 V Desde luego, no es un seguro de vida, porque no puede 
confundirse Ins "tontinas"" con el contrato que aquel implica. 
Kn efecto: la recurrente sólo es intermediarh entre los sus- 
critores, que contraen, por adhesión, las obligaciones estatuta- 
rias, y administradora de los fondos que van formando las ca- 
jas de ahorro; fondos que la compañía invierte en títulos de 
renta del Estado, previa retención del veinte por ciento que se 
toma del cobro a los asociados de las primeras cuotas que éstos 
deben abonar, y que se destina a gastos de administración. Nu 
asegura la duración ni la |*rdida de la vida humana; pues so- 
breviviendo o habiendo fallecido el suscriptor al término del 
contrato (en lo cual consistiría el riesgo), aparecería la obli- 
gación de indemnizar, si se tratara de un seguro (arts. 492 y 
551, Cód. Cotn. ) Per» en cambio, lo que ocurre en el negocio de 
que se hace cargo Reconquista, es que el dinero aportado por 
el difunto acrece a los demás asociados. De ahi que se puede 
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concluirse en que las operaciones realizadas por la Sociedad Re- 
conquista, en virtud de las cuales y por no halarse pagado el 
impuesto la Administración condenó a aquélla, no están suje- 
tas al gravamen de la aludida disposición legal ; conclusión 
para llegar a la nial el suscripto no se excede de su jurisdición, 
como [>arcce darse a entender en el escrito de fs. 49, porque el 
para conocer del recurso contra un proiumctamicu- 



que im¡xwie 

una 




cutre sus 




impositivas. 

Por estos fi 



se revoca la resolución administra- 
tiva de ís. 25 en lo que ha podido ser materia del recurso, ahsol- 

de la multa de sicu- mil trescientos noventa y nueve pesos con 
cincuenta centavos. Notifiques?, regístrese y devuélvase a la 
Administración de 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACION 

La Plata, Noviembre 18 de 1!>2». 
V Vistos; Considerando: 

Que en el juicio de la Compañía de Seguros "Independen- 
delicia" contra el Estado Argentino, por repetición, esta Cámara 
resolvió que el "seguro mutuo de ahorro" de esa compañía, 
constituía una de lus formas del seguro de vida; aquel que tiene 
lugar cuando el asegurador se obliga a jiagar una suma o renta 
en Á caso de que el asegurado no hubiere fallecido dentro del 
término establecido en la póliza, y que la forma mutual de di- 
cho contrato no le hacía jierdcr el carácter de seguro de vida 
(sentencia de primero de diciembre de 1928). 



Que tas pólizas que con el mimbre de "participación (le aho- 
rro" expide la Compañía Reconquista, son idénticas a las del 
"Seguro Mutuo de ahorro", como resulta de los ejemplares agre- 
&m a ís. 12 y 22 y «le los reglamentos impresos de añil** (art. 
1 ) y amw li; reconocen la misma Compañía Reconquista a fs. 44 
y la Admiración de Impuestos Internos, a fs. 23. 

Qtte ]M>r lo tanto. Ja multa impuesta a ta Compañía Recon- 
quista no está justificada en cuanto a su monto, pues su liquida- 
ción se Kisa en un impuesto eme no es el que legalmente corres- 



I^ir estos fundamentos se modifica la resolución arlada de 
fs. 52, debiendo limitarse la multa a la (pie resulte aplicando el 
impuesto que corresponde a los operadores de seguro de vida. 
Xotifiquese y devuélvase. — í ". Bmí, - - Antonia L, 
— Julio R. Echcgatroy; 



DICTA M R X DEL l'KOCl'kAlNjR flKNRRAL 



Suprema Corte : 



Rúenos Aires, Febrero 23 de W3íl. 

- 



Por los fundamentos aducidos en la resolución de fs. 25 
dictada por el Administrador General de Impuestos Internos y 
consideraciones concordantes sostenidas por el Ministerio Fis- 
cal, pido a V. E. revoque la sentencia a|ielada de fs. 61 y con- 
firme en todas sus fiarte* la precitada resolución de fs. 25 que 
condena la Sociedad Argentina de Ahorros "Reconquista" al 
pago de un impuesto y multas correspondientes, por infracción 
a las leyes sohrc impuestos internos. 



Y vistos; este juicio seguido \*>t la Sociedad Argentina 
de Ahorro Reconquista \mr recurso contencioso contra tina reso- 
lución fie la Administración General de Impuestos Internos, ve- 
nido en aviación de sentencia dictada por la Cámara Federal 
la Plata. 



iJ\K el art. 18 de la ley II .252 establece que las Compañías 
de Seguros cuya dirección y capitales estén radicados en el pais 
legarán un impuesto ile $ 1 .40 % % sobre las primas de ¡segu- 
ros (pie celebren, exceptuándose las de seguros sobre vida que 
pagarán un impuesto de l /¿ ' ¿ sobre diclias priman. 

Que el pronunciamiento de la Cámara Federal tle í^a Pla- 
ta lia modificado la resolución de la Administración de Im- 
puestos Intentos, dec tarando que las convenciones celebradas 
l>or ta Ci>m|>añia ''Reconquista"' deben pagar el impuesto menor 
que corresponde a las primas del seguro de vida. 

Que, tal es efectivamente el carácter que revisten las ope- 
raciones celebradas por aquella sociedad. En el concepto de segu- 
ros sobre la vida no sólo se hallan comprendidos aquellos contra- 
tos en que el riesgo para el asegurado se halla constituido por la 
posibilidad de una muerte prematura, sino también los contratos 
para el "caso de vida"" o a término fijo, en los cuales el derecho 
al capital exigible en un plazo determinado queda subordinado 
a la sobrevivencia del asegurado en la fecha jactada. A esta 
última forma se aproximan las sociedades llamadas "tontinas", 
con las cuales tiene marcada analogía, la constituida por la acto- 
ra. Véase Thalter Derecho Comercial i 727, (V Edición, Y este 
mismo autor agrega en el 1 739 que las sociedades de seguro 
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sobre la viiia forman mi cuntí™ extenso en el cual tienen cabida 
tanto los seguros en caso de vi* la o de muerte, las combinacio- 
nes de tontiua y la misma constitución de rentas viajeras en de- 
terminados casos, 

One en estas condiciones y si citm lo dice la Cámara Fe- 
deral de La Piala, la forma mutual de los contratos celebrados 
t*»r la Suciedad "Reconquista" no les hace i**rder el carácter 
ile seguro de vida, es cvh lente que la . elución de la Adminis- 
iracíón de Impuestos Internos del* ser modificarla en la forma 
en que lo ha sido. 

I'.n mérito de estas consideraciones y por fas fi 

e la con firma, Xotiíiquese y 

J. FíOUfcROA AtXORTA. — RoBtKTO 

Repettü. — R. Guido t avalle. 
— Antonio 




■ 

Don j,-n¡niim> Satvi. (su siuerióií). Cout Ínula de coiupticnfia. 

Stniuirii*: V' Dclte considerarse como abierto y en trámite un 
juicio sucesorio- mientras no se haya practicado y aproba- 
do la partición y adjudicación de los bienes hereditarios, 
no oleando el halarse dictado en él la correspondiente de- 
claratoria ele herederos y halarse efectuado el pago de las 
contribuciones nacionales y provinciales. 

2- Ku esta- condiciones nada obsta al planteo de un 
conflicto jurisdiccional, quedando reducida, en el caso, la 
contienda, a determinar el último domicilio del causante, 
antecedente fundamental, en que los jueces aloyan su com- 
petencia. 



(V»n: I.m e\plicau las pic/a.- siguientes: 
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VISTA FISCAt. 



Señor Juez: 

Ejn mérito de l:is 
y si^uii-ntes, corn -SJ mu. U> la j 

Oí íubre ir úv 




in vi ínula!. ;i i\. 2o 
de L'. & 



Ai r» Düt ji-f ■ ¿\ yi i ivji. 



Pan Niinlús, Novifinliiv 5 de litül». 



Autos y Ystus: 



Atento lo resuelto a í>, 24. k» pedido en el escrito de fs. 
J(í, y lo dictaminado precedentemente par el señor Agente Jm:.- 

de Procedimientos, accédese a la 

en citado escrito de fs. 26. IJIirese el exhorto míe se 
en el segundo punto del ya citado escrito, con los recaudos que 
establece el art. 434 del Código citado, y suspéndanse \m pro- 
cedimientos de este juicio de acuerdo con lo dispuesto por ti 
art. 43/ del CVkM^m de IViicedimienios, R« p. Ja foja. (,*. 
Arrúa. Ame mi: Roberto \\ Cordera. 




ai rn no. ji-nz ks r.n nvu. 



Buenos Aires, Marzo S u> l'.ej:t. 



Y Vistos: 



Para resolver sobre la cuestión de cnm|>eteneia por inhi 
»ri:i promovida a fs, l\2. oído el representante di- la suee 
ni a fs. 114 y el -erii.r \»inle Fiscal precedentemente; 
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Qué >i bien es verdad que en la fuiriula tic defunción del 
rau-antc glosada a ís. 1. se determina que éste estala doni ¡ci- 
liado in Alsina, Provincia de J '■líenos Aire*, por la información 
aprobada a fs, 9 vía., ha quedado arredilado tjue el verdadero 
domicilio del de eujus al ocurrir sn deceso era en esta Capital. 
|«,r haberse radicado en ella, donde además poseía bienes. Fin- 
ca Andrés Arambel númeru 1659 ver titulo de fs. 24. 

(Jue i»or otra parte estos autos se encuentran virtualmentfi 
terminado*, pdr cuanto :i ts. (4. con f celia 21 de Noviembre de 
l'L'7. ha sido dictada la declaratoria de herederos, habiéndose 
alionad.. el impuesto escolar, | H >r uw bienes ul liedlos en juris- 
dicción provincial, en 29 de Noviembre de 1927 — ver recil*» de 

105, con fecha IX de Septiembre de 1928. faltando tan sólo 
efectuar la partición, para cuyo efecto ha sido nombrado el S 
de i >ctubre del mismo :iño a ts, 107 vta. el dftetor Ganólo Salas. 
i|iiien ha aceptado el car^o el 10 del mismo mes y año. 

(jue es fie observar también que estos han sido iniciados el 
29 fie Agosta tic 1*12.1 — ver ear^n del escrito de fs. 4 — y <|uc 
la cuestión de competencia se promueve cinco años después l*ir 
presuntos herederos que fie los recaudos acomunados no resul- 
tan hayan acreditado el carácter de tales, máxime cuando estas 
actuaciones han sido promovidas por la viuda del causante do- 
ña Teresa OiiaMoria de Cal vi. y sus legítimos hijos Afiela. Lo- 
renzo José. Oírlos José, AHierto Santos. Ivmilio y Antonio 
l'elipe. cuyas partidas de nacimiento se hallan agregadas a fs. 
2. ,U. 35. $7. 55 y ó|, respectivamente, quienes han otorgado 
lo* poderes que cornil a fs. .1, 10 y 57. 

Qíie íuíetuás la competencia del infrascripto, queda expre- 
samente determinada por lo dispuesto j>or el art. .12K4 del L'ódi- 
»o Civil, al significar que: "1.a jurisdicción sobre la sucesión 
CfirresjHilHle a lo> jueces del último domicilio del fliíunto. etc." 

1W estas cotí ^litaciones, las ai lucidas l«»r el representan 
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te de la sucesión, dictaminarlo por el señur Atiente Fiscal y las 
constancias de los autos y dis|>osicÍón legal citada, concordan- 
te con el art, 034 del Código de Procedimientos, resuelvo : Ñ0 
hacer lugar a lo solicitado \mr el Señor Juez del Departa mentó 
del Xorte de la l'rovincia de Buenos Aires, y atento a lo dis- 
gusto jmr el art. 41*> del C Vnli^u de Procedimientos, liábase sa- 
Uer al mismo rjue si insiste en mantener su intervención, dé |w»r 
formulada la cuestión de competencia y envíe los antecedentes 
pertinentes a la Suprema Corle de justicia de la Nación, Líhrese 
oficio al mismo magristrado, con transcrifteión íntegra de esta 
resolución. Kep. las fojas. — Carlas .1, i'araihjoL Ante mí: 
— Pvdro S, Funes, 



DICTAMEN PEL í'ROi ck.ukUi GENEUAt; 



nuimií* Ain**, Mam» tn gé lfl:m. 



Corte : 





Sal vi ui la Capital de 1» Nación 
a pedido de su cspisa y de 
el 29 del mismo mes ante el 



Fallecido don 

el 8 ríe Agosto de 
fué abierta su suefi 

Primera Instancia en lo Civil de dicha Capital. 

ile I l >27 t la declaratoria de hereden ts, lialnéndose afumado, tati- 
to en esta Capital, como en la provincia de Buenos i 




ya las fondos en dine- 
ro electivo <¡ne se 

Cinco años después de haiierse iniciado dicha sucesión, 
es decir, en Septiemhre <le se han presentado otras persu- 
ñas ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comer- 
cial de San Nicolás, Provincia de Buenos Aires, invocando de- 
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reehos hereditarios en la sucesión del cansante y pidiendo la 
apertura de la causa 

Así lo h:i resuelto el Jue* de San Nicolás l ralbándose con 
t:il ñítíVO entre am1»»s magistrado*, contienda di* competencia 
j inra conocer en la causa. 

Corresponde a V. 1-. dirimirla alentó lo dispuesto en el 
arL *> de la ley -1055. 

precedentemente relacionado demuestra que la sucesión 
que >e inicia en San Nicolás por presuntos herederos, lia quedado 
radicada y terminada ante los tribunales de la Capital de la 
Nación, con intervención de herederos que han sido duda ra - 
doi legítimos. 

Las contiendas de com| »etencia. como es saludo, no pueden 
rcierirsc n juicios con d ti id ns sino a los que están en tramita- 
ción. 

Ka requisitoria, pues, del Juez de la Provincia es improce- 
ileme. y a>í pido a V. K. se sirva declararlo, resolviendo en ésa 
ó>rnia la cuestión de competencia promovida, 

Horacio A'. Lttrreta, 

« 

J-.M.LÜ m LA CURTE SUPREMA 

Bu. nos AtrftH, Abril 21 rte 1930. 

íVtttos y Vistos: 

Los de contienda fie competencia t*ir inhthitoria tratada 
entre un |uez de primera instancia en lo Civil de esta Capital 
y tiiru de igual clase de San Nicolás, Provincia de Hítenos Ai- 
re*, para conocer en el juicio sucesorio de Don í Jerónimo Sal vi. 

One los autos sucesorios seguidos en esta Capital, no están 
como se pretende, vírtualmente terminados, a cuyo efecto nn 
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es testante la declaratoria de herederos, dictada cu cuanto htt 
hiere liicar y i*or derecho, ni el pagá do las contril iliciones co- 
rrespondientes, nacionales y provinciales. pues el juicio con- 
tinúa abierto y en trámite mientras no se haya practicado y 
aprobado la partición y adjudicación de ios Nenes hereditarios, 
lo íjne no ha ocurrido en el caso, según lo establece el mismo 
auto aludido (h, 1 16 j del Juez de la C'apíial, y en consecuencia, 
carece de aplicación al sttb jiiJnv la di tirina y jurisprudencia 
que se invocan en el dictamen de fs, 68. expediente de San Ni- 
colás, según las cuates las contiendas de comj>etencÍa no |>ueden 
referirse a juicios concluidos sino a las que están en tramitación. 

Que en estas condiciones, nada obsta. jkir el concepto ex- 
presado, a la procedencia del conflicto jurisdiccional planteado 
por el Juez exhortante, — quedando reducida la contienda a 
dirimir, a la determinación por el examen de las constancias de 
nuius. riel último domicilio del causanle — antecedente fun- 
damental en que ambos jueces apoyan su coni(>etcncia. 

Que limitada la prueba del último domicilio cu esta Ca- 
pital a la declaración de dos test i¿¡ os que no acreditan la razón 
de sus aseveraciones, esa comproliución resulta tanto menos sa- 
tisfactoria, cuanto que se trata de un chacarero ti agricultor a 
quien se le atribuye residencia aquí en un hotel de la calle An- 
chorena 55,1. antecedentes que demostrarían que tal residencia 
era eventual i* transitoria y confirmarían la aseveración del de- 
nunciante del fallecimiento, quien afirma que el causante se 
domictlialia en Alsina. provincia de Buenos Aires, sejíún consta 
en el acta de defunción de ís. 1. 



Que en los mismos autos del Juez de la Capital se 
presentado di leumcntos que en todo caso inducen a la compro 
bación de que la radicación domiciliaria del de c jux no fué 
esta ciudad, sino Baradcro. jurisdicción del Juez requeriente, 
tales como ta escritura o titulo de adquisición de la casa de la 
calle Ar^iM. en la que Salvi declara que es vecino de Baradcrc 
(ís. 24); el Meto de marca que se acom^ina acrece estén- 
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ti ido a favnr del cansante en TM5 i>*»r la Municipalidad de 
Paradero (fs. 19) ; la* i*irtidas de nacimiento de los hijos acre- 
ditan que con excepción de los nacidos en 1H94 y 1895 (fs. 2 
y 34 1. los tiernas han nacido en Harriero ( fs. 76 a 89) ; y en 
fin. el testigo I>"Ti Julio Genoud, presentado |>ara acreditar 
que ri causante era casado cotí i*»ña Teresa Chiantori. declara 
en Julio de T>25 que Salvi fué su chacarero durante más de 
treinta años en Paradero y que la Guantón continúa con sus 
hijos de chacarera del declarante (fs. 43 y 43 vta. ). 

Que todas estas actuaciones de pructa cor rotaran lacles- 

la que los test »«os. en su mayor liarte antiguos vecinos de pa- 
radero, declaran uniformemente que allí conocieron a Salvi. 
que en dicha localidad tuvo siempre su domicilio, que era agri- 
en Itnr y tr:*t»ajalKi en una chacra en campo de los señores Gc- 
noud y que falleció en esta Capital porque sintiéndose enfermo 
se trasladó ¡«ara curarse! pern sin caminar de domicilio (fs. K> 
a 21. exped tente citado). 

Que debiendo deducirse de lo que queda expuesto que el 
cansante de esta sucesión se hallaba domiciliado en Paradero, 
provincia de líuenos Aires, a la éjioca de sn fallecimiento, es 
evidente que de acuerdo con la ley y la constante jurispruden- 
cia de esta forte (Código Civil, arts. W. 32K4 y su.^ con- 
cordantes; Falte» T. 140, pág, 4,1 y 2**3 y los allí citados u c> 
al Juez de San Nicolás a íjliiüt! compele el coimeimienlü del 
juicio sucesorio de referencia, puesto que la jurisdicción sobre 
la sucesión corresponde a los jueces del último domicilio dei 
causante, 

Ku su mérito \ oiilo el señor Procurador General, se de- 
clara que el Juez competente en el caso e$ el de lo Civil y 
Comercial de San Nicolás, provincia de Unenos Aires, a quien 
se remitirán los autos, avisándose al de esta Capital en la forma 
de estilo. Repóngase el papel. 

KoilKKTO Rl-PETTO. - R. GllUO 

Lavallk. — Antonio Sauauxa. 
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Mar del ¡'lata Joekey Chth S. ./.. ttíttím fa Prtn 'un M de líueno: 
A&m Sábra daños y pt-rjitieios. Excepciones ¿- incompe- 
tencia de jurisdicción, defecto ietjui m el modo de proponer 
la demanda y falta de personalidad en el apoderado de la 
m i ora. 

Sumaria: 1" No delie considerarse producida la prórroga de 
jurisdicción por el hecho de qiu* una do las ;«¿rtcs í la ac- 
toru ) . se presentara en nti juicio míe no se secuta contra 
ella, y en calidad ét tercero perjudicado '-por un embargo, 
pidiendo su levantamiento Kn tales condiciones corres- 
ponde rechazar la excepción de incompetencia de juris- 
dicción que se 1c opone. 

2 1 -' Corrcs|ioude admitir í;i excepción de falta de per- 
KoaaJidad del apoderado, cuando el cserikmo que extendió 
c| poder, se limitó a irauscrihir cu este, tan sólo la parto 
pertinente de actas y estatutos no otorgados o protocoli- 
zados |H ( r él. y (pie constituían en relación al poder los 
documento:* habilitantes a que >c refieren los artículos 1003 
y 1004 del Código Civil. 

Cuso: Lo explican las pie/as siguientes: 



UICTAMKN DEL l'KfKt'KAnOH IXNIÍK YI. 

Buenos Aires. Julio 21 de 1328. 

Suprema Corte: 

U%<*iedad Anónima "Alar del Piala Jockey Club", de 
manila a la Provincia de Iludios Aires. |n»r daños y perjuicios 
que. dice, le ha ocasionado el ador al sacar a remate y venderte 
sin juicio previo, las instalaciones de su hipódromo en ejecu- 
ción de una deuda por impuestos, a la que. sostiene, es ajena. 
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l>e la exposición que hace la actora, no coiil radicha, antes 
hteti, corroborada por la provincia- se deduce que en la causa, 
de referencia iniciada por el Fisco Provincial contra la Socie- 
dad "Hii«' M iromo Mar del -'Plata", no se ha producido ni po- 
dido producir prórroga de jurisdicción de la justicia local, en 
razón de no haher sometido la parte actora de la presente causa, 
a decisión, pumo alguno que implique aceptar dicha jurisdicción. 

Esta no puede quedar fijada por el hecho de haber con- 
currido a un jimio donde no fué tenida |>or parte, donde se 

sumarias sohre U-vant amiento de rnitargos y en donde el juez 
de la causa ordena, además, la devolución de los escritos pre 
sentados con tal fin. 

Kl juicio referido ño era. como se lia dicho, contra la so- 
ciedad actora en esta causa, sino contra un tercero. 

Por lo expuesto, soy de opinión que corresponde declara* 
que en la presente causa no ha existido prórroga de jurisdic- 
ción local y que su juzgamiento corresj wnidc. por ello, nrigi- 
nnríanicnic a esta forte Suprema, atento lo dispuesto por el 
articulo 1(11 de la Constitución Nacional y art. 1". iuc. 1" de 

Rorcuio R. Lam ia. 



KAI.I.O [)K I.A lORTK Sl'PKKMA 



Hítenos Aires. Abril Jl rte 1^0, 

Y Visfosí 

l\sia causa seguida por la Sociedad Anónima Mar del Pia- 
la Jockey l luh contra la Provincia de Ruchos Aires, sohre da- 
ño?, y perjuicios, para resolver sohre las excepciones de incom- 
petencia de jurisdicción- defecto legal en el modo de proponer 
la demanda y falta de personalidad en el apoderado de la acto- 
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ni, opuestas p, Jr la Provincia de Buenos Aires con 
previo, 

Y Considerando: 



<Juc la excepción «le incompetencia de jurisdicción se 
lia f mirlado en que la actora habria pmrrngadu la jurisdicción 
federal a que se acoge, con su presentación anterior ante la 
justicia local de la Provincia de Buenos Aires. 

Que. efectivamente, el inciso 4* del art. 12 de la ley K« 48 
declara, entre otras hipótesis, producida la prórroga de juris- 
dicción cuando en un pleito civil el vecino de una provincia 
demanda al vecino de otra ante un Juez o Tribunal de Provin- 
cia y eu tal caso el pleito no podrá ser traído a la jurisdicción 
nacional por recurso alguno, salvo en tos casos especificados en 
el art. 14. 

Que. sin emktrgn. e l recordado precepto no es aplicable a 
la presente causa jwirque los Medios cjtie se aducen como deter- 
minantes de la prórroga no reúnen las condiciones que. según 
aquel, la producen. Kn efecto, de la pruefa producida resulta 
que la Sociedad adora se presentó a un juicio que no se se- 
guía contra ella y en calidad de tercero perjudicado por em- 
Uirgo. pidiendo su levantamiento liso y llano, procedimiento 
autorizado por el art. 581 del Código de Procedimientos de la 
Provincia de Hítenos Aires. Y en otas condiciones, aunque 
no hubiese mediado el desistimiento de esta presentación, siem- 
pre sería verdad que no se trataría de una demanda civil contra 
la Provincia de Buenos Aires, como lo requiere el art. 12, in- 
ciso 4". sino de una gestión judicial de la que no existe recurso 
alguno, en la hipótesis de ser desest imada, salvo el de deducir 
la acción de tercería (art. 5X1 Código de Procedimientos de la 
Provincia de Buenos Aires». Cabe, además, observar, que el 
> imple levantamiento fiel emliargu perseguido por aquella pre- 
sentación, con el fin de evitar la consumación de daños, nada 
time ríe común con la demanda deducida en el presente juicio 
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une tiende cabalmente a obtener la reparación di- los ijmc 




y no 

prorroga de jurisdicción alegada 
ln pide el señnr I 'roturador 




t Hie en cuanto a la excepción de defecto Ugal en el modo 
■ le- proponer la demanda también del*- mt desestimada. K lec- 
tivamente, el escrii.» de iniciación de h acción reúne tocias las 
condicione* tic forma preceptuadas por el art. 57 de la ley 50. 
I,a demanda enuncia concretamente el fin perseguido: 'obte- 
ner «pie la Provincia de liuenos \ires sea condenada a reponer 
|n- instalaciones, p:i roñes y obras arran ada- 11 hxé del >li- 
. «Nirom., M;ir del l'lata, o a su opción, a la ciurejja del importe 
• me ella?- representan f"H eostas'\ Kelala los liechos genera- 
dores de la acción e invoca entro i derecho aplicable el contenido 
en los art>. l *M> y ».v del Código Civil. 

Ottc en cnanto a la excepción áe íalta de personalidad c'i 
el apoderado de la art ora, se funda en «pie el poder presentado 
por e! procurador l Mi/, no fué otorgado i|e acuerdo con lo mu 1 
prescritie el arL 1***3 del Código Civil, por lo cual es nula 
conforme al art. 1***4 del mismo Código. 

(Jue el citado art. 100^ del Código Civil dispone lo siguien- 
te: *\i los otorgantes fuesen representarlos por procuradores, 
el escribano dcl»e expresar que se le ha presentado el res|>eelív'» 
jioder transcribiéndolo en el liliri ■ de registro jutim con la escri- 
tura. Lo mismo debe hacer cuando las partes se refieran a 
.'ils^úii Mtn» ií^irnriu iitti público (habilitante de capacidad K Si 
ln-. instrumento^ e*iu vieren otorgados <■ protocolizados en el 
Registro del Kscriliano o hubiesen sido ya transcriptos en su 
protocolo con ameriorulad. lastará que este de fe de hallarse 
ellos cu su proti*-ntn, indicando la foja en míe se encontraren y 
transcribiendo, solamente, la parte pertinente del mismo '. 

Que, en el caso de la escritura de poder observada. . los 
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instrumentos (estatutos, actas, etc.) (te los cuales emergía fe 
justificación ele la ix-rscmeria jurídica de la sociedad, la com- 
posición de stj directorio y el carácter invocado por el señor 
Spuch, constituían en relación a la escritura de poder testimo- 
niada a te 95 los documentos lutbililantcs a que se rigieren los 
arta. ION y I(X)4 del Código Civil. 

íjue no habiéndose otorgado o protoeol izado con anleriori- 
ilad en el registro del escribano autorizante tales documentos, 
lial» litantes, su obligación legal de acuerdo con la primera par- 
te del art. 1003 consistía eii transcribirlos en el libro de re- 
gistro junto con la escritura. 

One e1 examen del testimonio fie escritura fie jioder. co- 
rriente a fs. 95 muestra que el escribano tratándose de las ac- 
tas y fie los estatutos, se ha limitado ;i transcribirlas en su par- 
te t «mínente, procediendo como si ya estuvieran ineoriMtradns 
a mi registro, «ruando no lo estaban, fiando logar \*>t consiguiente 
a la sanción tíel art. 1<)04 del Código Civil. 

Kn mérito de estas consideraciones y de conformidad con 
lo dictaminado jior el señor Procurador (ieneral res|»ecto de la 
1 trímera defensa, se desestiman las execciones de inconi|ieten- 
cia de jurisdicción y defecto legal opuestas |ior la Provincia fie 
Pf nenos Aires, y se admite la de falta fie personalidad del apo- 
derado de la adora. l.as costas en la proporción de tíos ter- 
ceras partes a cargo de la Provincia y la otra tercera a cargo 
de la actora. Xolifíqucsc y re|»óngasc el pa|>el. 

Kohkhto Repetto, -- R. Gt n>o 
Lavalm-:. — Antonio Sai; aun a. 
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/V,íií/ ( riV> Havc stttit ilü ta tb uninhh ii'm de fas procesos en que 
ha sido eamlcnuda, y que se le aplique una pena única. 

Sumario: Cuando las jjenas impuestas como consecuencia 
dos procesos riniinaks. f y teniendo ni cuenta que el pre- 
sidio riel anticuo Código, equivale a Ta reclusión actual), 
exceden del máximum lej;al de veinticinco años, que fiara 
la redición admití- el Código en su estructura general, el 
pinado tiene derecho según los artículos 55 y 58 del Có- 
digo ÍVual. a que el Tribunal que haya aplicado la pena 
mayor, (en el caso la Corte Suprema |. dicte una sentcnci;i 
única, aplicando las reglas de aquellos articulo* y sin al- 
terar !a- d< vía raciones de herho contenidas en las otras. 

r * 

Caso: Lo explican las piezas siguientes: 

DICTAMEN PKt. i'kOHHAIXJR liF. NF.RAL 

Buenos Aire», Marzo ril de 1931». 

Suprema Corte: 

Sejiiíu se desprende de los procesos agregados, |»or senten- 
cia definitiva ilictada por \", K. el 1*> de Diciembre de l°16, 
el penarlo Desiderio líáiv fué condenado a sufrir la pena de 
diez v ocluí años de presidio como autor principal del delito 
de homicidio, perpetrado oi^ propósito de roto, en la persona 
ile José Cura, lurlio cometido m la madrigada del 2 de Kuero 
de 1'ilJ cu un lugar dé! territorio de lormosa situado en el 
Kilómetro o55 de ta linea férrea a Kmhareación . U pena de 
presidio impuesta a Háez fué posteriormente sustituida por la 
•le nvlu-ión |»or el término di- Úmt y oclio anos, en virtud de 
resolución dictada por V. V. el M de Diciembre de V>25. 

Dórame la substanciación di- la causa en que se dictó la 
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sentencia condenatoria ríe la referencia, líáez fué nuevamente 
pr.jcesado por lialwr participado ni una sublevación de presos 
que tuvo lugar en la Cárcel de Formosa el día 25 de Enero de 
\<nu, siendo condenado en definitiva por la Cámara Federal 
de Paraná, según sentencia (le fecha 4 de Noviembre de 1921. 
a sufrir la jwna de doce años tic presidio romo cómplice en el 
homicidio del centinela Arrúa, autor de agresión, con armas, 
al celador Al vare* y. en general, al cuerpo de guardia, y autor 
también de disparo de arma de fuego contra el centinela Iter- 
gara. lista semencia pasó en autoridad de cosa juzgada- |*>r 
no haberse interpuesto contra illa recurso de apelación, de- 
biendo entenderse que la pena de presidio impue.ía qiudó sus- 
tituida |H>r la de reclusión, atento a lo dispuesto en el art. .305 
del Código Penal en vigencia, 

1CJ (venado Desiderio Báez se ha presentado ahora, median- 
te la at licitud de fs. 1 de esie incidente, pidiendo se ic enm- 
I -renda "en el articulado del Código de Procedimientos vigen- 
te, en el cual dice sobre acumulación de delitos engaitando 
los procesos jiara la aplicación de una setencia única". 

Es evidente que Báez ha sufrido error al invocar e¡ Có- 
digo de Procedimientos vigente en apoyo de su petición, y que 
h cpie ha entendido solicitar es la aplicación a su caso de las 
disposiciones contenidas en los arts. 55 y 58 del Código Penal 
actualmente en vigor. 

Kl citado articulo 55 del Código Penal establece que : "Cuan- 
do concurrieran varios hechos independientes reprimidos con 
una misma especie de pena, ta |»ena aplicable at reo en tal 
caso, tendrá como mínimum, el mínimum de la pena mayor, y 
como máximttm, la simia resultante de la acumulación de las 
] lenas correstM mdientes a los diversos hechos. Sin embargo esta 
suma no podrá exceder del máximum legal de la especie de 
pena de que se trate". "Estas reglas — dice el art. 58 — se 
aplicarán también en el caso en que después de una condena 
pronunciada pnr sentencia firme se deta juzgar a la misma 
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jiersona que esté cumpliendo pena i -*ir otro heeno distinlo; r 
cuando se hubieren dictado il**s o más. sentencias firmes mil 
violación de 'lidias reglas, forres, mntkrá al juez que haya 
apb"cad« la pena mayor, dictar a pedido «Ir parte, su única sen- 
tencia. >in alterar la> declaraciones de hechos contenidas en la^ 
otras. Cuando por cualquier causa la justicia federal, en mtím 
m que ella haya intervenido, no pueda aplicar e*ia regla. lo 
hará la just cia ordinaria nacional o provincial que conoció de 
l:i infracción [jenal, según sea el caso . 

U> disposiciones legales tran ^criólas, aunque de sanción 
,M.suriur a lo* pronunciamientos condenatorio! y definitivos tU 
V. K. y de la t ámara Federal del I 'araná, son sin cmtwrgo. 
de aplicación al caso de Háez, W *P W resulten favorables, 
con forme al princinjb consagrado |Hir el art. 2* del Código 
l vii.nl vigente, según el cual, si durante la condena se dictare 
una ley mas benigna, la pena se limitará a la establecida i«-r 
esta ley. operándose, en tal caso, de pleno derecho los efecto* 
de ta nueva ley. 

Ahora bien: como Háez fué c ndenado por la sentencia 
de Y. K. <le fecha 19 de Diciembre de Ifífi y su modificación 
de fecha M de Diciembre de 1923, a 1S años de reclusión, 
y i»or la Cámara Federal de Paraná, con fecha 4 de Noviem- 
bre de 1921, otros 12 años de la misma pena, las que en con- 
junto suman M) años, no es dudoso «pie la aplicación al presente 
caso de las reglas eMabUcidas en los ÉFt*. 55 V 58 del Código 
l'ena! vigente, resultará l*ncficiosa jara dicho condenado, pues- 
to que. no pudiendo la Mima resultante de ta acumulación de 
m 1**"»* correspondientes a los diversos hechos exceder del 
máximum legal de la es|>ecie de i>ena de .pie se trate, cal* ad- 
vertir que. Iiabiéndose impuesto a LSáez |>or aml>as referidas sen- 
tencias condenatorias peua de precio temara!, que se susti- 
tuye pOt la de reclusión, también temporal, a mérito de lo dis- 
p „e.io por et art. 305 del Código citado, el máximum legal de 
esta especie de pena icnqHiral, en el régimen penal actual, es 
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H de 25 ai w. Ver an, 70, M . 101. 124, |« y oíros ,1,1 
Código Penal vigente, 

Corresj>,m<le, pues, aplicar al presente cas.» las reglas cs- 
íatifecidas en l«-s arts. 55 y 5S tfel Código Penal v ¡g n .h- v> tl} 
consecuencia, adaptar a .lia las sentencia* condenatorias dicta- 
rlas contra el presado Desiderio Ife por V, §. caB techa 
10 <Ie Diciembre ,1c ÍOR, y lH , r la Cámara Federal <le Paraná 
en lecha 4 de Xoviemhrc de A tal efecto, procede dic- 

tar !a sentencia única tendiente a verificar la acumulación de 
las penas impuestas, limitan,!,, esta acitmi ilación, ríe aencrd,. 
Má las íxTtHicntes consideraciones que he expuesto en el eurs.. 

al máximum legal, esto es, a 25 año- 



del presente 
de reclusión. 

KJ pronunciamiento en cuestión comiste a Y. K. en vir- 
tud ,le lo dispuesto en el art. 5M del Código Penal viente, m 
ser éste el tribunal que aplicó la ,>cna mayor; siendo tic adver 
lir ,jue el procedimiento aconsejado no presenta en el caso de 
mm dificultad alguna de las míe se ha tenklo en cuenta en la 
pane ímal <lel recordado art. 58, no sólo ¡xjruue el conocimiento 
y picamiento de los delitos imputados a lláez, ha existid > 
unidad de jurisdicción, como todas correspondieron a ta justi- 
cia nacional de Formosa. sino también |>orque, como lo hacía 
notar el doctor Tomás Jofré al evacuar ta consulta que sohre 
este («irticular Je formuló la Comisión Kspecial de Legisla - 
eión 'cual y C arcelaria de la C ámara de Diputados de la Xa- 
ción (véase: rir><tolfo Moreno, hijo. El Código p cli:i | y 
antecedentes, tomo III, página 160). -'dictadas las dos renten 
das con violación de las reglas que fija el Código Penal, ven- 
dría una especie de revisión ,|tie restablecería la pena justa" 
y es obvio míe este recurso, el de revisión, también M .dria ser 
traído a con,KÍmiento <le V. E. de conformidad a lo dispuesl » 
en efTTit? 553 del Código de Procedimientos en lo Criminal 
y en el articulo 4 de Ja ley 4055. 

<Jmra V. K. así resolverlo. 

Horacio R, Lar reta. 
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PALLO DE m SUPREMA 

Buenos Aires. Abril Ü (té ÍífS&> 

Auto* y Vistos: 

I„i presente solicitud tk1 penaíío Desiderio Baex pidiendo 
la acumulación de los procesos «i que ha sido condenado, a 
íiu de que esta Corte aplique una sota pona: y 

Considerando : 

One de las actuaciones que sr tienen a la vista, expediente 
número 13 año W12. y N- 20 año PMíi. amlms del Juzgado 
Letrado de Fofmosa, resulta que el tilintante fué condenado- 
en el primer proceso, |>or sentencia (le fs. 151 a 18 años de 
presidio por el delito de homicidio con el propósito de mlm. y 
en el segundo, a doce años de la misma pena. 

One sumadas anü*as condenas, y teniendo en cuenta quj 
el presidio del anticuo Código equivale a la reclusión actual 
las penas impuestas exceden del máximum legal de 25 anos 
que para la reclusión admite el Código en su estructura general, 
(Jue el penado tiene derecho en casos como el de autos, 
seguidos ans. 55 y 58 del Código Penal, a que el tribunal que 
haya aplicado la j>ena mayor, en este caso la Corle Suprema, 
dicte una sentencia única, aplicando las reglas de aquellos ar- 
tículos y sin alterar las declaraciones de hecho contenidas en 
las otras. 

Oue en consecuencia, y fie acuerdo con lo dictaminado p>r 
el señor Procurador General, se declara que las penas aplica 
das al reo de autos dehen reducirse a la de veinticinco años de 
reclusión, con las correspondientes accesorias del Código Penal. 
Xotifíquese y devuélvase. 

J. FlGUEKOA ALCORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Crino I .avalle. 
— Antonio S.uiarn'a. 
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Pon J< ritfüzrrdc contra ta M umcipúBdod tic ta Capital, so- 
lí re miniad tic multa. 

r 

Sumario: [ < improcedente el recurso extraordinario interpues- 
to coutn. una resolución tic carácter procesal. 

Caso: Lo explica- las piezas Mullientes : 



rm-TAMEN i L l'KdCI K auor ckxeral 

Buenos Airea. Abril 7 de 1930. 

Suprema Corte: 

Kl aun. de fs. 7 que f lee la ra Iík * denegada una apelación 
de carácter procesal, es irrevisihle, |mr e.'o. ante esta Corte Su- 
prema i articulo 14 de la ky 48). 

Soy TM>r tanto de opinión que eurresjKnide leclarar impro- 
cedente el recurso de (lecho traído a V. E., como (u ha resuelto 
a fs, 11 el juez de la causa. 

Horacio R. Lamí r. 



I ALEO DE LA CORTE SUPREMA 

I Bueno» Aire», Abril 23 de 1939, 

Autos y V istos: La queja por apelación extraordinaria 
denegada, interpuesta por el comerciante José Villareerdc con- 
tra la resolución del Juez Correccional. l>r. Ortega, en las ac- 
tuaciones sobre nulidad de multa; y 

Considerando : 
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Oue según categóricamente tú dispone el artículo ti de ia 
lev nacional número 4H, la queja deberá deducirle "de tal mo- 
t)o que sii fundanientti acrezca de los autos y tenga una re- 
lación directa e inmediata a la cuestión de validez de los ar- 
tícuh.s dt* la Constitución, leyes, tratadas n comisiones en dispu- 
ta": v la jurisprudencia constante de esta Corte ha consagrado 
¡., ime%eneia de ese precepto, desestimando el recurso extraot- 
dinario del art, 14 cuando en el pleito en míe sí' deduce no se 
planteó en forma y o|mrt unidad la supuesta contradicción entre 



GÜll y el art. 14 de la ley 4*. Fallos: lomo 103. página 41í.; 
tomo 105, página 12?: tomo 114. página Ifil ; lomo 121. pá- 
gina 138 y 144. 

íjne. de los auto* remitidos por el Juzgado en lo Correc- 
cional por vía de informe y de cuyo fallo se queja el señor 
Villavcrde. resulta que éste apeló de una resolución municipal 
de la Capital, en la que se le negaba el derecho de continuar 
él solo dueño y responsable de un negocio de almacén, fonda 
y despacho de Muda*, que ames había figurado a los nombre* 
asociados de José Villaverde e Iglesias, negativa fundada en 
la circunstancia, confesarla por el recurrente, de no haher pa- 
gado los impuestos municipales |vor creerlos ilegales e incons 
lilucit males, omisión que trae aparejada, según la Municipali- 
dad, la medida restrictiva cu deliate: i>em en estos autos no 
se hn planteado la cuestión fundamental de inconstittieionalidad 
i n que *e pretende tusar el recurso extraordinario, sino que *c 
dice halterio articulado en otro juicio civil en trámite antedi 
¡uzgado a cargo del doctor l'oreel de Peralta, lo que. por si 
-ólo hace improcedente aquí el recurso del art. 14. 

( >m aún referida la cuestión al dehate sobre inconstitu- 
c¡< n.ilidad del impuesto municij>al cobrado — ya que no se dic- 
en qué consiste — hay una declaración expresa del recurrnm 
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que interdice cíe plano su pretensión-dé radicar ante esta Corte 
la discusión sobre el asunto, pues una farga v constante ju- 
risprudencia, ha establecido la necesidad del previo pago ron 
protesta y reserva de 

litucionalidad o 
jíina 355 ; tomo 
página 204; tomo 
muchos otros. 




litigar sobre la cons- 
de impuestos. Fallos: tomo 99, pá- 
5; tomo J01 ( página 30; tomo 102. 
■": tomo 120, página 98. y 



su mérito y de acuerdo con lo 
Procurador General, se 
«ase salier, devuélvanse los 
con testimonio de la presente- y archívese. 




lior el señor 
la queja. Ha- 
de informe 



Roberto Krpetto. — í?, Guido La- 
va u,k. - - Antonio Sa< sarna. 



/ '"" 'VfVírnVí AzcártUc contra don Manuel faunos, por defrau- 
dación. Competencia negativa. 

Sumario: Corres^ imle a la Justicia Federal en arrezo a lo 
dispuso pW el artículo 3<\ incisos 3* y 4* de la ley número 
4JS. e iguales incisos del artículo 23 y articulo 34 del Codito 
Criminal, el practicar las actuaciones necesarias para el es- 
clarecimiento de un delito que aparece, 0tm facir. come- 
tido jmr muí o más empleados de correos, un alguna de las 
dependencias de esa repartición. 



Cuso: I.o explican las piezas siguientes: 



■ 



»6* FALLOS DE LA CORTE S CP REMA 



VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

Kl hecho denunciado no está comprendido dentro de las 
disposiciones fiel articulo 3" fie la ley X" 48. desde el momento 
que de las constancias ríe autos no surgen indicios suficientes 
de que la defraudación haya sida comdcida por algún empleado 
de las depon leticias de Correos en ejercicio de sus funciones, en 
forma t;it que determine La responsabilidad y lieneficio del Es- 
tado, V siendo la competencia federal un fuero de excepción 
corrcsjHnule que U. S. se declare incompetente |»ara entender 
en esta causa y remita !os antecedentes al Señor Juez de Ins- 
trucción de la Capital en turno. 

Díciembr.. 19 de 1929. 

Jorge Gotidra. 

i 

ACTO DEL JCEZ PEDI-RAL 

Buenos Aires. Febrero 6 de 1930. 

Auto* y Vistos: 

[W los fundamentos de la Vista del Señor ÍWuradur 
Fiscal, se declara incumpcUiile este juzgado para entender en 
la precedente querella, la que dclwrá ser remitida al Señor Juez 
de Instrucción que corresponde. 

Jaiüus t 

VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

Prtiiut /tní> V. S. es incompetente para entender en esta 
causa. \in efecto, si el giro ha sido dado al cohro al Banco Es- 
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pañol, su ajioderaniiento, primer paso del delito ya sea por hurto, 
ti solo se ha producido durante la marcha del tren, o en las ofi- 
cinas He t < tíreos centrales, desde que la posibilidad de la apropia- 
ción del documento no existe más ente en esas oportunidades. 
Knticndo. |>ues. como lo he expresado, que U. S. es ajeno, por 
su jurisdicción. ya sea por el fuero o por el territorio para co- 
nocer en esta causa. 

Marzo 8|930. 

Luis A. Barbtris. 



AITO 1>KL JIEZ DE INSTRI CC1ÓN KN LO CRIMINAL 

Buenos Aires, Marzo 17 de 1930 . 

Autos y Vistos:: 

Resultando de la declaración de fs. 8 que el destinatario no 
recibió la pieza certificada enviada por correo que contenta la 
letra de cambio incriminada y además desprendiéndose del es- 
crito de fs. 3 que son empleados del Correo Central los que 
tramitaron el cobro y luego percibieron el importe del documen- 
to, existen elementos suficientes a juicio del suscripto para con- 
siderar comprendido el caso que motiva esta querella, en la dis- 
t>osición del art. 3". incisos 3 y 4 de la ley N* 48. 

Por ello, jjor los fundamentos del precedente dictamen fis- 
cal, resuelvo; declararme incompetente para conocer en la pre- 
sente causa, que será devuelta, con oficio, al señor Juez Federal 
docfeór Janlus invitándolo en caso de disconformidad a elevarla 
a la Kxcma. Corte Suprema de Justicia i>ara que decida la com- 

.7. Gmtzálts Olizrr. — Ante mi ; /:. Tahsa Castro. 



- 
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OKTAMF.N DKL PROfl " RADOR CEXERAL 

Buenos Aires, Abril 7 de 1930. 

Suprema Corte : 

\ estar a los términos de la presente oueretla por defrauda- 
ción guilla i>or Silverio Azeárate contra Manuel Ramos, corro- 
Imrada por la exposición ampliatoria del primero, de fs. 8, re- 
sultaría f|ue vi delito <¡ue se imputa al querellado fué cometido 
por éste, como empleado dd Correo de la Nación y consistiría 
en la apropiación de lia tfiro enviado i>or carta i>or Axeárate. el 
. ipu- ^.Menormente fué adulterado y hecho efectivo sn eohro. 

Los delitos enunciados son, como se ve. de naturaleza fede- 
ral, correspondiendo a los Jueces de Sección su juzgamiento de 
acuerdo a lo dispuesto |»or el art. 3\ inciso 3 V dq la ley 4«. 

Pero aun suponiendo tpie en el estado actual del procedi- 
miento no pudiera sostenerse la fiartici pación del acusado Ramos 
en el delito de deírau dación determinado por la apropiación de los 
fondos girados, siempre existiría el delito federal de violación 
de la corres] londcucia cometido en una pieza postal entregada al 
t orreo y que no ha llegado a su destinatario. 

En i-te concepto sería de aplicación lo dispuesto por el art. 
38 del Código de Procedimientos en lo Criminal que establece 
une deberá juzgar primero la jurisdicción federal. 

Kn tal sentido creo delie dirimirse la presente contienda de 
competencia negativa tratada entre el Juez Federal en lo Crimi- 
nal y Correccional de la Capital de la Nación y de Instrucción 
en ló Criminal de la Justicia < lrdinaria de la misma Capital. 

Tal es mi dictamen . 

Horado R. Larrcta. 
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FALLO IJK LA CIJKTK Sl'PRKMA 

Buenos Aires. Abril 25 de 1930. 

Aiitns y Vistos: 

I -os de ctífitienda de competencia negativa suscitada entre 
un juez Kcderal de esta Capital y otro de Instrueciótf en lo Cri- 
mi nal de la misma, ni la causa seguida por Sil veri- 1 Azcáratc 
contra Manuel Ramos, por defraudación, 

Y considerando : 

Que los aiitccedentes y circunstancias relativas al hecho 
fundamental de la querella, definen y caracterizan con precisión 
el delito sobre que versa la causa, y determinan, por consiguien- 
te, el Juez que debe practicar las acruacione.4 necesarias [tara el 
esclarecimiento de las infracciones que se denuncian. Se trata- 
ría, en efecto, de una defraudación cometida |wr uno n más em- 
pleados de correos, en alguna de las dc|ieiidcneias de esa repar- 
lición, mediante la violación de una carta y la subsiguiente subs- 
tracción de los valores que con tenia. 

Oue en estas condiciones, el delito común de defraudación 
es en el caso un delito de carácter federal en razón del lugar en 
que f*rintü ftta\* aparece cometido, como to es el de violación de 
correspondencia, en virtud de la lev y de la jurisprudencia cons- 
tante de esta Oírte. Versando pues la cansa sobre los actos de- 
lictuosos aludidos y que se dicen realizados en la forma circuns- 
tancial relacionada, no es dudoso que el caso corresponde al co- 
nocimiento de la justicia federal, atento a lo que prescribe el ar- 
ticulo ,K incisos 3* y 4' de la ley 48 y los mismos incisos del art. 
2^ y artículo 34 del Código de Procedimientos en lo Crimina!. 
(Fallos, lomo 114. pág. 199: tomo 118. pág. 140: tomo 122. pág. 



I» PAL LOS Í>K t-A CORTE SI" PREVI A 

Var ello y Ée conformidad con lo dictaminado por el Señor 
l'ríjcurador Genera!, se declara que el conocimiento de esta que- 
rella compete al Juez de Sección ante quien se ha instaurado, 
Remítansele en consecuencia 1«s autos y avísese al Juez de Ins- 
trucción en la forma de estilo, 

J. Figl'ekoa Alcorta. — R. Gü iro 
La valué. — Antonio S arar na. 

• 



Batí ( arfo* flertetht mm te Caja M&ional tic JaNhu iones y 
'Vimií»i«\* tic Empicado» y Obreros Fcrnmarios. sobre h 
forma ti t rvtwajrar a ta Caja los aportes no nttthados pñt 

Sumario: Kstá al mareen de] recurso extraordinario toda cues- 
tión fonnal reglamentaria sobre el nroeedimiento a seguirse, 
para i|ue los aj>ortes de cuotas debidas por los jubilados, 
(art, 14. ley 10. 050 k se realicen en su integridad. 

Cuso: I.o explican las piezas siguientes: 



DICTAMEN DEL l'ROCt "RADOR (¡F-NERAt, 

Buenos Aires, Abril 15 de 1930. 

Suprema Corte : 

l,a laja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Kmplca- 
■ !("> y c ihrcro*, Ferroviarios acude ante Y . K. j»or medio del re- 
curso extraordinario tjuc autoriza el art. 14. inciso 3'' de la ley 
numero 48, solicitando >e revoque la semencia de la Kxcma. Cá- 
mara Federal de la GaptlaJ de ík, 3H. recaíala en la solicitud de 
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jubilación jhm- invalidez tic don Carlos Heridla. i>or ser céntra- 
lo. 650 que menciona. 

I-a procedencia del «curso es índ ¡sentible de acuerdo con la 
jurisprudencia sentada por V\ E. en casos análogos. 

Entrando al fondo del asunto, calie observar que la resolu- 
ción de la Caja de fs. 29 bis se l>asa precisamente en el articulo 
4K de la citada ley, que dispone míe el |*ersonal con derecho a 
jubilación que por cualquier motivo no hubiera concurrido "a la 
formación (leí fondo de la Caja con el cinco por ciento de todos 

a sus beneficios, sufrirán un descuento del diez por ciento en 
sus jubilaciones" hasta reintegrar a ta Caja el cargo que ^e hu- 
biera formulado. 

Quiere decir, entonces, que en la liquidación de la jubilación 
de don Carlos Ilertella ha debido figurar toda la deuda que mo- 
tiva el cargo observado hasta integrar a la Caja el cinco \v¡r cien- 
to que no le fué descontado o|>ort unamente, comprendido dentro 
del diez por ciento a que se refiere la disposición citada, tuda 
vez que no está autorizado por la ley el descuento o pagn previo 
del cargo fie referencia, que no i>erjudica ni viola ningún pre- 
cepto legal o constitucional. 

* Por otra parte, tratándose de un obrero de los Ferrocarriles 
del F.stado, cuya jubilación está sujeta a regímenes diversos, se- 
gún los casos, ya se trate de la ley 4.349 o de la ley X" IO.íoO, 
es justo y equitativo que el interesado se ampare en el derecho 
que invoca. 

IW estas consideraciones y las concordantes de los escritos 
de fs. 33 y 4í>, estimo que V. E, debe confirmar la sentencia 
recurrida en la jKirtc que ha podido ser materia del recurso, que 
di>pone ia inclusión del cargo previo formulado a don Carlos 
Ilertella en el art. 48 de la ley número 10.650. 

Sírvase V. K. asi resolverlo. 

Horacio R. Litnrta. 
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Bueno» Aíwí, Abril 2S de 1930 . 

Y Vistos: 

El recurso extraordinario de la Caja Nacional de Jubilacio- 
nes y Pensiones fie Obreros y Empleados Ferroviarios contra el 
tallo de la Cámara Federal de Ablación de la Capital, que man- 
da intimar e1 carpo formulado al obrero Carlos Bertella, jubila- 
tlo \»v invalidez, en mensualidades del 10 % hasta cubrir los 
apones n«> efectuados, de conformidad al artículo 48 de la ley 
KUÓO; y 

Que la Cija, el obrero y el Procurador General de la Na- 
ción están con formes en la procedencia de la jubilación y del 
mgo formulado a iíertella por anortes no realizados desde el 
\ f de Vayo de 1919 hasta el 15 de Abril de 1921 ; y solo hay di- 
sen*, mtre h primera y los últimos en cuanto a la forma en 
«¡tu i>e cargo ilelie ser cubierto, es decir, si dct>e legarse su im- 
p.rte ite nna sola vez. como recaudo previo a la efectividad de 
la jubilación o en mensualidades del 10 % de la misma, art. 48, 
ley lO.fiSO. 

Une no se trata de una cuestión, sobre inteligencia de la ci- 
tada íey o de las que la modif icaron, de la cual pueda resultar 
agravio a la Constitución o al derecho mismo que se invoca fun- 
dad.- en aquella, conforme a la letra y espíritu de los art. 14 y 
1 5 de f a ley número 4X. sino de una cuestión formal, reglamen- 
taria. Míbre el procedimiento a seguirse para que los aportes de 
cuotas debidas por los jubilailos se realicen en su integridad; y 
ello eMá al margen del recurso extraordinario. 

En su mérito asi se declara . Hágase saber y 
los autos. 

J. FlCLEROA ALCORTA. 

Lavalle. — Antonio 
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Don Guillermo Franco contra ta Caja Nacional de Su 
v Pensiones de Empleados 



Sumario 





no puede entrar en el 

respectivos, al objeto 




Caso : Lo 



sido n no bien apreciadas , 
nietas siguientes: 



DICTA M EN DEL PROCURADO* GENUAL 

Aire», Abril 7 de 19341, 





La resolución de fs. 40 dictada por ta 
Ablación de la Capital <jue, por sus fundamentos, confirma la 
de la Caja Nacional de 
Ferroviarios, ha decidido la causa 

Tales cuestiones no admiten revisión por esta Corte Suprema 
por no tener el carácter de federales. (Artículo 14 de la ley 48), 

Soy |K>r ello de opinión que corresponde declarar mal con- 
cedido el recurso interpuesto para ante V. E. 

Horacio R. Larrcta. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA (1) 

Buenos Aire* Abril 25 de 1930. 

Y Vistos: 

Los autos de don Guillermo Franco solicitando jubilación 
por invalidez como obrero ferroviario, venidos en apelación ex- 
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traorrlinaria contra la resolución denegatoria de la Cámara Fe- 
deral de Apelación de la Capital : y 



Que dicho fallo recurrido dice — fs. 40— "De acuerdo con 
el informe médico el recurrente puede ocuparse en otras activi- 
dades, f'or ello y sus fundamentos (los de la Caja de Jubilacio- 
nes y Pensiones Ferroviarias) se confirma la resolución arlada, 
etc." ; y la resolución aludida corriente a f s. 27, se fundó en que 
"resultando de los informes producidos por el Cuerpo Médico a 
fs. 10; y |*>r el Departamento Nacional de Higiene, a fs. 18. que 
si bien el postulante se encuentra incapacitado para continuar en 
el ejercicio de su empleo, puede desempeñar otras tareas compa- 
tibles con su actual capacidad fiska o preparación comproliada. 

Que en tales términos, es indudable, como lo sostiene el Se- 
ñor Procurador General, que no se trae a la Corte un caso de 
interpretación o inteligencia de la ley 10.650 modificada por la 
número 11.308. en su art. 20 referente a jubilación por mitíli- 
sación, sino la apreciación de los informes médicos relativos al 
carácter de la afección de Franco y la influencia de la misma 
sobre su aptitud para el trabajo habitual u otro compatible con 
su prcjtaración. etc. ; y ello es extraño a la competencia de esta 
Corte en el recurso extraordinario — art. 14, ley número 48 — 
Jurisprudencia S. C. N. Fallos t. 104. pág. 407; 107. pág. 401 ; 
"l(i*. pág. 269; 113, pág. 270; 114. pág. 148; 115, pág. 3.S5: 116. 
pág. 30; 156. pág. 79. 

Kn mérito se declara improcedente el recurso. Hágase sa- 
ber y devuélvanse los autos. 



(1) En la misma fecha la Corte Suprema se pronunció en 
igual sentido en la causa seguida por don Ireneo J . Lahiteau con- 
tra ta Caja de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, 
sobre jubilación. 



Considerando : 



J. Figue roa Alcorta. — R. Guido 
Lavalle. — Antonio Sacar na. 
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Sociedad Anónima Tomás Devoto y Compañía contra don Juan 
B. Cioccalc. sobre cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario: Las cuestiones de competencia sólo pueden referirse 
a juicios tendientes y no corresponde a los ya fenecidos, cu- 
yo conocimiento no puede ser materia de una cuestión de 



Casa: Lo 



AUTO HKI. JUEZ EX LO CIVIL 

Buenos Aires, Septiembre 19 de 1929. 
Líbrese el exhorto en la forma solicitada. 

Teca nos Pinto. — Ante mi : R. Ramaugé. 



VISTA DEL AGENTÉ FISCAL 

Señor juez : 

No resultando del exhorto de fs. 53, que el concursado se 
halle domiciliado fuera de la jurisdicción de U. S., circunstan- 
cia que se corrobora con las constancias de autos, estimo que, 
en atención a ello, y no teniendo recaudos suficientes a ese fin 
la rogatoria de fs. 53, U. S. no debí hacer lugar a la remisión 
de estos autos que solicita el Señor Juez exhortante. 

Octubre 9 de 1929. 

M. Ocampo Giménez. 
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AUTO DEL JL'EZ EN LO CIVIL 

U Plata, Octubre 11 de 1920. 

Autos y Vistos ; Consiilerando : 

Que la universalidad del juicio de concurso civil de acreedo- 
res, sólo atrae al juez del concurso los juicios que se encuentren 
pendientes, y no los terminados i>or sentencia de trance y reñía- 
te ejecutoriada, como OCttfíf en el presente caso. (Art. 715. Có- 
digo de Procedimientos) . 

(>c esta misma cuestión ha sido recientemente resuella i*>r 
fe Siurana' Carte < le Justicia de la Nación, en el concurso civil 
formado a don Alfredo Fortalat y Pourtalé y cuyo falh. y ante- 
cedentes del caso se encuentran publicados al folio 1 del tomo 
80 de la baceta del Foro. 

Por ello y no obstante la conformidad del ejecutante y lo 
dictaminado por el señor Agente Fiscal, tratándose de una cues- 
tión de comi>eteiicia. míe es de orden público, hágase sal>cr al 
señor íuez coloríante que en opinión del infrascripto no co- 
rresponde la remisión de los autos que se solicita. Klévense a 
la Suprema Oírte de la Nación. (Artículo 436, Código de IVo- 
-< - 

DICTAME* Bfit PROCI RADOR GEJKKHAL 

Buenos Aires, Abril 7 de 1930. 

De acuerdo con la doctrina uniforme de V. K. el Juez de 
Primera hiMancia en lo Civil y Comercial de La Plata, ipic co- 
lige en la ejecución seguida i>or la S. A. Tomás Devoto y Cía. 
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contra don Juan A. Cioccale, ha denegado la remisión de dichos 
autos tiara ser acumulados al concurso civil del deudor abierto en 
la Capital de la Nación, en razón de ser, el primero, un juicio 



Se trata, efectivamente, de una causa de las que, por no 
estar pendiente sino fenecida, no queda comprendida entre las 
<pt pueden motivar un conflicto de competencia. 

La circunstancia de existir acuenk» de partes para la re- 
misión de los autos no puede modificar esta solución, toda vez 

todas 





Soy, |v>r ello, de opinión que corres|wndc dirimir el pre- 
sente conflicto producido entre el referido Juez de La Plata y 
el ile la Capital de la Nación, en favor de la competencia del pri- 
mero, quien 
ante él 

Ht 



FALLO nE LA CORTE SUPREMA 

íf- is c? n o s ^tií^s>) bfil 28 de 1030 * 

Autos v Vistos: 

Para dirimir la cuestión suscitada entre un Juez en lo Ci- 
vil de esta Capital y otro de igual clase de La Plata, sobre acu- 
mulación de los autos del juicio ejecutivo seguido, ante éste jjor 
la Sociedad Tomás Devoto y Cía. contra don Juan A. Cioccale, 
al juicio de concurso civil promovido \mr el mismo ante el pri- 
mero de dichos magistrados: y 

Considerando: 



Que los antecedentes de estas actuaciones acreditan que el 
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* 

* 

* 

requerimiento de acumulación del juicio ejecutivo fué decretado 
(Septiembre 19 de 1929) en fecha muy posterior a la de la sen- 
tencia de remate (Marzo 16 de 1927). como consta y se afirma 
sin contradicción en el auto denegatorio de la acumulación so- 
licitarla . 

One en estas condiciones y en casos análogos al sub judicc 
la jurisprudencia de esta Corte ha establecido que las cuestiones 
de la naturaleza de la promovida en estos autos, sólo pueden re- 
ferirá a juicios pendientes, y que. en consecuencia, no corres* 
pondrtva los ya fenecidos, como ocurre con un juicio ejecutivo 
concluido por sentencia de trance y remate, cuyo conocimiento 
no puede ser materia de una cuestión de esta índole, que presu- 
pone siempre la existencia de dos litigios no resueltos. (Fallos, 
tomo 147. i¿g. 414; tomo 149, pág. 333; tomo 151, pág. 69; to- 
■mi 154. pá¡í. 216, entre otros), fc 

Que por lo demás, no es necesario exáminar la cuestión re- 
lativa tt la supuesta conformidad de partes sobre la jurisdicción, 
por «tamo, si bien el apoderado del ejecutante no se opone, por 
razones que no se perciben, a que se remitan los autos, mega la 
procedencia de jurisdicción del Juez del concurso y deja a salvo 
sus derechos "|)ara hacer en su oportunidad la cuestión del caso". 
(Fs, 55, cxped. de I-a Plata). 

Cor estas consideraciones y de acuerdo con lo dictaminado 
pur el *eñor Procurador General, se declara que el Juez de La 
Plata no está obligad» a remitir al Juez exhortante los autos de 
referencia, materia de la contienda. Devuélvanse los expedien- 
tes a los juzgailos de su respectiva procedencia, agregándose al 
del Juez de la Capital testimonio de la presente. Repóngase el 
papel . 

J. FlGl'EROA Alcorta. — R. Guido 
Lavalle. — Antonio Sagarna. 




Don Julián Rute contra la Caja Nacional de Jubilaciones y ten- 
siones de Empleados Ferroviarios, sobre jubilación. ' 

Sumario : Para guiar de los lienef icios de la ley 10.650, es nece- 
sario que las condiciones de edad que exige el articulo 22 de 
la misma, concurran en el momento de dejar el servicio, 

Casot Lo explican las piezas siguientes: 

RESOLUCIÓN DE L A CAJA FERROVIARIA 

Buenos Aires, Agosto 28 de 1929. 

Vistos : 

■ 

Que el ex empleado del Ferrocarril de Buenos Aires al Pa- 
cífico, don Julián Ruiz, solicita acogerse a los beneficios de la 
jubilación por retiro voluntario, previsto por el articulo 22 de la 
ley 10.650; y 

Considerando : 

Que en el presente caso se ha operado la prescripción del 
art, M de la citada ley, en razón de que el peticionante cesó en 
su empleo el 22 de Abril de 1918 y se presentó ante la Caja el 
19 He Junio de 1929. en demanda de una jubilación , 

Que de las constancias de autos se comprueba que el re- 
currente, el 22 de Abril de 1918, fecha de sü) cesantía, si bien 
contal» más ríe diez años de servicios, sólo tenía cuarenta y nue- 
ve años, un mes y seis días de edad, es decir, que no reunía tam* 
poco las condiciones que exige el artículo 22 de la ley 10.650, 

Pur estos fundamentos, atento lo dictaminado por la Ase- 
soría Legal, lo aconsejado ^6iv la Comisión de Jubilaciones y de 
conformidad con lo acordado por el Directorio en su sesión de 
ayer: 



|7| FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Se resuelve : 

|« _ No hacer lugar al pedido de jubilación por retiro volun- 
tario formulado por el ex empleado de! Ferrocarril de Buenos 
Aires al Pacífico, don Julián Rui*. 

2* — Previa notificación al interesado, archívese. 



DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACIÓ:* 

Bueno* Aires, Noviembre 20 de 
Vistos y considerando: 
Fste tribunal entre otros casos en los de don Francisco Sua- 
rer y don Andrés Ferrari, confirmados por la Corte Suprema el 
17 de Septiembre y 9 de Noviembre de 1928, respectivamente, 
estableció que el extremo de la edad exigido po* el art 22 de la 
ley número 10.650, debe concurrir en el momento de dejarse el 
servicio. 

Consta de autos que Rui* cuando dejó de formar parte dd 
personal del Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico no tema 
cincuenta años de edad. 

Por ello se confirma la resolución apelada de ís. 18 que de- 
niega la jubilación por retiro voluntario solicitado por Julián 
Rui*. Devuélvase sin más trámite. 

Rodolfo S. Fcrrcr. — Marcelino 
Escotada* — B. A. Nácar .Iri- 
chorena. — José Marcó. 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Airea, Mar» 25 de WW. 

Suprema Corte: 
La Cámara Federal de Apelación de la Capital ha denegado 
a f s. 28 a don Julián Rui* la jubilación por retiro voluntario que 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



m 



tenia solicitada a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones 
de Empleados Ferroviarios, por considerar que el peticionante no 
tenía, en el momento de dejar el servicio, la edad exigida por ei 
art, 22 de la ley 10.650. 

Contra esa resolución se ha recurrido para ante V. E. (ar- 
tículo 14 de la ley 48) . 

La procedencia de dicho recurso ha sido reconocida por es- 
ta Corte Suprema en causas análogas (152 : 259 y 153: 127) . 

Y el fondo del asunto ha sido en ellas también decidido en 
el mismo sentido que lo ha hecho la Cámara Federal. 

Me remito, pues, a la doctrina citada para pedir a V. E. 
la confirmación de la sentencia apelada en la parte que ha po- 
dido ser materia del recurso. 



Y Vistos : 

El recurso extraordinario concedido en los autos Ruiz Ju- 
lián sobre jubilación. 

Por sus fundamentos y de acuerdo con la jurisprudencia 
citada en el dktamcnte del señor Procurador General, se confir- 
ma la sentencia de fs. 28. en cuanto ha podido ser materia del 
recurso. Hágase saber y devuélvanse. 
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Buenos Aires, Abril 30 de 1830. 



J. FlGUEKOA AXCORTA. — RoBEKTO 

Repetto. — R. Guido L avalle. 
— Antonio Sagauna. 



■ 



Con fecha dos de Abril de mil novecientos treinta, la Corte 
Suprema no hizo lugar a la queja deducida l*>r don Augusto S. 
Frin en autos con la Municipalidad de Avellaneda, sobre incons- 
titucionalidad de una ordenanza, \x>t no aparecer de la propia 
exposición del recurrente, que éste hubiera interpuesto para ann 

recurso alguno que le hubiese «do denegado. 



En la demanda entablada por don José Amarelle contra la 
Provincia de Hueñi» Aires, |mr devolución de la suma de .**<>- 
cicntos cincuenta y nrhn pesos moneda nacional, pagada indebi- 
damente, según el actor. l*>r conee,*o del impuesto espinal de 
afirmado del camino público de U Hata a Avellanecb en eje- 
cución de la ley provincial de 30 de Diciembre de 1907. el re- 
presentante de la Provincia contestó la demanda reconociendo la 
verdad de los hechos expuestos en la misma, y solicito se baga 
lugar a ella, sin costas, en razón de halarse avenido a las pre- 
sione» del actor, pero dejando a salvo su derecho para ex.g.r 
del mismo el pago de las contr iliciones corres^mdumtes de 
acuerdo con la nueva ley dictada en 1927. I* Corte Suprema, 
«m fecha 7 de Abril de 1930. fallo la causa declarando que la 
Provincia de Buenos Aires está obligada a devolver a la deman- 
dante en el plazo de treinta días, la suma reclamada con sus in- 
tereses a estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argen- 
tina desde la fecha de la notificación de la demanda, ordenando 
cute las costas íueran ainadas en el orden causado atenta la na- 
turaleza «le la cuestión debatida y la forma en que quedo trakida 
la litis. 



Con fecha once se declaró improcedente la queja deducida 
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por don Manuel Hortal Muñagorrí en autos con el Departamento 
Nacional del Trabajo, por infracción a la ley 11,338, por los 
fundamentos del dictamen del Procurador General y en razón de 
que la sente-icia del juez en lo Correccional de la Capital, al con- 
firmar la del Departamento Nacional del Trabajo, había recono- 



Corte Suprema en el recurso creado por los arta. 14 de la ley 48 



En la misma fecha se declaró, igualmente, improcedente, ta 
* ¡neja deducida por la Sociedad Anónima de Curtiembres Fran- 
cia Argentina contra el Gobierno de la Nación, sobre cobro de 
pesos, por aparecer de la propia exposición del recurrente que 
la cuestión deliatida fué resuelta por cuatro miembros de la Cá- 
mara Federal de Ablación de la Capital "votando tres por la 
revocatoria de la sentencia apelada y uno por la confirmación de 
la misma" ; y porque aún en el supuesto de que el otro miembro 
de la Cámara a t¡tw se nutriese adherido al voto del que lo hizo 
en disidencia, esa circunstancia no hubiera cambiado la finalidad 
a que se llegó en la sentencia. 



r,n veintiuno fiel mismo se declaro improcedente la queja 
deducida por dn Pedro Albín en autos con don Pedro Agusano, 
sobre desalojamiento, por no aparecer de la propia exposición 
del recurrente» que se hubieran llenado los requisitos exigidos 



pítr el artículo 15 de la 'ey N' 48. 



En el juicio seguido contra Felipe Smail (a) Peluffo, por 
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el delito de homicidio perpetrado en la persona de Alfredo Ta- 
lep hecho ocurrido en Toay, Gobernación de la Pampa Central, 
el 30 de Abril del año 1926, el Juez letrado de dicho territorio 
falló la causa condenando al procesado a sufrir la pena de tres 
años de prisión, accesorias legales y costas del juicio, sentencia 
que fué modificada por la Cámara Federal de Apelaaoude La 
Plata, elevando la condena a la de diez y seis anos y medio ese 
la misma pena. Elevados tos autos en apelación a la Corte Su- 
prema, el trilmnal, con fecha 21 de Abril de f 
su vez, la sentencia apelada, il 
años de prisión . 

♦ 



En veintitrés del mismo no se hizo lugar a la queja deduci- 
da por don Francisco J Ibánez, apelando de una resolución de 
la Aduana de la Capital, de conformidad con lo dictaminado por 
el señor Procurador General, y en razón de que la sentencia re- 
currida de la Cámara Federal de Apelación de la Capital, se ha- 
bta Umitado a decidir la causa por razones de hecho y prueba con- 
cerniente, a una falsa manifestación de un despacho aduanero; 
v decisiones de tal naturaleza, no admiten, como es sabido, revi- 
sión por la Corte Suprema en el recurso extraordinario de ape- 
" , por el artículo 14 de la ley N* 48. 



En las demandas deducidas por doña Carmen Amarelle de 
[¿pez y don Florencio Amarelle contra la Provincia de Buenos 
Aires, por devolución de las sumas de dos mil ******* *í 
renta y un pesos con setenta y cuatro centavos y la de imiml 
cuatrocientos noventa y cinco pesos con siete centavos moneda 
nacional, respectivamente, pagadas indebidamente, según los ac- 
tores, por concepto del impuesto especial de afirmado deísmo 
de La Plata a Avellaneda, en ejecución de la ley provincial de 
30 de Diciembre de 1907, el representante de la Provincia, con- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



m 




testando la demanda, reconoció la verdad de los hechos expttcs- 
y solicitó se hiciera lugar a ella, sin costas, en 
de haberse avenido a las pretensiones de los actores, pero 
a salvo su derecho para exigir de los mismos el pago de 
correspondientes de acuerdo con la nueva ley 
7 : salvedad oue más tarde consideró aue carecía 

x |a IfTttWt^ tW^lft AVI nHtfMb l l4 J _ 1 í#»tlU í w» r 1 l-TT- ll JT .- 1-" <~n L -n -ini^rt irt rt — m 

por el tribunal, en que se declaró la inconstítucionaltdad de di- 
cha ley. La Corte Suprema, con fecha 25 de Abril de 1930, falló 
las causas declarando que la provincia de Buenos Aires está 
obligada a devolver a los demandantes las sumas reclamadas, 
con sus intereses a estilo de tos que cobra el Banco de la Nación 
Argentina desde la fecha de la notificación de la demanda, or- 
denando que las costas fueran abonadas en d orden causado, 
atenta la naturaleza de la cuestión debatida y la forma en que 
quedó trabada la litis. 



Con fecha veinticinco de Abril de mil novecientos treinta, 
fué confirmada por la Corte Suprema la sentencia pronunciada 
por la Cámara de Apelación de La Plata, la que condenó a Fran- 
cisco Linares a sufrir la pena de catorce anos de prisión con tas 
costas del juicio, en vea de la de diez y seis años de la misma 
pena que le fuera impuesta por el Juez Letrado del Territorio 
Nacional del Río Negro, como autor del delito de homicidio per- 
petrado en la persona de Víctor Navarrete, en el paraje denomi- 



||4 FALLOS PE LA CORTE SUPREMA 



Pisco Nacional contra don Saturnino García. 



Sumario: El impuesto interno correspondiente al alcohol, es al 
expendio de éste, vale decir, a su venta en calidad de tal,y 
no puede afirmarse que exista esta operación en el empleo 
de aquél para preparar substancias desnaturalizantes. En el 
caso, tanto más cuanto que dicha substancia fué adquirida 
por el Fisco, que pagó por cada litro un precio inferior al 
. impuesto que se dice eludido. 

Caso : Lo explican las piezas siguientes : 

SENTENCIA DEL JL'EZ FEDERAL 

Buenos Airea. Febrero 20 de 1920 

Y Vistos: Los promovidos por el Fisco Nacional contra don 
Saturnino García sobre cobro de pesos. 

V Considerando: 

1* Que el señor Procurador fiscal deduce a fs. 5 demanda 
cu nombre y rei>resentación del Fisco, expresando que persigue 
del citado García el cohro de la suma de doscientos setenta y cua- 
tro mil novecientos sesenta y seis pesos con ochenta y cinco cen- 
tavo. * que el Fisco pagó indebidamente en la provisión de sus- 
tancia desnaturalizante para alcoholes, por habérsele suministra- 
do a la Administración General de Impuesto» Internos un pro- 
ducto de diferente composición e inferior calidad al convenido 
v la de trescientos cuarenta y siete mil novecientos sesenta ^pe- 
sos con cincuenta centavos X en concepto de haber eludido Gar- 
cía el pago del impuesto correspondiente al alcohol que empleo 



Señala que |>or acuerdos de gobierno fechas Junio II 
I92l ; Julio 31 de 1922 y Diciembre 28 de,l923. el adjudicatario 
García debía proporcionar un producto desnaturalizante de alco- 
holes» en cuya composición dehían entrar los ingredientes y can- 
tidades que detalla, con exclusión de todo otro elemento, de mo- 
do que por cada den litros de desnaturalizante, se entendió que 
fa Administración recibiría un compuesto de cuarenta y nueve 
litros de metíleno con un diez por ciento como mínimo de aceto- 
na, veintisiete litros cinco decilitros de productos livianos de 
"cracking 1 ' del petróleo, trece litros siete decilitros de hjdrocar- 
ííono y nueve litros ocho decilitros de aceites esenciales del al- 
cohol de melaza y nada más. 

Agrega que el Gobierno quedó obligado a pagar el precio 
corres] wndiente previos los trámites necesarios para la verifica- 
ción de las entregas. De las actuaciones que acompaña, dice que 
se desprende que el producto entregado a la Administración es 
tic conijiosición diferente a la de la fórmula oficial, pues tiene 
por término medio un treinta y siete cinco por ciento de alcohol 
etílico puro y la cantidad profjorcional del metíleno que contiene 
es menor que la establecida. Si bien el alcohol etílico puro ha 
sido empleado con el asentimiento de Impuestos Internos como 
disolvente de la mezcla desnaturalizante, no hay duda que su pre- 
sencia altero la composición de la fórmula que el F, E. adoptó 
y el proveedor aceptó, violándose lo estipulado, siendo de adver- 
tir que Impuestos Internos creía erróneamente que era necesario 
el empleo del alcohol para disolver dicha mezcla. 

Resulta asi, de las planillas agregadas, continua diciendo el 
Procurador Fiscal, que fa cantidad de desnaturalizante entrega- 
do en virtud de los acuerdos de gobierno ya citados, es de nove- 
cientos diez y siete mil setecientos setenta y siete litros y la de 
alcohol etílico empleado es de trescientos cuarenta y cuatro mil 

pagado un pre- 
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ció como si fuera de desiiaturalirante, compitiéndote d der«ho 
de repetición conforme lo establece» los articulo» 78*, 790 y con- 
cordantes del Código Civil por la snma indiada mas arriba en 
primer término. 

Además, reclama el pago del impuesto de las leyes 3761 y 
11 252 que gravan d alcohol empleado en la forma expuesta, 
va que para goiar do la franquicia dé exoneración de ese grava- 
men es EJrio que la desnaturalización se reahce por el P_ E. 
v por los procedimientos o método, que este adopte, lo cual »» 
«ta cumplido en este caso. La suma correspondente a etfe 
™bro e, l» citada en segundo término al comien/o de este con- 
siderando. 

\ftade que el proveedor ta incurrido en demoras de entrega 
del desnaturalizante, dado esto y la, violaciones antes «Prenda*. 
Ztoo para la aplicación del articulo 3' del acuerdo de Diacmbra 
sjn el cual, la morosidad o fata de cump— 
de sus cláusulas, lo dejarían sin efecto en toda, es partes y de 

«¿* por can» impumble a. 
éste en responsabilidad por las erogación» que el F.«o se ve, 



olilieado a 



Termina solicitando se condene al demandado al pago del 
«tal deTs suma, indicada, o sea seiscientos veintidós m,l nove- 
S «ES m m treinta y cinco centavo, % con m- 

* 

tereses y costas. . 

Contesta d demandado de fs. 12 a 35 en una larga «posición 
en que impugna en toda forma lo que señala la demanda 

Sostieneque por acuerdo de junio II de 1921 debía «ntre- 
m Ocíenlo, cruenta mi. litro, de d«n*ural,zante ypor 
ddc Julio 31 de 1922 otra ramutad igual al £*3M«* 
do de ochenta centavo, X el litro, que luego v«^elF -, a 
los desnaturaliradore, al precio de un pe* conj altéenla 
vo, * ganándose el Fisco setenta centavo, Ti P°r cada litro. 

Amitos contratos fueron ejecutado, y cumplidos a satisfac- 
ción de ambas parte,. 
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Dice el demandado que en Octubre de 1923 procuró entrar 
a la licitación del Ministerio de Hacienda para la provisión de 
desnaturalizante y ofreció quinientos mil litros de su producto 
cuya fórmula ya conocían. Impuestos Internos y la Oficina Quí- 
mica Nacional por estar en uso desde tiempo anterior y hallar- 
se patentada con el número 19.130. Seguidos los trámites del 
caso, el P. E. dictó el decreto fecha Diciembre 28 de 1923, pu- 
blicado en el "Boletín Oficial»* 8974, mediante el cual se resol- 
vió adquirir cuatrocientos cincuenta mil litros del producto para 
desnaturalizar alcohol a que se referia la propuesta hecha por el 
demandado. 

Dicho decreto no le fué notificado al demandado, agrega 
éste, y se publicó en el 'Boletín Oficial" el 13 de Febrero de 1924, 
resolviendo el P. E. declarar rescindido por sí y ante sí el con- 
trato por causa de incumplimiento de un plazo de sesenta días, 
que recién deberían vencer el 14 de Abril siguiente, llevando el 
decreto de rescisión, fecha Abril 3 de 1924, fundándose en que no 
se Itahía entregado el desnaturalizante dentro de los sesenta días 
de ta fecha del decreto de Diciembre 28 de 1923. 

Señala el demandado, que si este decreto fué publicado el 
13 de Febrero de 1924 en el "Boletín Oficial" el plazo de se- 
senta dias vencía el 14 de Abril y que en Marzo 1* empezó sus 
entregas a Impuestos Internos, verificando otra el día 12 y hu- 
biera seguido entregando hasta Abril 14, si el P. £. no hubie- 
ra paralizado sus actividades, siendo de advertir que aquellas en- 
tregas fueron aceptadas, el Fisco las vendió a los desnaturaliza- 
dores, les cobró su importe y nada pagó por ellas al demandado. 

Continúa examinando los antecedentes del asunto y dice 
que el decreto de Abril 3 de 1924 se inspira en un dictamen 
técnko de un químico doctorado que carece de título universi- 
tario y que no se ha hecho análisis por la Oficina Química Na* 
cional con intervención del interesado. 

Afirma que siempre entregó el producto convenido, cuya 
liondad y ef icario nadie le ha desconocido, pues lo contrario se 
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desprende de los antecedentes administrativos que invoca y aná- 
lisis particulares como el verificado por el doctor Nelson a raíz 
de una investigación adoptada por el Ministerio de Hacienda y 
expresa por vía ilustrativa que el Fisco invirtió en la adquisi- 
ción de sus productos setecientos veinte mil pesos 3£ que le dejo 
un lieneficio neto fuera de ese costo, de quinientos noventa y 
cinco mi! cuatrocientos dos pesos con sesenta centavos % y pu- 
ne de relieve que la demanda se ocupa del empleo del afconol 
etílico en el desnaturalizante, mientras que el decreto en que se 
funda indica que la cantidad de alcohol metílico habría determi- 
nado la alteración de la fórmula, lo que significa que existe dis- 
crepancia entre la demanda y el decreto. 

Agrega que no hay tal pago por error y que no puede involu- 
crarse las oWaciones relativas a 1921 y 1922 aparte deque^s 
artículos 2170 y 4041 del Código Civil y 473 del do Comercio 
rigen en el caso s»b judke. 

En cuanto al cobro del impuesto correspondiente al alcohol 
q ue según el Fisco existía en la fórmula desnaturalizante cu- 
yos análisis del Fisco no admite el demandado, observa este que 
él Fisco por una sucesión de actos aceptó esa formula sin exi- 
gir jamas el pago de impuesto por el alcohol que 
tp disolvente en ella entraba y como se trata de alcohol dqr 
lujado contemplado por las leyes 3761 y « - 
te que no le alcanza el impuesto que no te ha exigido la Adm. 
nistración del ramo con arreglo a la ley 3764. 

Finalmente añade, que la acción emergente de 
m de compraventa a que se refieren los acuerdos de G£rr- 
no citados, se encuentra prescripta con arreglo a lo 
en lo* artículos 2170 y 4041 del Código 

de Comercio, a contar desde la fecha de cualquiera de lo* con- 
LjTle referencia o desde su ejecución hasta U fecha d^ 
demanda, por lo que opone la defensa de prescripción en ulti- 
mo término. 

Solicita luego, el rechazo de la demanda, con costas. 



al resolver el suscripto el presente juicio, tiene muy 
eii atente la jurisprudencia sentada por la Supre- 
ma Corte en diversos fallos, de los que se desprende que "el 
artículo 13 de ta ley 50 no exige que la sentencia examine todos 
lus argumentos alegados en apoyo de las acciones deducidas en el 
juicio, siendo deher de los jueces decidir los pleitos según la 
intención formal de las partes y la verdad probada en autos, 
pre-cindtendo de los ápices del derecho". (Tomo %, pág. 236 



Fisco Nacional persigue el cobro de doscientos sesenta y 
cuatro mil novecientos sesenta y seis pesos con ochenta y cinco 
centavos en razón de hatjer pagado indebidamente esa suma 
al demandado, a causa de ta provisión de sustancia desnaturali- 
zante para alcoholes, toda vez que el producto suministrado era 
de diferente composición e inferior calidad al convenido. 

Dicha cifra se compone de dos factores; uno de éstos co- 
rresponde por la cantidad de doscientos sesenta y nueve mil 
doscientos noventa y siete pesos con sesenta centavos % a los 
acuerdos de gobierno de Junio 11 de 1921 y Julio 31 de 1922 y 
el otro factor por la cantidad de cinco mil seiscientos sesenta y 
nueve ];esos con veinticinco centavos % al acuerdo de Diciembre 
28 de 1923. 

Entiende el suscripto que el Fisco mediante tales acuerdos 
de Ministros, ha exteriorizado su voluntad de contratar con el 
demandado García la adquisición de un producto destinado a 
desnaturalizar alcohol, sujeta su entrega, calidad, especie, natu- 




No puede ca1>er duda de que se está en presencia de un 
contrato claramente determinado de ta compraventa de una co- 
sa mueble adquirida por el Estado, quien se apréstate a reven- 
derla según rezan los dos primeros acuerdos y para entregarla 

i de que la usa- 
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ra €ti la desnaturalización de alcohol, no indicando el 
acuerdo si se la revendería o no. 




IX | examen de los expedientes administrativos 
i|iie versan con multitud de carátulas, números y letras 
este asunto, acrece que el producto en compra ha sido sumi- 
nistrado por García sin objeción algun a de liarte de las autori- 
dades administrativas desde el aculttb de Jimio 11 fie 1921 en 
adelante, hasta que en Marzo 27 de 1924 resolvió e! 
de Hacienda de la dación se realizara una investigación 
te a aclarar algunos hechos irregulares acaecidos según decía 
el Ministerio, con motivo de la provisión de agente desnaturali- 
zante de alcoholes para la Administración de Impuestos In- 
ternos , — . 

Esa investigación, confiada al señor oficial mayor del Mi- 
nisterio, llegó en Junio 4 de 1924, a la conclusión categórica de 
que en la provisión del desnaturalizante por parte de García, con 
relación a los ya mencionados acuerdos de gobierno, se había 
violado lt» que éstos disponían, entregándose un producto de 
composición diferente y de calillad muy inferior al desnaturali- 
zante contratado. 

En liase a ese informe, el \\ E. dictó el decreto fecha Ju- 
nio 4 de 1 ( >24, en el que acertó sus conclusiones, a la vez que 
declaraba hallarse asistido de derecho para rqictir las sumas in- 
debidamente jugadas t*jr un pnxlucto de diferente composición 
e inferior calidad al contratado como resulta!» ser el que en- 
tregara García a la Administración de Impuestos Internos, cuya 
repetición es la que persigue la demanda de fs. 5 en el punto a), 

1.a actitud del demandado al tralwr la litis, oponiendo la 
defensa de prescripción, mueve al suscrito a estudiarla en pri- 
mer término de conformidad a lo resuelto por la Suprema Corte 
en diversas uport unidades. ( Tomo 100, pág. 395, entre otros). 

Y bien ; como quiera que no hay constancia clara y defini- 
da de haberse realizado en forma y en las oportunidades esta- 
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Mecidas en los acuerdos <1e referencia» todos lo* análisis en cada 
entrega, por |iarte de la Oficina Química Nacional, es el caso 
de señalar que recién en Junio 4 de 1924, o sea en la fecha del 
decreto antes recordado había venido a establecerse con verdad, 
que el producto adquirido por la Administración Nacional no re- 
unía los caracteres, condiciones y modalidades que indica la 
Administración y la demanda se tuvo en vista al decidirse su 

La demanda de fs. 5, en armonía con el informe resultante 
de la investigación administrativa, persigue el reintegro al Fis- 
co de una suma de dinero pagada por cierta cantidad de des-* 
naturalizante que no reunía la calidad pactajU, o sea, se deduce 
en rigor de verdad una acción contemplada por los arts. 2164, 
2168. 2173, 2174, 2175, 3949, 3951. 4017 y 4041 del Código 
Civil, de los que cabe inferir que semejante acción encuéntrase 
prescripta atento el tiempo transcurrido desde que se verifica- 
ron todas o cada una de las entregas del desnaturalizante a la 
Administración — la primera en Septiembre 19 de 1921 y la 
última en Marzo 12 de 1924 — , hasta el momento de la interpo- 
sición de la demanda — Abril 19 de 1927 — , por lo que se ve 
que siempre habria corrido con exceso el plazo de tres meses que 
concede el artículo 4041 del Código Civil o el de seis meses del 
articulo 473 del Código de Comercio invocado concreta y espe- 
cialmente por García j>ara li1>erarse de responsabilidad. 

3 r Que en cuanto al rubro l>) de la demanda, relativo al 
cobra de impuesto interno correspondiente al alcohol empleado 
l* ir García en la cumi>osicíón de la sustancia desnaturalizante 
comprada y vendida |xir el Fisco, el suscripto duda si aplicando 
la ley con extremado rigorismo, procediera hacer lugar al peti- 
torio de ese rubro lo que posiblemente pondría al Juzgado en 
presencia de un caso de summun jus sumnta injuria. 

Las leyes 3761 y 11.252 gravan con impuesto interno al 
alcohol y la ley 4298 exonera del impuesto al alcohol desnatura- 
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minación. tuerza motriz, etc.. y establece que la desnatura liza- 
eión se hará únicamente por el P, E. y |Mir los procedimientos 
o métinlos cjiie tiene establecidos 4» que establezca en adelante. 

F.l decreto del F\ E. fecha Junio 4 de 1924 que obra en 
las actuaciones agregadas, reconoce que la Administración di* 
Impuestos Internos consintió el empleo de alcohol puro jtor fiar- 
cía en la & imposición de su producto desnaturalizante — art teu- 
W 4» y ^ cuyo alcohol quedó desnatura hzariu y de consi- 
guiente inapto para otro destino que no fuera el contemplado en 
el artículo T de la ley 429tf. o el de servir de desnaturalizante 
a su vez , 

\jl intervención plena y amplio consentimiento de Impues- 
tos Internos en lo que se relaciona con el manejo del alcohol em- 
pleado en la eom|x>siHón del producto vendido por García al 
Fisco, permite manifest ar que la desnaturalización de ese alco- 
hol quedó consumada en forma, no debiendo olvidarse que el 
mismo Fisco es 1 piten adquirió dicho alcohol y la mezcla des- 
natural i zaute (pie contenia, por cada litro de cuyo producto |ki- 
gó un precio inferior al riel impuesto interno que grava el alcohol 
1 1 ir !? ley 37M, art. l v . prím?ra luirle y artículo 12 tle la ley 11252. 

GiU asintiólo observar que si tu sentir del decreto de Ju- 
nio 4 de l<>24 s - lut tiutlitio el Mf° é¡ »« impuesta inexcusable- 
mente debido, era de rigor poner en movimiento otras dis)* licio- 
nes conexas de las leyes de impuestos internos ( números 429?. 
37hl. 3764 y 11.252.. aplicando inultas entre cinco y treinta 
y cinco vece* equivalentes al monto del impuesto al presuntn 
infractor, y hacerlo incurrir en intereses punitorios, lo cual no 
dispttSO dicho decreto. 

Todas estas circunstancias ñute ven al J u/gado a contem- 
plar este aspecto del asunto, con arreglo a lo que sugiere la equi- 
dad. (Pauto, ley ( X) de ntjuU; juris, Marcido. ley 1S3, id. 1 y 
^•onsiderar por lo tanto que si no señaló claramente el Fisco ta 
existencia dt infracción punible, ocultación, fidsa declaración 11 
omisión dolosa, no cal* exigir el impuesto, desde que la desnattt- 



ralización fiel alcohol está perfectamente reconocida y consentí- 
fia por la Administración, dicho alcohol ha sido adquirido por 
el Fisco, quien dispuso de él como tuvo |x»r conveniente y mi 
entró al comercio y consumo como alcohol sin desnaturalizar, 
del tiendo recordarse a este respecto la doctrina sentada por la 
Suprema Corte en diversos fallos, en los que estableció ipie la 
ley 376-1 grava solamente M el expendio del alcohol", esto es, el 
hecho f|iie en orden económico está sujeto a imposición y atentas 
hs modalidades del caso sitfr jitdicc, lógico declarar que no 
lnv. promei liado "expendio" en el sentido que le atribuye la Corte, 
uitre el Fisco y el demandado. (Ver tumo 110. páij, 51 : ionio 
1 1 7. 409 { 2 ) y otros ) . 

fine expuesto lo que antecede, estima el 
está resuelto, sin necesidad de tomar en 





N'o hay para qué traer a 



análisis verificado | un- 



cí señor l-ranchini a pedido del Ministerio d* Hacienda, tiene 
no la validez que discute el demandado, en mérito de 




Nacional, cosa 

Siempre quedarían los análisis tm impugnados, realizados 
por el Instituto (jirimico del Depártame! iin Nacional de Higiene. 
l>or el dfictor Jacinto Kaf fo y \xn la comisión de técnicos, a que 
se alude en el informe de fs. 114 a 117. lápiz rojo, expedien- 
te ajíreuado. que comprobarían y con firmarían el incumplimiento 
ixir parte dv (lama fie lo que se obligó a proveer como 



Tampoco habrá que estudiar los conceptos del decreto del 
l\ K. fecha Abril 3 de 1924 que deja sin efecto el de Pfciem- 
hre 28 fie 1923, ni sí (iarcía incurrió en demora a contar desde 
esta fecha como lo sostiene el Fisco, o si el plazo de sesenta 
establecido en este último decreto dclierá contarse desde la i 
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1924 como lo sostiene íiarcia. o si éste lo conoció en Enero de 
1924 como lo asevera el informe <1e fs. 126 lápiz rojo, expíen- 
te adjunto. por cuanto estos puntos precisamente no hacen a 
la litis tobada, pues la alusión a demoras de fs. 8, párrafo 9 — 
o-mproliadas en parte a juicio «leí suscripto — no dan lugar a 
decisión judicial en lo presente, toda vez que aquí no se deman- 
da a Iriircia \xtr las erogaciones que el Fisco se viera obligado 
a liacer cu cuanto excedan a las que habría originado el cumpli- 
miento del acuerdo de Diciembre 28 de 1923 y tampoco aquí se 
contrademanda |x*r cumplimiento de ese acuerdo-convenio o por 
tos problemáticos daños y i>erjuicios que pudo haber originado el 
decreto de rescisión fecha Abril 3 de 1924. 

Pdt las consideraciones que preceden, fallo: 
rada la prescri|>ciún opuesta por el demandado 
cía en lo concerniente al cobro de la suma de doscientos 
y cuatro mil novecientos sesenta y seis pesos con ochenta y cin- 
co centavos % que le reclama el Fisco Nacional en concepto de 
«recio indebidamente legado por la provisión de sustancia des- 
naturalizante ]»ara alcohol adquirida mediante lo dispuesto por 
l..s acuerdos del P. E. fechas Junio 11 de MI, Jnho 31 de 
1932 y Diciembre 2K de 1923. 

Rechazo asimismo la demanda de fs. 5 en cuanto ^rsigue 
el cobro dé trescientos cuarenta y siete mil novecientos sesenta 
,h ,os con cincuenta centavos % en concepto de impuesto inter- 
no correspondiente al alcohol empleado en la eonumsicion de la 
referida sustancia desnaturalizante. 

Costas poT su orden, atenta la defensa opuesta y naturaleza 
de la causa. 

Xotiftqtiesc. repóngase el sellado y oportunamente archíve- 
se, previa devolución de los expedientes administrativos agre- 
gados, a su procedencia. 

Saúl M. Escobar. 
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Y Vistos: Siendo arreglada a derecho, se confirma, sin cos- 
tas, la sentencia arlada de fs. 128, de este juicio promovido por 
ti Fisco Nacional contra Saturnino García sobre cobro de pese*. 
- * rerrer. - Marcelino Escalada. - H. « 

, Inchorcna. 
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Buenos Aires, Mttyo 9 de 1930 



Vistos : 

K] recurso 
Procurador Fiscal en la causa s< 




traído |K>r el 
por el Fisco 
de pesos, y 




One ilada la naturaleza de la causa y la circunstancia de 
ser apelante el Fisco, actor en ella, no es discutible la prol-e- 
dencia del recurso concedido (artículo 3', inciso 2*. ley 4055 J. 

Oue la presente demanda comprende dos cuestiones de Ín- 
dole distinta, sujetas en consecuencia a consideraciones de he- 
cho y de derecho de diversa legislación, como se desprende de 
la relación formulada en primera instancia, 

1, ;í primera se reitere a la devolución de sumas de dinero 
¡Migadas por el Fisco al demandado» tndebidamajrje, según se 
dice, por halier éste suministrado sustancia desnaturalizante pa- 
ra alcoholes de diferente composición e inferior calidad que el 
convenio, según los acuerdos de Junio 11 de 1921, Julio M de 
1922 v Diciembre 28 de 1923. 
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i «puesta contra esta parte de la acción la prescripción de 
los articuíoi 473 del Código de Comercio o 4041 del Civil, y da- 
d« que la violación de < Jarcia con respecto a la provisión dd 
desnatural i/ante fue" concretada tu resolución de 4 de Junio de 
1 U J4, en tanto que la presente demanda fué interpuesta en 
\l>ril 19 de l f '27, entre amias tedias, haltria transcurrido con 
,-\».-. ( . et tiimpo determinado en andas disposiciones legales. 

\>i ln ha resuelto el señor Juez y la Cámara d tjtw, al re- 
producir \o* funtlameutos de la sentencia del primero, conside- 
rando que la acción promovida, con relación al punto de la re- 
ferencia, está comprendida en el artículo 4041 M Oh ligo Ci- 
vil va <pie ella persigue d reintegro al comprador de una suma 
,1,- diñen i pagada por cierta cantidad de desnaturalizante qui- 
lín nimia la calidad pactada, o sea. se deduce «na acción con- 
templada por los arts. 21o4. 21o8. 2173, m\ r 4017 y 4041. es 
decir, la ¡i.vtón re< lliil.it- -ría a que se refiere el art. 4041. I-as 
decisiva- razones expuestas al respecto por el inferior, no re- 
batida* eficazmente en los alegatos finales, escusa de mayores 
desenvolvimientos. 

Qm d segundo punto de ía demanda comprende el cohro 
del Impuesto interno correspondiente al alcohol empleado por 
i Jarcia en la composición desnaturalizante, «píe se dice eludido 
jmr este. 

une kijo este punto de vista debe tenerse presente que como 
l„ \n resudto esta Corte y lo recuerda el a qiw, d impuesto de 
mu se trata es al expendio del alcohol, vale decir, li su venta 
en H1 calidad de tal y m puede afirmarse que exista esta ope- 
ración cu el empleo de aquél (iara pregar substancia desnatura- 
lizame del caso, mucho más si se tiene en cuenta que didia 
• itli-UTicia fué adquirida por el risco, que pagó por cada litro 
UU precio inferior ai impuesto que se dice eludido. 

IW estos íundanu ntM-. l,,s demás, justamente aducidos por 
d M-fi.tr Juez, y Cámara >i qtw, y concordantes de los alegatos de 
la pane demandada, se confirma la sentencia de ís. 157. Sin 
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castas, en razón de los antecedentes del asunto, la defensa de la 
pre*m¡x-nm aceptada y de la obligación en que se hallan los 
representantes del Fisco de agotar el nrocedimiento en la de- 
Eetisa fie sus intereses. Notifiques*-* y devuélvanse, repuniéndo- 
>c ti papel en el Juzgado de origen. 

J. FlííL'EROA AlCORTA. — ROBERTO 

Repetí o. — R. Guido La valle. 



íhtu Hitar tí o .hhorol confito la Provincia de Santiogo del lis- 
¡tro. por inhniuto posesorio. Incidente sobre apertura a 
prueba. 

- 

Sumario: Xn coi n sponde la apertura a pruelia en los juicios de 
interdicto , 

Coso: Lo explica el siguiente: 
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Buenos Aires, Mayo 9 de 1930. 

Y \ "tsttm : L-j solicitud sobre apertura a pruelia formulada 
j*jf ej represéntame de la l'rovincia de Santiago del Kstero a 
tV 102. con oposición de la contraparte; y 

Considerando: 

Que la lev nacional de procedimientos no ha determinado 
l*ara los juicios de interdicto la apertura a prueba de la causa. 

Que en la audiencia a que se refiere el acta de ís, 88 la» 
panes adujeron sus patelas y 



un termino 
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Que las pruelas aducidas en el presente caso i*>r las partes 
de acuerdo con el art. 333 de la expresada ley detw producirse 
en jurisdicciones distintas a la del tribunal. 

Que para los juicios de la naturaleza del presente no exis- 
te disposición legal que fije término alguno dentro del cual de- 
ten forzosamente practicarse las probanzas ofrecidas por las 
partes . 

Que el d ¡licénciamiento de las medidas proUtoria* enco- 
mendadas a lus señores Jueces Federales o solicitadas directa- 
mente a las reparticiones rcs[»ectivas debe ser instado por las 
partes, podiendo en caso de posible demora 
el tribunal su pronto despacho o 
al efecto. 

Por ello no se hace lugar a la aj 
da. Hágase salier y remugase el papel. 



por 
perentorio 

solicitá- 



is (iniMí La- 
valle, — Antosío Sauarny. 



Criminal, contra. Sixto raes, por homichlo. 

Sumario: 1' Fl recurso de revisión autorizado |xir el artículo 
551. inciso 4 V fiel O'xiigo do Procedimientos en lo Criminal, 
no imi>orta volver a juzgar de nuevo el delito ya juzgado, 
sino tan sólo determinar la j»cna que corresixjude imponer al 
mi con arreglo a lo dispuesto en los artículos 2* y 305 del 
nuevo Código Penal. 

2* la pena establecida |*>r el artículo 79 del nuevo Có- 
digo Penal es más benigna que la establecida por el artículo 
17 capítulo 1\ inciso 1* de la ley 41«9. por lo que corres- 
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ponde hacer lugar a la revisión solicitada, 

años y seis meses y accesorias legales, a «ti procesado con- 
denado por el delito de homicidio simple, a sufrir la pena 
de diez y siete años y seis meses de la primera de las penas 



Caso : Lo explican las 



siguientes 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Airea, Mayo 7 de 1930 . 

Suprema Oírte; 

Si Mu Páez, condenado por sentencia de fs 67 f pronunciada 
tx.r V. E. en 11 de Junio de 1921. a diez y siete años y seis] 
meses de presidio como autor del delito de homicidio simple, se 
prest nía maní tesando que "en virtud de estar alx>Hda la t>eua de 
presidio por el nuevo Código Penal", pide que la que se le ha 
impuesto sea sustituida por la de reclusión y se practique el nue- 
vo cómputo respectivo. 

Como lo tiene Y. E. declarado. (Fallos: tomo 140, pági- 
na 44), el recurso de revisión contra las sentencias pasadas en 
autoridad cíe cosa juzgada, aunque hayan sido pronunciadas por 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, procede, entre otros 
casos, cuando una ley i>osterior haya declarado que no es pu- 
nible el acto que antes se considérala como tal o haya dismi- 
nuido la penalidad. Artículo 551, inciso 4" del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal. 

En el caso a que se refieren estas actuaciones quedó 
establecido que correspondía aplicar al reo. "como autor 
del delito de homicidio, con una agravante y una atenuan- 
te' 1 , el término medio de la pena establecida en el artículo 
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17. capítulo I. inciso 1" de la ley número 41W, la que le fué 
impuesta. . 

En su art, 79 el nuevo Código Penal reprime el mismo de- 
lito imputado a Páez con la i>ena de reclusión o prisión por el 
término tic ocho a veinticinco años, y no pudiendo variarse en 
el caso lo> fundamentos que sustentan el ya citado fallo de \ . 
E, de fs. 67. desde que el recurso de revisión no ini|ionn vol- 
ver a juagar de nuevo el delito ya juzgado, sino tan sólo deter- 
minar la jK-ua que corresponde imponer al reo con arreglo a lo 
dispuesto en el art. 2" y 305 del mismo Código, sólo procede sus- 
tituir el término medio de la pena de presidio impuesta al reo 
por la de diez y seis años y seis meses de reclusión establecida 
por el recordado artículo 79. que es también más benigna, coran 
l.i ha declarado V. E. en reiterados casos análogos. 

Corresponde, en consecuencia, hacer lugar a la revisión Mi- 
licitada por el priado Sixto Páez y conforme a lo dispuestn en 
las prescripciones pertinentes del Código Penal citado, sustituir 
la di presidio por la de reclusión |ior el término de diez y seis 
años y medio, que deberán cumplirse con los efectos legales 
determinados en el articulo 12 del mismo Código y las costas 
iM juicio. 

Horacio R. Ltmwia. 
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Buenos Aires, Mayo 12 de 1930. 

Autos y V istos: el recurso de revisión presentado por Sixt» 
iViez, condenado por esta Corte Suprema, en Junio 11 de l$21, 
o uno autor de homicidio, a la [tena de diez y siete año-, y sei> 
meses de presidio — ts, 6/ — : y: 

Por los fundamentos del dictamen del señor Procurador 
Cuier-l de la Nación, se resuelve : hacer lugar a la revisión de 

- 
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«aturdió |xir la de die* y seis años y seis meses de reclusión 
neeseuria- ''-cales. Hágase satwr y devuélvanse los autos. 

J. Figueroa Alcorta. — R. Guido 
Lavalle. — Antonio Saciar na. 



i 'mn fuñía Argentina de Navegación Nicolás Mihanovkh contra 
el Gobierno Nacional, por repetición de sumas pagadas en 
concepto de patente de sanidad y certificado de lustre. 

Sumario : Existiendo expresas disposiciones reglamentaria! " 
encuadradas estas últimas tu el articulo 80, inciso T de la 
Constitución — que consagran la obligación de ¡jálente sa- 
nitaria y certificado de lastre, en los términos exigidos por 
el Pe|>artamento Nacional de Higiene, Administración de 
Aduana y Ministerio de Hacienda, corresponde rechazar la 
demanda uue una compañía de navegación entabla contra 
él Gobierno Nacional por devolución de lo alionado en con- 
cepto de derechos y multas por la falta de patente de sani- 
dad y certificado de lastre de un vapor, con motivo de sus 
viajes entre Buenos Aires y el puerto del Carmelo (K. O. 
del Uruguay ) . 




mmmm» del juez federal 

Buenos Aires, Agosto 25 de 1928. 

Y Vistos: los promovidos por la Compañía Argentina de 
Navegación Nicolás Mihanovich contra la Nación sobre cobro 
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[*ít devolución tic lo cobrado por falta de patente de 
y certificado de lastre: y 

Considerando : 

1* Que la actora manifiesta en su demanda de fs. 11 que el 
Ministerio de Hacienda le ha formulado cargo por la no presen- 
tación de la patente de sanidad del vapor "Labrador", corres- 
pundíentc a los puertos de Carmelo y Conchillas (R. O. del 
Uruguay), exigiéndole el importe de las visaciones consulares, 
más las inultas correspondiente, cuyo importe total asciende a la 
cantidad de Leve mil doscientos setenta y dos pesos con no- 
venta y dos ¿entavos ™ n ■ 

, que el "labrador" hacia el cabotaje entre puertos 
uruguayos v desde la Colonia a Buenos Aires, trayendo su pa- 
tente visada en la Colonia. Señala que no hay disposición legal 
que obligue a la visación en los demás puertos uruguayos y tal 
cosa ha reconocido el P. E. mediante decretos de diversas fe- 
chas y resoluciones administrativas. 

Insiste largamente en e1 desarrollo de estos conceptos y en 
razón de haber jugado lo exigido bajo protesta, solicita se con- 
dene a la Nación a devolverle la expresada suma, con intereses 

Solucionada la cuestión de competencia y venia planteada a 
fs. 18 i>or el señor Procurador Fiscal mediante los autos de fs. 
23 y 28, contesta dicho funcionario la demanda a fs. 32 insis- 
tiendo en la necesidad de venia. 

Respecto al fondo del asunto expresa que los cargos han 
sido bien formulados desde que el art. 61 del decreto reglamen- 
tario de la ley de arancel consular dispone que los buques que 
arriben a puertos de la República están obligados a presentar 
la patente de sanidad del puerto de origen, la cual deberá com- 
pletarse con la ile los — - Tránsito vv toasen coiv 
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firmando tal disposición el art. 62 del mismo decreto, siendo 
indiscutible que en cuanto al certificado de lastre la obligación 
de obtenerlo en puerto de partida o de origen está requerida por 
el art. 23 de las ordenanzas y confirmada por el art. 26 de las 

mismas - 

Señala que la actora ha infringido reiteradamente dichas 
"Miraciones que tienen la sanción del art. 2*, ley 11.244 y 896 
de las ordenanzas, y si bien el decreto de Junio 8 dé 1925 auto- 
rizó con carácter provisorio la presentación de una patente co- 
rrespondiente a un puerto de cada nación ello no puede quitar 
valor a los cargos por infracciones cometidas con anterioridad 
a él. 

Termina solicitando se rechace con costas la demanda. 

2* Que en lo relativo a la insistencia sobre la necesidad 
de venia para dar curso a la demanda, el suscripto estima resuelto 
el punto a fs. 23 y 28, por lo que le parece inoficioso volver a 
pronunciarse sobre el particular. 

S" Que en cuanto al fondo del asunto, observa el suscripto 
que el reclamo de la actora versa sobre la cantidad total pagada 
en concepto de patente de sanidad, certificado de lastre y mul- 
tas correspondientes y si bien los argumentos de la demanda re- 
caen sobre el punto relativo a la patente de sanidad, la Nación, 
al contestar la demanda, ha examinado todos aquellos conceptos 
discutiéndolos en derecho, por lo cual será conveniente resolver 
el litigio coi; arrezo a lo establecido por la Suprema Corte 
cuando dijo que es deber de los Jueces decidir los pleitos según 
la intención formal de las partes y la verdad probada en autos, 
prescindiendo de los ápices del derecho determinando que es de 
jurisprudencia constante que la demanda se caracteriza por lo 
que se pide y no por el nombre que se de a la acción. (Tomo 
96, pág. 236 ; tomo 108, pág. 376 y tomo 1 19, pág. 31 ) . 

En tal virtud, el Juzgado decidirá el asunto contemplándo- 
lo desde todo punto de vista de acuerdo con la litis eontcstatio. 
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4' Que en lo concerniente al cargo por falta de patente de 
sanidad correspondiente a los puertos <lel Carmelo y Conchillas 
(República Oriental del Uruguay), tiene presente el suscripto 
que recae sobre viajes realizados en los meses de Junio, Julio 
y Agosto de 1924, 

En esa época regia el reglamento sanitario marítimo y flu- 
vial aproljado por decreto del l\ K. fecha Marzo 20 de 1913, 
cuyo capítulo segundo, título segundo, comprendía el caso sub 
judiec, asi como las leyes 11 .244 y 11.250, 

El decreto del I 1 . E. fecha Julio 31 de 1913. traído en co- 
pia al ex \w Mente para mejor proveer, se refiere a buques me- 
nores nacionales que hagan el servicio de cabotaje y el decreto 
de Junio 25 de 1915 deln? entenderse que es simplemente aclara- 
torio del anterior y fxir lo tanto amitos no comprenden al buque 
"labrador", de Tandera uruguaya, a ta sazón, dedicado al co- 
nurcio v transporte de pasajeros entre el puerto de Buenos Aires 
y U>* dé Ta Colonia, Corchólas y Carmelo, según cnmprolwurión 
no refutada eficazmente por la demandada en el préseme jui- 
ciü y etv el expediente administrativo. (Ver fs. 7, tima ruja 
de este último 1 . 

yueda dicho que los viajes del Labrador" se realizaron en 
Junio" Julio y Agosto de 1924, es deeir, durante la vigencia ple- 
na e indiscutible del recordado reglamento sanitario, el cual dis- 
I '¡me en sus arts. 10, 11 y 12 que la patente de sanidad es un do- 
cumento obligatorio para todo buque que llegue a puerto argen- 
tino procedente del extranjero, cuya patente de sanidad del puerto 
de partida deberá ser complementada con la de los puertos de 
escala y visada por el cónsul argentino y a falta de éste |*odrá 
ser visada por el cónsul de una nación amiga. 

A |»csar de ti «lo cuanto ha argumentado la demandante, lo 
cierto es que no Tu traído al juido ninguna clase de proel la que 
desvirtúe el alcance del citado informe de fs, 7 del expolíenle 
administrativo agregado, siendo fie notar que a ís. 12 vía. tic ese 
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expediente reconoce que el C ármelo era su puerto terminal — y 
de consiguiente cabe refutar que el ca*o snh judie? de! "labra- 
dor" encuéntrase comprendido dentro de las disposicione> Ura- 
les y reglamentarias invocadas \xít la Aduana de la C apital en 
su resolución de fs. 32 vta. y 33 del expediente administrativo 
adjunto, que el suscripto reproduce en esta oportunidad. 

5 V Que las reflexiones y antecedente? bastan i>ara demorar 
a juicio del suscripto que la demanda mi puede priwpct&g tanta en 
lo que se refiere al punto de los cargos {»or la intente de sanidad 
como a los vinculados con el certificado de lastre que se omitid 
presentar y fueron objeto de la prealudída resolución . 

Y corresponde agregar por último, que el decreto del l\ K. 
fecha Agosto 14 de 1905 invocado jior la acto ra no puede regir en 
el caso presente atento lo dispuesto en el de techa Marzo 20 de 
1913 aprolíatorio del reglamento sanitario; los de Julio 31 de 
1913 y Junio 25 de 1915 no modifican dicho reglamento por las 
razones arriba expresadas y las resoluciones ministeriales fie Di- 
ciembre 9 de 1916 por su carácter de tales, no pueden tampoco 
modificar lo dispuesto |x>r un decreto reglamentario del I'. K. 
como sin duda lo es dicho reglamento, que solamente fué modifi- 
cado en f firma transitoria jnir el de Junio K de 1925. dictado con 
evidente interioridad a los viajes realizados por el "labrador" 
en Junio, Julio y Agosto de 1924. debiendo contemplar sin duda 
alguna ese decreto, los casos que se presenten a contar desde la 
fecha en que fué dictado en adelante y no para lo pasado, pues 
tal cosa no dis]>oue, 

Por las consid. .dones que preceden, fallo: redinzando la 
demanda instaurada jxjr la Compañía Argentina de Navegación 
Xiculás Mihanovich contra la N'ación sobre devolución de la su- 
ma fie nueve mil doscientos setenta y dos pesos con noventa y dos 
centavos % cobrada por la Nación en concepto de derechos y mul- 
tas por la falta de | «tente de sanidad y certificado de lastre del 
vapor "í-abrador", con motivo fie sus viajes entre Hítenos Aires 
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y el puerto del Carmelo ÍR. O. del Uruguay) y que 
los cargos respectivos. Sin costas, por no encontrar mérito es- 
pecial i>ara imponerlas a la actora. Notifíquese, repóngase el se- 
llado y oportunamente archívese, previa devolución del expediente 



a su 




Saúl M. 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL 

Y Vistos : Siendo arreglada a derecho la sentencia de f s. 90, 
que rechaza la demanda entablada por la Compañía Argentina de 
Navegación Nicolás Mihanovich contra la Nación i»r cobro de 
¡tesos, se la confirma en todas sus partes. — Rodolfo S. Fcrrcr. 
-- Marcelino Escatada. — B. A. Sacar Ancharcna. — /. F. 
t.tuw. — Kn discordia: José Marai. 



EN DISCORDIA ! 

Vistos y Considerando: 

I .a división de! Departamento Nacional de Higiene requirió 
a mi presidencia en Septiembre 5 de 1926 y Enero 10 de 1927, 
una investigación de la Aduana sobre si el vapor "Labrador" 
hacia t libraciones de carga en los puertos de Carmelo y Conchi- 
llas a liase de que zarpaba de la dársena Sud de esta Capital y re- 
gmaba, declarando su capitán que procedía de Colonia (expe- 
diente agregado a ís. 3 y 4). 

I«a inspección comprobó con los libros de navegación del bu- 
que y la guia fluvial de la compañía demandada el hecho de que 
se trata de Junio 2fi a Septiembre 4 de 1924 las salidas de él 
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muí de la dársena Sud para Colonia, Conehillas y CarmeU». na- 
vegando con estas mismas escalas, ( véase el informe allí de fs. 7 » . 

£3 oficina de Registros de la Aduana informó a continuación 
c<m este motivo que el vapor uruguayo "Labrador" ha registrado 
a este puerto con procedencia de Colonia y en lastre en 
agregando que según la guía fluvial de la 
í Navegación (la demandante) dicho va- 
por figura establecido en ta linea Colonia. Conchillas, Carmelo. 

Haga en esta línea de puertos extranjeros sus servicios aguas 
arriga o aguas alia jo y no más que dentro fie esos puertos, cues- 
tión es del todo agena a nuestra ley de higiene interesada sola- 
mente por sus disposiciones en la higiene de uno de esos puertos 
o sea del de Colonia en el caso de viaje directo al de la dársena 
de esta Capital . 



no 

ni de otro puerto que no sea el de Colonia lo prueban los ante- 

y los informes de fs. 41. 43, 46 y 48 de estos 




S< .n inaplicables J*ra el caso las leyes 1 1 . 244 > 11. 250 al 

U> son sin duda y deben serlo adoptándose el criterio de 
justicia y equidad en materia de medidas sanitarias como las 
que se trata aconsejadas por el Procurador del Tesoro con la 
adhesión del Demrtamento Nacional de Higiene, fs. 44 y 45 del 




Por estas consideraciones y sus 
to la sentencia de fs. 90, haciéndose 
la suma demandada y con intereses d< 
cial 




a la devolución 
José Maná. 
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DICTAMEN DEL PROCL HADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 29 de 1930, 

é 

Suprema Corle : 

IV los f uní Puntillos de las semencia* de primera y segunda 
ñ Planeta y consideraciones concordantes sostenidas por el Mi- 
nisterio Fiscal pido a V. E. confirme, en todas sus partes, el 
falo de fs. 114 que desestima la presente demanda secunda cen- 
tra la Nación p«ir la l\mipañia Argentina de Navegación Xi- 
oilás Mihanovich. ísilPB coliro de pesos. Con costas. 

Horacio R. Lamta. 



FALLO r»E LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, Mayo 12 de 1930. 

Y Vistos: 

Kl juicio de ta Compañía Argentina de Navegación Nicolás 
Mihanovich contra el (lohienio Nacional por repetición de sumas 
pagadas en concepto de patente de sanidad y certificado de lastre, 
por infracciones del va|*ir "í-abrador" : venido por apelación con- 
tra el fallo de la Cámara Federal de la Capital : y 

Considerando: 

One el fallo de primera instancia upe el tribunal tí quo con- 
firma por sus fundamentos es arreglado a derecho y no aparece 
conmovido |* r la expresión de agravios del apelado; y. a mayor 
abundamier. , se agrega: Que» a pesar de lo afirmado por la 
demanda — fs. 11 y vuelta — existen expresas disposiciones 
UiNite< v reglamentarias — encuadradas estas úúl limas en el art. 
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B&, inciso 3" de la Constitución — que consagran ta obligación 
tic patente sanitaria y certificado de lastre en los términos exi- 
gidus por el Dqartamcm.» Nacional <k Higiene. Administración 
de Aduana y Ministerio de Hacienda en el exilíente adminis- 
trativo base de la presente demanda. 

Que. en efecto, el art. 2* de la ley 1 1 .244 dice : "Los buques 
<|iic procedan de puertos infestados o que hagan escala en algu- 
nos de los que se encuentren en esas condiciones; o l» s quei no 
presenten patente de sanidad o Jas traigan sin las constancias exi- 
gidas por el Reglamento Sanitario Marítimo v Fluvial, alonarán 
eomo derecho de visita de sanidad seis centavos por tonelada de 
registro*'; es decir, que la ley posterior aceptó, como liase co- 
rrecta, el reglamento anterior, el cual, en su art. 27. concordan- 
te con los aris. 61 y 62 del decreto reglamentario de la lev de 
arancel consular, fija la obligación de la patente sanitaria en el 
de origen e intermedios. 

narúo al certificado de lastre, lo preceptúa categó- 
e] art. 23 de las Ordenanzas de Aduana, diciendo: 
' Los buques que se despacKen en lastre i>ara puertos de la Re- 
pública, delierán declararlo al C ónsul y traer el certificado co- 
rriente del mismo" ; y el art. H9íi de las mismas establece la san- 
ción para los infractores de los artículos 20 a 26. Una cosa es 
la buena o mala aplicación de preceptos legales o 
hechos y otra es la negación de la existencia de esos 
mismos. 

Que no puede aceptarse como eficaz la tesis de la Compa- 
ñía Mihanovieh fundada en que el vapor "Labrador" no hace via- 
jes de Carmel» (R. Oriental del Uruguay) a Buenos Aires, con 
escafcw en Conchillas y Colonia, sino que hace dos clases de via- 
jes independientes: a) de Carmelo a Colonia con escala en Con- 
chillas. sujeto exclusivamente a la jurisdicción y reglamentación 
uruguaya, y h> otro de Colonia a Buenos Aires sobre el que gra- 
vitan las leyes y reglamentos argentinos. Es inadmisible que, me- 
diante una fórmula documentaría, el tránsito y tráfico efectivos 
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de Carmel, a líueno. Aire* y viceversa, se violen o modifiquen 
las previsiones v prescripciones de carácter sanitario que el pa.- 
ha establecido con indiscutible autoridad, pues las aplica ..w 
como condición de entrada de buques, personas y cosas. Cotí el 
criterio de la actura todos tos buque, que llegan del extenor p>- 
«Irtan exhmrse de patentes de origen c intermedio, con solo com- 
binar una doble o triple, etc. fórmula de despachos para carga y 
pasaje. 

Que. si r..m<> el actor manifiesta en su alegato de bien pro- 
bado ~ h. 74. vta. v 75 — "lo q«e interesa al Departamento Na- 
cional de Higiene no es averiguar los puertos que un buque, eti m 
.mVreim- recorridos, ha ludido nn-ar. sino averiar ta proceden- 
da de los pasajero, para evitar que. i*>r medio de ellos, se- tra- 
mita alguna enfermedad", hien ** emprende que el t >ebgro posi- 
ble -»o se elimina con un simple cambio en el boleto de pasan* en 
Colunia, como también reconoce el actor que puede nacerse 
fs 1(. vta. -: v ello sin perjuicio de advertir que. por H so o 
hecho de la escala y consistiente contacto con «entes y cosa, dr 
los puertos anteriores*, el contagio pu de producirse. 

Oue las resoluciones Ministerial que con anlennrid id a 
los Jeitos de la causa y al decreto de 1925. cita el actor etl abo- 
no de la interpretación legal con qm- litiga, nn pueden moda. car 
d Reglamento Sanitario Maritinm y Fluvial que es decreto del 
IN.lJ ■ K ieeutivo (art. inciso o y art. 3" de la ley 3,2, orgáni- 
ca de los Ministerios Nacionales». En cuanto a 
|W v 1<>1S - fs. 51 v W» - «o se refieren a puertos *ibrt d 
Ríe, de la Hala v. el de 1923 es de carácter prov.smnal y sm 
alerto retroactivo, por lo que. de acuerdo con el art. 3 del U- 
dlgn Civil la justicia no puede anular o quitar eficacia a re- 
soluciones anteriores de la autoridad comitente. 

Oue animismo es improcedente la invocación del art. * del 
Código Penal, pues no hay. et» el caso, ley que deje sm efecto 
otra anterior de carácter punitorio. sino una medida «Iniint- 
trariva que. provisoriamente y sujeta al criterio del Depártame,,- 
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it. -Nacional üe Higiene en cnanto a su permanencia, modifica 
una exigencia sanitaria. 

En su mérito, concordantes riel fallo de primera instancia 
y lo dictaminado por el señor Procurador General, se confirma 
el fallo recurrido. Sin costas. Notifiques* y devuélvanse. 

J. FlCL'EROA ALCORTA. — ROBERTO 

Kephtto. — R. Gntx) [.avalle 
— Antonio Sagarna. 



Provincia de Salta, sobre mensura de un campo en ct Deparlamen- 
to de Orán de ta misma Prai-mcia. Oposición de ia sociedad 
lichesarin y Casas. 

Sumario: 1* Tratándose de un <lictamen producido por peritos 
con título suficiente y siendo sus conclusiones, terminante- 
mente asertivas, el Tribunal tiene que considerar a aquéllas 
como la verdad legal (artículo 178, Código supletorio», tan- 
to más, tratándose de un peritaje puramente técnico, en que 

.. la mayoría de los peritos es lógicamente de mayor valor, 
ya que el número de éstos reviste especial importancia en 
materia ajena al conocimiento de los magistrados judiciales. 

T A los efectos de la prescripofi decenal, el titulo de- 
be aplicarse en realidad y no de una manera putativa al in- 
mueble jioseído. Y tal es la conclusión a que corresponde 
arribar por nuestra legislación no sólo a mérito de lo pre- 
venido por el artículo 4011 del Código Civil, sino también 
porque de acuerdo con ta regla del artículo 2411 del citado 
Código : la posesión fundada sobre un título comprende só- 
lo la extensión de su título. (Fallos, tomo 

Casa : Lo explica el siguiente : 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, Mayo 12 de 1930 , 

VistOS : 

Estos autos seguidos [K >r la Provincia de Salta, sobre meo» 
sura (le un campo en el Departamento de Orán. y la oposición 
de la sociedad Echesortu y Casas, de los que resulta: 

Que a fs. i se presenta el acerado <le aquella Provincia 
promoviendo juicio de mensura, deslinde y amojonamiento con 
respecto de una propiedad consistente en una franja de tierra, 
cubierta de lasques de !• categoría y situada dentro de los li- 
mites siguientes: al N. con terreno fiscal; al E. con lote V 1 
de lo, señores Ulaquier v Rocha; al S. con el lote N* U de hche- 
sortu v Casas, fracción de Campo Grande y al O. de la finca 
Yariguaremla. de Cayetano Cernuski. y Tartagal. del Banco de 
ti Nación. todo con arreglo al plano que se acomuna a fs. 1 y 
al oficio de fs. 2. 

Dice el representante de la Provincia que el deslinde delwrá 
practicarse, inu apretando y aplicando con exactitud en el terre- 
no los títulos de los colindantes, pues dada la calidad del mulo 
fiscal derivado del artículo 2342. inc. P del Código Civil, no 
existe confuida de la extensión real del terreno a medirse, por 
U> que aceptará la qufipnHe de los limites de cada uno de sus 
colindantes y los titula 'de cada uno de éstos. 

Oue nombrado el agrimensor don Napoleón Martearcna pa- 
ra practicar la consiguiente pericia, éste la presenta, con la pro- 
testa formulada a fs. 18 vta. y 23, por parte de Recarcdo Fer- 
nández, representante del lindero Kchesortu y Casas (i. A. ». 
oL*»rtu.iaiuente citado por el nombrado irrito. 

Que emplazado el protestante por auto de fs. 39 para que 
comparezca a deducir su oposición en forma, se presenta a fs. 
41 el procurador Cajal con poder tostante de Echesortü y Cá- 
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sas. alegando que las operaciones de deslinde llevadas a cabo por 
Martearena afectan los derechos de propiedad de sus mandan- 
tes, que por consiguiente, y a los efectos de la oposición formu- 
lada, ésta delw: tramitarse con la amplitud de juicio ordinario y 
ante la justicia que corresponda, en virtud de las partes liti- 
gantes. 

Aceptada por la Provincia la declinación propuesta, se ra- 
dica el asunto ante esta Corte en mérito del auto de fs. 55, com- 
(jareciendoa fs. 85 el procurador don Pedro Giménez Marino, por 
la Suciedad Anónima Echesortu y Casas, a formalizar y puntua- 
lizar la oposición de la referencia. 

Alega esta parte, después de historiar el origen y transmisio- 
nes posteriores que constituyen su título de propiedad a la frac- 
ción deslindada y en virtud de los cuales se acredita el derecho 
que invoca, que el agrimensor Martearena al efectuar la operación 
de deslinde. stih-Iite. ha declarado expresamente que la ubicación, 
dimensiones y superficie atribuidos por Rojas y Stefauini al in- 
mueble de Echesortu y Casas y que sirvieron de base para su 
adquisición son inexactas, perteneciendo aquél a la Provincia de 
Salta, oposición que también sustenta la Dirección General de 
Obras Públicas al dictaminar favorablemente sobre la mensura 
del agrimensor Martearena. según informe del Ingeniero Cobos 
(fs. 33 a 36) . 

Agrega, el procurador Giménez Marino, acentuando cuanto 
dijeron los oponentes en la protesta citada, que las diligencias 
geodésicas verificadas, parcialmente dentro del campo de sus 
mandantes, constituyen un ataque a su posesión y la superposi- 
ción del inmueble fiscal, resultante del deslinde y mensura efec- 
tuados, con el lote once del plano de Rojas y Stefanini ; adqui- 
rido por los señores Uriburu, significa el más absoluto descono- 
cimiento del derecho de propiedad de la sociedad Echesortu y 
Casas, en la parte en que la superposición se produce. 

Que» para no respetar las líneas y ubicación del plano de Ro- 
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jas y Stefanim, el perito Martearcna invoca la mensura realiza- 
ba por el Ag. Borus. que ademán de ser para la sociedad, m 
Ínter alias, es inexacta y no se ajusta al título. 

Que. finalmente, opone la prescripción corta de diez anos con 
arregTo a los artículos 3399, 4003. 4005, 4006 y 4011 del Código 
Civil, fundado en la posesión del inmueble por Echesortu y Ca- 
desde 1906 y pide la desaprobación, con costas, de las ope- 
raciones de deslinde practicadas, en cuanto desconoce el dere- 
cho de propiedad ríe aquéllos. 

Oue corrido traslado de la oposición, la Provincia de Salta, 
ptf ¡mermedio de su represéntente, el doctor Alberto Araoz Jo 
contesta a ís. 100. aduciendo las consideracones que. en forma 
sintética, se expresan a continuación : 

Lo* señores Echesortu y Casas compraron «na fracción de 
,a finca Campo Grande, compuesta de 23 ^f^^f 
, )ia sido vendida en lotes por los señores Unburu. Dicha finca, 
juntamente con la de Río Seco, fué deslindada y mensurada en 
un solo cuero* por el agrimensor Borus en l«. 
fué aprobada administrativamente el 16 de Febrero de 1890 y 
judicialmente el 20 de Septiembre de 1906. 

El lote adquirido por' los compradores mencionados corres- 
Txmde al N' 11 de la mensura articular respectiva, fué escritu- 
rado el día 26 de Octubre de 1906. Los otros lotes, 8, 9 y 10 
fueron deslindados y mensurados por el ingeniero Olmos, el cual 
en vez de partir del límite Sud de Campo Grande determinado 
por la mensura aprobada de Borus, dejó al Sud de la hnea ex- 
trema Sud que trazó para el lote 8, así como al Este una frac- 
ción de terreno, perteneciente a la finca Campo Grande, según 
aquella mensura. 

Los otros lotes se deslindaron a continuación, siguiendo 
siempre el Este trazada jara el lote 8, todo lo que es evidente 
,u los planos respectivos agregados en el informe del 
u> Topográfico y en las mensuras Cobos y Martearena. Debido 
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al error apuntado, Ecbesonu y Casas, al uliicar el área compra- 
da (lote III. se encontraron con que dentro de Campo Grande 
tli« existía, hncia el Xorlv. área suficiente, no obstante lo cual 
se extendieron a terrenos colindantes ¡^articulares y fiscales. 

El plano confeccionado por el ingeniero Rojas o Stefanini, 
no ubicado prácticamente sobré el terreno, no tuvo en cuenta la 
mensura líorus con aproliaeión técnica desde 1890 y judicial an- 
terior a la escritura pública de venta del lote N» 11 . Este no fue 
nunca deslindado y así los números 8, 9 y 10 que con el 11 de- 
Man integrar la superficie de la finca Campo Grande. La men- 
sura de aquéllos practicada por Ol^os mereció conformidad ju- 
dicial, pues todo su peri metro quedaba dentro de la mensura Bo- 
rus, p-*ro no sucede lo mismo con el lote número 11, para ubicar 
el cual no resta área suficiente dentro de la superficie de Campo 
Orondc para ubicar el título correspondiente en su extremo Norte, 
circunstancia ésta que no justifica la pretcnsión de ultrapasar 
sus límites en perjuicio del Fisco. Por ello los señores Echesnrtu 
y lasas pueden invocar su titulo sobre lo que poseen dentro de 
los limites demarcados en Ta mensura Borus. pero no sobre 1os 
que la oponente pretenda fuera de ellos . 

En cuanto a la prescripción corta, no están cumplidos los re- 
quisitos legales, faltando los elementos esenciales de la buena fe 
y justo titulo, ya que éste debe referirse a la cosa que se está 
poseyendo y la creencia fundada en el error de ubicación, cual- 
quiera sean los fundamentos del poseedor para considerar que 
tenía un deredho suficiente, es sólo un título imaginario o putati- 
vo carente de valor de acuerdo con el artículo 4011 del Código 
Civil . Xo procede tampoco la invocación de la buena fe, toda vez 
que los o|*onentes no pueden alegar ignorancia respecto de la 
mensura Üorus aproljada judicialmente antes de la respectiva es- 
crituración, tratándose, en todo caso, de una ignorancia culpable. 

Oue abierta la causa a prueba a fs. 108 vta., se produjo la 
certificada a fs. 340 y agregados los alegatos a fs. 341 y 356 se 
llamaron los autos para definitiva a fs. 367 vta., y 
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Considerando : 

Oue la única cuestión substancial, de hecho, que debe re- 
solv.™ PBI» pronunciarse en el sub «... es la simiente: ¿Debe 
considerarse afeado el derecho de propiedad de los npo^n s 
con arreglo a su título por la mensura protestada del agrimensor 
>%*ilcón Martearena? 

Que para apreciar esta cuestión forzoso es dejar estableci- 
do previamente si la . .ensura Borus debe reputarse ****** 
«dente indispensable para la valide, del mulo «.«.cado por a 
««.iedad oponente, o si. como ésta pretende, tal d.l.gencia es para 
fila res inler alias. 

Que de la relación de antecedentes que obran en autos y que 
„,, bal, sido contradichos, se desprende que el cam,*.. cuya pro- 
pialad se discute, pues no otra cosa significa este pleno, enrres- 

de a la merecí que en 1808 concede el Gobernador Intenden- 

,. ,1, Salta, dn„ José de Medeiros. a don Manan» (.urda I ra de 
limas que éste solicita!*, en Nueva Oran, en el paraje Rio Seco 
v Can.1» Grande, Después de varias transmisiones, con los hn- 
, rnaturahnente imprecisos, de aquella P~pW^-mo^ 

éstos fuer,,,, fijado "la prudencia y tino del Reidor Algua 

«l Mayor", heredan la merced, en condominio. Federico y Car 
,„,, Lfriburu. hijos de don Vicente, en 1875. (Ver relación del 
lio de fs. IIOÍ. F.n 1*88. a petición de la nombrada Carn,™ 
se ordenó la mensura, deslinde y amojonamiento por odio de J* 
de Julio encargando de la diligencia a! agrimensor don Agustín 
Borus. Dicho perito presenta su trabajo ÁBM lopogr^.- 
c„ v éste lo aprueba en su parte técnica en 16 ™ 
(ü ?15) Los últimos propietarios de apellido Linburu ven 
d n en Octubre *-l<06 a los señores Echesortn, y Casa, «na 
fracción de can,,, ubicada en el T)epartamen,o de Oran^ par u 
* las fincas denominadas Campo Grande y Río Seco que se 
«-ñila en el plano especial levantado por el ingeniero Kojas, 
,2,1 once. E^, propiedad es la transferida a Echesortu 



217 



y Casas, Sociedad Anónima, según título de ís. 160, y la 
que ha motivado el presente juicio. 

En consecuencia y teniendo cu cuenta que la mensura Borus 
mencionada expresamente cu la escritura de fs. 110. fué apro- 
fiada judicialmente en Septiembre 20 de 1906, antes de otorgar- 
j-e la misma {fojas 128), delw considerarse que dicha mensura 
deslindó legalmente el campo Río Seco y Campo Grande y que 
toda otra que forme parte de cualquier título correspondiente 
a desmeml (raciones de aquella propiedad no puede ultrapasar los 
límites de aquel deslinde, y no cahe duda que el dominio alega- 
do por los ojKmentes, en el suli lite, proviene de la merced de 
ltSOH. según lo demuestran Jos antecedentes del propio instru- 
mento público exhibido. 

Que la mensura Martearena. que ha dado lugar a la pro- 
testa de autos, se ha efectuado con todos los requisitos legales, 
respetando los antecedentes de hecho y derecho del título Crihu- 
ru, de quienes es sucesora la sociedad Üchesortu y Casas. 

Además de estar demostradas estas circunstancias, en los 
respectivos informes técnicos oficiales, ellas han sido confirma- 
das por la mayoría de los peritos nombrados durante e! periodo 
de jiruel Ki, al contestar las preguntas y cuestiones que éstos de- 
evacuar. (Fs. 32o ) . 



Estos i»er¡tos han analizado o consultado, para llenar su co- 
metido: la mensura judicial del agrimensor Borus. en 1888 la 

de los señores Rojas y Stefanitu, de carácter privado — estu- 
dio de la mensura e investigaciones practicadas por el ingeniero 
Cobos con motivo del deslinde de la finca Tartagal — mensura 
Martearena. suO jmihe — las efectuadas por los agrimensores 
Arquati, Arias y Frías fiara las propiedades limítrofes — y las 
pa reíales que con carácter judicial ejecutadas, en las fincas Río 
Seco y CamjKi Grande, la mayor parte de las cuales constan en 
autos. V bien, los |>eritos del caso, han arribado a las siguien- 
tes conclusiones, evidentes y con fuerza de prueba legal, 
tu a la Unidad y corrección 
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a; Que interpretando la operación de los señores Stefanini y 
Rojas cíe carácter privado y efectuada al solo fin de la venta en 
lote*, surge clan» "el deseo de lo, propietarios de hacer sttUbv.- 
dír el mismo canq*> encerrado en la mensura de Borus cuya 
aprobación obtienen en 20 de Septiembre de 1906. (Fs. m) , 

b) Que no oleante. Stefanini y Rojas no se ajustaron ni res- 
tiraron I mensura Borus atin cuando adoptaron el mismo punto 
de arranque. (Fojas 331 vta. y 332). 

O Que estos señores procedieron por error al determinar la 
dirección" fijada ñor Borus par, el costado Sud, quien trabajo 
oclusivamente a rumias magnéticos, no referidos m 
Surte verdadero que ellos adaptaron, sin advertir que esta en- 
rancia los coudujo a sobreasar el lindero Norte, incluyendo 
indebidamente en el iule 11. de la subdivisión, tterras sobrante, 
que nunca habían sido de la merced de Campo Grande y. por 
ende, de los señores Uriburu. 

d) Y por último, que "la fracción de tierra medida i>or el 
asrin, nsor NapoJeón Macarena en el año 1927 y figura como 
"rte integrante del lote 11 de Echesortu y Casas según el plano 
2 Rojas v Stefanini. agregado al folio 3381 del Registro nume- 
ro -1 del año 190o, a cargo del escribo don juan Migue Gu- 
*rre Z . cuva copia fiel corre a fs. 9 del cuaderno de prueba * 
la par* oponen*, nunca perteneció a la merced de Ca,n,K> Gran- 
ate mensurada judicialmente i>or el ingeniero Agustín Borus 

Que tratándose del dictamen de la referencia, producido !>or 
gritos con título suficiente y siendo sus conclusiones, como se 
£ visto, t ermi— nte asertivas, el Tribual .ene que con- 
siderar a fuellas como la verdad legal, (art. 178 , G« 
«mto más en el presente caso, en que se trata de un perita,. 
puramente técnico, en que la opinión de la mayoría de los pe- 
1S es lógicamente de mayor valor ya que e 
reviste especial imi*>rUincia en materia ajena al coiiocimi i g 
neral de los magistrados ji 
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Que |x>r tanto, es necesario establecer que la tierra de los 
oponentes es parte de la merced de Campo Grande y Río Seco 
que quedó definitivamente deslindada en la mensura Borus y que 
la pericia iwirticular o privada fie Stefanini y Rojas no ha pa- 
clidn desvirtuar esta situación de hecho, reconocida por los peri- 
tos citados, cuando tomaron |*ir liase o punto de arranque de su 
diligencia el mismo que adoptó Korus, incurriendo, no obstante, 
en el error de arrumltamientos que hallaron |ns ingenieros nom- 
brados judicialmente, como ya se ha expresado. Por consiguien- 
te, los sucesores en aquel dominio de Río Seco y Campo Grande 
no han |>odido transferir terreno alguno fuera de sus límites res- 
pectivos, com<» sucedería si se aceptara la ubicación de Steíanini 
y Rojas para el lote número 1 1 . 

Que, en cuanto a la prescripción corta invocada por la so- 
ciedad Kehesortu y Casas, con fundamento en el transcurso Ue 
más de diez años en |>osesión del lote mensurado por Martearena, 
con buena fe y justo titulo, de acuerdo con el articulo 3999 del 
Código Civil, tal defensa no puede pros|jerar, pues el segundo 
de esos requisitos no ampara a la oponente, toda vez que el tí- 
tulo ik j su pretendido dominio no es aplicable en realidad al in- 
mueble [xiscído, como lo requiere el articulo 4011 del Código 
citado, y >e acredita acatadamente enn la pruel»a |K*ricial pro- 
ducida oportunamente. 

Asi lo ha establecido esta Corte, en caso análogo, declaran- 
do, con Aubry y Rau, que el título deln? aplicarse en realidad 
y no de una manera putativa al inmueble poseído, y que el ad- 
quirentc cuyo título no comprenda sino una parte del inmueble 
por él poseido no puede invocar la prescripción de diez años más 
que por la parte comprendida en su título. V tal es la solución a 
que corresijondc arríliar j>or nuestra legislación no sólo a méri- 
to de lo prevenido |>or el articulo 4011, sino también porque, de 
acuerdo con la regla del artículo 2411, la posesión fundada sobre 
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Oue el justo titulo. indispensable, para la prescripción de 
auioTiWie herirse al momento de la toma de posesión, y es 
evidente, desde luego, que esta se ha dado y tomado cori la in- 
tención de respetar los límites «le la mensura Borus, de la cual, 
la subdivisión de Stefanini v Rojas, jwr su carácter privado, no 
tuxlra tenerse sino como explicativa de aquella. De ahí la ape- 
lación judicial de la primera, antes de otorgarse la esentura 
l-rilmrü-lu-hesortn v Casas. (Fs. UOj Es obvio, pues, que si 
, m ieii transmitió el dominio no era en el momento de la trans- 
misión propietario, no ha podido transferir legítimamente un 
derecho .ró, -tenso que el propio: el titulo putativo no es *u- 
íiciente. cualesquiera que sean los fundamentos de ponedor pa- 
ra creer que tenia un titulo suficiente - arts. 4011 y 3270 dtl 
Código Civil. 

Oue aun cuando existiera la buena fe. invocada i*>r !a so- 
ciedad oponente, esta sola no sería litante ,»ara fundar la pres- 
cripdón que alega, por cuanto, como se ha visto, faltaría el re- 
quisito indispensable del justo título. (Art 3999 >. 

Oue tullece frror Ya i^rie oponente al sostener con insisten- 
cia que su título propio es aplicable al terreno que ,»sce efecti- 
vamente y a que se refiere la mensura Stefamm y Rojas, 
cierto que ésta determinó una superficie concreta, pero ha que- 
dado de manifiesto en la prueba que esa superf.ee no estaba 
comprendida dentro del campo de cuya parte es singular sucesor 
y no Uasta. con evidencia una suMivisión particular ,>ara alterar 
el .rigen de un título ya que aquella no da ni quita M» ; 
v no teniendo otro fin la operación practicada que traducir sobre 
d terreno el contenido del titulo, la causa de la posean no ema- 
na de aquélla sino de éste. (Fallo citado, pagina +»J . ^ t«tr- 
«t es regirlo, al amparo de antecedentes judiciales: la mensura 
de Stefanini v Rojas no constituye titulo, porque como oración 
que fija la extensión y limites de una propiedad, ha de- 
bido .justarse a los antecedentes que le sirven de base > aquellos 
no respetaron este precedo. (Fallo citado, pagina - 
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Por estos fundamentos y ios concordantes de los escritos 
presentados |>or la fiarte de Salta, no se hace lugar a la oposición 
do la mensura practicada |»or el agrimensor Najvoleóu .Martcareiia. 
h que se apruel*. Sin costas en mérito de la naturaleza del jui- 
cio y del aparente derecho de los oiwsitores. Xotifíquesc y ar- 
chívese, previa reposición del jiapel. 

J. FlUlEROA ALCORTA. — ROBERTO 

Refrito. — R. Guido í, avalle, 
— Antonio Sagarna. 



thimi Juana Antonia .Irci-alo y otros contra fu f'rwmeía de Bue- 
nos .¡ires. por ineonstitucionaltdad del impuesto a la heren- 
cia; sobre oposición, a uno medida de prueba. 

Su nutria : I jis diligencias de pruclja deben ser pedidas dentro del 
término, con e\ce]*'ión de las posiciones, (Artículo 118. Có- 
digo de Procedimiento* de t;i Capital y ley 3°S1 ) , 

i 'uso: \ju explica el siguiente: 



HESOl.UCin-V DE LA corte suprema 

Buenos Aires, Mayo 14 de 19.10, 

Vistos y Considerando : 

f >ue con arreglo a lo dispuesto en el articulo 1 IR del Código 
dt Procedimientos de la Capital, aplicahle en lo federal |K»r la 
ley número 3981, las diligencias de prueha dehen de ser pedidas 
dentro del término, con excepción de las posiciones. 
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Onc bal riéndose opuesto la |«irte actnra a la nier líela fie pruc- 
Ki solicitada |K*r la Provincia de Buenos Aires por haber -ido 
pedida fuera del término probatorio, según lo informa en este 
acto el Secretario : déjase sin rfífcto ti auto de f s. 1 vuelta ( 1 > de] 
cuaderno de pruclia respectivo, >in jierjuiciu de que en la opor- 
tunidad debttla ti Tribunal requiera el antecédeme a que el mis- 
mo se refiere en calidad de jara mejor proveer, si lo juzgare 
necesaria. Hágase saber y repóngase el papd. 

J. FlCVEROA ALCORTA. — ROBERTO 

Kepetto. -- R. Guipo Lávales 
— Antonio Sacakna. 

<1) Se ordenaba, a pedido de la demandada, se librara oficio 
al Jiu-z Federal de La Plata, para que dispusiera que un esenha- 
no expidiera testimonio del expediente de protocolización de la su- 



Swkttüd Molinos Hdiiturm y ¡iiWiUforis <ir Unmos contra d 
(¡abu rilo Xttt ituhil, sabte cobro tls pesos. 

Sumario ; l'nrres|K»iiiU' que la Nación devuelva a la adora la suma 
que ésta ba alumadi» ¡>or tntruducción de 1>"1síi>. siempre que 
>e lia van cumplido con los requi>itus que establece el articti- 
tu 10 de la ley númeru 4'».W. 

CWa : Lo explican las piezas siguientes : 

SKNTENt iA DEL jüEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Junio 14 de 192Í» 

Y Vistos: Los promovidos jtor la Sociedad Anónima de Mo- 
linos Harineros y Klcvadoris de Grano* contra la Nación, sobre 
cobro de pesos ; y 
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Considerando: 



1' Une la jarte actnra ^licita en *u demanda de f*. 3 se de- 
clare que la Nación deln- devolverle la suma de veinte mil seis- 
cientos noventa y nueve pesos eon treinta centavos % q«e aleonó 
por dereclms de imjMirtadón de ciento cincuenta mil luisas de al- 
godón de más de doscientos cincuenta gramos, que en mayor can- 
tidad candujo de los Estados Unidos el vapor "Washington" y 
que. despachadas con la< formalidades legales, se exportan» en- 
varando harina por los Isletos y en las fechas que constan en el 
i-xp* diente administrativa iniciado cu su o]>oruimdad. al solicitar 

■ k acuerdo eon el artículo 10 de la ley -W*H la devolución de esos 
derechos inir haberse cumplido los requisito* que dicha ley exige. 

Agrega que el Ministerio rte Hacienda decretó la devolución 

■ k derechos que se encontraban en análogas condicione», negán- 
dose, sin razón, a ordenar la devolución de la cantidad que re- 
clama: formula otras consideradores en apoyo de su pedido, y 
-i .licita intereses y costas. 

Contesta la demanda el señor Procurador 
conociendo como exactos los hechos expuestos en la 
pero negando a la actora derecho para reclamar la devolución pe- 
dida, por *cr requisito esencial para acogerse a los beneficios del 
articulo 10 de la ley W3 hacer constar en los "despachos a de- 
jiósito" o en los "depósitos a plaza" que las luisas en cuestión 
s.m para la exportación de harina a efecto de que los vistas en- 
cargados de su verificación puedan comprobar si el tieso de cada 
una excede de doscientos cincuenta gramos. 

Agrega que en el présenle caso ha omitido lki 
^to el documentante de las mercaderías que lo fué 
i ¡tv Bank, quizá | jorque no sabía o no le interésala 
linu (pie se le iban a dar. pero que 1 ^ 

transferencia y antes de retirarlas a 
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riticación, anotaciones correspondientes en la Oficina fie Registros 
y demás tramites administrativos. 

Kxpresa nne en la actualidad le seria ím|>osihlc a la Ai luana 
establecer cuántas I misas contenían los cíenlo cincuenta fardos 
y si cada una pesa lia más <!e doscientos cincuenta (iranios, y te! - 
mina solicitando ti rechazo de la demanda, o<n costas. 

2" Oue el ^tñor Procurador Fiscal manifiesta expresamen- 
te en su escrito de contestación a la demanda, nnc reconoce cuín*» 
exacto "míe el actor ha exportado por este puerto, entre Agostn 
<le 1919 y Febrero «Se I"20. ciento cincuenta mil bolsas de lienzo 
de algodón de má> de doscientos cincuenta gramos, especiales 
para envasar harina, conteniendo dicho producto". 

A í>. 2 del expediente agregado número 576. letra M„ la 
Oficina del Resguardo de la Capital, Sección F.xportación. ex- 
] ilesa que "consta haberse exportado ]>or este puerto la cantidad 
de ciento cincuenta mil bolsas de harina de trigo, pecando el en- 
vase de algodón más de 250 gramos cada uno, conforme con los 
permisos y vapores «jue se citan", 

V en e! informe de fs. 2 vta. a .i se establece igualtuentc 
la exportación dr referencia. dejándose constancia de míe exis- 
ten en el despacho dos notas, una indicando que las Imlsas son 
|iara la exportación de harina de más de doscientos cincuenta 
gramos y otra que la cantidad de liolsas es de ciento cincuenta 
mil, haciéndose constar al final de ese informe que las dos no- 
tas citadas han sirio establecidas sin la inlervención de la Sección 
K'c gistros . Igual cosa resulta del informe de ís. 6 vta. 

Mnirr< di( ¡i. entonces, que la única objeción que se le for- 
mula a la actora i»ara negarle mi derecho jara exigir la devolución 
ele la suma reclamada consiste en el hecho de ijue la> notas de 
referencia se hayan extendido sin la intervención de la Oficina 
respectiva de la Aduana, i 'ero, este simple hecho no puede tener 
-emeiante alcance, inda ve/ f[uc según resulta de autos, es indu- 
dable oue la actora ha cumplido con los requisitos (pie establece 
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el articulo 10 de la ley 4^3,3 al exportar ciento cincuenta mil 
líolsas conteniendo harina, con un peso de más de doscientos 
cincuenta gramos cada una. 

Por consiguiente, de acuerdo con lo preceptuado en esa dis- 
posición le^al, corresponde que la Nación le devuelva a la actora 
la suma que lia alionado por la intnxlucción de las bolsas, sobre 
cuyo monto no lia liecbo observación el señor Procurador Fiscal. 

I'di" las consideraciones que preceden, fallo declarando que 
la Nación debe devolver a la Sociedad Anónima de Molinos Ha- 
rineros y Elevadores de Grano?» la suma de veinte mil seiscientos 
noventa y nueve ¡usos con treinta centavos %, más sus intereses 
a estilo Manco de la Nación Argentina, desde el día de la notifi- 
cación de la demanda. Pagúense las costas en el orden causado, 
atenía la naturaleza de la causa. Notifíqtiese y oportunamente 
archívese, previa devolución del expediente agregado, 

Saúl M. Escobar. 



SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELA rrÓN 

v retios Aires, Febrero 5 4e 1930, 

Y Visto?» : 

Siendo arreglada a derecho, se confirma la sentencia apelada 
de ts. 51. que declara que la Nación debe devolver a la Sociedad 
Anónima Molinos Harineros y llevadores de Grano la suma de 
veintf mil seiscientos noventa y nueve pesos con treinta centavos 
moneda nacional e intereses desde la notificación de la demanda. 
Costas de amias instancias por su orden. Devuévase . — José 
Marró. - .Uarcrltuo Escalada. — /¡. Xasar Amhorcua. 
Rodoifú S. Fcrn r. 
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FALLO tlK LA CORTE SLTREMA 

Buenos Aires, Mayu 14 dé 1930. 

Vi*to* y Considerando: 

f hie habiendo los actores ClitópPo con los requisitos exijii- 
d<* bor el articulo 10 de la ley 4W. como lo comprueba la do- 
cumentación aureola a ís. 1, 2, 3 y + del exigiente adminis- 
trativo t [iie corre i>or cuerda serrada. — "registrado l>ajo el nu- 
mero ?7tr — , por ello y los fundamentos de la sentencia de f». 
51 . t confirma la ajelada de ís, fi4 en todas sus parte*. Notifique- 
>e y devuélvase al tribunal de su procedencia, donde se repondrá 

el papel. 

J. FlGl KKOA A f .CORTA, — ROBERTO 

Repetto. — R. Olido La valle. 

A -MOMO S AliARN A. 



dicción* a solicitud de la Embajada </c $$fl«fc 

Sumarial La calificación le¿;al de los hechos imputados al r*$Jfi* 
rid-. ineumhe a los l ribuuales de la Nación requiriente, ante 
los cuales tramita el proceso respectivo. Esta calificación 
la única que debe tenerse en cuenta a los efectos de la 
extradición y ella no puede ser modificada por lo» Jueces 
i le la Nación requerida, pues, en los pedidos de extradición, 
no se abre un proceso criminal propiamente dicho, sino solo 
un procedimiento para comprolar la identidad de la persona 
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cuya entrega se solicita y el cumplimiento tic los requisitos 
que. al efecto, contienen los tratados con las naciones requi- 
rieittes ti las leyes nacionales. 

Cuso: Leí explican las piezas siguientes: 



SKM KXI IA DEÍ, Jl'KZ FEDERAL 



Buenos Aires, Affosto 2 de 1929, 



V 



Kt pedido tle extradición de Ignacio Palles Roig o Isidro Ar- 
mengot <> F. Armcn^ol, formulado por la Emkijada de Espa0a ; y 

Considerando ; 



r One culi la fotografía y señas particulares acompañadas 
y ci. Ja propia declaración del detenido Palles Roig. está plena- 
mente prohado que éste es la misma persona cuya extradición 
se pide. 

3' Oue el delito de que se acusa al requerido es de los enu- 
merados en el ari. 2 1 ' del Tratado de Extradición celebrado con 
España en 1X81 y los recaudos traídos por 'a vía diplomática 
reúnen los requisitos exigidos por el articulo 11 del expresado 



3 V (Jue la calificación legal de los hechos imputados al re- 
querido, incumbe a los Tribunales de la Nación requiriente, ante 
los cuales tramita el proceso respectivo y en este caso esos Tri- 
bunales han dictado contra Palles Roig auto de procesamiento 

de falsedad en documento mercantil. 

Esa calificación es la única que debe tenerse en cuenta a los 
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efectos de la extradición y ella no puede ser modificada \>ar los 
Jueces de la Nación requerida, pues como reiteradamente lo tie- 
ne resuelto la Suprema Orne de justicia, en los pedidos de extra- 
dición no se abre un proceso criminal propiamente dicho sino 
m'jIo un procedimiento i«ra comprolar la identidad de la persona 
cuya entren se solicita y el cumplimiento de los requisitos que. 
al efecto, contienen los tratados con las naciones requirentcs o 
las leyes nacionales. 

Es, pues, improcedente, la cuestión planteada j>or el defen- 
sor. 

Por estos fundamentos se concede la extradición de Ignacio 
Palles Koig o isidro Armengoí o F. Armengoí. 

Notifiques?, anótese al detenido a disposición del Ministerio 
de Relaciones y Culto ; transfiérase a la orden del Ministerio la 
suma de siete mil trescientos ochenta y dos pesos y ocho centa- 
vos moneda nacional, librándose los oficios de estilo, y remítanse 
estas actuaciones originales, conjuntamente con los efectos y va- 
lores secuestrados que se detallan a fs. 4, todo para ser entre- 
gado oportunamente a las autoridades españolas. 

Miguel Jtintus. 



SEN T KM E A ÍW. LA ( AMARA FCIlEKAL HE APELACIÓN 

Buenos Aires, pfdembri- 1:1 <1<? lí>29. 

V Vistos: 

F> (í r sus fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por el 
r,eñor Procurador Fiscal de Cámara, se confirma la sentencia de 
fs. 55 que concede la extradición de Ignacio 1 'alies Roig o Isi- 
dro Armengoí o F. Armengoí a solicitud de la Embajada de 
Fspaña. Devuélvanse. — Rodolfo S. Fcrrcr. — Marcelino Es- 
t M[L — /,*, J. mm* Anchorena. — José Marcó. 
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DRTA MKN DEI. l'KOCl.'RADOK GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 7 de 1930. 

Suprema Corle: 

Atento lo manifestado en el precedente escrito y por sus 
fundamentos, soy de opinión que corresponde confirmar ta sen- 
tencia de fs. 62. que hace lugar a la extradición de Ignacio Palles 
Roig o Isidro Armengol o F. Armengd. solicitada por la Emba- 
jada de España. 

Horacio /?. Larreia. 



1 ALIO DE I A CORTK SI* I' REMA 

Buenos Aires, Mayo 14 de 1930. 

Y Vistos: 

El recurso de apelación traído i>or el interesado Ignacio Fa- 
llís Koig. en los autos sobre su extradición solicitada por la Em- 
lttjada de España. 

Por sus fundamentos, lo aconsejado por el Ministerio Pú- 
blico en todas las instancias, y lo, expuesto ix>r el recurrente en 
su escrito de fs. 67, se confirma la sentencia apelada de fs. 62. 
Xntifiquese y devuélvase. 

J. Frct'ERoA Ai.corta. — Roberto 
Repetto. — R. Guido Lavalle. 
— Antonio Sacar na. 
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Don Manuel E. fíuitraifo contra el Gobierno Saturnal, sobre jn- 
bÜttción. 

Sumario : No se lia) Jan comprendidos en la exección del articu- 
lo 35 de la ley numeró 4349, cn manto at derecho de acumu- 
lación de sílfidos para fijar el monto de la jubilación, los 
que conjuntamente con la función del profesorado, han des- 
empeñado un cargo de carácter puramente administrativo. 
(Secretario Tesorero del Colegio Nacional de Jujuy). que 
no puede ser considerado ni equiparado al de profesor. 

Cuso: l.o explican las piexas siguientes: 



SE NTK N G I A DEL JUE2 FEDERAL 

Buenos Aires, Octubre 26 de 1929. 

Victos: Estos autos caratulados "Buitrago Manuel E. con- 
tra la Nación, sobre jubilación", de cuyo estudio resulta; 

1" IJcnjamín I'osse Ledcsma en representación riel actor a 
ís. 5. demanda a la Nación a fin de que se acumule a la jubila- 
ción extraordinaria de que goza como profesor de inglés, el suel- 
do correspondiente al cargo de secretario-tesorero que desempeñó 
en el Colegio Nacional de Jujuy y se le pague las diferencias 
devengadas entre la jubilación que goza y la que le corresponde 
l>or acumulación de empleos desde el día que dejó de prestir 
sen icios. 

Par:', el caso de que no prosperara dicha reclamación deman- 
da la devolución de los descuentos que se efectuaron a su mau- 
llante Mibre el sueldo de secretario- tesorero, con sus intereses 
respectivos. 

Expresa que Ru:»ragn desempeñó durante más de veinte y 
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cinco años en el Colegio Nacional de J tijuy los cargos de >fere- 
tario-icsorero y profesor de inglés, con dos cátedras. Imposibi- 
litad" físicamente de continuar desempeñando sus funciones so- 
(icini sil jubilación extraordinaria que la Caja Nacional acordó 
por pesos 212. 10, tomando únicamente en cuenta su sueldo como 
catedrático. I Atendiendo su mandante que debía acumularse el 
sueldo de secretario-tesorero solicitó reconsideración que fué de- 
negada jxir decreto del i\ K. de fecha 2 de Octubre de 1917. 

Sostiene que atento 1¡> dispuesto en el art. 35 de la ley 4349 
v aún >uj Hiñiendo que el referido cargo de secretario-tesorero no 
se considerara docente, entiende que el verdadero espíritu de la 
ley es el de permitir la acumulación cuando los empleos se han 
desempeñado en institutos de enseñanza. 

El I*. E. así lo ha interpretado en casu que se ha permitido 
la acumulación de cátedras con otros cargos como los de rector."*, 
vicerectores, directores, vicedirectores y médicos escolares» aunque 
desde estos últimos no se hace enseñanza. También la Cija y 
el I'. E. acordaron la acumulación de los sueldos que percibía 
el doctor Cabred como director del Hospicio de las Mercedes y 
profesor de la Facultad de Ciencias Médicas. 

Invoca los arts. 17, 19, 35 y 36 de la ley 4349 y los arts, l v 
v 10 de la misma en at>oyo de la devolución de descuentos que 
reclama \mra el caso di no prosperar la acumulación de sueldos. 

Pide se haga lugar a la demanda, con costas. 

2* El señor Procurador Fiscal a fs, 19 pide el rechazo de 
la demanda, con costas. 

Expresa que no desconoce la líase de equidad sobre la que 
el actor construye su argumentación, teniendo en cuenta la na- 
turaleza ile las funciones que desempeñara y escaso monto de la 
jubilación que se le concedió; pero no le es permitido a su re- 
presentado ni al Juzgado apartarse de los términos claros de la 
ley que rige el caso. 
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Manifiesta que la acumulación de suelde* pedida por el 
actor es improcedente porque el cargo de secretario-tesorero de 
los establecimientos de enseñanza no está comprendido en la ex- 
cepción taxativa señalada en la secunda porte del art. 35 de ta 
ley 4349, 

Respecto a la devolución de descuentos redamada no está 
autorizada en la citada ley sino en los casos previstos en su art. 
27 entre las cuales no se encuentra el que da margen a la de- 
manda. 

Tnvocn el dictamen del Procurador General de la Xanou 
que nl.ra en el expediente administrativo, y lo dispuesto en la 
primera parte del art. 5<> del Código de Procedimientos en lo Ci- 
vil y Comercial de la Capital jura reiterar su pedido de recha- 
zo de la acción instaura* la. 

.V 1 Muerto el juicio ¡i i truel ia se produjo la certificada por el 
secretario a fs. 28 vía., sobre cuyo mérito alegó el actor a fs. 30. 

Considerando: 

|* Pof decreto del P. K. de Junio 9 de 1917 que en copia . 
corre a fs. 18 del ex| «diente administrativo agregado sin acu- 
mular, se confirmó la resolución de fs. 16 de la Caja Nacional 
de Jubilaciones y Pensiones Civiles que acordó a don Manuel K. 
Buítrago la jubilación extraordinaria de pesos 212.16 como pro- 
fesor del Colegio Nat ional de Jujuy. 

Kl actor sostiene que a dicha jubilación delie acumularse el 
sueldo qm* percibia en el cargo de secretario-tesorero del men- 
cionado colean, fundándose en la interpretación dada adminis- 
trativamente at art. .15 ríe la ley 4349 en varios casos que cita y 
ocurridos en realidad según se desprende el informe agregado 
;i fs. 2d de estos autos. 

3* U acumulación de sueldos a los efectos de las jubilacio- 
nes civiles se encuentra prevista en el art. de la ley 434 1 * al 
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disponer que "cuando un empicado hubiese desempeñado do* o 
más empleos en propiedad al mismo tiempo, la jubilación se 
acordará sobre el sueldo mayor, sin acumularse al tiempo de los 
otros ni al sueldo. Exceptúase el caso de los empleos del pro- 
ícsi irado, en el cual se acumularán los sueldos, a condición de 
<[iie pur lo menos se haya sufrido durante cinco años el des- 
cuento del 5 % en Ins sueldos de todas las cátedras desem- 
peñadas". 

La acumulación de sueldos autorizada en la última parte 
de la disposición legal transcripta se refiere únicamente, sin lu- 
gar a dudas, al caso del desem|K*ño de varias cátedras. |>ero no 
admite la acumulación del sueldo de catedrático al de un pues- 
ta administrativo o viceversa. 

Siendo así no es legalmente admisible la pretensión del 
señor Ruitragn de que al importe de su jubilación como cate- 
drático se le acumule el sueldo que gózala en el carácter de se- 
cretario-tesorero del Colegio Nacional de Jujuy, puesto de natu- 
raleza administrativa y que por sí solo no significa que su titu- 
lar desempeñe cátedras. 

4* Sobre el alcance de la excepción determinada en el art, 
35 de la ley 4349, la Corte Suprema en un caso de jubilación 
lerroviaria, ha establecido : "que la norma general en orden de 
servicios públicos es la que prohibe la acumulación de puestos 
o cargos públicos con excepción del profesorado y técnicos es- 
l»eciales, pero la ley 4349 de jubilaciones y pensiones civiles, en 
su arr. 35 restringe al profesorado la posibilidad de acumular 
jubilaciones y es lógico y justo que si por aplicación analógica 
se hacen extensivos a los empleados ferroviarios los beneficios 
del empleado civil — atento el carácter de servicio público que 
prestan — no se les exima de las incompatibilidades que a aque- 
llos afectan, creándoles en este caso situaciones de privilegio", 
("Gaceta del Foro", Marzo 13 de 1929, ]>ág. 90. y Marzo i 5 de 
1929. página 105) . 
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5* l.o* casos resuellos administrativamente de acuerdo a la 
ícm> del actor tir> corresponde tomarlos en consideración jura 
fundar en t ilos esta sentencia ni tampoco el grado de justicia o 
trinidad que rueda asistir al reclamo del actor dado qur ti Ju- 
gado debe aplicar ante todo las disposiciones legales que rigen 
H caso planteado en la litis coutestatm. 

Traído el caso a resolución del Tribunal este debe dictar 
h corres]» pudiente sentencia "expresando Ins fundamentos de he- 
rbó y de derecho", lart. U. ley 50). debiendo recordarse a este 
resisto que el an. 5'í del Código de Procedimientos en lo Cí- 
iil v Comercial de la Cavila!, aplicable a la justicia federa! por 
prescribió» de la ley .WHl. cMahlecc : "Hl Juez debe siempre re- 
solver segfci la ley. Nunca le es permitido juzgar del valor m- 
trinsico o de la equidad de la ley". 

6* Etl cuanto a! reclamo que subsidiariamente hace el actor 
en su demanda, de que se le devuelva el miporte de los descuen- 
tos (pie se le efectuaron en su sueldo de secretario-tesorero del 
Colegio Nacional de Jujuy. cal* observar míe dichos aportes 
han sido hechos a la C aja Nacional de Jubilaciones y Tensiones 
Civiles y nc al demandado en estos autos, el Gobierno de la 
Nación. 

Este último en tus asuntos de la Caja mencionada intervie- 
ne en el otorgamiento o denegación de jubilaciones y pensiones 
de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 29 y 50 de la ley 4349. 
pero conforme lo establece ésta en su art. 5 y , dicha Caja es ad- 
ministrada por una junta y según el art 4'\ inc. 1\ el fondo de 
la misma está formado, entre otras asignaciones, con el des- 
cuento tor/oso del cinco \M>r ciento sobre los sueldos de los in- 
civiles que desempeñan cargos en la administración. 

- 

1.a devolución de esos descuentos corresponde, pues, ser re- 
directamente a la Caja Nacional de Jubilaciones y Pen- 
siones Civiles, siendo por lo tanto improcedente su demanda al 
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Gobierno de la Nación, a quien no le compete 



ni ad- 



Por las pnccc lentes 

sin costas. X< Hinqúese 





íidtturdo Sarmienta. 



SINTEKCIA DE LA CÁMARA FEDEKAL 



Buenos 



Febrero 26 de 1930 



V Vistos : 



Siendo ajustada a derecho» se confirma, sin costas, la sen- 
tencia de fs. 37, que rechaza la demanda deducida por Manuel 
E. rtuitraRo contra la Nación, sobre jubilación. Repónganse las 
fojas en primera instancia. — José Marcó. — Marcelino Es- 
catada. — B, A. Nácar Anchorena. 
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Aires, Mayo 16 de 1930. 



Y Vistos: 



Los presentes seguidos por Bui trago Manuel E. contra la 
Kación, sohre jubilación, traídos en recurso por el actor, en mé- 
rito de lo dispuesto en el artículo 3', inciso P de la ley «1055: y 

Considerando : 




de primera y segunda instancia han de- 
el recurrente no se halla compren- 
35 de la ley 4349, en razón 
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de que ella se refiere a los empleados del profesorado, en cnan- 
to al derechn de acumulación tic sueldos («ra fijar el memo de 
la jubilación. 

Que Buitrago. si bien ha desempeñado el profesorado y al 
mismo tiempo el carpo de secretario-tesorero en el Colegio Na- 
cional de Jujtty. este último de carácter puramente administra- 
tivo, no puede ser considerad" ni equiparado al de profesor, pues 
ninguna relación tiene una función con otra y cualesquiera sean 
los antecedentes contrarios de carácter ejecutivo, títos no justi- 
fican el desconocimiento claro y preciso del artículo 35 de la 
ley citada. 

I'or esto y mi> fundamenta se confirma la sentencia de Es. 
4S Notifíqueie y repóngase el papel en primera instancia. 

J. FlCUEROA AlCQRTA. — ROBERTO 
REPETTO. — R. Gl'IIK) LAVAUK. 

— Antonio Suiakna. 



/Wm*n »/.' Intuitos dito* contra fe* añores Orcstc fJbttti 
llámanos, f,*r reivindicación. Incidente sobre caducidad 
de la instancia. 



Sumario : 1ji providencia de autos después de contestada la 
manda imjiorta una citación ispee ial a las partes para 
tur sentencia interloeutoria o definitiva. I-n tal condición 
M puede suponerse almidono de la causa de pune de un 
litigante, ni atribuirse a éste negligencia en la tramitación, 
que justifique nua declaración de perención de la instancia. 



Cuso: l-«i explica el 



- . 
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Buenos Airea, Mayo 16 de 1940. 

Y Vistos: 

El incidente pifare caducidad de la instancia promovido a 
fs. 14; y 

Considerando : 

Que la caducidad perención de la instancia sólo puede o\k- 
rarst* en las causas (|ue estando en tramitación o inconclusas, se 
lian dejado |>araliüadas en su curso por las partes, durante el 
término fijado para que aquella se realice. 

Que en el caso los demandados manifiestan que la can>a 
ha quedado paralizada desde el 20 de Abril de 1927. 

Que en esa fecha el Tribunal dtó por contestada la deman- 
da y llamó autos (fs. 12 vta.), providencia que fué mitificada 
a las partes el día 22 del mismo mes y año. 

Que la providencia de autos después de contestada la de- 
manda inqx»rta una citación especial a las partes para dictar sen- 
tencia iutcrlocutoria o definitiva, f Fallos, tomo 120, página 
140; tomo 123, página 416). 

Que en tal condición no puede suixmerse atandnm» de la 
causa de parte de un litigante, ni atribuirse a este negligencia en 
la tramitación, que justifique una declaratoria de perención de 
instancia . 

Por ello no se hace lugar a la caducidad de la instancia 
y atento el desistimiento de la acción que hace la aetora a fs. 17. 
archívense estas actuaciones. Sin costas, dada la forma en que 
lia sido resuelto el incidente. Xotifiquese y repóngase el papel. 

J. Fl CUERO A AlXORTA- — ROBERTO 

Rkpetto. — R. Guido L avalle. 
— Antonio Sacar ka. 

fe 



■ 
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Criminal contra Antonio .tfhanese y ¡toman Domínguez, por 
liolación de un menor. Contienda de coinf>et™ ci <*- 

Siitftario ; Cum-sixinile al Juez del Crimen de la Provincia co- 
nocer en la cansa concerniente a un delito común cometido 
en jurisdicción territorial de ésta, en condiciones y circuns- 
tancias que no califican el hecho como una infracción de ca- 
rácter federal. No nWifica esta conclusión la circunstancia 
de haber sido cometido ei delito en un convoy en marcha, 
toda vez que dicho delito no afecta la seguridad y el tráfico 
ferroviario. 

Cliso, t-u explican las piezas siguientes: 



ALTO [JCL JIFJÍ OKL CHIMEN 

Dolores, Marzo 7 de 1930. 

Resultando de las constancias de autos que el hecho (me mo- 
lí va líi formación de esla causa se ha producido dentro del vagón 
del Ferrocarril del Sud y en circunstancias que el tren se encontrá- 
is en marcha, el suscripto resuelve inhibirse del conocimiento 
del mismo, y dispútese la remisión de los autos y detenidos al 
señor juez Federal de Babia Blanca, sin mas tramite. (Ley na- 
cional número 4íí). — S. Medina. Ante mi: A Alberto Pedrón. 



VISTA FISCAL 

Señor J uez : 

En el presente caso se trata de un delito común, al que le 
es aplicable las disposiciones pertinentes del Código Penal, y no 
de un delito o infracción previsto en la Ley Nacional de Ferroca- 
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rriles. Por tanto, cu opinión del suscripto, este Juzgado Federal 
es incompetente para entender t n la instrucción y juzgamiento de 
esta causa , 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 66 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, si L* . S. declarara la incompe- 
lencia de estr J tupido delierá remitir lo actuado al señor Juez del 
Crimen de Dolores, doctor Santiago Medina, atento ln dispuesto 
en ti artículo 68 del mismo Código. 

Fiscalía, Marzo 12 de 1930. 

AI TO ¡BEL JJJtZ FEDERAL 

Bahía Blanca, Marzo 13 de lí»30. 

Autos y V istor : 

Tratándose en el caso de un delito común que en nada afecta 
al tráfico ferroviario, ni se ha cometido en perjuicio del jjcrsonal 
del tren, ni hay violación alguna a la ley general de ferrocarriles, 
este Juzgado es incompetente i>ara entender en el mismo. Asi 
lo ha declarado uniformemente la jurisprudencia sentada en nu- 
merosos casos. 

Por dio y lo dictaminado por el señor Procurador Fir-cal, 
así se declara y devuélvase el expediente al señor Juez del Cri- 
men de Dolores, de acuerdo con lo dispuesto por el articulo 68 
del Código de Procedimientos Criminal de la Nación, haciéndole 
saber que para el caso de que insistiera en su resolución de fs. 33, 
dé por tratada la eorrcsp>ndiente cuestión de competencia y pro- 
ceda de conformidad a lo que determinan los arls. 66 y 4o. inc, 3 V 
del mencionado Código. Hágasele saber también que los deteni- 
dos quedan a su disposición en la Cárcel del Departamento local, 
a cuvo fin líhrese el correspondiente oficio. Res;ÍM:rese y notifi- 
quese al señor Procurador Fiscal y a los procesados. 

E. /, Man uro. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires. Mayo 13 de 1930. 

Suprema Corte: 

Según lo que prima faeh surge de las constancias de este su- 
mario, d delito de que se trata y que ha motivado la presente 
contienda de competencia negativa entre el Juez Federal de Hahía 
Manca y el del Crimen del Departamento del Sntl de Ja Provincia 
de I htcnos Aires, consistiría en la violación del menor Ramón 
Rolando Loza en un tren de carga en marcha desde la estación 
Ulurdén hacia la de Temperley. del Ferrocarril Sud. es decir, 
dentro de la jurisdicción territorial de dicha Provincia. 

Se traía, como se ve, de la imputación de un delito común, 
cuyo juzgamiento compete a la justicia provincial. No puede mo- 
dificar esta conclusión Li circunstancia de halarse cometido el 
mismo en un convov en marcha, toda vez que dicho delito no afec- 
ta la seguridad y el tráfico ferroviario como para que, en los 
términos de los arts. 80 v 81 de la ley número 2*7$ sobre ferro- 
carril.-, nacionales y 2\ inciso l v de la ley número 48. correspon- 
da su juzgamiento a la justicia federal. 

Sov \*>x ello de opinión que cnrrcspmde dirimir la presente 
eouiiemla en favor de ta competencia del señor juez del Crimen 
riel Departamento del Snd de la Provincia de Buenos Aires. 

llorado ft. Lar reta. 



f ALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, Mayo 19 do 1330. 

Autos y Vistos : 

elv contienda de competencia negativa tralwda entre el 
Juez del Crimen de Dolores, Provincia de Buenos Aires, y el Juez 
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Federal de Bahía Blanca, sobre la jurisdicción a que compete el 
conocimiento del delito de violación de un menor atribuido a Ra- 
món Domínguez y Antonio Allánese; y 

Considerando : 

Oue siyún lo acreditan las constancias procesales del caso 
y como lo establecen el auto de fs. 36 vta. y el dictamen de fs. 42. 
se trataría de un delito común cometido en la jurisdicción territo- 
rial de la Provincia de Buenos Aires, en condiciones y circuns- 
tancias que no califican el hecho como una infracción de carácter 
federal que pudieran Comprenderlo en las disposiciones que se 
invocan de las leyes 48 y 2873. 

Kn mérito, pues, de estos antecedentes, procede establecer que 
el Juez CMivmflciHe para conocer en la presente causa es el del 
Crimen del uejiartamcnto Sur de la Provincia de Buenos Aires, 
y así se declara , Remítansele, en consecuencia, los autos y avísese 
al Juez de Sección fie Bahía Blanca en la forma de estilo. 

J. FuiUERQA ALCORTA. — ROBERTO 

Kkpktto. — R. Guiix) Lavalle. 
- - Antonio Sagarxa. 



Exhorto del Juez de Iiutriurión en lo Criminal de la Capital at 
de igual clase segunda nominación de la l indad de Santa Fe, 
solicitando la extradición de Juan Gruer. Contienda de com- 
petencia. 

Sumario: V- Apareciendo prima facie que el delito fué cometido 
en esta Capital, corresponde al Juez de Instrucción de la 
misma el conocimiento de la causa. 
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2* Lá circunstancia de haberse extendido en Santa Fe un cheque 
falso euvo pago rehusó un Banco de esta Capital sobre el fine 
fué í¡m»l", en razón tle la falta fie provisión de fondos, no 
implica que sea aquél el titear del delito, pues la infracción 
no consistiría «i dicho acto, sino en el de pretender t^ar lo 
debido i>or ese medin doloso, condenado por la ley y realizado 
en el caso, en esta Capital, donde, en consecuencia, se habría 
consumado el acto ilícito materia del proceso en ♦ 



Laso: \ A> explican las pie/as siguientes : 



ALTO DEL ,11 K/- 01! INSTKrCClÓN- 
Bucnus Airvt, 

V Yi>n.-: lo resuelto a ís. 33 por e1 señor Jim de Instruc- 
ción de la Secunda Nominación en lo Criminal de la Provincia 
de Santa l-Y. no haciendo lugar al dili«eiu-ian liento del exhorto de 
fs. 1M itinilidi. ]«.r e>te Mugado y por el qtte 88 xolicitaki la de- 
ntición de luán linter, dmiiiciliadi. en Hercilia. Departamento de 



San t ristnbal : y 

Considerando j 

El orden tje reheiones originarias entre el procesado Juan 
Gpter y la tinua damnificada exterioriza la existencia de un 
mandato, denle (pie ajustada la venia ta máquina cntri- la casa 
|lovi> Tuhrn y Cia.. de ota Capital y el comprador IVna SUilliier 
Mr Colonia Amhrosetti ( IVov. de Santa Pe), se encomendó a 
linter, radicado en Hercilia. que previa pereqíción del im|>orte. 
•entregara al portador la guia fcfí «¡H* retirara «lidia maquina. 
Xpdo ello se efectuó, pero el tófOC«saíÍ0 retuvo ilicitatnente el im- 
porte: pue> el envío del cheque m ha midííicado lal situación, al 
recitar incobrable por falta de fondo», en el liauco de landres 
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<le esta Capital» agotados éstos al hacerse efectivos otros de nu- 
meración anterior librados jx»r Gruex. 

Conforme a las prescripciones de los arts. 1909 y 1911 del 
Código Civil para el cumplimiento dei mandato el mandatario 
Gruer debió entregar el dinero recibido de Slnlliter al mandante, 
o sea. la casa Dovis, Thnni y Cía,, con domicilio en esta Capital, 
calle San Martin número 235. 

Kl hecho previsto por el art. 173, inc. 2* del Código Fenhl 
consiste en negarse a restituir o no hacerlo a su debido tiempo, 
con perjuicio de otro, el dinero, en el caso de autos, recibido en 
virtud de la comisión que se le confirió. La perceiicióii \*tr el 
procesado fué legítima y es éste el hecho cumplido en la localidad 
de Hcrcilía, Provincia de Santa Fe. pero el acto ilícito nace desde 
que se dio el supuesto del articulo e incisos citados del Código 
IYual, y ello ocurre en esta Capital, lugar del domicilio del man- 
dante a quien no se le entregó lo recibido (>or cuenta y en nom- 
bre del mismo. No ha de estarse entonces, para determinar el 
de comisión del cielito punible, al sitio donde se percibió legíti- 
mamente, sino aquél en el cual se dejó de cumplir la comisión 
conferida ; pues en éste es donde se configura el delito imputado 
a Gruer. 

1.a cnmijetencia del Tribunal surge asi con arreglo a lo dis- 
puesto |H t r el articulo 25. incist* l". 31 inciso Z f y 32 del Código 
de l"r< «redimidnos en lo Criminal |>ara la Capital Federal v Te- 
rritorios Nacionales, 

Oue de los términos del auto de fs. 33. como de los antece- 
dentes acompañado», no aparece que el nombrado Gruer. cuya 
extradición se solicita, se encuentre procesado por el mismo he- 
cho ante los tribunales de Santa Fe. Tampoco Sl plantea con- 
tienda de competencia. 

IVir ello lo dictaminado por el señor Agente Fiscal, resuelvo: 
librar exhorto, nuevamente, al señor Juez de Instrucción Segunda 
Nominación en lo Criminal en la Provincia de Santa Fe, con trans- 
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cripción del presente auto, insistiendo en el pwiffii anterior de ex- 
tradición del procesado por defraudación Juan Gruer. ruso, de 
cincuenta rfinTfc de edad, casado, comerciante, domiciliado en la 
localidad de Hireilia. del IX^rtamento San Cristólal de dicha 
l'rovineia. Y ñas* el mpüem de cjue el aludido Tribunal man- 
tenga su íiegSitha a acolarla, invitóle a elevarlo a los fines . yer- 
imcntcs. Hágase sabif y remitan con ttótade estilo. — /" 
IHaz. Ante mi : /:. Xatalio Uit. 



Al n» DEL .1 i kk ni-: INSTKI H l('»N 

Santa Fe, Ahril '2ti de 11*30 



1,1 exhorto del señor juez de Instrucción en lo Criminal di- 
ta Capital de la lí.pul.Hca Argentina, doctor Kmilin ' - Díaz, 
solicitando nuevamente la detención del vecino de Hercilia. don 
Juan Cruer: y 

t \)ii>vlerandi< : 

1 ' lúe en M) de i >ctubre ele 1^9 el SfcM* ex Juez, doctor 
Domin-o A. Motta. a car«o del Juzgado, denegó el diligencia- 
nlientO del exhorto sosteniendo inte el -conocimiento de! hecho 
que motivó la detención pedida corres^mdia a los Tribunales 
de la dudad de Santa IV. en atención al lu^ar en que el mismo 
se bahía rral izado. 

>' l )ne de los antecedentes agregados surge i|ite el delito que 
*e investiga consiste en no haberse remitido en su oportunidad el 
importe de una baá^íinfe ci.yn precip €0m W $ territorio d? h 
t'nn-iiu ui. don Juan (¡ruer. 



& Qué el cumplimiento de la^ obligaciones emergentes ik- 
„,andatcMi talla de estipulación no acreditada en el sub-judue >ólo 
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puede exigirse en el domicilio del deudor. ¡K>r tatito es ilógico 
aceptar que el mismo hecho puede producir distintas consecuen- 
cias jurídicas en cuanto al lugar donde deben hacerse efectivas 
las responsabilidades. 

l*or ello y fundamentos expuestos en la resolución citada 
de fecha 30 de Octubre fnpdo.. y lo dispuesto por el art. 37 del 
Gxligo de Procedimientos en lo Criminal, resuelvo : No hacer lu- 
gar al diligenctamiento del exhorto y en consecuencia, de acuerdo 
a la invitación formulada por el señor Juez exhortante, elévense 
estas actuaciones a la Suprema Corte de Justicia Nacional, Ins- 
erirse y hágase salwr . — i \ C. Palamcdi. Ante mí : Carlos 
Chrisicnsen. 



DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Air», Hayo 13 de 1930. 

Suprema Corte : 

Con motivo de un exhorto dirigido ]>or el señor Juez de Ins- 
trucción en lo Criminal de tsta Capital, doctor Emilio C. Díaz 
al señor Juez de Instrucción de la Segunda Nominación de la 
Capital de la Provincia de Santa Fe. solicitando la extradición 
de Juan Gruer, acusado de defraudación, se ha trabado cuestión 
acerca de la competencia que ambos magistrados se atribuyen pa- 
ra juzgar el delito imputado al expresado Gruer* 

La naturaleza de la cuestión hace que, en los términos del 
art. 9* de la ley 4055, corresponda a V. E. dirigir la controversia. 

Del examen del testimonio de las actuaciones respectivas que 
corre agregado de fs. 4 a fs. 10, resulta que, de existir el delito 
imputado, éste se habría cometido en esta Capital, en ocasión de 
la entrega a los señores Do vis, Thurn y Cía. de un cheque sm 
provisión de fondos, remitido por el acusado Gruer como im- 
porte del precio de mercaderías vendidas en esta ciudad, en la que 
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también se habría consumado, en ca>o <le existir, ti delito pre- 
visto en el art. 173. inc. 2* del Código Penal, ya que. como lo 
advierte acertadamente el señor juez requiriente en su resolución 
de techa 19 de Noviembre ppdo,, transcripta en el exhorto de 
R I, el aei.i delictuoso, consistente en negarse a restituir el di- 
nem recibido en comisión conferida, habría ocurrido, igualmente, 
tu esta Capital, lugar del domicilio del demandante, a quien no 
m le habría entregado U» recibid., por su cuenta y en su nomine. 

s )lV DW ello, de opinión míe es at señor Juez de Instrucción 
de esta Capital a quien le corresponde conocer del delito impu- 
ro a luán Gruer v que. de consiguiente, el señor Juez e Ins- 
trucción le Santa Fe debe proceder a la entrega de dicho pro- 

a ' ' If Gracia R. Larrcla. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires. Mayo 1» de 

Autos y vistos, considerando: 

( >ue tratándose en *J caso de un conflicto entre Jueces de 
distinta jurisdicción respecto al diligenciamiento de un exhorto 
sobre extradición de un encausado, procede la intervención de 
esta Corte de acuerde con los móviles y el alcance atribuidos en 
reiterados casos análogos al art, 9* de la ley 4055. 

i Míe de los antecedentes ipie consignan tas actuaciones del 
sub-jmtiii' resulta: que en un proceso pnr defraudación seguido 
ante un |ue/ de instrucción de esta Capital, se decretó la deten- 
ción def procesado, domiciliado en HerciUa. Provincia de Santa 
1-V librándose el exhorto correspondiente al Juez respectivo de 
dicha Provincia, a fin de hacer efectiva la detención y extradt- 
ción del procesado íuan Gruer. requerimiento al que no se ha 
lucho lugar i*,r considerar el Juez exhortado que es de su com- 



» 
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pcteneia el conocimiento del supuesto cielito de que se trata, en 
atención al tugar en que se habría cometido. 

Otte ei hecho materia _ de la acusación o denuncia consiste 
tu hnlier entregado el acusado en pago de una obligación a la ca- 
sa Da vis, Thum y fia., de esta plaza, un cheque falso, girado 
en Santa Fe sobre el Hamo de Londres de esta Capital, donde 
9« rehusó el pago en razón de la falta de provisión de fondos del 
girante, quien hnima omitido despue* la re*titueion de la xilina 
referida. 

Que ta circunstancia de íjuc el cheque hay:i sido extendido 
en Santa Fe no implica que sea aquél el lugar del delito, pues 
la infracción no consistiría en dicho acto, sino en el de pretender 
pagar lo debido \xw ese medio doloso, condenado jxir la ley y 
realizado en e! caso en esta Capital, donde en consecuencia se ha- 
bría consumado el acto ilícito materia del proceso en trámite. 
(Fallos, tomo 119. jwtg. 56: tomo 121, pág. 295. entre otros), an- 
tecedentes y consideraciones que determinan la jurisdicción y com- 
petencia del Juez de Instrucción de esta Capital |>ara conocer en 
esta causa, (arr. 25. inciso R Código de Procedimientos en ío 
Criminal ) . 

I'or ello, v de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara que el oficio rogatorio en cues- 
tión debe ser cnmHido ,,,r el juez, de Instrucción de ta ciudad 
de Santa Fe, A sus electos devuélvanse los autos al Juez de la 
Capital a fin de que reitere el exhorto de fs. 1, con transcrip- 
ción de la presentís resolución. 

J. FiGL'FJtOA Alcokta. — R. Gil DO 
Lavalli:. — Antonio Sacar na. 
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Doña Ernestina María Leontina Mastcitersck'y de Aliaire, (su 
sucesión). Contienda de competencia. 

Sumario : Manifestándose en un testamento estar la tentadora 
domiciliada en jurisdicción del Juez tic la Provincia, co- 
roborada esta afirmación con otras enunciaciones come- 
indas «i el mismo, corresponde al citado Juez el contar 
en é juicio testamentario. 

Caso: Lo explican las piezas siguientes; 



VISTA HUÍ 'AL 

Señor Juez: 

De las constancias de autos resulta que la causante tenía 
su domicilio y parte de sus bienes en jurisdicción de L T . S.. tes- 
timonio fiel testamento de fs. 15 y vta. El hecho de halierse trasla- 
dado a la Capital Federal, donde ocurre su fallecimiento, par- 
tida de ís. 5. no significa que haya tenido la intención o ánimo 
de cambiarlo, pues del instrumento público citado surge clara y 
terminantemente, cual era su voluntad respecto al domicilio. 

En opinión de este Ministerio que L\ S. es competente para 
entender en estos autos en lose a lo manifestado y dispuesto en 
los arts, 89. 90. inciso 7*. 3284 del Gxügo Civil y 11 del Código 
de Procedimientos Criminal. 

Despacho, Septiembre 21 de 1&29. 

América V. Moreno. 



AI TO DEL JUEZ EN LO CIVIL V COMERCIAL 



Bahía Blanca, Octubre 22 de 1929. 
Y Vistos; Considerando: 

1° Que en la copia del testamento que le hiciera la causante 
doña Ernestina María Leontina Allaire fie Mastchercky ( 'fs. 6), 
ésta declaró categóricamente "que como viaja mucho y hasta 
tanto no se radique definitivamente en Francia, su único domici- 
lio legal está constituido por las propiedades formadas por un 
pequeño castillo con sus dependencias, situad» cerca de Carhué. 
Partido de A. Alsina". localidad que se encuentra comprendida 
dentro de la jurisdicción de este Departamento Judicial. 

2* Que disponiendo el art. 99 del C. Civil, que el domicilio 
se conserva por la sola intención de no cambiarlo o de no adop- 
tar otro, e implicando la elección de un domicilio, la extensión de 
la jurisdicción, que no pertenece sino a los Jueces del domicilio 
real fie las personas (artículo 102 C. citado), es incuestionable 
que, en el caso sub-judice. en que el fallecimiento se produjo en- 
contrándose la señora nombrada en la Capital Federal ( Hospital 
Francés, fs. 5), la competencia se del* determinar por el domi- 
cilio a que se alude en el considerando 1*. toda vez. que según 
el art. 1» del C. de Procedimientos sólo se puede prorrogar la 
jurisdicción territorial, conferida a los Tribunales de la Pro- 
vincia, consignándose en el art. 11 del mismo Código y en el 
3284 del C. Civil, que la jurisdicción sobre la sucesión, corres- 
ponde a los Jueces del lugar del último domicilio del difunto, 
ante quienes se establecerán las demandas y acciones que se 
(.numeran en los art. 1*. 2», 3* y 4°., respectivamente. 

Por estos fundamentos, los que se aducen en el escrito de 
fs. 22 y de conformidad con el dictamen Fiscal, resuelvo: Di- 
rigir exhorto al señor Juez en lo Civil de la Capital Federal, 
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doctor Marcos Figueroa. Secretaría Pedro Fúnez. para «pie se 
¡nhíba de sej-iiir entendiendo en el juicio testamentario «le iluña 
Ernestina María Leontina Allaire de Mesyeherscky. transen- 
hiéu.lotc las sirtes pertinentes del escrito de fs. 22. del dictamen 
del Ministerio Público y «leí presente auto. Kep. las fojas. — 
/•Y/í/v Horcs. hijo. — Ante nú: Me & Sofari. 



vi<ta FISCAL 

Señor Juez: 

Atenta las raimes aducidas en el escrito precedente y lo 
que ronlia de la infirmación aprobada por U. fe a fs. 3S del 
juicio testamentario. corresponde no hacer lugar a la inhibito- 
ria planteada. 

Iít'spaeho, Noviembre 18 de 1929. 

F. CcniiCA'om. 



■ íVl'TO DEL Jt'KZ KN KO CIVIL 

Bueno» Aires, Noviembre 21 de 1929, 



Y Yist.is: 



resolver la cuestión sobre competencia por inhibito- 
ria «le «pie insirnve la rogatoria «le fs. I, oída la ,>arte que re- 
presenta a la sucesión a fojas 8, y el señor Agente Fiscal prece- 
dentemente : y 

Considerando: 

niw é señor Juez exhortante fundamenta la solicitud de 
inhibitoria en que según resulta del testamento de la causante. 
i "i tenía su domicilio cerca «le Carmié — Partido de Adolfo 
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Aísina — Provincia de Hítenos Aires, localidad que se encuen- 
tra dentro de ta jurisdicción cíe su Juzgarlo. 

Que cutí forme con la regla que rige et art. 3284 del Código 
Civil y fv34 del de Procedimientos, la sucesión de un ílifunto 
puede ser promoliva pOT herederos, legatarios, deudor o acree- 
dor o por toda la persona que tenga derechos reconocidos p< il- 
las luyes y por consiguiente las cuestiones de incompetencia 
sólo pueden ser promovidas i*>r jwrsonas que retinan algunas 
de estas condiciones, lo que un resulta del escrito transcripto 
en el exhorto de fs. 1 . 

Que prescindiendo ríe esta deficiencia y entrando al fondo 
de la cuestión promovida ya que la parte fine pudiera hacerla 
valer renuncia a este derecho, ha quehado acreditado en forma 
ci incluyente en los autos testamentarios, según información 
aprokida a fs. 38. que el domicilio real de la causante estaKi 
establecido en esta Capital, en el Hotel Victoria, calle Cerrito 
número 487. teniendo i>or costumbre ausentarse i>or tempora- 
das a Carhué. Provincia de Buenos Aires y a Córdoba, pero 
continuando su domicilio en el lugar indicado. 

Que para apreciar el mérito de la información producida 
el Juzgado ha tenido en cuenta, que los testigos que han de- 
puesto. José Savio y Francisco Lanadú, es el primero el pro- 
pietario del hotel citado, donde la causante ha vivido por es- 
pacio de cinco años, y el segundo que la ha coincido durante seis 
año*, se domicilia en el hotel, por cuyo motivo le consta cine la cau- 
sante tenia [mr costumbre ausentarse de la Capital \*>t sus asuntos, 
pero que siempre el domicilio real de la misma era el ya indicado. 

Que también es sugerente el hecho que la causante exten- 
diera en esta entilad de Buenos Aires el testamento ológrafo 
que protocolizado corre de fs. 7 a IQ, y que en éste tí.iia la 
mayor parte de sus Iñenes, con excer »»» * ,os inmuebles, éti- 
mo* asi resulta del inventario de fs. 39, por lo cute su domicilio 
real era en esta Capital, conforme a la regla del art. 
digo Civil. 
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Que siendo el testamenta «n acto voluntario une en su mb* 
mentóse regirá i>or las disposiciones legales atinentes, la apli- 
cación y cumplimiento de lo nuc disponga el testador, queda 
metido al Juez cid último domicilio. <> sea del real. l>*ir cuanto 
no emprendiéndole la disposición del art, 101 del Código tHvii, 
ni. puede el testailor fijar un domicilio legal, que solamente 
puede fijarse en caso de contratos. 

Por estas consideraciones, las pertinentes aducidas a í>. 
■ lí^.sieiones legales citadas y dictamen que antecede del señor 
Agente Fiscal, resuelvo: No liacer lugar a la inhibitoria plan- 
teada por el señor Juez de Trímera Instancia en lo Civil y Co- 
mercial del Dqwrtamemo fie Costa Sud de la Provincia de 
Buenos Aires, doctor Felipe Flores, hijo, y atento lo dispuesto 
,H>r el artículo <*> inciso d) de la ley 4055 y 419 del Código de 
Procedimientos de la Capital, dando por planteada la cuestión 
de competencia, hágase saber al mismo esta resolución por ofi- 
cio para ipie eleve las actuaciones correspondientes a la Miprema 
Corte de Justicia de la Nación, a los efectos de que dirima la 
contienda pertinente. Rep. las fojas. - Carlos A. 1'arurujut . 
Ante mi : L A. Padilla. 



ÜKTAMKS DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mano 25 de 

Suprema Curte : 

Futre el .Juez de 1* Instancia en lo Civil de la Capital de 
la Nación y el de igual clase de Bahía Blanca ( Provincia de 
Buenos Aires, se ha tratado cuestión de conun-tencia para co- 
lut cer en la testamentaría de doña Ernestina María Leontina 
Mesiehersckv de Allaire, fallecida en la Capital de la Nación 
y a la cpie los magistrados en contienda atribuyen diferente do- 
micilio en la época de su muerte. 
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La pruetvi al rcs]iecto es deficiente "ti aml>os expedientes. 
Pero es terminante la maní f estación luí*, a sobre el particular 
]njr (a propia atusante en su testamento oto.-^ado en Humos Ai- 
res un mes y «lías antes fie su fallecimiento. 

Declara en él estar domiciliada en Carhué. jurisdicción del 
Juez de la Provincia, 

t'nrntlxira esta afirmación con otras enunciado íes conieni- 
ilas en el mismo testamento, relacionadas con el caracú - acciden- 
tal di >u estadía en otras localidades y» además, la eircu istarfcta 
<le tener su cuenta corriente Ixmcaria en la sucursal del Kai ro de 
la Provincia en Adolfo Alsina ( f s. 02 expediente de la Capital). 

T«i afirmación referida de la causante de encontrarse donn 
ciliada en Carhué no ha quedado contradicha | ios terior mente cotí 
la declaración de los dos tínicos testigos f f s. M> expeliente de 
la Capital), imprecisa en cuanto a fechas se refiere. 

Kl domicilio se conserva con la sola intención de no cambiar- 
lo o de no adoptar otro, diee el art. 'W del íüódigo Civil. X<» 
sfc ha acreditado la ado|ición de un nuevo domicilio. 

Kti tal virtud debe prevalecer el último conocido* (art. ^8). 
Deponiendo el art. 32*^4 del mismo Código tjue la jurisdicción 
sobre la sucesión corresponde a los Jueces del lugar del último 
domicilio del difunto, y siendo éste Carhué. como queda dicho, 
soy de o] unión que la presente contienda del>e resolverse en íavitr 
de ta com(ielencia del Juez de Balita ltlauea. 

Horado A\ Unu ín. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno» Aire», Mayo 19 de LftSO- 

Atltos y VlStOs: Los de contienda de COmpeteuda |H>r inhi- 
bi loria suscitada entre un Juez, de 1" Instancia en lo Civil de esta 
Capital y el de igual clase de Había Blanca i Provincia de Kne- 
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nos Aires) para conocer en el juicio testamentario de doña Er- 
nestina María U-ontina Mestcherscky ck- Allaire; y 

Considerando : 

Que de los antecediente» agregados en el existiente que se 
tramita ante el jm Civil de la Capital, resulta: 

a) Une doña Ernestina María Leontina Mestcherscky de 
Allaire falleció en la ciudad de Huellos Aires el 10 de Manto 
de 1929. 

10 One de acuerdo con el testimonio de ís. 7 de los refe- 
ridos autos la cansante dispuso de sus bienes por testamento 
ológrafa C€>n fecha 23 de Enero de 1929. 

c | Que en dicho testamento, otorgado \ micos dias antes de 
su fallecimiento, ta testadora hace constar: "Como vivo mucho 
üm&i fuera de mi domicilio real declaro que mientras no com- 
pro una propiedad en Francia, la cual será entonces mi domici- 
lio ít^al. misino si vivo en otra casi, lugar o i>ays mi domicilio 
lej^al es constituido cu las propiedades formadas \wr un pequeño 
castillo .... situado cerca de Carhué. Partido <le Buenos Aires, 
Kepú tilica Argentina". 

|£n mérito de estos antecedentes y 1*>r las consideraciones 
y fundamentos del precedente dictamen del señor Procurador 
General, eti el que se consignan los hechos que acreditan las cons- 
tancias de autos, y se determina la aplicación del derecho que 
concierne al caso, asi como de ia jurisprudencia en otros análo- 
-,,s: se declara míe el Juez competente para conocer en el juicio 
qtiC origina ta presente contienda, es el de 1» Instancia en lo Ci- 
vil y Comercial de llallí a Mlauva (Provincia de ImeiUis Aires», 
a quien, en consecuencia, se remitirán los autos, avisándose al de 
igual clase de esta Capital en ta forma de estilo. R#6rgase él 
papel. 

|. Kmi EHOA Al. CORTA . — KdlIEKTO 

Repetto. — R. (¡riiK) Lavai.le. 
— Antonio Sacahxa. 
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Don Luis .1 injusto Mora tu! contra h Caja Nacional de Jubila- 
ciones v Pensiones de Empicados Pe r t $ VÍ0Í 0f t sobre ju- 
bilación* 

Sumario : Kstá al margen del recurso extraordinario tuda cues- 
tión formal reglamentaria sobre el procedimiento a í-eguirse. 
para que los aportes de cuotas deliidas jxjr los jubilados (ar- 
ticulo 14. ley 10.050). se realicen en su integridad. 

Caso: Lo explican las pieza;* siguientes: 



DICTAMEN DEL PROCURADOH (iKNKKAL 

Buenos Aire». Mayo 9 de 1930, 

Suprema Corte: 

í«t cuestión suscitada en este caso consiste únicamente en 
el disentimiento surgido entre la Caja y el interesado, d«m Luis 
Augusto Monuiíl. acerca de la forma en «pie el cargo previo de 
ÍS, U> vl;j. t debe ser cubierto, es decir, si debe jiagarse su importe 
de una vez. como recaudo previo a la efectividad de la jubilación 
o en mensualidades del 10 c /c de la misma, conforme a lo pres- 
cripto en el art. 48 de la ley número 10.650. 

Según lo acaba de resolver V. E. en el caso de don Carlos 
liertella (Abril 25 de l^AÍO). análogo al presente, no se trata de 
una cuestión, sobre la inteligencia de la citada ley o de ios que 
la modificaron, de lo cual puede resultar agravio a la l'onsiuu- 
ción o al derecho mismo que se invoca fundado en aquélla, con- 
forme a ta tetra y espíritu de los arts. 14 y 15 de la ley uiiuu-- 
ro 48. sino de una cuestión formal, reglamentaria, sobre el pro- 
ce* limiento a seguirse i>ara que los ajKjrtes de las cuotas debidas 
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>e realicen ¡en su integridad: lo cual está ál mateen del recurso 
extraordinario. 

C"rres|««ulf, en consecuencia, así declararlo. 



llorado R. Larrtta. 



FALLO W la coktk SUPREMA (1 > 

Bueno* Aires, Mayo 19 de 1»30. 

Vistos y Considerando : 

< ípi tic acuerdo con lo resuelto pir esta Curte Suprema en 
e \ juicio seguido i«ir don Curios líertclla contra la Caja Nació- 
rigj de luliilaciones y Pensiones de Empicados Ferroviarios, de 
fecha Í5 .le Abril del año en curso, téngase ñor resolución el 
precédeme dictamen del señor Procurador General, jwr los fun- 
damentos qw en él se consignan. Há-ase salier y devuélvanse. 

J, FlCUEROA AlJCÜRTA. — ROBKRTO 

Kkpetto, — K. Guido L.wallk. 
— Antonio Sa*;arna. 

(1) En la misma fecha se dict» idéntica resolución en las 
causa* seguida» por i*ual motivo, contra la misma Caja* por Uw 
LtWeV í. u U-ne ano Esquerro. Mareo» Uifomarsino. Francisco 
AnieStí. Eduardo Físeher, Celestino Rodríguez, Pascual BaUon 
Carrizo y A maído Junod. 
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Don fl litio fíjomn t contra el (¿atienta Xiteiomtl, sobre iiu'nimi- 
WciÓH (te daños y perjuicios. 

Sumario: Kxi> tiendo la evidencia de la culpabilidad de los fun- 
cionarios, empicados » obreros de la administración, en el 
hecho eÜ f[i\v se fiuifla ti actor para reclamar indemnización, 
por las heridas, privación e iuca¡ jaculad |iara el trabajo, el 
listado es el rcs|ioiisahle por los daños consecutivos a esa 
culpa. 

( oso: Lo explican las piezas siguientes: 



SKXTKXCIA tlKf. .1 t'KÜ i KUEHAI, 

Buenos Aires* Junio 13 do 1»2!K 

^ \ istcis : Los promovidos |ior don Hutfo f¡. l^ounet con- 
tra la Nación, sobre indciuuixnción ríe daños y perjuicios: y 

Considerando : 

I 1 ' One el actor manifiesta en su demanda de fs. 1 que el 
día 27 de Abril de 1920. mientras trabájala como electricista en 
el Arsenal de Guerra de esta Ciudad, recibió orden, a las seis, 
del Coronel Isidro Arroyo, de ir a ayudar a l>ajar un cajón con- 
teniendo explosivos, circunstancia ésta que ignoraba el actor. Al 
dejarse el cajón en el suelo explotó violentamente, resultando el 
aelor con gravísimas quemaduras, lo que determinó su traslado 
a mi domicilio, donde fué atendido por el doctor ltarbierL Deta- 
lla el curso de la enfermedad, duración, modo como fué asistido, 
desconsideración con que fué tratado, llamando a otros médicos, 
asistencia prestada, etc.. basta que fué dado de baja injustamen- 
te peir no haber podido reimetar el tral»ajo cuando fué llamado, 
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tgrf .a-rmanrute «• (*£ '" J 1 ;;"' ^;;,, formule su 
ni». enumera. rn-r.li.la de and*». Mi.. <U., I 
,U»n.b de ¡«Umniarión. cnyn "«rnto cstmm O) ">k< iml pe*« 
iimiic<!a nacional. 

tos indicados, cu intereses y estas. 

<„n,es,u la fewndn ,1 P™lor Fiscal a f s #. 
~* -1 -t,, concurrió ^^SX 
„,,„, ,, cajón, a presta* «rvtóo* ^^TS^Sr 
ras. de las que fue «aicitamentc aUitdHlo por .1 medie 

doctor Bartwrl. 

Reprime los términos .1, ciertas ' U> """^'^ 

¿fcrfSU* **. «• la «actund * ns J « h - - 

,.,„,,., en la -lemauda y «atiene ■«* <* 1 "¿¡f " \ * 

1, ai, saneriores para ayudar con*. V> attrma. -.Mam '!«' 
£ ,,„:,. las &¿ 5* expresa „ ««g^ 
,|' ,1.1 empleo «• Mr al prupi" actor y <|..« la Naca, no r 

xada s« demanda, son» asi to p«e, « «**»»• 

» , M| al resolver el suscripto esta vieja causa. Hígada a 
este J„¿ o co„ fech. <>m>,rc 24 de 1928, n.,serva .,«e e, a - 
isa Itala, recibid., -lea de su 

\ rovo, de ir a ayudar a l.ajar un cajón. <|ue res ,, , < uní. ■ » 

.leí ex]a'.lieutf i . •*/ " ai."..'' 

I., la prueba de autos y sus abados, no es im-He errn- 
U,rar la ESttBtud di »• expuesto al reacio por Igminet. 

Pero, es el caso, que promediara o m. .semejante urden, lo 
cierto ta que del sumario militar agregado por cuerda a este ex- 
™fa, c D. I0U4 1». O. del Personal, se desprende .me la tul- 
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jiaHIidad (le los funcionarios » deludientes de la Nación en 
la explotación de referencia es evidente, según surge ríe las di* 
Jigeneias sumariales y resolución del señor Ministro de Guerra, 
corriente a fs. 117 de las citadas actuaciones. 

En consecuencia t sea que se aplique en esta causa la doctri- 
na de la culpa contractual, sea la que informa a la ley 9688, lo 
cierto es que por solire ellas rige en esta oportunidad ío que dis- 
ponen claramente los arts. 1109, 1112, 1113, 1122, 1133 y con- 
cordantes del GÓdígO Civil y en su virtud, como quiera que la 
Xación no ha comprobado la inexistencia de culpa de su parte 
— tro¡" h contrario — se impone la correspondiente declaración 
de resjHiusaUlidad y obligación de indemnizar. 

Ahora, en lo que concierne al monto de la indemnización. 
e¡i el caso de señalar que no puede pro>j>erar in tottm lo que pre- 
y^nde la parte actora y teniendo en cuenta lo que tiene resuelto 
la jurisprudencia en casos análogos, el informe médico de fs. 
13o. por vía doctrinaria lo (pie preceptúa la ley 9688 en casos de 
incapacidad, las actuaciones de los expedientes agregados, las 
demás constancias de autos, edad y profesión del actor, duración 
de la enfermedad, asistencia, gastos, etc.. etc., el suscripto cree 
prudente y equitativo fijar como limite la cantidad de tres mil 
pesos moneda nacional en concepto de total e íntegra indemniza- 
ción por los daños y perjuicios que se reclama en autos; finien- 
do en práctica el temperamento del art. 220 del Código de Pro- 
cedimientos de la Capital. 

Por las consideraciones que preceden, fallo : declarando que 
la Xación está obligada a alionar al actor, don Hugo C\, Igounet. 
la cantidad que éste jure dentro de la fie tres mil pesos moneda 
nacional, en concepto de total indemnización ele daños y perjui- 
cios reclamados en esta causa. Con intereses sohrc la suma que 
se jure, a contar desde la notificación de la demanda y las cos- 
ta-*, Xotifiqucse, re|>óngase el papel sellado y o|>or tunamente 
archívese, previa devolución de los expedientes agregados a su 
procedencia. 

Saúl M. Escobar. 
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DE LA 



DE APELACION 



Airea, Noviembre 2» de 1929 



\"i>tns y Considerando: 

U responsabilidad del GoMcrfl*» Nacional mé® amata- 
da, como lo decide el «t con el sumario instruido ante la jus- 
ticia militar. (véase fs. 115. resolución «leí Ministerio de Guerra 
v Marina, v fs. 118. resolución del Ministerio .le Guerra). po 
í„ míe resulta de aplicación al cas» las dis^stcio^S contenidas 
en ÍOS aris. 110» y 113 del Código Civil. 

Wa cuanto al monto de la indemnización, teniendo en cuen- 
ta d informe medico de fs. 125 « 131 (suscripto por tres acui- 
lmo*,, en el que se establece ouc el actor. por las múltiples 
lesiones sufridas, (ver croquis de fs. 125 i, a consecuencia de la 
explosión ocurrida en el Arsenal, ha necesitado on ano y ^ 
, sira recobrar »u« actividades ; y que estas han quedado « — 
1 iKmnnentemente en un 20 % de lo normal, el I nbuiul 
olidera'justo elevar a 5 4.000 la suma -Sentrn de la cttal debe 
el actor prestar el juramento estunatoriü. 

p ltr ello se confirma la sentencia arlada de ís. 211 en cnan- 
to declara que la Nación está oblada a almiar a clon lug» 
I rounet inri indemnización por los daños y perjuicios su I rulo* 
v "'„ i:t modifica .óio resaco de la suma míe difiere al jurar 
man» del actor, la que fija en 4.000 pesos moneda nía . m 
intere.es sobre la cantidad que se jure, a contar desde ta nonti 
Lión de la demanda, con costas a la parle vencida e^an. 
Z fojas en primera instancia. - K A -V— ~ 
Maríí/ífio ÍIMÍP - ^ ***** 
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Buenos Aires, Mayo 21 de 1930. 




Y Vistos: K] juicin de fio» Hugo (1, Igounct contra el tío- 
bienio de la Nación, por indemnización de daños y j>crjuicios pro- 
venientes (ti* accidente del trahajo; venido en apelación ordina- 
ria contra el fallo de la C ámara Federal de Apelación de la Ca- 
pital, ijue hace lugar a la < lema tula con costas ; y 

Considerando : 

Que hay evidencia de la Culpabilidad de los funcionarios y 
empleados de la administración en el hecho en que se funda el 
actor |>ara reclamar indemnización p ( . r las heridas, privación e 
para el trabajo. En efecto, el informe del Juez íns- 
r. Coronel Moya, lo asevera a ís. 102 y 103 del res- 
i ; lo acusa el señor Auditor General de Guerra 
y Marina, doctor Risso Domínguez, en su dictamen de fs. 114, 
y lo resuelve el señor Ministro de Guerra en Agosto 12 de 1920. 
fs. 118. Había, en el laboratorio del Arsenal de Guerra Esteban 
de Luca, cu desorden y tirados en el suelo, elementos peligrosos 
como explosivos, no obstante existir sitios especíales jwa ellos 
y "había falta de organización y control en el laboratorio" ; y a 
ello se del>c la explosión del 27 de Ahril de 1920 que lesionó 
gravemente al empleado Igounet. 

Que no hay prueba de culpa o negligencia por parte del 
mencionado obrero en el acto de concurrir a sacar del laborato- 
rio el cajón ijue contenía los explosivos, íjttc acreció humeando 
y que determinó Ja voz de alarma de los ordenanzas Juárez y 
Santarcáiigelo. Como el señor Juez Federal lo declara, no se 
ha podido demostrar cjue el Director del Arsenal, Coronel Arro- 
yo, diera orden a Igomiet de concurrir al salvamento; y a fs. 173 
corre agregada copia de la orden general número 2309, del Di- 
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re-cor .M Am-nafc ?te prohibe a fe OPeHtiSs al-andonar su» 
puesto> (le tólter "en te casos ,1c incendio. aceMenW «**«* 
rualcsqui.ra"; ,.cro ,1c rifa no se ¡mure - en el raso ***** 
_ ouc los obreros <,uc sacaron el cajón incendiado v <|t.c expl»- 
„•, .lañándolos procedieran en otó*. MUt l WM W Wt " ■**»* 
precio del buen servicio y reglamentos. 

( ('se, en cuanto al primer |nmto. es decir, a la falta de or- 
,|,.„ ,'Ú-I Director, más Lien i«rccc digna de cnnsidci . ...... la es- 

ttí^ma m -me «» o««™ * «a** í 1 t : rvK ' u ; a " í! 

riesgosa empresa de apagar un foco de incendio » desplanar un 
„,,),,„ peligtow de un ritió „ue. con,., el laboratorio cstaU, I k- 
„„',„■ explosivos y ntaterias inflamáis o < M[ ^"^ "¿\. 
„rdcn v sin resguardo de ninguna estece: i«.cs el ,nc,nd«, j 
ó^fasi'ún de todos esos materiales habría causado enormes danos 
en las cosas v cu las peñón*. Por lo demás, ninguna persona 
* mm •«■*» O M« ~ l "" — l-ón del Director - cou- 
o.rrió al salvamento y ello demuestra .pie la acu.ud <U Igo.mct 
Sí flemas obten* fue salva,|..ra. Kn cuanto a la orden menco- 
áé feéha Septiembre » de 1918. suscripta por el emente 
Coronel Mnscom. de sus Fundamentos se deduce que el ,r.po- 
sito de la misma era evitar la indisciplina y el alxmdono de 

P.-..PÍO de cada obrero o copleado, y no proh,b,r a k 
ración M pcNOml en la obra de salvar vulas. cosas. <lo.u,mn- 
„,, etc.. en los casos ,,ue menciona, porque ella sena contrario 
;ll dvlK-r de solidaridad humana, a la colaborar,,*, en el scrvK.o 
público. Per», precisamente, cuando el accidente ocurrió, los 
obreros 00 estaban en sus talleres porque no era todava la hora 
,le iniciar el trabajo. , Informe a ís. 153 dice que a cxplos.on 
íu , :l h . b„ra> o y 10 y que "ta prepon para d . a , ^ _ 
„,ien,a a las .,.¿5" , . lg»u»et no htao abandono de U ta 1 n 
"m la aludida orden general del Director, concurr.endo .al.ro- 
v abnegadamente a „,, salvamento que tan graves cmsccucn- 
d¿ te produjo. Ni penal ni civilmente puede calificarse de eul- 
m am conducta M que sólo hubo despreocupación de la pro- 
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pia vida, no son aplicables, pite*, los arts- 903 y 1111 del Có- 
ÚOga CivíL 

Que no puede sostenerse que I^uiitiet actuara, en el mo- 
mento del heclio generador dd daño, como un simple curioso — 
fs. 224 vía. — después fie haliersc reconocido por el mismo Mi- 
nisterio Fiscal — fs, 4'» y vta. y 1 1 '3 — míe si bien volunta naj- 
mente. & incurrió efectivamente a sacar el cajón del lalioratoriii 
y trasladarlo a la planta baja, donde hizo explosión. 

íhie los arts. UW. 1112, 11.?, 1122 y 1123 del Código Ci- 
vi! lian sido justamente iuv<n-ados pt>r el fallo de fs. 211 en apo- 
yo de sn conclusión haciendo hijear a la demanda, pon pie si un 
patrón o empresario o princ¡i>al cualquiera es responsable por los 
daños consecutivos a la culpa de sus empleados u obreros, ló- 
gico es míe lo sea el Estado"que es el autor de la ley o' leyes que 
lian consagrado la obligación de indemnizar correlativa a esa res- 
ponsabilidad : y en la esi»eeie sitb-litc la culpa del Estado se 
acentúa por la omisión del aviso que preceptúa el art. 1S tic la 
ley numen i el que es independiente de las reservas que en 

oportunidad quiera hace- el patrón del accidentado sobre su res- 
ponsabilidad . 

En su mérito y siendo equitativa la indemnización fijada 
por el tí-quo se confirma en todas sus partes la sentencia recu- 
rrida, con costas. Hágase saber y devuélvanse. 

J. KimT.KOA AlCOHTA. — KOHKRTO 

Kkih'i-itto. — Antonio Sagarna. 



/>íiíí Pedro Laeo t su tfmeh'nu Contienda de eompeteueiit. 

■ 

SmnnrUi : E\ conocimiento de un juicio de quiebra corresponde 
al Juez del lugar en donde el fallido tiene su principal esta- 
blecimiento de comercio, sin qne pueda ser alterada esa ju- 
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risdiccióu ixir la circunstancia de bailarse el comerciante 
matriculado en otro lugar y el hecho de hal>er conocido otro 
juez con anterioridad, en un juicio de convocatoria de 
lores del mismo. 

las piezas siguientes : 



VISTA FISCAL 

Señor Juez: 



U convocatoria que se ha tramitado ei# juzgado de h. 
S bis manifestaciones del fallido y demás constancias de autos, 
justifican pUnamente su enmienda. I W lo MN» 
se tenga por planteada la cuestión correspondiente mintu 

sah,r al señor Juez de Primera Instanc.a de la Provincia de ju 
inv. a íin di- míe haga lo propio. 

J " Viimcro Komi». 



ai to del mm w m m& * <tf&E*e» 

Tucumán, Noviembre 5 de 1929. 

Amos y Vistos, Considerando: 



Ute de las constancias de autos se desprende <|ue el se ñor 
Petlro Laeo se presentó ante este Juzgado solicitando reunión ne 
acreedoras con fecha 1\ de Abril de l'XÍS. 

Que el concordato propuesto por dicho señor fué aceptado 
1H>r sus acreedores, en la audiencia respectiva. 

¡¡pálmente consta que fué homologado el 1+ de Julio tic 
192S. No habiendo dado cumplimiento el convocatario con el con- 
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cordato de referencia, compareció siempre ante este Juzgado, 
l*>r segunda vez, haciendo presente la imposibilidad en que se 
encontráis de cumplir en todas sus partes. 

En virtud de esta circunstancia, fué decretada la quiebra del 
señor Pedro Laco, el 27 de Agosto del año en curso. 

Todos jo* une se han considerado con derecho en la pre^ 
senté quiebra han solicitado la intervención de ley. 

Que del informe del Secretario de la Provincia de Jujuy, 
don Carlos Benítcz, se deduce que el señor Laco fué declarado 
en quiebra en esa Provincia el 4 de Septiembre del corriente 
año, es decir, con posterioridad * la declaración dictada por este 
Juzgado , 

Siendo así, y de conformidad con lo solicitado por el Con- 
tador de la quiebra y lo dictaminado por el señor Agente Fiscal, 
el Juzgado resuelve : Declararse competente para entender en el 
presente juicio de quiebra de don Pedro Laco. En consecuencia, 
líbrese exhorto al señor Juez de Primera Instancia en lo Civil 
y Comercial de la Provincia de Jujuy, doctor A. López Iriarte, 
con transcripción del presente auto, del escrito presentado a fs. 
11K y del dictamen fiscal de fs. 131, a fin de que dicho magis- 
trado se inhiba del conocimiento del juicio "Pedro Laco, su quie- 
bra", y remita los autos de la materia. Hágase saber. — V, Al- 
berto de h I 'r<ja. Ante mí : FtlcmÓn Robles. 



AUTO DEL JUEZ EN LO CIVIL Y COMERCIAL 

Jujuy, Marzo 13 de 1930. , 

V Vistos: Los de estos autos de quiebra del señor Pedro 
Laco y exhorto librado por el señor Juez de igual clase de la 
Provincia de Tucumán, y de los cuales, resulta: 

T Que la petición de quiebra de don Pedro I^aco, formulada 
jmr los señores Carnea. Guinea, Hernández y Cía., lleva fecha de 



Junio 24 de 1029 y l¡i dcclarau.ri.-i de tal csla.lo. (echa 4 de Sep- 
tiembre del mismo año. 




>' Ouc ta reunión <le acreedores tiene 
<|e ( >cl..í"re .M año precitado, a la cual ha,, concumdo 
res acreedores que informa la misma aúdiencu. ha h,en< ose e - 
tuado la designación de sindico eslaluida l»or la ley <lc « mr 

» Que ,».r resoh.ci.in corriente de ís. 75 a 7f. se dispuso 
paralizar* los procedimiento» hasta tanto se inicien por el jmv 
me eutieu.le en el juicio de quiehra del mUmo señor Laco crt 
,!, Provincia de Tucumán. los trámites de cominea para k, 

Considerando : 

P One el señor juras exhortante expresa en sus consideran- 
te quiTcl señor Pedro Laco se présenlo itíífe el Juagad» solici- 
tando reunión de acreedores el 24 de Aliril fie 19>> 
fué acertado v homologado . One no habiendo dado 
lo ;Ü misitlO, se presenta l>or segunda ve/, el señor U. 
.u,do la m«..sü,¡lidad. cu virtud de lo cual se decreta 
,1 >7 ríe VgOStó próximo pasado, y íp! «** * * 

dJaturia dictada en esta ciudad, declara el juicio de su cem- 

gKtencia. 

>• I te el iMÉIÉt en virtud del cual se ha pedido la quie- 

,„,, ;„ cm»«i v* <■» «*•«•* g«» uun r l 

Cto,, está suscripto en I halicáu. <lc esta l'rnvmca. s.cndo u 
e..usec..eucia el logar del convenio el que a alta de decía nu o 
expresa regirá para el cumplimiento de la ol.l.gae.on. en vtrtlld 
2 l l di,p..;m pnr el ar.. 747 de. Código Civil. Ademas. surge 



de las constancias de autos que el domicilio del señor Pedro La- 
co es esta Provincia, en razón de tener en la misma el principal 
establecimiento de sus operaciones comerciales. 

3" Que si bien por la circunstancia de halxr sido tramitado 
el concordato ante los Tribunales de la Provincia de Tucumán, 
se infiere que en ella tiene registrado su carácter de comercian- 
te el fallido, ello no significa que sea allí el único punto en d 
cual deben ventilarse todas las cuestiones comerciales que a él 
se refieran, desde que es evidente que no es factible renunciar 
otras jurisdicciones en perjuicio de quienes les asista el derecho 
de optarlas. (Juc este criterio lo ha "sostenido la jurisprudencia 
al establecer que si un comerciante está inscripto en el Registro 
Público en una jurisdicción y luego se establece en otra, es este 
último lugar en el cual delia radicarse el juicio de carácter uni- 
versal. {Cám, Com., 28 Febrero 1924, asunto Valentín Alsina) . 
La Suprema Corte Nacional tiene jurisprudencia sentada en igual 
sentirlo, expresando nuc "El conocimiento de los juicios univer- 
sales corresponde en el territorio de la República a los Jueces de 
la Provincia en la que ti fallido tuviere su principal estableci- 
miento al tiempo de la declaración de la quiebra, por lo que el 
Juez del lugar donde el con vocalario tenga su princii»al estable- 
cimiento al tteni|K> en que se formula el pedido, es el connótente, 
sin que influya la circunstancia de hallarse matriculado en otro 
lugar o tener en éste su familia". (T. 125, pág, 78; tomo 133¿ 
págs. 125 y 185) . 

4" (¿uc tampoco consta en forma indubitable que el crédito 
que reclaman los actores y que justifica el documento agregado 
a fs. 1 de este juicio, haya sido considerado por el Juez exhor- 
tante; pues, existe sólo la manifestación del sindico, la que no se 
encuentra corroborada en forma, y por el contraria, el documen- 
to de referencia lleva fecha 20 de Agosto de IV28, es decir, fecha 
posterior a la presentación y homologación del concordato trami- 
tado en la Provincia de Tucumán (24 de Abril y 14 de Julio de 
V>2K respectivamente) . 
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Es de observar también que nu existe constancia alguna de 
,,ue M hava dado cumplimiento a la publicación que debió efec- 
mm mm* Provincia, de la declaratoria de quiebra pronuncia- 
da en Tuciuuáñ, como lo dispone el art. 45 de la ley mfHsettm. 
I W otra !>arte, no es presumible míe siendo sin» en el lugar ya in- 
dicado el principal Cáfebleci miento de don Pedro 1-aco. se baya 
jurado esta circunstancia, siendo comible que tal onnsmu ha 
1WK lido ser cansal de una posterior declaratoria, en el supuesto 
de une con antelación al juicio había sido minado ante juez com- 
pét^te lis evidente, como lo sostiene el doctor Sptfi* al re- 
erirsc a este punto, que si «a publicación no fuera hecba, cu los 
términos de la lev. se entiende, la declaratoria de quiebra no ,*> 
( lria opmerse a terceros que la inorasen, como en el presente 
caso pue<le buher ocurrido. 

5'M >uc la resolución del señor juez de Primera Instancia tic 
h Provincia de Tueitman, estableciendo que se declara compete* 
te paia conocer del jnicio de quiebra de don Pedro Unco y que 
manda hacer saber a este Jugado la necesidad de inhibirse y re- 
mitir los autos. importa plantear la consistiente cuestión de com- 
petencia por vía de declinatoria, desde el momento que la su >s- 
taueiación impide proseguir los trámites y ejecución de las < 
sieiuues decretadas en el juicio tramitado en el J»^^^^ 
del priivrvente. y que en mérito de las consideraciones prct 
tes. Se considera bien radicado. 

«,•■• n w i n lal situación, se hace indisoluble que la cuestión 
mu dirimida ante la Suprema Corle de Justicia Nacional, que es 
comiietenu' en virtud de las disposiciones contenidas en la ley de 
u-í Fuero 11 de W2. L'n procedimiento cuntrario desvirtuaría 

oí iincMo general v estaría «i pupa ™ u >"^ ni ai:n ¡ ln 
foulen a la estabilidad de los procedimientos, amarando el de- 
recho de Sus litigantes. 

I W estas consideraciones y disposiciones citadas, el Jugado 
resuelve: V Tener por planteada por vía de declinatoria por el se- 



ñor Juez de Primera Instancia en lo Civil y Comercial de la Pro- 
vincia de Tticumáu, la cuestión tk* comjíctcucia respecto del juicio 
de quiebra de don Pedro Laco. 



ca<1o el juicio de quiebra de don Pedro Laco en este Juzgado — 
Jiijuy — y que estando asi formada la contienda de competencia 
deberá ]>asar los autos a la Suprema Corte, haciendo lo propio este 
Juzgado, 

-V-' l>i?í|HMier la suspensión de los procedimientos sobre el 
principal, requiriendo al señor Juez de Tttcunián, adopte igual 
temperamento, hasta tanto se resuelva en la instancia respectiva la 
cuestión . 



4 ? Hádase saticr, exhórtese con remisión de copia integra de 
la presente resolución a los fines expresados; procedíase por Se- 
cretaria a la remisión dé los autos a la Suprema Corte de Justicia 
Nacional con el oficio consiguiente, e inserí! jase. — Antonio Ló- 
pez Iriarh\ Ante nú: Carlos limites, 

DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 16 de 1930. 

Suprema Corte: 

Con fecha 24 de Junio de 1 l >29, los señores Campa, ( alinea, 
Hernández y Cía., se presentaron ante el Juez de Primera Instan- 
cia en Itj Civil y Comercial de Jujuy solicitando la quiebra tle su 
deudor, don Pedro Laco, siendo éste declarado en estado de quie- 
bra por auto de fecha I de Septiembre del mismo año. 

Pero, como el fallido, p<»r >u parte, se presentó en 15 de Ju- 
lio de 1929 ante el señor Juez de J 'niñera Instancia en lo Civil 
y Comercial de Tucuniáu, pidiendo convocatoria de acreedores en 
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lis términos k la lev número 4156, fué también declarado en es- 
tad® de quiebra por auto de dicho juzgado de Tucumán. dictado 
cutí techa 2M fie Asusto del mismo año. 

Con tal motivo se lia trabado éotte los referid*. s magistrados 
la cuestión de competencia para entender en el juicio de quiebra 
«le don Pedro Laco, que corresponde a V. & dirimir de acuerdo 
con lo dispuesto en el inciso d> del articulo 9 de la ley V 

\hora bien : consta en el presente caso que d principal es- 
tablecimiento industrial y comercial del fallido, don Pedro l-aco. 
su halla ubicado en el Befar lamento de Santa Barbara de la I ro- 
vincia de lujuv. circunstancia ésta que determina la jurisdicción 
del \mz de dicha Provincia pala conocer de ta quiebra del es- 
.usado Uco, coníonue lo nene V. K . reiKradamente djclaratK 
Tallos : tomo 1 17. 190; tomo 121. póg 322 ; tomo 124 pag. 
235; tomo 133. pá* 185 y olios), sin que pueda ser alterada esa 
jurisdicción por 1» circunstancia de hallarse el comerciante matri- 
culado en otro Kjgtf. I 1 1"™ <M m '*> ' 

Kl hecho de que el Juez de Tucumán haya conocido de un 
anterior juicio de convocatoria de acreedores del fallido Lacn. n» 
suficiente para privar al de Jujuy de la jurisdicción que le es- 
tá atribuida, sc^ún la doctrina que informa el caso que se registra 
en d mm 124. página 235 de la colación de fallos de \ . h. 

p ( ,r tanto. soy de opinión que corréamele dirimir la pre- 
sente contienda declarando la competencia del Juez de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial de Jujuy para conocer del jui- 
cio de quiebra de don Pedro 1-aco. 

i i arado R. Lurrchi. 
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Buenos Airee, Mayo 21 de 1930. 




Los de contienda de competencia por inhibitoria trakida en- 
tre un Juez en lo Civil y Comercial de Jujuy y otro fie ¡pial clase 
de Tucumán, |iara conocer en el juicio de quiebra de don Pedro 



Que los fundamentos del auto de f s. 104, expediente de Ju- 
juy, así como los que consigna el señor Procurador General en 
et dictamen que precede y que hacen referencia exacta a las cons- 
tancias de autos, dejan. establecido que el fallido, don Pedro Laco 
tiene su principal establecimiento comercial e industrial en el De- 
partamento de Santa Bárliara, Provincia de Jujuy. antecedente 
y circunstancia fundamental de la jurisdicción en el caso del Juez 
de dicha Provincia, subsistiendo su competencia jurisdiccional no 
obstante los reparos opuestos sobre matrícula comercial y anterio- 
res actuaciones judiciales en otra localidad, todo de acuerdo con 
la ley respectiva y la jurisprudencia que se cita. (Fallos, t. 117, 
,>ájr. 190: t. 121, pág. 322: t. 124. pág« 235 : t. 125, pág. 78; t. 
133, i%s. 124 y 185, entre otros) . 

Por ello y de conformidad con las opiniones del mencionado 
dictamen del señor Procurador General, se declara que el Juez 
competente en d caso es el de Primera Instancia en lo Civil y 
Comercial de Jujuy, a quien en consecuencia se le remitirán los 
autos, avisándose al Juez de Tucumán en la forma de estilo. Re- 
póngase el papel i 




Considerando : 



J. FlCt'EROA Al. CORTA . — KOHKKTO 

Reppettü. — Antonio Saoarna. 
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Don Manuel Coto, en autos con don Mamu t Costex, por desalo- 
jamiento: sobre reposición deí sellado dr diez pesos. Artículo 
¿¡¿ t inciso 9*. h y 1h2<>0, Recurso de hecho. 

Sumario: VA artículo 33 de la ley núimro 11 .290 autoriza a exi- 
gir el sello (le diez pesos, al interponer el recurso de hecho, 
puesto que sin ello, no sería posible cumplir con lo dispuesto 
respecto de la notificación al apelante de la resolución con- 
firmatoria, pues, requerir el sello después del fallo, importa- 
ría dar aviso de la sentencia confirmatoria en otra forma de 
h ordenada por la ley. Tal exigencia no perjudica, pues en 
su caso, el sello se devuelve al interesado. 



J ALLO l)F. LA CORTK SLPKKMA 

Buenos Aires, Mayo 28 do 1930. 

Autos y Vistos: 

íjue el articulo 33. inciso <r de la ley número 1 1 .290 autori- 
za a exigir el sello de diez pesos al mter|»oncrse el recurso de 
hedí» puesto que sin ello no sería posible cumplir con lo que 
en él se d&pone de que "corresponde el sello de diez pesos <j f<f 
fpjü en &te e! apelante se notlfiatte de la resolución confirmato- 
ria ile las providencias y sentenciJis apeladas en los juicios civiles 
l( comerciales", pues, requerido después del falto, importaría dar 
avi>o de la salteada confirmatoria en otra forma de la ordena- 
da por la ley referida, Oue esa exigencia no perjudica, pues en 
su caso, ese sello es devuelto al interesado, I lámase salwr. 

f, Fiui-i:koa Ahokta. — Roberto 
Rlppktto. — Antonio Saüakxa. 
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NOTAS 

Con ficha siete de Mayo de 1930, fué confirmada por Ja 
Corte Suprema la sentencia pronunciada }x>r la Cámara Federal 
de Apelación del Paraná, la que. a su vez, (confirmó ta dictada 
por el Juez Letrado del Territorio Nacional de Misiones, que con- 
denó a Guillermo Acosta y a José Francisco García a la pena de 
prisión jxrpetua. como autores del delito de homicidio perora- 
do en la |>crsona de Ignacio Merlo, el día 24 de Abril de 1924. 
en el twraje denominado "Gorgpfio-Cw'*. Departamento de Bom- 
pland. jurisdicción de dicho territorio. 



En la misma fecha la Corte Suprema, de conformidad con 
lo dictaminado jtor el Procurador General, no hizo lugar a la 
queja deducida jxir don Ramón Allwrellos en autos con el Depar- 
tamento Nacional del Tralsijo. sobre infracción a ta ley 4661. en 
razón de que la resolución dictada por el Juez en lo Correccio- 
nal ile la Capital, se había limitado al decidir el punto controver- 
tido, a declarar nial concedido un recurso de ablación interpues- 
to, es decir, cuestiones regidas i>or la ley procesal, que no puede 
ser revidas por la Corte Suprema en el recurso de puro derecho 
del articulo 14 de la ley numero 48. 



En la misma fecha se declaró mal concedido por el Jije* en 
lo Correccional de la Capital el recurso de ablación interpuesto 
por don Alfonso Lista, en autos con el Departamento Nacional 
del Traliajo, por infracción a la ley 4661, dado que la sentencia 
recurrida se había limitado, al decidir el punto controvertido, a 
declarar mal concedido un recurso de ablación interpuesto, es 
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r, cuestiones regidas por la ley procesal, 
reviradas \*ir la Oírte Suprema en el recurso 
puro derecho federal. ( Articula 14. ley 4K) . 



no pueden ser 
io de 



Hu ta misma fecha y fie conformidad con lo dictaminado 
l>nr e! Procurador General, no se hizo lu^ar a la queja deducida 
en la cau»a : i )qiar lamento Nacional del Tralwjo contra don Fé- 
lix del nimo, |)nr infracción a la ley 4601". dado que * 
eión recurrida se encontrada ejecutoriada. \mr halier 



plazo que a tal fin acuerda el 
>..bn- i'meedimifiitos Kcdi-rales. 



ñ de la 




Kn ta misma fecha, de conformidad con lo dictaminado por 
el l'roeurador General, no se hi/.o lugar a ta queja deducida pop 
doña María Foraslieri de IVrrone. en autos con la Caja Nacional 
de lul'ílaeimies y Pensiones de Empleados Ferroviarios, sobre 
perfeipn en razón de que, la resolución de la Cámara Federal 
al c« .n firmar la de la Caja Ferroviaria, bahía decidido sobre cues- 
ti«,ne- de hecho y prucki. relativas al número de años de servicios 
prelados ]H,r don Antonio Perrone, declarándolos insuficientes 
a los fines de la pensión que reclama la viuda de éste. 

i3r 



lv.i la niMiia fecha >e declaró improcedente la queja deducida 
l*,r luán Sa^iieiro, en la causa criminal seguida en su contra, 
por iiuniieídio, por no acrecer de la e\|iosición presentada, que 
él recurrente hubiera interpuesto recurso alguno, que le hubiese 

sido denegado. 
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Kn efe v seis del mismo, de conformidad con lo dictaminado 
,,or el Procurador General, se declaró improcedente el recurso de 
andacion interpuesto por don Pablo V. Nervi contra la Caja Na- 
cional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferroviarios, 
.„l,re jubilación extraordinaria, en razón de que la resolución de 
h C -miara Federal de Apelación de la Capital, decidió la causa 
p,r razones de hecho y pruebas relativas a la capacidad para el 
traigo del recurrente, y tales cuestiones, no admiten revis.on por 
, a forte Suprema, por no tener el carácter de federales. (Ar- 



Ciiii fecha diez v nueve la Corte Suprema. !>or las conside- 
raciones v fundamentos del dictamen del Procurador General, no 
hím foga'r a la queja deducida por Onofrio Carncvalc. en la cau- 
sa seguida en su contra, por homicidio, no sólo en razón de ha- 
llarse consentida la sentencia recurrida, sino también por 
entrarse comprendido el recurso, en ninguna de las d>s t >osicio- 
nes del artículo 22 del Código de Procedimientos «i lo Criminal. 



En la misma Mía no se hizo LugUÍ a la queja deducida por 
don Mitme! Marturano contra la Caja Nacional «le MMM 
v Pensiones de Kmpleados Ferroviarios, sobre devoluoon de *por- 
,es en ra,.,'.» .le tratarse de «na cuestión de hecho y prue ha. co- 
m m la naturales y demostración de abandono cuIH-le ,W 
servicio por el recurrente, lo cual no es matena del recur,,. 4» 
.raordinário preceptuado ,-or el articulo 1+ de la ley numero *. 



l-'n la misma fecha se declaró improcedente la apelación in- 
terpuesta ,H.r don Guillermo Mocito entra la Caja Nacional de 
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| ululaciones y Pensiones «le Empleados Ferroviarios, sobre jubi- 
lación, «le conformidad con lo dictaminado por el Procurador 
General y en razón de que la sentencia pronunciada por la Cá- 
mara Federal tic Ablación de la Capital, confirmatoria de la de 
la Taja Ferroviaria, bahía decidido la causa por razones de hecbo 
v pruelwt relativas a la capiculad para el traigo del recurrente; 
v tale> cuestiones 110 admiten revisión por la Corté Suprema. púft 
no tener el carácter de federales. (Artículo 14, ley número 4$). 



Cu la misma fecha im se hizo tugar a la queja deducida i>or 
don Carmelo Sánchez en autos con la Municipalidad de la Capi- 
tal, sobre cobro de una multa, en razón de que la resolución del 
hu / en l>> Correccional de !a Capital 110 era la sentencia defini- 
tiva a que aludí: el articulo 14 de la ley numero 4S, ni ella coiv 
tenia pronunciamiento alguno sobre derecho federal, que autori- 
zar;! la interposición del recurso a que el mismo articulo se rc- 



v de conformidad con lo dictaminado 
por el 1 Wurador llenera!, no se hizo iujjar a la queja deducida 
,»,r Lanqion y Holt Limitada, Agentes del fcajpor A'estris", ape- 
lando de una resolución tle Aduana, en razón de que el fallo de 
la tatuara Kedcral de Apelación, confirmatorio de la del Juez 
í-'edt ral. declaró que se había comí robado el oeultannento doloso 
de mercaderías conducidas del .exterior en el citado vapor, con el 
fin dt mw raerlas al pa«o de tos correspondientes derechos adua- 
neros ih importación: en consecuencia, se trátala de una mera 
cuestión de hecho y prueba? Sa referente a la calidad misma de 
la* cinuii-tancias en que la mercadería denunciada era condu- 
cida y al conocimiento que el capitán del "Ycstris" tenia u debía 
triier de esas circunstancias. 



Fu la misma (celia y du conformidad con lu dictaminado 
mt el Pta«wwlur General, no se hizo hiRar a la queja deducida 
,»,r dúo Manuel González en auto* con la Municipalidad de la 
l api.al. sobre col,ro de una multa, en razón de <|uc la resolucon 
recurrida del juez en lo Correccional de la Capital no era la 
semencia definitiva a que alude el artículo 14 de la ley numero 
48 ,,¡ conten!» [fcominciamiento alguno sohrc derecho federal. 
,,„', :ill „,ri,.ara la Í#oA del recurso a que el mismo ar- 
tieulo áe refiere. 

¥n la misma fecha se declaró improcedente la qtwp diluci- 
da por don C. Alfredo García en autos con doña Modesta y don 
Uveumo L'anmauo, sul.re desalojamiento, en razón de no tra- 
tarse, en el caso, de alpina de las cuestiones; de carácter tete- 
ral enumeradas en h« tres incisos del articulo 14 de la ley nu- 
mero 4S. 

t on íeclia veintiocho de Mayo de mil novecientos treinta 
fue confirmada i»r la Corte Suprema la sentencia pronunciada 
mr la C ámara Federal de Apelación del Paraná, la que confirmo 
a su ve*, en todas sus ,*rtcs, la dictada por el juca letrado del 
Xacional de Misiones, que condenó a Liln.no Mel^i- 
rno v \rmni Pereira. l*>r los delitos de homicidio en las per- 
m¿ de l Vdro Kasmusseii y de la menor lnjícr Rasmussen y le- 
siones mm a hoy Rasmussen. a la nena de reclusión per- 
mm v a Hilario Melgarejo, como participe en los mencionados 
delitos' a la de veinte años de la misma pena, accesorias leales 
v las costas del juicio, hechos ocurridos *» 
Knnipland, jurisdicción de dicho territorio, el día Ir de Scptiem 

l,re del año 1923. 



-., veintiocho del mismo no se hiao lutfir a la queja deduci- 
da p„r don Valentín Juan tiianelto contra la Caja .Nacional de 
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J ululaciones y 1 'fusiones de Km picados Ferroviarios, sobre devo- 
lución de aportes. i»or los fundamentos del dictamen del Procu- 
rador General, y en razón de que la resolución de la Cámara Fe- 
deral de Apelación de la Capital, confirmatoria de la de la Caja 
Ferroviaria, había decidido la causa por razones de hecho y p rue- 
da relativas al motivo de la cesación de servicios ; y tales cuestio- 
nes no a< Imiten revisión por ta Corte Suprema, por no tener el 
carácter de federales. (Articulo 14 de la ley numen» 4S|. 



Kn la misma fecha, por tos fundamentos del Procurador Ge- 
neral, no se liizo lugar a la queja deducida jior la Empresa del 
Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico en autos con don Juan 
.Mauliens Cal ver, sobre cobro de pesos, por no aparecer de la ex- 
posición presentada, que se hubiere interpuesto para ante la Cor- 
te Suprema, ninguna ablación que hubiese sido denegada. 



En la niistna fecha y de conformidad con lo dictaminado por 
el Procurador General, no se hizo lugar, igualmente, a la queja 
deducida por el Ferrocarril de Buenos Aires al Pacifico en au- 
to- con don Juan Maul>eus Calvet, sobre cobro de |>esos, en razón 
de que la cuestión debatida había sido resuella por el Juez Le- 
trado de Villa Dolores, Provincia de Córdoki. aplicando c inter- 
preiaudu |ara el caso. disposiciones <le una ley de orden local, 
que no fué impugnada como contraria a la Constitución Nacional 
y que se limitaba a declarar mal concedido un recurso de ape- 
lación interpuesto contra una sentencia que, a juicio del a qu& f se 
encontraba consentida, lodo lo cual es extraño al recurso extraor- 
dinario ríe puro dereelio federal que autoriza el articulo- 14 de 
la ley numen» 4S. 
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En la misma fecha no sfe liizti lugar a la queja deducida 
por los señores A. Torre y Cía., en autos con doña Catalina 
I^avessoi,. de Colomltfi e hijfis, sobre cobro ejecutivo de pesos. 
|w>r ai crecer de la propia exposición de \úS recurrentes que !a 
resolución dictada por la Cámara Primera de Apelaciones en 1o 
Civil de la Capital, se había limitado a declarar improcedente 
una excepción de incnm|jctencia repuesta por el demandado, quien 
sostenía que en su carácter de comerciante, el Juez que debía 
entender en el asunto era el ele Comercio y no el Civil ; es decir, 
una cuestión regida por una ley local de carácter procesal como 
es !a de Organización É¡ Ú Tribunales, extraña por aHisiRiiien- 
ie ai recurso extraordinario tic puro derecho federal que autoriza 
el art. 14 de la lev número 48. 



Kn la misma fecha, de conformidad con los fundamentos del 
dictamen del Procurador General, no se hizo lu^ar al recurso de- 
ducid- > por don Ricardo Ma^io y otro contra don Petronilo Es- 
cudero y" otro, por interdicto de obra nueva, sobre cumplimiento 
de semencia, en razón de que el recurso de mconstittieionalidad 
(pe reglamenta el artículo 340 y demás que comprende el título 
Vil del Código ile Procedimientos de la Capital» es improceden- 
te i»ara ante la Corte Suprema, con arreglo a lo declarado reite- 
radamente f Fallos, tomo 120. pdg ¡na te y otros). y además, 
,„,n,ue en el de apelación interpuesto en los autos principales no 
se cumplió con ninguno de tos requi sitos exigidos |>or el artículo 
15 h Iíl U y 48. para ta procedencia del recurso extraordinario 
creado por el artículo 14 de la citada ley. 



Kn la misma fecha no se hizo Utgar a la queja deducida p>r 
don Roberto Kimelman. en autos con doña Rebeca Feto de Sa- 
htMvv. sobre di alojamiento, j^.r aparecer de la propia cxi>osi- 
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ción del recurmUc «me la cuestión delutida ha sido resudta in- 
terpretándose y aplicándose cu el caso, preceptos de derecho co- 
mún irrevisibles en la tcreeríi instancia extraordinaria, asi como 
también, analizando puntos de hecho y prueta, ajenos por con- 
sigmcnte al remedio federal, atento lo que disponen los arts. 14 
y 15 de la ley número 4H. 



En la misma fecha no se hizo liujar a la queja deducida por 
Pedro Tropiano, apelando de una resolución de ta Cámara de 
Apelaciones en lo C riminal y Correccional de la Capital, por no 
tratarse de ninguno de los casos previstos en los artículos 14 de 
la ley número 48 y & de la ley numero 4055. 



Compañía Mendoeimi de Petróleo contra la Provincia de Mendo- 
sa, por exención de ptujo de canon minero y reivindicación 
de mina. 

Sumario: 1" Realizada la venta de una mina con pacto comisorio, 
el vendedor no píenle el derecho de ejercer los actos conser- 
vatorios como lo Cí» el de discutir la procedencia del canoa 
minero, ciedle que la falta de pap> del mismo determina la 
caducidad de la propiedad de la mina. Inciso 5*. artículo 4'\ 
ley número 10,273. 

2« Existiendo la retroversión en virtud del pacto comi- 
sorio, es procedente la reivindicación por liarte del propieta- 
rio ( vendedor), si el gobierno ele la Provincia donde la mina 
se encuentra declaró su caducidad e incautos*; de ella en ra- 
zón de la falta de pago de canon y conforme a lo que dis- 
pnne el articulo 5*-' de la ley 10,275, modificatoria del Código 
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3* EstaWccído que la acto ra es la dueña tic la mina, co- 
rresponde a tila el i^o de canon minero que establece el 
artículo 4 V . inciso t- de la ley número 10.273, desde su trans- 
ferencia a la compañía compradora hasta la readquisición 
plena del domimo en virtud del fallo judicial que declaró 

de compra-venta y procedente el pacto 




4- Ci>rrtrs|mnde al propietario el iwgo del canon y san- 
ción que procediere en caso omiso, dentro del término legal 
establecido en el articulo 5- de la ley 10.273. el <[iie empe- 
zará a correr desde la notificación de la sentencia. 



Cuso: Lo explica el siguiente 
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Buenos Aires. Junio 2 de 1930. 

Y Vistos: El juicio de la Compama Mcndocina de Petróleo 
contra la Provincia de Mendoza, por exención de pago de canon 
minero y reivindicación de mina, de cuyas constancias 



1 ■ Que en 7 de Marzo de 1927 se presentó el señor Félix 
Malbrán, en nombre y con poder I asíante de la Compañía 
Mcndocina de Petróleo, domiciliada en esta Capital, manifes- 
tando: < )ne su representada adquirió de don Juan .Agustín Agui- 
rre y doña Matilde Palma de Aguirre en 12 de Julio de 18K6. 
el derecho de explotar las minas de petróleo que existieren en los 
terrenos de su propiedad denominada "Agua del Corral'*. Di par- 
timiento de Lujan, Provincia de Mendoza, y posteriormente, el 
13 de Agosto de 1&S7, don Pablo Aguirre confirmó y ratificó 
esa cesión. A esos titules puede agregarse una 



■ 
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v pacifica como dueña exclusiva, durante más de treinta y cinco 
años, *'Íb que ha iniiH>rtado c] cumplimiento de la prescripción 
adquisitiva en >u favor" . 

1{» V*¿\ la Compañía Meiidociua vendió a la Compañía l'c- 
troljfiea de Cachi-uta la alada propiedad minera, estableciéndose 
el pictn comisorio para el caso de falta de ]m&* en el término h- 
Jaido para una parte del precio. Producido el incumplimiento de 
la compradora i.*»r la cual formalizado el ™piermiienlo pt>r escri- 
lura pública se reinscribió la misma a favor de la vendedora m 
el Ki^istro de Minas de Mendoza y en el Re^Uro de Hipoteca-, 
sin perjuicio del niilarc» judicial <le la mina. 

IW decreto de 10 de Diciembre de r>26. el Poder Kjeeuti- 
v.i de Mendoza declaró la caducidad de la citada propiedad mi- 
nera, en virtud de no haltera pagado el canon í|tie establece la 
ley nacional número 10.273 y conforme a lo dispuesto en los 
arts. 4. 5 y 7 de la misma ; pero ese decreto, que está t.n contra- 
dicción coii los (M Coheruador Ortega de Noviembre 22 de VHO 
y Báez de 4 de Septiembre de V)20, está, asimismo en pugna con 
"la letra expresa del art. 375 del Código <le Almería «pie exime de 
la obligación del "pueble" y consiguientemente de su sucedáneo el 
■Vanotr. a fes minas que. se-ún ia legislación anterior ^rtenecían 
:d propietario del suelo si eran explotadas ]*>r éste, «|tte es el caso 
presente, |»inpie el petróleo no estaba inclín do en el art. 2M2 del 
Civil v las minas de "A^ua del Corral" estaban en ex- 
plotación antes del S de Diciembre de \Wk techa de promulga- 
ción del Código de Minería. 

Aunque reconoce compleja la cuestión reí érente a la |»)>e- 
sb'm. puesto que al vender a la Compañía de Cáchenla se la tras- 
mitió. Mistiene que, ocurrida la inora por parte de la comprado- 
ra el pacto comisorio determino de inmediato la pérdida de esa 
posesión y la rcadquirió la adora, teniéndola por intermedio del 
fk'|Misitariii judicial que encontró el Gobierno Mendocino cuando 
realizó su atrofio, pues producida la causa determinante del 
pacto comisorio, ia Compañía Mendocina solicitó y obtuvo, de 
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h,s Tribunales tóales, la reinscripción cíe la mina a su favor en 
el registro especial de la materia con lo que "quedó, pues, retro- 
traído v reinscripto debidamente el dominio fie la misma. por l.i 
qiu - debe considerársele legalmente en posesión de los yaeimíen- 



tos sin que esta situación jurídica pueda resultar perjudicada i>or 
el hecho de haberse decretado el embargo judicial de la mina y 
su dc|K»sito en manos de una persona que represéntala el derecho 
de la Compañía Mcndocína de Petróleo. Y en último caso, aun- 
que, careciera de esa posesión en el momento del hecho du la 
demanda, siempre ludria reivindicar la Compañía actora t H,r ser 
h verdadera propietaria v ser inaceptable el supuesto de que, por 
razón del pleito con la de Cáchenla, pueda el bien cuestionado 
encontrarse ni un minuto sin dueño <• poseedor. La reivindica- 
ción es. pues, procedente por reunirse los requisitos del art, 2758 
riel Código Civil, pero jura el caso de que la Corte no lo ciiten- 
diera asi, corresponde que se dejen las cosas en el estado en que 
se encontralKm a la hora en (pie el Gobierno de la Provincia in- 
tervino, pues cualesquiera sean los fundamentos del decreto de 
l*>2n originario de ta demanda, "no pueden tener la virtud de sus- 
traer el continúenlo de los hechos del poder creado por la Cons- 
titución para pronunciarse, lamo sobre la coustitucionnlidad de 
una ley nacional -u provincial como sobre la valide/ de un decreto 
firmado por el Presidente de la República o el Gobernador de 
una Provincia ; y la Compañía de Mendoza tiene derecho a soli- 
citar i>e omonmieiito y pronunciamiento "porque, si por razones 
que no es del caso especificar la compradora en caducidad, la 
de Cáchenla, resolviera no promover ninguna acción, como lo ha 
hecho hasta el presente, el acto arbitrario del tiohienio Ueudo- 
nno quedaría consumado y sin la posibilidad de que el Alto *! n- 
buual federal estudiara la situación de la Compañía Mcndocína 
de Petróleo frente a la legislación minera, anterior al Código, 
posterior al mismo y bajo la videncia de la ley I0.27.V. 

Kntrando al examen del decreto de 1926. de que se queja, nía- 
nifiesta que a la sanción del Código de Minería, en 188n, el t >e- 
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tróleo era considerado como sustancia íicccsoria del sucio y |*or 
ende, de propiedad absoluta del dueño de éste, de conformidad 
con el art. 2342, inc. 2" y art, 25tH del COdigo Civil y art. 2*\ 
título N del Estatuto de Hacienda y Crédito de la Confedera- 
ción Argentina. En consecuencia, es explicable y justo que si 
el legislador incor|H>ró también el petróleo a la categoría de bie- 
nes privados del Estado, en cuanto espectativa. resj>etarci los de- 
rechos de los que, fundándole en la legislación anterior, tenían 
en explotación el petróleo en contrato dentro de sus dominios te- 
rritoriales, como ocurrió con los de las "Minas de Agua del C>- 
rral" y así lo consagró en el art. 375 del Código de Minería, in- 
troducido |»or gestiones. precisamente, de la Compañia Mendo- 
cina. Ut ley 10.27.1 sustituyó el amparo jwir pueble del Código, 
con el canon, y es claro que si la acloca no estaba obligada a lo 
pr Ínter ii. tampoco podrá im poner sele lo segundo, li> que. en elec- 
to fué reconocido y declarado por el Gobierno de Mendoza en 
1910 y en Wfo* 

El inc del art. 4 de la ley 10.273 que impone el canon 
a fita minas que. siendo de propiedad del dueño del terreno en 
que >x "iienentrau. sean luego transferidas o inscriptas, sólo es 
aplicable jura el futuro, conforme al art. 3 del Código Civil, de 
manera que no afiela a la* cuestionadas en estos autn>. ptirque 
fie lo contrario. timaría los principios de igualdad e inviolabili- 
dad de la propiedad garantidos jior los arts. 16 y 17 de la Cons- 
titncion. IW Im demás, aun aplicando aquella disposición legal, 
la Compañía estaría eximida del |»go de canon y libre de la 
sanción de despojo aplicada \wr el Gobierno de Mendoza porque, 
producida la circunstancia determinante del pacto comisorio en 
la venta a la de Cáchenla, ta transferencia se considera como 
inexistente y desaprecíela la causa ocasional del canon . 

Hace relación de los documentos aludidos y, en parle acom- 
pañados, y pide a la Corte: 

4" Declarar que los yacimientos petrolíferos de "Agua del 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



285 



Corral" o Minas de faroleo de Cáchenla no están sujeta* al pa- 
go df canon minero. 

5* Hacer lunar a la acción de reivindicación, con cosías, con- 
denando a la Provincia a devolver, a su representada, la* minas 
en cuestión, con todos sus accesorios detallados en ta escritura 
pública en la cual aquélla ha hecho constar su toma de posesión. 

6* En defecto tic la reivindicación, mandar que la Provincia 
devuelva las minas con sus accesorio*, restituyéndolas a la situa- 
ción existente entre amias compañías en el momento en que el 
(iohierno de aquella se apoderó de dichos bienes, con costas. 

2" Posteriormente aconijmña nuevos documentos i i*. 22 a 
50 > ; y. fundándose en el art. 447 del Código de Procedimientos 
en lo Civil y Comercial, pide embargo provisorio bajo res|ioiisa- 
bilidad del representante de la actora, el que se provee de con- 
formidad l is. 51). Acreditado el útero se dió traslado de la 
demanda, ( ís. 27) . 

3* I-a Provincia de Mendoza, representada por don Oalmiro 
Terán. se presenta en Junio 1* de 1927 contestando derechamen- 
te dicha demanda, (fs. 91 a 112 v.). pidiendo su total rechazo 
con costas. 

Compaña Mendocina obtuvo en 12 de Julio di- 1»*» de 
la señora Palma de Aguirre y Juan A. Agnirre la cesión del 
"derecho de explotar las minas de petróleo que existieren en 
"Agua del Corral", j>ero omitiendo manifestar que esos bienes no 
les pertenecían a los cadentes sino a ta sucesión de don Agustín 
Aguirre, notado lo cual, en Agosto de 1887, se olrtuvo lo que en 
la escritura se llama confirmación y ratificación por partí del otro 
heredero, don Pablo Aguirre; pero, como en 1* de Enero de 
1KK7 entró en vigencia el Código de Minería que incluye el pe- 
tróleo entre las minas de primera categoría y e! acto del señor 
Pablo Aguirre no tiene efecto retroactivo contra terceros, quie- 
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re decir que tu» pudo afectar los derechos del listado aunque se 
invoque el art. ¿75 del citado estatuto, 

\íinna i|lR' los yacimientos |»etroliíeros tle Cáchenla mi esta- 
ban en cxj litación en la época en <|ue entró en vigencia el Có- 
digo de Miiu ría y el decreto del Gobernador ( >rte#a de 1910 só- 
lo implica una declaración innocua, pues dice que "las minas 
que la Compañía Mt-iiducina de Petróleo explotaba a la sanción 
de! ( .'uli-.i de Minería no son denuncia! >lcs" es decir, implica- 
te la condición fie que. efectivamente, las minas ele "Agua del 
Corral" atuvieran explotadas, y en cuanto al decreto de Báez 
dé l§2\ K era nulo por imanar de un Gobierno de hecho conu» lo 
reconoció el tiobienu. Nacional al declarar ta intervención con 

\im siendo válido el decreto Báez. él no podía modificar la 
situación jurídica consecutiva a 



porque 

la Compañía Meiumcina que sólo admurió de íos Aguirre el rlc- 

vendio a !a Compañia ile Cáchenla la propiedad de las mismas, 
t> decir, lo que no tenia. 

La í*omi»añia de Cáchenla se comprometió a pa^ar los im- 
ntiesto&, cánones v servicios públicos, ti» que implica reconoci- 
miento de mi «.Miración let^al sobre el particular; que, por lo 
dema- i >tá preceptuado en el ine. 4 V del art. 4 fie la ley 10.273. 

E- improcedente la acción reí vil idi caloría |»ori|ue la actora 
no tiene el dominio, que nunca adquirió y que. en caso de haberlo 
adquirido, fe habría transferido a la Compañía de Cáchenla; 
purqm ha p<Tdifto la posesión que, según confesara en la deman- 
fla ante el Juéa en lo Civil de esta Capital, doctor de Tczanos 
Pinto, ¡a conservaba la Compañía de Cacheuta, como que en el 
c^rii. - pidiendo enilmryo preventivo, í ís. fifi de esc pleito), dijo 

tal medida "no importa la desposesa»» de los poseedores de 
la mina ni la prohibición de que continúen trabajándola*. 

Kl petróleo no era sustancia que correspondiese en propiedad 
al dueño del terreno antes de la vigencia del Código de Minería. 
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núes, sc^ún la autorizada opinión del doctor Joaquin V. Cmuzá- 
1e/. en «11a "sustancia fósil" comprendida en el inc. 2* <M art, 
2342 M Código Civil; v. aunque lo fuera, la cesión de 1S*> es 
invalida inm^e los cotutóminos Palma de Aguirre y Juan A. 
Vuirre dispusieron como de cosa propia y exclusiva de bienes 
que sólo en condominio tenían con don Pablo Aburre y asi. esa 
cesión es nula. art. 2313* encordante con el 1435 del Código Ci- 
vil v la ratificación de bW sólo tiene la virtud de cubnr la nu- 
lidad sólo en lo que a las partes se refiere y no con respecto a 
terceros como la Provincia. 

El derecho a explotar la mina, cedida i*»r los Aguirre a la 
Mdulocina. no es un objeto corporal que pueda reivindicare. 

Después de. insistir en la ineficacia de los decretos de 
v que no podían, dice, modificar la ley nacional número 

10.273 inteiírativa del Código de Minería "desde que una re- 
lación dt- carácter provincial tío puede mollificar ni alterar las 
,In-scripcione> de carácter nacional que ri-fiWt las ciu>ti-m<> mi- 
neras-, como lo sostiene González. manifiesta que el decreto de 
1926 que se discute en este juicio, es inobjetable referido a la 
situación creada con jvjsterinndad a la compra-venta de 1921 . por- 
que el inc. # del art. 4' de la citada ley. cuya perfecta constitu- 
Cionalidad arguye, cotfsagr* la obligación de pagar el canon cuan- 
do hay transferencia de dominio, no siendo óbice la existencia 
del pacto comisorio regido en este caso por el inc. 2* del art. IW \ 
y el art. 1375 del Código Civil. 

4« Abierta La causa a pruel>a, (fs. 114 v,). las partes produ- 
jeron en liemiH» v forma la que corre de fs. 124 a fs. sobre 
la que certificó él Secretario a fs. 632. l-as partes alearon de 
bíetl prokado a fs. 633 y 654, respectivamente, insistiendo en sus 
pretensiones de la litis amtcstatio. Mamóse autos inra detuntna 
a fs. 682 v previa alegación "para mejor proveer" .leí Ustimo- 
nio de la sentencia definitiva de la Cámara Federal de la Capi- 
tal en el pleito de la actora con la Compañía de Cáchenla sobre 
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nulidad de, contrato (fs. WÍ '¿ *4 e informe in voce Je los 
letrados doctores Manuel Lugones y Clodomiro Zavalia (fs. 
675 >. el juicio quedé en estado de fallo el 28 de Marzo del año 
cu curso ; y 

Considerando: 

Que el titulo que In CnnijKiñía Mendociua de Petróleo exhi- 
be en recaudo de su demanda es habilitante, eu general, á los fi- 
ne- de la misma. Es cierto que por las escrituras de fs. 28 v. y 
471 doña Matilde ['alma de Aguirre y don Juan Aguirre prime- 
ro, en 12 de Julio de 1886. sólo "ceden a la referida Compañía 
el derecho a explotar las minas do petróleo que existieren en el 
terreno de su propiedad denominada "Agua del Corral", etc." ; 
y di ni l'ablo Aguirre, |xisteriormente p en 13 de Agosto de 1S87. 
manifiesta que "ratifica y confirma en todas y cada una de sus 
partes" esa escritura otorgada f>or su señora madre y hermano; 
¡6 que estrictamente nu imj torta la venta de la o las minas que 
en dicho terreno existieren conforme a los preceptos del Código 
Civil, larts. 1.123, 1326. 1349), y del Código de Afinería art. 349. 
Sil electo, los Aguirre sólo ceden el de reciura explotar minas 
que existieren, no trasmiten la propiedad de la cosa misma bien 
determinada : es más bien un derecho de usufructo el que trans- 
fieren conforme a lo que preceptúan el art. 2807 y concordantes 
del Código Civil y art. 365 y siguientes del Código de Minería, 
í 'por' otra; iw>ru\ la Compañía cesionaria no paga un precio cier- 
tn en dinero sino que entrega dos acciones al portador de la mis- 
ma. e> decir, títulos de jafiieipación en ta Sociedad Anónima con 
valor real v dividendos variables según los resultados de la ex- 
plotactón, fluctuaciones del mercado, etcétera. 

Tero es indudable que ha sido la intención de las partes 
transferir y adquirir, respectivamente, la propiedad de las minas 
de petróleo de "Agua del Corral". Don Pablo Aguirre dice — 
en la escritura de 13 de Agosto de !S87 — que "se desiste, quita 
y affrrla de todos los derechos que pudieran cor responderle, según 



la misma escritura. N*s que cede y traspasa a la Compañía Meii- 
iforina Explotadora de Petróleo**, (f& 29) . ta mina fué regis- 
irada a nombre de dicha Compañia coiim propietaria, confortrté 
con el titulo 6?, sección 1". parT^o 11 del Código de Minería, 
(ís. 31 v. y 32}. y el Gobierno tie Mendoza hizu duelaracíón ex- 
presa en favor del dominio y pasión de la Com]>afiia. < fs. 32 
v 245) ; los Aguirre nunca intentaron discutir esa calidad a su 
cestonada y ciertamente el Kstado Mendocino carece* de derecho 
para rectificar y menos, ahora, en su l>enefieío, ese concepto de 
los primitivos propietarios, libres para deponer; y. finalmente, 
como con toda claridad lo arguye la actora, (fs. 12 v.). lleva de 
poción .iKÍiifiu domim mayor tiempo que el que exige cualquie- 
ra de las prescripciones del Código Civil, y come, es natural. del 
Código*dc Mhieria. (arts. 352 a 354) , Hasta la venta a la l<mi- 
jsañía de Cáchenla en 1921. la actora era propietaria, poseedora y 
explotadora directa de las minas en litigio . 

La venta efectuada i>or la actora a la Sociedad Anónima 
Compañía Petrolífera de Cacheuta. en catorce de Noviembre de 
1921. (fs, 29 v. y siguientes), cotí ^sesión inmediata y corres- 
pondiente inscripción en el Registro Mendoeino de Minas, (fs, 
48 v.). desplazaría indudablemente a aquélla [)ara reclamar con- 
tra las 'medidas qító la Provincia demandada hubiera tomado so- 
bre el bien transferido, aun cuando quedase impago el precio 
— total o ^rcialmente — de la venta, por-pte habría perdido la 
calidad de propietaria, (arts. 1432. 2377, 2379, 2383. 2601 y 2602 
del Código CÍvi1> ; peni cofjflO la venta fué realizada con el adi- 
cional jKiCt.i comisorio del art. 1374 y siguientes, (ver fs 3n 
v. a 38), el vendedor conserva derechos sobre la cosa vendida 
que modifican en forma importante aquella condición de inhihi- 
d, para accionar y la naturaleza y alcance de las medulas jurídi- 
ca* que el vendedor puede tomar tienen que surgir de los tér- 
minos del patio v de los fines a que esas medidas van encama- 
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r^i escritura, tic fecha 2&dé Agosto de 1**21, dice textual- 
mente: "La compra- venta formalizada queda sujeta en garantía 
fiel | ki^'í > del saldo del precio adeudado y en beneficio exclusivo 
y 01 ilativo de la Sociedad Anónima vendedora al jKicto comiso- 
rio que se estatuye en los siguientes términos: ai Por el mero 
transcurso del plazo de un año (me se establece |»ra H pago del 
etumeíado saldo de precio y si este pago no se efectuare sin ne- 
cesidad «le interpelación alguna ni tic intervención judicial, la 
'Compañía Mendocma de petróleo en liquidación o quien repre- 
sente sus derechos |xn* cesión o mandato, | unirá dar |>or resuelta 
de pleno derecho la compra-venta formalizada; h) Operada la 
referida condición resolutoria quedará automáticamente recons- 
tituido en favor de ta Compañía enajenante, o de sus cesionarios, 
el dominio que* )>or la presente transfiere, a cuyo efecto, la ins- 
cripción de dominio que, |>or razón de este contrato, correspon- 
de efectuar a nombre de la Sociedad Anónima adquireute, será 
anotada con subordinación al advenimiento de !a establecida con- 
dición: c) l'ara la revocación del dominio de la Sociedad com- 
pradora surtirá el efecto necesario la representación del instru- 
mento de la presente en el respectivo Registro, junto con el cer- 
tificado expedido por la misma Oficina sobre la inexistencia de 
comprobantes de la solución del débito, todo sin perjuicio de las 
acciones judiciales que para ese fin, como i*ara la reintegración 
de la posesión material, pueda ejercer la enajenante", (fs, 36 v. 
y 37} , Tales cláusulas, perfectamente conformes con tus estipula- 
ciones generales de ta ley. {arts. 1374, 1375 y 1376 del Código 
Civil k dan base a la demanda de medidas conservatorias del bien 
cuestionado, pues la condición que es resolutoria para el domi- 
nio del comprador, a la inversa, es su^wnsiva |>ara la ^adquisi- 
ción de ese dominio |>or jwirte del vendedor, y en este car;'l?ter 
"puede, como queda expresado y conforme a lo que preceptúan 
los arts, 546 y 1371, inc. 1". demandar esas medidas o actos ne- 
cesarios y permitidos por la ley, i>ara U garantía de sus intere- 
ses y sus derechos". -Scytnia. en la nota S a dicho articulo; to- 
mo f. pág. 137: Mtuliaiio. "KxiHisición y comentario, ele ". To- 
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mu II. págs. 236 y 257". Ucrnnt. "C oncordaneias y Comenta- 
rios", tomo 11. pág. 4*S5, dan el más amplio sentido a esos actos, 
y Ufailtc. "fhwlto* Reales", tonio IV. pág. 150, número 252, 
fundándose, sin duda, ui el art. 137 o. que dice: "La venia con 
pacto comisorio equivale a la que se hiciere con la cláusula de 
reservar el dominio fie la cosa hasta el pago del precio" llega hasta 
sostener la procedencia de la acción reivindicatoría contra los ter- 
eeros afrentes. Aplícale o no al sttb lile tal imerprctae1on> 
su doctrina demuestra el alcance que se atribuye a los actos con- 
servatorn is. 

Con lo expuesto queda evidenciado el derecho de la Compa- 
ñía Meiidocina |xira discutir la procedencia del cobro del canon 
minero respecto de las minas de petróleo de "Aptas del Corral*', 
desde míe. cu la falta de ese pago y conforme a lo eme dispone 
el art. de la ley 10. 273. modificatoria del Código de Mimería, 
se fundó la Provincia de Mendoza jara declarar la caducidad de 
dicha mina e incautarse de la misma, Tan el ementa luiente con- 
servatoria es la acción instaurada que, sin ella, se acumulará» 
anualidades en grado excesivo, o se lardera la mina por pres- 
enpeíón del derecho cuando terminen las cuestiones judiciales 
eon la Compañía Petrolífera de Cacheuta, la cual, no obstante 
obligarse a pagar el canon, (fs. 38 v.h no l«irece interesarse por 
cumplir con esa obligación ni discutirla en justicia, ni impedir 
sus consecuencias. Aun el legatario, bajo condición sus^usiva, 
puede dirigirse contra terceros detentadores del inmueble que ha- 
va de adquirir cumplida la condición, para interrumpir el curso 
"de la prescripción, {nota del Codificador al art. 3773), y. con 
citación del heredero, puede reivindicar contra ese tercero cuan- 
do se trata de cosa determinada en su individualidad, (art. 3775) ; 
iKir lo que, en lógica elemental, delie reconocerse a quien es., en 
cierto modo, el propietario, el derecho a preservar su bien de la 
ejmtción. de la caducidad o del comiso, discutiendo gravámenes 
incumplimiento traiga alejadas aquellas sanciones. 



cuyo 



292 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

La transferencia tic las minas de i*tró1eu de "Agua *\A t"*»- 
rraP ;i favor de ta Compañía Mendoeina ti.» se realizó, con efec- 
to, jurídicos contra termos en e*te caso d Estado de Men- 
doza — sino ile la escritura de ís. 2* v. y-29, de U fie Agosto 
de lSí*7. en que el tercer condomino, don Pablo Aguirre, rati- 
fica y confirma la cesión <|its en 12 de Julio de 1**o bicieron la 
M-fmra Matilde Palma de Aguirre y el señor Juan Agustín Abu- 
rre: pites la disiMisicióu legal aplicable al caso no es la del an. 
Iu7u del Código Civil, cuino sostiene la adora, sino la del 2677 
■ pte. conconlante con la del 26H0, define claramente el. derecho 
del condomino jara disponer de su jarte indivisa, j*ro te inter- 
dice la disposición total u de jarte determinada del bien común. 
íC.mí. Müi fuut». oh. cit., tomo VII. jags. 88y 89í| /.<t/m7/e. tomo 
II. pág, 217. número 382». l-a señora Palma de Aguirre y el 
«ñor Juan Agustín Aguirre. en la escritura de cesión de 1KW>. 
no dtcen cuál es el origen de su titulo; ni invocan rejiresciuanón 
de Pablo Agtiirre: ni realizan actos conservatorios, ni de gestión 
de negocios ajenos. i*ir<|tie no había preexistencia del negocio. 
[Nota al art. 22K8» : ni se proponen realizar negocio ajeno y 
coobligar al tercer condomino, (art. 22K9}, iüsa circunstancia 
no será óbice, sin embargo, al amparo invocado del art. 375 del 
Código de Minería, siempre ipie sea eficaz la prtieta de f|ite. antes 
de la vigencia de dicho Código, la o las minas de petróleo "Agua 
del Corral" eran explotadas jior sus dueños Agnirre o jwr su ee- 
síonaria eventual o condicional, la Compañía Mtndoeiua; y. en 
tíecto. esa prucla. por la natural dificultad de producirla muy 
rigurosa con relación a hechos ocurridos cuarenta años atrás, t>or 
la variedad de los elementos de juicio agriados y |X»r la con- 
cordancia de sus factores, debe aceptarse y se acepta como pk-na. 
KxpMar. 'sacar de las minas las sustancias cpic contienen" delie 
referirse también a los l rala jos preparatorios e iniciales de la in- 
dustria. |x>rqtte allí se exterioriza la actividad productora y la 
voluntad de dominio, tanto más cuanto íjüe no se trata de con- 
. (ÜOIii Libro de Actas de la i i.nuañia aetora. Libro 
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Diario de la misma ¡ íq||etD de fs. -10. i»cnniso de cañerías de fs. 
143 y decreto de Noviembre 22 de 1910, fs. 134 y 145 1 

A la misma conclusión final del o moderando precedente 
debe llegar esta Corle rcsi>ccto tic la cuestión planteada por la 
Provincia de Mendoza relativa a la calidad del mineral |jetróleo 
ante lo dispuesto pcir el artículo 2342 del Código Civil y art. 375 
fiel Código de Minería. No está científicamente demostrado y 
de finido en la actualidad y — menos lo estalwi a la épica cu que 
el doctor Yélez Sársfield redactó el Código Civil — el punto re- 
ferente a to que ha de considerarse como "fósiles" o "sustancias 
fósiles" que el inciso 2" del mencionado artículo 2342 enumera 
entre los bienes privados del Estado. Los geólogos y los quími- 
cos más calificados disienten abiertamente, sosteniendo urfus y 
negando otros el origen orgánico y el carácter fósil del petróleo. 
Por otra parte, tas fuentes o referencias del Codificador — la 
Recopilación de Indias y Demotombc — nada es|>ecíficaii sobre el 
particular, y el art. 5*>l del Código Civil Chileno mencionado por 
Segovía, tomo 2. pág, 13, como antecedente, tampoco aclara el 
concepto de sustancias fósiles por él también empleado. Es, in- 
dudablemente, de importancia la invocada opinión del doctor Joa- 
quín V. González, expuesta en el número 322 de su "Legislación 
de Minas" y el antecedente de las Ordenanzas de México en el 
art. 22 de su titulo VI, y ntt lo es menor la circunstancia de que 
el Real Decreto de 20 de Diciembre de de lejana, cono- 

cido sin duda ñor el doctor Vélez. mencionara la antracita, ía 
hulla, el lignito, el asfalto y Intuito, el jjfetróleti y aceites mine- 
rales como i ncor| «irados a la "Tercera Sección de Minas" equi- 
valente a las minas de Primera Categoría del art. 3'- 1 del Código 
de Minería. Ks verdad, asimismo, que la actora hizo reconoci- 
miento de su obligación de pueble y consiguiente procedencia 
del denuncio, (arls. 260-275 y concordantes del Código de Mi- 
nería), cuando pidió y obtuvo autorización j>ara suspender tralut- 
jos e hizo inscribir ese permiso. ( fs. 323 y siguientes) . Pero sur- 
gida la duda y formulada la consulta, más larde, el Gobierno de- 
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i mudado declaró que la miiia en debate no **ra dcnun.*ial>le, es 
decir, <|iif- no fué comprendida tu el inciso 2* del art. 2342 del 
Código ti vil pirque el petróleo era "sustancia que inírteneeia al 
dueño «leí Mielo - ', declaración a cuyo an>i>aro ejerció quieta y pa- 
ettieamentc mi derecho de dominio. Además, la demandada so- 
lí, anisó infracción al |>ago del ean.m en el período posterior al 
contrato con la O.iniwñia de Cáchenla, Informes y Decreto de 
I92fi. (i*. 77 a S7). 

One en efecto, la venta y transferencia hecha en 14 de No- 
viembre de T>21 por la (Smiipauía Mendocina a la Cornalina de 
Caeheuli, deliiilamenle inscripta. í ís. 572), determinó la obliga- 
ción dr pagar el canon minero establecido en el art. 4''. me. I' 
de h ley 10. 17 % cualquiera hubiese sido la situación jurídica 
anterior, | jorque asi jo prescrilie cat bóricamente el inc. 4* del 
mismo artículo citado, en los siguientes términos: "Las minas 
cuyo dominio corre*pírtt<te al dueño del suelo, una veas transferi- 
da^ a un tercero o registradas jmra el propietario, pagarán en 
la titism forma y c>eala de los artículos anteriores, según su 
categoría". Se reitere indudablemente a los casos del arl. 
del Código r|e Minería, mies las minas de tercera categoría — 
fteiso & del arl. >■' y art. 5* de dicha ley — que pertenecen tam- 
bién al dueño, no pagan ningún canon según los incisos 1. 2 y 3 
del art. 4". y se explica, no sólo porque el respelfi al slatu qiw f mi- 
rlado en leyes anteriores se refiere a la "explotación" y tiene un 
carácter excepcional y personal, poniéndolo al amparo del de- 
nuncio, mu.i iKtrque el Kstado tiene cspttial interés en que esas 
mina* *e exploten y sea notorio el ummus doumti que el canon 
exterioriza. 

El decreto del (¡oU-rnador Báez de fecha 4 de Septiembre 
de 1 n -V>. i lV 247 l invocado t*or la actora. carece de toda efi- 
cacia jurídica para fundar la exención de canon, en este nuevo 
cimccpto, porque lite anterior a la venta a la Compañía Caehcuta. 
y. en consecuencia, no pudo tener en cuenta esa circunstancia 
modifica toria y } orque ce decreto es inconstitucional. pir luñVr- 
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se dictado después de protn^gA b ley de Intervención Nacio- 
nal que declaró la recriminación de los pmlerts Ejecutivo y Le- 
gislativo v del Decreto Nacional eme puso cu ejecución dicha ley 
— 26 de Agosto y 3 de Septiembre de 1920 — (f *. 453 y 4.^4) ; 
según la jurisprudencia de esla Corte Suprema, (Fallos, tomo 143, 
r á K . 38; tomo 154, |>ág. 154). En cuanto al decreto del Golier- 
nador Ortega, de mu* ya se ha hecho mención y mentó, le es 
aplicable el rq*aro de la primera parte de este considerando, pues 
no tuvo en cuenta el hecho nuevo de la transferencia previsto 
por el inciso 4* del art, 4*> de la ley 10.273. 

U aplicación de la precitada di*i>osición legal a la mina de 
"Agua fiel Corral", no afecta principios constitucionales, legales 
jurisprudenciales, como entiende la l*rte aetora; pues el art, 
37S del Código de Minería sólo eximía de la obligación del "pue- 
¡,le" y trabnj.» obligatorio y excluía de! "denuncio" las minas 
allí aludidas, \m* no podía eximir perennemente a las mismas 
de contribuciones, impuestos, patentes o cánones, cualesquiera 
fuese el sentirlo y trascendencia de los gravámenes, i>nrque no 
hay ningún precepto ni principio constitucional que impida al 
CÓngres,, legislar sobre ese punto; el art. 4*. inc. 4», no se re- 
fiere a situaciones anteriores a la fecha de su vigencia (12 de 
Noviembre de ¡917). y aunque lo dijera, esta Corte ha expre- 
sado con t.Kla claridad y precisión que los gravámenes finales 
con efecto retroactivo no violan el art. 18 de la Constitución Na- 
cional ni el art. 3* del Código Civil. (Fallos, tomo 107. pag. 
134; tomo 117. pág. 22; tomo 133, pág. 21(,1 tomo 140, pag, 34; 
tomo 15f>, |>ag, 48. entre "tros). 

El carácter del canon minero, signo del <iíiínw*í y no 

mero recurso fiscal (Uonsáícz. "La propiedad de las minas* \ págs. 
25. 26, 38). no impide su aplicación a las minas que originaria- 
mente se reconocieron como del propietario del suelo, ni las san- 
ciones consiguientes al caso omiso o denegado de su pago. Por 
el contrario, si el gravamen fuera simplemente un recurso íman- 
ciero del Estado, se explicaría que se exigiera la previa ejecución 
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judicial conforme a la* normas corrientes y ¡il precepto 
tioual ik- que nadie puede ser privado de su |»r* ijiii^ku] sin el 
juicio previo y la indciimkacióii. (art. 17). pero por ser signo 
indi si acusable de la propiedad minera, . originaria del Kstado y cu- 
ya esj)l tcíón este i-.iumli o reconoce a los particulares median- 
te rt'i-aii i'i> ts|itriak> mi incumplimiento trae alejada pér- 
dida del derecho <pte exterioriza (mjjicíí/c-. oílfc ek. : Pfer** - íf/uÑ 
// f ; ff . "De la Deeltéance du Droit dexplotaiion des mines"; Rity 
'¿orrith, citado por Gwtsáfcá y Ins senadores /Vr« v Vbmw en 
el Sinfín Nacional — aftq ffifái Tanto más k^ka y justa es 
i-ta conclusión tratándole de productos minerales que, corno el 
hit n - - > I"- oiinlui-likk'S. >c nucieran elementos indi*|rt'iisnhles 
par;' b vida económica y efectivo autonomía de las naciones. 

\.n exención del delter de pueble y de la canción del dciiun- 
n>i para la-» tuina- de petróleo f|ue -ik dueño* explotaran anlcs 
de la sanción del Código de Minería y la correlativa exención 
del del canon qiu sustituyó al pueble en la lev 10. ¿73 — 
«•ra de pura creación le^al y no constitucional, irttcs en el inciso 
1 I del art, f./ de la Constitución se dejaba al Congreso, en su 
facultad de dictar e! Código de Minería, la de clasificar los obje- 
to* ( |iie caracterizan la propiedad minera, la forun de adquirir- 
la y conservarla y los requisitos de >u explotación, todo en nm- 
o.rdancia con el CÓdtgO Civil mtc clasifica los bienes de! domi- 
nio publico y privado (arts, 2MÍ y siguientes). 

VA Código de. Minería no dijo que los minerales no compren- 
didos m el art. 2M2 del Código Civil 110 podían ser ampliados 
en núnirro y especificación, lo que habría sido contradictorio con 
-u j impío art. 3". \t0m 1". (pie iucor|K»ró mayor mimen! de sus- 
tancia* al dominio privado del Kstado: dijo cpie eximia de la 
obligación del pueble para conservar su dominio a esas minas cx- 
pioladas por lo?, dueños del suelo, o en su nombre, y luego man- 
tuvo e-e privilegio respecto del canon, pero con la misma facul- 
tad constitucional con que había introducido csa> excepciones a 
!a iiorrna gehéi&í del derecho minero, dijo (pie, en el íuturo, las 
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iransíemicia* de dominio .. la inserción del mismo en lo> ras- 
tros público*. Inicia renacer la obtigwáé* tlel canon, sx#y W » 
mi J. v requisito expresivo del interés fundamental del litado 
en qttrías ^ ~ minas - se ni explotad 

Ouc la ntroversión del domini., dé las minas ele *jj&m «fe! 
mttf* a ta Coi. M >aiua adora, una ve/ resuelto definitivamente 
v a su favor - corno lo ha sido - el pleito que tema con la Cuni- 
"nañía (le Cacheta* (fs. 094,. no desnaturaliza, modifica .. ener- 
va la conclusión precedente sobre la prudencia del canon. ■ por- 
ral la efectividad del pacto comisorio un tiene alcance pm am- 
«nilar la obligación letf.1 surada de la transferencia sum desde la 
afectividad de esc- pacto. Segiin el inciso* del art. U7I U*l t 
di™. Civil: "Si la condición (resolutoria) se cumple se observa- 
rá lo dispuesto sobre las obligaciones de restituir las cosas a sus 
dueños, mas el vendedor no volverá a adquirir la cosa sino cuan- 
do el comprador te »a K a tradición de ella" (o. se entiende cuan- 
dn <e haga efectiva por el Juez) ; y. sea que lo que se muguen 
*ea rífvtivaiürt* el dominio - con*, reza h ley - o la 
sión intefírativa del dominio, como sostiene Matluult*. vol. 1\ . 
74 . i» lo cierto que. asi como m se deben al vendedor r«w - 
quirente los frutos percibidos en el intervalo (arts. 557 y NU), 
lamimco puede éste prevalerse del efecto retroactivo del pacto 
para m¿**m ^ * tracto sucesivo, como e 

avruKlamiemo. por ejemplo, en que la resulucum del contrato ts 
más bien mía disolución o cesación. ,>ues continua en sus efectos 
con velación a los hechos pasados". pWfe **** 4 

del art. 1375 del Código Civil! . Con mayor fundamento serán 
debidos los impuestos y cánones consecutivos a la transferencia 
y et m ¡ma de la mina y que. W su razón <k orden pubheo. no 
pueden quedar en inferior condición a los actos privados ( e 
vomitantes, ni supeditados a la i^ichVii que el vendedor ha K a 
entre el derecho a readquirir o el de ejecutar el precio, en el tteni- 
PD que viere convenirle. Si la Concuna de Cáchenla hubiera pa- 
cido el canon a que se obligó por el contrato v que le imponía la 
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ley, ni día ni la Comtwmia de Mendoza rcad.|u ¡rente habrían te- 
nido derecho jura repetir 1» ¡Migado. pt*qüe. como lo expresa la 
nota del Codificador al art. 557. "Kl efecto retroactivo no tiene 
lugar sino respecto a la ol%6^B de restituir la cosa con torios 
.us accesorios esenciales; |>ero no puede extenderse hasta Jarrar 
los hechos cumplidos y hacer desaparecer el derecho íy, Una- 
mente, la obligación) que ha tenido el qp ha adquirid» la cosa 
tu d tiempo intermedio entre la formación de la obligación y el 
cumplimiento de Un condición. Luego, pues, si ta redición no 
hubiera procedido es ponjuc el pago fué exigible. 

(Jue de las coneluMoues precedentes no surge, sin embargo, 
j unificada la medida del dobicnio de Mendoza incautándose fie 
las minas de "Agita fiel Cornil", en su carácter de propietario 
privado de las miomas, confunue a su interpretad H de los pre- 
ceptos del Código Civil y del de Minería que invoca; pues, en 
primer lugar, no se trata del régimen de concesiones cuya carac- 
teristica fundamental, en este orden fie cuestiones como en otros 
similares, según lo ha establecido la jurisprudencia de esta Corte, 
í Fallos: mino 124. |»g. 171 ; tomo lio, pág. 212: mino 111. l«g. 

tomo 152. pág. 3É»>, es la explotación por los particulares 
de bit nes o negocios o servicios tme originariamente corres|wimbn 
al Kstado. explotación condicionada |»r el concedenle en cuanto 
a >u duración, modo v caducidad. Éfi la es^-cie sut>-litt\ la Com- 
pañia adora, tomo cesionaria de los Aguirre. ha actuado como 
pmpúraria en virtud de lo <|iie disponen los arts. 2552 del Codi- 
to C ivil y .175 del Código de Minaría, y es invocando esa calidad 
ijiie ha discutido en justicia la procedencia del canon, el cual juz- 
ya un gravamen soÜo inilionible a los coiiseciouarios : i>or lo i|uc. 
.u actitud no del* considerará' cotno un mero alzamiento legal 
ni una renuncia da derechos, lo cual va presumido en la sanción 
del art. 5" de la ley 10. 273. 

f me. ademas, al producirle los actos gubernativos discutidos 
en este pleito y durante la secuela fiel misino, la aetora se ha visto 
en la necesidad de mantener otra eonleiisión judicial con la Com- 
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1>aüia (te Cáchenla sobre ta legalidad misma fiel acto que, sCgÚfl 
los considerandos prccedeiilcs de este fallo, habría dado nacimien- 
to a la obligación del pago del catión — contrato de contra- venta 
de las minas — art. 4\ inciso 4", ley 10.273, y ese debate ha ter- 
minado |«.r sentencia firme recién caí Julio 3 de 1M29. (fs. 694 K 
cuando en realidad, el presente juicio estala virtualmente clausu- 
rado en s^us trámites fundamentales. Justo es. eu consecuencia, 
reconocer que la adora no ha incurrido en intencionada violación 
o menosprecio de la ley, sino que ha planteado, en tiempo y for- 
ma, cuestiones sobre su verdadera inteligencia, y es recién, después 
de resueltas, <|ue se abre i>ara ella el jxTÍodo de dos meses que 
fija el art. 5» de la citada ley de reformas al Código de Minería. 

En su mérito, se resuelve; 1' Oue la Compañía Mendocina 
de Petróleo es la dueña <le las Minas de "Agua del Corral', f 
Oue la misma está obligada al pago del canon minero que esta- 
blece el art. 4'-'. inciso Ü de la ley número 10,273, desde la trans- 
ferencia a la Compañía Petrolífera de Cáchenla hasta la readqui- 
Hción plena del dominio por virtud del fallo judicial que declaro 
válido el contrato de compra-venta y procedente el pacto comiso- 
rio, fart. 1371. me. 2* del Código Civil). 3* Procedente ta ac- 
ción reivindicatoría deducida, debiendo la Provincia de Mendn/a 
reintegrar a la Compañía Mcmtocim de Petróleo en el pleno do- 
minio de las Minas de M A|íua del Corral", de acuerdo con el ar- 
Metilo 2758 del Código Civil, « Que el término ,ara el pago del 
canon v sanción que procediere en caso omiso o denegado (articu- 
lo 5" ley 10.273), correrá desde la notificación de la presente. 
Sin costas. por las conclusiones del presente fallo y la naturales 
,k las cuestiones detenidas. Xotiííqucsc. repóngase el papel y ar- 
chívese. 

J. FlOlKROA Al -COK TA . — liom.RTO 

r i pictto . — r . < o 1 1*0 l - a v a ixk . 
— Antonio Sagarna. 
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The Amjio South American Mc.u íowt^y ti,)lfrit 
Gobierno Xaatmal. sobn cobro Hi 

&UiwM?i Ho l>n*«le la devolución tle lo )»gadü en íoiftí^ ^ 
derecho de tspirtacu.il de tmps del país y sus derivad»*, 
aún cuando en el momento |! cbbtp hp existiera ley que fo 
autorizara: en razón de balase sancionado la ley número 
I0.646 como prórroga de la número 10.349. 

* 

Otso: Lo exolieau las pieza!. Mullientes: 



SKXTKNTIA WÉ. Jt I* FKI>i:RAL 

Buenns Aires, Junio 25 de 192». 

Y Vistos; lo. promovidos ,>or The %®&% Snulh American 
Mcat Gmi|*nv (Ébitipañía Aiitflo Sudamericana de Car- 

nes Limitada), contra la Nación, sobre cobro de |*esos. en con- 
cepto de devolución tle derechos de exportación; 

Y considerando; 

P < Míe la adora manifiesta en síntesis, eu mi extensa deman- 
da de íZ 5 a 31 que la Nación le lia cobrado en el año 1^21 Ü* 
reehm de c*i"riacióii a los procluetoá «pie detalla, aplicando la 
Uv 10.349, lo que no pudo hacer i*>r no tratarse de articulas 
comprendidos en la lisia que aquella ley contiene y pofcpe esta 
nn se \iÍMk vi«ente al tienuK. de efectuar el abono de los dere- 
chos, lo que se liiz» con protesta. 

A K re K a que dicha ley fue declarada en vigencia i>or otras 
leve- interiores que describe niinueiosunente. para llegar a la 
conclusión de que no ha debido serle aplicada n las operaciones 
,,„*. menciona, pues a la sazón bahía dejado de existir y no había 
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sido prorrogada, y de cualquier nimio delic tenerse presente que 
no habría rígido a muchas operaciones realizadas en Zarate, pues 
es menester recordar lo que dispone el art. 2" del Código CivHl 
que acuerda ocho días para la vigencia en los departamentos de 
campaña respecto a las leyes publicadas en la Capital del Estado 
o de la Provincia. 

Insiste en (pie gran izarte de su redamó versa sobre pagos 
nalizadoM mientras no bahía ley inqiositiva; señala (pie eM'oder 
Ejecutivo no ha debido ni podido proceder como lo hizo sin vio- 
la* preceptos constitucionales; reproduce diversos artículos de la 
Constitución a fines de dejar planteado el recurso ante la Corte 
Suprema, y luego de diversas reflexiones, termina solicitando se 
condene a la Nación a reintegrarle la cantidad de setenta y seis 
mil ciento noventa y dos pesos con cuarenta centavos moneda 
nacional por los dtreehos indebidamente cobrados, con intereses 
y costas. 

Contesta ta demanda el señor Procurador Fiscal a fs. 58. re- 
conociendo en general los |iagos realizados por la actora; descriW 
% forma en que se discutió, sancionó y publicó la ley y niega que 
al pn>ccder d Poder Ejecutivo como lo Kizo haya legislado por 
decreto, como dice la actora: alude al alcance amplio de la ley 
10.349 y qufc al ludirla aplicado en la forma en que se hizo con 
la actora no se ha vulnerado cláusula alguna de la Constitución 
y se ha ajustado el Poder Kjecutívo a la jurisprudencia sentada 
pnr la Corte Suprema res|>eclo de la retr, actividad de las leyes 
impositivas. 

Luego de otras consideraciones concordantes, concluye el ser 
Rof Procurador Fiscal solicitando se rechace la demanda, con 
costas. 

2' Que al resolver el suscripto esta vieja causa, llegada al 
Juzgado^cn ( k'tubre 24 tle 1928, o1*erva que los puntos funda- 
mentales de la \ük nmhstatin han sido objeto de estudio y re- 
solución por parle de ta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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Kn fft^t»; en 1» que concierne a la circunstancia de que la 
ley y posteriores que le baiH dado videncia, no hace ex- 

len*a y específica determinación de los objetos sujetos a impucs- 
to «le ex^rtaetón. el suscripto se remite a lo que decidió ese altó 
tribunal con fecha 13 de Junio de 1928. en la causa registrada 
en el tomo 151. página 34f>. (Ver "Caceta del Foro", núme- 
ro 3Hhfi>. 

Y en cuanto se refiere, a la situación expuesta ggg la actora, 
( fe no existir ley impositiva en el momento de la exportación o 
pago de los derechos, pues la IiuIm. con anterioridad y con jHts- 
u r ioridad, según lo afirma, el suscripto también se remite a lo míe 
decidió el alto tribunal en la causa registrada en el tomo 145. in- 
gina 1í<0. (Ver '(iaeeta del Foro" números 1996. 2181 y 2942). 

Cualesquiera sean las opiniones del suscripto sobre este pun- 
ir), estima un delwr moral en esta ocasión, con formar su fallo a 
1u .pie resulta de la jurisprudencia citada, cpie resuelve en forma 
categórica bs cuestiones propuestas y planteadas por la actora, 
tu sentido negativo a sm pretensiones. 

Por tanto, forzoso es rechazar la demanda, fundada en la 
falta de enumeración de los artículos exportados, en la ley 10. 34*). 
y en la falta de vigencia de dicha ley en el momento en que se 
aplicaron sus preceptos a la actora. 

Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando la 
demanda instaurada por The Anglo South American Meat Li- 
mited Conqianv (Compañía Anglo Sudamericana de Carnes, Li- 
mitada) contra la Nación, sobre cobro de pesos en concepto de 
devolución de derechos de extK.rtadón . Sin costas, atenta la na- 
turaleza de la causa. Xotiííquesc. repóngase el sellado y opor- 
tunamente archívese, previa devolución de los expedientes adnu- 
ni^trativos agregados, a su precedencia . 

Saúl \f. Escobar. 
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SENTE SCr A DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Airea, Febrero 6 de 1930, 

Y Vistos: 

Atento ln resuelto |>or la Corle Suprema en, los casos que se 
registran en los tí muís 145. página ISO y tSj página 34fi, se con- 
firma la semencia apelada de ís. 302, íjuc rechaza la demanda en- 
tablada por The Anglo South American Mcat L. Co. contra la 
Nación, jwir devolución de una suma de dinero pagada ]ior de- 
reéhos de exornación. Costas de atutías instancias en et orden 
causado. Repónganse las fojas en el Juzgado de procedencia. — 
José Marco. — Marcelino Escalada. — H t A. Wtsar Amitorcihu 
fo S, VcrrvK 

FALLO DE LA CORTE Sl'PKEMA íl } 

i 

Buenos Aires, Junio 2 de 1930. 

■ > 

Vistos y Considerando: 

|\.r los fundamentos de la sentencia de primera instancia 
(fs. 302). concordantes con los de la Cámara Federal de Apela- 
ción de la Capital, y de acuerdo con lo resuelto |K>r esta Cortp 
Suprema en diversos casos análogos. (Fallos: tomo 145, ingina 
ISi) y tumo 151. página 346, entre otros), se confirma el fallí» re- 
currido. Nutiííepicsc y devuévase. 

J. Fjgueroa Alcorta. — Roberto 
Repetto. — Antonio Sagarna. 

» 

<I) En U misma fecha se. dictó idéntica resolución en la 
causa seguida \wr el Frigorífico Anirlo contra la Nación, por wual 

motivo . 
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mk Iüp (/ ** ^ * ^^f^* 

ftMrife r Él articé, M iü#ü ^ * * ^ dc ,a ^^^^ 
É¿óé Aires. & 12 de Abril de 1^23, sobre trasmisión gra- 
tuita d* Mime* vulnera él principio de igualdad e.i el impues- 
ta, consagrado por el artículo 16 de la Constitución Nae.onal. 

^ Fl error de hecho 00 perjudica desde que no su ha 
alegado negligencia enlabie del acreedor (artículo W 
diüti i ivih. v el deudor tpieda obleado a reconocer el ere- 
dito omitido'con a^bí a lo que expresamente determma 
<ol»ri el anicular el artículo 797 del todigo citada ( l a- 
tlus. tome 154. página H5. considerando 4*,. 

Cüm> : Lo explican las piezas si| 



DICTAMEN DEt I'ftOt l'KADOR 

Buenos Aire», Mayo 12 de IÍÍÍ10. 

1 

Suprima Corte: 

Visto lo manifestad*» i**r el representante de la demandada en 
d segundo otro sí del precedente escrito, no veo inconveniente 
en qué V. £ acceda a k peticionólo pe el representante de la 
ywine actora en su escrito de fs. 32, 

Y m c,iam ° ftllMll> <lc,líltiao en asunte»: til procura- 
da don Mario S. Marini. en representación de doña Isaliel Ma- 
ría Duggan de Ho,*, doña Marcela Ouggan de Torres y don Ber- 
nardo Lorenzo Duggan, demandan a la Provincia de IHicnos Ai- 
res i»or repetición de sumas de diñen» cobradas cfó mas a sus 
mandantes en los auto, sucesorios de doña Marcela Juana « 
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ile Duggaii. en concepto ti 1 impuesto a hi herencia, pago que se 
efectuó taju protesta p>r considerar inconstitucional la forma en 
que fué practicada la liquidación corrcs|miidieiitc p>r la Dirección 
tic Escudas de la Provincia de Buenos Aires, 

El representante de ésta, a) contestar la demanda, manifestó 
avenirse a lo solicitado por la parte actora, |iero debiendo redu- 
cirse el monto de lo reclamado ¡i los términos consignados en el 
escrito de fs. 27, lo que fué impugnado por la contraparte a mé- 
rito de las razones sustentadas en el escrito de fs, 29. 

La jurisprudencia sentada pnr V. E. (Fallos, tomo 149. 
página 417 y otros), lia declarado qué el porcentaje que détü 
servir de liase para liquidar el inhiesto a la herencia, en! estos 
casos, del* ser el monto efectivo de cada hijuela, doctrina que 
m« permito dar \*ít reproducida en esta litis \x*v ser de estricta 
aplicación al stth judkc. 

En consecuencia, pido a V. E. que, a los efectos de este jui- 
cio, se sirva declarar que el artículo 39, inciso V de la ley cues- 
tionada de la Provincia de Buenos Aires, sobre trasmisión gra- 
tuita de bienes, vulnera el principio de igualdad en el impuesto 
que consagra el articulo 16 de la Constitución Nacional, teniendo 
también presentes los artículos 792 y 794 de! Código Civil. 

Horacio A*. Lttrrcta. 
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Y Vistos: este juicít» seguido por doña Isabel María Duggau 
de lfo|K-, doña Marcela Dtiggan de Torres y otro contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires, sobre inconstitucionalidad del impuesto 
a la herencia, del cual resulta: 

Que a fs, 10 cunijiarece don Marín S, Marini, en represen- 
tación di- las nombradas y de don Heñíanlo lorenzo Duggau y 
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también en el carácter que éstos invisten de herederos instituido* 
de don Carlos Miguel Duggan, demandando a la Provincia de 
Buenos Aires i»or coliro de la suma de $ 112.15(1. 42 y sus inte- 
reses, a cuyo pago pide sea ésta condenada con más las cu:*:** 
judiciales. 

Que el día \9 de Septiembre de 1922 falleció en la Capital 
I-ederal doña Marcela Juana Casey de Duggan. viuda de don 
Tomás Duggau. La testamentaría de la causante tramitó ante el 
Juzgad» C ivil X v 6 de esta Capital, donde se encuentran actual- 
mente radicado* los autos, habiéndose aproado el testamento 
otorgado |>or aquella. 

Que a los efectos de procedersc a la protocolización c tns- 
erq tetón del testamento en la Provincia de Unenos Aires, libróse 
el exhorto correspondiente al señor juez en turno de la ciudad 
de Ka i 'tata y <¿un ta intervención del Representante de la Di- 
rección de Escuelas practicóse la liquidación del impuesto. K1 
total del acervo hereditario ascendía a $ 30, 847. 493.5^ corres- 
pondiendo de esta simia $ l 1 ). 281. 462 a bienes situados en la 
jurisdicción de la Provincia de Bueno* Aires y $ 1 .5írf».(Ml .5o a 
bienes situados fuera de aquélla. Deducidas las deudas de la 
sucesión resultaba un total imponible en todas las jurisdicciones 
de $ '20. (XA. 539. de cuyo importe correspondía a prorrata 
I l?,.?(JJ25 para la Provincia de Unenos Aires y S 1.500. SI 4 
para las demás jurisdicciones. 

Oue la Dirección de Kscuetas líquido el impuesto aplicando 
e] art $?; inciso 7 de la Lev de Abril 12 de 1923, tomando como 
valor de transmisión a los efectos de fijar el |«>rceiitajc, no el 
importe que correspondía realmente a cada heredero según la tlis- 
]«isición testamentaria de ta causante, sino el monto total del 
acervo hereditario - Y aplicando ese criterio llegaba a la coneju- 
sión de que la sucesión de la señora de Duggan dehía abonar el 
S por ciento del valor asignado a los bienes situados en jurisdic- 
ción provincial, por exceder aquél de cuatro millones de pesos. 
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Oue siendo inaplicable i>or inconstitucional el inc. 7 ,} del art. 
déla Lev Provincial, corresponde, de conformidad con la de- 
clarado por la jurisprudencia de la Corte, liquidar el impuesto 
por hijuelas, tomando como 1«se para determinar el ^rcentaje 
no el monto total del acervo hereditario, sino el valor de lo que 
se adjudica!* a cada heredero. Con este criterio sólo debió apli- 
carse a cada heredero que representa el 7 por ciento y no el H 
m ciento, va que el valor de los bienes que les fueron transim- 
lidos no llega a cuatro aitones. ÍM suma de $ 112.3:>6.4-, cu- 
ya devolución se solicita, representa la diferencia entre la apli- 
cación de los dos criterios señalados. 

Que en cuanto al derecho se remite a las semencias pronun- 
ciadas por la Corte en el juicio seguido por duna Juana Drysda- 
lc de Mallirán contra la Provincia de Buenos Aires, declarando 
la iucunsiituciottalidad del art. 39, inciso V de la ley aplicada 
en el caso. 

(Juc corrido traslado de la demanda a ís. 19, fué contesta- 
da a 7s. 27 por el doctor Rolierto Parry, en representación de ta 
Provincia de Buenos Aires, exponiendo: reconoce la 

verdad de los hechos aducidos en la demanda y \ aplicabihdad 
al caso de la jurisprudencia invocada en ella; b) % ue en la época 
tn que fué pa¿# el impuesto incurrióse en un e^ror aritmético 
respecto del cómputo de los intereses. En efecto, dice, los inte- 
reses calculados sobre $ 1.2W.-W0.75 ]H>r ocho meses y ocho 
días dieron un inerte de $ 5.057. Corres t >ondia. en cambio, a 
suma de $ mtereres desde el ® de Septiembre de 

1923 y el 27 de Mayo P>24. fecha del pagn del impuesto. 

En consecuencia, pide se dé \** evacuada la demanda y se 
declare que la Provincia de Bueno* Aires debe devolver la su- 
ma de $ 7S.944.18. con intereses desde la noli f «ación de la de- 
manda y sin costas. 

Oue substanciada suficientemente entre las partes (escritos 
■le ís. 29 32 y 37) la reclamación de la demandada rcsp^toi de 
los intereses, se llamo autos para sentencia, (fs. 42 vUD : y 
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Considerando ; 

Oue reconocidos i>or la Provincia de Buenos Aires los hechos 
aducidos en la demanda asi como la aplicabilidacl al caso de au- 
tos de la jurisprudencia establecida ,M>r esta Corle respecto de 
valor constitucional del art. 39, inciso 7? de la ley de 12 de Abril 
de 192,1, sillo queda 'por examinar el punto relativo a salicr si 
)a suma m ^«élla defee restituir asciende a la cantidad de 
$ 112, .156. 42. como lo pretenden los actores, o si ella debe _ ser 
reducida a la de $ 7S.944. I*. que es la reconocida por la I ro- 
viuda de Unenos Aires a mérito de computar en su favor el error 
aritmético en que incurrió la Dirección de Escuelas al liquidar 
los intereses. 

í Uie a este respecto constan en los autos los siguientes luchos: 
a) causante, dona Marcela j . Casey de Dugpm falleció el 19 
de Septiembre de 1922; b) la suma de $ 1 .399.650 fué transfe- 
rida m *i < k * ,a Naci,Vn ;t Vd lMfwrió " <le Ham * a cum " 

dd ittK» del impuesto a la transmisión gratuita el 27 de Mayo de 
1924. o sea ocho mese* y ocho dias después de vencido el gmtíx 
año del talleciuiiento de la caúsame; c) la suma de $ 97.00-.?- 
fué recibida ,«>r el Banco de la IVovineia |iara la cuenta de la 
Dirección de Escuelas el 22 de Septiembre de 1924, o sea once 
meses y diez días después <le transcurrido el primer ano de la 
muerte. 

Qm de acuerdo con los antecedentes puntualizados y lo dis- 
puesto por la Lev Provincial respeto del pago de intereses, los 
actores debieron alonar los que cor res i h. lidian cuando se hizo el 
primer paj^ 27 de Mavo de 1924, |x,r ocho meses y ocho días y 
cuando se hizo más larde el segundo |Hir once itteses y diez días, 
f >ue entretanto en la liquidación practicada por el represéntame 
de la Dirección de Escuelas el 27 de Agosto de 1924. que en tes- 
timonio ha sido presentada i*>r los actores, sólo acrece compu- 
tándose intereses sobre la simula de las cantidades satisfechas 
,H, r un infrie «le $ 5.057. sin hacer lo propio sobre la cantidad 
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de $ 1 ..W.650 que había sitio acreditada en 1a cuenta de la Di- 
rección de Rentas el 27 de Mayo anterior, iwro. siempre ocio 
meses y ocho días después del momento en que los intereses ha- 
bían comenzado a correr. 

Une los mismos principios de derecho que sirven de antece- 
dente a los actores jura reclamar la devolución de lo pagailn in- 
debidamente justifican y fundamentan la petición del represen- 
tante de la Provincia demandada liara retener el importe de los 
intereses que por error no fueron incluidos o|K>rt unamente en la 
liquidación formulada. El error de hecho no perjudica desde 
que no se ha alegado negligencia enlabie del acreedor f art. 929 
Código Civil) y el deudor queda obligado a reconocer el crédito 
omitido con arreglo a Vi que expresamente determina sobre el 
particular el art. 797 del Código citado. (Fallos, tomo 154, pá- 
guia 85). 

En mérito y de conformidad con lo dictaminado por el señor 
Procurador General respecto de la faz constitucional del litigio 
se declara que la Provincia de Buenos Aires delie restituir a los 
actores en el plazo de veinte días» la suma de $ 78.944.18 mo- 
neda nacional, con sus intereses desde el dia ile la notificación 
de la demanda, sin costas, atento el resultado del juicio y la natu- 
raleza de la cuestión; Xotifíquese y repuesto el pajiel. archívese. 

J, Fu; cero' Ai, corta . — Roberto 
Rkpf.tto. — R. Grino Lavallk. 
— Antonio Sauarna. 
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Don Ramón Cuntían contra ta Provincia de Tunt titán, sobre ra- 
viwtk<tdón de vertientes de atjtta. E Acepciones dilatorias de 
incompetencia de jurisdicción y arraitjo. 

Sumario ', p Xo puede pros¡»erar la excepción fie ineomi>etcneia 
fundada en la vecindad del actor fuera de la Provincia de- 
mandada, sí el exeepcionante tío ha producido prueba ninguna 
en apoyo de mi aserto, tal como lo manda en caso de con- 
tradicción, el precepto del derecho romano incorporado a 
nuestro régimen de enjuiciamiento, rens in e.ecipictuh fit 
actor; tatito más si el actor ha corrolwrado en forma inobje- 
table la información ofrecida en la demanda cu recaudo de la 
jurisdicción de ia Corte Suprema. 

2' La ley número 50 en su articulo 74 sólo autoriza la 
articulación dilatoria fiel arralo para los casos en que el ac- 
tnr sea extranjero no domiciliado en el país, 

( aso: Lo 



Aires, Mayo 15 de 1030. 



Notificado i-l traslado de la demanda instaurada por don Ra- 
món Gu/tnáu conn a la Provincia, de Tucuiuán. sobre reivindica- 
ción de viTli<iiU-s ifc agfla, el rrprvsenlanU' fie la demandarla 
«pone. <ntn- otras cxce|HÍoius f la dilatoria de incompetencia de 
jurisdicción ( fs. 14 1, que funda en el hecho de la vecindad del 
ador . 

l a prueba testimonial producida i*>r el actor demuestra de 
una manera fehaciente «me don Ramón UtzmfÉ tiene su domi- 
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cilio real un la provincia ele Santa Fe. tal conio quedó demostra- 
()n en el escrito de demanda. 

Según se desprende de lo actuado, la ivarte demandada no 
produjo la prue1»a ofrecida oportunamente. Esto, y la falta de 
control a la prncha de contrario sólo puede atribuirse a su propia 
negligencia en la vigilancia de la prueba. 

Por ello opino que corrcsiwmde el revhazn de la aludida ex- 
ección y pido a V. E. se >irva asi resolverlo, 

Horacio R. Larrcta. 
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Buenos Aires, Junio 4 de 1930. 
Y Vistos: I-as excepciones dilatorias de incompetencia de 
jurisdicción y arraigo que opuso la provincia de Tucumán a la 
demanda que por reivindicación le tiene promovida don Ramón 



(¿ue la primera de dichas excepciones, fundada en la vecin- 
dad del actor en Tucumán y no en Rosario como éste lia soste- 
nido, (fs. 10), no puede prosperar no sólo por no haber produ- 
cido pruelKi ninguna el excenc' orante, en apoyo «le su aserto tal 
conw lo manda, en caso de contradicción, el precepto del derecho 
romano incor,»orado a nuestro régimen de enjuiciamiento, rn« rw 
rx, i>iV»</o fti ador: sino porque el actor ha comprado y rati- 
ficado en forma mohjetahle, la información ofrecida en la de- 
mandaren recaudo de la jurisdicción de esta Corte, (fs. 11 y 12) . 

(Jnv, en efecto, don Faustino Velloso (fs. 46), don Francis- 
co Ü. Sanlillán (fs. 47 vta.>. don Hraulio Molina (fs, 5«>. don 
Mclitón t amaño (fs, 00). don Krnesto Wilde (fs. 02), testigos 
hábiles, sin tacha, dando suficiente razón de sus dichos, aseveran 
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que don Ramón (iuzmán está domiciliado desde hace más «Ir tres 
años, ton su familia, en la ciudad de Rosario, de tal manera que, 
aunque los viajes frecuentes que realiza a Tucumán nl>edeccrian 
a la circunstancia de mantener allí el centro de sus negocios, su 
domicilio seria siempre la ciudad de Rosario, {artículo 94 del 
Código Civil). 

Kn su mérito, de acuerdo con lo dictaminado («ir el señor 
procurador GeneraJ y conforme con lo que establece el art. 101 
de la Constitución y art. \ \ inciso ¡* de la ley número 4S. se de- 
clara improcedente la exección de incompetencia de jurisdic- 
ción ; y 

Considerando en cuanto al arraigo: 

Oue la ley número 50 de Procedimientos Nacionales en su 
art. 74, sólo autoriza esa articulación dilatoria i>ara los casos en 
que el actor sea extranjero no d^ntciliatlo en el |iais, lo que no 
ocurre ni se lia alegado respecto del señor Jiwmán. 

[\ir ello, ve desestima también la exección de arraigo. To- 
do en ci»Ma>. Hágase salier, repóngale. Fecno, a prueKi en lo 
principal por el término de treinta días. ( Artículo ley 50) , 

J. KlOTF.ROA Al.tORTA. — ROBERTO 

Repetto. — R. Grioo Lavalle. 
— Antonio Sagarna. 



Señores Monteiunyor y Coiiilwiin contra el Gobierno Sttcimtul, 
sohre tlcvüluetón ( '.« sumos de dinero eobruthis de unís f>or 
dct eeiios de . Iduoiui, 

Sumario: Es necesaria la protesta previa y reserva en el acto de 
pagar los derecho* aduaneros que se consideran ilegales. 
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|«ira tiut* proceda una demanda por repetición de lo jpi&Kto 
en concepto de tales derechos. ( Kaltos, tomo 153. página 350). 

( aso : Lo explican las piezas saínenles : 

SKNTKNCIA M£L Jl'KX KKIíKUAI. 

Buenos Aires, Mayo 23 de 1928. 

Y Vistos: los promovidos por Mmitemayor y Compañía con- 
tra la Nación, sobre devolución dt dinero \*>r impuestos aduane- 
ras indebidamente cobrados; y 

Considerando : 

1" Que la act«»ra manifiesta en su demanda de fs. 4. que la 
Aduana de la Capital le ha cobrado indebidamente en concepto 
de derechos de importación sobre herramientas de hierro y acero 
para artesanos, que son Ubres de dereejios, la suma de nueve mil 
diez y nueve -pesos con veintiún centavos moneda nacional más 
la de trescientos nueve pesos con doce centavos moneda nacional 
sobre agujas, libres fie derechos, y setecientos cincuenta y cuatro 
pesos con veinticinco centavos moneda nacional por diferencia 
entre el 25 % que adeudan por ley los art^dos de composición 
plateada y bronce no tari fados y el 50 % cobrado indebidamente 
|ior la Ai luana. 

Expresa que en el articulo 4 de La ley I! -2K1 rij¡c el caso y 
que aún el Ministerio de Hacienda ha reconocido su obligación 
de devolver lo cobrado en tal forma. Añade que el requisito de 
la protesta fiíira repetir no es indispensable y que proven le !a de- 
volución de lo cobnulo i*»r error de liquidación, según lo dispone 
la ley de Aduana. 

Termina solicitando se condene a la Nación a devolverle las 
sumas indicadas con intereses y costas. 

- 



- 
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Solucionada ta cuestión de com|«tenc¡a por autos de fs. X y 12. 
contesta ta donarais el señor Procurador Fiscal a fs. 16, expo- 
niendo que los pago* de referencia no lian skio hechos por error, 
sino de conformidad con la interpretación y alcance que se rlatu 
a las disposiciones legales |*rt i nenies y asi se explica que no pro- 
mediara proteja según lo confiesa la adora. 

Agrega que no corresponde una devolución que sólo ttenc- 
ficia al importador y no al consumidor y señala que según el 
artículo 14X de la ley S1Ü ( aun salida la mercadería de la Adua- 
na, como murrio cmi la de la actora, no son admisibles los re- 
clamos a su respecto, siendo de notar que el criterio que tuvo el 
l\ K. jmra el desecho de esta clase de mercaderías rige para lo 
sucesivo y no tiene efecto retroactivo. 

Termina solicitando se rechace, con costas, la demanda. 
One la actora reconoce claramente no haher hecho protesta 
repetición al verificar los jagos, pues sostiene que no hay ne- 
cesidad <lc ehV 

Y en el alegato de fs. 4.Í vuelta, indica que "el pago de los 
derechos míe se reclaman en este juicio fué hecho sin protesta", 
por cttva razón entiende el suscripto que corresponde aplicar en 
este asunto la jurisprudencia expuesta en la sentencia pronun- 
ciada p..r el proveyente con fecha Septiembre 17 de 192/. con*i- 
>cgnndo y* tercero. (Caso llasenclevcr v. Nación*, con- 
I-.M- la Cámara Federal en Mayo 7 del corriente año. 




tr "t ¡aceta riel Foro" números Mt\2 y 
Atenías esas manifestaciones categóricas de la actora. acer- 
va de la falla de protesta con relación a los pagos rclacirmados 
con este juicio, pVtwa el Miscripto que no Corresponde hacer mé- 
rito de la circimítancia apuntada a fs. ■« vuelta de que en otros 
casos la actora dejo a salvo mis derechos. 

Y contemplando e*tc pleito, desde el punto de vista legisla- 
do cu las < hdenan/as de Aduana, obsérvase que el reí pasito de 
ta protesta o roer va de repetición aludido precedentemente, no 



lis 

lili JC SUCIA ÜK LA SAMO* 

pugna om l.i establecido en los arts. 42". 4_>7. 42S. 4*>. 433 y 
434 dé dichas ordenanzas. 

Evidentemente, esos preceptos legales permiten al importa- 
u.,r verificar reclamaciones a la Aduana 1K>r errores cometidos 
m su amtra en las operaciones de ¡m,K>rtaci6n. t>cro ello no sig- 
nifica que no pueda tener aplicación la recordada junsprudenaa 
de la Suprema l orre, desde que tales preceptos son perfecta- 
mente compatibles sin ningún género de dudas, 

ÍY,r ultimo, tratándose en el presente caso de mercaderías 
de desecho dircvlo. piensa el suscripto qü¿ a fortiori tiene mclu- 
ideación la susodicha jurisprudencia, a mentó de une el 
art 148 de las Ordenanzas .le Aduana dis t **ic míe después de 
despachado v aplicado el artículo. la Aduana no adnntira reclamo 
nluunn sobre aforo, calidad, averias de la mercadería, falta, mer- 
ma, rnlv., pérdida o semejante. 

\ WÍmTyor abundamiento lo resuelto flor la támara fe- 
deral ei/et citado caso de Hascnclevcr v. Nación. 

Por las cnrusidcractonea tjtie preceden, fallo: rechazando la 
•U manda interpuc ta por Moritcmayor y Coropañía contra ta Na- 
ción, -obre devolución de dinero jugado ,hh- impuestos aduane- 
ros sin protesta oportuna de repetición. Costas por su orden, 
atenta la naturaleza de la causa. Xolif uniese, remugase el se- 
llado y oportunamente archívese, previa devolución de los ex- 
pedientes administrativos adjuntos, a su procedencia. 

Saúl .U. Esi olnir. 



SENTENCIA DE LA CÁMAKA FEDERAL DE A PEI ACIÓN 

Buenots Aires, Febrero 12 de 

Y Vistos: 

- 

m acuerdo om lo resuello por cMe Tribunal en é caso tic 
Hasenckver y Oa. v. Nación, fallado en Mayo 7 de Í9Í8 y con- 
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firmado pf la Corte Suprema, (tomo 153, página 350) ; se con- 
firma la sentencia apelada di- ís. 41 que rechaza la demanda in- 
lerpuesta \*>r Monlemaynr y Cía. contra la Nación por devolución 

d L - lo \»* M&ém éNé**<> s - ctin cr,slas cfc esta i,,s ; 

taneia. k^nganse las fojas en el juzgado de origen. — $W 
}¡ari lK ._ Marcelino Use ala do. - H. A. \'asnr Anchores _ 
/'. Uuw. — Rodolfo S. turrer. 
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Y Vistió: 1i>s del juíeiii Monteniayor y Conqiama comra el 
gobierno de la Nación por repetición de suma* pagadas eti con- 
cepto de derechos aduaneros : venido p»r ablación ordinaria erm- 
ira él fallo de la Cámara Federal tfe Ablación de la Capital míe 
desestima ta demanda: y 

, ■ 

Considerando: 

fjiif. >egún 1" li-iccn untar el Ministerio Fiscal y los fallos 
de ¡ir ¡me ra y secunda instancia, 00 existe la protesta y reserva 
en el acto de jijear los derechos aduaneros que la parte actora 
coiiMch-ra ilegales, lo que. según la jurisprudencia <le esta Corte 
Suprema, es requisito imlispensahlc para que prosperen acciones 
judiciales fie repetición como lo que motiva estos autos. (I'allos. 
tomo 13$. página ¿50>. 

One es eierla la afirmación del actor y recurrente de haher 
argiudo. en alguna parte del jiiieio, la protesta por pagos simi- 
lares antermres. lo que. según el. trietia valor pa*a los Iñigos pos- 
U riores conforme a la jurisprudeticia di- la Corte que menciona, 
a la que puede agregarse el íallo del tomo 154, página 115: pero 
e.in escude observar <|iie ese argumento ik, lo formuló en la 
dunanda ni en o^.rumiilad que permitiera considerarlo incluido 



11E jrSTtClA DE i.a .NACIÓN 



317 



en los términos de la lith iotih^iuth, sino que recién lo menciona 
en el alégalo de bien proliado. í fe. 43 vta.")?. 

Que, a mayor al mudamiento sobre ese punto, procede adver- 
tí* que los despachos en que Montcmayor y GmqKiñía hicieron 
protesta i>or jago indebido — expediente administrativo núnfc- 
rtv 4i \7g _ ,e refieren a mercaderías diferentes y venidas en va- 
IM.res y liemos diversos, t\v aquellos que originan estos autos, 
sin que aquéllos se preocuparan de haceij constar la identidad de 
causa entre unos y otros, en la oportunidad debida — que era 
la del despacho aduanero respectivo — tara el efecto extensivo 
de la protesta. l>el capítulo IV de las < Ordenanzas de Aduana se 
infiere, sin duda ninguna/ que los desechos aduaneros tienen 
carácRr de autonomía, indispensable iara el contralor, aforo, pa- 
go; y asi no es i>osible dar electo extensivo a la protesta cu el 
despacho de "bronce pulido, manufacturado en llaves" venido en 
el vapor "Máuchcster City" en Enero 15 de 1924. {Exilíente 
resguardar derecbos en el desecho de "l«nnbd1as de 
plateado" que vino en el vapor "Hardwieke Grange" 
meses después. (Expediente número 855K) ; pnes el aforo 
indo ser jliiío en el uno lia podido ser injusto en el otro. 



Que no es eficaz el argumento del actor lasado en (pie no 
se trátala de una diferencia de aforo que. según el art. 148 de 
las < Ordenanzas de Aduana, delie ser observada antes de entre- 
gada la mercadería, sino de ta aplicación pura y simple del art. 
4 tW la ley <l™ ^ mK a la nwrcaderia de que se trata, 

de todo impuesto o derecho de importación; pues si "aforo" es 
"reconocer y valuar los géneros y mercaderías para el jago de 
los derechos", es indudable que esa oiwración es indisi)ensable y 



comprende también a 



que, previo el examen y 



calificación t >ertinen!es, se lian de declarar exentas de tributo fis- 
cal. Sobre todo, aquí se trátala de mercaderías "aforadas" y 
justamente la cuestión en delate consiste en un reclamo sobre 
i*u aforo nm.idcrado ilegal y que debió formularse- antes 
entregada la mercadería, según el citado 
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Kn su ntfritf», concontaiites de la resolución recurrida, se 
cmfir.ua con feastas. Há^c salxr y devuélvanse, debiendo re- 
jM.nerse el pkpá en el Jiízgado de origen. 

J. 1"k;ikroa Alcokta. — R. Guido 
Lavaíxk. — Antón tu Saciar na. 



TinmnihK sohrc cobra tic /v**í. li.vecfcióo dilatoria </c ¡alia 
t U- personería mí íi <¡iinamfitnti\ 

Sumará: V Corresponde rechazar la exección dilatoria de taita 
de persptmtídíid en é Úmmémik M el órnente rio Úmm& 
trn -[ue t-1 i«Hler del actor sea insuficiente o <|ue 'el dcman- 
.lauu* no reúne las calidades necearías ,,ara presentarse en 



* U exeei>cióu de "taita <le derecho" n» figura entre 
las 4 »e laxativauieiue enumera el artiettfo 71 de la ley 1111- 
mero 50. 

Ctiso: Lo explica el siguiente: 

| ALLO IH- LA COK t K srPkEMA 

Buenus Airrs. Junio I de lim. 
Vistos y Considerando s 

®m de acuerdo a lo que dispone el art. 72, inciso 2" de la 
l,v numero 50. el recentante de la Provincia de Tuctuuan. jUic- 
£ «Sk W «P» c\ee))C¡ón dilatoria la falta 

,1c jier ¡tonalidad en el demandante. 
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<Jue "faltará la personalidad del procurador, cuando se pre- 
seutasc en juicio sin poder de su priuci|>ar (Caravames) o 
"cuando el demandante no reúne las calidades necesarias jara 
presentarse en juicio", (de la C olina, página 39) . 

Que el representante de la demandada eu su esertio de fs. 50, 
no ha invocad» i razón alguna que demuestre que el j>oder del ac- 
tor sea insuficiente; o que "el demandante no retine las ealida- 
tles necesarias y)ara presentarse en juicio", por lo que resulta que 
la excepción opuesta carece tk- todo fundamento legal, 

Oue aún en el caso fie interpretarse <|iic la excepción opuesta 
es la de "falta de derecho", corno se la califica a fs. 67 vta., ts 
indudable que dicha excepción no figura en las que taxativamen- 
te enumera el arl. 71 de dicha ley número 50. 

Kn su mérito se declara improcedente la excepción opuesta, 
con costas. Hágase saber y re|>óngase el papel. 

J, Figüekoa Alcouta. — Roberto 
Repetto. — R. Guido La valle, 
— Antonio Sacona. 



Fernmirñi #d Otsle amtra fa p?W$ncw tle Hnenm Aires, sabré 
cabro de 



Sumario: 1" 1.a Constitución Nacional y Tas leyes de la Nación 
son la ley Miprema del país, estando obligadas las Provin- 
cias a conformarse a ellas, no obstante cualquier disi>osición 
eu contrario de las leyes o 



2" Teniendo en cuenta la Ley General de Ferrocarriles 
número 287 3. corresponde declarar que la l -ey de Ferroca- 
rriles Provinciales no es de aplicación ti i rige jwira los ferro- 
carriles nacionales, y no debe, i n Consecuencia, prosperar la 



TALLOS DE LA 



defensa hecha i«.r la Provincia tle Buenos Aires, amerán- 
dose en el articulo 104 de la citada ley de 
vinciales. 

Cm&z explican las piezas siguientes : 



DICTA M B N* UIX PHlKTIíAlWk CENT.» AL 



Buenos Airo.., Mario 10 de 19U0 



rril Oeste Ltda. ci-ntra la Provincia de Buenos Aires, Étetw 1«t 
„bjeto obtener de e>ta la devolución tle la suma de cuatro mil no- 
vientos treinta pesos con ochenta y dos centavos moneda na- 
cional, mpm m várnám* rfpmi» » M « ,as 

cuentas de irau*|>orte de personas y carcas realizadas por dicha 
empresa por los conceptos mencionados en el escrito de fs. 23, 
>utna alionada l«ijo protesta y con las reservas consiguientes. 

Declarado el asunto de la jurisdicción originaria de la Cor- 
ir Suprema, el representante de la parte demandada contesta el 
traslado conferido recomiendo los hechos expuestos por la ac- 
tora, no obstante to cual pide el rechazo de la acción por las ra- 
zones expresadas en el escrito de ts. 42. 

Tratada éii esta forma la litis mttestath, es incuestionable 
tm >e trata de una causa ..reinada por divergencias suscitadas cu- 
tre las |«ries con motivo del cobro de las cuentas resumas, so- 
bre las míe la provincia demandada ha hecho relaja» arbitrarias 
amerándose, se^ún dice, en el art, 104 de la ley provmcial de 
íerroearrilo. inaplicable en el caso de autos, regido por disposi- 
ciones de la ley nacional numero Mfefe # ^ ^ mm& 
M de la Constitución. 
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La red de ferrocarriles que la Provincia enajeno a la em- 
presa actora (testimonio de fs. 109 a fs. 140, inclusive), con 
asiento principal de sus negocios en esta Capital, no contiene nin- 
guna cláusula expresa que acuerde a la demandada la franquicia 
alegada, cpie sólo se refiere a ios transportes militares y demás 
efectos o materiales del Gobierno, es|jecificados en la citada cláu- 
sula de ta ley provincial transcripta en el alegato de fs. 142. 

Por otra parte, V. E. ha dejado sentado en sti jurispruden- 
cia, tomo 94, i>ág!tia 396. que la ley de referencia ha dejado de 
tener fuerza de tal en lo concerniente a los ferrocarriles nacio- 
nales, teniendo en atenta la ley general de ferrocarriles núme- 
ro 2873. 

Por estas consideraciones, las concordantes de los escritos 
de fs. 23 y fs. 142 y la doctrina que fluye del fallo citado y del 
publicado en el tomo 143, página 2«f>. soy de opinión que corres- 
jHjndc hacer lugar a la acción instaurada |x>r tratarse de un caso 
sometido a la jurisdicción originaria de V. E., como ha 
do demostrado en autos. 

Sírvase Y. E. así declararlo. 

I/vnic'so tf. Larrcta. 
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Buenos Aires, Junio -I de 

fj resulta: 

Que esta causa promovida i*>r el F, G. O. de Buenos Ai- 
res, versa sobre el cobro de la suma de 4.930.80 i»csos moneda 
nacional que la Provincia de Buenos Aires se ha negado a pagar 
a la Coni|*nua actora. amparándose en el artículo 10* fie la ley 
provincial de ferrocarriles. 

Que dicha suma proviene de fletes sobre jwisajes oficiales 
exjiedidos por la demandada, con destino al traslado de un punto 
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;t otro de jóvctio deportivas, cim las Útiles y elemento* indis- 
pensables sobre lo* cuales pretende aquella tener derechos a ta 
rebaja del 50 c /c. en virtud de la citada ley provincial. 

Que la aflora niega sea de aplicación, al caso, dicha ley, 
por tratarse (te una compañía de ferrocarril de carácter nacional, 
i egida por H lev número y atiene í,ini cttstíMo a-pit-lla 
lucre pertínenti . ta relxija mb lite no está comprendida en sus 
términos, > la demandada, reconociendo los hechos m que se fun- 
da, alega además que su derecho emana del respectivo contrato 
> la ineoinjiHcucia de esta Corte, por cuanto el sith no im- 

Considcrando : 

< itn tratándose de un juicio sobre cobro de peso*, fio puede 
sostenerse i|uc la acción entablada no encuadre en la jurisdicción 
urinaria de esta Corte, ya i|ue ella cor resúmete en razón de las 
perdonas, y su carácter civil se desprende de su propio objeto : olí- 
lener tt pago de una suma adeudada. 

Que en cuanto al íondo del asunto, no existe en el contrato 
invocado por la demandada y agregado a fs. lOí. cláusula algu- 
na en tjue pueda apoyarse su pretensión a la relaja mencionada . 
Otro lauto puede decirse del articulo 10+ de la ley de ferrocarri- 
les provinciales el Vual lió ataña. e:i forma alguna, al caso du 
autos, ni rige para los ferrocarriles nacionales. (Fallos, lomo 
( J4. página á% i . 

por otos i Lindamente», duda la con formulad del represen- 
tante de la Provincia con los hechos expuestos pGÍ la actora y 
ile acuerdo con lo dictaminado por el señor Procurador (ieneral. 
*c declara cpie la Provincia debe pagar a la compañía actora la 
suma (fe 4.«MÜ.S0 pesos moneda nacional, con más los intere- 
ses a estilo de los tpie cobra el Banco de la Nación, desde la no 
tiíicacióu de la demanda, dentro del plazo de veinte días, con 
posto*. N.iliíit|uese y archívese, previa redición del papel. 

J, I-IOT KKOA Al.COHTA. — U, (Wtl*> 

Lavalle. Antonio Saoakna, 
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Compañía de Petróleo de Comodoro Rivadavia contra el Gobierno 
X achual, sobre inamstíhtaonalidud e ilegalidad de un de- 
creto del Poder Ejecutivo. 

Sumario : V Opuesta pnr la jarte demandada la defensa de pres- 
cripción de la acción fundada en los artículos 3986 y 4023 
del Código Civil, prenrede su examen preferente, ya que si 
su confirmación procediere resultaría inoficioso y abstracto 
el pronunciamiento sobre las demás cuestiones involucradas 
i ii la Htis cout estatio, 

* Las gestiones ndministrativas ni sus|>endi-n ni inte- 
rrum|»en la prescripción. I-a ley 3952, sobre demandas con- 
tra la Nación, no es un óbice |>ara presentarse ante b justi- 
cia con el fin de evitar eme se cumpla la preserip :ión , 

Cuso : l.o explican las piezas siguiente* : 



SENTENCIA DEL J1ÍEZ FEDERAL 

Buenos Airea. Abril 30 de 1928. 

: Los promovidos por la Compañía, de Petróleo de 
íivadavia contra la Xación, sobre iuconstituctonalidad 
de un decreto del P. K. : y 

Considerando : 

\v Que la actora manifiesta en su demanda de fojas 11 que 
don J. J. Colombres solicitó en 7 de Octubre de 1912 en el Mi- 
nisterio de Agricultura, el permiso de cateo registrado con el nú- 
mero 2055, año 1912. efectuándose las publicaciones de ley y el 
depósito de un mil pesos moneda nacional j>ara gastos de mensu- 
ra. Dice «pie obtenido tal permiso de cateo. Colombres U, tratis- 
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firió a la adora, tomándose dehida nota tu la Dicción do Mi- 
^SS en Mayo 5 de tót$, y como él 9 del citado, el I». G. ilutara 
el decreto cuya ineonstitueionalidad persigue la actora, el (íoliier- 
iiff- Nacional. i«»r resolución de Noviembre 14 de 1923, confir- 
matoria de la «le Mayo 19 de 1913 de la Dirección de Minas, de- 
claró la caducidad fie su permiso de cateo, la desalojó de la ¡tona 
que ttnía derecho á é5í#HHr en virtud del misino y ta suplantó 
en tales exploraciones. |mr lo que protestó «I forma y obtuvo 
venía legislativa para demandar a la Nación. 

Se extiende la adora en una larga serie de estudios, citas, 
comentarios, antecedentes y reflexiones acerca de lo dispuesto 
tn el C&%o de Minería. sostiene por mandato de la lev. el ce- 
deiite de la actora. jht el luclit, tic haber solicitado d permiso de 
calco, con las publicaciones y depósitos prcaludido* y no mediar 
n^sicion. obtuvo el derecho .le hacer ex] foraciones en husea (le 
petróleo dentro del recinto a que se refiere aquella solicitud. 

Si a de quien >ea tal terreno, afirma la adora que su dere- 
di., es incuestionable, señala que la Nación no del* ni tiene poi- 
qué suplantar a los ¡articulare*; en la exploración y explotación 
de la> minas; expresa que el I". K. no puede mediante el de- 
creto de Mayo 9 de 1913, dentar las disposiciones del Código 
de Minería, pues lia prohibido denuncias y exploraciones que el 
Código concedí , vulneranrlo así los derechos fie la actora y cla- 
riK preceptor fie la Constitución Nacional. 

Indica que tío ha ludido el l\ K. invocar disi-osieiones de 
|¡1 ley A\U7 al flictar ese decirlo. pue> tal ley natía tiene que ha- 
ecr c-u la materia de .pie se trata y las reservas decretadas en la 
.imple forma en que lo hi/o el V. E. ha debido hacerse umea- 
meme por vui ríe expropiación Cüll ta ro^vtiva ley que la es- 
tablezca. 

Invoca un tallo de la Suprema Corte dictado en la causa H< ir- 
ía v. Iktr-uindeguv v luego de Otras reflexiones solicita se de- 
clare ilegal e inconstitucional el decreto del í*. % ficha Mayo 9 
de 1"U > se reconocen <*■ derecho de la artora para /o) Humar 



■ 
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expl< jraudo dentro del rt*f tni< » del |icrmiso de calen 2055. año 
1012, declarado caduco en virtud tic aquel decreto, todo ello con 
costas. 

Contesta la demanda el sumir Procurador Kiscal a fojas 2(\ 
expresando que la actora no In llenado los requisitos que indica 
el Código de Minería, pues >i bien *e depositó la suma de un 
mil i>csos mi>netla nariwial |wra gastos de mensura, c*ta m» se 
realizó. m> se determinó "1 terreno a explorar y nunca se acordó 
el |*nmso de caten solicitado, y por !u tanto, de acuerdo con 
aquel Código y práctica administrativa, la actura no obtuvo el 
permiso de cateo de referencia. 

Advierte que administrativamente solicito la actura se le re- 
conociera derecho para continuar explorando et Ierren. ■. pero e> 
el caso, que no había empegado esa exploración y tal derecho 
nace del jXTmiso que no le acordó la autoridad cnm|>etentc. Agre- 
ya que una cosa es un hacer lugar a una solicitud de permiso de 
cateo que es lo ocurrido y otra muy distinta declaró* caduca una 
concesión. V como se traía, en fin. de un m?ro derecho en ex- 
pectativa y no adquirido, la adora no ha tenido nunca acción su- 
ficiente fiara 

el l>emuso de calco, ha- 
los trabajos de explora- 
art. 28 del Código de Minería o [*>r no 
y comunicado el hecho a la aut- «ri- 
el art. 113 de ese Código. Además, ta ac- 
a lodo derecho al percibir la Mima depn- 
mensura. 

l*or último, la demanda ejerce un derecho |wrsoiial y en vis- 
ta del tiempo transcurrido desde la solicitud de ( íelubre 7 de 
I<»I2. denegatoria de minas de Mayo 1*1 de NU. confirmada i»or 
el Ministerio en Julio 3 de hasta la fecha de la hueri- li- 

ción de la demanda. 2S de Noviembre de 1925. hace notar que 
ha corrillo el pla/o que contempla el articulo 4023 
C ivil para que se opere la prescripción de la acción deducida. 




ción en el 
haberse descubierto 

fiad, según lo 
tora 
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Estudia después el decreto di* Mayo 9 de 1913 y sostiene que 
de acuerdo con Ip preceptuado en la Constitución, leyes 4167 y 
7059 modificatorias del Código de Minería, altos fines de Gobier- 
no y supriores rabones de lisiarlo, el IV K. ha ^nlido perfecta- 
mente dictar aquel decreto. 

Termina solicitando se rechace la demanda, con costas. 

)» One para resolver con justicia la presente causa, dehe el 
SUSCrilO hacer una referencia a las constancias de la prueba pro- 
ducida y |Mtnerla frente a lo que se expresa en la h'tis cotilcstntio, 
Don Justo J. Colombres se presemó en Octubre 7 de 1912 
;t hi Dirección de Minas solicitando una superficie une indicaba 
para explorar sustancias cíe la primera categoría. I~i Dirección 
ordenó el registro de la solicitud y las publicaciones respectiva*, 
en Diciembre 2n de l'Hi. que se realizaron, depositando en Mar- 
zo 5 «le 19 13 el representante del interesado, la suma de un mil 
t) esos memoria nacional a los efectos de la mensiua y demarca- 
ción <le la zuna solicitada. 

En Abril 9 di 1913 se cita al interesado haciendo!? saber 
que se ha dado orden al Inspector de Minas de Comodoro Hiva- 
flavia |>ara que proceda a la ubicación y demarcación de su per- 
mis., solicitado y en Mayo S de 1913 se a^a al expediente un 
documento eu el que Colombres cede y transfiere a la actora lo- 
dos los derechos y acciones que le corresponden o pudieren corres- 
ponder del permiso de cateo de petróleo que tiene solicitado. 

N.iapartTi > " el expediente cu estudio — M 37IX IHiffefWÍB 
•Ir Agricultura de 1913 — «pie la Dirección de Minas haya acep- 
tad., o reconocido expresamente dicha cesión y transferencia. 

t ou úcha Mav.t 1*' di 1913 esa Dirección lio hace lugar a 
1.. H.lieitado. esto es, al i-crmi*o de cateo del señor Colombres y 
dispone la ilcvolución del detHisilo efectuado para la mensura del 
referiflo pcrnusG¿ observándose que a posar de la falta de reco- 
nocimiento o aceptación de aquella cesión y transferencia, se le 
m.riíiea a la actora y al señor Columbres lo resuelto por la Di- 
rección , 



A raí?, de la notificación, el señor l'olombrcs presenta en 
Junio 4 de 19U a ta Dirección de Minas, un escrito anclando 
,lc la resolución efe MayY. 19 de 1913 para ante el Ministerio y 
solicita se agregue lo actuado al pulido de reconsideración riel 
decreto de mayo 9 de 1913, pues ese pedido formulado con los 
solicitantes de otrus permisos de cateo, constituye la liase de la 
apelación que interpone. 

Se da curso a la apelación y previo dictamen del señor Pro- 
curador del Tesoro, el Ministerio resuelve confirmar en Julio 3 
de 1913 la decisión apelada. 

Kn seguida, la Dirección de Minas dispone la devolución del 
depósito destinado a mensuras, cuyo importe rccil>e el representan- 

* * 

te del señor Coloittbres sin observación de ninguna especie en 
Agosto 29 de 1913. 

Con esto, termina el citado cx]>ed¡entc, apareciendo en Mar- 
zo 10 tic 1925 ag regada una protesta de la actora. levantada ante 
escribano público, y una vez enterado de ella el señor Ministro 
de Agricultura, dispuso volviera a la Dirección de Minas, sin 
mas providencia. 

Corresponde ahora examinar el otro expediente, o sea el re- 
gistrado con el número 1612, letra C del Ministerio de Agricultu- 
ra, año 1914. 

En 16 de Mayo de 1914. la actora se presenta al Ministerio 
solicitando se le permita continuar sus traíaos y alude al permi- 
so de cateo "otorgado" 2055 C antieiiiaiido que se acoge a lo dis- 
puesto en el proyecto de ley solirc exploración y explotación de 

tados para el caso que fuera transformado en ley. 

f\u Mayo 27 de 1914 el sentir Justo J. Colontbres. invo- 
can! lo su carácter de ^licitante y cedente a favor de In. actora. 
expone míe como accionista de la aetfjra, viene a confirmar o ra- 
tificar en todas sus lurtes la se ilicitud referida en el párrafo 
anterior . 



■ 
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Informa la Inacción Minera cu Julio / de mi 4. señalando 

qllt el IHTIUÍSI» 

gado y que no hay n instancia fie que 

aprolérlo la transferencia verificada a favor de la actora. ni qué 
se ta haya rcj*iMrado. 

Ajírc^a la inspección en Julio 24 de mi 4. que el decreto de 
Mayo '» de 1**1 5 hiato inútil el examen del escrito de transferen- 
cia que el señor Columbres hizo en favor de Ja actora y asimismo 
alude la iii>(w*ccióu a lo míe resulta del testimonio a^re^ado al 
expediente y hace mérito de que el directorio de la actora iti formó 
m la asamblea general extraordinaria fie la misma, celebrada en 
M,u,i de 1014. que al acudir ante el Ministerio de Agricultura 
ni Marzo 16 de 1914, hizo uso de una "representación vagamen- 
te invocada de diversos sindicatos filiales" refiriéndose "a axicia- 
ciones privadas que formadas por distintos grujios de personas 
que registralian concesiones se unieron a la compEtñta i*>r mutua 
conveniencia de intereses. Tales son las concesiones solicitadas 
y transferida* luego a la compañía por los señores Leach Herma- 
nos. Kcddcl y Justo J. Colonibrcs 4 " . 

Continúa ej informe estudiando el ca*i fiel |iermi>o C J055- 
mi 2 v señala que contrariamente a lo afirmado jHir la actora, los 
t ral rajos en el lugar de (pie se írata habían sido iniciados con 
mucha anterioridad al decreto de Mayo <> de 1913 y quedaron sus- 
pendidos por resolución espontánea fie los interesados. 

í^i Dirección fie Minas adhirió a lal informe en Septiembre 
•í de mi 4. la neutra pidió vista de lo actuado 
n«\ consideraciones que formula un año desj) 
minan los señores JWurador fiel Tesón, y General de la Xa- 
t ioti, ler minándose el tramite, con una vista a los interesados, itn 
t vacua- líi por estos, 

l-.u 17 «le Julio ile l'LM presenta la adora un escrito insis- 
tumi" en ^u> pedidos anteriores: en Junio lí* fie 1 adjunta 
titeo escrito peesfeticudo cu mi» gestiones, hasta que el señor Mi- 
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ni sin» de Agricultura resuelvo en Noviembre 14 de l ( >23 no 
ecr Injíar a Us solicifjgdo. 

.V - QueTle la circunstanciada relación 411c antecede, se des- 
prenden diversas conclusiones. 

En primer lugar, si bien el señor Gotomhrcs hizo use* del de- 
recho consagrado por el articulo 23 del Código de Minería al so- 
licitar el permiso respectivo. corresponde jicmer de relieve que no 
ajuirece en modo alguno que la autoridad eonqwtcnte se lo haya 
otorgado, 

Ei permisn i.í uhíi.\f>t*iiMl>lr h tni / """ ,r 11,1 tls - v " ,íT 
írff/w/o rfc txptoraewn, dice el articulo 24! del Código citado, y 
agrega que el explorador </««' no ohtvmdo é firmúr» 9* M *** 
ttíriihut ]>agará una multa en ciertos casos. 

El articuU. 25 expresa, que 110 resultando oposición y lle- 
narlos los trámites preliminares que indica, se otorgará imnedia- 
lamente el permiso y se procederá a determinar su situación. 
V practicadas las diligencias. *c inscribirán en el corres^ mdicntc 
registro. 

En el Caso de aulos. la autoridad competente, no sólo 110 
otorgó inmediatamente el permiso, sino que )o denegó en furnia 
clara y categórica. 

Xo puede prosperar, a juicio del suscripto, la tesis de la actora 
cuando sostiene que por el hecho de solicitar el permiso de cateo 
y no liaber promediado opwieión. ohluro el derecho cié hacer 
exploración?;» en Imsca de petróleo, etc.. etc. 

La peticiiVn de principio en que incurre ta aelora es mani- 
fiesta, pues si lodo aquel que solicita un permiso, sostiene que 
p.»r tal circunstancia tu ha obtenido, estaría completamente de 
más Iti que dispone el Código de Mineria en !•» ijuc concierne a 
la intervención inelndihle de la autoridad en el oton/awinilo del 
permiso, tal como lo establecen etitre otros, los artículos 24, 25, 2ó, 
2K y 2*J (leí Código de Mineria, concordantes con el articulo 016 
del Código Ovil. 
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fésos artículos hablan (le "tener permiso ú$ la autoridad", cid 
" otorgamiento del permiso", del "utiiríjanúeiitu de la conee>ion ', 
del 'solicitante del permiso", fiel "plazo de duración fiel cateo 
computándolo desde d momento en que se haya otorgado el \KT- 
miso". etc.. y tu realidad, atentos sus conceptos axiomáticos, no 
hay jwr:i (|uc insistir eu que es condición jímé qua non para veri- 
ficar un cateo y lamerse dentro de las exigencias legales, ta «Pe 
poseer un permiso otorgado, concedido, extendido, acordado y dis- 
puesto i « ir ta autoridad respectiva,* 

I : ,l señor Colon ibrcs, como finida dicho, no obturo, no logro, 
lili consiguió el ixrmiso solicitado, y acto continuo de la dene- 
gatoria administrativa de Mayo \9 de 1913 y su confirmación 
Ministerial fie Julio 3 de recibió en devolución los un mil 

lu sos moneda nacional depositados jara mensura y demarcación 
de la /..na soliciiada en cateo, de lo que se infiere forzosamente 
que su gestión quedaba en efecto terminada sin resultado ¡posi- 
tivo articul*» 873. Código Civil — y asentida la denegatoria 
administrativa. 

En segundo lu-ar. observa el suscripto que no ^óln no >e In 
otorgado tal permiso de cateo, sino que la transferencia y cesión 
de torios los derechos y acciones que pudieran corresponder al per- 
miso de cateo solicitado por Columbres, a favor de la actora. no 
» (mm <fe decisión Pítf la autoridad administrativa y hien 

pudiera decirse que para ésta nada significaba la gestión de la 
actora, desde que se tásala en una cesión no aceptada en forma 
\»tr la autoridad . 

Además, cuando la Dirección de Minas dictó la denegatoria 
de Mayo 10 de 1913. la aflora quedo notificada de esa resolu- 
ción v s : e« realidad se considera!* stteesora de ( r nombres, debió 
\ piioV apelarla y en ve/ de hacer tal cosa, permaneció en silen- 
cia, pnr lo i|iie la habría consentido, ocurriendo ipie Colombrc*. 
-u cédeme, ya desprendido de las accione- y derechos í|ue pudie- 
ran eorrcsponderle, fuese quien dedujera aprladón. cuyos resul- 
tados consintió a >n ve/, como queda expuesto más arriba. 
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\.i lia podido, núes, la adora considerar que el permiso de 
cateo solicitado |Hir Cokwtilír^ denegado a este y deferido |n>r 
aceptación del depósito ya estw liado, pfflm pmm la virtud |e 
mantenerse intacto, como si en efecto hubiese sido t »ii irji,uln . 

Si bien tal cosa parecería resultar del escrito de la adora fi- 
cha Marzo lo de U>14. expediente C 1612. se celia de ver que el 
directorio de la limpia adora observó eu Mayo 1S de 1914, que 
im examen práctico de la sil nación la ton vencía de la convenien- 
cia de akmdonar todo requerimiento judicial y optar por solici- 
tar del Superior Gobierno !a devolución de alguno* cáteos, fun- 
dando la solicitud en razono de equidad. , (Fojas 15 y vuel- 
ta, expediente citado) , 

4> t )ue de uhIo cuanto va dicho, se enclave que tío lia habido 
permiso otorgado; que la transferencia de Colomhres hacia la ac- 
tora versa sobre simples derechos en expectativa: que semejante 
transferencia no lia sido considerada o expresamente admitida 
por la autoridad administrativa; que la adora no ha |»dido ad- 
quirir un derecho mejor y mas extenso que el concerniente a 
Columbres; que éste. ]Hir un sintió inequívoco, demostró su vo- 
luntad de desligarse de! pedido de cateo al percibir la suma de- 
positada con fines de su delimitación ; que !a afilora en el supuesto 
de haber obtenido [lermisu normalmente concedido, habría dejado 
transcurrir en varias oportunidades el plazo fijado en el articulo 
2S del Código de Minería eu cuanto a duración «le! cateo, pues, 
como dice la nota de dicho articulo, "si tratándose de la ocupación 
de terrenos de dominio particular y de una ocupación exclusiva, 
es indispensable fijar un limite al cautivo de exploración, deln* ser 
igualmente indispensable fijar un término a la duración del i>er- 
tuiso. U ]HTi>etui.lad un es el carácter legal de las exploraciones, 
ni lo» trabajos profundos y ícemeos, su objeto. I odo en ellos es 
transitorio hasta el momento del descubrimiento, del desengaño 

del asolamiento del presupuesto** ; y por último, que tanto Co- 
lombres como la adora consintieron las denegatorias admims- 

1 ral i vas. 
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Siendo ello asi. no hay para qué decir que rigin en el caso 
jtr®*tltc, las disj»oMcioncs citadas ¿Í*d Código de Mimría, de 
la> que sur^c que la actora carece en absoluto de derecho i>ara 
tireiender el rec»m*intiento judicial del q»c dice asistirle para 
enntinuar explorando dentro dd recinto del permiso de cale*. 
S>SI año 1^12, debiendo asimismo aplicarse el caso suh jttdta\ 
las disposiciones del Códip, Civil que cnutcmplan de>dc su pinito 
de vista la situación de la actora. Tales son los artículos W. 0>?. 
m 9M t 917. W, 3270, 3277. procediendo recalcar que no- 
tificada ta adora de la denegatoria de Mayo 19 de Btt$ «nardo 
mm a su res^to, con cuya actitud se habría colocado dentro 
«k- lo dispuesto en el artículo S73 del Código Civil, si es une alj-iin 
derecho hubiera tenido. 

5' í.Uie oirre>|ninde insistir sobre las condiciones i|tie carac- 
(eri/an ate «esiión del señor CoUmibrcs, conf motándolas con los 
términos del decreto del l\ K. fecha Mayo 9 de 1913. cuya im- 
pugnadón verifica la actora, 

Esa impugnación de una lw>e infundada, desde que 

a.|iiel decreto >c refiere a |wrmisos de cateo tictiMm hasta la 
ficha del deerctn v qtMfidn demostrado que ni Colomhres ni la ac- 
tora tenían prnniso acordado a la sazón, aprestándose el decreto 
a caducar los |»ernñsos aludidos, una ve/. extinguidos los plazos 
^rrc^ndiuucs sin que se hubieran llenados los requisitos a que 
m refiere el arl. ,V» del Código de Minería. 

f iniere decir que ese decreto, en rigor de verdad, lio ha vul- 
nerado tin itóctio Ugitimamenie adquirido |K>r la adora, no ha 
*ervido de fu tutaniento |ara declarar la caducidad del permiso de 
Íleo que *J$ám k actora |*>seia. y no le ha privado a ésta de 
algún derWrio iucori h irado a mi purimonio. ©ramo lo afirma al 
invocar un fallo de ta SupmtÉI Corle a foja* 16. va que se deja 
reitetitlo rjue ningún derechu obtuvo y en cualquier caso se habría 
desprendido voluntariamente de él. 

|'.>t decreto, sido habría fundado las ras*! tinciones adminis- 
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trativas de Minas y del Ministerio tantas veces aludidas, en cuan- 
to no accedieron al i»crituso de cateo solicitado . 

Sobre este aspecto del asunto, cabría señalar que el T\ F. 
al dictar el decreto de Mayo 9 de 1913. prohibiendo la denuncia 
de miliar en la zona de que se trata, se inspiró en lo dispuesto en 
el artículo 15 de la ley 41o7. sancionada con evidente interiori- 
dad al Código de Minería, cuyos preceptos en parte modifica, en 
condiciones análogas a las leyes OT>«K. 10.077, 1U5Ó, 11.357. 
etc. , niodi f icati>rias del Código Civil , ¡ 

En virtud ¡le lo que antecede relacionado con la falta de de- 
recho de la adora, entiende el Jugado cute c* innecesario exten- 
derse en largas consideraciones acerca oY !a constitucional ¡dad de! 
decreto de Mayo 9 de WM¡ y encontrando ajustados a derecho 
los razonamientos formulados |Mtr el señor l'n mirador Fiscal en 
su coiiteMacióu de fitjas 29 y vuelta y 30 y vuelta, a ellos m re- 
mite en esta o|jorlunidad, 

&i Oue el señor 
que la solicitud de cateo denegada en 
importa un derecho personal que no se ha ej 
le desde aquella fecha hasta la de 
Noviembre 2K de 1925, dando lugar a la j 
curres] m ludiente como lo establece el artículo 





En mérito de lo resuelto en alguna oportunidad |tor ta Cá- 
mara Fideral. t i suscripto tendría que eiitrr - a hacerse cargo de la 
prescripción a jnsar de haln-r rechazado una demanda por care- 
cer de derecho y acción, quienes la promovían. 

Kn este caso, estima el Juzgado que no debería tratar la pres- 
cripción de que se ocu|»a el señor Procurador Fiscal, píif cuanto 
no verifica respecto de ella un pedido clan» y |«>sitivo de que sea 
drclaraila pw 1» justicia, conforme lo ordenan los artículos K5 y 
57. iiie. m, df la ley 50.* Mero sea lo que fuere, el suscripto adn- 
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eirá algunas nílesioiies sobre el pumo. | »**r si se llegara a ri tmar 
que dicha prescripción se ha i>|íUesto etica/mente - 

Xada establece s#re el pij$a aludido el CmHgo de Minería. 
\ de consiguiente será íuntosu acudir al Código Civil que "es el 
complemento del Cndi K o «le Minería", pues, "su aplicación Soto 
puede tener hij-ar en los casos mi previstos jwr éste y sin cofl- 
trariai mi texto, mi espíritu y rroitomia. esto es. la unidad y com- 
l.inanñn de su* -lisiH.skii.iie*"". - del artículo 10 drl todito 

di Minería. 

De acuerdo e.m luí sentir, y con lo dispuesto en ei articulo (d 
di-I iYnIíií» «U- rn-veiliiimiit.- df la Capital, el MiM-nptu eontentr 
pía la materia en estudio y decide «pie en efecto, la aclara fo» 
perdido el derecho que i ven t «ahítente pudo tener y que lince va- 
ler cii ¡ni demanda, en virtud de halicr «lejado transcurrir más <k 
diez años sin haber acudido a la juMtcía. 

I,* amcuW &ML .V.M«í. 3'>51. Md, 4023 y encordantes 
■ M Código Civil, rijíeu en este caso, debiendo recordarse que 
seg&l cusíante v reiterada jurisprudencia de la Suprema Corte, 
la* gestiones administrativas no conMituyen acto, ititerrupiivos de 
la prescripcii'.u v -pie la lardaba para conseguir venia legislativa, 
para demandar' a la Nación, m, e, óbice |*ra presentarse ante 
la juMieia con el fin de evitar que se cumpla la prescripción, I ri- 
mo 97. página 357; tomo 111. Rk'ina 65 ; tomo 115. pa^ia 39.-: 
ttiino US. pagina 175: tomo IJd. página 35: lomo 128. papua 
131 : tomo 115. pá^na 230, etcétera. 

l'ara ta aclora. el término e..inen¡sa*fe a Gorrer tlesde May*, 
jíj de 1''13. techa cu que íué notificada de la resolución dene- 
gatoria de la Dirección de Mina, techa (9 M M*m PW* b con " 
siltdó v para el «tifa* Colomhres. MI cedentc. el termino comen- 
tan, á wmm *•* W***> ® »* M» f * ™» 

ffcó ñor medio de apoderado de la resolución innustenal dene^i- 
turía de Julio 3 de PU. I Véase eanjo de fojas ÍS vuelta) . 

I a, actuaciones administrativas interiores a esas fechas, 
prrm^vwtas por la aetora o por Columbre*, ya estudiadas eú con- 
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sitlu mulns anteriores, lio Báií conseguido mixtificar la situación 
oreada en 1 4 >U y t-n ventad >i se aceptase la tesis de la actora. 
desarrollada en su alegato a fojas 55 vuelta y 5<\ vendría a resul- 
tar carente de eficacia la jurisprudencia de la Suprema Corte an- 
tis mencionada, de ipie tas actuaciones administrativa* no inte- 
rrumpen la prescri|H'ión . 

Por las consideraciones que preceden, fallo: rechazando la 
demanda instaurada por la Sociedad Anónima Compañía de Pe- 
tróleo de Comodoro Rivadavia contra la Nación, en la i|ue solici- 
ta >e declare ilegal c inconstitucional el decreto del 1\ K. fecha 
May ti 9 de 1913 y en su mérito se le reconozca el derecho de con- 
tinuar explorando dentro del recinto del permiso de cateo 2055 
C. 1912, cuyo rechazo se adopta en virtud de carecer ta actora de 
derecho y acción jxira demandar y a todo evento declaro operada 
ta prescripción decenal, si se la refutase perfectamente aleada y 
i .puesta por la Nación al tratar la litis y que hubiere asistido in- 
dudahle derecho a la actora. Costas i>or su orden, en razón de 
la naturaleza y novedad de ta causa. Notifíqucsc. repóngase l-I 
sellado y opor tunamente archívese el expediente, previa devolu- 
ción de los dos agregados a su procedencia. 

Sutil M. lisrnJtffá 



SENTENCIA PE I-A CÁMARA FEDERAL 

Bueno» Aires*, Febrero 21 de 1030. 

Y Vistos: 

Siendo arreglada a dtrecho se confirma la sentencia apelada 
de f>. que rechaza la demanda instaurada i*>r la Sociedad Anó- 
nima Compañía de Petróleos Comodoro Rivadavia contra la Na- 
ción, ]iara que se declare ilegal c inconstitucional el derecho del 
Poder Ejecutivo de fecha 9 de Mayo de 
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Aliónense las cusías fie esta demanda en 
Mu Mural — Marcelino Huuhidu. % A. X*i*ir Awh&tm, 
— J. i\ Litmi. — Rotlolfú S. lu rnr. 



FALLO UE LA t'UBTF- St'PRFMA 

Buenos Aires, Junio i* de 193(t. 

Y Vi>tus: l.o> del juicio seguido |«»r la Compañía de Pe- 
tróleo rife Comodoro Rivadavia < Suciedad Anónima) contra é 
í ...bienio Nacional pnr nulidad de un decreto ele reserva iiseal á« 
/.mas petrolíferas; venido por ablación ordinaria contra el fallo 
de la t ámara ladera! de la Capital «pie. coníírman*&i el de pri- 
mera instancia* desestima la demanda ; y 

L\ msiderando : 

( h\t t entre otras defensas, la parle demandada opuso la de 
priM-riivióti de la acción fundada en los arts. » y 402.1 del 
Código CÍVll < f*. 38 vía.), la que lia sido favorablemente resuella 
jMir la> sentencias recurridas ( fs. 75, considerando 6" y ts. 104). 
Procede su examen preferentemente — en et sttb-litc — y a que su 
enfirmacíon — sí procediere — liaría inoficioso y abstracto el 
pronunciamiento sobre las demás cuestiones involucrad^ en la 
fifís n>ntí\stittuK 

pne, según resulta de las actuaciones administrativas del ex- 
peliente letra M. número del Ministerio de Agricultura de 
la Nación, el señor Justo j. Columbres solicitó concesión de per- 
miso tura catear minas de petróleo en C omodoro Rivadavia en 7 
.k- < klubre de 1912. ( fs. 1), previas alguna» diligencias de trá- 
mite, la Dirección (¡eneral de Minas y Geología desestimó é pe- 
dido en Mavo l<> de 1914 ( fs. 23). resolución debidamente no- 
tificada al Directt.r General de la artnru. resionaria di- Columbres, 
v a este último en 3» y 23 di- Mayo, respectivamente, del mismo 
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año ( f>. 2A \ 25 1 ; t i >eñor ( olomhres apeló ante el Ministerio de 
Agricultura en Juiii" 4 ( fs. 27) y la resolución recnrrkla fué 
confirmada en Julio 3, notiíicánclóse el interesado i-n 5 del mis- 
im i me* ( í>, 32 y 32 vta.í, recibiendo la cantidad ile mil |k*his 
«pie haliia depositado runm garantía de s^it solicitud «Ir eaU'o ( f*. 

; en 4 de Mar /o de l''25, ¡a ( mi inania de Petróleo de Como- 
doro líivadavia formuló protesta ante escribano público contra 
el decreto dé reserva fiscal «iü zuna petroUíera. de 9 de Mayo 
de 1913, tle cuyo acto se da por notificado el Ministerio en 27 
de Marzo ( fs, 33 > 42 vía.) . 

QiK. frente a esas constancias, e* ii 
para accionar judicialmente se abrió ron ta resolución 
trativa definitiva, <k Julio 3 de 191 ,V caúsame del 
MiiHiiie la adora, Ks inadmisible la pretensión tk- la misma 
SI k de la expresión de agravios ante la t ámara Pederá!, de in- 
corporar las actuaciones del expolíente C. tí. número 1612 so- 
l.re ■ Continuación di- iraliajos <!e cáleos" "concedidos" en di- 
vergís expedientes y oi>ortumdades, al Letra M. número 37IS 

precedentemente: a) 
concesión de cateo con forme al art. 25 del 

adtpúridoa la Com|>ama de Comodoro Kivadavia; li) jorque no- 
tificada la resolución ministerial denegatoria del (lermiso. tanto 
a Colomlires como a la Compañía en la persona de su común rc- 
presi utante don I*. Rodrigue* Saavedra. en Julio Í de 1913 < fs. 
.12 via.t. dicho señor recibió en prueba de conformidad los mil 
pesos depositada en garamia. *¡ne se le devolvieron ( ís. 
O {Jorque ni Columbres ni ta Compañía pudieron otorgarse. pr»r 
sí y ante sí, un plazo indefinido, de privilegio, para recurrir de 
dicha resolución ministerial, de tal suerte míe en Marzo 1 1 de 
1914. es decir, ocho meses después, pudieran reabrir el .debate 
«lile, según la misma adora, no es de carácter simplemente admi- 
nistran vi i sinu une >c trata de ' actuaciones vitales ipie tienden a 
dar existencia y a |kt feccínnar los derechos consagrados |mr « I 
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Cé#5ü é Minería* (I*, vía ). \*o liay en b U-y. «i la «U- 
tríiwi .>ui la jurisprudencia, lúngim prt-cepto » principio que i>er- 
mit:' mantener abiertos S$k$ tlie recursos de los intensados 
mim las resoluciones contttwíoso administrarivas : y e> i»or cm>. 
,«u tai.tr» d rr-K-ura.lnr fiel IVsor*} y d IWnrador Ceneral «e 
1- Nación <>iimar.m míe las «estiime-, .Id ex|*dtrnU* C, O. ííp 
i ian di pma tfjttkbi) v no U'tfah-s ni c..iwituei..nalr* I fe. SQ y M > ■ 
? p... r.... sin «Unía, d Minian, definió «lidias ^tfottes (K. 
* J . v J.*^ neyó recurro ante d Juez l'Yderal lis. 73 ► ■ 

Qm s.»n arraladas a derecho las prjmidenK iones del tallo 
fe ¡Cut. enihiderandu f»". qiK* la Cámara q dar por reprodu- 
cidas, i>ara resolver afirmativamente la prescripción decenal b- 
\mmm d (l'^itni.- W s" defensa, pues d art. 4U.M 

«Id CMgü C ivil % d caso y desde a 19» t^vha de 
tmeiarida <*c k éffl^Ma transcurrieron con exceso los diez 
■t.V.s X., justo ar-uir con d fajge trascurrido en obten .r 
antori/aciú» «Id lunmv- ,«ra demandar p-rque recién en 4 de 
M ir/u de l'*25 la 1*. milenta aetora hi/.o protesta ante ^cnlano 
¡ llt yi 0l ™ ír la si.pueMa lesión juridica recibida Us. 35 -Id 
u , Unm . Letra M - ««mero 3718). lo que se presume antear u 
L úk demandar: y ,«.r U. demás, nu aporto pruda de 

,; ;iUt tuvhn la ,-MÍon U-jiislaliva antes de 1- diez, años pnscnp- 
turit i> . 

! fue atentas las omelusi.mr, precedentes y eo.no se ex| Tésa- 
te t „'d primer con Oleran, le*, Itp hay o1u>tn en dilucidar las otras 
cuestiones planteadas en el pleito. 

Eli sn mérito \ i«>r la^ consideraciones del fallo recurrida 
(*n lo pertinente. ^ confirma: sin costas, riada la naturaleza de 
la cuestión resuella, liarse saber, devuálvanse los nu«.s y re- 
pátíga^e el papd ante il Jugado -le origen. 

). 1-IOt CKOA AUOHTA, — 1<- <W 1IW 

I.avai-u:. Aston." Sa^amna. 
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( om fainas *h- i'iitotfo /-ir Kcpt'tNitu, Xathuat y Standard OH 
Oh (,V. ./ l. n'ii/i.F iit t'iaz-iuaa di' Salta, imitante sahn 
no ¡mimar. 

Sumario : I - Vn micvn ]hi>ío perforado dentro de pertenencia^ eo- 
rresjioudieuio a una mina, descubierta, registrada y tu ex- 
plotación, no constituye una nueva exploración ni un nuevo 
acto de explotación, sino la continuación de tes trartajus do 
la misma mtiui y son i ; Müs precisamente, lo» que tu* pueden 
suspenderse legalmente, 

2* La apertura & nuevos |m.zos o continuación de los 
existente* no viola, en consecuencia, la molida de no inno- 
var decretada por la forte Suprema, 

Caso : Lo explica el siguiente : 



KAI.Í.O t»t l-A t OKTi: Sl'PHF.MA 

Buenos Aire», Junio 11 de lítttt. 

Vistos: Kl incidente iiromovido i>or la demauilada sobre el 
alcance de los ñutos dictados, en 30 de Noviembre y 17 de Di- 
ckmbrc de PíJS en la causa seguida por las o mif^auíus de giró- 
le.. 1.a kepúMio, Nacional y Standard Oil G* (S. .%.) contra 
la provincia de Salta; y 



hie los autos de no innovar, dictados por esta Corte Con 
JO de Noviembre y 17 de Diciembre de 1 1 >2X. tian sirio in- 
terpretad* is de distintas maneras i»or amkis Sirtes, pues mientras 
la adora sostiene que el propósito de aiptello* "e* el ile impedir 
que |keríort nuevo* pn/ns de exploración en los terrenos de cateo 



340 FALLOS W f.A CORTE Sl l'RKM.V 

fe 

que queden fuera de lo> limites de la> perten* vicias correspon- 
dí uie* a tas minas descubiertas, porque esos nuevos pozos de 
exploración luirían dar lu^ar a nuevos descuhrinueutus y mu- 
vas exploiacionesí la demandada pretende ifgie la prohihición d.? 
innovar comprende todo trakijo de exploración <» ejtpM^&OT 1 ( l lUJ 
ho estuviera ni practica a la fecha tic lus amo de la retereneta. 

f hu la> sociedades actoras apoyan su actitud en rosones de 
orden científico y en el espíritu del Código dit M infria que se 
nuuuíicsta cu los arts. 1.1. 17 y 47 de li»s nuiles se desprende, 
qm |o> traUijos minen is son de utilidad pública y no pueden, m 
o. nsieueneia ser iíttj adidos ni suspendidos sino cuando asi lo 
é*igí H puridad pública, la conservación do las pertenencias y 
la ¿m o t Nistencia de lus trabajadores, sin que olwnen a estos 
eíeetps, reefepadórics •» pleitos reí< rentes a la niiua o al tei#ftn 
que deU- im.M11 >ar. 

( hu ta demandada funda su oposición, en ta inaplieahilidad 
ele los artículo* citados, al caso tuh ¡it*\ y en el propio texto de 
¡as resoluciones de i|lie se trata, las cuales no admiten otra iute- 
1 i- meta que ¡fe conducente a determinar el shitii iftto. es decir, a 
limitar la actividad de las compañías a aquella 01 qne se cncon- 
tr;ilia al momento de iniciarse la causa. 

( tui a favor de esta diversa interpretación es lo cierto, lim- 
en la "«ui>a se Ita creado una nueva situación de hecho sohr;> Li 
cual es materialmente imposible volver, ya que es innegable que 
h adora ha emprendido nuevas obras mineras fuera del alcance, 
atribuid.. !>or la demandada, a W autos de no innovar, deslina- 
dos a mantener la situación legal existente en la fecha de estos 
pronunciamientos. 

i >ue |H*r tanm. y Careciendo de otro objeto las medidas adop- 
tadasTque la -aramia de los intereses de las |>artes, cualquiera sea 
el rcMiltad.. final del pleifc*. el Tribunal sólo debe concretara a 
proveí la sitttacióu de los breante* para el futuro, armonizando 
:i dicho fin. las seguridades ofrecidas por la ley. Ibs he» ya 
proi lucidos y el concepto de W autos m*/' /Wfo& 



- 
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Mut i- de todo jPUIit'i evidente que ést«w ii<» deben entcnder- 
<e con im njma th- prescripción lütfüna del Código «fc Min-ria. to- 
da vez que, ¿WW ¡S¿¡¡ el de & """ I' m * r!l " ^W* 9 
interpretación razonable quev al decidirse que las demandantes 
junlir proseguí mi> actividades actúalo mu realizar nuevo* tra- 
hajos de exploraciones y explotaciones ni la zona litigiosa. >e han 
impidide o suspendido los trabajos de las minas en cuestión" . 

Um al precisar el alcaucí- de esta providencia, "i el mismo 
auto, ge ha dicho concretando su objeto: "en suspenso, como cs- 
lal an los efectos del fleereto de 31 «te Mayo y. |Jor consiguiente, 
en la filiación ile actividad que tenían en los yacimientos en li- 
lijríti las sociedades achiras al dictarse la providencia de t|ue se 
trata, molida qui W) afecta ni mcuuscalvi los derechos e intere- 
ses de las txirtes. que quedan siempre al amjKiro de las {¡aramias 
Urales que les concierne". 

i >m- culi arreglo a estas conclusiones y a lo preseriplo en Jos 
arts. Ú. 17 y 47 del Código de Minería, es lógico pensar que es- 
ta Corte no lia podido decretar medidas violatorias de dichas dis- 
I 'i isici< mes mis| »eudiein li. ii impidiendo el trakijo de las minas 
descubiertas y en explotación, y dclw ni servarse. bajo este punto 
de vista. Cftte' el Tribunal en los autos de fs. 205 vta. y se ha 
referido a la abstención de nuevos tralajos de exploraciones y 
explotaciones de oíros yacimientos, salvando siempre los derechos 
de las conipafiía> de proseguir sus actividades en las "minas cu 
cuestión" o en 'lo* yacimientos en litigo". 

pite, aún cuando tos |h»zo> denunciados ornio nuevos tuihie- 
ran >idn comenzados, después de la tedia del auto de 17 de Di* 
eiembre de no constituirían !a violación stthprcticia y ma- 

liciosa, imputa* ta a la actora. de los decretos de este Tribunal, 
pues. c«mo se ha di mostrado, la prohibición de innovar a que 
ellos aluden, >e refiere a los iraUtjos de "tras minas o de otros 
yacimientos \ no a aquellos que ya se ciieontrakin en explotación, 
ai iniciarse el, pleito, o ti incidente sobre no innovar. 



■ 
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f >iu un iittevii [xiüo. perforado dentro de |>er tenencias en- 
i recudientes a mía mina descubierta, rearada y en explota- 
ción, no constituye una mu va exploración ni im nuevo acto de 
explotación miiu ¡a continuidad fie tos traham* de la misma mina 
y son est^. precisamente, los que ««» pueden sus|»enderse le*al- 

mente 

c >m- esta Ci.ru-. al ik terminar la indigencia verdadera p 
la- resoluciones discutidas, *ó!o ha iH*lidi> considerar la situación 
de hecho existente, en relación al tra1mio de las minas cu litigo, 
dentro de k* cales lO'H t\. UÍW í . v KJO> toda ve/ que 
itiaHuit'i- oír?» apreciación relativa a lo> derecho* de la aetora en 
mentó de ta legitimidad .le las conexione* que ha invocado, 
li.? importar pre^UZgamientO sobre el fondo tkl trii-tl». 

Pur e>to> fundamentos se declara: 1' que las compañías ac- 
loras deten al*stenerse de todo tral»ajo de cateo y exploración y 
es potación fuera de la* minas míe estaluiu en laboreo en la fe- 
cha de la notificación, a ellas, del auto fecha 17 de Diciemhre de 
1^28: 2". que la altura tle nnevo> po*os o continuación de los 
existentes dentro de aquella* mina*, nti viola las medidas dic- 
tóla* i*>r e>ta Corte a ís. |05 vta.. y ís. ¿2K; 3*, míe no co- 
, UNí imde la intimación >olieitada a fs. 5 : +■ míe en mérito de la 
naturaleza di ta causa y de la* cuestiones dq hecho y di* ilerecho 
delcttklas en este incidente la* cintas delieu alionarse en el orden 
causad..: 5 lodü *in pÉfjÉm de tos derechos que a la demandad» 
acuerda el ari. 17. abanado .Y del Codito de Minería. Xoiihquc- 
sc y re| Hincase el papel , 

J i 1-n.ri KOA Alcor ta : m tltsuitndu. 
- — Roberto Kefi-tto. — K. i'*vi- 

IKÍ I .AVALLE . 
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Buenos Aires Junio 11 u> 1930. 

Y Vistos: Pura resolver tí incidente planteado -u.r la pin: 
demandada sulire interpretación y aplicación de la providencia .le 
-n„ innovar ' dictada por esta Oírte a f*. 205 yin.. Üt y A3S de 
lo- amos principales: y 

Considerando: 

(_>ue 110 obstante términos precisas ttffl que se ha <lc tun- 
do la i\uib¡i'm. e! alcance y significado del proveído de na iuno- 
var a que !a prestirte incidencia si- refiere, esti ifctt? 'xir 
la divergencia fundamental de criterio o mi mu- dicha decisión se 
interpreta respectivamente p«w las £rtf$sa en litigio, pues mien- 
tra* ta Provincia dunaudada pretende que no pueden iniciarse 
nuevo* trakn> ni pn^uirse los iniciados en la zona litigio*;! 
por las compañías acurras, éstas sostienen que la prohílmion de 
innovar 110 les impida realizar nuevas t *ploraeione* y explotar- 
las, pues lo único que ese mandan; suspende son los tralwjos de 

cateo, 

i >ut un somero examen de las clausulas aclaratorias de la 
providencia aludida, demuestra que una y otra de las tesis enun- 
ciadas se a-iarlan del sentido literal y dd concepto legal cu que 
el auto de referencia lia sido dictado, 

Kn electo: dichas cláusulas establecen: al que la pmhilii- 
Ción de innovar comprende a los dos panes en litigio, y en con- 
secuencia muñirás tal medida subsista, y con relación a la de- 
manda-la. el decreto de ¿1 tic Marzo ,11' Itt» permanece siispeit- 
: |« en sus electos. ixM& 1*' Italia al instaurare la demanda, y 
rtspecto a las adoras, que pueden proseguir sus actividades, pe- 
r.. absteniéndose de reili/ar nuevos trabajos de exploraciones y 
explotaciones en la zona litigiosa: h) que confirmándose la reci- 
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p 1( . afcl^ariou dr las parir- al n>prct«» c^lfis «* mantendrán en 
la situación nue ambas letiiaii ítl ton-iar-e la ransa. de acncníó om 
los principu*-- y di-p^sii-H-n.--, leual» «nu- rigen al caso. l«w *\uv 
tu manera alguna c< nit r;i- lit in la prohibición de mu realicen nue- 
vos nak'ijn> dr i vploraeióii y explotiemu de l"* yacimientos li- 
tigioso:^ : t » une di ta actividad que -.onservan las cornalinas acto* 
tas pitra proseguir Jos trabajos ya iniciados al dictarse la prm-i- 
dencia i|in- m"' nata. no *t atetan ni uic»osch1«mí los derr-choü 
i intereses 4$ fes panes. i|iu- «jmtlan siempre al amparo de las pt? 
tantias légale- «-ue les eoncienu n . 

I hu- atenta Ta r#t^,*íón y claridad íJe las diSf^ieAoues rcta- 
* t. -ti. nía-., no cabe la intrrprci;tción m gün la cual no pidrian pro- 
Mguirse Íqü traliajos iniciados, ni procede la deducción de qie se 
pueden emprende! nuevos traba i os mu excepción dr los de cateo. 
"*\< innovar" constituye una expresión ¡íilcrgi ver sable t|iie en el 
Unguajc como en el concepto jurídico significa dejar las cosas eo- 
iti* , estallan ni un momento determinado - ■ eti el caso, cuando ÉE 
dietc» el ani«» c"rrc>|ioiidtetuc y es evidente <|ue en tal« cir- 
cimstanciaK estab.m en Mi*peuso la- dT>|Hisiei«itie> riel decreto de 
,q .U Mar^ü. y así quedaron como no es menos evidente '|ue los 
trabajos dt la* minas éMaMti tu actividad y Mil tnihtt¡os asi i>o- 
dian o intitular, peni no emprenderse otros nuevo» destinados al 
mismo Cíti de latosos de 1:» minas, Lias obras iniciadas, las que 
i ,ial>an en ejecitcióni tales emrib instalación de maquinarias, loiis- 
■inecióu dt caminos, desmontes, perforaciones etc.. lian podido 
o ni ¡miarse eoncluir-e y c\ploiarse ptrCf la íacuítail de realizar 
nuevo? iraliajó^ y otras míe las que estaban en ejecución 

ItáM&ft imjH-rtado que la pnife^icióii de alterar el eétaíbiJe Ue* 
enana sola KntniH regido para la Provincia demandada, emu» lo 
¡ -n*t elidió mi contrallarte y no le fue acordado. 

< Ule tle conformidad con !■■ ya decía ra* io por e-ta i **rte en 
d auto de ís. ,US, corres|>onde rraíinnarlu, estableciendo m:.* 
llb r> i\acto i|u- la »tlili!*ación tic las actor»* de abstenerse «!c 
■ jtcutai nueva> obra- y nakijns en la ROÍta Htijíiosa. culture lo> 
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pírcelo- tidales une se invocan, íarts. 1.1, 17. 47 del l ódij^i ilje 
alimri. V- Al prescribir las disposiciones citadas que tos t ral fijos 
minero? i-visten el carácter de ütílidad pública y no pueden ser 
impedidos tí suspendidos, no conj^ptía un postulado rígido y ab- 
soluto, GfSOfi míe la misma ley enumera los casos eri <|» 1 ' »° cs 
aplicable: y m bien e> verdad <jne ul (le autos no está compren- 
dido en ninguna de esas excepciones no es menos curto <|ue fe 
interdicción relativa a Éo^ nuevos trabajos, no los "impide" ni 
hw&m$£% límitám. tf* a restringirlos efl ía medida de extensión 
v ile tiempo requerida i*>r una formalidad procesal, qitó si no 
lucra de utílidatl púHic. como fes minas, es de orden público 
o -mo t...|,i lo que atañe a 1. mejor actuación de la justicia y a la 
más eficaz aplicación de la le- . 

10 apta aclaratorio citado. *'"iiuió, pues, con exactitud este 
punto, al oiahlcecr (júe en él se Ita'úan observado lo> principios 
y di-poMeioiic* Urales <|iic rí^c-fl el e;i*o, tmla vez — agrego - 
i|iu no puede aceptare como interpretad in razonable rpie al de- 
cidir-i *\w las demandantes pueden prostgur sus actividades ac- 
tuales, sin realizar nuevos trabajos de exploran- oes y explotacio- 
nes en la zona litigiosa. >e hayan impedido o susp* <dido los tra- 
liajoa de las toínai efl cmstióu. luciendo mB>m reten -u-ia a las 
dispon-iones del nri. 47 invocado, al expresar .jue la medí.: dic- 
tada uo afecta ni menoscaba los derecho-, e inu-resc* -le las par 
u>. .[tu puedan siempre al amparo de las ¡^aramias jefalcs o- 
i res] h ludientes . 

IVr lo deina>. de la írasc final riel autii é¿ Ut 3?Íi M 1 '*' : 
* IVtu abstenerse de realizar mu vos trabajos de exploraciones y 
t flotaciones dt <ffr*W v«r -imu'ulos". etc.: n>> puede hacerse méri- 
to para deducir el concepto iptc se le atribuye, pues >e trafi de 
im crr-ir de hecho cspresanuute salvad" en el apartado íegundü 
■ le i auto de ís. ,*JS. 

(Jui de lo aiUeriormeiilc CXpUCStO se deduce: une la- n.m- 
parnV adoras han podido coulininr los jJO&ólÉ en perforación a 
la techa del auto de no innovar, asi cuino proseguir demás tni- 
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bsúm i»l ejecución ett c*a lecha : p**b pétím* nuevamente 
mm nj ( mi.rtnikr tí iniciar 0tm wM*$* *0¿&1&m ta misma 
determina» ion en enante. a las e^oWofcSS ^ la producción mi- 
111' rí" &M mida. 

nt >, si* declara : 

[P One la> comi<mi;i> acun as ¡mer|»rciau<tó erróneamente la> 
1 l»>,H,>iciniHs m deeren- mmk <*? esta iiiciiU-ncia. han extrali- 
mitado ¿ni dereelu.s al p0<mt y apiolar según resulta <te la 
prueba ,1c átttóS, IOS <fc l^róle». Loiniia> 11, 13 y 14 un- 

ejattos v coiféiruMos con twerinriifcul a la fecha .le la provitleft- 
da de i)» innovar, íp t|SW implica una violación de la misma. 

p !j ut eñ tó -uee>iv.. las adoras dchen abstenerse »le » ,k1u 
trabajo en las condiciones que quedan especificada*, sin que la 
feMK¿Ítíílidad ílc nulificar la situación material creada al respLCio, 
aírete a los derechos que la |*me demandada pucíte hacer valer 
de acuerdo con lo que presenl-e el art. 47 del Código de Mine- 
lía y lo ifie expresiu k* m$W & & m proltado a U 1-V y m 
ilt este incidente. 

3> Las ti&pte se. pagaran como se resuelva al dictarse el íalh- 
en li> principal. 

lomuniquese y reponíase el papel, 

| . I-mi i.miA Alvurta.. 
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Üm fK.iiti fituífíhtn contra ta l BStkfflA &7 Jnhihuit^s y 
Ilusiones t/r liiup ¡unios i^rrm iarios. sohrc th vohuio» $e 
tipitríi'S, 

Sumario: Los U'iu fkii»> acordado* por los artículos _M y 24 de la 
ley nimunt 10. W contemplan la situación de tos emplead»* 
vi obreros ijfcié <* miren áfel sirvkto □ queden cesantes y a 
imiciic* ni» k$ asÍM*u derechos a una jubilación de la> (|UC 
-lidia ky establece : es decir, irala de Iwurtici^s de una im- 
portancia menor. 

Si tu es precedente limitar l*v.s servicios a los efectos de 
una jubilación >e enerva el motivo de aplicarla a un caso de 
m(kdmi¿aciÓu t pBü|«i <pe & ckmeiiial i\\w el (ftte puede ío 
más. puede fe menos. 

ú:so: \j* explican la* piezas signicntes : 

KKSOt.L'ClÓN l>K t. \ CAJA KF.ftKOVlAHlA 

Bueno* Aires*, Septiembre 10 de 11Í2ÍI 

Visto: Une el ex emplead» del Kerrecarril Central de Uik- 
n»*. Aires, clmi I Wffl HarMaccí. solicita la devolución de los -a\**v- 
m efectuados para el fondo de la Caja. amparándose cu la dis- 
|K)siciiHi del articula 24 d.« la Uy numero HUóU: y 

O rtfóifknuidó: 

Une las certificaciones producida* acreditan ipie el postulan- 
le presto servicios en el Ferrocarril de J Wie.no> Aire;- al Pacífico 
dtsde el 25 (fe Noviembre de 1912 basta el 25 de Kncro de l f »K 
en ti» Ferrocarriles del Estado desdé el 10 tic Febrero de l'M» 
1i;iMa el \7 de I liciemhrc de dc*k ti t* fie Abril fie IIÉÍ 
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liarla el 25» de DiciennVe del minuu aun. fechn en (jtié renunció, 
v en el í*ern»carril de Buenos- Air-s, (fetüe él U de Marzo (k 
1911 hasta el $ íte 1'Vkrcr.» de l'.L"). cu *\»v ^ te declaró cesante 
[ir.r titi rctuu-ri^ • sus séfy$cj¡$S> 

<jm el derecho a la devolución de iru-s t-n &te ca$d 

■ mt da" justificado |>ur la eoanlia del 13 dr Felirem ppfajfc en 
virtud de haWr>e decretado |mt una ¿te las cláusulas previstas jinr 
e| urt. 24 va invocado: y tal cireuiwancia plantea una cuestión 

■ Ir interpretación en áérito á los ¡hwu-s que delum devolvere al 
inutesado. 

f >uc como criterio inurprciativo del precepto del articulo 
_M di" la fey. delie átf&m i*rícelamente e^blecMo qfe. fcíi el 

de servicios diseontthtó m uuc medien retías del si-rviein 
anteriores por causas extrañas a tas qtte píewe el referido artículo, 
el derecho <jiu' pueda nr finarse p^r ra/ones de la úUinia cesan- 
tía rtü inu.lt- tttícr efecto reinweiivo ru* rt vivir situaciones en que 
por la causal del retiro I*»»» #ed¡tf lucra de las previ- 

siones de la lev: v. por el contrario, in- derecho delvc limitarse a 
ios de#«etitox :4mt|íreniHdos é« el wttln^p #ft» : :4e «ervici.*. 

Otic esa restricción £s indinutiWc m se observa «pie la am- 
plitud <k Jttá i fecois de una cesantía om respeetu a ciclo de ser- 
vicios anteriores. imiiortaria sentar la dotttltá de <(ue la rcincor- 
P «ación rk-l empleado trae aquejado. £0 cuanto a la devolución 
di los aporter, la modificación total de las situaciones jugadas 
y ¡K-rniiiv. |KK ende, la liquidación de toda> ia> Stttó agriada* 
para el fondo di [WláeJoíies fon pr;'sc¡ndciir¡a al.^luta de ee- 
s fójjgfe anterior*-*. icm> qtíe lio |»ieílé fundare til nnu;uua di- 
¡WiskiÓn de la ky y inte contraria a la comouna tle la itistl- 

t lición . 

lisios t undaiur.it.. atento h aconejado ¡jor la OjAt 
uÓtt de Hacienda y de conformidad eon lo acordad.. por el IV 
reettirlti cri síí sesiSn del M de Alisto 04*40; 
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Se resuelve: 

1" l'revia ¡lUervi lición detomaduria, ^ucv por Tesorería 
al ex empicado del few carril Central de Birtiios Aires, don l)a- 
virl llattolaei. la suma de ireseiemus ochenta y siete pesos cu 
quince centavos i$ 3S7.15 moneda itfMb impon* descoma - 
dífcde sits%tl*ePes pura el fondo de esta Caja. rtevojtieMtj le 
enrresp.ui.le en mérito a la liquidación de ts. 11 y en virtud de 
las constancias de 

J" \\uui<|iie>e al inuresadn. Haciéndole «iÍht mtc la devo- 
lución ile aportes ímpnrtSi la pérdida del derecho a la eomputaUe- 
lidail di tos servicios prcMadus. |«i>e a l'muadiiria a -ii* efectos 
y archiven . 



SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL DF. APELACION 

Buenos» Aires. Abril 11 <te ÜLin. 
Vistos y Considerando : 

Kn la resolución apilada se lia reconocido el derecho de líar- 
lulacct a la devolución fie sus aportes. pero limitándolos a los qne 

rn sponden al íi! limo ihtíikIo de servicios presimlos en el Kerm- 
carril Central de II líenos Aires. 

K1 Directorio ile la t aja lia resuello excluir de la indemni- 
zación pedida ■ prevista en el art. 24 de la ley número Khfi50 — 
Ir ajmrtes el ect natíos por Itartolacci mientras fué empleado del 

1 t nucarril Huellos Aires al Pacífico y tle los Kerroearrilts del 
Estado y ctift exclusión ha motivado el recurso pendiente. 

Hila >e funda en una interpretación del referido artículo ¿4. 
sosteuiéndost que atando se traía de .servicios prestados durante 
distintos período*, involucrar lodos en el último lapso a los rice- 
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tos é la indemnización, importaría estaUeccr que la reiucorpiH 
ración trat aparejada la moditieadón de situaciones juilas 
oni motivo d€ cesantía* amerions. 

Uí& Ixneikiw a^wétffc* É»ot ln> :irl> 23 >' " M ,u * 1:1 k * y t ' 011 " 
¡mptea la soñación iíc los empUado. u olircru* t|ue se retiren 
,lel servicio o pueden chantes y a i|uienes. nos les dere- 
chos a una juliilacnm de la* «ue 1» citada ley establecí i.; es decir, 
H traía de IfcMáKeíos de una hii|nirtaiicia menor? 

Eá indudable ipie si >n Unjar de tratarse del Wneíieío cmi- 
u tupiado en el art. 24. el J$ft /im/kv sr refiriese a una jubilación. 
,1 eonunu.. de servicios se ludria extendido a twlos los que el 
emiil ado tuviera prestados, sin limitación al último ciclo, ^.nme 
¿I lo preceptúan los arts. 2" y 2h de la citada ley ; "del*-™ com- 
putar tu Lodos los casos los servicia anteriores a la vigencia de la 
presente lev . . .". establece el art. -* y *ólo se tomarán ejl cuen- 
t:- M servicios etVetivos. aunque fmsni discont¡m»>s..:\ i-speei- 
íica el an. 26. 

m ello se infiere qitt si lió es prmtdenie limitar los servi- 
c5ttS a efectos de una jubilación * enerva el m-tivo de apli- 
carlo a nn ca«« de indemnización, puestn H ue es demeutal «|ite 
él qué puedr li) más. puede lo menos. 

I'.m estas cousuleracioiies, se revoca la resolución apelada de 
t\ 1 > en la parte «pie lia l^lido ser materia del recurso y en 
Cór^l* «e acuerda a don Uavid Bartmaeet la devolución 
(!l ;Ll , tr te. solicitada sin la limitación impuesta por el lurec »r.o 
de la t aja . I >e vuelvan sin MW trámite. ■ - Usé Mm& -U.i» - 



ínn.wii-x nn imkh ihaook iikm:rai. 

Buenos Airt*. Jimio 5 de 

Snpruna forte: 
K,i la causa >ohrc devolución de agries ...licitada de la Ca- 
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ja Nacional de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferrov ia- 
rios por don David Hariolacei. lia sujo m:ileria de difusión hi 
interpretación de dU|H>siciones comenkUts en la Uy número 
10.650, hahíendo sido la decisión final contraria al derecho in- 
vocado i*nr la taja, fundada en dielia Uy. 

Existe, asi el caso federal, y de acuerdo con lo resuelto |mr 
\ . F.. ni ca*o> anákw*. d recurso c\i ra» írdinariu de apelación 
procede, atento lo dispuesto puf el art. 14 de la ley mimen, 4S. 

Ha sido. núes, en mí opinión, bien concedido jura ante V. 
É, Fu cuanto al fundo del asunto, adhiero a lo resuelto fa 
t ámara Federal $ge acuerda la devolución iie.1i.la sin la liroi- 
tación impuesta por la t aja. to que. a mi Jtiieto. se ajH&a a la 
letra y al espíritu de las gruñentes d¡*i«sickmes de la ley .pie 
rige el caso. 

Soy, por ello, de opinión ipu corresponde coníirntar la 
sentencia apelada «i la parte i|ue ha pd$ÉS ser murria del t& 
curso. 

I tori to A'. / umM. 



1-Ai.l.o nr: M tOkTF. SUPREMA 

Buenos Aires, Junto la de l'JSO. 

Y Visto:-: Los del juicio Bartolaccí l>avid contra la Caja 
Nacional de Juhilaciones y IVnsioiirs <le F.mpteados y i Hireros 
Ferroviarios in.r devolución de aportes; vniído por recurso ex- 
traordinario contra el fallo de la t amara Federal .le Apelación 
de la Capital une íiac lugar a la demanda f y 

* 

Considerando: 

ijw la cansa de egreso del ohrero o empleado que justifica 
la devolución tic aportes no es, solamente, como pretende la t a- 
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ja, la eliminación pea imucoidail de mtvícu* >in<> »|ue tam- 
bién pror<d< |Hir renuncia voluntaria 1-11 ea-os de teiu-r ma- 
-U cincuenta años tk M-rvieio-. tari. Uy 10,650) : de manera 
ijiu Uxfo la argumentación Eór^itda en la exiirr-nw de agra- 
vios m ota iu-taneia a k»>e de esa única base ifc iu.kmnizaeión 

Que, romo juMrimeuu- lo expresa la Canora ir </m'. lio *e 
c.neilía el crin-rio .k la ley. ^vpresaiiieftfi! fíj¿$lo en la uu>ma. 
üf anuuuhr servicios iuu rmittiiMi i>ara acordar jnlulaeión 
tjiie es lo mas (anv 2 y 2*n con j! <&S? | Caja le au>l»me 
a ta inicua releen» ri la iuilein ni /ación |mr devolución efe apor- 
tes que es¡ io nuu<.> - es dectf, seeeíotíftiído sin vincula dfe 
o.iuimiálal. servicio* interrum^dos |«t minucia «|U<-. *dvo 
P^Iki mi contrario. ,k-l w ^limarse Como determinado t *>r tte* 
rt -M.UuU> - nrcuiMauci:^ qiu- no quitan el carácter de |.úl>he» 
al serykio níe*í#i al ferrocarril m cada una de las eta|»a>. 

I',»- rJUi. la* otUMderaoiom> ife la r^cdiicióii recurrida y lo 
m liñudo i-« el s«í'"r IWurador Uneral. sr confirma en euan- 
l k, podido >. r niateria del recudo. tfftfMf ^alu-r y di vuélvan- 
se (os aut"- 

J. l'H.t J K.M AlLlRTA. KOMÜTO 

Uimru. K . tiritm Lm \i i.k. 



K1 articulo 3ft inciso 7" de la ky de la Provincia dr 
Hueñi» Airo, de 12 tk AKril dí 1"-^. so%S trasuiiMÜn g&<- 



■ 
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tuita de 1 tienes, vulnera el principio de igualdad en el iin- 
juu-ti-. o m varado |nir el articulo 1'> de la Constitución 

Caso: \m explican la* |kva> >ii;uiciues: 

DICTAME \ DJ:i HKm I RAIXJÜ i. i:\ER AI 

Btuiu* Aires, Muyu 17 de 11+3(1 

Suprema C rine 

IWia Mana Cristina lít rí-tuvu de Vednya l'eriMayu, duna 
fose lina l'eri>iavu de Pujol Vedoya \ doña Mercedes HeriMayn 
de Schlieper. demandan a la Provincia de Bueno> Aire** por \h- 
volueióti de una Mima de dinero pagada. üWgtltl las acoras, in- 
di Indamente ni concepto de impuesto a la trasmi>um n cainita de 
bienes, de acuerdo cun las prese rípcíoiie> de la ley vidente en di- 
cha Provincia solm- Papel Sollado, en virtud de l i cual la liimi- 
daciñn de! impuesto m ha verificado tomando en cuenta, a! apli- 
car la lasa progresiva, un el monto de caria lujada, sino el total 
del acervo hereditario. 

Sostienen las actoras míe el gravamen cuyo pago se les ha 
ex tritio y ipie ellas han verificado lia jo protesta, según consta en 
autos, es viola torio del principio de igualdad impositiva que ga- 
rante el art. de la Constitución Nacional, 

l\a Provincia contestó la demanda reconociendo la aludida 
inconMiuicumalitlad. 

1.a cuestión, ¡mes. de derecho planteada en la presente cali- 
da no difiere de la remiel ta ]ior esta Corte Suprenta con fecha 
18 de XovíeniUre de VU7 en la causa seguida Contra la misma 
Provincia de Buenos Altes por don Juan H. Urysdale (S. C. 
N\. 14^:417». 

V. K. declaró en * lia la íuct.iiMitiu ioualidad del impuesto 
aplicado. 
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IX- acuerdo con < lie ha sentencia soy de opinión que corres- 
ponde mantenerla, aplicándola al caso de autos, la referida doc- 
irina de V. E. 

Horacio K. Larrm. 



FALLO riF LA CoRTK SUPREMA 

* Buenos Aires. Junio 13 <le 1930. 

^ Vistos ; lisia causa seguida intr doña María Crimina He- 
iMayn <le Vedova lleristayu y otras contra la Provincia de Bue- 
nos Aires sobre cobro de i)esos i>or inconsiuucionalidad del im- 
(UiestU a la herencia, del cual resulta; 

Miu a ís, 10 comparecen los doctores Kolwrto A. Solá y 
Carlos A ¿ Fernández t'n representación ti primero «le <loña Ab- 
ría Crimina Berislayn de Vedova lleristayn y el seguido de 
tlofia Josefina Beristayn de Pujol Vedova y de doña Mercedes 
Beristayn de Scbliqier deUiandatido a la Provincia de Unenos 
Aire* para que se la condene a ta devolución de la suma de pe- 
sos 54. S1 1.50 con intereses y las costas. 

n U e mis representadas son herederas instituidas en el tes- 
tamento formulado por don José Justmiano licristayii y cuyo 
juicio testamentario tramita ante el Juzgad* a ear K o del ductor 
Roberto Uasavittiaso, secretaria del doctor Castro. Habiendo el 
cansante dejado bienes en la Provincia de Buenos Aires, la in- 
acción de Kscuclas practicó la respectiva liquidación del im- 
puesto a la trasuuusión gratuita, la cpie fué objetada i>or los he- 
nderos. [Jorque en lu^ar de haberse aplicado el inciso / ' del ar- 
ticulo 3/ ( ¡e la by. cuya eonstitueionalidad desconocen, hubiera 
,kbúlo aplicara eJ porcentaje í[\k de acuerdo con la es;ala del 
nrt. 26 corresponde al monto de cada hijuela y no at total del 
acervo, como fué hecho. 

One la diferencia entre lo oagado y lo .pie en estricto dere- 
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clio corres|»oiKÍe resulta de la operación aritmética que practica 
y según la cual sus representadas tienen derecho a reclamar la 
devolución de $ 51.403.2S en concepto ék impuestos y $ 3.408.21 
en concepto fie intereses, o sea un tutal ti? $ 54.811.50. 

Que corrido traslado de la demanda a fs. 28 lo contesta el 
doctor Rolierto Parry en representación de la Provincia de Hue- 
llos* Aires, exponiendo; a) que su parte se aviene a devolver a 
los actores el excedente que abonaron por concepto de impuesto 
a la transmisión gratuita de bienes acatando así la jurispruden- 
cia de la Corte : b i que los actores incurren en ?rror material al 
sostener la aplical»ilidad del 4 %. cuando en realidad corresponde 
aplicar el 5 % de acuerdo cou la disposición pertinente de la lev 
Provincial . 

Une ca<la uno de los actores alionó |*»r impuesto c inten - 
ses de diez meses at l /¿ % la smm de $ 35,982.32, cuando sólo 
debió alionar j*>r el 5 sobre $ 428.360.97 y lt* intereses !a 
sunui de $ 22.488.94. siendo la diferencia entre aquella y esta 
cantidad o sea $ 13.493.38 la que (fcbe serle restituida a cada lina 
dé las actoras: en conjunto la suma total de $ 40.480.14. 

Oue conferida vista á las adoras la evacúa u fs. 33 expre- 
sando: al que sus representadas aceptan que la liquidación del 
impuesto se debió practicar imponiendo el 5 % Htbre $ 428.3iO.97 
y no el 4 % como lo lian sostenido ; 1») reconocen asimismo que 
los intereses se debieron abonar sobre la suma de $ 21 .418.04 al 
y 2 % mensual i*ir ej término tle diez meses. •> sc:t la cantidad 
de$ 1.070.90%. 

Oue las adoras, m cambio, no entilan conformes con la 
suma de $ 35 .982. 32. que el representante de la Provincia, dice, 
han alionado en concepto de impuesto porque, como lo demos- 
traran, cada una. ha pagado jmr capital e intereses la suma de 
$38.541.01 

Oue a fs. 34 vta. abrióse la cansa a prueba pn «luciéndose 
la que expresa el certificíido de fs. f>8 alegando sobre su mérito 
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Sólo la luirte demandante a ís. 74, a ís. 79 vta. se pusieron M 
autos ul despacho; y 

Considerando: 

< p t|e la precedente relación de la cansí se infiere que la 
divi-r^ncia Mitre las m&m y la Provincia de linenos Airo 
ha quedado reducida a un üoto ptíüto y es el de sal>er si la suma 
abonada a la última por 1.» heredero, fué como éstos lo afir- 
man de S .01 o si ascendió solo a la cantidad de $ 35982 32 

como lo (líe* la Provincia. 

í^ue con l<»s testimonios gorrientes de fs, 56 a ís. 63 ha 
qtttítado demostrado los herederos tle don José Justmhno 
litristayn abonaron en concepto de impuesto e intereses a la Pro- 
vincia de Buenos Aires la suma de $ 384,721 .85 %, 

( >ue coa los documentos traídos a los autos agregados Úé ís. 
5fi a 7.0 v ís. 61 a fs. 62 vía. se comprueba (pe ca|a um de tus' 
arn.ras pago a la Provincia de Huero* Aires en concepto de iiu- 
piuít., e intereses la suma de $ 38.541 .05 y no !a cantidad me- 
Wt de $ 35.W.32 cumo lo ha sostenido el represéntame de 
la Provincia. 

One si pues lo alonado en concepto de impuesto e intereses 
por cada heredera toé de $ 3X.541.05 donde lo une legalmente 
correspondía eran $ 22.4ii8.94, es <le toda evidencia que 4 im- 
porte de lo epte delie restituirse ascietwc a la diferencia entre ta- 
les cantidades o sea $ 16,052.07 por heredera. 

Qut como la Provincia de Unenos Aires sólo ha depositado 
efl calidad Üé p^gO para cada una de las actoras la catitida^ de 
* 13.4W.04. (alta |>ara completar la devolución a que ellas tie- 
nen derecho ta suma de $ 2.559.03 o sea ta total de $ 7.677.09. 

Por estos íundanientos se declara que la Provincia de Une- 
nos Aires delie restituir en total n las actoras ei^ejjjaüf» de diez 
días la cantidad ile $ 7.677.09 monería nacional con sus intereses 
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&1 tipo cnrricnlc desde ta fecha la notificación de la demanda. 
Sin cusías atento la naturaleza (te la cuestión detenida y el re- 
conocimiento sobre lu principal formulado por la demandada. 
Xotiííquesc y repuesto el pa|tel archívese. 

J. Flííl EKUA Al.CÜRTA . — UüÜKKTO 

Kepktto. — K. liriiKi LavamJÚ 

— A N TON ÍO Sa(¡A R X A . 
ACLARATORIA 

» 

Bueno* Aires, Junio 25 de 1330. 

Que los actores al iniciar la demanda hicieron la salvedad 
de que nu comprendían ctt el juicio la cuestión j tendiente de so- 
lución «k los Tribunales de la Provincia de Buenos Aires relati- 
va al pago de los intereses punitortos i>ero 'agregaron en la últi- 
tur, partí, del i>árrafo octavo "nuestras representadas en esta ac- 
ción reclaman el interés computado de acuerdo con la tasa apli- 
cada |»ir la Dirección de Escuelas, es decir, el l £ meisual por 
el año y 14 días, reservándose el derecho de reclamar la devo- 
lución de lo rpie la Provincia pudiere estar evciilualnnntc obli- 
gada a devolver". 

Une planteada an la demanda el representante de la Pro- 
vincia y esta C orte estallan en la Obligación de pronunciarse so- 
lire el conjunto de las dos Inundaciones etl cuanto de ello no se 
derivase apreciación alguna directa o indirecta sol ir* la cuestión 
expresamente excluida de su conocimiento. Y es evidente que la 
devolución del interés de uno por ciento sobre las cantidades 
cobradas de más sin derecho por la demandada no es un punto 
comprendido en el juicio pendiente de resolución ante Jos Tri- 
bunales de la Provincia. Estos sólo decidirán si sobre el im- 
puesto legítimamente pagado corresponde liquidar un interés 
de 1 ó de Y¿ '% pero, sobre U, pie delie restituirse como cobrado 
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derecho y reelecto iU 1» cual se cobró el interés de í % co- 
rr/5potide la devolución, como el Tribunal lo ha resuelto. 

Uuc resuelto este primer jMitito procede examinar si eíec- 
tivamt-itÚCjii* ba dcslizaito e( erre ir aritmético atrilmido al pro- 
nunciamiento. 

» hw el representante 'le la Provincia demandada admite, al 
rlir aclaratoria, pg cada hijo pago $ JS. 541.0] en concepto 
de impuesto e int preses. 

íjne ambas parte* s* bailan también «le acuerdo en «¡tic la 
smna realmente debida a h Provincia a titulo de impuesto era 
*b S Jl Los. internes sobre esta suma une los actores 

lum calculado al J<i r fc ( escrito de ís. .U> con tn cual han dis- 
minuido el monto de lo que realmente les corres|>ondta pagar dc- 
Ikii v.-r calculólos al 1 r /c durante un afín y 14 días. oljeiiicii- 
ilose la cantidad de $ 2.oíhS. Ifi. Egg suma de las dos cantidades 
ii sea $ 24.0So.20 repre>enia el importe de lo que cada herede- 
ro debía a la demandada en concepto de impuesto sucesorio, Y 
como la suma alionada es de $ JK. 541 .01 la diferencia entre 
ambas cantidades o sea $ 14.455.15 representa la cantidad que 
lo Provincia estal» obligada a restituir. 

Oue no habiémloM- consignado por la demandada en pají" 
de aquella cantidad sino la de $ M.49.M8 le íalta alonar para 
integrar la devolución S WiM para cada heredero en lugar de 
¡a df S 2.55<Utf lijada por ern»r tu la sentencia, la cual queda 
rectificada eti tal M-mido. 

IW etki fie naitica la >cutencia de lV decía raudo- 2 
qm la Provincia cíe Hítenos Aires debe restituir a cada heredero 
\¡\ cantidad de $ Wd .77 en lugar de la qtiS aquella establece. N**>- 
liíiiuuse y repóngase el ]>apel, 

J. KlOl KKOA Al.lOKTA. — KoHEKTO 

liKi'i-TTo. - R. Cierno I.YVAi.i.n. 
— Antonio Saoarna. 
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¡'Hiedas v fitHlqtiis "AihiV contra ta l'i ai tin ta de Neudnza, 
par iiteoiisfiíiretotiaiidad de fas U ves números y 9£8 y 
dcfahtewtt de sumas frutadas. 

Sumaria; \u obstante luuvr las provincias uso legitimo <k* sus 
facultades impositivas ni sancionar leves como las números 
S54 y ViW.^'ii cuanto ésias realizan un fin maiiiricstanií.'nl;.- 
de interés piiblico cual es el fie proveer a la asistencia <la 
los ancianos v de los inválidos, rales facultadas no son -ili- 
nulackLs y deben ejercerse de acuerdo a principios que se en- 
cuentran en su t>ase misma, estableciendo los impuestos con 
arreglo a un sistema do imparcialidad y uniformidad a fin é 
de distribuir con justicia ía carga, pues tuda imposición que 
se ai»oye en otras razones o rescinda a otros pro|)ósitys no 
>ería un impuesto sino despojo; y aún cuaudu razones de 
previsión, policía, asistencia o solidaridad social fundamen- 
ten el impuesto, lia de ser éste de carácter general y a Garifo 
de todos los habitantes de la Provincia, ya que es igualmen- 
te general el 1*ncficio que aquél establece y como conse- 
cuencia la obligación de soltarlo . 

J'or interés público ilebe entenderse no sólo al que con- 
tcmpia la provisión de los gasto» absolutamente necesarios 
Tfa la continuada y organizada existencia del gobierno, sin:> 
al que también comprende otros tendientes a subvenir el bien- 
estar de la sociedad y anticipa al presente la futura felicidad 
del pueblo, l'or elln las razones de natural equidad, grati- 
tud y iHMieíieencia, 110 están fuera de lugar cuando el bien- 
estar del pueblo se baile en cuestión y puedan ser tomados 
en vista en la im]>osición de las públicas cargas : "Las con- 
tribuciones o impuestos se distinguen de las extorsiones 
arbitrarias en que aquéllas *e establecen de acuerdo con al- 
guna rcgfa. que distribuye el peso sobre lodos los ciuda- 
danos* " , 
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V 

Xtt i n'i |l m tinción adoptada |wir la l.ey de la Pro* 
vinda, de Mendoza número S54, pues el análisis de sus re- 
cursos inútil ra que ctloí nn su mantienen dentro de limites 
razonables, \ no están tampoco autorizados ¡tor el uso ge- 
nera! . 

hu> artículos |() y II (le la ley número S54 de la Pro- 
vincia fie Mentí» >/a ¡¡obre creación y Misten ¡miento de la C'a- 
j:i * tbrrra fie Pensión a la Vejez e Invalidez, vulneran Ins. 
principio?» ét igualdad y de uniformidad prescripios por el 
art, l'i df la lonsliuiCton Nacional í sea <pic se irale de !a 
prima de un seguro, 5ia <jue se trate de un impuesto) . 

Ajustándose la lev mimen • *>28 de la Provincia de 
Mrndn/a a \n> exigencias de uniformidad e igualdid del 
impuesto, ya que dentro fie su economía no m>ii solamente 
deiernnnada> personas o elase^ la* <pie concurren a formar 
ti patrimonio d¿ la íija |<u ella instituida, coi i espmidc de- 
clarai -n eoriMÍtucionalidad . 

■ 

( aso; Lo explican la> piezas >tguiemes: 

IIHTAMJ N III L I'KO* t kAliOK ( f KNI'.RAI. 

Buenos Aires. Abril 10 fie J$¡&?, 

íupn m.i i oro- : 

!.,■ Sncfctiád Anónima ''Viñedos y Kode|*a«. Ari?iV". con 
a-ienti principal ( ¡i r-n* negiwin». ni líiwloy <ru/. Provincia de 
Mnid'va. entibia demanda contra ésta |Nir iiieonstitneiorialidad 
(I leyes locales números S54 y ''i*, relacionadas con la crca- 
ii^ii v onMeitiniicnto de la Tuja ( tbrera ríe Pensión a la Vejez 
r Invalide/", en la jarte míe crean los impuestos denominado* 
d< Previsión Social, im-iu iouadns en los artículos 10 y II de la 
{ niñera ley y articnl" " de la Menuda, haciendo extensiva la 
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demanda a h devolución tlt ta Mima de novcntn y nueve mil 
doscientos cincuenta y seis pesos con veinticuatro centavos nn» 
niffa nacional, oblado indebidamente ¡U Fisco Provincial baijto 
protesta, por ¡tiifKtsictón de dichas leves (me impugna nnim con- 
trarias a las «aramias constitucionales que se mencionan en el 



demandada 

1cye> jHii las consideraciones y citas de jurisprudencia «|uc. ín- 
trnsn. contiene el c-criio de rontesto de ís. (A, en las que :c 
funda para solicitar ti rechazo de la presenk* acción. 

Concretando la cuestión planteada a mi faz constitucional 
cal e observar que las provincias, dado t i 
implantado ni el pah, están 
fieras que estimen conveniente cutí el fin de asegurar el bienes- 

ctifi las atribuciones constitucionales t{m 
reservadas íarls. 105 y 100 <u conformando la estruc- 
tura de ellas a lo> principios básico- enunciados en la caria fuu- 




El examen de las cláusulas perninenles de las citada* 
yes deinnestran i|ue los fondos que se arbitren para atender el 
sostenimiento de la Caja de Previsión Social, comprendidos en 
la ley número artículo 10, consisten en un impucslo meti- 
sual de i incóenla centavos moneda nacional ¡l earjjn del listado. 
Comuna, empresas, patrones o parí ¡ciliares jior cada asalariado, 
de ambos sexos, empleado, obrero o sirviente* que tenga lijo 
mi dependencia, gravamen que será satisfecho en una estampilla 
(sjHvial (ñu, a) : en una "sobretasa mensual a los propietarios 
de bienes raices cuyo valor global sea superior a doscientos mil 
pesos, CPU arreado a la escala del me. h; en un impuesto anua! 
a la propiedad raí/ con derecho de agua -y no cultivada, a razón 
d( cincuenta centavos ]hit hectárea que establece el iuc. C„ ai le- 
mas del impuesto a la uva cosechada en el territorio de la IVo- 
viueia. que se destina íntegramente al fondo ríe ia "Caja < Mirara 
de I 'elisión t Invalide//" que imptott el artículo 11. 
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Estas cJáttsttlaíá impositivas íueron mo lineadas ^mr la ley 
número 92? (artículo í r, incisos a y U). estableciéndose *|ue los 
recursos creaos al objeto expresado eran perjuicio de las 
tíartiilaá qfu deberá ácíSittársi h anualmente en el presupuesto ge- 
ni ral de ¡jastol de la Provincia". 

l.a aplicación utu- se tía a esos fondos ha excedido tas ía- 
eMtades ¡^positivas de la legislatura Provincial, si se observa 
i|tu ellos mi ;>stán dcstinado> a atender las necesidades públi- 
cas \ generales del Kstado. no pudicndo considerarse ni impues- 
to ni taja, pues se trata ile itti intuito <|iie no tiene en mira cos- 
tear gastos de eita naturab-za "si mi acordar privilegios a deter- 
minadas persoiui>s o instituciones privadas", corrió V- E. 1» liem* 
declarado ruteradamente en su jurisprudencia. La asistencia so- 
cial n ipie sw refieren las cláusulas imputadas resulta asi atendi- 
da casi * xi lusivameuic pe>r los patyottós y determinados propie- 
tarios de i amuebles, sin ninguna en pación a carpí de los henc- 
iieiados. I .echo íuas resulta desprovisto de U*h justicia y raaso- 

tiatltltdad . 

Las léyes aludidas en la pnri< impugnada, vulneran las ga- 
rantías de jos artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Nacional. 
Kn r! i^iinuí ea>o, ponpic todos los habitantes de la Nación gfc- 
ntt'j cotitérnte a las leyes que reglamente su ejercitan, del derecho 
"dt : ra) tajar \ ejercer toda industria licita": en el segundo caso, 
ponjui lió se ajustan a la igualdad que es la líase del hnpiu-sto 
y ile las cargas públicas, y, en el ierren caso, porque las exac- 
Ctmtps impuestas son confiscan trias del derecho de propiedad, 
pin - omiii lo itevie declarado V". I", de acuerdo ¿oí* doctrina 
V jurispru Uncía americana ya citada en ea*os análogos. (tOÍllO 
tlf. \Úg, 4Mk la réglamela ación del ejercicio de Tin dereehn 
"delte Zv ra/otiahb" sin llevarla al extremo de constituir tina 
prulúl lición, destrucción o confiscación. 

I'.n n le rii<> di- estas consideraciones, teniendo en cuenta la 

doctrina *\w surjr «!<' 1** í:llli,s (U- v ' nV,:i,s,,í < VXI l,w c;,mM 

C¡ue se reentran cu el tomo 1 1S. pag. J/S y en los citado* \nr la 
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pgrte adora, v niin muriendo en lo •«■rtineute las emisideraeio- 
nes fjlfe fundamentan los cscrin» di h. 27 y W. soy de opinión 
tj uv o.rn>iHiiKlc declarar la ineonsntueionalidad a los efectos ele 
e*te juicio. <te las leyes de la l'r.ivineia de Mcmlnri número £54 
y cu la parte impugnada, puf ser contraria a los p^epttM 
i-i msittueii males invocados en ta demanda. 
Sírvase V. K. asi restól virio. 

Erario ff. /. ( inví /. 



KA LUI 1*1- I.A i fiKTI. S¡ ' TRi , M A 

Buenos Air**, .Junio lfi tic 1930, 

Y Vistos: Kstc juicio seguido |«>r la Suciedad Anónima " Vi- 
ñedos v liodttfas Arizú*' contra la Provincia de Mendoza sohre 
ineonstitudonalídad de la> leyes numero «34 y °2S, del cual re- 
sulta : 

One a Ís. 27 eimi|Kir^:i- don Kmiltanis l.oreu ni nombre y 
rqn-estiiiadón de la Sociedad Anónima "Viñedos y Bodegas Ari- 
zú" - promoviendo dt manda emitra la Provincia di* Mendoza |*ir 
tiHotistitucionalidad de tas leyes K54 y que crean la Caja de 
Pensiones a la Vejez e Invalidez y netmnand. >le fío* consi^nicntc 
la devolución de la suma dr novuHa y nueve mil doscientos cin- 
cuenta y seis |iesos con veinte y cnatro centavos nu mecía nacional 
M uc sus representado?, han tagado l*i|o protesta y las cosías del 
juicio, a mérito di- las sijíuit ules razones: 

f>iu por ley nómi m 8£4 de 1U de Novirmlnv de *e 
creó una institución llamada "(. aja de Pensiono a l;i Vejez e Ln? 
valide/" míe tiene por oh jeto aeordar la ayuda ¡leí Estado ;\ tpda 
perfila qtte taiva trisad., ej Umitc de edad m ^ m | ;irL 
2 ó pruebe haúr quedado inválida par enfermedad o occidente 
fuera del inikijo. ¿OS artiados J y 3 fijan la pensión uniforme 
de 50 |k*sus . 
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< Hit- el art, (0 erra los siguientes impuestos directos jiara 
cubrir las |H-nsM nir> y gastos: ;u 0.50 ctv>. nien.-uale> por cada 
asalariado que tengan a mi >cr vicio el Kstado, Comunas, empre- 
sa-, patrones i ■ i articulares ; 1 • > una tasa anual a li* propieta- 
i-i'i- <K bienes raices cuyo valor global sea sii| tenor a 200.000 $ 
y Con arralo a una escala : c> impuesto anual a la propiedad raí/, 
con derecho de agua, im cultivada, a razón de 0,50 etvs. |mit hec- 
tárea; il i el art. 1 1 a^rc^a ademas un impuesto de 0.05 el\>. por 
quintal mi-trico de uva que se eosedie en la Provincia. 

IHí con techa 2.1 de Diciembre de \ l >27 el tiobierno de 
Mcud"/a dictó otra ley sobre el mismo apunto que lleva el nu- 
mero ''28 y míe reproduce las disjiostciones de la anterior en cuan- 
to a fes «mcBdottes v requisitos del I veneficio que acuerda a la> 
pn-oiias, defiriendo sólo cu las fuentes de recursos que arbitra. 
Kn cuanto éstas, las tn'*li f ¡cacti mes consisten en la supresión del 
ittgfmrttii a los capitales, a los terrenos con derecho de agua sin 
cultivo y a la uva snbstiíuyéndolos por los siguientes: aumento a 
un peso cincuenta del estampillado mensual que era antes de cin- 
cuenta centavos y un peso al tomarse cada nuevo asalariado. 

t bie la relación precedente establece con claridad la situación 
jurídica de las pane* en cuanto al rol del Kstado, de los emplea - 
dore> y de las personas a quienes se atribuye el Intuíicio se^ún las 
leven S54 y OJN. .\J primero, en representación de la colectividad, 
no le compete U ejercicio de otra función o delicr que el de su iiu- 
perú". a lo* se¡;undo>, todas las cargas pecuniarias y a h*s terceros 
i iin K ima obligación, pues que si bien tienen que poseer libretas 
cuando fueren asalariados, las sanciones de tal omisión sólo inci- 
den sobre los empleadores. 

Oue de esto se desprende que el concepto de la ley es el de 
un acto de bnu fü io xthnlnto. *in condiciones que dependan en 
ninguna iludida del suíeto favorecido y el cual se ¡>one a funjo m- 
elusivo í/< tktcrnümihs personas que ud constituyen toda la colec- 
tividad, ni todas hs fuentes poseedoras del capital y susceptibles 
de renta. Carecen pues estas leyes tic las caraetenMÍcas y funda- 
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mentos, que sirven fie liase y limite a tos actos de Uiiclietueia su- 
cia! a cargo de la colectividad, a los que sustentan la> lt yes de se- 
guros o pensiones y. |p que es más, a los principios que rigen el 
poder impositivo íH Estado míe no pueden ir más allá de una ne- 
cesidad pública, bien definida y di red:», y éffÜ Um ti Sa siempre, 
CtttStiO tu» se trata de ta-:.- » servicios especiales, en el fondo co- 
mún . Argumento de los arts, 4, 5. Nu 17. 07, inc. 2*, t . N\ 
Mué sin duda tuda*- la> inicial i vas y nv»vin liento >« n iales en- 
caminados ¡i asistir a nuestros semejantes en sus debilidades o in- 
fortunios, no pueden en principio objetarse: pero de ahi no se si- 
gile necesariamente, que todos lo> medios sean bueno-, en su le- 
galidad .. equidad para satisfacerlos, ni que estos medios puedan 
profligarse sin discreción jxjr los ^deres púhlieos. en Uneficio de 
unos y agravio de otros. 

Une dentro de regímenes de gobiernos democráticos que con* 
templan, sin sectarismos, todos los intereses, situaciones y dere- 
chos, es liten difícil establecer con precisión cuando se excede la 
medida en las facultades inqiositivas del listado, con relación al 
uno que deba hacerse de los recursos y teniendo cu vista que el 
poder de crear unpuestos no puede justificarse sino en la legiti- 
midad del gasto o sea en una aplicación de necesidad pública. 

tjne las disposiciones de las leyes número i<54 y 928 violan 
garantías y derechos fundamentales reconocidos por la Constitu- 
ción a todos los habitantes de la República y. desde luego, tas nor- 
mas que legitiman el impuesto al no participar en los gravámenes 
si no determinados patrimonios, excluyendo al propio henef iciario 
y a los demás miembros de la comunidad y sus capitales o activi- 
dades con lo que se desconocí el principio de igualdad que es la 
liase fundamental de las contribuciones públicas 

Que es cierto que no se lesiona en general este principio con 
prudentes distingos, graduaciones o exenciones que puedan fun- 
darse racionalmente sin afectar el orden económico, pero de ahí 
no se sigue que puedan admitirse las categorías organizadas por 
las leyes referidas desde que crean un privilegio injustificado. 
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Que. con rcsix*cíi' a >u mandante existe aun fuera de la^ se- 
nalada* ctfta desigualdad evidente y <pe loa afecta dé mi mñéo mas 
t>perial o particular. Kl impuesto y su progresión se lian aplicad.. 
Stjferc mm raice* pertenccieule> a una comunidad de bienes, so- 
ciedad anónima, siendo qilé -i ella* IW poseen en la medida nece- 
saria liara la imp. isieión. es precisamente i*>npic trfrteneeen a ffltí- 
ellos v como m mito de multiplicar los capitales individuales, 
sin. i de la. |>er-oiia- cuyu interés y I une Licio. l>ast- verdadera úm 
Í¡Wm% <im*'lan síemjfire \mtÉm a la arción alícuota ¡fe cada 
participe .» «ecioinsia. 

Que las sumas pagadas |Mir mi parte a virtud de las leyes de 
la IWiiicia de Mcndo/a i|tie impugna inconstitucionales 
numero S54 v "28 alcalizan desde el 12 de Agosto & I92n * 
■ le la priWeSta, KéÜR d 30 <lt' Abril de kl cantidad de pe** 

24. descompuesta en la forma que detalladamente expresa, 

QüC corrido trabado de la den rotula fué evacuado a fs, M 
por don iJaimiro r eran en representación déla IWineia de Men- 
tí, ./a, pidiendo m rechazo con expresa imposición de cosías, I mé- 
rito de tas siéntenlo consideraciones : 

Que no puede discutiré la constitueionalidad de los arts, T 
v .1" de la ley S54 y 2" y .V' di- la número ( *2S porque, aun cuando 
enrresponde al Congreso Nacional legislar sobre seguro social en 
el hecho no 1ro usado todavía de esa facultad |>ara determinar el 
pago de pensiones a la veje* y de invalidez, con un alcance tan 
amplio que excluyera ta pú#uMdad de una legislación provincial* 

pite los arts, 10 y 11 de la ley SM para proveer a los fondos 
necesarios i*ara el mantenimiento de ta laja esta Mecen los im- 
ptHst..s y cotizaciones a que ellas se refieren. La ley 9& en su 
art. *> prescindió de los diversos impuestos establecidos en la lev 
Sr4 y sólo impuso eontribudones patronales. Y cinuo se pide la 
declaración Á inconsliltieioualidad de tixltis estos textos, será ne- 
cesario, ante lodo, distinguir mire impuestos y contribuciones |ia- 
tronalis ya que la lev S?4 señalaba amlios recursos : en cambio la 
h v m fija coti/aci.m.. patronales, alemas di la eventual con- 
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tril melón del Kstado por las partidas que det*n fijarse anual- 
mente en el presupuestóle™! de la Provincia. 

¡mistos de los arts. 10 y 1 1 de la ley «54 mi« ata- 
jar considerarlos un tributo que no tiene en mira costear 
«asios de la administración pública sino acordar privilegios a de- 
terminadas pe* mías o institucione> privadas. La ley i-mi estos 
imputólos simplemente para atender a los fines del seguro di- ve- 
jt/ y de invalide/. Admitida para el Kstado la facultad de prn- 
veer a aquél, es Iónico, admitir la validez de lo* recursos determi- 
nados para ese objeto. 

í hie no puede alegarse la falta de un objeto público en leyes 
de este género, de amplia y hieu entendida solidaridad social, ley 
de previsión que evita la miseria y el dolor de lo* anciano* y de 
los inválidos, ley de [iaz s (t cial porque da al asalariada I" seguri- 
dad <le que si sun esfuerzos se malogran, desaparece m» obstante 
la penosa ineerttdltmbre de los <lias de ancianidad. 

One en cuanto a la garantía de igualdad ésta se observa en 
los impuestos establecidos [«ir la ley K54 de acuerdo con el art, 
1í> de la Constitución y con el criterio de la jurisprudencia de e*- 
ia C orte que lo ha interpretado en los diversos fallos míe tráns- 
enla'. Kl criterio d? la racionalidad científica suficiente i>ara jus- 
tificar la ley desde el punto de vista constitucional acrece eviden- 
te. Tratándose de los propietarios de bienes avaluados en más 
de doscientos mil pesos, se ha querido excluir a la categoría infe- 
rior con el fin de que los recursos de la Caja sean |iagados por 
la riqueza adquirida más que por la riqueza en vías de formación, 
l-.ii cuanto al gravamen a los terrenos sin cultivo y con derecho 
•le as ua. el móvil etttnómicoha sido estimular la colonización, l o- 
do esto en cuanto a los impuestos, de que se prescindió después 
en la lev número U 2S. 

Oue acerca del recurso señalado en el art. 10 im\ a) de la 
lev 8S4 y ** incisos n } y li) de la ley no es un impuesto sino 
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el doctor fíodri¡¿ue/ Lar reta en l;i causa Kek'ivliati y Oa. v. i oin* 
pañia Técnica y Mercantil afirma que no es un impuesto jwrqua 
no grava la hacienda ti i la mercadería ni Un ranm- de ninguna 
industria |«ir;i <ul>venir a los gastos |nil>1ÍCOs. Se tr;U:i simplemen- 
te de un ap« >Tic medíame el cual el emplead" n Obrero adquiere 
flerecho a las prestaciones tle la Caja a la que se halla afiliado. 
Y r»ir pequeño esfuerzo pecuniario exigido al empleado u nlirero 
»> la característica de iodo sej*iTri3¿. 

( hit- %i M- alegara ipie el cuso e- distinto porque la ley núme- 
ro 11.289 ¡mpmiía coutriluición a patrones y ohreros y las ini- 
planadas en estC Juicio lio. rescinde con el examen de la lev 
'it^X que tainhicn una ley de seguro sucial. costeada exclusiva- 
mente pir lus patrones v aceñ a de la cual lia declarado la * orle 
(|tie la iiidiiinñ/aeión no reúne los requisitos necesarios para sel 
considerada comn uno de los impu 'Mo> a que se refiere el ari. 4 
iljE la Constitución. V no siendo el agirle un impuesto no puedi- 
alegarse mi meonstitueionaltdad como tal. 

i >ue en síntesis las leves SÍ4 y { »2X h«1. pues, leyes i le ^gur.i 
social es]n cialnierile después de la reforma de la primera que su- 
1 n imio el impuesto ruino t nemes de recursos y es erróneo sosie- 
ner que sancionan el despojo o la confiscación. l.a Provincia di- 
Mendoza, en ausencia de una legislación general puede im|»oncr 
el jingo de cotizaciones con propósitos de previsión social, 

One en cuanto al argumento relativo a las sociedades anóni- 
mas de que por ser la adora de ese carácter del*- tenerse en aun 
ta para los efectos de la exención el cantal individual de cada 
accionista ÍKJ resiste el más ligero análisis, 

f Juo a ís. S/ vuelta fué declarada la cuestión de puro dere- 
cho corriéndole mi traslado i>or su orden í|iie sólo evacuó ta liar- 
te adora a ís. 0, Corrida vista al señor Procurador General 
aquélla fué evacuada a fs. 9£, llamándose autos i>ara Sentencia a 
ís. H7 vuelta : y 
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Considerando : 

Que la Legislatura fie la Provincia de Mendoza sancionó ti 
22 de Noviembre de 1923 la ley numen. 834 cuya promulgación 
realizóse por el I*. I**. el 2U del misino mes y año. Kste estatuto 
ijne instituía una Caja < Utrera <le Pensión a la Veje* e Invalide/., 
la cual debía sostenerle con lo> impuesto* cjne creaba, denominán- 
dolo;* de Previsión Social, fué modificada el 21 de Diciembre de 
l l »27 por la lev número 928 nne sustituyó aquellos gravámenes 
por una contribución patronal exclusivamente. Para el sosteni- 
miento de la Caja créala la ley «54 (art. 10 J, los siguientes Iri- 
bnlos: ai impuesto nieusual de 0.50 ctvs. pagaderos exclusiva- 
mente por el Kstado, Comunas, en ¡presas, patrones n particulares 
por cada asalariado "hombre o mujer" ipte¡ tenga lia jo su depen- 
dencia: h) sobretasa anual progresiva a los propietarios de bienes 
raiees cuyo vallar global sea superior a $ 200,000; c\ impuesto 
anual a la propiedad raí/ con derecho de agua y no cultivada a ra- 
zón de 0.50 ctvs. |Hpr hectárea. Además, el art. 1 1 crealia un im- 
puesto de cinco centavos i*>r el ipiiutal métrico de uva ijne se co- 
beche en el territorio de la Provincia. 

Que a su turno la ley 928 creó |*or su arí. 9 los siguientes 
recursos, en substitución de los asignados |Mir la ley reformada, 
sin perjuicio de los que delterá acordársele anualmente en el pre- 
supuesto general de gastos de la Provincia: a) tasa de un peso 
cincuenta centavos % mensual por cada asalariado, hombre, mu- 
jer o niño empleado, obrero o sirviente ¡.Hígado por el Estado, Co- 
muna, empresa y patrones particulares: b) una tasa de un peso % 
que alionará el misino empleador cada vez epte toma a su servicio 
a un nuevo asalariado. 

Que, tales contribuciones creadas |w>r los art*. 10 y 11 de la 
lev 854 y 9 de la número 928 han sido desconocidas en su validez 
legal y constitucional ; a) fNirqu? se trata de tributos establecidos 
sobre determinada;» personas fine la ley señala, destinados a ser 
distribuidos como Item íicio directamente entre otro grupo d<- per- 
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Muías, los ancianos e inválidos, esi*oíicados en la misma; b) 
porque confisca» v desojan a la propiedad privada de las |*rsii- 
n;ts señaladas como leíbles del impuesto, y el portme quebran- 
tan el principio de igualdad asegurado por el art. 16. 

Otie. las facultades impositivas de las Provincias, como se lia 
dicho"por esta Corte. (Fallos, tumo <*. pag "1* ilimua ~ 
das. pues este paler está sujeUi al control de cierto* principios que 
se encuentran en su liase misma. del* ejercerse i>ara objetos pú- 
blicos, de buena fe v los impuestos «Míen establecerse con arre- 
glo a un sistema de marcialidad y uniformidad a fm de distri- 
buir con justicia la carga. Toda im t >osieión que se apoye en otras 
razones o res^nda a otros propósitos no seria impuesto sino des- 
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( lúe. desde luego, el impuesto del* ser (xira un objeto de in- 
terés público, pues, constituyendo acpiél una contribución forzosa 
sobre la propiedad o sobre las personas iwra obtener dinero, si el 
propósito público no existiera, ta contribución 110 podria ser jus- 
tificada como un impuesto sino como un intento de apoderarse 
d, la propiedad privada sin el debido proceso de ley. ( Wiloughhy 
S. Medición). 

One correspi mde examinar en primer término cual es la doc- 
Íf$m3 concepto de pronto público, referido al impuesto. Des- 
de luego, no es posible establecer una regla uniforme que permita 
determinar cuáles pro|*'isitos son públicos, i*>r oposición a priva- 
dlas. Difícilmente una ley de beneficio público no contiene algún 
elemento de provecbo ( »ersona1 y difícilmente una ley de pnn/>si- 
to privado 110 encierra reprensiones de l>eiieficio público. El cn- 
lerio par* señalar el deslinde tiene .que ser, así, circunstancial y 
derivado del examen de los hechos en caila caso particular y con- 
creto. No del* entenderse que la palabra "público", cuando se 
emplea en relación al poder de crear impuestos, (dice James (Iray 
transcribiendo una sentencia del Juez Cooley > delie ser interpre- 
tada o aplicada en su sentido estrecho t. umiHUral o con un al- 
cance que impida a la legislatura tomar amplias vistas sobre el 
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interés, necesidad o pulida del (Astado, dándoles efecto por medio 
de las rentas públicas. El limite de la autoridad del Estado en es- 
ta dirección no puede- ser definido y se halla constituido |«>r un 
amplío criterio de hombre de listado que mira, mas allá de los 
gastos que son absolutamente indispensables, a la continuada y or- 
ganizada existencia del Gobierno, y comprende otros tendientes a 
subvenir al general bienestar de la sociedad y anticipa al presente 
la futura felicidad del pueblo. Construir edificios públicos. i>agur 
los funcionarios del Estado y la deuda pública no son los únicos 
fines a los cuales las rentas públicas pueden ser aplicadas. Por el 
contrario, razones de natural equidad, gratitud y beneficencia no 
están fuera de lugar cuando el bienestar del pueblo se baile en 
cuestión y puedan ser tomados en vista en la imposición de las 
públicas cargas. (Cray, Limítations of Taxing Power, pág, I*', 
número 17H y i>ág- 1"9, número 259. En el mismo sentido C'ihi- 
lev On taxatton edición de 1 t3. pág. 207; pág. 185 nota 3; pág- 
1X7 nota 1 y |ág. 195) . 

Que. no puede desconocerse, aplicando el apuntado criterio, 
que la Provincia de Mendoza ha hecho un uso legitimo de sus fa- 
cultades impositivas al sancionar las leyes número H54 y 92X en 
cuanto éstas realizan un fin manifiestamente público, cual es el 
de proveer a la asistencia de los ancianos y de los inválidos que 
carecen de los medios necesarios i>ara la subsistencia y no se en- 
cuentran en condiciones de projwcioiiárselos por su (ralwijo. 
Trátase de leyes de Iwneficio colectivo y de fin público cuya jus- 
tificación se encuentra, en nuestros propios antecedentes legisla- 
tivos y en nuestras costumbres administrativas, pues los ancianos 
y los inválidos han sido mantenidos siempre (Hir el Estado o los 
municipios con sus rentas, en hospitales o institutos especiales, 
El cambio de procedimiento en la manera de cumplir tal obliga- * 
dóu. esto es. la entrega a los ancianos menesterosos de un soco- 
rro a domicilio que en último término no ha de representar mayor 
erogación que el gasto puesto a cargo del Estado o municipio 
cuando él los recoge en establecimientos creados al efecto, lógica- 
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mente mi le liiiL'c perder su naturaleza de íin social y público. Dé- 
be apresarse a lo dicho, no sólo que la eennomía de la ley 
su trata Út ancianos é inválidos cuya condición de tales del* ser 
Judieialnuuir demostrada sino también que el contralor y empleo 
(fe los recursos arbitrados por aquélla se atribuye a una caja de- 
signada en la forma señalada por el art. H' que no es desde lue- 
go una institución privada cuyo lotninonio vaya a engrosarse 
medio fiel impuesto . 

Mué a esta conclusión arrilan estudiando los antecedentes 
jun-prudcueiales y las opiniones doctrinarias fie los Estados Vm- 
do-. ¡Gwiiliwtw t Social refi.nn and lile Oiiistitution» y Wiloughby 
(í in ihe t iinstitulion. segunda edición, pág. 1742). \Á ultinio 
afirma como conclusiones dr su trabajo s<>brc "Pensiones en caso 
,1, veje/, accidente o enfermedad", lo .-iguieiite: V pe tales pen- 
Mnl ,,. cuando son establecidas p..r la ..cchhi del Kstado no son 
prohibidas por la enmienda H ó por cualquier otra provisión de 
la fonstitueión l-Yderal. particularmente m ellas son concedidas a 
personas indigentes. 

i Si ellas no son limitadas a personas indi-entes Htm incons- 
$¿lc¡onale> de acuerdo con las ordinarias provisiones de las C ons- 
íÍtiÍ#ühes de Estado, v autif|ue existan razones para creer .pie 
ém puedan >er juMiftcadas o.in«- una forma de socorro a do- 
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3* Hay mucha- razones para creer nue tales pensiones. I^irtí- 
ctilaWííte <i >e limitan a pegonas iiiJi^ftiU-/ puedan ser consii- 
tuci.malinentc provistas por el Gobierno Federal. 

Uut- establecido. e..mo queda, el fin publico de la ley. sea que 
éste woiif»/ca fundamento en una obligación moral, en un acto 
de Item licencia pública ü en una manifestación del poder de no- 
líc.a vhtculíUiM á la necesidad ife promover el bienestar general y 
¡a arenera >ocial. queda [Hir examinar sí las leyes en cuestión 
km cumplid., las demás condiciones que caracterizan y definen el 
imjmeMo. U-s.lv luego no puefle haber .lucia de ningún -enero, y 
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lus propios aclnres lo reconocen, que el loable propósito persegui- 
ilii jioi l:is leyes inij manadas Im |>odido realizarse por la Provincia 
de Mendoza te ntiando bis iñudos nectarios «el presupuesto ge- 
neral, o, de otro modo, a feriando las reñías generales de la Pm- 
vtnei;' al cumplimiento di- los fines perseguidos por ellas, sin que 
esto determinara objeción constitucional de ningún genero. 

■ 

V asi ha debido ser. y solo asi, ya que las leyes impugnadas 
no se refieren únicamente a los obreros o asalariados, sino a itnh 
persona <|iie llene los requisitos exigidos i»»r los arts. 2" y ® de la 
ley número ^8. 

St como se ha i lidio, unes, razones de previsión, indicia. a*is- 
teneia ti solidaridad social, fundamentan el propósito del impues- 
to, ha de ser éste di- carácter general y a cargo de lodos los Wr 
látanles de la Provincia, ya míe es igualmente general d benefi- 
cio que aquél establece, y como consecuencia la obligación de so- 
portarlo, "f-is contribuciones (o impuestos \ se distinguen de las 
extorsiones arbitrarias en que aquéllas se establecen de acuerdo 
con alguna regla, que distribuye el peso ¡vobre los ciudadanos . 
"l,a extorsión que se hace sin consideración a regla alguna de 
distribución, no es p&t lonsiguiente una contribución, y no c;ie 
dentro de la aim>ridad constitucional del gobierno", a'ooley. De- 
recho Constitucional, pág. 50) . 

<Juc. entretanto, no es esa la solución adoptada pin* ta ley 
número 854. Su fin público, exigia |«>r definición i»ara realizarse, 
ki contribución de toda la colectividad y no sólo la de determina- 
das clases o personas. Si la ley. en efecto, se cumpliera con ren- 
tas generales; es decir, tomando una parte de lo recaudado por la 
Provincia de la totalidad de los impuestos, la carga o costo de tal 
servicio pesaria sobre tixlas las personas que constituyen la comu- 
nidad, en una forma más o menos relacionada con la caí «acidad 
económica de irada uno peni sin otras excepciones que las expresa- 
mente señaladas. Sueede. en cambio, con el sistema adoptado por 
la lev número 854 míe no et incurren a satisfacer el fin público, 
sino determinadas clases de personas v totlas las demás quedan 
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exentas un obstante representar ¿Mas una buena ¡«rtc de la for- 
tuna privada. Xu l»asta el hecho de que Se haya clasificad» den- 
tro du alguna de las eategi irías organizadas cuando la generali- 
dad de las cosas y de las personas no concurren. Resultaría así 
t|ue el servicio se costea mediante los recursos de una liarle de la 
población en béncffero de otra, con visible desconocimiento del 
principio del art. 16 de la Constitución suhre la igualdad y la uni- 
formidad del impuesto. *E1 poder «le tasar del Kstado no puede 
convertirse en el medio de levantar tribuios destinados a gravitar 
MTlire una fracción de una clase haciéndoles i>esar sobre una pe- 
.,urña fracción «le ciudadanos del Kstado pues todos los habitan- 
te*, st encuentran en igual obligación hacia ellos. Kl campo del 
impuesto para una provincia cnindo él es establecido en benéfi- 
co de servicios del Kstado (? lo mismo del* decirse respeto de 
U» ancianos) es lodo el Kstado o sea todos sus hallantes. Los 
impuestos dejan de ser uniformes e iguales cuando ellos se apli- 
can a una parte de una clase solamente y omite una |x>rción de la 
minina d*g£< . . Uniformidad en el impuesto, como exigencia cons- 
titucional, significa njK la misma tasa será igualmente aplicable a 
lodos en un distrito determinado". (Hcwlerson v. London y 
I ..««.Jiirr Ins C 135 lmtiana fe 41 ; 20 L. R. A. 827». En 
la causa citada se decidió M uc no restante el fin publico el Hii- 
pu-to era incon>tÍtucional !>or las razones expuestas, Se examí- 
nala una lev por la cual se concedía una ayuda pecuniaria a lo, 
Iu,ml en.>. gravando, al efecto, los contratos de seguros de ciertas 
CMjnpañias. 

Qm t s verdad, conio li> ha declarado esta t ortc. que en e jer- 
( ii in de mi |Hider impositivo tanto la Nación como las Provincias 
pueden exceptuar de contribuciones ciertas clases de propiedad co- 
mo iglesia*, bibliotecas y cu genera! las pertenecientes a institu- 
ciones benéficas: pueden imponer distintas tasas específicas so- 
l>n diferentes t»eupae¡oncs o profesiones, variar las tasas de sisas 
sohri diferentes produelo*, gravar fe propiedad inmueble de di- 
versos modos; la propiedad corara! y no fe obligaciones con* 
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sistemes ni dinero, puede aun trizar la deducción «le las deuda* o 
ttú permitirlo; y tato rejíulacúmes y ..tras de semejante carácter, 
en tanto se manteii¿a|i thntn» de Umius razonables y del uso ge* 
neral, están dentro de la discreción del |joder legislativo. 

Kl análfeis de los recursos <le la ley número 854 con la am- 
plitud de criterio derivado del concepta referido, muestra que dios 
11.1 se mantienen demro de límites razonables y tía están tanu^o. 
autorizados \*>r el uso general. Y a*i cuando el impuesto eravifi 
sobre los propietarios de inmuebles sólo ti una los ele un valor su- 
perior a 200. 000 $, quedando i>*ir consiguiente exentos de im- 
puesto la mayor i«rte de los propietarios por un valor menor, 
que son. sin duda, en Mendoza, como en cualquier otra comuni- 
dad política, los más numerosos. Existe una clasificación, pero 
ella se ha formulado no con el fin de establecer exrepcioiics con- 
servando los caracteres de ptóralidad o ttnííormidad del tributo, 
sino con el fin de hacerlo incidir en el menor número de propie- 
tarios que son a la vez los más acaudalados y este criterio no es 
usual, ni razonable, tu justo, tratándose de una iniciativa que, co- 
mo se ha dicho, cumple im proposito de interés colectivo. 

ICl hecho de no comprender, en el impuesto, a los habitantes 
cuyas propiedades no excede de un valor de 200.000 pesos, no 
constituye una exección legitima común en la mayor parte Ée las 
leyes ímp.sitivas. en salvaguarda ilc los pequeños propietarios, si- 
no una omisión arbitraria y, l*>r consiguiente, sin fundamento 
racional . 

Cuando crea un gravamen de 0.05 ctvs. por eUjuintal mé- 
trico de uva que se coseche en la Provincia, se excluye del tribu- 
to a lodos los demás productores agropecuarios de la Provincia, 
ganadero*, agricultores, etcétera, no obstante la obligación de es- 
tos últimos de concurrir también al cumplimiento de los fines ge- 
to iicrales del litado en razón del principio de la uniformidad del 
impuesto. 

cantidad de 0.50 ctvs. o de ÍM pa^da exclusivamente 
, M ,r el Kstado. Comuna, patrones o articulares por cada asalaria 
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.lo i hombre o mujer l empleado, obrero o sirviente «pie tenga 
bajo Mt di- pendencia, no llena lamí n un líl condición fie uniformi- 
dad, esencial a toda contribución establecida p:ira llenar los fines 
generales (H listado. 1 jk (mirones o empleadores son los únicos 
•mi concurren a formar el fondo común con exclusión fie la nía- 
yi.ria de ia ^dilación, sin duda la más directamente interesada en 
la criación del beneficio. 

(Jim las precedentes consideraciones no son aplicables, en 
cambín 1o> impuestos, lasas o aportes establecidos por el art 
9 de la fey número 928,. Dentro de su economía ya no mui sola- 
mente determinadas |icrMiiias o clases tas míe concurren a fnrmnr 
ti pairimonio tic la Caja instituida fH.r aquélla. Junio a la con- 
tribución de los patrones o empleadores representada |»or las ta- 
sas de $ 1 .50 y tul peso a que se refieren los inciso* a> y b> del 
un. 9"\ existe el apone del tesoro de la Provincia constituido "por 
las partirla- que deberá acordársele anualmente en eí presupues- 
to general de i>a>l»s de la Provincia". V" bien, esta concurrencia 
del i-rario fiscal en la formación del ^urimoiiio de la Caja, re- 
prcsuUa el aporte indeterminado de todos los habitante* de la 
Provincia en la consecución del fin público perseguido por la 
lt y. desde que ese erario se forma príncii*aliueute con el imjiorte 
rjl la- rentas (pie |*ir concepto de itnpueslos sobre la Provincia a 
lodos mi> habitantes, aún a aquéllos que se hallan más directa- 
mi mi interesados ni la creación del beneficio. 

Uiu no puede sostenerse la ilegalidad de tmla by de impues- 
tos tjiíe diera por anticipado un desiiiu. especial a las sumas re- 
eaudadas por medio de ella, Tal circunstancia, i»or sí sida, no le- 
vatnaria una observación de naturaleza constitucional a su res- 
pecto sino ni la hipótesis de .pie le faltaran W caracteres de 
igualdad, uniforinidail y generalidad necesarias |i«ra repartir con 
noticia la caiga. Y así, aunque el impuesto a las herencias en la 
Capital de la República esta Atinado por la ley respetiva a for- 
mar parte d. I u n escolar creado por la ley 1420. de tal afecta- 

non no r«-ulta ningún óbice legal porque .i algún tributo presenta 
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lo* caracteres de generalidad y nnifortuicla*! requeridos es i-I im- 
puesto a las herencias i|iie. |»"r lo mismo 'P lL * aplica en ocasión 
de Ta muerte incide virtuatmentc sohre todos los hahitautes del 
j.;iís y no exclusivamente sobre un jfru|ní ti clase y además porque 
í 11 la formación del tesoro escolar, como en el di- !a Caja de Men- 
doza, entran otros impuestos de carácter general que représenla» 
él aporte f!e toda la población j>ara la realización del fin público. 

One aún cuando se ha insinuar |m vn la causa que el a] m irte d: 
nulas generales no se ha hecho efectivo desde la sanción de la 
lev. tal circunstancia no ha sido demostrada en el curso del jui- 
cio, conm era de elemental necesidad procesal, y l*>r consiguien- 
te queda excluido el evento de f|tie el medio elegido tendiera sóli. 
a dar visos de legalidad a la contribución patronal para escapar de 
ese modo a la regla de uniformidad c igualdad del impuesto. 

One. en estas condiciones, ajustándose la ley número <>.ÍS a 
las exigencias de uniformidad e igu hI-Iímí del iinpuesto de ipie sé 
ha hecho mérito en consideraciones anteriores al examinar la va- 




su constitucio- 



Oue la documentación acompañada demuestra i|tte los acto- 
res han cumplí* lo con el requisito de la protesta res j veto de los 
pago*, verificados najo el régimen de la ley número 854 

Que, es innecesario pronunciarse sohre las demás cuestiones 
planteadas ¡mt las parlo, desde que las examinadas conducen por 
-i Mil»* a declarar que im se han coiitcnmlado en el caso, de ta 
lev K>4. lus principios de igualdad y de uniformidad proenptos 
por el art. K> de la Constitución Nacional, sea que se trate de la 
prima de un seguro, sea que se trate de un impuesto. 

Ku sn mérito, v de conformidad con lu* fundamento* concor- 
dantes del dictamen del -eiior Procurador (ieneral. m- declaran 
inconstitucionales los artículos 1(1 y 1 1 de la lev número S54 de la 
Provincia de Mendoza, o indi nándose consiguientemente a arjuclla 
;« restituir a los actores en el plazo de treinta días la cantidad de 
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ftcftcntá v >cis mil novecientos noventa y seis pesos ci>n veinte y 
cuatro centavos moneda nacional y sus intereses ileso* el día de ta 
notificación de la demanda, y se absuelve a la misma Provincia de 
la dtrhiración de inconstitueionalidad solicitaife respeto de la ley 
número 02S. Lis estas en el orden causad.» atenta la naturaleza 
di las cuestiones debatidas. Nuuítimese y repuest., el na|iel. ar- 
chívese. 

j . FlGUEROA Al.i OKT A , - KORKRTO 

Kkpkttu. — K. Orino Lavaixk. 
— Antonio Saoaksa. 

II) En la misma fecha la Corte Suprema se pronuncio en 
igual sentido en la causa seguida por doña Modesta Correa* de Re- 
boredo y otros contra la Provincia de Mendoia. sobre incomttitu- 
oonalidad de la ley 854, y con fecha 7 de Julio en la *¡¡^J** 
los señore* bolago contra la mtsma Provincia, por idéntico 

motivo . 



Hunco tlr lo Xmión Artjentim centra Rodolfo y ÍMurat 
{próf tuj0s\. por defratuiactón. Contienda dr competencia ne- 

¡/iltifU. 

Sumario: 1" U jurisdicción i«ira conocer de las causas civiles y 
criminales enrresiwindc, en general, a la justicia ordinaria» y 
>oln exccpctonalmentc cu los casos determinados en forma 
expresa |«>r la Constitución, la ley de I Wedimientos. y le- 
ve, especiales, compete a los tribunales del fuero federal, de- 
biendo ni consecuencia, interpretarse restrictivamente la oro- 
mUneia de dicha jurisdicción. 

\o obstante v a los efectos de entender en la denun- 
cia sobre adulteración de un ehemie girado sobre el Banca de 
l^Xación por uu Juez, en lo Civil de esta Capital, que |*.r 
m naturale/a constituye mi delito común, cuyo juzjramiemo 
ikberia lf»r tal concepto, corresponder a la justicia ordinaria. 
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procede observar, que lo> caracteres del delito tu» pmloini- 
iiiin sulire especiales circunstancias previstas ta la ley, como 
ts la del lu^ar en que el hecho delictuoso se lia cometido, y 
que putiic hacer derivar la competencia jurisilkt iotnil cnniiin 
hacia el fuero «le excepción. 

Ks imlif érente a los efectos de determinar la jurÍMiieeión, 
el sitio en que se ha realizado la adulteración del documento 
suhrc que versa el proceso íactjfl prei>aratoriti <lel delito i. 
pues el delito propiamente dicho se habría cometido en el 
lianco ríe la Nación al percibtff la suma defraue latía, y es pues 
co aroettJt tc en consecuencia en el caso, el Juez de Sección 
de la Capital Federal, ya eme el Banco lia sido creado por 
ley del Congreso para fines de admití ist ración pública y pros- 
peridad general y está i«>r lo tanto sujeto exclusivamente a 
la jurisdicción fie las autoridades nacionales y fuera del al- 
cance de la jurisdicción de las Provincias. 

- i 

Caso; Lo explican las piezas siguientes: 



VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

En atención a que el hedió denunciado se lia cometido en lu- 
gar exclusivo de ejercicio de jurisdicción federal, y siendo pre- 
suntivamente damnificado el Uanco de la Nación Argentina, U. 
S. es incompetente para entender en este proceso, el que debe ser 
remitido al señor Juez l'edcTal en 1utih¡ que corresponda. (Art. 
_M. inciso 3* del Código de IVoccdimicntos Criminal ). 

Junio 9 l y;it >- 

Barbím 
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M lu OKI. Jl m t'l IXSTKI-ll Í«'>N HN Ul t XI MI. SAI. 

Buenos Aires. Junio Q de IDÜO. 

AiiluN v Víito* : 

KMas actuaciones th- ta- rjiu- Mir^e la comisión de un lu dio 
(Idktnosii consumado en una agencia ttó Banco tfe ta Nación Ar- 
»nitm.i. consistente en el aiioderamiemo de una suma de diñen i 
dcjwAttada ni la misma; y 

(niisiderando: 

Our icuiendn el («ilikTiui de la Nación como autoridad pe- 
neial de la mi-ma alisulma y exclusiva jurisdicción en lodo lo con- 
cerniente al llano . de la Nación Afemina, t -.r di-|« lición con- 
titiieinnal. artículo n". inciso 5". y rjdr estar regirla la Institución 
¡m una ''Ley Ks|ieciar del COQpeJü, eorres|»onde intervenir en 
rl conocimiento de este proceso a la Justicia Kedcral, (art, 23, 
incisos .V' y 4" del Código de IVixedimientos en 1" Criminal, ya 
t|m - iwnliién. el objeto de a|«tderamiento ha sido una Mima de 
díliepo depilada en las arcas de la referida institución de eré- 
dim. Kn consecuencia. |«scn estas actuaciones, sin ningún otro 
trámite, a con. cimiento del señor juez Kedcral en tttrno. y ha- 
psp saber esta decisión al aeítor Jefe de Policía a los efectos de 
la investigación que se si K iie. - . f. . livnWrftf Ilurnjo. Ante 
nú : Sttsu, 

■* 

USTA FISCAL 

Señor Juez: 

Siendo de ixeq>eión el fuero federal, no procede reconocer 
la competencia de 1*. S > mientras no resulte claramente cstalde- 
cida . 
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Om li»s elementos une acrecen en este sumario no puede 
decirse, por ahora. i|ue en el caso está suficientemente Amostra- 
do «pie exista una defraudación contra el Banco de la Nació» Ar- 
gentina i»ara determinar la competencia de U.S. uniforme a lo 
dispuesto en el articulo u7. inciso 5 de la Constitución y 2.V inciso 
jf del Código ile IWedimícntos. 

Mediando una situación de duda es de aplicación lo dispues- 
to en el arl. .V. del Cod. de Procedimientos, debiendo considerarse 
competente al Juez une previno en la causa; en el casa el Juez 
de Inwtruccióu de ta Capital. dmUor Avellaneda Huerco. 

Ku m mérito opino que U.S. del* declararse uuompHente. 

■ 

. Kf, Orth I'ofym. 



Al'TO HKI. Jl *KZ l*KT)K».\l. 

Buenos Aires, Junio 11 de 1ÍW0. 

Autos y Vistos: 

V Que dado el carácter excepcional de la jurisdicción fede- 
ra?, la Suprema Corte ha establecido en diversas mxirtunidades 
míe para míe proceda esa jurisdicción es necesario míe resulte de 
una manera dará e indubitable, míe el hecho cometido se encuen- 
tre dentro de los casos enumerados laxativamente en la ley núme- 
ro 4X sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacio- 
nales. 

>> One en el presente caso no resulta, hasta este momento, 
en forma indiscutible de los antecedentes remitidos por el señor 
Juez de Instrucción t\\w el hecho que ha fiado motivo a este su- 
mario, se refiera ni a la adulteración de documentos de los enun- 
ciados en el inciso de la referida ley *W ni a ningún otro he- 
cho de los enunciados en la misma disfinsición . 
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Por estas consideraciones y de conformidad con lij dictami- 
nado por el señor Procurador Fiscal, se declara que el conoci- 
miento de esta causa no corre*i>onde a las tribunales federales. 
En consecuencia devuélvanse estas actuaciones al *eñor Juez de 
Instrucción, haciéndole presente que en caso dé insistir en SU in- 
competencia se sirva elevar las actuaciones a la Suprema Corte 
de Justicia tura que dirima la contienda. 

Jautas. 



DICTA MKN OLI. PROi TttAliOH ntvXEKAL 

Bueno» Airea, Junio 14 de lí»aO. 

Suprema Curte: 

Ifrtre el señor Juez de Instrucción en lo Criminal de esta 
Capital. $mW Alfredo Avellanóla Huergo y el señor Juez Fe- 
denvl en 1" Criminal, también de esta Capital, doctor Miguel I-, 
lantus. se ha tratado cuestión de competencia negativa i»ara co- 
nocer en el hecho que motiva la denuncia presentada a fs. I, o in- 
sidíenle en la supuesta adulleración de un giro que el señor Juez 
en lo Civil de estar Capital, doctor Marcos A. Pígnerba, R**» V* 
nu valor de cincuenta i*sos moneda nacional, contra el Banco de 
la Nación Argentina y .pie aparece. ei| las oficinas de esta insti- 
tución laucaría, librado y el valor -le noventa y dos 
nu! penis motutia nacional. 

Con sujeción a lo dispuesto en el art. Wi inciso ó* di- la ley 
número 4ü55. ctM-resjioiide a \ r * & dirimir la contienda. 

En apoyo de su nejg^iva sostiene el señor Jue/. de Instruc- 
ción que "teniendo el < lolm nui de la Nación, como autoridad ge- 
neral de la misma, absoluta y exclusiva jurisdicción en ludo lo 
concernieiue al liana > .le la Xacióti Argentina p»r dis(H>sieioii 
^kitnaonal. (an. í.7. inciso 5* y por estar regida la instilnción 
j»or una "Ley Especial" del Congreso, corresponde intervenir en 
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el cocimiento de este proceso a la justicia federal. (Art. 23, in- 
cisos 3* y 4* del Código de Procedimientos en lo Criminal". 

A sil vez, el señor Juez Federal argumenta que. dado el ca- 
rácter excej>cÍona! de la jurisdicción federal, sólo procede el ejer- 
ciciu de su jurisdicción como resulta de una manera clara e in- 
dubitable que el hecho cometido se encuentra dentro de lo* rasos 
enumerados laxativamente en la ley número 4X. lo que, a su jui- 
cio, no resulta indiscutible del examen de estos antecedentes. 

Ahora bien : en el caso de Daluiiro C. Aran jo ( Fallos, tomo 
S7 t página ¿10), qtítcÉi, abusando de sus funciones de empleado 
de uno de los J tizólos fie Comercio de esta Capital, fulsií ¡cando 
las firmas del Juez y del Secretario, ¿ragnó una orden de ex- 
tracción de fondos judiciales debitados en el Banco de la Na- 
ción Argentina. Y. iC. después de reiterar el concepto de que el 
Banco de la Nación Argentina ha sirio creado, según su ley orgá- 
nica, con existencia propia y i*rsonatidad jurídica distinta de h 
persona tlel Estado, dijo que, con arreglo a la jurisprudencia es- 
tablecida !>or esta Corte Suprema, "procede la jurisdicción fede- 
ral, tanto en tratándose de causas civiles en que sean lartc el 
Banco Nacional o el Banco de la Nación Argentina, como en las 
criminales por hechos delictuosos perorados contra en me- 
noscabo direeto de los intereses de esos establecimientos ". 

Ku el presente caso se desprende, prima facie, de los térmi- 
nos de la denuncia, que el delito se ha cometido mediante la adul- 
teración de órdenes de |>ago libradas contra el Banco de la Na- 
ción Argentina, sobre fondos judiciales de^sitados en dtcho es- 
tablecimiento v que los tales documentos adulterad*» se encontrar 
ron en las dependencias del mencionado Banco con todos los s.g- 
uos afrentes de haber realizado y finiquitado la oración frau- 
dulenta ordenada en ellos. 

No puede, pues, decirse con propiedad que, en la forma que 
se presentan en este momento los hechos y circunstancias que mo- 
tivan la denuncia de fs. 1. el delito, caso de existir, no afecta o 
compromete los intereses del Banco de la Nación, 1u que, importa 
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decid u desdt ya. >obre la res) Mutabilidad civil que incumbe a di- 
cha institución bancaria O a otra cualquiera persona o entidad de 
las varias que han intervenido en et manejo de los documentos 
adulterados, cuestión esta >últ ¡nía que sólo corresponderá ventilar 
v resdlver; en la debida oportunidad, según sean las particularida- 
des que i*mtfa en descubierto la instrucción de la causa. 

Intimo, por consiguiente, que V; É, debe dirimir la pre- 
•eme cnntit-nda, decorando la conun-t encía del >eñor juez Kede- 
ra| eri lo Criminal de esta C apital . 

Eli cuanto a la procedente cotinmicación j>a$ada ]»tr el señor 
fuez de Instrucción en lo Criminal de esta Capital, doctor Ksea- 
lame Kchajíue, estimo tille ella no tiene influencia en la solución 
que corresponde dar a la contienda suscitada, atento a las con- 
clusiones que dejo expuestas y a que ta omi|ieleiie¡a en malcría 
criminal es cui^tinu de lirden público. 

fforth'ifl A'. Litrrt hi. 



1-Al.I.O m: I A t ORIT SI* PUEMA 

Buenos Aires, Junio 16 üe lí>:10. 

■ 

Autos y Vistos: 

Los de enmienda de competencia tiegaírya trabada entre un 
\wt de Instrucción y el Juez Federal en lo Criminal, amln.s de 
esta Capital, ¡¿ra corioeer en In denuncia sobre adulteración de un 
cheque $f¿Í.O s „bre él tíatten de la Nación por un Juez tu 1*. 
Civil de ota Ciudad; y 

Considerando : 

One tratándose elí el caso de un conflicto entre Jueces de 
distinta jurisdicción, procede la intervención de esta Corte, de 
acuerdo con Ins móviles y et alcance atribuidos en reiterados ta- 
s... análogos al arl. & de la ley número 
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íJik* *If los antecedentes que c< Misionan las actuaciones del 
snh jiulicc, resulta que el Juez de Instrucción deriva la competen- 
cia mu- atribuye en el caso a la justicia federal . de las 04>nsid?ra- 
r ¡4 iito rpu* expresa acerca 4 le los preceptos legales y j ttrí*Tici is i|ue 
rigen e instituyen al l'anco de la Nación; y a su ve/ el juez de 
Sección ftectína su fuero pi>r ser este de excepción, procedente 
>ó]4i en las c4íii4licÍ4H]es laxativamente enumeradas en la ley de ju- 
risdicción respetiva. 

Huí es evidente, desde luego, tpie la jurisdiccióii para CG- 
iHicer de las causas civiles y criminales corresponde, cu general, 
a la justioia ordinaria, y sólo excepcionalmeiHc en u»s casos de- 
terminados tu forma expresa por la Constitución, ley de procedi- 
mientos y leyes especiales, compete a los trilmnales del fuero fe- 
deral, debieinbi en consecuencia interpretarse restrictivamente la 
procedencia de dicha jurisdicción . 

[Hu clin establecido, es del caso examinar si el de autos está 
comprendido en la regla general enunciada, n si determinadas 
condiciones y cireunstancias ¡o caracterizan y definen dentro del 
régimen de excepción referido. 

Oih' .si bien, atenta la naturaleza do delito común que tiene 
¡1 que origina la denuncia, debería \nir tal concepto correspiMider 
su juzgamiento a la justicia ordinaria, procede observar que los 
caracteres clel 4|elito no predominan sobre especíales circunstan- 
cias expresamente previstas en la lev. como es ta del lugar en 
eme el hecho delictuoso se lia cometido y ipie puede hacer de- 
rivar la competencia jurisdiccional común hacia el fuero de ex- 
cepción . 

(Jtte en el caso a que la presente denuncia se refiere, es in- 
diferente a tos eftetos de determinar la jurisdicciiwi. el sitio en 
que se ha realuacUi la n4hilteraoión del document4i s<tbre que ver- 
sa el proceso, pues ello sólo C4mslituye un acto preparatorio del 
delito y no el dclit4i mismo, el (jije se habría cometido en el Ban- 
co de la Nación al percibir la suma fie diñen 1 defraudada, ya sr 
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haya lucho el cobro directamente por el delincuente » p»r inter- 
mediario, éste mía persona, un establecimiento Unica rio, etc. 

íjtir la cüibtatite jurisprudencia de esta O ►ra*, reiterarla a 
traVés tk cincuenta años, (Fallos, lomo IX. [>á^. 340» , ha dejad» 
establecido «pie el Itanco de la Nación ha >idn creado p»r ky de! 
Congreso en virtud de autorización expresa de la Constitución, 
(¿i ív. inciso 5* í pata fines de administración pública y de 
prosperidad general, y está t*ir lo tanto sujeto exclusivamente a 
la jurisdicción de las autoridades nacionales y fuera del alcance 
de la jurisdicción de las Provincias. iTallo*. tomo 116, l«ik r |M ! 
tomo 153. pá«, 9: tomo 154. pág. 2ÜÍ| entre otros) . 

i hte las consideraciones procedentes, ai arte de los funda- 
mentos de que bacen mérito el auto de fs. 9 y el dictamen del se- 
ñor Procurador Ge neral, son bastantes |»ara determinar la proce- 
dencia en el caso del fuero federal, ( Incisos 3* y 4" de los arts. 
> ,u. la lev número 48 v 23 del Código de IVoccd-:.meuh.> en lo 
Criminal) . 

Un consecuencia se declara que el Juez comitente en el ca- 
s.[ i ts el <U- Sección en lo Criminal de esta Capital, v quien se re- 
mitirán lo* autos, avisándose por oficio a los Jueces de Instruc- 
ción doctores Avellánala Huerco y Ksealante H chagüe, a sp 
efectos, 

[. FigüE»0A Amorta. — lioniMro 
Kki'etto. -N. líriuo l-.WAi.L8i, 
— Antonio Saoakna. 



n tiJ t J t ,u' Xlartñd y Jesús VSs^né^ en fii nutnt scguttfa c/r sn con- 
tra r<" <*' ÚPfütfmimti? Wiaoiwl *h l T rubajo. fitir infMétítw 
a Im fe y numero l(>uL 

Smnarm V Kncuadra dentro de los lenninos de M articulo* 14. 
Inciso 3" de la ley número 4K y W de la ley número 4055 > ( t 
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contra un fallo pronunciado en un juicio contencioso admi- 
nistrativo. 

i* VA procedimiento administrativo no excluye la inter- 
vención judicial que ] merlo sor provocada por vía de recurso 
fi por acciones ordinarias. 

3" 1.a garantía do la inviolabilidad de la defensa en juicio 
con surada por el articulo 18 de la Constitución no requie- 
re i|ito las causas se ventilen en varias instancias. 

4" NVi es violatorio de los preceptos constitucional es, ni 
a f tria la división de los poderes del Estado ni las atriliucio- 
ues concedidas a cada uno de ellos, la competencia y proee- 
dinuento determinado i»or la ley número 11.570. 

Cuso : Lo explican las piezas siguiente»: 



KKSOLl t 1Ú.N OKI- nfcPAKTAMKNTU OIX TKARAJO 

Bueim.-i Aires, Noviembre 30 de 1929. 

Vistos jiara dictar la resolución correspondiente, esto anua- 
rio administrativo seguido contra José Marino Vázquez, ñor in- 
i'racción a la ley W>1 ; y 

l un>idorando: 

(Jue a la audiencia pública con que >e inicia la iutruceióu del 
sumario administrativo estatileddu pot la ley 11.570. concurren 
ti inspector de este Depart amento que comprotió los hechos COfl- 
dígnados en el acta de fs. I y los acusado* que 1" liacen asistidlos 
pnr el riuctor Clodomiro Za valia. 

<_>ur. como lo tengo resuelto en el sumario número 280 se- 
guidü eimira «Ion Casimiro Blanco* |w>r infracción a la ley ll.ttS. 
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a juicio del wmftto W> ** Pedente la intervención de letrados 
defensores en esta clase de actuaciones, atenía la naturaleza ex- 
cepctonaJ del trámite, el objeto de las mismas, que lo constituyen 
hechos lluramente y el cumplimiento estrictamente literal que efl 
virtud del carácter de mis funciones, delai hacer de la ley U .570. 
única forma procesal que me es dable aplicar como jugador ad 
(«iiiistrativu ile estas infracciones de policn del tralwijo. 

Kilo no obstante, mientras los señores Jueces no se pronun- 
cien con respecto a la procedencia □ improcedencia de la repre- 
sentación, sin declinar de la tesis sustentada en la ocasión aludi- 
da v por ser ella restrictiva de principios generales, he adnutulo 
,iara esie cas*» la defensa letrada de los acusados, en simple ca- 
rácter de i>atri>einio. * 

Que el propósito esencial del legislador, enérgicamente *it»- 
tentado en el articulado de la ley 11 .570, resulta de íod> eviden- 
cia en el sentido de crear un procedimiento excejjcional. brevísi- 
mo, sumario, de términos ^rentónos, tratando ríe aproximarse 
en lo poatbfc a un ideal en la materia, como U es el de que la 
,>ena siga casi inmediatamente a la infracción. Kl Presidente del 
IWtamento Nacional del Traliajo, disponed art. X después de 
oir sumariamente al acusado y al empleado y recibir las úntelas, 
dictará la resolución correspondiente, agregando, ™ párrafo apar- 
,, l|ue ,1 sumario n» podrá durar más de diez días en la Capital 
I éderal v que la resolución se dictará dentro de los cinco d.íis 
siguientes a! de ta terminación de aquél, estatuyendo, ademas, en 
ém H penalidades para los que no llenen el cometido que le, 
eorre^nda dentro de los términos fijados, dis,,os.cion esta cuyo 
„uWil es el de reafirmar una ve, más. que es pronto esena* 
M la más estricta del tram.te. sm llega. 

a vulnerar principios fundamentales, puesto que los acu- 
sada cuentan con la o,Hirtunidad legal ,Kira ser oído* y i«ira pro- 
ducir SU prnek. de descamo. No cal*, entonces, en estas actua- 
ciones, cuestan alguna de previo y es,*ecial pronunciamiento ,k, 
k, mismo que ellas harían ¡inasible la substanciación en termino 
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tk' los Mímanos, como tani|>oco pritccdcn ln> defensas de derecho 
en forma estricta, ni aún en el mínimum *lt* las excepciones admi- 
sibles, uxla vez que ellns están reservadas por la propia ley, (an. 
S |. jiara el conocimiento de los señores Jueces en lo Correccional, 
siendo igualmente ajena al ca>o las referencias generales del de- 
recho en nna revista di- conjunto a la ley, máxime cuando ellas 
no rescinden de un modo concreto y directo a una lesión jjersnnnl 
de derechos que haya sufrido ya el cuestionante. 

One las precedentes consideraciones alionan la procedencia 
legal con íjue los acusadas fueron intimados en la audiencia pú- 
blica y bajo a|*Td huiliento. i>ara contestar Ja infracción que se 
les imputa y producir, en su caso, prneki de descargo, como tam- 
bién abona idéntica procedencia en cuanto se ordenó hacer efecti- 
vo ese apercibimiento, frente a la actitud de aquéllos, sin «pu- 
lid decisión haya sido objetada. 

Que. en estas condiciones, corresponde entrar derechamen- 
te a conocer de los hechos acusados, a cuyo respeto digo que 
ellos dek'ii tenerse |n»r probados en mérito de que, conforme lo 
dispone el art. párrafo 2 ! de la lev 11.570, el acta de infrac- 
ción hace fe en juicio mientras no se' demuestre lo contrario, re- 
sultando (pie la de autos ha sido rarificada en la audiencia públi- 
ca que presrrilíc el art. 3* de !a ley. por el in^wctor que la le- 
vantó y no ha sido desvirtuada en su oportunidad por prue1»a al- 
guna de descargo, ni siquiera contradicha jior los acusados, en 
aquella ocasión, no obstante el requerimiento que se les hizo a 
esos efectos. 

I'nr ello y atento a lo dispuesto en e! art. 6 V de la ley 4061. 
resuelvo imponer a José Marino y Jesús Vázquez una multa de 
cien pesos % a cada tino, que delicrán depositar a la orden (Te 
este Departamento, en el Banco de la Nación Argentina, Sucursal 
ó. da uro de las cuarenta y ocho horas de serles notificada la pre- 
sente resolución, lia jo apercibimiento de que, si así no lo hicieran, 
se ordenará la clausura del loca). (Art. 4, ley 11 570). Repon- 
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ganse las fojas; cumplido que sea archívese. Notifique el ins- 
pector Realmontc. 

* Luis % Garda. 

DICTAMEN PE!. PROCURADOR (IES ERA I* 

Buenos Aires, Junto 3 de 1930. 

Suprema Corte: 

* 1 í/ 

\^ resolución dictada a fs. 12 por el señor Presidente del 
Departamento Nacional del Trabajo tiene carácter definitivo, 
atento lo dispuesto en la parte final del articulo 6' de la ley nú- 
mero 11 ,570. y. ñor consiguiente, habiendo los recurrentes José 
M ¡ir ¡fu . y Jesús Vázquez sostenido que las disfx>siciones de la ley 
litada en cuya virtud lia actuado y procedido dicho funcionario 
administrativo son violatorias de los arta. 16, 18 y 95 de Ja Cons- 
titución Nacional, el rmirso extraordinario i>ara ante V. E. es 
procedente, pbfc encuadrar el caso dentro de los términos del art. 
14. tncist. > de ia lev número 48 y artículo 6» de la ley número 
4055, sin que sea Óbice la circunstancia de que el fallo recurrido 
hava sido pronunciado en un juicio conlendoso^dininistrativo. se- 
u nm la doctrina sentada i>or fe E. en casos análogo». {Fallos, 
tomo 114. i^ina 350; tomo 139, página 259; tomo 155, pa K ma 
356. entre otros > . 

En cuanto a la justicia del recurso interpuesto, calie. en pri- 
mer termino, hacer notar que, al dictar el Congreso las leyes 4661. 
8999, 9148 y otras análogas, lia ejercitado facultades que emanan 
de expresas disposiciones de la Constitución, (artículos 14 y 67. 
inciso 16), habiéndole sido dado igualmente, (art. 67, inciso 28) 
establecer en la forma y condiciones en que lo ha hecho, me- 
diante la lev número 1 1 , 570, los procedimientos conducentes a la 
efectividad" de aquéllas y de sus consiguientes sanciones pecunia- 
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ria?. de índole puramente administrativa, establecidas como corre- 
lativas de la función misma de policía social. 

Se trata de un procedimiento administrativo, que no ex- 
cluye la intervención judicial, la que puede ser provocada, cuando 
no por recursos, por la vía de acciones ordinarias; siendo de ad- 
vertir que otras leyes, como las de impuestos y contribuciones es- 
tablecen | vialidades que también deben ser aplicadas por el poder 
administrador, lo (pie. sin emtergo, no ha obstado para que la 
jurisprudencia haya reconocido la constitucional idad de sus pre- 
ceptos, e ¡timando que no atacan los derechos individuales, desde 
qtie Lis personas que se consideren lesionadas \iar el procedimien- 
to administrativo tienen abierto el camino para reclamar ante la 
justicia la nulidad de actos de esa naturaleza. (Ver el caso que se 
registra en la página 413 del tomo 151 de la colección de Fallos 
de Y. E.). 

Ks, pues, infundada la tacha de inconstitucionalidad que se 
ífjrmula en el presente caso con res[>ecto a las atribuciones con- 
feridas por la tey número 1 1 . 570 al señor Presidente del Departa- 
mento Nacional del Trata jo, y lo es igualmente la que se opone 
a la disposición final contenida en el art. 6" de la ya mencionada 
ley, en cuanto declara que "hará cosa juzgada toda resolución 
administrativa que imponga multas cuyo total no exceda de tres- 
cientos j>esos'\ no sólo i»orque en este caso se trata únicamente 
de un procedimiento administrativo, sino también porque, como 
lo íiene V. E. declarado, la garantía de la inviolabilidad de la 
defensa consagrada en el artículo 18 de la Constitución no requie- 
re que las causas se ventilen en varias instancias. 

Tampoco se perdí*- como puede en el presente caso resultar 
violado el principio de la igualdad sustentado jwr el articulo 16 
de la Constitución por el hecho de que, según los recurrentes, la 
ley número 1 1 . 570 somete a los comerciantes de la Capital Fe- 
deral y de los Territorios Nacionales a un régimen distinto del 
que disfrutan 1<js del resto del país, si se tiene en cuenta que, al 
dictar dicha ley. el Congreso ha usado el i*»der de ejercer la le- 
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gislación exclusiva para el territorio fie la Capital y tierna* terri- 
torios de la Nación que le confiere el artículu 67. inciso ¿7 de h 
Constitución, y míe la igualda 1 establecida por el art. 16, conm 
In ha dicho reiteradamente V. E.. »o es otra cosa que el derecho 
a que no se establezcan execciones n privilegios que excluyan a 
tinos de fe c|iie en "¡guales circunstancias" se concede a otros ; de 
donde se sigue une la verdadera igualdad consiste en aplicar la 
ley en los casos ncurrentcs según las diferencias constitutivas de 
ellos y que cualquier otra inteligencia o acepción de este derecho 
es contraria a su propia naturaleza y al interés social. (Fallos, 
tomo 105. página 273; tumo 117, página 229: tonto t¿& página 
tomo 151», pagina 141 1 . 

Por último, el pretendido rigorismo de la ley numero 1 L5/U 
no puede constituir una violación de la O institución, pues ningún 
precepto de esta última sustenta el principio de la (¡enignidad de 
las leyes represivas; y en cuanto al reparo que se hace derivar 
de la facultad acordada jn.r el art. 5 l - de la ley cuestionada al 
señor Presidente del l »epartamcnlo Nacional del Trabajo para 
allanar, sin orden judicial, los Incales de traUnjo. cuando haya mo- 
tivo para creer que se ha cometido o se está conistiendo una in- 
fracción, no cnrresiMiude tomarl*» en eonside ración, toda vez (pie. 
caminando las constancias de este exi>ediente. no resulta que el 
aludido íuiKUHiarin haya ejercitado en el presentí- casi., ni pre- 
tendido ejercitar, la facultad que >e impugna. 

Por lo expuesto, soy de i.pmióu que en el presente caso no 
existe violación ninguna de las garantios o institucionales y que 
corresponde se sirva V. K. asi declararlos. 

lloraao K, ¡jarreta. 
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Buenos Aires, Junio 23 de 1930, 

Y Visto» : 

Kl recurso extraordinario traído |>or José Manilo y Jesús 
Vázquez, de la resolución del Departamento Nacional del Trata jo, 
imponiéndoles una multa de cien pesos a cada uno por in fracción 
a la ley número -Mjfú ; y 

Considerando: 

(Jue el prticcd ¡miento para aplicar las frenas pecuniaria- a 
que dan Ilutar las infracciones a la ley citada y otras análogas, lia 
sido determinado jKir la ley número 1 1 , 570 atribuyendo compe- 
tencia especial, al efecto, al Presidente riel l)e|iarlameiito Na- 
cional del Trabajo, en la Capital Federal, y a otros funcionarios 
en Ins Territorios Nacionales. 

One tanto en esa designación, como en el procedimiento es- 
tablecido, para la aplicación de la ley resjiectiva dentro de este 
juicio no se advierte violación alguna de los preceptos constitu- 
cionales, que afecte la división de los (Kxleres del Estado ni las 
atribuciones concedidas a cada uno de ellos, las multa? creadas 
¡Hir una ley de carácter administrativo, que no tienen ]>or tanto, 
el de sanciones del Código Penal son también de incumbencia del 
pí*1er administrador, y el Congreso de la Nación, tiene atrilmcio- 
nes para fijar las normas a que deben sujetarse los funcionarios 
resjK-ctivos. ejercitando tas facultades generales |»ertiiientes que 
le acuerda el articulo (t7 de la Constitución Nacional . 

tjue dentro de estos i>rincipios son de estricta justicia las 
consideraciones precedentes tlel dictamen del señor Procurador 
General, ajustadas a las constancias de aim*. a la jurispruden- 
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cía invocada y atinentes u las cuestiones planteadas en el sul> 

Pbf estos fundamentos se confirma la resolución de fs. 12, 
en manto ha Jiodído ser materia del recurso. Notifíquese y de- 
vuélvanse, previa reposición del pajel* 

J. Figueroá Alcorta. — Roberto 
Repetto- — - R. Gl-ido Lavalle. 

. — — A NTON IO SaíIA R N A . 



finia Pottíifkia Wpé06 Santidad Pío Wh insHtttycmfo 

Ohhpo tir la Mtkesfs de Tmmnán a Monseñor Agustín Ba- 



rren; 



S untario: Con las reservas que emanan de la Constitución y de 
(a* leyes dictadas con arreglo a ella, sobre el Patronato Na- 
cional; del* concederse el pase a la Bula Pontificia institu- 
yendo OKÍspo de la Diócesis de Tucumán. 

Cmit: l.o explican las piezas siguientes: 
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f 

Buenas Aires, Junio 21 de 1930. 

Suprema Corte : 

X.» fettfettptro inconveniente en que V. E. preste su acuerdo 
para que el Poder Ejecutivo conceda el pase, con las reservas de 
piáeiica. a la Huía expedida \wr Su Santidad Pío XI instituyen- 
do Obispo de la Diócesis de Tucumán a Monseñor Agustín Ba- 
rreré, desdé que. según informa el referido Poder, dicho prelado 
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fué opnrtuiiamente presentado por el Gobierno Argentino i>ara tal 
designación, conforme a las disposiciones de la Constitución sobre 
el ejercicio del derecho del |iatronato nacional. 

* . 

Horacio R. Larrchu 
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Buenos Airea, Junio 23 de 1930. 

De conformidad con lo dictaminado por el señor Procurador 
("ieneral y lo resuelto en casos análogos. (Fallos, tomo 150, j •agi- 
na 299 y los allí citados), la Corte Suprema de Justiciable la Na- 
ción presta su acuerdo para que el Presidente de la Nación Ar- 
gentina, conceda el pase a la Bula expedida ]*»r Su Santidad Pío 
XI, instituyendo Obispo fie la Diócesis de Tucumán a Monseñor 
Agustín Barreré, con las reservas emanadas de ta Constitución y 
las leyes dictadas con arreglo a ella, sobre el patronato nacional . 
Devuélvanse, en consecuencia,. estas actuaciones al Poder Ejecu- 
tivo con et correspondiente oficio. 

J . FlGUEKOA ALCORTA . — KoBBRTO 

Repetto. — R. Guido La valle. 
— Antonio Sacarna. 



Ihm Ka f tu l l*axot y Juhcrt y otro contra ta Prozineia de Buenos 
.¡ires. sobre repetición de dinero payado en concepto a la 
trasniisión t/ratuita de bienes. 

Sumario : í v \a\ tasa con arreglo a la cual delie pagarse el impues- 
to de la ley ele papel sellado de la Provincia de Buenos Aires, 
de 1926 (Capítulo III. "trasmisión a título gratuito") debe 
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establecerse tomando en cuenta el monto íntegro tW la hijuela 
Correspondiente a cada heredero, considerada como arción 
individual adjudicada dentro del acervo hereditario, con in- 
dependencia de la situación de los bienes adjudicado... con- 
forme esto, con el principio de la unidad sucesoria de nues- 
tras instituciones. 

2" El principio de igualdad previsto en el artículo Ht de 
la Constitución Nacional, thj resulta comprometido, \x>r el 
hechu de une tratándose de varios herederos, en ¡guales con- 
diciones. exista diferencia entre su* respectivas hijuelas, en 
el <iiuwhwt a pagar en concepto de impuesto, por la diversa 
ubicación de sus bienes, pues tal diferencia previene del ré- 
gimen federativo de gobierno que reconoce a cada provincia 
la libre detemiinación de tus impuestos que corresponden a 
su autonomía. (Arts. ICH. 105. IG6 de la Constitución Na- 
cional. Fallos, tomo 147. página 402). 

í \ts<> : Lii explican las piezas sitúenles: 
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Buenos Aires, Septiembre 28 de 102». 
Suprema Corte: 

IC1 procurador don Cario* Señal*, en representación <le don 
Katacl P¿xOt y Julier y de doña Luisa Kaliell y CiUls. demanda 
¡l la Provincia de Hítenos Aires i*ir redición <le una suma de 
diñen* cobrada de más a sus mandantes en los autos sucesorios de 
dona María de la Asunción Palxot y Kabell. CU concepto de im- 
puesto a la herencia, pago que se efectuó bajo protesta ¡»t* consi- 
derar inconstitucional la forma en qué fué practicada la liumdit- 
cióii curresi»mdiente por la Dirección de Escuelas de la Provin- 
eia demandada . 
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MI representante de ésta, al contestar la demanda, maniiie*- 
la avenirse a lo solicitado siempre míe se modifiquen los termino* 
We la escala a SijíliMíise en ta forma míe expresa su escrito fie fs, 1*>. 

La doctrina y ta jurisprudencia nos enseñan (tomo Í4 1 *. pa- 
gina 417 y litros), ipie el ]Jorecntaje que delíe servir <le laase |Kira 
li(|iticlar el impuesto a la herencia del»e ser el monto efectivo iU- 
cada hijuela y lio el dr la tnialidad del acervo hereditario, doctri- 
na ijiie me |>ermito dar [hit reproducida en esta litis |x»r ser de 
estricta aplicación al caso. 

liu consecuencia, pido a V. E. (me, a los efectos de este jui- 
cio, se sirva declarar que el artículu 37 1 inciso 7 V de la ley de la 
Provincia de filíenos Aires, snhre la trasmisión gratuita de hienas, 
vigente en 1926, vulnera el principio de igualdad en el impuesto 
que consagra el articulo 16 fie la Constitución Nacional, teniendo 
también presente los artículos 792 y 794 del Código Civil. 

Horario A*. Lamia. 
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Bueno» Aires. Junio 25 dv 1930. 

V Vistos: Los del juicio seguiilo por don Kaíael Patxnt y 
Juhert y doña Luisa Kalxll y Cihils contra la Provincia de Him- 
nos Aires por repetición de dinero pagado en concepto de impues- 
to a la transmisión gratuita de liienes : y 

i 

Resultando: 

Que a íojas 4 se presenta Don Carlos Sehatz en nombre 
y con poder Uistante de los actores que se mencionan en el exordio 
demandado a la Provincia de Humos Aires por devolución de 
la suma de doce mil setenta y ocho pesos con cincuenta centavos 
moneda nacional sus intereses y costas en virtud fie los siguien- 
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tes fundamentos de hecho v de derecho: Como herederos ele su 
hija legítima María de la Asunción Patxot y Rabcll. enyo juicio 
ge tramitó en esta Capital, solicitaron protocolización en la Pro- 
vincia ítéiiandada. -de un bien raíz avaluado en $ ¿45.100: se les 
cobró - como impuesto — el LO %. en virtud .le mu- el total del 
acervo sucesori... dentro y fuera de la Provincia, excedía de un 
millón de i^-sos y de conformidad con el inciso 7* del art. 37 da- 
la lev «le l*'2n; peni es evidente que sólo procedía cobrar el 
(\S0 '% referido at único bien situado en la Provincia y (pie está 
avaluado en Jt45.lÜO pesos; mas. como había urgencia en la 
terminación del juicio, *c hizo el pago de $ 34. 510 Iiajo pro- 
felá y reserva por el exceso de $ 12-07S con cincuenta centavos 
en los siguientes términos: 

"Conforme a la interpretación corriente de la ley vigente» 
.... entiende mi representada, de ninguna manera, aceptar el cn- 
íirin erróneo c ilegal de liacer gravitar el tributo sobre bienes 
existentes fuera de la Provincia"", 

"Mí representada paga ajustándose a esc criterio. [W 
fiene urgencia en la protocolización, p&ú 1q hace con expresa re- 
serva efe Stt derecho pora repetir del Pisco. por la vía que co- 
tres]x)uda, lo t\\w resulte pagado demás, si, como es de pre- 
sumir, que.k- firme ta jurisprudencia que declara inconstitucio- 
nal la ley viente estableciendo rpic el impuesto debe conmutarse 
simplemente sobro el Importe de la hijuela, o sea, para ote caso, 
il valor .le los bienes transmitidos en la Provincia". 

Sostiene la parte aciora *\w la interpretación y aplica- 
ción deJ inciso T del art. M de la ley de de i|lte se .pieja, 
exjste violación del principio de igualdad .pie preceptúa el art. 
lo .le la fuusiiiución Nacional "í*>r cuatUo establece un impues- 
to difereiitr para herederos en la misma situación, es decir, que 
recibían Í¿$a1 eamida.l de bienes. sje&Sn que el monto de toda la 
-mvsióu fuera de mavor menor volumen". Indi*, conforme a 
ta resuelto \m la Corte en é cas, , | nádale v. Provincia de liue- 
n. i> \ire>". 
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Acreditada la jurisdicción originaria del Tribunal - í-. (> 
x 7 se <]ió traslado a la parte demandada, la cual. por interme- 
dio de su representante, el doctor Roberto Parry, contestó di- 
ciendo, en síntesis: Kl total del acem> sucesorio de María fie la 
Asunción Patxot y Ral>cil alcanzaba a S I . 377 . 829 . 1 4. de los 
cuales bienes, 345.10) situados en Buenos Aires y vi restó en 
i Unís jurisdicciones dentro de la Nación: a cada uno de los ]>a- 
dre*. los actores — "corrcs|K>ndiú una hijuela fie $ 688.9 14.57. 
IKir lo cual corresponde aplicar la escata del 8 %y no la del 
U,sO % como, erróneamente, se sostiene en la demanda" v. apli- 
cando esa escala sobre el valor del bien protocolizado debieron 
|>agarse $ 27.008, por lo que. de acuerdo cfm la jurisprudencia 
tle la Corte, el exceso a devolver es de $ o. 902. Kn e*o> térmi- 
no* reconoce los hechos invocados en la acción" y pide que asi se 
resuelva con costas a los demandantes y previa nuevn traslado 
por su orden (fs. 19) . 

Notificada la contestación y la providencia de aillo*, el se- 
ntir Schat.z pidió f|ue se abriera a prueba la catisa para piohar 
"en toda su extensión los extremos de la demanda", ( tV 20», y 
así se proveyó (fs, 20 vía.). 

Las panes produjeron la proel ta que jugaron peninente 
a sus fine- f fs. 21 a 38 1 ; alega sobre su mérito la |iarte actora 
( ís. 42,: el sifñor Procurador General dictaminó en el «cutido 
de que >e declare "que el art. 37, inciso 7 ,y de la ley de la Pro- 
vincia de Buenos Aires sobre la transmisión gratuita de l»tencs, 
vigente en 1920, vulnera t! principio <le igualdad en el i un. tuesto 
que consagra el art. 16 de la Constitución Nacional , teniendo 
también presente los arts. 792 y 794 del Código Civil", { U, 50) , 

Para mejor proveer se mandó agregar las hijuelas de los !« - 
redern» actores y ellas sr acompañaron por el representante tle 
los mismos {fs. 52 a 08 i. quedando el juicio en estado dt íallo 
ti día 10 de los corriente-: y 

Considerando: 



\ 
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"1,.* termino* cu <pie se producen la demanda y ta «Éfeft 
don fijan h amplitud v limites del cuasi contrato de la Un* can- 
tesWm tu ñmm civil v es dentro de ella $fe pavita la prueba 
y sí pronuncia el fifl» judicial y tales cunce|iti» «o*» 
tiean iN.nttn en «iwi* de repetición i*ir ikuío indebido, como 
,.„ i-| i,,/. /i/ t -. iiu.lic la linaria protesta Y reserva de de 
rjtffe*. N" es o» tí alcance que esta Corte Suprema ha dado al 
dicho rtcaudo ni mi constante jurisprudencia, como que. |>ara 
darlo ym cumpBtío, prescindió siempre de fónmilas y solcmn.- 
,!adcs aceptando, como oficíente, cualquier manifestación auten- 
tica ,|e disconformidad al efectuar el pago, de tal manera que el 
aeredor estuviera informado de esa continencia del cobro para 
|o. fine* de previsión v defensa. t iartieularnieute umbrías en el 
caso de bienes deMinados a cubrir servicios públicos. (Conf , Jii- 
ri M .rudeiicb de la Corte Suprema. Fallos, tomo m \*f - 
UiS actores pudieron articular su demanda sin someten* es- 
trictamente a lo, lénuillos en que formularon la protesta y la pro- 
vincia ha podido perfectamente reconocer su error en cl.aCto de 
tútmW liquidación para el cobro del impuesto y opoiwr. sin em- 
hargu, las defensas que bava estimado justas. No existe urn^in 
,.rrcepM ni principio iurídicn .pie limite la facultad de la* parte, 
para definir los extremos del pleito cu el único momento en que 
i*l *c plantel. Como entienden tos actores en su alefato de bien 
probado, ¡ffk 43 v vuelta K 

Ka el ca^.i concreto de autos la filis t oithsttitio queda cir- 
.riin-cripta a determinar si la tasa Con atrevo a la cual del* pa- 
,-ar-e el impuesto de hi "Ley de l'a]»cl Sellado de - Capi- 

tulo III Transmisión a titulo gratuito- - de la IWmvia de 
líueuo* Vires, debe eMabbcerse tomando en cuenta la hijuela del 
lured.ro ta! como la fijo y adjudico el Juez de la sucesión, o >,. 
p,,r ser ello coiltfftfto al principio di igualdad consagrad» en el 
a*, Ir» de la t '..iisiiiurión Nacional y en la jurisprudencia de esta 
Corte, pnm^c tomar tfftb Lase únicamente el valor del bu., ubi- 
cado < a ¡a Provincia v iptc integra esa hijuela. lk-sdé luego debe 
., ivrMn-f el fritar di- la parte adora ni cnanto idcntil ica el con- 
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tepto ile -hijuela" con l1 de bienes transmitidos eii la Provin- 
cia", íís. 4 vta.-dcl escrito de demanda; & protesta por el 
eohro del impuesto) ; y en cuanto esa identificación la refiere a la 
¡imprudencia de esta l orie según resulta del fallo en el caso 
Drvsdale v, Provincia de Buenos Aires y otros posteriores. Hi- 
juela ts el "documento d»ndc se reseñan los bienes que tocan tn 
una participación a uno ríe los participes en el caudal que dejó el 
■ Himno; v al conjunto de los mismos bicius" y no tuda uno de 
fc£ bienes' o conjuntos de tiene» de distintas situaciones y juris- 
du-ioucs que integran la porción hereditaria de cada heredero ; y 
por eso en el doennunto de fs. 56 traído *>ara mejor proveer", 
se dice: * Sc hace constar que esta hijuela ha sido integrada i*ir 
los bienes adjudicados en la hijuela de la Capital Federal. a sa- 
ber, etc.". es (Ueir. que ambas son partes del único todo que es la 
hijuela fie la aludida heredera. desdoblado sólo a los fines de las 
kves locales de registro e impuesto. I-a Corte cu ti aludido casi» 
Drvsclale (Mino 149, pág. 417), se refirió, con toda claridad y 
precisión, a la hijuela de cada lu-redero como porción individual 
a<!ju.l¡ca<la dentro del ;;arv, hereditario, con independerá de 
b. situación de los bL-nes adjudicados, lo que. por lo demás, está 
couiornweoti el principio de !a unidad sucesoria de nuestras ins- 
tituciones. (an..íí7. mám 11 y art. IOS de la Constitución Nació- 
nát; arts. .V>17 y Í3IS del Código Civil). 

N<« es eficaz la invocación, por. los actives, di la sentencia 
de esta Corte en el caso ya citado de Dn>da1e. para justiO.ar la 
tacha de desigualdad constitucional que oponen a la interpreta- 
ción y aplicación del impuesto que patrocina la demandada, pues 
en ese tallo se resolvió, preci sámente, cinc la tasa aplicable a caria 
hijuela debía ducrmíuarse pm el monto integro de la misma, en 
cnmracotiira|M>*iaóii al inciso 7" del art, 39 fie la ley de 192¿ que 
fijaba el activo neto de la sucesión para fijar esa tasa y por ello, 
no obstante que los bienes situados en la Provir.da importaban 
solamente quinientos quince mil quinientos sesenta y tres pesos con 
treinta y tres centavos, la tasa que sobre esa suma se aplicó fía- 
la correspondiente a ochocientos veintiséis mil i>ehocientos trece 
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pesos con setenta y tns centavos, es decir, el 15 c /h conforme a la 
tácala del art. 23 de la ley. í Resultandos i*ágina 419} . 

Ks cierto, que en ese juicio no se planteó la cuestión referen- 
te a sal*r si la liase de la Usa delie ser el monto de lo4 bienes lo- 
cales exclusivamente, o el monto integro de la hijuela, porque los 
flores partían de la base de ser Legal y justo este último criterio; 
pero como íuc invocado ti pronunciamiento pertinente, ha deludo 
ponerse en evidencia que sus considerandos y fundamentos no 
auspician la tesis de la pane actora en eí caso en examen . 

Kt principio de igualdad previsto en H art. K» de la Constitu- 
ción, único que esta Corle debe examinar en el pleito, porque es 
el único invocado jara enervar la ley, no está comprometido l*>r 
la interpretación que la demandada fija a la minina, jmes cuales- 
quiera sean el grado de parentesco de los herederos, el número 
di éstus y el valor de sus porciones hereditarias. t*KÍos lo> que 
estén etl las mismas condiciones sufrirán el gravamen fi^-al en 
lase a ta misma tasa: lo que corresponde al valor de su hijuela o 
porción hereditaria; v si hay diferencias en el quantum a pagar 
i«>r cada cual, pur la diversa ubicación de sus bienes, ella?, provie- 
nen dd régimen federativo de gobierno que reconoce a cada Pro- 
vincia la libre determinación de los impuestos que correspmden a 
,U Hutonomia. í Arts. 104, 105 y lOti de la Constitución Nacional. 
C. N. T. 147. pág. 402 1. 
Fuera del argumento constitucional del art. lo. no se ha 
opuesto ni menos fundado ningún «tro que pueda justificar la 
competí ncia de la Corte, ya que la ennfurmidad y armonía de las 
¡municione* locales entre si. escai>a a su juicio según lo resucito 
, u el cas,. ''Comrjañía Sansinena v Mumcii»alidad de ta Capital , 
imem *» á mm IW 110 63 de sus fallos, pronunciamiento 
ratificado, entre otros, en ti del tomo 154, página 115. 

Kii su mérito: v oido el señor Procurador (icneral, se re- 
suelve: (Jik- h Provincia de Huera» Aires debe devolver a la par- 
te actora" como cobrado de más. la suma de seis mil novecientos 
dos peso* moneda nacional, con más sus intereses desde el día 
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m la protesta a estilo de los que cobra el Banco de la Sació» Ar- 
Kcnttna : sin costa* atento el resultado dil pleito. Nottíumese, re- 
y fecha, archiven. 

J. FlCl'EKOA Al-CORTA. — RoHERTO 
— R. GüUSO L AVALLE. 




Junio 27 de 1930. 

( ^servando el Tribunal que. por error puramente materia!, 
en la parte dispositiva (fe la **M1 pWÉfMft W. |> Consona- 
do -con mas sus intereses desde el día de la protesta". en *f & 
establecerse "ciedle il dia de la notificación de la demanda , de 
conformidad con la jurisprudencia comíante y uniforme de esti 
Curte Suprema, aclárase dicha sentencia en el sentido que queda 
txpres idf ■ . 1 lámase sabir . 

J. Fjoceroa Ai.corta. — ■ Rohkhto 

REPETTO. — R- (¡VIIM) l.AVALLK. 

— Antonio Sauakna. 



Don iiitshn o Cama,nr M ff Cobñnw Xacioiul, sobre 0k 
loción. 

Sumario : l .a demanda \nr pago de ima jubilación no es una ac- 
ción -ivil <U las previstas en la ley 3952 y por tanto no SB le 
puede dar curso sin previa venia legislativa. (Fallo*, tomo 
9. página J09>, lo que continúa siendo verdad después de 
¡taneiunada la ley 4349. 

É 

Cojo: Lo explican las piezas siguientes: 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

La justicia f celera! es competente para conocer en la presente 
demanda en virtud de lo dispuesto en el art. T. inciso & fie la 
lev número 4H t pero, en el presente caso, corresponde que U.S. 
lio íe dé curso, jK»r no hatter obtenido el actor la venia necesaria 
del II. Congreso para demandar a la Nación. 

"1**1 nombramiento de los empleados de la administración, la 
conservación de sus empleos y la jubilación, son materias ajenas 
aí (ltreCho común y no constituyen un contrato entre la Nación y 
dielios empleado». En consecuencia, la demanda contra el Gobier- 
nii por ¡«no de una j oí >il ación, no es una acción civil, d<- l;is pre- 
vistas yjor la ley ,V>52, delñcudo rechazarse si no se lia llenado el 
requisito previo de la automación legislativa" . (S. C. X. 1 - 
00. página 3&)\. 

Septiembre 14 de 

Ed mudo Sarmiento. 



ALTO PKI. Jl*E¡C FEMiRAL 

Bu«ft$a Aires, Septiembre 18 de 1U28. 

Amos y Vistos.: 

Téngase por resolmión del Juzgado el precedente dictamen 
del MfWr Tnr, tirador KUcal . 



DK JU«TIC1A DE LA NACIÓN m§ 
SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL DE APELACIÓN 

Buenos Aire», Diciembre 12 de 1929. 

Una de las atribuciones que la Constitución confiere al Po- 
der Ejecutivo, art. 86, inc. 7 V , es la de conceder jubilaciones, re- 
tiros, licencias y g<«:e de montepíos con forme a las leyes de la 
Nación . 

Esa atribución le corresponde en su carácter de poder que 
integra el ( hibierno de la Nación, entidad fwlílica. y no como re- 
presentante de la persona jurídica Estado, que menciona el art. 13 
del Código Civil con capacidad ¡iara realizar actos y contraer ol>1i- 
gaciones regidas por el derecho común. 

La Curte Suprima lia declarado en el fallo del tomo 99, pá- 
gina 309, que la demanda i*>r t*igo de una jubilación no es una 
acción civil de las previstas en la ley 3952 y que por tanto no se 
le puede dar curso sin previa venia legislativa, lo que continúa 
siendo verdad tkspués de sancionada la ley número 4349; razón 
por la cual la Corte en casos posteriores llegados a su decisión, 
entre otros, tomo 131. página 257, y 239. página 315, lia hecho 
constar que se había obtenido la venia correspondiente. 

Por elln y de acuerdo con lo dictaminado poT el señor Pro- 
curador Fiscal de Cámara se confirma el auto de fs- 14 vta., en 
cuanto tío da curso a la acción por falta de venía del Honorable 
Congreso. Devuélvase . — Rodolfo S. Pcrrcr. — B. A. Nácar 
Anchomia. — Josv Marcó. 



UUTAMKN IÍEL PBOCL'RAIIOK UKNF.RAI. 

. 

Buenos Aire s, Junio lfi de 1930. 

Suprema Corte: 

Aunque al interponer ¡i f>. 2J el recurso extraordinario de 
apelación para ante V. §. que autoriza el art, 3». inciso t* <le la 
ley número 4H. el interesado no lia cumplido la exigencia del art. 
15 ile la misma ley número 48. estimo que el rteurso es proce- 
dente, dado que se ha fundado el derecho a i>currir directamente* 
a la justicia federal y deducir esta tkmanda en el art, 1" de la ley 
numen» 3052. y la resolución dictada a fs. 21 i»or la Cámara Fe- 
deral de Apelación de la Capital desconoce dicho derecho y tiene, 
pnr iitra jane, en el caso ocurruitc. carácter definitivo, como que 
se opooc a la ulterior substanciación de !a causa. 

IC1 recurso ha sido, pues, liicn concedido. 

Ivn cuanto al fondo de la cuestión nada tengo que añadir 
a la ejqjosición de los fundamentos, de la aludida resolución de 
lujas 21 que son, a mi juicio, evidentenmite ajustados a derecho 
y a la jurisprudencia sentada por V. K. en cqsos análogos. 

■ 

Pido. |wir tanto, se sirva V, E. confirmarla en la parte que 
ha |i»didu ser materia del recurso interpuesto. 

. 'Horacio R. I.tirrrta. 



FALLO HK LA CORTE SL'l'HEMA 

Buenns Aires, Junio 25 de 1930. 

V Vistos: los del recurso extraordinario contra el fallo de 
la Cámara Federal de Apelación de la Capital en el juicio de 
l rusta vo CamautT contra la Nación solicitando se declare el de- 
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recbo del actor a ser jubilado y llagado como tal desde el 20 tile 
Febrero de 1930. 

Por sus fundamento* y lo dictaminado jior el señor Procu- 
rador General se confirma la sentencia arlada. Hágase saber y 
devuélvanse los autos . 

J. F Hit? ERO A Al. CORTA . — ROBERTO 
iÍEPETTO. — R. (¡t'IlíO l,AVALLE. 

— Antonio Sacakna. 



Caja Xacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles en tos autos su- 
cesorios (te don Hcrwahc Rcyuciru, /rom tuve contienda de 
competencia por inhibitoria. 

* 

Sumario : Sean cuales fueren las disiwsiciones de la ley 9688 re- 
lativas a la constitución de la caja de garantía, al destino de 
en ella depositados, a la determinación míe csta- 
si la indemnización l*or accidente forma i^rte o no 
del baher bereditario. son cuestiones de fomfci que no deter- 
minan la jurisdicción v que deben plantearse ante el juez o 
tribunal que sea comí ente por expresa disposición de la 
lev o m aplicación de los preceptos y normas generales que 
rigen la materia, como en el sub titc el jttez de la suces.on. 
(Articulo 3284, Código Civil» . 

Caso: I.o explican las piezas siguientes: 



VISTA FISCAL 



Señor Juez : 

A fin de evitar repeticiones 
y a 




el Fiscal reproduce los 
por la Caja de 
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correspondiendo que U. S, dé por entablada la cuestión de com- 
l>eiencia. como se pide, 

Denp. Octubre 22 de 1929. 

Fernando Ccnucsotti. 



AUTO IMSL JI K7. h.V U> CIVIL 

■ 

■ 

Buenoa Airea, Octubre 25 de 1929. 

Túfase j K »r trabada la cuestión de comi»ctencia y líbrese ex- 
horto al señor Juez de \jí Plata. nata que se inhiba de entender 
en este asunto, Rep. — A', /\?irW tfc Prratla. — Ante mi : .-Mi-mii 
Fernández Mouján. 

ACTO l»PL J CKZ KX LO CIVIL Y COMERCIAL 

La Plata, Febrero 28 de 1930. 

— 

Autus y Vistos; Considerando i 

I" One este juicio i;ne lo es sucesorio, ha sido iniciado por 
lo* herederos del caúsame y ante lo* Jueces Provinciales, a mé- 
rito de las partidas de ís. I y siguientes, y lo que dtSDpnen los 
arts. del Código Civil y 11 del Código de Proccdin lientos. 

(Jue corrillos los tramites del mismo y dictada ta correspon- 
diente declaratoria de herederos a ís. 29, se resolvió requirir a la 
Caja EíacionaJ <lc jubilaciones y Pensiones Civiles depositara, a la 
orden del iníra^ripto. el importe de la indemnización que corres- 
pondía al causante por el accidente sufrido y que es, según de- 
nuncia el único bien sucesorio. Esto dió motivo a las diversas 
incidencias que resueltas a f s. 33, 43 y 57 impusieron a la Caja de 
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De dio se lia declarado disconforme la mencionada Laja de 
litaciones y como mejor solución tía hecho plantiar al Juez en 
?'ü doctor Portel de Peralta, la inhibitoria que exhorta a fs. 4. 

2* One estos antecedentes que surgen de autos, han sido re- 
lacionado* para establecer que en otas actuaciones sólo son parte y 
han sido tenido como tales los herederos declarados de don Her- 
nalx ; kegucira, no teniendo en ellos intervención alguna en ese 
carácter, la (.aja de Jubilaciones y Pensiones. Esta es jtor dispo- 
sición de la lev número 96&S a íjnien «lehcii depisitarsc los fondos 
que provengan de los accidentes que la misma prevé, y en este 
carácter, que im puede tener más extensión <jue el legal, no tiene 
facultades ni derecho a ser tenida como parte interesada en jui- 
cios que les son ajenos. Como es expresa la ley al determinar 
<pie las euestioues de competencia deben svr planteadas por «[ilío- 
nes son pane en los juicios, (arts. 410, 41 2, Código de Procedi- 
mientos de la Capital Federal, y 42S, 4,30, Código <le Procedimien- 
tos de la Provincia de Unenos Aires |, exigencia ésta que es co- 
íuctiLada en íorma categórica y afirmativa por Rodríguez, (lomo 
*\ página 124 y siguientes*, debe forzosamente concluirse en que 
i es la Caja de jubilaciones parte en este juicio sucesorio y no 
siéndolo, carece eiiloucts de personería para promover cuestiones 
de competencia, Y esto es fundamental iwirn la decisión queco- 
rresponde a la inhibitoria planteada, pues el buen orden de los 
juicios inuKmi el rechazo de toda incidencia que sea traída a los 
mismos ix>r quienes no sean i varíe legítima en él (art. 633 del 



3^ yue existe también otro impedimento legal, ¡>ara que el 
infrascripto acepte, la inhibitoria que le es planteada: las contien- 
das de competencia como en general todas las cuestiones que m* 
plantean cu autos, tienen su término legal y él es imperativo en 
tal forma, que se pierde el derecho a substanciarlas cuando se les 
haya dejado veticcr. Y así los arts. 414 y 432 del Código de Pro- 
cedimientos de la Capital y Prgviticia de Buenos Aires, respectiva- 
mente, determinan que ellas deben ser entabladas antes de estar 



tratado el pleito ; el caso inverso importa consentir la jurisdicción 
del Juez ante quien se inicia. Cierto es que en el jgt jWtVc se 
trota de un juicio sucesorio en el que no existe contienda, i*ro 
hay también que acedar que la jurisdicción del Juü que es im- 
perativa según el artículo 3284 del C. Civil, se confirma una vez 
vencido el plazo de la publicación de edictos, llamando a herbe- 
ros y acreedores para ser tenido* i>or luirte en él; en el caso de 
autoVse ha dictado ya declaratoria de herederos. Y si hubiera du- 
da al resisto, todo plazo lia vencido ya. pues la nvsma Caja Na- 
cional de Jubilaciones a U. & dándose i*>r notificad con fecha 
Mayo 14 de L929 de la primera intimación que se le luciera, plan- 
tea al infrascripto su desacuerdo legal con la misma y lo hace j^or 
intermedio del señor Juez exhortado; esa notificación y las pos- 
teriores habidas con íechns Octubre 28 de 1929 y Agosto 12 de 
imi f* 62 vta.. han determinado el vencimiento del plazo para 
me la mencionad institución trajera la cuestión de ine OT ipeten- 
5¡¡ ( arts. 51. 53 v 432 Cód. de Procci, de la Provincia de I líenos 
Aires v art. .V. ley 4128; 41. 45 y 414, Cód. de IWl. de la Ca- 
ntal Kedeml 1 . no Wm *R* 1*> r » l ™ circunstancia dcscemo- 
n1 clBU1Il a loí términos se refiere por é señor Juez cxlu>r- 



tantc 



4 1 -' Y que aún lucra de i st:is rizones de forma procesal, en- 
tiende el infra>criptii que no es tampoco procedente la inhibitoria 
que *e le ¡¡¿Mea. Si él vt el Juez de la sucesión por apresa dis- 
posiciún de las leyes de forma y fondo, (art. > 11 C , de P-^ 
u debe reconocer su incompetencia \™r el lucho de íjtte la C:iia 
de luhihción etitieiKU- «me m im fe* ffc*** # tl,,,ltki(in >' 11(1 
;mtc el Juez de la sucesión donde deben discutirse la entrega de 
los fondos, ka concuerda el inl'ra.-bripto cotí esa teoria que es lu 
que t i >cñor Juez exhortante hace suya al reprin lucirla y ello |wr 
múltiples razones Urales, no cree sea el caso de que los herederos 
Regueirá deben ventilar juicios contra la Caja, sino que es Ésta 
t ,uc debe hacerlo ante el Juez de la sucesión, para ello tiene como 
inicio unmrsd fuero .le atracción, es. pues, ante él que r U 
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cutirse el carácter de los bienes, su forma de jwigo y entrega a tos 
herederos, ya que es el juez y no la Caja, el arbitro para resolver 
estas cuestiones, cuando son deliatidas. Y en su <lmconformulad 
y dentro de las normas procesales de la Provincia tiene la Caja 
los recursos legales para agotar la defensa de sus intereses, la fal- 
la de substanciación que se alega, sólo a ella le es imputable. El 
hecho de intervenir la Caja en el pago de esas indenmizaeifmes no 
iniixirta dar jurisdicción propia a los jueces donde ella tenga su 
domicilio. Según se ha sosa nido en las resoluciones de fs. 33. 
43 y 57 la ley ÍMitW. que es de carácter nacional en cuanto a m 
fondo y nbligaloria pani nnla la República, en cuanto a su forma 
queda librada a la mejor reglamentación qm- cada Provincia «le- 
ba darle resi>ondieiKÍo a sus necesidades y costumbres, asi, pues, 
nuestra Provincia» sin llegar a dictar ta ley reglamentaria, lo ha 
hecho con un clecrelo di- Marzo 14 de l°d7, y ha creado también 
su Departamento Provincial del Trata j". Es con este criterio ft- 
deralista que surge di- lo (pie prescriben los arts, f>7. inciso 11, 
104 y 105 «le la Constitución Nacional, y que 1" fundamentan 
nuestros orígenes históricos (pie d infrascripto lia interpretado 
dicha ley en la forma que queda determinado en los proveídos 
nu noiiiiiados, y asi lo ha entendido que las disposiciones que tm- 
puneu et di pósito de la indemnización en la t aja y el pago de la 
misma con sus remas a base de capital reservado, es de aplicación 
a la Capital Federal y Terrtiorn s Nacionales por el carácter de 
local que para ello tiene el Congreso. En su mérito, pues, y ha- 
bien Ir ■ el accidente ocurrido en jurisdicción de esta provincia, no 
t> admisible el privilegio centralista que pretende la Caja para sí, 
al extremo de que sólo ante ella y sus jueces que deljen ventilar- 
se las oucst iones en que tenga interés: desaparecen i>ara la Caja en 
la organización de nuestra República, las entidades provinciales 
y todo lo que hayan hecho sus jueces carecen en absoluto de valor 
pirque no se aviene a su interpretación de la ley. Manteniendo, 
como es natural, el infrascripto, sus puntos de vista sobre los de- 
pósitos hechos en la Caja y su extracción y teniendo el mejor res- 
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exhortante y los Tribunales cuyos fallos se cita», cree que es el 
caso <Ie sostenerse, como lo ha lucho en la secuela del juicio, en 
que es él el Juez comitente por imperio Je la ley i*ara intervenir 
en esta sucesión v resolver conforme a su mejor criterio todo lo 
que. se relaciona con los bienes sucesorios *ia entrega si la cree 
pertinente o su depósito en las Cajas provinciales . Uo esencial es. 

de la interpretación de que de según su ciencia y concien- 
cia a la lev discutida, (art. 21 del Código de Proe«lhnientuA& el 
mantener 'su autori.lad ele Juez, « institucional y procurar d res- 
pm de sus deternuiuciones, no es el caso de creer que en este 
estado del juicio, del* reconocerse incompetente pttpí m él tie- 
ne interés la Caja Nacional de Jubilaciones — que no es i>arte 
en el misino — v que ese sólo hecho dé jurisdicción exclusiva a 
los jueces de la Capital Pederal. ym * tKr al1i * 11 sc<le ' Na cs la 
Caja en este juicio el personaje central, lo es sí en cambio, la 
entidad sucesión, v coma ella está originariamente indiada en la 
Provincia. t.ala discusión con lo en ella resuello dtbe ser ventila- 
do ante el luc/. de la suo-sión, no es en cambio ¿sta la que debe de 
ir ante los Jueces del domicilio de la Caja ajlevarle pleitos, m 
establecen los arts. " y 10 de la ley citados i>or la misma, que 
sca sólo ante los Jueces ele la Capital de la líepúhlica que dekn str 
oída U Cija de Jubilaciones ni existo disposición análoga en nin- 
guna otra ley de la Nación, y en cambio la misma ley .¿(art. 15 ). 
da jurisdicción («ira los incidentes ocurridos ui la Capital Fede- 
ral v Territorio* Nacionales a los Jueces del Ui^ar. quedan cx- 
éiMóS de ella los que ocurran en las Provincias, pues la ley no 
puede oí Villar la existencia de las mismas y sus organismos judi- 
ciales, en este caso el accidente ocurrió en esta ciudad y el hecho 
de <jtte la Cia. "K1 Comercio" haya efectuado el depósito en la 
forma que lo establece el art. 9\ nu importa descomver la exis- 
tencia tic los Jueces Provinciales, ellos no dependen de. la voluntad 
it de los hechos del asegurador. Que todos estos argumentos escu- 
eces ;i esiahlecer la autoridad de los Jueces Provinciales, y la fal- 
ta de un privilegio especial para la Caja de Jubilaciones y Pen- 
sione? (lite la excluya de los mismos, y otros muchns más que pa- 
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dieran baetrse reafirmar al infrascripto en su absoluta competen- 
cia, tpie la tuvo desde la iniciación da estos autos sucesorios, y lo 
determinan a rechazar la inhibitoria que se le plantea, no cre- 
yendo que sea sólo a tos J titees cíe la Capital Federal i|ue corres- 
|Hmda ventilar los asuntos en que la Caja tenj*a interés, sin que 
ésta, deba ser demandada en su domicilio cuando disienta con las 
interpreta-iones ríe la ley 9.6&8, antes, al contrario, si se siente 
lesionada eu sus derechos, debe ser ella la que ocurra como acto- 
ra ante los Jueces qne a^í lo han determinado. Ks, pues, como 
Juez de ía sucesión que le corresponde seguir interviniendo en 
estos autos, pOT así dis¡>onerlo las leyes da fondo y forma. 

Por cito y conforme ^ou lo establecido en los arts. *M6 y 437 
ilel C. do I', de la Provincia y 41í> y 420 de la Capital Federal, 
con suspensión de todo procedimiento, liarse sal>cr al señor Juez 
reqdrente los fundamentos expuestos y |)ara que. dando por 
formada la contienda, remita tos antecedentes a ta Suprema Cf ir- 
te Nacional. — Linio Moreno Quintana. — Ante mí: Rodolfo 
A. Rk anúa. 

rm-TAMKN hki. hk¡h ikaook cknkkai. 

Buenos Aires. Junio 16 de 1ÍI30. 

Suprema Cune: 

Con motivo ,K1 acídente de t ral vi jo (pie ocasionó la muerte 
¡t$g don líernalié líee;iieira, la Compañía de Seguros "El Cnmcr- 
cii " consignó tu la Caja fie garantía disentiente de la Caja Na- 
cional fie Jubilaciones y Pensiones Civiles ía cantidad de tres mil 
trecientos t reí nía pcv-os moneda nacional, ¡mporU- de la mdem- 

uúmero W^SS. 

Iniciado el juicio sucesorio del causante eu d Juzgado en lo 
Civil y Comercial de la Capital de la Provincia de Hueuoa Aires, 



■ 
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a nr P > $¡1 Í8*t»r l-ucm M. Moreno Chiintain. este marrado 
lii*. suUt al Presiente de díclta Caja, n«r nwlú. dft exhorto. 
(|l K- iransítriera esos fondos a su orden ,M,r im.nrrfo del 
¿Wtadb, doctor Rafael Porcd de iVraha. Jura en lo Uvil de 
fe Canual. dí&daiufe éhiwices el Presiente de la taja la ct,n- 
tk-ml» de eot, n >etvnda ante e! jttfc últimamente nombrado, man- 
rtmendo sn resolución c! Juez Provincial, tfí los lemimos que 
r\ presa la resolución de fs. 8. 

Ya se trate tfe una contienda de competencia o de un con- 
Ít m ii ; t triUcione> nure Jueces de distinta jurisdirción eorres- 
IKindt- a V. dirimir el caso planteado. 

L„ argumentos k^ales y de juri^rud encía que hace- valer 
la Caja tu el eserlo de fe $ Htfe reproduce y de aciuvdo con 
la doÉ^lia <!ue attgé del íaflo de V. & ^t«0 e„ ,1 lomo 
MI, página 2».S. m»v de opinión mu* el Juez Provincial, en isti 
C3$0, tío tUne atrilmeiones tú competencia para dis|m«ier di* fon- 
di*, eon^uados ui íl acídente de que su trata, en virtu.l di- lo 

dispnerio por ,1 art. V d<? fe 1% - v "P **■ t,J " 

fU, pnnvdtiuiento relacionado con la transferencia i|ite gestiona. 

Horadó A\ karreta. 



I'.UJ.O HE LA i'OkTE St TKE.M V 

Buenos Aires, Juniu :25 di- L$ü, 

Autos > Vicios: 

,|e contienda de O wjí¡ .ciencia por iulúhitoria iraLada m- 
íre un Ituv de 1* Instancia en lo C ivil <b esta Capital y oiro e u 
-.-vil v Comercial de l a Plat.i. como motivo de! exhorto li- 
brado por e>u a objeto de míe se oficie al señor Pn-idente de la 
Caja Xiemnal de (obllaáottes y Pensiones Civiles, Sección Ac- 
cidentes del I ral ajo. a fin de qüé éíspotlp la transferencia a la 
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ta pesos nacióles, depilados en esa Caja como indemmzación 
por el accidente sufrido por don líernal* Kegueira, causante de 
la sucesión que tramita por ante eí Juzgado de referencia: y 

Considerando.: 

Oue este conflicto jurisdiccional deriva de los antecedentes 
y circunstancias relacionadas en autos y de los cuales resulta: que 
producido el accidente que determinó la muerte de Bernalic ke- 
gueira. procedió de inmediato la Compañía de Seguros "El Co- 
meré»", en cumplimiento de ta ley 968X. a deportar en la Caja 
factorial de jubilaciones y Pensiones Civiles la suma de 3.330 
pesos nacionales, como indemnización acreditada a favor de los 
derecholnbientes del accidentado y abierto correspondiente jui- 
cio sucesorio ante un Juez en lo Civil y Comercial de I-i Plata, 
éste libró exhorto al de turno e igual jurisdicción de esta Capital, 
a fin ck (|ue requiera de la Gija de Jubil; tetones la transferencia 
del mencionado debito a la orden de aquel Juzgado, como pr- 
Unevientc a la suexsióu referida. Diligenciado el exhorti> ante 
didi:« Caja de Jubilaciones, ésta resolvió consignar ta suma de la 
indeumi/acióu a la' orden del Juez de esta Capital, sosteniendo 
que no procede la entrega de a< piel la suma a los herederos de la 
victima, sino que dehe conservarse en la Caja de ( ¡-«minia para 
ser entregada en la forma que iletermina el art. l >" de la ley 
y que esta cue tión tleíie >er resuelta l*or el Juez «le la Capital, a 
quien pidió promoviera a tales efectos la correspondiente con- 
tienda de competencia i>or inhibitoria, qwsé&páo ella trabada por 
la deeWaioria de am!)os Jueces acerca de la pnicedenda en el 
easo, ile m ri*pectivas jurisdicciones. 

Oue se observa, desde luego, que no se ha controvertido en 
la enmienda la jurisdicción del exhortante romo juez de la >u- 
ccí-ión por ser el dil último domicilio del causante, y que el juez 
de la Capital funda su competencia en la aceptación implícita do 
la- deposiciones legales citadas por la representación de la Caja, 
ajenas, en general, a la cuestión jurisdiccional planteada. 



416 FALI.US DE LA CORTE SUPREMA 

Une, cti efecto, sean cuales fueren las tji-vuj^í^i" >nt ^ de la 
ley. invocadas en el caso, relamas a la constitución de l¿ taja 
de Garantía, al destino de los valores ctv ella depositados, a la 
determinación ^tnUe/ea si la indemnización ,»>r :wa \\\U> 
forma t »anc o no del hal>er hereditario, son cuestiones <íc tmuU. 
que no dHenninan la jurisdicción y que de1*n plantearle ante 

,i jim o iviUnmi q¡oe m wmtf®** \* ,T **P**** m$***m 

de la lev o por aplicación efe los preceptos y normas g^ie^lfiS M tu 
ritfen la materia. t¿mm es en el í»6 Mr el Juez de la sucesión 

Él jiririeifíio del domicilio que invoca la Caja de JnhitíY.io- 
ms. aMini-endn el caráeUT de deman lad u. es inaplicable al caso 
dé imt&fc m - &» pOT tratarse áej J*pfó universal de sucesión que 
atrae en genera] todas las cuestiones relacionadas can ¡O* iuere- 
Scs v derretios sucesorio: . sino ' tamílico por la ^p?oat*tfc«l de l& 
ley tle que se trata. i[tie deja a elección del actor el Jtuv. del lu- 
-:it del heeftu t» el del domicilio del demandado lart, 15 i. con tm 
desunid evidente de protección al obrero accidentado o a si) í.v 
malia. diminando asi en le, posibfe las dificultades que de ftt» 
modo encontrarían en la gestión de las indemnización^ a que 
tuvieren derecho. 

Uue es isiialiuenti- inaplicalile a la situación Ie;,'a1 que -e 
examina, la jurisprudencia de esta que se cita con invocación del 
fallo i'.cl lomo 141. \ j^na 254. pues tu aquel caso se trató <le es- 
tal.leccr si el depilo de la indemnización debía cícVtuarse -n la 
faja Nacional o en una Caja Provincial de ta < H'icina del Tra- 
y en ei sub jwéfce se trata de determiuir. entre do < jueces 
eti contienda de juri>dieeióu. cuál es el compéleme |>ar;i eoii.. t vr 
v decidir en las cuestiones q»k- planica la Caja Nación il de Ju- 
fiHácwnirs y Pensión» s Civiles M.lirc interpretación y aplicación 
fiel art. 9* de la ley número **>8S. 

( im .lientas, pues, las precedentes consideraciones, queda 
de urmiíie^o que los razonamientos que fundamentan la n solu- 
ción & la Caja de Jnbilaciom> y Pensiones, no demuestran la 
procidencia de la jurisdicción del Juez de la Capital, y nada 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



417 



ol>sta a que interpuestas y resucitas ame el juez di- La Plata, sea» 
traídas si encaso 1.. requiere, a la decisión íinal de esta Curte jior 
vía del recurso a que hubiere lugar. 

Por estiM fundamentos y las conclusiones de ta jurispru- 
dencia en casos análogos (Fallos, totno 15f., página .Vil y los 
allí citados), oído el señor Procurador General, se declara la com- 
petí neta para romper en el sith jitdice del Juez de 1* Instancia en 
lo Civil y Comercial de La Plata, a quien, en 
remitirá» los autos, avisándose al Juez 

j. 1í-¡i i:roa A i, corta, — Roberto 
Riípetto. — K. Grmo Lavam.e. 
— Antonio SagaRXA. 




íhm /-'rancheo González. Secretorio Electoral tiet Juzgado Letra- 
th¡ «/./ Territorio Xaeional de lo Pompo Central, solicito jte le 
ponga en forestó o del Registro de i Venturos Públicas, tjue 
ikfi corres fwiitt crie como Se rehirió de dicho Juzgado. 

m 

S (tutano: N*o correspondí al Secretario Klecl'.-ral del Ju/jjado 
Letrado de un Territorio Nacional, ti actuar como K>erif>ano 
de Kmtí turas Públicas que Correspondí- a los Secretarios de 
fufado, de acuerdo ion lo dispuesto por la ley 1")¡12 mo- 
tín irada por la número Jf»f>2. \mr no ser las disi*>sicioncs 
de ést m aplicables al easo, El anjictilo 6* de la ley II.. W 
deslinda claramente las funciones que eompele a los Secre- 
tarios Kleetorates. 

(oso: \m explican las piezas siguientes; 
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RKSOLCL'UJN' l»EI- JL'KZ LETRADO, INTERINO 

Santa Roaa. Mayo » de 1ÍKÍQ. 

Autos y Victos : 

Lo ]nn¡cHíiiatln |Hir ti Secretario Electoral tic este territorio 
Escribaito tíi ni Francisco Ckin*$Í^ a fs. 2 tle que se le ponga 
en posesión del Registro tle Escrituras Publicas ime le correa 
jHMule como Seeretnrio del Juzgado, a mérito tle lo dispwrto por 
lo* arts. 44 v 45 de la lev número 13,52. modificada por la mi 
tuero 2f/j2: y 

1 

Cot tolerando: 

t i«f la lev numero 1532 en su ari. 44. ilkv: "Habrá mi K- 
gFÍbano Secretario encargado tle actuar en los juicios que se si- 
gan ante é J}m ktfáMp el. que será también de Registro. I 1 .! 
I'odcr Ejecutivo podrá errar nuevos registros en los antros de 
|x>UlacÍóii ( |tie. contando con menos tle efe^a mil habitantes", se 
hallen distantes de la Capital de la (Atentación. A este Eseriba- 
no le serán aplicables las disposiciones de la le/ solare Organizv 
ejóu de los Tribunales tle la Capital en cuanto m m opittgan ' 
te pre>cMe\ 

Que si bien el recurrente es Ivl-ribano Secretario dtl )w- 
gadOj el cargo mu- desempeña, no emana tle las di*i>osiciones o-* 
la lev mi mero 1532. qué siendo esto así. resolver favorablemente 
lo peticionado. tmtH>naria. a juicio del Tribunal, crear un nuevo 
Registro, lo míe estaría en pugna con lo dispuesto púf el ar- 
ticulo 44 de la ley. cuya parle pertinente se tránsenla al íinal 
del primer considerando. 

Por e-tos fundamentos, resuelvo: Nti hacer a la solicitado. 
Norífíquesc y archívese, Proveo t*n virnitl tle lo dispuesto por la 
lev RÓmero 4lo2. — Alejandro Drago, — Ante mí : Anastasia 
B, /Jwhc/ií. 
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DICTAMEN DEL PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 18 de 1930. 



Suprema Lurte; 



i;i Kserilsmn rúhltco. don Francisco González, diluido 
Secretario Elecíoíakucl Territorio Nacional de la l*mp* 
eiló ild señor Juez letrado <le la localidad se- le pusiera en pose-, 
sión del Registro de Escrituras Públicas que le corresponde, in- 
vocando al efecto tes art». 44 y 45 de la ley número 1532. nuli- 
ficada pm k »"»hto 2o62. petición que le fué denegada, sectil 
resulta de la resolución corriente a ís. 4. 

Las disj»osicioms de la ley número 1532 a que sv refiere 
el peticionario no son aplicables en el caso, que está regido por 
.1 articulo (f de la ley número mJ&i el cual deslinda elara- 
tnente las funcionen que competen a los Secretarios Electorales, 

Por ello, estimo procedente et recurso extraordinario por 
i rularse de ta interpretación (fe una ley nacional, cuya d< cisión 
lm sido contraria al derecho invocado por el recurrente, y pido 
a V. E. se sirva confirmar dicha sentencia, i>or m fúnda- 



la ley invóca la en ella, como asimismo a la citada por el señor 
Procurador Genera] en m dictamen de fs. 8. 



III t TltOS, 



Jlmitt to A\ I.tirn'hi. 
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Don Angel Valiente Xoailtes, en ios autos: "Compañúi Cu nera! 
de Verrocarrtles de ía Prenuncia de Buenos Aires, contra Ale- 
jandro Nogués, por expropiación" ': sobre nueva fianza. 

Sumaria : El procurador matriculado en el Registro de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación de conformidad a la ley 
m'imrm 10. \*Xt se encuentra autorizado jura actuar en tal 
carácter ante tocios los tribunales federales de la UepúMica. 

Caso: 1.u explican las piezas siguientes: 

INFORME I>K SECRETARIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Stñnr I 'residente: 

i limpíeme ilar cuenta a V, K. que. en ta fecha agrego a 
i uní ilinación los escritos caraos números o05/29 y 1**14 '29 sus- 
criptos por el apoderado dd ferrocarril expropiante, doctor Angel 
\ aliutn- Xoaillcs. i¡nit » tu» i>tá inscripto en la matricula de pro- 
curadores «k esut Exina. t amara, creada por ta ley tt" lO.'Wíi. 

Keerctariu. Marzo tft (te 1930. 

Julio Man . 



Aílv> llt. LA CÁMARA l'EUERAl. 

Rosario, Mnrso 11 de VJilQ. 

M€i«o el informe de Secretaría de í>. HW vía. hága-e 
salicr al -compareciente qm i>ara litigar en esta jurisdicción debe 
presentar ululo v certifica» lo de inscripción en la Suprema 
( nrtr fie hi>tieia, comt| tatiiliién llenar los remostos estable- 
cido- n i l-1 artículo a', inciso 4*-' di- l:i ley 10.99*». 

Martines, 




DE LA 



KESOLl l ION DE LA CA3UARA FEDERAL 

Rosario, Abril 11 de 



Victos: 

Los autos caratulados "Cía, General de los FF. CC. de la 
Provincia de Buenos Aires contra Alejandro Xogués, sobre ex- 
propiación" jwra resolver acerca del nedido de revocatoria del 
decreto de ís."112 (última parte) formulado ]*>r el apoderado 
de la compañía actora. doctor Angel Valiente Xoailles en su es- 
crito de ts. 117 |l 18: y 

Considerando : 

■ 

• 

Xo obstante que la suficiencia del expresado don Angel Va- 
liente Xoailles y las demás condiciones personales exigidas por 
la ley número 10.996 están acreditadas con el certificado acom- 
pañado al escrito de fs. 1 17 por el que consta que está inscripto en 
la Matricula de rroenradores de la Corte Suprema de Justicia 
ífe la Xación. CJípedido ]**r el funcionario autorizado al tíecto 
por la Acordada de dicho Tribunal de fecha 2<> de Xovicmbre 
de 191V>; atento los precedentes sentados jx>r esta Cámara en sus 
resoluciones numero* 2756, 2814 y 2&*> y, a lo dispuesto por el 
articulo 3*, inciso 4 ,f (segunda izarte) de ta ley citarla, delte pres- 
tar don Angel Valiente Xoailles la fianza correspondiente y pre- 
sentar asimismo el titulo que lia servido |»ara la inscrii>c¡óti m la 
Suprema Corte, a los fines de las constancias respeotivai* en til 
Registro de esta Cámara. 

VA argumento que contiene el escrito de fs. 117 (tercer pun- 
to) no es suficiente para f mular la revocatoria del decreto de fs. 
112 en la parte recurrida. El depósito, hipoteca o garantía exigi- 
dos tienui por objeto asegurar el cumplimiento de las obligacio- 
nes como litigante o personales de procurador a concretarse eti la 
circunscripción judicial donde se pretenda ejercer la procuración 
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v deben ser apreciadas y constituidas a ta orden de los rcsjx'Ctií- 
vtis presidentes de las C ámaras de Apelación. 

IW mito, se resuelve motiteuer el decreto de ts. UJ. ^ ti( 
cnanto a! recurso extraordinario t\v apelación: Xo lia lugar \ior 
improcedente, de-de <|tie lus direeluis acordados a los habitantes 
de ta Nación |»or el art. 14 de la Constitución, están subordinados 
a las leyes que reglamentan su ejercicio; por í>lra jarte, la apli- 
cación i mK'r|iritaeiún de las leyes de forma, tal como la número 
1(1. Wi (<jue lia >ido incorporada jmr el art. 19 de éste a la de 
procedimientos federal), u» iiun»ri/.;m el rcVurso extraordinario 
previno | "i el art, 14 fie !á ley nñiuero 4S. y la resolución d< esta 
Cámara ii" es contraria a lo preceptuado en ella. Hádase stilier. 
Batígm V< íhríUM- í: ' t n »"» ^ViVcmc-m; — Cur- 

< 

i>[MIH:ncia : 

■ 

Rosario, AWil 11 <l« 10:10. 

Y Visi.is; 

habiéndose -atUíeelm, ] •* »r itbtindainñnto. con l'i presenta- 
ción del certificado de £$ I líi. loá rnjuisilos de la ley 10,996 pa- 
ra el ejercicio ante esta jurisdicción de las í tuiciones procura lo- 
rijtó del reclíneme. de<de que ya estaba comunicada su insxrijición 
ante la Suprema L orie por la Secretaria de, este Tribunal : asi se 
declara, dejándole sin efectu la exigencia de nueva fianza. 

Y en cuanto al recurso exlraordinariu. subsidiariamente ín~ 
terpnesto: Por (os fundamentos del escrito de la parte, párrafo 
•I", de fs. 117 vta. y ante el voto de la mayoría, concédeselo, con 
tfflipta/amicntn de doce días. N'oütii|uese. etc. - losé M* Fierro, 
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DICTAMEN DEL PROCL* MADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio H de 1930. 

Suprema Corte: 

EJ doctor émé Wfeé* Willes recurre de hecho ante V. 
K. m halóle denudo ta Cámara federal dd Kosano el re- 
curso extraordinario que interpuso en lo, auto. 'Combina Gene, 
ral de Ferrocarriles de la Provincia de Bueno. Atres contra don 
Alejandro Xogués, sobre expropiación . 

V E ha conocido va por la vía del recurso extraordinario 
de una apelación relacionada con la forma como un tribunal <U¡ 
blinda instancia interpreta!*! el rctíime.i de la ley numero 10. JW. 
(tomo m, página 10/). principio apilado al caso de autos, al 
mé me refuro pan, wlíéW de V - Es <PÜp revocar el auto re- 
currido en esta ^me y conceder, en consecuencia* dtcho recurso. 

Entrando a considerar el punto planteado por el muiTente. 
che observar que al presentarse &i parte en el aludulo uií.m. en 
representación de la compoffil adora. halÁa cumplido ante esta 
o'rtv Suprema con Unías las obligaciones impuestas en la ley nu- 
mero 10.y%, lo <|"c I» habilitad |«ni fttpt en il carácter de 
procurador en !a citada Cámara, como resulta del cerificado de 
í, m de los m* principales, no obstante lo cual se le cxu;>.> 
ftDa nueva ¡neripcm» dentro de la jurisdicción de la Limara Fe- 
deral dtl Rosario. 

Tratándole en este caso de una rr>ulución emanada de una 
Cámara Federal t fs. 112V une tiene carácter de definitiva. V. 
E. püede reverla en las caffp pícionadas en el presente 
rceursn, cuyas consideraciones reproduzco en lo pertinente. 

¡loman /í. l.nrrshi. 
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KA LUI Í)K LA COKIK SL'PKKMA 

Buciius Aires, Junio 25 de IDaO. 
Auiu> y Vistos: Considerando; 

i PM.it- M-^úii lu establece el art. 3' de la Uy número lO.'Wi, "Ja 
Secretaría ih la Corte Suprema ■> el funcionario de su dq>enden- 
>M designe csH¡ Tribunal, llevara un registro de matrículas, 
m el nial serán m>criplos. a solicitud de parte interesada. lo$ «|ui- 
retinan las condicione-* e» tal decidas en la présenlo ley". 

Kst< registro estará a cargo de la> Cámaras Federales de 
Npelaei^ de las canil ales o provincias <[ue las tuvieren y dy los 
Jueces de Sección o Letrado de la* provincias y en los territorios 
rtacÍJ males, respeeú vauieiile . 

Cnos v otros funcionarios comunicaran oporumanunte a la 
Sup;,ina t '»rte N*a.*i«*iial la nómina de los inscriptos a los efec- 
tos de mi anotación itt ti n'tftstia de fsla última. 

* Ha* en el a rúenlo inciso 4- se requiere una garantía de 
Sr.díHi pesos «i -ti njuivíilenté en tiltil" js, fianza personal o real' pa- 
ra la- inscripciones cpie se soliciten ante e*ta Corte, reduciéndose 
dicha garantía a í 2.UK) en la justicia federal de la* provincias 
v territorios nacionales. 

<Jne la acordada dictada por esta Corte el de Noviembre 
de IMpi reglamentando la ley lO.Wfi. estableció: 

a> Remitir mensiinlmente a linios los jueces y Tribunales 
de la Capital Federal. Tribunales y Jueces Federales de las Pro- 
vincias y a los jueces Letrados en los Territorios Nacionales, la 
nomina de los Provuradores inscriptos, ik'bieuclo formular en el 
mes de Febrero de ca la año otra general e impresa, la uue será 
alumino enviada a los funcionarios indicados. 

b i I lacer salier a lodos los jueces y Tribunales las suspen- 
siones y eliminaciones de lus I Yoeuradores inscriptos en su ma- 
tricula. 
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An. La presente reglamentación servirá también para el 
registro que deben llevar los Tribunales y Jueces expresados en 
la segunda parte del art. 2* de la referida ley . 

Que según se desprende de las disposiciones transcriptas, es 
evidente, como ocurre cu el caso que, el Pn>curador inscripto en 
el Registro i|uc de acuerdo a la ley 10,996 se lleva en esta Coi te, 
istá facultado para intervenir en el juicio seguido por la Cía. 
(Irah de FK. CC, en la Provincia de 1 Sueños Aires contra Ale- 
jandre» Xogués. sobre expropiación que se tramita ante el Juzgado 
Federal cid Rosario, ya que ha llenado el requisito de la fianza 
exigida en el nrt. á* de la referida ley. 

Que, por lo demás. cal>e agregar, que de aceptar la interpre- 
tación atril mida por la Cámara Federal del Rosario a la ley nú- 
mero 10.996 importaría obligar a lodo profesional que debiera 
actuar como Procurador ante difen mes Tribunales Federales a 
limar cu caria caso Iik extremos de la ley referida, lo fino ?fría 
contrario a lo dispuesto en el art 2" y demás preceptos legales 
citados. 

íjije por otra '«irte procede hacer cunsltr que la resolución 
de !a Cámara Federal de Apelación del Rosario, significa el des- 
cononmienlo del certiíieaslo otorgado |Hir esta Corte al apelante 
de hecho, de estar inscripto en la matrícula de Pn Km raí lores. 

Fn <u mérito, atenta Iil superintendencia que ejerce el Tribu- 
nal sobre la Cámara Federal de Apelación del Rosario y las cou- 
>idt raciones pertiuenles del dictamen del señor Pnicurador ílc- 
n eral, se revoca Ta resolución apelada. Xotiííquese y devuélvanse, 

). FlÉL-EKOA ATXORTA. — RuliERTO 

RiiPETTo. — R. (Irmo Layaixe. 
— Antonio Sauakna. 



